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Durante mis años de ejercicio profesional y docente he podido 
comprobar la gran confusión que existe sobre el coloquial concepto 
del Autónomo, pues se confunde una figura jurídica la del Trabajador 
Autónomo, que no es sino un empresario individual, con el régimen 
de la seguridad social de autónomos al que varios colectivos vienen 
obligados por ley a afiliarse. Distintos profesionales y figuras jurídicas 
mercantiles, se definen como Autónomo, como si todos compartieran 
un régimen jurídico unitario y una misma calificación jurídica.  En 
esta guía vamos a  dar respuesta a los siguientes interrogantes que se 
pueden plantear:

¿Qué se entiende por ser Autónomo?

¿Soy un Empresario Individual o Trabajador Autónomo?

¿Cuál es mi marco jurídico como Trabajador Autónomo?

¿Soy un TRADE (trabajador autónomo económicamente 
dependiente?

¿Cuál es mi marco jurídico como TRADE?

¿Tenemos los Autónomos derechos colectivos?

¿Qué obligaciones existen a nivel de Prevención de Riesgos 
Laborales?

¿Si tengo un problema, cuál es la jurisdicción a la que tengo 

¿ ?
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que acudir?

Soy extranjero, ¿Puedo ser Autónomo, puedo ser TRADE?

¿A qué prestaciones de la Seguridad Social tengo derecho?

¿Qué obligaciones tengo que cumplir en el desarrollo de mi 
negocio?

¿ ?
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Tema I. Trabajador autónomo

Contenido

I.	 Concepto

II.	 Colectivos incluidos

III.	 Colectivos excluidos

IV.	 Diversas formas jurídicas de trabajo autónomo

I.- Concepto trabajador autonomo

¿Qué es  un Trabajador Autónomo? Quizás sea uno de los conceptos 
jurídicos más confusos, pues bajo esta denominación se engloban 
colectivos muy diferentes  y una regulación dispar desde distintos 
ámbitos del ordenamiento jurídico. No existe un único tipo de 
trabajador autónomo, sino múltiples formas de actuación en el tráfico 
jurídico como trabajador autónomo.

Antes de analizar el concepto jurídico de trabajador autónomo, 
vamos a ver cual es la estructura del empresariado español y que papel 
desempeña el Autónomo en dicha estructura.

Según informe el  Directorio Central de Empresas (DIRCE) sobre 
la Estructura y Demografía Empresarial en España a fecha 1 de enero 
de 2014,  hay en España 3.114.361 empresas, de las cuales 3.110.522 
(99,88%) son PYME (entre 0 y 249 asalariados).1 

     	1  Fuente: INE, DIRCE 2014 (datos a 1 de enero de 2014), y Comisión Europea, “ANNUAL 
REPORT ON EUROPEAN SMES 2013/2014” Estimaciones para 2013
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En comparación con la Unión Europea, en España las microempresas, 
entendiendo estas las que tienen entre 0 a 9 empleados,  suponen el 
95,8% del total de empresas, 3,4 puntos por encima de la estimación 
disponible para el conjunto de la UE en 2013 (92,4%). También hay 
una diferencia significativa en la representatividad de las empresas 
españolas pequeñas (3,5%), 2,9 puntos por debajo de la estimación 
para el conjunto de la UE28 (6,4%).

A 1 de enero de 2014, el 80,5% de las empresas españolas ejercen su 
actividad en el sector servicios y, dentro de éste, un 24,3 % corresponde 
al comercio.

Atendiendo a la distribución sectorial, se observa cómo varía el 
tamaño empresarial en función de los sectores económicos a los que 
pertenecen las empresas. Así, el 85,8% de las empresas industriales 

	
  

	
  

2

     	2  Distribución sectorial por tamaño de empresa, 2013.Fuente INE.
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son microempresas, y de ellas el 47,4% tienen entre 1 y 9 empleados. 
Sin embargo, los sectores construcción y resto de servicios aglutinan el 
mayor número de empresas (con un 61,5% y un 55,1% respectivamente) 
en el tramo de microempresas sin asalariados. En el sector comercio, 
cerca del 50% son microempresas sin asalariados y el 47% tienen entre 
1 y 9 empleados. El 11,73% de las empresas del sector industria son 
pequeñas empresas (de 10 a 49 empleados), porcentaje muy superior al 
que suponen las pequeñas empresas sobre el total de empresas (3,5%).

Distribución del tamaño de empresa por sectores, 2013.

Distribución de las empresas españolas según condición 
jurídica y tamaño, 2013.
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A 1 de enero de 2014, la persona física (autónomo) es la 
forma predominante en la constitución de una empresa. Lo que 
evidencia la importancia de esta figura. La sociedad limitada aparece 
en segundo lugar, la comunidad de bienes en tercero y la sociedad 
anónima en cuarto lugar. Esta última forma jurídica está perdiendo 
protagonismo en favor de la sociedad limitada y la comunidad de 
bienes, y es previsible que este trasvase se siga produciendo por la 
mayor idoneidad de la sociedad limitada para la constitución de una 
empresa de pequeña dimensión.

Estas cifras reflejan la importancia de este colectivo denominado 
trabajador autónomo en nuestro panorama económico y empresarial. 
Pero ¿qué es  un Trabajador Autónomo? Como manifestábamos 
anteriormente nos encontramos ante uno de los conceptos jurídicos 
más confusos, pues bajo esta denominación se engloban colectivos 
muy diferentes  y una regulación dispar desde distintos ámbitos del 
ordenamiento jurídico.

Concepto trabajador autonomo

  El Derecho Mercantil define el empresario  individual como 
“aquella persona física que disponiendo de la capacidad legal necesaria 
ejerce de forma habitual y por cuenta propia una actividad empresarial”.

Los elementos esenciales que configuran el concepto de 
EMPRESARIO INDIVIDUAL:

• Capacidad legal.

• Ejercicio habitual de la actividad empresarial, y 

• Ejercicio de la actividad empresarial en nombre propio.
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1º.- Capacidad legal.

Nos estamos refiriendo a capacidad de obrar y, por tanto, debemos 
diferenciar entre:

• Capacidad jurídica, la que tienen las personas desde el momento 
en que existen como tales (las personas físicas cuando nacen y las 
personas jurídicas cuando se constituyen),

• Capacidad de obrar, la que tienen las personas a las que la Ley les 
permite realizar por sí mismas negocios jurídicos.

Las personas físicas, por regla general, consiguen la capacidad de 
obrar cuando alcanzan la mayoría de edad (18 años en el Derecho 
Común español). También los emancipados mayores de 16 años y 
menores de 18.

No obstante, en ocasiones la Ley establece ciertas limitaciones a la 
capacidad de obrar:

• Incapacidades, son los supuestos de personas que judicialmente 
han sido declaradas incapaces para disponer de sus bienes y que, por 
tanto, no disponen de capacidad de obrar.

• Prohibiciones, que afectan a las personas que, si bien son capaces, 
la Ley les prohíbe el ejercicio de actividades mercantiles.

• Incompatibilidades, son prohibiciones de dedicarse al ejercicio 
de actividades mercantiles impuestas a determinadas personas por 
razón de su cargo, estado o profesión.

Como excepción a la capacidad legal, también hay que señalar que 
el Código de Comercio hay ocasiones en que permite ser empresario 
a personas que no disponen de capacidad de obrar. En concreto se 
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permite que “los menores de 18 años y los incapacitados” puedan 
continuar, por medio de sus tutores, las actividades empresariales 
recibidas por herencia o donación.  La justificación de esta postura 
permisiva radica en el principio de conservación y continuidad de los 
establecimientos y empresas.

2º.- Ejercicio habitual de la actividad empresarial.

Hay que significar que un acto mercantil aislado no presupone dicho 
ejercicio habitual. Para poder hablar de ejercicio habitual se precisan la 
concurrencia de dos requisitos:

• una realización reiterada de actos mercantiles, y

• la publicidad por cualquier medio de dicha realización.

Hoy día sería suficiente con el alta en el Impuesto sobre Actividades 
Económicas, I.A.E.

3º.- Ejercicio de la actividad empresarial por cuenta propia.

Su principal característica en la asunción del riesgo de dicha 
actividad. Asumir el riesgo de la actividad empresarial supone una 
doble vertiente:

• el cumplimiento de las obligaciones inherentes a tal actividad 
(obligaciones mercantiles, civiles, administrativas, fiscales, laborales 
y contables), y

• la responsabilidad económica por las posibles deudas contraídas 
en el ejercicio de tal actividad.

Para el Derecho Fiscal, se realiza una actividad económica tanto 
empresarial, profesional o artística, siempre que la actividad  implique 
la ordenación por cuenta propia de  medios de  producción y recursos 
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humanos, o de uno de ambos, y tenga por finalidad intervenir en la 
producción o distribución de bienes o servicios. El ejercicio de la 
actividad económica puede ser realizada por cualquier medio admitido 
en derecho, sobre todo los previstos  en el art 3 del Código de Comercio  
referenciados anteriormente.

La Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo 
Autónomo (LETA)  viene a recoger o recopilar en una norma la 
regulación de este colectivo  anteriormente regulada  en una normativa 
muy dispersa, empezando con una definición del trabajador autónomo.

El Título I delimita el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley, 
estableciendo la definición genérica de trabajador autónomo y 
añadiendo los colectivos específicos incluidos y excluidos.

Según establece la Ley, serán considerados como trabajadores 
autónomos las personas físicas que realicen de forma habitual, 
personal, directa, por cuenta propia y fuera del ámbito de 
dirección y organización de otra persona, una actividad 
económica o profesional a título lucrativo, den o no ocupación 
a trabajadores por cuenta ajena.

Esta definición es muy  análoga a la que utiliza el Derecho mercantil 
para definir al empresario individual. Se podría decir, en base a lo 
que establece la Ley 20/2007 que empresario individual y trabajador 
autónomo es una figura afín, y en muchos casos coincidentes, 
afirmación que no se comparte, por cuanto empresario y trabajador son 
figuras antagónicas. La Ley incluye además  una serie de colectivos y es 
esta inclusión la que provoca más confusión, pues estos colectivos en 
muchos casos no realizan por si mismos ninguna actividad económica 
o profesional, sino que están englobados en una estructura organizativa 
empresarial, confundiendo bajo nuestro criterio la ley el régimen 
jurídico aplicable a un colectivo que es el colectivo del empresario 
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individual, con el régimen de seguridad social al que está adscrito, que 
es el Régimen Especial del Trabajador Autónomo (RETA), régimen que 
es de aplicación a otros colectivos que no son empresarios, existiendo 
empresarios-profesionales a los que no se les aplica dicho régimen en 
base a la ley 30/1995, de Supervisión y Ordenación de los Seguros 
Privados, pero que en base a la definición genérica de la Ley si deben 
ser considerados trabajadores autónomos.

II. Los colectivos incluidos

La propia Ley establece en su  Preámbulo: “Estamos en presencia 
de un amplio colectivo que realiza un trabajo profesional arriesgando sus 
propios recursos económicos y aportando su trabajo personal, y que en su 
mayoría lo hace sin la ayuda de ningún asalariado. Se trata, en definitiva, 
de un colectivo que demanda un nivel de protección social semejante al 
que tienen los trabajadores por cuenta ajena.”, corroborando con ello 
nuestra tesis respecto a la confusión que se produce al incluir a estos 
otros colectivos como Trabajadores Autónomos.

Los colectivos incluidos en la Ley son:

a) Los familiares de las personas definidas  anteriormente que no 
tengan la condición de trabajadores por cuenta ajena, y que realicen 
trabajos de forma habitual para éstos, es decir los familiares de los 
empresarios o profesionales individuales.

b) Los socios industriales de sociedades regulares colectivas y de 
sociedades comanditarias.

c) Los comuneros de las comunidades de bienes y los socios de 
sociedades civiles irregulares, salvo que su actividad se limite a la 
mera administración de los bienes puestos en común.

d) Quienes ejerzan las funciones de dirección y gerencia que conlleva 
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el desempeño del cargo de consejero o administrador, o presten otros 
servicios para una sociedad mercantil capitalista, a título lucrativo 
y de forma habitual, personal y directa, cuando posean el control 
efectivo, directo o indirecto de aquélla, en los términos previstos 
en la disposición adicional vigésima séptima del texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

e) Los trabajadores autónomos económicamente dependientes a los 
que se refiere el Capítulo III del Título II de la Ley.

f) Cualquier otra persona que cumpla con los requisitos establecidos 
en el artículo 1.1 de la Ley.

Por último  se consideran incluidas en el ámbito regulado por la 
Ley las personas prestadoras del servicio del transporte al amparo 
de autorizaciones administrativas de las que sean titulares, realizada 
mediante el correspondiente precio con vehículos comerciales de 
servicio público cuya propiedad o poder directo de disposición 
ostenten, aun cuando dichos servicios se realicen de forma continuada 
para un mismo cargador o comercializador. (art 1.g) del Estatuto de los 
Trabajadores.

La propia norma establece en su preámbulo que desde el punto de 
vista económico y social no puede decirse que la figura del trabajador 
autónomo actual coincida con la de hace algunas décadas. A lo largo 
del siglo pasado el trabajador era, por definición, el dependiente 
y asalariado, ajeno a los frutos y a los riesgos de cualquier actividad 
emprendedora. Desde esa perspectiva, el autoempleo o trabajo 
autónomo tenía un carácter circunscrito, en muchas ocasiones, a 
actividades de escasa rentabilidad, de reducida dimensión y que no 
precisaban de una fuerte inversión financiera, como por ejemplo la 
agricultura, la artesanía o el pequeño comercio. En la actualidad la 
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situación es diferente, pues el trabajo autónomo prolifera en países 
de elevado nivel de renta, en actividades de alto valor añadido, como 
consecuencia de los nuevos desarrollos organizativos y la difusión de la 
informática y las telecomunicaciones, y constituye una libre elección 
para muchas personas que valoran su autodeterminación y su capacidad 
para no depender de nadie.

Esta circunstancia ha dado lugar a que en los últimos años, añade 
la norma,  sean cada vez más importantes y numerosas en el tráfico 
jurídico y en la realidad social, junto a la figura de lo que podríamos 
denominar autónomo clásico, titular de un establecimiento comercial, 
agricultor y profesionales diversos, otras figuras tan heterogéneas, como 
los emprendedores, personas que se encuentran en una fase inicial y 
de despegue de una actividad económica o profesional, los autónomos 
económicamente dependientes, los socios trabajadores de cooperativas 
y sociedades laborales o los administradores de sociedades mercantiles 
que poseen el control efectivo de las mismas.

III.- Colectivos excluidos

La Ley excluye del ámbito de aplicación de la misma a aquellas 
prestaciones de servicios que no cumplan con los requisitos del artículo 
1.1, y en especial: 

a) Las relaciones de trabajo por cuenta ajena a que se refiere 
el artículo 1.1 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 
de marzo.

b) La actividad que se limita pura y simplemente al mero desempeño 
del cargo de consejero o miembro de los órganos de administración 
en las empresas que revistan la forma jurídica de sociedad, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 1.3.c) del texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por 
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Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo.

c) Las relaciones laborales de carácter especial a las que se refiere 
el artículo 2 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 
de marzo y disposiciones complementarias.

IV.- Diversas formas juridicas de trabajo autónomo

Existe por tanto diversas formas jurídicas del trabajo autónomo, 
según establece la Ley 20/2007 y al respecto cabe establecer:

a) Empresario o profesional individual sin personal asalariado.

b) Empresario o profesional individual con personal asalariado.

c) Familiares de los anteriores.

d) Socios de sociedades mercantiles y civiles.

e) Trabajadores autónomos económicamente dependientes (TRADE)

En la presente obra solo va a analizar la situación jurídica del 
Trabajador Autónomo/Empresario individual y del Trabajador 
Autónomo Económica Dependiente TRADE, si bien se va a hacer una 
pequeña reseña de los distintos colectivos mencionados.

1.- Empresario o profesional individual con o sin personal 
asalariado.

Persona física que realice de forma habitual, personal, directa, por 
cuenta propia y fuera del ámbito de dirección y organización de otra 
persona, una actividad económica o profesional a título lucrativo, 
siendo los requisitos:
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• Capacidad legal.

• Ejercicio habitual de la actividad empresarial, y

•	Ejercicio de la actividad empresarial en nombre propio.

La característica más importante y diferencial del empresario 
individual frente al empresario que ejerce bajo la figura de sociedades 
mercantiles capitalistas es precisamente el hecho de que la 
responsabilidad  del empresario individual por las deudas contraídas 
alcanza a todo su patrimonio individual y, en ocasiones, al patrimonio 
común de su matrimonio (régimen económico matrimonial de sociedad 
de gananciales).

El Estatuto del trabajador autónomo establece en su art 10 
“garantías económicas”, que en cuanto a la responsabilidad patrimonial 
éste responderá de sus obligaciones con todos sus bienes 
presentes y futuros, sin perjuicio de la inembargabilidad de los bienes 
establecida en los artículos 605, 606 y 607 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil:

“Artículo 605. Bienes absolutamente inembargables.”

No serán en absoluto embargables:

1. Los bienes que hayan sido declarados inalienables.

2. Los derechos accesorios, que no sean alienables con 
independencia del principal.

3. Los bienes que carezcan, por sí solos, de contenido patrimonial.

4. Los bienes expresamente declarados inembargables por alguna 
disposición legal.
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Artículo 606. Bienes inembargables del ejecutado.

Son también inembargables:

1. El mobiliario y el menaje de la casa, así como las ropas del 
ejecutado y de su familia, en lo que no pueda considerarse superfluo. 
En general, aquellos bienes como alimentos, combustible y otros 
que, a juicio del tribunal, resulten imprescindibles para que el 
ejecutado y las personas de él dependientes puedan atender con 
razonable dignidad a su subsistencia.

2. Los libros e instrumentos necesarios para el ejercicio de la 
profesión, arte u oficio a que se dedique el ejecutado, cuando su 
valor no guarde proporción con la cuantía de la deuda reclamada.

3. Los bienes sacros y los dedicados al culto de las religiones 
legalmente registradas.

4. Las cantidades expresamente declaradas inembargables por Ley.

5. Los bienes y cantidades declarados inembargables por Tratados 
ratificados por España.

Artículo 607. Embargo de sueldos y pensiones.

1. Es inembargable el salario, sueldo, pensión, retribución o su 
equivalente, que no exceda de la cuantía señalada para el salario 
mínimo interprofesional.

2. Los salarios, sueldos, jornales, retribuciones o pensiones que 
sean superiores al salario mínimo interprofesional se embargarán 
conforme a esta escala:

1. Para la primera cuantía adicional hasta la que suponga el 
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importe del doble del salario mínimo interprofesional, el 30 %.

2. Para la cuantía adicional hasta el importe equivalente a un 
tercer salario mínimo interprofesional, el 50 %.

3. Para la cuantía adicional hasta el importe equivalente a un 
cuarto salario mínimo interprofesional, el 60 %.

4. Para la cuantía adicional hasta el importe equivalente a un 
quinto salario mínimo interprofesional, el 75 %.

5. Para cualquier cantidad que exceda de la anterior cuantía, el 
90 %.

3. Si el ejecutado es beneficiario de más de una percepción, 
se acumularán todas ellas para deducir una sola vez la parte 
inembargable. Igualmente serán acumulables los salarios, sueldos 
y pensiones, retribuciones o equivalentes de los cónyuges cuando 
el régimen económico que les rija no sea el de separación de bienes 
y rentas de toda clase, circunstancia que habrán de acreditar al 
tribunal.

4. Los anteriores apartados de este artículo serán de aplicación a 
los ingresos procedentes de actividades profesionales y mercantiles 
autónomas.”

La Ley 20/2007 estable que a  efectos de la satisfacción y cobro de 
las deudas de naturaleza tributaria y cualquier tipo de deuda que 
sea objeto de la gestión recaudatoria en el ámbito del Sistema 
de la Seguridad Social, embargado administrativamente un bien 
inmueble, si el trabajador autónomo acreditara fehacientemente que 
se trata de una vivienda que constituye su residencia habitual, 
la ejecución del embargo quedará condicionada,  en primer lugar, 
a que no resulten conocidos otros bienes del deudor suficientes 



26

susceptibles de realización inmediata en el procedimiento ejecutivo, y 
en segundo lugar, a que entre la notificación de la primera diligencia de 
embargo y la realización material de la subasta, el concurso o cualquier 
otro medio administrativo de enajenación medie el plazo mínimo de 
dos años. Este plazo no se interrumpirá ni se suspenderá, en ningún 
caso, en los supuestos de ampliaciones del embargo originario o en los 
casos de prórroga de las anotaciones registrales.

Al tener el empresario individual responsabilidad directa por las 
deudas contraídas en el ejercicio de su actividad empresarial, es 
importante conocer el sistema de responsabilidad existente en el 
supuesto de que dicho empresario esté casado.

En tal sentido habrá que partir del Régimen Económico Matrimonial 
que se haya concertado y de los pactos contenidos en capitulaciones 
matrimoniales otorgadas, que deben constar debidamente inscritos en 
el Registro Mercantil.

En el Derecho Civil común español hablaremos, principalmente, 
del régimen de separación de bienes y del régimen de gananciales. En 
otros Derechos Forales existen casuísticas especiales que es necesario 
conocer en cada concreto.

• RÉGIMEN DE SEPARACIÓN DE BIENES, cada cónyuge es 
propietario de sus propios bienes (bienes privativos), por lo que los 
bienes que posea el cónyuge del empresario no se verán afectados 
por sus actividades empresariales.

• RÉGIMEN DE GANANCIALES, el más frecuente en nuestra 
sociedad actual, quedan afectados al pago de las posibles deudas 
contraídas como resultado de las actividades mercantiles los bienes 
privativos del empresario y los bienes comunes del matrimonio 
adquiridos por los beneficios obtenidos de tales actividades.
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Para que los demás bienes comunes del matrimonio queden afectados 
también a dicha responsabilidad es necesario el consentimiento de 
ambos cónyuges.

Dicho consentimiento se presume otorgado por el otro cónyuge:

• cuando el empresario realice sus actividades mercantiles con su 
conocimiento y sin su oposición expresa, y 

• cuando al contraer matrimonio, el empresario estuviese realizando 
actividades mercantiles y continuase su realización sin su oposición.

Los bienes privativos del cónyuge del empresario sólo quedarán 
afectados cuando exista su consentimiento expreso en cada caso, 
no cabe la presunción anterior en tal caso. En cualquier caso el 
consentimiento, expreso o presunto, puede ser revocado libremente en 
cualquier momento por el cónyuge del empresario.

Los actos de consentimiento, oposición o revocación, deben constar, 
para que surtan efectos respecto a terceros, en escritura pública, que 
debe ser inscrita en el Registro Mercantil. No obstante, los actos de 
revocación no podrán, en ningún caso, evitar las deudas contraídas con 
anterioridad.

Como contrapartida a la figura jurídica del empresario individual y su 
responsabilidad patrimonial, en  las sociedades mercantiles capitalistas 
la responsabilidad por las deudas sociales se limita al capital social 
aportado. Mientras que para el empresario individual, las sociedades 
civiles y las comunidades de bienes existe responsabilidad personal 
ilimitada por las deudas contraídas.

Entendemos que  la responsabilidad patrimonial  señalada 
anteriormente solo puede ser aplicada al empresario individual y no a 
los familiares que trabajen  de forma habitual para él puesto que no está 
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realizando una actividad mercantil y no se puede exigir responsabilidad 
patrimonial  por ejemplo a un hijo que realice trabajos de forma habitual 
para su padre, empresario individual, por las deudas que éste genere 
como consecuencia de la explotación del negocio a pesar que ambos 
son considerados por la Ley 20/2007 como trabajadores autónomos.

2.- Socios de sociedades mercantiles.

La Ley  20/2007 también considera trabajadores autónomos a los 
siguientes colectivos, 

a) Los socios industriales de sociedades regulares colectivas y de 
sociedades comanditarias.

b) Los comuneros de las comunidades de bienes y los socios de 
sociedades civiles irregulares, salvo que su actividad se limite a la 
mera administración de los bienes puestos en común.

c) Quienes ejerzan las funciones de dirección y gerencia que conlleva 
el desempeño del cargo de consejero o administrador, o presten otros 
servicios para una sociedad mercantil capitalista, a título lucrativo 
y de forma habitual, personal y directa, cuando posean el control 
efectivo, directo o indirecto de aquélla, en los términos previstos en 
la disposición adicional vigésima séptima del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social.

Insistimos en la confusión que ello puede producir, puesto que 
entendemos que lo está estableciendo no es que estos grupos sean 
realmente trabajadores autónomos, sino que deben estar encuadrados 
en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos RETA a efectos 
de la seguridad social.

El art 10 de la Ley 20/2007 anteriormente mencionado respecto 
a las garantías económicas y la responsabilidad patrimonial  frente a 
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las obligaciones no puede ser aplicada al colectivo del apartado c), 
pues están amparados por la legislación mercantil y ley de sociedades  
de capital, sin que la Ley 20/2007 establezca ninguna excepción al 
respecto.

a) Los socios industriales de sociedades regulares colectivas 
y de sociedades comanditarias.

Desde un punto de vista económico podemos distinguir entre 
sociedades  personalistas y capitalistas. La distinción deriva del grado 
de independencia de la sociedad como persona jurídica frente a los 
socios, lo cual tiene una trascendencia fundamental en cuanto al 
régimen de responsabilidad de la sociedad.

SOCIEDADES PERSONALISTAS:

Aquellas sociedades en las que todos lo socios o parte de ellos, 
responden personal ilimitada y solidariamente de las deudas sociales, 
aunque aquella responsabilidad es siempre subsidiaria con respecto a 
la de la sociedad. Las principales sociedades mercantiles de carácter 
personalista son:

• SOCIEDAD COLECTIVA

• SOCIEDAD COMANDITARIA SIMPLE

• SOCIEDAD COMANDITARIA POR ACCIONES

Sus características más significativas son:

• La CONDICIÓN DE SOCIO es intransmisible. 

• La RESPONSABILIDAD de los socios por las deudas sociales 
frente a terceros es personal e ilimitada. 
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• La ADMINISTRACIÓN de la sociedad corresponde a los socios. 

1.- SOCIEDAD COLECTIVA.

La sociedad colectiva es una sociedad personalista dedicada en 
nombre colectivo a la explotación de su objeto social. Se encuentra 
regulada en los artículos 125 y siguientes del Código de Comercio.

La razón social debe contener el nombre de todos o de alguno de los 
socios, añadiendo en este caso la expresión “y Compañía”.

Régimen jurídico:

• SOCIOS, para la constitución de la sociedad es necesario un 
mínimo de dos socios, pero no existe límite máximo alguno.

• APORTACIONES de los socios pueden ser económicas (bienes, 
dinero o derechos) o consistir en trabajo personal. A los socios que 
aportan exclusivamente trabajo personal se les denomina socios 
industriales. No existe mínimo legal en cuanto al capital social .La 
condición de socio es intransmisible, salvo consentimiento de los 
demás socios.

• LA RESPONSABILIDAD de los socios por las deudas sociales 
frente a terceros es personal, ilimitada y solidaria.

• LA ADMINISTRACIÓN de la sociedad puede ser asumida por 
todos los socios, salvo pacto expreso en contrario a favor de alguno o 
algunos de los mismos.

2.- SOCIEDAD COMANDITARIA.

La sociedad comanditaria es una variedad de la sociedad colectiva, 
siendo también una sociedad personalista dedicada en nombre 
colectivo a la explotación de su objeto social. Se encuentra regulada en 
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los artículos 145 y siguientes del Código de Comercio.

Su principal característica es la existencia de dos tipos de socios:

• Los SOCIOS COMANDITARIOS, que aportan capital 
exclusivamente. 

• Los SOCIOS COLECTIVOS, que, aporten o no capital, aportan 
trabajo personal.

La razón social debe contener el nombre de todos, de alguno o de 
uno sólo de los socios colectivos, y en ambos casos debe añadirse la 
expresión “sociedad en comandita”.

Régimen jurídico:

• SOCIOS, para la constitución de la sociedad es necesario un 
mínimo de dos socios, uno de los cuales necesariamente ha de ser 
colectivo, pero no existe límite máximo alguno.

• LA RESPONSABILIDAD de los socios colectivos por las deudas 
sociales frente a terceros es personal, ilimitada y solidaria. Mientras 
que la de los socios comanditarios está limitada a la aportación 
económica realizada.

• LA  ADMINISTRACIÓN de la sociedad sólo puede ser asumida por 
los socios colectivos, quedando prohibida a los socios comanditarios.

3.- SOCIEDAD COMANDITARIA POR ACCIONES.

La sociedad comanditaria por acciones es un tipo específico de  
sociedad comanditaria, pero muy influenciada por la sociedad anónima 
(la sociedad capitalista por antonomasia). Por ello podemos calificarla 
como sociedad capitalista o personalista.
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Se encuentra regulada en los artículos 151 y siguientes del Código 
de Comercio. Su principal característica respecto a la sociedad 
comanditaria simple es que el capital aportado por los socios 
comanditarios se divide en acciones.

La razón social debe contener el nombre de todos, de alguno o de 
uno sólo de los socios colectivos, o bien una denominación objetiva 
con la necesaria indicación de “Sociedad Comanditaria por Acciones” 
o su abreviatura “S. Com. por A.”.

Régimen jurídico:

• SOCIOS, para la constitución de la sociedad es necesario un 
mínimo de dos socios, uno de los cuales necesariamente ha de ser 
colectivo, pero no existe límite máximo alguno.

• LA  RESPONSABILIDAD de los socios colectivos por las deudas 
sociales frente a terceros es personal, ilimitada y solidaria. Mientras 
que la de los socios comanditarios está limitada a la aportación 
económica realizada.

• Al estar dividido el capital social en acciones, la transmisión libre 
de las mismas supone la TRANSMISIÓN DE LA CONDICIÓN 
DE SOCIO.

• A los socios colectivos les serán aplicadas las reglas de la Sociedad 
Colectiva y a los socios comanditarios las normas de la Sociedad 
Anónima. 

b) Los comuneros de las comunidades de bienes y los socios 
de sociedades civiles irregulares, salvo que su actividad se 
limite a la mera administración de los bienes puestos en 
común.
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• LA COMUNIDAD DE BIENES es una figura jurídica por la 
cual la propiedad de una cosa o de un derecho pertenece pro indiviso 
a varias personas (comuneros). 

Esta figura jurídica, que se encuentra regulada en el Código Civil, 
viene derivada, en ocasiones, de una sucesión hereditaria y la propiedad 
consiste en el desarrollo de una actividad empresarial. Por ello, en 
ocasiones, se puede ser empresario individual por sucesión hereditaria.

No existe, obviamente, número mínimo legal de comuneros. Siendo, 
en cualquier caso, ilimitada y personal la responsabilidad de los mismos 
por las deudas de la Comunidad de Bienes.

En cuanto a los derechos de los comuneros:

· Cada comunero podrá servirse de las cosas comunes, siempre 
que disponga de ellas conforme a su destino y de manera que no 
perjudique el interés de la Comunidad y no impida a los demás 
comuneros utilizarlas.

· Todo comunero podrá obligar al resto a contribuir a los gastos 
de la cosa o derecho común.

· Cada uno de los comuneros actúa en nombre propio frente 
a terceros, por tanto, la comunidad de bienes carece de 
personalidad jurídica propia.

• La SOCIEDAD CIVIL es una figura jurídica utilizada por 
empresarios individuales que inician su actividad empresarial y no 
cuentan con recursos económicos suficientes para constituir una 
sociedad mercantil. Su regulación legal la encontramos en el Código 
Civil.

Mediante la Sociedad Civil, dos o más empresarios individuales 
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formalizan un contrato por el que se obligan a poner en común dinero, 
bienes o trabajo para realizar una actividad empresarial común. Veamos 
sus principales características.

1.) CAPITAL SOCIAL. No existe mínimo legal alguno respecto al 
capital social necesario, por lo que bastaría con la aportación de trabajo 
personal por los socios en el desarrollo de la actividad empresarial.

2.) CONSTITUCIÓN. Tampoco son necesarias formalidades 
especiales para su constitución. Es suficiente con un contrato privado 
escrito (salvo que se aporten bienes inmuebles, en cuyo caso es 
necesaria escritura pública) y no se inscribe, por tanto, en el Registro 
Mercantil.

 3.) SOCIOS. El número mínimo de socios para constituir una 
Sociedad Civil es de dos socios, dependiendo su clase del tipo de 
aportación realizada al capital social.

 4.) RESPONSABILIAD. Los socios tienen responsabilidad 
personal ilimitada por las deudas de la Sociedad.

En caso de existir deudas sociales primero respondería la Sociedad y, 
en caso de ser satisfechas las mismas, después responderían los socios 
de forma ilimitada con su patrimonio personal.

c) Quienes ejerzan las funciones de dirección y gerencia que 
conlleva el desempeño del cargo de consejero o administrador, 
o presten otros servicios para una sociedad mercantil 
capitalista, a título lucrativo y de forma habitual, personal y 
directa, cuando posean el control efectivo, directo o indirecto 
de aquélla, en los términos previstos en la disposición adicional 
vigésima séptima del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social.
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SOCIEDADES  DE CAPITAL:

En las sociedades de capital, los socios responden de las deudas 
sociales  únicamente hasta el límite de las aportaciones realizadas. Las 
sociedades capitalistas típicas son:

• SOCIEDAD ANÓNIMA (S.A)

• SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA. (S.L)

Sus características más significativas son

•	La CONDICIÓN DE SOCIO es transmisible 

•	La RESPONSABILIDAD de los socios por las deudas sociales 
frente a terceros está limitada a la aportación económica realizada

•	La ADMINISTRACIÓN de la misma no corresponde 
exclusivamente a los socios.

La regulación de la Ley 20/2007 entendemos que establece  el campo 
de aplicación a este colectivo del Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos.

“1. Estarán obligatoriamente incluidos en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los trabajadores por 
cuenta propia o autónomos quienes ejerzan las funciones de 
dirección y gerencia que conlleva el desempeño del cargo de 
consejero o administrador, o presten otros servicios para una 
sociedad mercantil capitalista, a título lucrativo y de forma 
habitual, personal y directa, siempre que posean el control 
efectivo, directo o indirecto, de aquélla. Se entenderá, en todo 
caso, que se produce tal circunstancia, cuando las acciones o 
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participaciones del trabajador supongan, al menos, la mitad del 
capital social.

Se presumirá, salvo prueba en contrario, que el trabajador 
posee el control efectivo de la sociedad cuando concurran 
algunas de las siguientes circunstancias:

1. Que, al menos, la mitad del capital de la sociedad para 
la que preste sus servicios esté distribuido entre socios, con 
los que conviva, y a quienes se encuentre unido por vínculo 
conyugal o de parentesco por consanguinidad, afinidad o 
adopción, hasta el segundo grado.

2. Que su participación en el capital social sea igual o 
superior a la tercera parte del mismo.

3. Que su participación en el capital social sea igual o 
superior a la cuarta parte del mismo, si tiene atribuidas 
funciones de dirección y gerencia de la sociedad.

En los supuestos en que no concurran las circunstancias 
anteriores, la Administración podrá demostrar, por cualquier 
medio de prueba, que el trabajador dispone del control efectivo 
de la sociedad.

2. No estarán comprendidos en el Sistema de Seguridad 
Social los socios, sean o no administradores, de sociedades 
mercantiles capitalistas cuyo objeto social no esté constituido 
por el ejercicio de actividades empresariales o profesionales, 
sino por la mera administración del patrimonio de los socios.”
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Es la inclusión de estos colectivos en el campo de aplicación del 
Régimen Especial de Trabajadores Autónomos, y la utilización del 
término Autónomo  el que produce confusión al estar hablando de 
conceptos y colectivos distintos. Como se ha señalado anteriormente 
algunos de los colectivos considerados como trabajadores autónomos por 
la Ley 20/2007, no obligatoriamente están encuadrados en el Régimen 
Especial de Trabajadores Autónomos, por ejemplo los abogados.

No todos los trabajadores autónomos que incluye la Ley 
20/2007, son autónomos según la normativa de la seguridad 
social, pero al utilizar el mismo término se produce la confusión. Ni 
todos los incluidos en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos 
pueden ser considerados Trabajadores Autónomo y carece de sentido e 
incluso contraviene normativa de otros ámbitos la aplicación y desarrollo 
de la Ley 20/2007 a estos colectivos, ni todos los colectivos denominados 
trabajadores autónomos por la Ley son empresarios individuales. 

3.- Trabajadores Autónomos Económicamente Dependientes 
(TRADE)

Los trabajadores autónomos económicamente dependientes son 
aquéllos que realizan una actividad económica o profesional a título 
lucrativo y de forma habitual, personal, directa y predominante para 
una persona física o jurídica, denominada cliente, del que dependen 
económicamente por percibir de él, al menos, el 75 por ciento de sus 
ingresos por rendimientos de trabajo y de actividades económicas o 
profesionales.

Figura con una regulación concreta y específica, que en muchas 
ocasiones se asemeja a la que se otorga a los trabajadores por cuenta 
ajena,  encontrándonos con una nueva categoría a caballo entre éste y el 
trabajador autónomo.
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¿Soy un Trabajador Autónomo?

Sí, si soy una  persona física que realiza de forma habitual, personal, 
directa, por cuenta propia y fuera del ámbito de dirección y organización 
de otra persona, una actividad económica o profesional a título lucrativo, 
de o no ocupación a Trabajadores por cuenta ajena.

¿ ?

¿ ?
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Tema II. Régimen jurídico y profesional del trabajador 
autónomo

Contenido

I.	 Jerarquía normativa

I.- Jerarquía normativa

El  régimen jurídico del trabajador autónomo  según lo dispuesto en 
la Ley 20/2007  está comprendido por:

a) Las disposiciones contempladas en la Ley 20/12007, de 11 
de julio, en lo que no se opongan a las legislaciones específicas 
aplicables a su actividad así como al resto de las normas legales y 
reglamentarias complementarias que sean de aplicación.

b) La normativa común relativa a la contratación civil, mercantil 
o administrativa reguladora de la correspondiente relación jurídica 
del trabajador autónomo.

c) Los pactos establecidos individualmente mediante contrato 
entre el trabajador autónomo y el cliente para que desarrolle su 
actividad profesional. Se entenderán nulas y sin efectos las cláusulas 
establecidas en el contrato individual contrarias a las disposiciones 
legales derecho necesario.

d) Los usos y costumbres locales y profesionales.

e) Los acuerdos de interés profesional serán, asimismo, fuente del 
régimen profesional de los trabajadores autónomos económicamente 
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dependiente.

La Ley 20/2007 establece  el régimen jurídico aplicable al trabajador 
autónomo y parte de nuevo de la idea en la aplicación de la norma al 
colectivo de los empresarios individuales  en el ejercicio de su actividad 
empresarial, ya que de nuevo hemos de poner de manifiesto que no 
se concibe la aplicación de este régimen jurídico cuando estamos 
hablando por ejemplo de los socios de sociedades civiles o mercantiles, 
o a los familiares de los empresarios.

Los trabajadores autónomos  pueden formalizar por escrito o 
de palabra la ejecución de su actividad profesional, es decir como 
empresarios individuales o profesionales liberales en relación con 
un tercero, que a su vez puede ser trabajador autónomo o no. Cada 
parte podrá exigir de la otra, en cualquier momento, formalización del 
contrato por escrito.

La Ley 20/2007 regula como debe realizarse este contrato, 
estableciendo que éste  podrá celebrarse para la ejecución obra o serie 
de ellas, o para la prestación de uno o servicios y tendrá la duración que 
las partes acuerden.

El régimen profesional del trabajador autónomo se recoge en el 
art 4, art 5 y art 10 de  la LETA

El art 4 enumera un listado  de denominados derechos profesionales, 
si bien tienen distinta naturaleza. Establece tres grupos distintos de 
derechos profesionales:

1. Derechos constitucionales: Los trabajadores autónomos tienen 
derecho al ejercicio de los derechos fundamentales y libertades 
públicas reconocidos en la Constitución Española y en los tratados 
y acuerdos internacionales ratificados por España sobre la materia.
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2. Derechos básicos individuales, con el contenido y alcance 
que para cada uno de ellos disponga su normativa específica:

a) Derecho al trabajo y a la libre elección de profesión u oficio.

b) Libertad de iniciativa económica y derecho a la libre competencia.

c) Derecho de propiedad intelectual sobre sus obras o prestaciones 
protegidas. 

3. Derechos  individuales en el ejercicio de su actividad 
profesional, 

a) A la igualdad ante la ley y a no ser discriminados, directa o 
indirectamente, por razón de nacimiento, origen racial o étnico, 
sexo, estado civil, religión, convicciones, discapacidad, edad, 
orientación sexual, uso de alguna de las lenguas oficiales dentro 
de España o cualquier otra condición o circunstancia personal 
o social.

b) A no ser discriminado por razones de discapacidad, de 
conformidad con lo establecido en la Ley 51/2003, de 2 de 
diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

c) Al respeto de su intimidad y a la consideración debida a 
su dignidad, así como a una adecuada protección frente al 
acoso sexual y al acoso por razón de sexo o por cualquier otra 
circunstancia o condición personal o social.

d) A la formación y readaptación profesionales.

e) A su integridad física y a una protección adecuada de su 
seguridad y salud en el trabajo.
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f) A la percepción puntual de la contraprestación económica 
convenida por el ejercicio profesional de su actividad.

g) A la conciliación de su actividad profesional con la vida 
personal y familiar, con el derecho a suspender su actividad 
en las situaciones de maternidad, paternidad, riesgo durante el 
embarazo, riesgo durante la lactancia y adopción o acogimiento, 
tanto preadoptivo como permanente o simple, de conformidad 
con el Código Civil o las leyes civiles de las Comunidades 
Autónomas que lo regulen, siempre que su duración no sea 
inferior a un año, aunque éstos sean provisionales, en los 
términos previstos en la legislación de la Seguridad Social.

h) A la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante 
situaciones de necesidad, de conformidad con la legislación 
de la Seguridad Social, incluido el derecho a la protección en 
las situaciones de maternidad, paternidad, riesgo durante el 
embarazo, riesgo durante la lactancia y adopción o acogimiento, 
tanto preadoptivo como permanente o simple, de conformidad 
con el Código Civil o las leyes civiles de las Comunidades 
Autónomas que lo regulen, siempre que su duración no sea 
inferior a un año, aunque éstos sean provisionales.

i) Al ejercicio individual de las acciones derivadas de su actividad 
profesional.

j) A la tutela judicial efectiva de sus derechos profesionales, 
así como al acceso a los medios extrajudiciales de solución de 
conflictos.

k) Cualesquiera otros que se deriven de los contratos por ellos 
celebrados.

 Los derechos que se regulan son muy variados,  algunos tienen 
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vigencia por sí mismos, pero otros es necesaria una regulación posterior 
que haga factible el ejercicio efectivo de los mismos  porque sino 
carecen de contenido real y práctico.

El art 5 de la LETA  establece los deberes profesionales básicos de 
los trabajadores autónomos:

a) Cumplir con las obligaciones derivadas de los contratos por ellos 
celebrados, a tenor de los mismos, y con las consecuencias que, 
según su naturaleza, sean conformes a la buena fe, a los usos y a la 
ley.

b) Cumplir con las obligaciones en materia de seguridad y salud 
laborales que la ley o los contratos que tengan suscritos les impongan, 
así como seguir las normas de carácter colectivo derivadas del lugar 
de prestación de servicios.

c) Afiliarse, comunicar las altas y bajas y cotizar al régimen de 
la Seguridad Social en los términos previstos en la legislación 
correspondiente.

d) Cumplir con las obligaciones fiscales y tributarias establecidas 
legalmente.

e) Cumplir con cualesquiera otras obligaciones derivadas de la 
legislación aplicable.

f) Cumplir con las normas deontológicas aplicables a la profesión.

Obligaciones de distinta naturaleza, contractual, fiscal, tributaria, de 
afiliación, del buen ejercicio de la actividad.

Por último el art 10 de la LETA regula  las garantías económicas  
de los  trabajadores autónomos  estableciendo que tienen derecho a 
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la percepción de la contraprestación económica por la ejecución del 
contrato en el tiempo y la forma convenidos y de conformidad con lo 
previsto en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, que establece medidas 
de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales.

En supuestos de realizar su actividad para un contratista o 
subcontratista, el trabajador autónomo tendrá acción contra el 
empresario principal, hasta el importe de la deuda que éste adeude a 
aquél al tiempo de la reclamación, salvo que se trate de construcciones, 
reparaciones o servicios contratados en el seno del hogar familiar.

En materia de garantía del cobro de los créditos por el trabajo personal 
del trabajador autónomo se estará a lo dispuesto en la normativa civil y 
mercantil sobre privilegios y preferencias, así como en la Ley 22/2003, 
de 9 de julio, Concursal.

En cuanto a la responsabilidad patrimonial del trabajador autónomo, 
tal como mencionábamos en el capítulo anterior, éste responderá 
de sus obligaciones con todos sus bienes presentes y futuros, 
sin perjuicio de la inembargabilidad de los bienes establecida en 
los artículos 605, 606 y 607 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. En  
cuanto  a la satisfacción y cobro de las deudas de naturaleza 
tributaria y cualquier tipo de deuda que sea objeto de la gestión 
recaudatoria en el ámbito del Sistema de la Seguridad 
Social, embargado administrativamente un bien inmueble, si el 
trabajador autónomo acreditara fehacientemente que se trata de 
una vivienda que constituye su residencia habitual, la ejecución 
del embargo quedará condicionada,   en primer lugar, a que no 
resulten conocidos otros bienes del deudor suficientes susceptibles 
de realización inmediata en el procedimiento ejecutivo, y en segundo 
lugar, a que entre la notificación de la primera diligencia de embargo 
y la realización material de la subasta, el concurso o cualquier otro 
medio administrativo de enajenación medie el plazo mínimo de dos 
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años. Este plazo no se interrumpirá ni se suspenderá, en ningún caso, 
en los supuestos de ampliaciones del embargo originario o en los casos 
de prórroga de las anotaciones registrales.
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¿Cuál es marco jurídico del Trabajador Autónomo?

a) Las disposiciones contempladas en la Ley 20/12007, de 11 de 
julio, en lo que no se opongan a las legislaciones específicas aplicables 
a su actividad así como al resto de las normas legales y reglamentarias 
complementarias que sean de aplicación.

b) La normativa común relativa a la contratación civil, mercantil 
o administrativa reguladora de la correspondiente relación jurídica del 
trabajador autónomo.

c) Los pactos establecidos individualmente mediante contrato entre 
el trabajador autónomo y el cliente para que desarrolle su actividad 
profesional. Se entenderán nulas y sin efectos las cláusulas establecidas 
en el contrato individual contrarias a las disposiciones legales derecho 
necesario.

d) Los usos y costumbres locales y profesionales.

e) La legislación laboral, cuando por precepto legal se disponga 
expresamente. El trabajo realizado por cuenta propia no está sometido 
a la legislación laboral, excepto en aquellos aspectos que así lo disponga 
expresamente una norma.

¿ ?

¿ ?
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Tema III. Trabajador autónomo dependiente

Contenido

I.	 Concepto

II.	 Régimen jurídico y profesional del trabajador 		
	 autónomo dependiente

III.	 Colectivos excluidos

IV.	 Derechos de los trabajadores autónomos dependientes

I.- Concepto

La Ley 20/2007  recoge, como ya señalábamos anteriormente una 
figura novedosa en el panorama jurídico español, el trabajador autónomo 
económicamente dependiente definiéndose como aquél que realiza 
una actividad económica o profesional a título lucrativo y 
de forma  habitual,  personal, directa y predominante para 
una persona física o jurídica, denominada cliente, del que 
dependen económicamente por percibir de él, al menos, el 75 
por ciento de sus ingresos por rendimientos de trabajo y de 
actividades económicas o profesionales.

El TRADE es una figura híbrida, entre trabajador por cuenta ajena y 
trabajador autónomo, la Jurisprudencia social  ha definido una serie de 
criterios para distinguir entre el trabajo por cuenta propia y el trabajo 
por cuenta ajena. La dependencia económica que la Ley reconoce al 
trabajador autónomo económicamente dependiente no debe llevar a 
equívoco: se trata de un trabajador autónomo y esa dependencia 
económica en ningún caso debe implicar dependencia 
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organizativa ni ajenidad. Con esta nueva regulación se introduce 
un nuevo régimen  jurídico profesional especial para los trabajadores 
jurídicamente autónomos, su relación es de carácter civil o mercantil , 
pero al ser económicamente dependientes y por las cuestiones litigiosas 
propias del contrato civil o mercantil celebrado entre éste y su cliente 
van a estar estrechamente ligadas a la propia naturaleza de la figura de 
aquél, de tal forma que las pretensiones ligadas al contrato siempre 
van a juzgarse en conexión con el hecho de si el trabajador autónomo 
es realmente económicamente dependiente o no, según cumpla o no 
con los requisitos establecidos en la Ley. Esta circunstancia, nuclear 
en todo litigio, ha de ser conocida por la Jurisdicción Social.

El trabajador autónomo económicamente dependiente debe reunir 
las siguientes condiciones para tener tal consideración:

a) No tener a su cargo trabajadores por cuenta ajena ni contratar 
o subcontratar parte o toda la actividad con terceros, tanto 
respecto de la actividad contratada con el cliente del que depende 
económicamente como de las actividades que pudiera contratar con 
otros clientes1. 

     	1  Ley 31/2015, de 9 de septiembre, por la que se modifica y actualiza la normativa en ma-
teria de autoempleo y se adoptan medidas de fomento y promoción del trabajo autónomo y 
de la Economía Social, con fecha de entrada en vigor el 10 de octubre 2015,  en su  artículo 
1 modifica la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo (LA LEY 
7567/2007) , a fin de actualizar la normativa del trabajo autónomo, adaptándola a las nove-
dades legislativas y modificando aspectos susceptibles de mejora, destacando lo siguiente:	
1. La autorización a los Trabajadores Autónomos Económicamente Dependientes 
para contratar trabajadores por cuenta ajena cuando la interrupción de la actividad por 
causas vinculadas a la conciliación de su actividad profesional con su vida familiar pudiese 
ocasionar la resolución del contrato con su cliente.					  
En principio, estos trabajadores no pueden tener a su cargo trabajadores por cuenta ajena ni 
contratar o subcontratar parte o toda la actividad con terceros. Ahora bien, la Ley introduce 
la posibilidad de que contraten a un solo trabajador cuando la interrupción de la actividad 
por causas vinculadas a la conciliación de su actividad profesional con su vida familiar pueda 
ocasionar la resolución del contrato con su cliente. Concretamente, esas causas son:	
- Riesgo durante el embarazo y durante la lactancia natural de un menor de 9 meses.	
- Períodos de descanso por maternidad, paternidad, adopción o acogimiento, preadoptivo o 
permanente.		
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b) No ejecutar su actividad de manera indiferenciada con los 
trabajadores que presten servicios bajo cualquier modalidad de 
contratación laboral por cuenta del cliente.

c) Disponer de infraestructura productiva y material propios, 
necesarios para el ejercicio de la actividad e independientes 
de los de su cliente, cuando en dicha actividad sean relevantes 
económicamente.

d) Desarrollar su actividad con criterios organizativos propios, sin 
perjuicio de las indicaciones técnicas que pudiese recibir de su 
cliente.

e) Percibir una contraprestación económica en función del resultado 
de su actividad, de acuerdo con lo pactado con el cliente y asumiendo 
riesgo y ventura de aquélla.

El Real Decreto 197/2009 de 23 de febrero establece que se deben 
entender como ingresos percibidos por el trabajador autónomo, 
considerado  como tales los rendimientos íntegros, de naturaleza 
dineraria o en especie,  recibidos del cliente y que procedan de la 
actividad económica o profesional realizada por aquél a título lucrativo 
como trabajador por cuenta propia. Los rendimientos íntegros 
percibidos en especie se valorarán por su valor normal de mercado, de 
conformidad con la normativa vigente.

      - Cuidado de menores de 7 años que tengan a su cargo.				  
- Tener a su cargo un familiar, por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado inclusi-
ve, en situación de dependencia.						    
- Tener a su cargo un familiar, por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado inclusi-
ve, con una discapacidad igual o superior al 33%.					   
La jornada de dicho contrato en los tres primeros casos será equivalente a la reducción de 
la actividad efectuada por el trabajador autónomo, sin que pueda superar el 75% de la de un 
trabajador a tiempo completo comparable, en cómputo anual, y su duración estará vinculada 
al mantenimiento de la situación de cuidado del menor de 7 años o persona en situación de 
dependencia o discapacidad, con una duración máxima, en todo caso, de doce meses.
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En cuanto al cálculo del porcentaje del 75 por ciento, los ingresos  se 
pondrán en relación exclusivamente con los ingresos totales percibidos 
por el trabajador autónomo por rendimientos de actividades económicas o 
profesionales como consecuencia del trabajo por cuenta propia realizado para 
todos los clientes, incluido el que se toma como referencia para determinar la 
condición de trabajador autónomo económicamente dependiente, así como 
los rendimientos que pudiera tener como trabajador por cuenta ajena en 
virtud de contrato de trabajo, bien sea con otros clientes o empresarios o con 
el propio cliente. En este cálculo no se incluyen los ingresos procedentes de 
los rendimientos de capital o plusvalías que perciba el trabajador autónomo 
derivados de la gestión de su propio patrimonio personal, así como los 
ingresos procedentes de la transmisión de elementos afectos a actividades 
económicas.

Igualmente se consideran trabajadores autónomos económicamente 
dependientes  las personas prestadoras del servicio del transporte al amparo 
de autorizaciones administrativas de las que sean titulares, realizada 
mediante el correspondiente precio con vehículos comerciales de servicio 
público cuya propiedad o poder directo de disposición ostenten, aun cuando 
dichos servicios se realicen de forma continuada para un mismo cargador o 
comercializador, que cumplan con lo dispuesto en el apartado anterior.

El trabajador autónomo que reúna las condiciones establecidas  
anteriormente podrá solicitar a su cliente la formalización de un contrato 
de trabajador autónomo económicamente dependiente a través de 
una comunicación fehaciente. En el caso de que el cliente se niegue 
a la formalización del contrato o cuando transcurrido un mes desde la 
comunicación no se haya formalizado dicho contrato, el trabajador autónomo 
podrá solicitar el reconocimiento de la condición de trabajador autónomo 
económicamente dependiente ante los órganos jurisdiccionales del orden 
social.

En el caso de que el órgano jurisdiccional del orden social reconozca 
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la condición de trabajador autónomo económicamente dependiente al 
entenderse cumplidas las condiciones recogidas en el artículo 11 apartados 
1 y 2, el trabajador solo podrá ser considerado como tal desde el momento 
en que se hubiere recibido por el cliente la comunicación mencionada en 
el párrafo anterior. El reconocimiento judicial de la condición de trabajador 
autónomo económicamente dependiente no tendrá ningún efecto sobre 
la relación contractual entre las partes anterior al momento de dicha 
comunicación.

No tendrán la  consideración de trabajadores autónomos económicamente 
dependientes, los titulares de establecimientos o locales comerciales e 
industriales y de oficinas y despachos abiertos al público y los profesionales 
que ejerzan su profesión conjuntamente con otros en régimen societario o 
bajo cualquier otra forma jurídica admitida en derecho.

II.- Régimen juridico del trabajador del trabajador autononomo 
dependiente

Al igual que en el supuesto del trabajador autónomo común, la norma 
regula el  tipo de contrato que debe existir entre el trabajador autónomo 
dependiente y su cliente. El contrato tiene por objeto la realización de la 
actividad económica o profesional del trabajador autónomo económicamente 
dependiente pudiendo celebrarse para la ejecución de una obra o serie de 
ellas o para la prestación de uno o más servicios. Se formalizará siempre por 
escrito y deberá ser registrado en la oficina pública correspondiente. Dicho 
registro no tendrá carácter público.

El trabajador autónomo deberá hacer constar expresamente en el contrato 
su condición de dependiente económicamente respecto del cliente que le 
contrate, así como las variaciones que se produjeran al respecto. La condición 
de dependiente sólo se podrá ostentar respecto de un único cliente.

Es necesario para poder celebrar el contrato que se regula en el 
Real Decreto que el trabajador que se considere trabajador autónomo 
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económicamente dependiente, comunique al cliente dicha condición, 
no pudiendo acogerse al régimen jurídico establecido en el Real 
Decreto en el caso de no producirse tal comunicación.

El cliente puede requerir al trabajador autónomo económicamente 
dependiente la acreditación del cumplimiento de las condiciones 
establecidas en el artículo 1.º 1,  es decir la percepción de al menos del 75% 
de sus ingresos en la fecha de la celebración del contrato o en cualquier otro 
momento de la relación contractual siempre que desde la última acreditación 
hayan transcurrido al menos seis meses, y todo ello sin perjuicio del ejercicio 
de las acciones judiciales oportunas en el supuesto de controversia derivada 
del contrato. Se considera documentación acreditativa de los ingresos la que 
acuerden las partes o cualquiera admitida en derecho, y en todo caso la 
recogida en la declaración del artículo 5.º 2 del Real Decreto.

En el supuesto de un trabajador autónomo que contratase con varios 
clientes su actividad profesional o la prestación de sus servicios, cuando 
se produjera una circunstancia sobrevenida del trabajador autónomo, cuya 
consecuencia derivara en el cumplimiento de las condiciones establecidas 
en el artículo 11, se respetará íntegramente el contrato firmado entre ambas 
partes hasta la extinción del mismo, salvo que éstas acordasen modificarlo 
para actualizarlo a las nuevas condiciones que corresponden a un trabajador 
autónomo económicamente dependiente.

La duración del contrato será la que las partes acuerden, pudiendo fijarse 
una fecha de término del contrato o remitirse a la finalización del servicio 
determinado.

Si no se establece una  duración o servicio determinado se presumirá, 
salvo prueba en contrario, que el contrato surte efectos desde la fecha de su 
formalización y que se ha pactado por tiempo indefinido.

El contrato se formalizará siempre por escrito y debe constar con unas 
estipulaciones de diversa índole:
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ESTIPULACIONES  MÍNIMAS 

a) La identificación de las partes que lo conciertan. 

 

b) La precisión de los elementos que configuran la condición de económicamente 

dependiente del trabajador autónomo respecto del cliente con el que contrata, 

en los términos recogidos en el artículo siguiente. 

 

c) El objeto y causa del contrato, precisando para ello, en todo caso, el 

contenido de la prestación del trabajador autónomo económicamente 

dependiente, que asumirá el riesgo y ventura de la actividad y la determinación 

de la contraprestación económica asumida por el cliente en función del 

resultado, incluida, en su caso, la periodicidad y el modo de ambas prestaciones. 

 

d) El régimen de la interrupción anual de la actividad, del descanso semanal y 

de los festivos, así como la duración máxima de la jornada de la actividad, 

incluyendo su distribución semanal si ésta se computa por mes o año. Si la 

trabajadora autónoma económicamente dependiente es víctima de la violencia 

de género, conforme a lo previsto en el artículo 14 del Estatuto del Trabajo 

Autónomo, y en el acuerdo de interés profesional aplicable, deberá contemplarse 

también la correspondiente distribución semanal y adaptación del horario de la 

actividad con el objeto de hacer efectiva su protección o su derecho a la 

asistencia social integral. 

 

e) El acuerdo de interés profesional que, en su caso, sea de aplicación, siempre 

que el trabajador autónomo económicamente dependiente dé su conformidad de 

forma expresa. 

 

• Estipulaciones mínimas

• Estipulaciones específicas

• Otras Estipulaciones



55

ESTIPULACIONES ESPECÍFICAS 
a) La actividad del trabajador autónomo económicamente dependiente no se 

ejecutará de manera indiferenciada con los trabajadores que presten servicios 

bajo cualquier modalidad de contratación laboral por cuenta del cliente. 

 

b) La actividad se desarrollará por el trabajador autónomo con criterios 

organizativos propios, sin perjuicio de las indicaciones técnicas que pudiera 

recibir de su cliente para la realización de la actividad. 

 

c) El riesgo y ventura de la actividad será asumido por el trabajador autónomo, 

que recibirá la contraprestación del cliente en función del resultado de su 

actividad.  

   

d) Que los ingresos derivados de las condiciones económicas pactadas en el 

contrato representan, al menos, el 75 por ciento de sus ingresos por 

rendimientos de trabajo y de actividades económicas o profesionales. 

 

e) Que no tiene a su cargo trabajadores por cuenta ajena. 

 

f) Que no va a contratar ni subcontratar con terceros parte o toda la actividad 

contratada con el cliente ni las actividades que pudiera contratar con otros 

clientes. 

 

g)Que dispone de infraestructura productiva y material propios, necesarios para 

el ejercicio de la actividad e independientes de los de su cliente, cuando en la 

actividad a realizar sean relevantes económicamente.  

 

h) Que comunicará por escrito a su cliente las variaciones en la condición de 

dependiente económicamente que se produzcan durante la vigencia del 

contrato. 

 

i) Que no es titular de establecimientos o locales comerciales e industriales y de 

oficinas y despachos abiertos al público. 

 

j) Que no ejerce profesión conjuntamente con otros profesionales en régimen 

societario o bajo cualquier otra fórmula jurídica admitida en derecho. 
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OTRAS ESTIPULACIONES 

a) La fecha de comienzo y duración de la vigencia del contrato y de las 

respectivas prestaciones. 

 

b) La duración del preaviso con que el trabajador autónomo económicamente 

dependiente o el cliente han de comunicar a la otra parte su desistimiento o 

voluntad de extinguir el contrato respectivamente,  así como, en su caso, otras 

causas de extinción o interrupción de conformidad con el artículo 15.1 b) y 16.2 

del Estatuto del Trabajo Autónomo respectivamente. 

 

c) La cuantía de la indemnización a que, en su caso, tenga derecho el trabajador 

autónomo económicamente dependiente o el cliente por extinción del contrato, 

conforme a lo previsto en el artículo 15 del Estatuto del Trabajo Autónomo, salvo 

que tal cuantía venga determinada en el acuerdo de interés profesional aplicable. 

 

d) La manera en que las partes mejorarán la efectividad de la prevención de 

riesgos laborales, más allá del derecho del trabajador autónomo económicamente 

dependiente a su integridad física y a la protección adecuada de su seguridad y 

salud en el trabajo, así como su formación preventiva de conformidad con en el 

artículo 8.º del Estatuto del Trabajo Autónomo. 

 

e) Las condiciones contractuales aplicables en caso de que el trabajador 

autónomo económicamente dependiente dejase de cumplir con el requisito de 

dependencia económica. 
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El art 6 del Real Decreto establece la obligatoriedad de registrar 
el contrato por parte del trabajador autónomo económicamente 
dependiente en el plazo de los diez días hábiles siguientes a su firma, 
comunicando al cliente dicho registro en el plazo de cinco días hábiles 
siguientes al mismo. Transcurrido el plazo de quince días hábiles desde 
la firma del contrato sin que se haya producido la comunicación de 
registro del contrato por el trabajador autónomo económicamente 
dependiente, será el cliente quien deberá registrar el contrato en el 
Servicio Público de Empleo Estatal en el plazo de diez días hábiles 
siguientes. El registro, se efectuará en el Servicio Público de Empleo 
Estatal, organismo del que dependerá el registro con carácter 
informativo de contratos para la realización de la actividad económica 
o profesional del trabajador autónomo económicamente dependiente.

El registro se realizará por el trabajador autónomo económicamente 
dependiente, el cliente o los profesionales colegiados que actúen en 
representación de terceros mediante la presentación personal por 
medio de la copia de contrato o mediante el procedimiento telemático 
del Servicio Público de Empleo Estatal. Serán también  objeto de 
comunicación al Servicio Público de Empleo Estatal las modificaciones 
del contrato que se produzcan y la terminación del contrato, en los 
mismos términos y plazos señalados antes, a contar desde que se 
produzca.

El cliente, en un plazo no superior a diez días hábiles a partir de la 
contratación de un trabajador autónomo económicamente dependiente, 
deberá informar a los representantes de sus trabajadores, si los hubiere, 
sobre dicha contratación y sobre los siguientes elementos del contrato:

a) Identidad del trabajador autónomo.

b) Objeto del contrato.

c) Lugar de ejecución.
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d) Fecha de comienzo y duración del contrato.

De esta información se excluirá en todo caso el número de documento 
nacional de identidad, el domicilio, el estado civil, y cualquier otro dato 
que pudiera afectar a la intimidad personal, de acuerdo con la  Ley 
Orgánica 1/1982 de 5 de mayo, que establece la protección civil de los 
derechos fundamentales al honor, a la intimidad personal y familiar y 
a la propia imagen, y con  Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, 
de protección de datos de carácter personal.

III.- Derechos de los trabajadores autónomos dependientes

La Ley en sus artículos 14, 15 y 16 regula una serie de derechos de 
estos trabajadores, tales como jornada de la actividad empresarial, la 
extinción del contrato y las interrupciones justificadas de la actividad 
profesional.

• Jornada.

El trabajador autónomo económicamente dependiente tendrá 
derecho a una interrupción de su actividad anual de 18 días hábiles, sin 
perjuicio de que dicho régimen pueda ser mejorado mediante contrato 
entre las partes o mediante acuerdos de interés profesional.

En cuanto al descanso semanal y el correspondiente a los festivos, 
mediante contrato individual o acuerdo de interés profesional se 
determinará el régimen la cuantía máxima de la jornada de actividad y, 
en el caso de que la misma se compute por mes o año, su distribución 
semanal.

Será voluntaria la realización de actividad por tiempo superior 
al pactado contractualmente en todo caso, no pudiendo exceder 
del incremento máximo establecido mediante acuerdo de interés 
profesional. En ausencia de acuerdo de interés profesional, el 
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incremento no podrá exceder del 30 por ciento del tiempo ordinario de 
actividad individualmente acordado.

El horario de actividad procurará adaptarse a los efectos de poder 
conciliar la vida personal, familiar y profesional del trabajador autónomo 
económicamente dependiente.

La trabajadora autónoma económicamente dependiente que sea 
víctima de la violencia de género tendrá derecho a la adaptación del 
horario de actividad con el objeto de hacer efectiva su protección o su 
derecho a la asistencia social integral.

• Extinción contractual.

La relación contractual entre las partes se extinguirá por alguna de 
las siguientes circunstancias: 

a) Mutuo acuerdo de las partes.

b) Causas válidamente consignadas en el contrato, salvo que las 
mismas constituyan abuso de derecho manifiesto.

c) Muerte y jubilación o invalidez incompatibles con la actividad 
profesional, conforme a la correspondiente legislación de Seguridad 
Social.

d) Desistimiento del trabajador autónomo económicamente 
dependiente, debiendo en tal caso mediar el preaviso estipulado o 
conforme a los usos y costumbres.

e) Voluntad del trabajador autónomo económicamente dependiente, 
fundada en un incumplimiento contractual grave de la contraparte.

f) Voluntad del cliente por causa justificada, debiendo mediar el 
preaviso estipulado o conforme a los usos y costumbres.
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g) Por decisión de la trabajadora autónoma económicamente 
dependiente que se vea obligada a extinguir la relación contractual 
como consecuencia de ser víctima de violencia de género.

h) Cualquier otra causa legalmente establecida.

La resolución contractual por la voluntad de una de las 
partes fundada en un incumplimiento contractual de la otra, 
dará lugar a quien resuelva el contrato a percibir la correspondiente 
indemnización por los daños y perjuicios ocasionados. Si la 
resolución se produce por desistimiento del trabajador autónomo 
económicamente dependiente, y sin perjuicio del preaviso previsto en 
el párrafo d) del apartado anterior, el cliente podrá ser indemnizado 
cuando dicho desistimiento le ocasione un perjuicio importante que 
paralice o perturbe el normal desarrollo de su actividad.

En los supuestos de resolución del contrato por voluntad del 
cliente sin causa justificada, el trabajador autónomo económicamente 
dependiente tendrá derecho a percibir la indemnización prevista en el 
apartado anterior.

Igualmente regula la Ley que cuando la parte que tenga derecho a 
la indemnización sea el trabajador autónomo económicamente 
dependiente, la cuantía de la indemnización será la fijada en el 
contrato individual o en el acuerdo de interés profesional que resulte 
de aplicación. En los casos en que no estén regulados, a los efectos de 
determinar su cuantía se tomarán en consideración, entre otros 
factores, el tiempo restante previsto de duración del contrato, 
la gravedad del incumplimiento del cliente, las inversiones y 
gastos anticipados por el trabajador autónomo económicamente 
dependiente vinculados a la ejecución de la actividad profesional 
contratada y el plazo de preaviso otorgado por el cliente sobre la fecha 
de extinción del contrato.
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• Interrupciones justificadas de la actividad profesional.

Regula la Ley como causas debidamente justificadas de interrupción 
de la actividad por parte del trabajador económicamente dependiente 
las fundadas en:

a) Mutuo acuerdo de las partes.

b) La necesidad de atender responsabilidades familiares urgentes, 
sobrevenidas e imprevisibles.

c) El riesgo grave e inminente para la vida o salud del trabajador 
autónomo, según lo previsto en el apartado 7 del artículo 8 de la Ley.

d) Incapacidad temporal, maternidad o paternidad.

e) La situación de violencia de género, para que la trabajadora 
autónoma económicamente dependiente haga efectiva su protección 
o su derecho a la asistencia social integral.

f) Fuerza mayor.

Igualmente prevé  que mediante contrato o acuerdo de interés 
profesional podrán fijarse otras causas de interrupción justificada de la 
actividad profesional.

Estas  causas de interrupción de la prestación no podrán 
fundamentar la extinción contractual por voluntad del cliente prevista 
en la letra f) del apartado anterior, es decir: “voluntad del cliente por 
causa justificada, debiendo mediar el preaviso estipulado o conforme 
a los usos y costumbres” sin perjuicio de otros efectos que para 
dichos supuestos puedan acordar las partes. Si el cliente diera 
por extinguido el contrato, tal circunstancia se consideraría 
como una falta de justificación a los efectos deponer reclamar 
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una correspondiente indemnización por daños y perjuicios el 
trabajador autónomo dependiente.

Solo cuando la interrupción ocasione un perjuicio importante al 
cliente que paralice o perturbe el normal desarrollo de su actividad, 
podrá considerarse justificada la extinción del contrato.
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¿Soy un TRADE?

Sí, si realizo una actividad económica o profesional a título lucrativo y 
de forma  habitual,  personal, directa y predominante para una persona 
física o jurídica, denominada cliente, del que dependo económicamente 
por percibir de él, al menos, el 75 por ciento de mis ingresos por 
rendimientos de trabajo y de actividades económicas o profesionales.

¿Cuál es mi marco jurídico?

La Ley 20/2007, de 11 de julio y el Real Decreto 197/2009 de 23 de 
febrero. 

¿ ?

¿ ?
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Tema IV. Fomento y promoción del trabajo autónomo y 
del emprendedor

Contenido

I.	 Introducción

II.	 Concepto emprendedor

III.	 Medidas de apoyo

I.- Introducción

La Ley 20/2007 en su título V, articula el Fomento y promoción del 
trabajo autónomo, estableciendo en su art 27 que los poderes públicos, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán políticas de 
fomento del trabajo autónomo dirigidas al establecimiento y desarrollo 
de iniciativas económicas y profesionales por cuenta propia.

La Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores 
y su internacionalización, viene a desarrollar esta política, que establece 
en su artículo 1º, que el objeto de la misma es  apoyar al emprendedor 
y la actividad empresarial, favorecer su desarrollo, crecimiento e 
internacionalización y fomentar la cultura emprendedora y un entorno 
favorable a la actividad económica, tanto en los momentos iniciales a 
comenzar la actividad, como en su posterior desarrollo, crecimiento e 
internacionalización.

II.- Concepto emprendedor

La Ley establece que serán considerados  emprendedores aquellas 
personas, independientemente de su condición de persona física 
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o jurídica, que desarrollen una actividad económica empresarial o 
profesional. Concepto similar al del Trabajador Autónomo que define 
la Ley 20/2007, en cuanto a la persona física.

Se crea una nueva figura, la del Emprendedor de Responsabilidad 
Limitada:

“El  emprendedor persona física, cualquiera que sea su actividad, 
podrá limitar su responsabilidad por las deudas que traigan 
causa del ejercicio de dicha actividad empresarial o profesional 
mediante la asunción de la condición de «Emprendedor de 
Responsabilidad Limitada”.

La condición de emprendedor de responsabilidad limitada se 
adquirirá mediante su constancia en la hoja abierta al mismo en el 
Registro Mercantil correspondiente a su domicilio. La adquisición de 
esta condición supondrá que podrá beneficiarse de la limitación de 
responsabilidad la vivienda habitual del deudor siempre que su valor 
no supere los 300.000 euros, valorada conforme a lo dispuesto en la 
base imponible del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados en el momento de la inscripción en el 
Registro Mercantil.

En el caso de viviendas situadas en población de más de 1.000.000 
de habitantes se aplicará un coeficiente del 1,5 al valor del párrafo 
anterior.

En la inscripción del emprendedor en el Registro Mercantil 
correspondiente a su domicilio se indicará el bien inmueble, propio o 
común, que se pretende no haya de quedar obligado por las resultas 
del giro empresarial o profesional por cumplir con el apartado 2 de este 
artículo.

Esta limitación de responsabilidad  no será de aplicación al deudor 
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que hubiera actuado con fraude o negligencia grave en el cumplimiento 
de sus obligaciones con terceros, siempre que así constare acreditado 
por sentencia firme o en concurso declarado culpable.

III.- Medidas de apoyo

La Ley 14/2013 contiene una serie de medidas  de fomento al Inicio 
de la actividad emprendedora, con  medidas para agilizar el inicio de 
la actividad de los emprendedores. Se crean los Puntos de Atención al 
Emprendedor, que serán ventanillas únicas electrónicas o presenciales 
a través de las que se podrán realizar todos y cada uno de los trámites 
para el inicio, ejercicio y cese de la actividad empresarial. Se garantiza 
la existencia de al menos un Punto de Atención al Emprendedor 
electrónico en el Ministerio de Industria, Energía y Turismo que 
prestará la totalidad de los servicios previstos en la Ley.

Este punto nace de la integración de las múltiples ventanillas que 
hoy existen de asistencia en el inicio de la actividad a nivel estatal. 
Por otro lado, los emprendedores podrán constituirse de forma ágil, 
tanto como empresarios de responsabilidad limitada como en forma 
societaria, a través de sistemas telemáticos.

En el Capítulo V se prevé un mecanismo de negociación extrajudicial 
de deudas de empresarios, ya sean personas físicas o jurídicas, similar a 
los existentes en los países próximos.

Por último se establece el «Apoyo al crecimiento y desarrollo de los 
proyectos empresariales con medidas para fomentar el crecimiento 
empresarial.
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 ¿Qué es un emprendedor?

Emprendedor es la persona, independientemente de su condición 
de persona física o jurídica, que desarrolle una actividad económica 
empresarial o profesional.

Emprendedor de Responsabilidad Limitada, es la persona física, 
cualquiera que sea su actividad, podrá limitar su responsabilidad por las 
deudas que traigan causa del ejercicio de dicha actividad empresarial o 
profesional mediante la asunción de la condición de <Emprendedor de 
Responsabilidad Limitada.

¿ ?

¿ ?
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Tema V. Derecho colectivo

Contenido

I.	 Introducción

II.	 Derechos colectivos básicos

III.	 Derecho asociación profesional

IV.	 Consejo del trabajo autónomo

I.- Introducción

El Título III regula los derechos colectivos de todos los trabajadores 
autónomos, definiendo la representatividad de sus asociaciones 
conforme a los criterios objetivos, establecidos en el artículo 21 y 
creando el Consejo del Trabajo Autónomo como órgano consultivo del 
Gobierno en materia socioeconómica y profesional referida al sector 
en el artículo 22.

El art. 28 de la Constitución española establece que todos tienen 
derecho a sindicarse libremente. La libertad sindical comprende el 
derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como 
el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a fundar 
organizaciones sindicales internacionales o afiliarse a las mismas. 
Nadie podrá ser obligado a afiliarse a un sindicato.

Por su parte la Ley Orgánica de Libertad Sindical establece que ésta 
comprende:

a. El derecho a fundar sindicatos sin autorización previa, así como 
el derecho a suspenderlos o a extinguirlos, por procedimientos 
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democráticos.

b. El derecho del trabajador a afiliarse al sindicato de su elección con 
la sola condición de observar los estatutos del mismo o a separarse 
del que estuviese afiliado, no pudiendo nadie ser obligado a afiliarse 
a un sindicato.

c. El derecho de los afiliados a elegir libremente a sus representantes 
dentro de cada sindicato.

d. El derecho a la actividad sindical.

Las Organizaciones Sindicales en el ejercicio de la Libertad Sindical, 
tienen derecho a:

a. Redactar sus estatutos y reglamento, organizar su administración 
interna y sus actividades y formular su programa de acción.

b. Constituir federaciones, confederaciones y organizaciones 
internacionales, así como afiliarse a ellas y retirarse de las mismas.

c. No ser suspendidas ni disueltas sino mediante resolución firme de 
la Autoridad Judicial, fundada en incumplimiento grave de las leyes.

d. El ejercicio de la actividad sindical en la empresa o fuera de ella, 
que comprenderá, en todo caso, el derecho a la negociación colectiva, 
al ejercicio del derecho de huelga, al planteamiento de conflictos 
individuales y colectivos y a la presentación de candidaturas para 
la elección de comités de empresa y delegados de personal, y de los 
correspondientes órganos de las Administraciones Públicas, en los 
términos previstos en las normas correspondientes.

II.- Derechos colectivos básicos

Los derechos colectivos básicos de los trabajadores autónomos están 
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regulados en el art 19 y comprende el derecho a:

a) Afiliarse al sindicato o asociación empresarial de su elección, en 
los términos establecidos en la legislación correspondiente.

b) Afiliarse y fundar asociaciones profesionales específicas de 
trabajadores autónomos sin autorización previa.

c) Ejercer la actividad colectiva de defensa de sus intereses 
profesionales.

No obstante lo dispuesto en el art 1.2 de la LOLS, (el derecho del 
trabajador a afiliarse al sindicato de su elección con la sola condición de 
observar los estatutos del mismo o a separarse del que estuviese afiliado, 
no pudiendo nadie ser obligado a afiliarse a un sindicato)  y el art 19 
de la LETA, existe una limitación para los trabajadores autónomos,  
los trabajadores por cuenta propia que no tengan trabajadores a su 
servicio,  podrán afiliarse a las organizaciones sindicales constituidas 
con arreglo a lo expuesto en la LOLS, pero no fundar sindicatos que 
tengan precisamente por objeto la tutela de sus intereses singulares, 
sin perjuicio de su capacidad para constituir asociaciones al amparo 
de la legislación específica. Existiendo por tanto una limitación 
para los trabajadores autónomos de fundar sindicatos ya que tienen 
la posibilidad de organización a través de Asociaciones dotadas 
del mismo grado de protección que los sindicatos. Y prohibición de 
afiliarse si tienen trabajadores por cuenta ajena.  Esta prohibición a 
su vez deriva de lo reiteradamente expuesto que no existe un único 
tipo de trabajador autónomo, sino múltiples formas de actuación en 
el tráfico jurídico como trabajador autónomo. El trabajador autónomo 
(empresario individual) con trabajadores por cuenta ajena no puede 
afiliarse para evitar situaciones de conflicto de intereses en el seno del 
propio sindicato.

La defensa de los intereses profesionales de los trabajadores 
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autónomos, que no tengan trabajadores por cuenta ajena,  puede 
ejercerse o por un sindicato de trabajadores o por una asociación 
profesional, correspondiendo la elección al propio trabajador autónomo.

La defensa de los intereses profesionales de los trabajadores 
autónomos, que tengan trabajadores por cuenta ajena,  no puede 
realizarse a través de los sindicatos, sino solo  a través de asociaciones 
empresariales, estando limitado su derecho de libertad sindical y solo 
lo pueden ejercer a través del derecho de asociación.

III.- Derecho asociación profesional

Las asociaciones de los trabajadores autónomos se han de constituir 
y regir de acuerdo con la normativa que regula el derecho de asociación,  
Ley Orgánica 1/2002  de 22 de marzo y son titulares de los derechos de 
carácter colectivo a: 

a) Constituir federaciones, confederaciones o uniones, previo el 
cumplimiento de los requisitos exigidos para la constitución de 
asociaciones, con acuerdo expreso de sus órganos competentes. 
Asimismo, podrán establecer los vínculos que consideren oportunos 
con organizaciones sindicales y asociaciones empresariales.

b) Concertar acuerdos de interés profesional para los trabajadores 
autónomos económicamente dependientes afiliados en los términos 
previstos en el artículo 13 de la presente Ley.

c) Ejercer la defensa y tutela colectiva de los intereses profesionales 
de los trabajadores autónomos.

d) Participar en los sistemas no jurisdiccionales de solución de las 
controversias colectivas de los trabajadores autónomos cuando esté 
previsto en los acuerdos de interés profesional.
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El art. 20 reconoce derecho de asociación profesional de los 
trabajadores autónomos. Estas asociaciones se constituirán y regirán 
por lo previsto en la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo y tendrán por 
finalidad la defensa de los intereses profesionales de los trabajadores 
autónomos y funciones complementarias, pudiendo desarrollar cuantas 
actividades lícitas vayan encaminadas a tal finalidad. No podrán tener 
ánimo de lucro y  gozarán de autonomía frente a las Administraciones 
Públicas, así como frente a cualesquiera otros sujetos públicos o 
privados.

Tendrán la consideración de asociaciones profesionales 
representativas de los trabajadores autónomos aquéllas que, inscritas 
y depositar sus estatutos en el registro especial establecido al efecto 
en el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales o de la correspondiente 
Comunidad Autónoma, en el que la asociación desarrolle principalmente 
su actividad y

Las facultades que se reconocen a estas asociaciones representativas 
de los trabajadores autónomos  son:

IV.- Consejo del trabajo autónomo

El artículo 22 de la LETA regula el Consejo del Trabajo Autónomo. 
Este  Consejo se constituye, al amparo de lo dispuesto en el artículo 
42 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho 
de Asociación, como órgano consultivo del Gobierno en materia 
socioeconómica y profesional del trabajo autónomo.

Las  funciones del Consejo son:

a) Emitir su parecer con carácter facultativo sobre:

1.º Los anteproyectos de leyes o proyectos de Reales Decretos 
que incidan sobre el trabajo autónomo. En el supuesto de que se 
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produjeran modificaciones que pudieran afectar al Estatuto de 
Trabajo Autónomo, el informe tendrá carácter preceptivo.

2.º El diseño de las políticas públicas de carácter estatal en 
materia de trabajo autónomo.

3.º Cualesquiera otros asuntos que se sometan a consulta del 
mismo por el Gobierno de la Nación o sus miembros.

b) Elaborar, a solicitud del Gobierno de la Nación o de sus miembros, 
o por propia iniciativa, estudios o informes relacionados con el ámbito 
de sus competencias.

c) Elaborar su reglamento de funcionamiento interno.

d) Cualesquiera otras competencias que le sean atribuidas legal o 
reglamentariamente.

La composición del  Consejo del Trabajo Autónomo estará 
compuesto por representantes de las asociaciones profesionales de 
trabajadores autónomos representativas cuyo ámbito de actuación sea 
intersectorial y estatal, por las organizaciones sindicales y empresariales 
más representativas y por representantes de la Administración General 
del Estado, de las Comunidades Autónomas y de la asociación de 
Entidades Locales más representativa en el ámbito estatal.

Si además se constituyeran Consejos del Trabajo Autónomo de 
ámbito autonómico, formará parte del Consejo del Trabajo Autónomo 
un representante designado por cada uno de los consejos autonómicos 
existentes.

En cuanto a la Presidencia del Consejo corresponderá al Secretario 
General de Empleo y, por delegación, al Director General de la 
Economía Social, del Trabajo Autónomo y del Fondo Social Europeo.
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Las Comunidades Autónomas podrán constituir, en su ámbito 
territorial, Consejos Consultivos en materia socioeconómica y 
profesional del trabajo autónomo. Así mismo podrán regular la 
composición y el funcionamiento de los mismos.
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¿Tenemos los Autónomos derechos colectivos?

Sí, se tiene  derecho a:

a) Afiliarse al sindicato o asociación empresarial de su elección, en los 
términos establecidos en la legislación correspondiente.

b) Afiliarse y fundar asociaciones profesionales específicas de 
trabajadores autónomos sin autorización previa.

c) Ejercer la actividad colectiva de defensa de sus intereses 
profesionales.

¿ ?

¿ ?



76

Tema VI. Prevención riesgos laborales

Contenido

I.	 Elementos básicos de la prevención

II.	 Obligaciones

I.- Elementos basicos de la prevención

El artículo 40.2 de la Constitución Española encomienda a los 
poderes públicos, como uno de los principios rectores de la política 
social y económica, velar por la seguridad e higiene en el trabajo. 
Este mandato constitucional conllevó la necesidad de desarrollar 
una política de protección de la salud de los trabajadores mediante 
la prevención de los riesgos derivados de su trabajo, a través de la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre de Prevención de Riesgos Laborales y su 
normativa de desarrollo.

La protección del trabajador frente a los riesgos laborales  es 
contemplada en esta normativa, tal como se establece en su Exposición 
de Motivos,  como  una actuación en la empresa que desborda el mero 
cumplimiento formal de un conjunto predeterminado, más o menos 
amplio, de deberes y obligaciones empresariales y, más aún, la simple 
corrección a posteriori de situaciones de riesgo ya manifestadas.

Los elementos básicos del enfoque en la prevención de riesgos 
laborales son:

• La planificación de la prevención desde el momento mismo del 
diseño del proyecto empresarial.
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• La evaluación inicial de los riesgos inherentes al trabajo.

• Actualización periódica a medida que se alteren las circunstancias.

• La ordenación de un conjunto coherente y globalizador de medidas 
de acción preventiva adecuadas a la naturaleza de los riesgos 
detectados.

• Control de la efectividad de dichas medidas constituyen.

• Información y la formación de los trabajadores dirigidas a un 
mejor conocimiento tanto del alcance real de los riesgos derivados 
del trabajo como de la forma de prevenirlos y evitarlos, de manera 
adaptada a las peculiaridades de cada centro de trabajo, a las 
características de las personas que en él desarrollan su prestación 
laboral y a la actividad concreta que realizan.

Este esquema no es aplicable fácilmente cuando el empresario y 
el trabajador son la misma persona, como sucede con la figura del 
trabajador autónomo, (empresario individual o profesional liberal). El 
sistema de prevención de  riesgos laborales contemplado en la Ley 
31/1995 no puede ser aplicado directamente al trabajo del autónomo, 
sino que requiere normas específicas para este colectivo concreto.

II.- Obligaciones

La regulación de la LETA en materia de prevención  regula un 
marco general y en este sentido establece que las  Administraciones 
Públicas competentes asumirán un papel activo en relación con la 
prevención de riesgos laborales de los trabajadores autónomos, por 
medio de actividades de promoción de la prevención, asesoramiento 
técnico, vigilancia y control del cumplimiento por los trabajadores 
autónomos de la normativa de prevención de riesgos laborales. Las 
Administraciones Públicas competentes promoverán una formación en 
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prevención específica y adaptada a las peculiaridades de los trabajadores 
autónomos.

Si el trabajador autónomo desarrolla actividades junto a  trabajadores de 
otra u otras empresas en un mismo centro de trabajo así como cuando los 
trabajadores autónomos ejecutan su actividad profesional en los locales 
o centros de trabajo de las empresas para las que presten servicios, serán 
de aplicación para todos ellos los deberes de cooperación, información 
e instrucción previstos en los apartados 1 y 2 del artículo 24 de la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.

También regula la LETA  que las empresas que contraten 
con trabajadores autónomos la realización de obras o servicios 
correspondientes a la propia actividad de aquéllas, y que se desarrollen 
en sus propios centros de trabajo, deberán vigilar el cumplimiento de la 
normativa de prevención de riesgos laborales por estos trabajadores.

Asimismo se establece que cuando los trabajadores autónomos 
deban operar con maquinaria, equipos, productos, materias o útiles 
proporcionados por la empresa para la que ejecutan su actividad 
profesional, pero no realicen esa actividad en el centro de trabajo de tal 
empresa, ésta asumirá las obligaciones consignadas en el último párrafo 
del artículo 41.1 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales.

Por último la LETA establece que el trabajador autónomo tendrá 
derecho a interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo cuando 
considere que dicha actividad entraña un riesgo grave e inminente para 
su vida o salud.

Si el trabajador autónomo tiene asalariados a su cargo, toma la posición 
de empresario frente a ellos y le es de aplicación las obligaciones legales 
en materia de prevención establecidas en la Ley 31/1995.
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¿Qué obligaciones tenemos a nivel de Prevención de 
Riesgos Laborales?

• Deber de  cooperación, información e instrucción cuando ejecuta 
su actividad en locales o centros de trabajos de las empresas para las 
que se presta servicios.

• Si el trabajador autónomo tiene asalariados a su cargo, toma 
la posición de empresario frente a ellos y le es de aplicación las 
obligaciones legales en materia de prevención establecidas en la Ley 
31/1995.

¿ ?

¿ ?
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Tema VII. Protección social del trabajador autónomo

Contenido

I.	 Ámbito de aplicación

II.	 Afiliación

III.	 Cotización

IV.	 Acción protectora

I.- Ámbito de aplicación

La protección de los trabajadores por cuenta propia o autónomos 
se instrumentará a través de un único régimen, que se denominará 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos, sin perjuicio de que algunos colectivos 
específicos de trabajadores autónomos, en razón de su pertenencia a un 
determinado sector económico, estén encuadrados en otros regímenes 
de la Seguridad Social.

La afiliación al sistema de la Seguridad Social es obligatoria para los 
trabajadores autónomos o por cuenta propia y viene desarrollado por el   
Decreto  2530/1979, de 20 de agosto.

Este Decreto establece que a efectos del Régimen Especial de 
Trabajadores Autónomos, se entenderá como trabajador por cuenta 
propia o autónomo aquel que realiza de forma habitual, personal y 
directa una actividad económica a título lucrativo, sin sujeción por 
ella a contrato de trabajo y aunque utilice el servicio remunerado de 
otras personas.  Se presumirá, salvo prueba en contrario, que en el 
interesado concurre la condición de trabajador por cuenta propia o 
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autónomo, a efectos de este Régimen Especial, si el mismo ostenta la 
titularidad de un establecimiento abierto al público como propietario, 
arrendatario, usufructuario u otro concepto análogo.

La Ley 20/2007 establece que la acción protectora del Régimen 
Especial de Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos comprenderá, en todo caso:

a) La asistencia sanitaria en los casos de maternidad, 
enfermedad común o profesional y accidentes, sean o no de 
trabajo.

b) Las prestaciones económicas en las situaciones de 
incapacidad temporal, riesgo durante el embarazo, 
maternidad, paternidad, riesgo durante la lactancia, 
incapacidad permanente, jubilación, muerte y supervivencia 
y familiares por hijo a cargo.

Establece el Decreto 2530/1979,  que estarán obligatoriamente 
incluidos en este Régimen Especial de la Seguridad Social los siguientes 
colectivos:

1. Los trabajadores mayores de 18 años, que, de forma habitual, 
personal y directa, realizan una actividad económica a título 
lucrativo, sin sujeción a contrato de trabajo. 

2. Cónyuge y familiares hasta el segundo grado inclusive (en el caso 
de trabajadores del Sistema Especial de Trabajadores Autónomos, 
hasta el tercer grado) por consanguinidad, afinidad y adopción que 
colaboren con el trabajador autónomo de forma personal, habitual y 
directa y no tengan la condición de asalariados. 

3. Los escritores de libros. 
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4. Los trabajadores autónomos económicamente dependientes a los 
que se refiere el Capítulo III del Título II de la  Ley 20/2007, de 11 
de julio.

5. Los trabajadores autónomos extranjeros que residan y ejerzan 
legalmente su actividad en territorio español.  

6. Profesionales que ejerzan una actividad por cuenta propia, que 
requiera la incorporación a un Colegio Profesional cuyo colectivo se 
haya integrado en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos. 

7. Profesionales que ejerzan una actividad por cuenta propia, que 
requiera la incorporación a un Colegio Profesional cuyo colectivo 
no hubiera sido integrado en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos.

8. Los socios industriales de sociedades regulares colectivas y de 
sociedades comanditarias.

9. Los socios trabajadores de las Cooperativas de Trabajo Asociado, 
cuando éstas opten por este régimen en sus estatutos. En este caso, 
la edad mínima de inclusión en el Régimen Especial es de 16 años. 

10. Comuneros o socios de comunidades de bienes y sociedades 
civiles irregulares. 

11. Quienes ejerzan funciones de dirección y gerencia que conlleva 
el desempeño del cargo de consejero o administrador, o presten otros 
servicios para una sociedad mercantil capitalista, a título lucrativo 
y de forma habitual, personal y directa, siempre que posean el 
control efectivo, directo o indirecto, de aquélla. Se entenderá, en 
todo caso que se produce tal circunstancia, cuando las acciones 
o participaciones del trabajador supongan, al menos, la mitad del 
capital social.
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Se presumirá, salvo prueba en contrario, que el trabajador posee 
el control efectivo de la sociedad cuando concurran algunas de las 
siguientes circunstancias

a. Que, al menos la mitad del capital de la sociedad para la que 
preste sus servicios esté distribuido entre socios, con los que 
conviva, y a quienes se encuentre unido por vínculo conyugal o 
de parentesco por consanguinidad, afinidad o adopción, hasta el 
segundo grado.

b. Que su participación en el capital social sea igual o superior a 
la tercera parte del mismo.

c. Que su participación en el capital social sea igual o superior 
a la cuarta parte del mismo, si tiene atribuidas funciones de 
dirección y gerencia de la sociedad.

d. En los supuestos en que no concurran las circunstancias 
anteriores, la Administración podrá demostrar, por cualquier 
medio de prueba, que el trabajador dispone del control efectivo 
de la sociedad.

12. Los socios trabajadores de las sociedades laborales, cuando 
su participación en el capital social junto con el de su cónyuge y 
parientes por consanguinidad, afinidad o adopción hasta el segundo 
grado, con los que convivan, alcance, al menos el cincuenta por cien, 
salvo que acredite que el ejercicio del control efectivo de la sociedad 
requiere el concurso de personas ajenas a las relaciones familiares.

II.- Afiliación

La afiliación corresponde al propio trabajador autónomo  quien es el 
responsable de cumplir la obligación de solicitar su alta, y en su caso, 
su afiliación. Subsidiariamente, responderá el trabajador autónomo 
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con respecto a sus familiares colaboradores. Tienen  la misma 
responsabilidad subsidiaria, las Compañías Regulares Colectivas, 
Compañías Comanditarias y Cooperativas de Trabajo Asociado 
respecto de sus socios.

El alta es única aunque el trabajador desarrolle varias actividades 
como autónomo, no así cuando ejerce pluriactividad, pudiendo estar 
dando de alta en el Régimen General de la Seguridad Social y en el 
RETA.

La documentación necesaria es:

• El  modelo TA , original y copia del alta en el IAE,

• Fotocopia del documento de afiliación a la Seguridad Social del 
trabajador, 

• Fotocopia del DNI del solicitante, 

• Certificado del colegio correspondiente, para las actividades de 
Colegios Profesionales.

En cuanto al plazo de presentación se debe realizar dentro de los 30 
días naturales siguientes al inicio de la actividad. Esta documentación 
debe presentarse en  la Administración de la Tesorería General de la 
Seguridad Social correspondiente al domicilio.

III.- Cotización

El trabajador autónomo está obligado a cotizar desde el primer día 
del mes en que inicia su actividad. 

La obligación subsiste mientras el trabajador desarrolla su actividad, 
incluso durante las situaciones de incapacidad temporal, riesgo 
durante el embarazo, riesgo durante la lactancia natural, periodos de 
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descaso por maternidad ó paternidad. La obligación termina el último 
día del mes en que el trabajador finaliza su actividad por cuenta propia, 
siempre y cuando comunique su baja dentro de plazo.

El cese debe comunicarse dentro de los 6 días naturales siguientes a 
dicho cese. En caso contrario, sigue obligado a cotizar hasta el último 
día del mes de comunicación de la baja, salvo que se justifique el cese en 
la actividad. Situación que ha dado lugar a numerables reclamaciones 
de cotizaciones a los trabajadores autónomos, a pesar de haber cesado 
en la actividad.

1.- BASE COTIZACIÓN

Durante el año 2015 la base elegida se situará entre una base 
mínima de cotización de 884,40 euros mensuales y una base máxima 
de cotización de 3.606,00 euros mensuales.

• Trabajadores menores de 47 años de edad y con 47 años

La base de cotización de los trabajadores autónomos que a 1 de 
enero de 2015, sean menores de 47 años de edad, será la elegida por 
éstos, dentro de los límites de las bases mínima y máxima.

Igual elección podrán efectuar los trabajadores autónomos que en 
esta fecha tengan una edad de 47 años y su base de cotización en el 
mes de diciembre de 2014 haya sido igual o superior a 1.926,60 euros 
mensuales, o causen alta en este Régimen Especial.

Los trabajadores autónomos que, a 1 de enero de 2015, tengan 47 
años de edad, si su base de cotización fuera inferior a 1.926,60 euros 
mensuales no podrán elegir una base de cuantía superior a 1.945,80 
euros mensuales, salvo que ejerciten su opción en este sentido antes 
del 30 de junio de 2015, lo que producirá efectos a partir del 1 de 
julio del mismo año, o que se trate del cónyuge supérstite del titular 



86

del negocio que, como consecuencia del fallecimiento de éste, haya 
tenido que ponerse al frente del mimo y darse de alta en este Régimen 
Especial con 47 años de edad, en cuyo caso no existirá dicha limitación.

• Trabajadores con 48 o más años de edad

La base de cotización de los trabajadores autónomos que, a 1 de 
enero de 2015, tengan cumplida la edad de 48 o más años estará 
comprendida entre las cuantías de 953,70 y 1.945,80 euros mensuales, 
salvo que se trate del cónyuge supérstite de titular del negocio que, 
como consecuencia del fallecimiento de éste, haya tenido que ponerse 
al frente del mismo y darse de alta en este Régimen Especial con 45 o 
más años de edad, en cuyo caso la elección de bases estará comprendida 
entre las cuantías de 884,40 y 1.945,80 euros mensuales.

• Trabajadores con 48 ó 49 años de edad

Los trabajadores autónomos que, a 1 de enero de 2011 tenían 48 ó 
49 años de edad, y antes del 30 de junio de 2011, y con efectos de 1 
de julio de 2011, hubieran optado por una base de cotización superior 
a 1.926,60 euros mensuales, podrán cotizar por una base comprendida 
entre 884,40 euros mensuales y el importe de aquélla incrementada 
en un 0,25 por 100, pudiendo optar, en caso de no alcanzarse, por una 
base de hasta 1.945,80 euros mensuales.

• Trabajadores que con anterioridad a los 50 años hayan 
cotizado cinco o más años en cualquiera de los regímenes del 
sistema de la Seguridad Social

La base de cotización de estos trabajadores autónomos tendrá las 
siguientes cuantías:

• Si la última base de cotización acreditada hubiera sido igual o 
inferior a 1.926,60 euros mensuales, habrá de cotizar por una 



87

base comprendida entre 884,40 euros mensuales y 1.945,80 euros 
mensuales.

• Si la última base de cotización acreditada hubiera sido superior 
a 1.926,60 euros mensuales, habrá de cotizar por una base 
comprendida entre 884,40 euros mensuales y el importe de aquélla 
incrementada en un 0,25 por 100, pudiendo optar, en caso de no 
alcanzarse, por una base de hasta 1.945,80 euros mensuales.

A estos efectos se considera como última base de cotización 
acreditada, la última base por la que haya cotizado el trabajador, 
cumplidos o no los 50 años de edad.

Si el alta en RETA se produce de oficio, como consecuencia, a 
su vez, de una baja de oficio en el Régimen General de la Seguridad 
Social o en otro régimen de trabajadores por cuenta ajena, podrán 
optar, cualquiera que sea su edad en el momento de causar alta, entre 
mantener la base de cotización por la que venía cotizando en el régimen 
en el que causaron baja o elegir una base de cotización aplicando las 
reglas generales previstas, a tales efectos, en este Régimen Especial.

2.- BENEFICIOS EN LA COTIZACIÓN

2.1.- Exoneración de cuotas según edad

En base a la disposición adicional trigésima segunda de la Ley 
27/2011, durante el año 2015 los trabajadores autónomos quedarán 
exentos de cotizar a la Seguridad Social, salvo en su caso por incapacidad 
temporal y por contingencias profesionales siempre que se encuentren 
en los siguientes supuestos:

1. Sesenta y cinco años de edad y 35 años y 9 meses de cotización 
efectiva.
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2. Sesenta y cinco años y tres meses de edad y 35 años y 6 meses de 
cotización efectiva.

A efectos del cómputo de años no se toman en cuenta las partes 
proporcionales de pagas extraordinarias.

En consecuencia, los trabajadores autónomos que no tengan la 
cobertura de incapacidad temporal y reúnan los requisitos indicados 
estarán exentos de ingresar cotización alguna.

Los trabajadores autónomos que optaron por la cobertura de dicha 
contingencia deberán aplicar el tipo del 3,30 por 100, e ingresar la 
prima que les corresponda por contingencias profesionales, en caso de 
que se hayan acogido a las mismas.

No obstante la exoneración establecida en la norma, el trabajador 
autónomo podrá optar por continuar practicando su cotización 
conforme a lo que venían realizando con anterioridad.

2.2.- Bonificación por edad trabajadores incluidos en el 
RETA.

A. Menores de 30 años, según lo establecido en la Ley 11/2013, de 
26 de julio, de medidas de apoyo al emprendedor.

1. Los trabajadores incorporados al Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos a partir 
de la entrada en vigor del Estatuto del Trabajador Autónomo, que 
tengan menos de 30 años de edad (menores de 35 años, en el caso de 
mujeres), se aplicarán una reducción sobre la cuota de contingencias 
comunes que les corresponda durante los 15 meses inmediatamente 
siguientes a la fecha de efectos del alta, equivalente al 30 por 100 
de la cuota resultante de aplicar el tipo mínimo vigente (29,80% 
o 29,30% si está acogido a la protección por cese de actividad) a 
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la base mínima de cotización de este régimen, y una bonificación 
de igual cuantía en los 15 meses siguientes a la finalización de la 
reducción anterior.

2. Alternativamente a este sistema de bonificaciones y reducciones, 
los trabajadores por cuenta propia que tengan menos de 30 años de 
edad y que causen alta inicial o que no hubieran estado en situación 
de alta en los cinco años inmediatamente anteriores, a contar desde 
la fecha de efectos del alta, en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos podrán 
aplicarse las siguientes reducciones y bonificaciones sobre la cuota 
por contingencias comunes, incluida la incapacidad temporal, 
resultante de aplicar a la base mínima el tipo mínimo de cotización 
vigente en cada momento, por un período máximo de 30 meses 
según la siguiente escala:

a) Una reducción equivalente al 80% de la cuota durante los 6 
meses inmediatamente siguientes a la fecha de efectos del alta.

b) Una reducción equivalente al 50% de la cuota durante los 6 
meses siguientes al período señalado en la letra a).

c) Una reducción equivalente al 30% de la cuota durante los 3 
meses siguientes al período señalado en la letra b).

d) Una bonificación equivalente al 30% de la cuota en los 15 
meses siguientes a la finalización del período en reducción.

Lo previsto en el presente apartado no resultará de aplicación a los 
trabajadores por cuenta propia que empleen trabajadores por cuenta 
ajena.

Tendrá una duración de 30 meses en total, ininterrumpidos, con 
independencia de los períodos de baja en el Régimen dentro de dicho 
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plazo y que serán tenidos en cuenta a efectos del cómputo de los 30 
meses.

B. Mayores de 30 años según lo establecido en el artículo 29 de la 
Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores.

1. Los trabajadores por cuenta propia que tengan 30 o más años de 
edad y que causen alta inicial o que no hubieran estado en situación 
de alta en los cinco años inmediatamente anteriores, a contar desde 
la fecha de efectos del alta, en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, podrán 
aplicarse las siguientes reducciones sobre la cuota por contingencias 
comunes, siendo la cuota a reducir el resultado de aplicar a la base 
mínima de cotización que corresponda el tipo mínimo de cotización 
vigente en cada momento, incluida la incapacidad temporal, por un 
período máximo de 18 meses, según la siguiente escala:

a) Una reducción equivalente al 80 por ciento de la cuota 
durante los 6 meses inmediatamente siguientes a la fecha de 
efectos del alta.

b) Una reducción equivalente al 50 por ciento de la cuota 
durante los 6 meses siguientes al período señalado en la letra a).

c) Una reducción equivalente al 30 por ciento de la cuota 
durante los 6 meses siguientes a período señalado en la letra b).

Lo previsto en el presente apartado no resultará de aplicación a los 
trabajadores por cuenta propia que empleen trabajadores por cuenta 
ajena.

2. Los trabajadores por cuenta propia que opten por el sistema 
del apartado anterior, no podrán acogerse a las bonificaciones y 
reducciones aplicable a jóvenes trabajadores por cuenta propia 
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menores de 30 años.

2.3.- Bonificaciones nuevas altas familiares colaboradores 
de trabajadores autónomos

El cónyuge, pareja de hecho y familiares de trabajadores autónomos 
por consanguinidad o afinidad hasta el 2º grado inclusive y, en su caso 
por adopción, que se incorporen como nuevas altas al Régimen Especial 
de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, y colaboren 
con ellos mediante la realización de trabajos en la actividad de que 
se trate, tendrán derecho a una bonificación durante los 18 meses 
inmediatamente siguientes a la fecha de efectos del alta, equivalente 
al 50 por ciento de la cuota que resulte de aplicar sobre la base mínima 
el tipo correspondiente de cotización vigente en cada momento en este 
Régimen Especial.

2.4.- Reducciones y bonificaciones de cuotas a la 
Seguridad Social para las personas con discapacidad que 
se establezcan como trabajadores por cuenta propia, según 
lo establecido en la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, 
de apoyo a los emprendedores y su internacionalización.

Las personas con un grado de discapacidad igual o superior al 33 por 
ciento, que causen alta inicial en el RETA, se beneficiarán, durante los 
cinco años siguientes a la fecha de efectos del alta, de las siguientes 
reducciones y bonificaciones sobre la cuota por contingencias 
comunes, siendo la cuota a reducir el resultado de aplicar a la base 
mínima de cotización que corresponda el tipo mínimo de cotización 
vigente en cada momento, incluida la incapacidad temporal, por un 
período máximo de 5 años, según la siguiente escala:

a) Una reducción equivalente al 80% de la cuota durante los 6 meses 
inmediatamente siguientes a la fecha de efectos del alta. No será de 
aplicación a los trabajadores por cuenta propia con discapacidad que 
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empleen a trabajadores por cuenta ajena.

b) Una bonificación equivalente al 50% de la cuota durante los 54 
meses siguientes.

Cuando los trabajadores por cuenta propia con un grado de 
discapacidad igual o superior al 33 por ciento tengan menos de 35 
años de edad y causen alta inicial o no hubieran estado en situación 
de alta en los cinco años inmediatamente anteriores, a contar desde la 
fecha de efectos del alta, en el RETA, podrán aplicarse las siguientes 
reducciones y bonificaciones sobre la cuota por contingencias 
comunes, siendo la cuota a reducir el resultado de aplicar a la base 
mínima de cotización que corresponda el tipo mínimo de cotización 
vigente en cada momento, incluida la incapacidad temporal, por un 
período máximo de 5 años, según la siguiente escala:

a) Una reducción equivalente al 80% de la cuota durante los 12 
meses inmediatamente siguientes a la fecha de efectos del alta.

b) Una bonificación equivalente al 50% durante los cuatro años 
siguientes.

No será de aplicación a los trabajadores por cuenta propia con 
discapacidad que empleen a trabajadores por cuenta ajena.

IV.- Acción protectora

Desde que este Régimen Especial se regulara por Decreto en el 
año 70 y por la Orden de 24-09-70, la protección dispensada a los 
autónomos ha experimentado importantes modificaciones.

Es constante el avance histórico conseguido en la convergencia 
entre el RETA y el Régimen General a niveles de protección, aunque 
aún existen diferencia en este nivel.
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La acción protectora comprende las siguientes prestaciones:

• La asistencia sanitaria en los casos de:

• Enfermedad común o profesional y accidentes, sean o no de 
trabajo.

• Maternidad.

• Las prestaciones económicas en las situaciones de:

•	Incapacidad temporal. 

•	Riesgo durante el embarazo. 

•	Maternidad. 

•	Paternidad. 

•	Riesgo durante la lactancia. 

•	Incapacidad permanente.

•	Jubilación.

•	Muerte y supervivencia.

•	Prestaciones familiares.

Los requisitos generales para causar derecho a la prestación en el 
RETA son los siguientes: 

1.-ASISTENCIA SANITARIA

La asistencia sanitaria en España, con cargo a fondos públicos, a 
través del Sistema Nacional de Salud (SNS), se garantizará a aquellas 
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personas que ostenten la condición de asegurado.

Tendrán la condición de asegurado aquellas personas que se 
encuentren en alguno de los siguientes supuestos:

a. Ser trabajador por cuenta ajena o por cuenta propia, afiliado a 
la Seguridad Social y en situación de alta o asimilada a la de alta.

b. Ostentar la condición de pensionista del sistema de la 
Seguridad Social.

c. Ser perceptor de cualquier otra  prestación periódica de la 
Seguridad Social, incluidas la prestación y el subsidio por 
desempleo u otras de similar naturaleza.

d. Haber agotado la prestación o el subsidio por desempleo 
u otras prestaciones de similar naturaleza, encontrarse en 
situación de desempleo, no acreditar la condición de asegurado 
por cualquier otro título y residir en España. Este supuesto no 
será de aplicación a las personas a las que se refiere el artículo 3 
ter de la  Ley 16/2003, de 28 de mayo (extranjeros no registrados 
ni autorizados como residentes en España). 

e. Los menores de edad sujetos a tutela administrativa tendrán 
la consideración de personas aseguradas.

2.- PRESTACIÓN DE INCAPACIDAD TEMPORAL

Son situaciones determinantes de la incapacidad temporal:

• Las debidas a enfermedad, común o profesional, y a accidente, sea 
o no de trabajo, mientras el trabajador esté impedido para el trabajo 
y reciba asistencia sanitaria.

• Los períodos de observación por enfermedad profesional, en los 
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que se prescriba la baja en el trabajo durante los mismos.

Los  requisitos para tener derecho a la prestación son:

1.- Estar afiliados y en alta en situación asimilada a la de alta en la 
fecha del hecho causante, mientras reciban asistencia sanitaria de la 
Seguridad Social y estén impedidos para el trabajo.

2.- Tener cubierto un período de cotización de:

• En caso de accidente, sea o no de trabajo, y de enfermedad 
profesional, no se exige período previo de cotización.

• En caso de enfermedad común, 180 días dentro de los 5 años 
inmediatamente anteriores al hecho causante.

La prestación se reconoce en los mismos términos y condiciones que 
en el  Régimen General la Seguridad Social, con las particularidades 
siguientes:

• La cobertura de la prestación económica por IT derivada de 
contingencias comunes tendrá carácter obligatorio, y se deberá 
formalizar con una Mutua Colaboradora con la Seguridad Social, 
que estará obligada a aceptar toda propuesta de adhesión que se le 
formule a tal efecto.

• Los trabajadores autónomos (salvo los TRADE o los que 
desempeñen actividades en que la cobertura de las contingencias 
profesionales resulte obligatoria por su mayor riesgo de siniestralidad) 
que tengan cubierta la prestación por IT en otro régimen del 
sistema de la Seguridad Social en el que también se encuentren en 
alta podrán, en tanto se mantenga su situación de pluriactividad, 
acogerse voluntariamente a la cobertura de dicha prestación en el 
RETA así como, en su caso, renunciar a ella.
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En cuanto a las contingencias profesionales, la protección tendrá 
carácter voluntario, excepto para los TRADE y para aquellos que estén 
obligados a formalizar su cobertura por desempeñar una actividad 
profesional con un elevado riesgo de siniestralidad.

La formalización de esta cobertura se llevará a cabo con la misma 
Mutua o Entidad gestora con la que se haya formalizado o se formalice 
la cobertura de la IT.

La opción por la protección frente a estas contingencias, la renuncia 
a ella y, en su caso, su conversión en obligatoria se realizarán en la 
forma, plazos, condiciones y con los efectos establecidos sobre la 
opción y renuncia de la protección por IT.

En los supuestos en que se opte por la protección de la prestación 
por IT se podrá optar simultáneamente por la de las contingencias 
profesionales, cuyos efectos coincidirán. De no haberse ejercido 
simultáneamente ambas opciones, la protección de las contingencias 
profesionales se podrá solicitar antes del 1 de octubre de cada año, con 
efectos desde el día 1 de enero del año siguiente.

En estos casos, la renuncia a la cobertura de la prestación por 
IT supondrá, en todo caso, la renuncia a la de las contingencias 
profesionales, sin que la renuncia a ésta implique la renuncia a la 
protección por IT, salvo que así se solicite expresamente.

En el caso de trabajadores que realicen varias actividades que den 
lugar a una única inclusión en el RETA, la cobertura de los accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales se practicará por aquella de 
sus actividades a la que resulte aplicable el tipo de cotización más alto 
entre los recogidos en la tarifa de primas vigente.

Además de acreditar los requisitos generales exigidos, el trabajador 
autónomo deberá presentar ante el INSS o la Mutua Colaboradora 
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con la Seguridad Social con la que haya concertado la contingencia 
de IT, declaración en el modelo oficial sobre la persona que gestione 
directamente el establecimiento mercantil, industrial o de otra 
naturaleza del que sean titulares o, en su caso, el cese temporal o 
definitivo en la actividad desarrollada.

Plazo de presentación:

• Dentro de los 15 días siguientes a la fecha de la baja.

• Mientras dure la situación de IT, el trabajador vendrá obligado 
a presentar dicha declaración con periodicidad semestral, a contar 
desde la fecha en que se inicie la situación, si fuera requerido para 
ello.

Si se presenta fuera de plazo esta declaración se produce la 
suspensión en el inicio del pago de la prestación, pudiendo iniciarse 
de oficio las actuaciones pertinentes para verificar la situación en la 
que queda el establecimiento del que es titular el beneficiario de la 
prestación.

Si como consecuencia de las actuaciones administrativas, se 
dedujese el carácter indebido de la prestación que, en su caso, se 
hubiese comenzado a percibir, se procederá a realizar las actuaciones 
precisas para el reintegro de la misma.

• Cuantía de la prestación:

La cuantía se obtiene aplicando los porcentajes correspondientes a 
la base reguladora (BR).

Porcentajes:

1.- Si deriva de enfermedad común o accidente no laboral:
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•	El 60% (por ciento), que se abonará desde el día cuarto al 
vigésimo de la baja, ambos inclusive.

•	El 75%, que se abonará a partir del día vigésimo primero.

2.- Si deriva de accidente de trabajo o enfermedad profesional, 
se abonará el 75% de la BR desde el día siguiente al de la baja, 
siempre que el interesado hubiese optado por la cobertura de las 
contingencias profesionales.

La base reguladora estará constituida por la base de cotización 
del trabajador correspondiente al mes anterior al de la baja médica, 
dividida entre 30. Dicha base se mantendrá durante todo el proceso, 
incluidas recaídas, salvo que el interesado hubiese optado por una base 
de cotización inferior, en cuyo caso, se tendrá en cuenta esta última.

3.- RIESGO DURANTE EL EMBARAZO

Los requisitos generales para causar derecho a la prestación, en el 
RETA son: 

• Estar en alta en el Régimen.

• Estar al corriente en el pago de las cuotas, de las que sean 
responsables directos los trabajadores, aunque la prestación 
sea reconocida, como consecuencia del cómputo recíproco de 
cotizaciones, en un régimen de trabajadores por cuenta ajena. 
A tales efectos, será de aplicación el mecanismo de invitación 
al pago previsto en el art. 28.2 del Decreto 2530/1970, de 20 de 
agosto, cualquiera que sea el régimen de Seguridad Social en que 
el interesado estuviese incorporado, en el momento de acceder a la 
prestación o en el que se cause ésta.

La situación protegida es aquella en que se encuentra la 
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trabajadora embarazada durante el período de interrupción de la 
actividad profesional en los supuestos en que el desempeño de la 
misma influya negativamente en la salud de la trabajadora embarazada 
o del feto, y así se  certifique por los servicios médicos del INSS o de la 
Mutua Colaboradora con la Seguridad Social competente.

La trabajadora en situación de riesgo durante el embarazo deberá  
presentar, ante el Instituto Nacional de la Seguridad Social, declaración 
en el modelo oficial sobre la persona que gestione directamente el 
establecimiento mercantil, industrial o de otra naturaleza del que 
sea titular o, en su caso, el cese temporal o definitivo en la actividad 
desarrollada.

El plazo de presentación será:

• Dentro de los 15 días siguientes a la fecha de la suspensión de la 
actividad.

• Mientras dure la situación de riesgo durante el embarazo, la 
trabajadora vendrá obligada a presentar dicha declaración con 
periodicidad semestral, a contar desde la fecha en que se inicie la 
situación, si fuera requerida para ello.

La falta de presentación de la declaración, en el plazo máximo 
indicado, producirá la suspensión en el inicio del pago de la prestación, 
pudiendo iniciarse de oficio las actuaciones pertinentes para verificar 
la situación en la que queda el establecimiento del que es titular la 
beneficiaria de la prestación.

Si como consecuencia de las actuaciones administrativas, se 
dedujese el carácter indebido de la prestación que, en su caso, se 
hubiese comenzado a percibir, se procederá a realizar las actuaciones 
precisas para el reintegro de la misma.
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El  subsidio equivalente al 100% de la base reguladora:

• La equivalente a la que esté establecida para la prestación por 
incapacidad temporal (IT) derivada de contingencias profesionales, 
tomando como referencia la fecha en que se emita el certificado por 
los servicios médicos del INSS o de la Mutua, o

• La equivalente a la establecida para la prestación por IT derivada 
de contingencias comunes cuando el régimen de que se trate no 
contemple la cobertura de las contingencias profesionales y cuando 
no se hubiese mejorado voluntariamente el ámbito de la acción 
protectora, incorporando la protección de esta situación o la de las 
contingencias profesionales.

El derecho nace el día siguiente a aquél en que se emite el 
certificado por los servicios médicos de la Entidad gestora o colaboradora 
competente, si bien los efectos económicos no se producirán hasta la 
fecha del cese efectivo en la actividad profesional.

El subsidio se abonará durante el período necesario para la 
protección de la seguridad o de la salud de la trabajadora y/o del feto, 
mientras persista la imposibilidad de reanudar su actividad profesional. 
Y se produce su extinción en los siguientes supuestos:	

• Inicio del período de descanso por maternidad.

• Reanudación de la actividad profesional desempeñada.

• Causar baja en este Régimen Especial.

• Por interrupción del embarazo.

• Fallecimiento de la beneficiaria.
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4.- MATERNIDAD

La prestación por maternidad protege los períodos de descanso que 
se disfruten por las siguientes situaciones: 

• La maternidad biológica, incluidos los alumbramientos que tengan 
lugar tras más de 180 días de vida fetal, con independencia de que 
el feto nazca vivo o muerto.

• La adopción y el acogimiento familiar, tanto preadoptivo como 
permanente, de:

•	Menores de 6 años.

•	Mayores de 6 años pero menores de 18, discapacitados o 
minuválidos físicos, psíquicos o sensoriales, o que por sus 
circunstancias y experiencias personales o por provenir del 
extranjero, tengan especiales dificultades de inserción social 
o familiar, debidamente acreditadas por los servicios sociales 
correspondientes.

•	A estos efectos, se entiende que el adoptado o acogido presenta 
alguna discapacidad, cuando acredite una minusvalía en un 
grado igual o superior al 33%.

Son jurídicamente equiparables a la adopción y acogimiento 
preadoptivo o permanente aquellas instituciones jurídicas declaradas 
por resoluciones judiciales o administrativas extranjeras, cuya finalidad 
y efectos jurídicos sean los previstos para la adopción y acogimiento 
preadoptivo o permanente, cualquiera que sea su denominación.

Los requisitos generales para causar derecho a la prestación son:

• Estar en alta o en situación asimilada al alta en el Régimen 
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correspondiente. Se considera situación asimilada al alta, el período 
de 90 días posteriores a la baja en el régimen por haber cesado en 
la actividad.

• Estar al corriente en el pago de las cuotas, de las que sean 
responsables directos los trabajadores, aunque la prestación 
sea reconocida, como consecuencia del cómputo recíproco de 
cotizaciones, en un régimen de trabajadores por cuenta ajena.

A tales efectos, será de aplicación el mecanismo de invitación al 
pago previsto en el art. 28.2 del Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, 
cualquiera que sea el régimen de Seguridad Social en que el interesado 
estuviese incorporado, en el momento de acceder a la prestación o en 
el que se cause ésta.

• Tener cubierto un período de cotización de:

a) Si la  trabajadora tiene menos de 21 años de edad en la fecha 
del parto o en la fecha de la decisión administrativa o judicial de 
acogimiento o de la resolución judicial por la que se constituye la 
adopción, no se exigirá período mínimo de cotización.

b) Si la trabajadora tiene cumplidos entre 21 y 26 años de edad en la 
fecha del parto o en la fecha de la decisión administrativa o judicial 
de acogimiento o de la resolución judicial por la que se constituye 
la adopción:

•	90 días dentro de los 7 años inmediatamente anteriores al 
momento del inicio del descanso o, alternativamente, 

•	180 días cotizados a lo largo de su vida laboral con anterioridad 
a dicha fecha.

c) Si la trabajadora es mayor de 26 años de edad en la fecha del parto 
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o en la fecha de la decisión administrativa o judicial de acogimiento 
o de la resolución judicial por la que se constituye la adopción:

•	180 días dentro de los 7 años inmediatamente anteriores al 
momento del inicio del descanso o, alternativamente, 

•	360 días cotizados a lo largo de su vida laboral con anterioridad 
a dicha fecha.

En el supuesto de parto y con aplicación exclusiva a la madre 
biológica, la edad indicada en los apartados anteriores será la que 
tenga cumplida la interesada en el momento de inicio del descanso, 
tomándose como referente el momento del parto a efectos de acreditar 
el período mínimo de cotización que, en su caso, corresponda.

En los supuestos de adopción internacional, la edad señalada 
en los apartados anteriores será la que tengan cumplida los interesados 
en el momento de inicio del descanso, tomándose como referente el 
momento de la resolución a efectos de acreditar el período mínimo de 
cotización que, en su caso, corresponda.

Las trabajadoras autónomas  tienen derecho a la prestación con 
la misma extensión y en los mismos términos y condiciones que los 
previstos para los trabajadores del Régimen General. Los períodos 
durante los cuales se tendrá derecho a percibir el subsidio por 
maternidad serán coincidentes, tanto en lo relativo a su duración como 
a su distribución, con los períodos de descanso laboral establecidos 
para los trabajadores por cuenta ajena, excepto en lo que se refiere a 
la posibilidad de disfrute del descanso en régimen de jornada a tiempo 
parcial.

La  trabajadora deberá  presentar, ante el Instituto Nacional de la 
Seguridad Social, declaración en el modelo oficial sobre la persona 
que gestione directamente el establecimiento mercantil, industrial o 
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de otra naturaleza del que sea titular o, en su caso, el cese temporal o 
definitivo en la actividad desarrollada.  El plazo de presentación  es:

• Dentro de los 15 días siguientes a la fecha del parto, o de la 
fecha de la resolución administrativa o judicial mediante la que se 
constituye el acogimiento o la adopción.

• Si el inicio del descanso por maternidad se ha iniciado con 
anterioridad al parto, el plazo se contará a partir de la fecha del inicio 
de dicho descanso.

La falta de presentación de la declaración en el plazo máximo 
indicado, producirá la suspensión en el inicio del pago de la prestación, 
pudiendo iniciarse de oficio las actuaciones pertinentes para verificar 
la situación en la que queda el establecimiento del que es titular el 
beneficiario de la prestación.

La prestación económica por maternidad consiste en un 
subsidio equivalente al 100% de la base reguladora establecida para la 
prestación por IT derivada de contingencias profesionales., y en caso 
de no tener cubiertas las contingencias profesionales, la base será la 
de las contingencias comunes. Serán beneficiarios las trabajadoras 
por cuenta propia, que disfruten de los períodos de descanso por 
maternidad, adopción y acogimiento legalmente establecidos, siempre 
que acrediten los requisitos exigidos.

Cuando el período de descanso sea disfrutado, simultánea o 
sucesivamente, por los dos progenitores, adoptantes o acogedores, 
ambos tendrán la condición de beneficiarios, siempre que reúnan de 
forma independiente los requisitos exigidos.

La duración del subsidio es  de 16 semanas ininterrumpidas, 
salvo en el caso de hospitalización, que se ampliará en determinados 
supuestos:
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• Si trata de un parto múltiple, se amplía en 2 semanas más por cada 
hijo, a partir del segundo.

• En el supuesto de discapacidad del hijo, cuando ésta se valore 
en un grado superior o igual al 33%, 2 semanas adicionales. En el 
caso de que ambos progenitores trabajen, el período adicional de 
percepción del subsidio se distribuirá a opción de los interesados, que 
podrán disfrutarlo simultánea o sucesivamente y siempre de forma 
ininterrumpida.

• En los casos de parto prematuro y en aquellos otros en que el 
neonato precise, por alguna condición clínica, hospitalización a 
continuación del parto, el descanso podrá interrumpirse o ampliarse en 
los siguientes términos:

• Podrá interrumpirse el período de descanso y la percepción 
del subsidio a petición del beneficiario, una vez completado el 
período de descanso obligatorio para la madre de 6 semanas 
posteriores al parto.  Se podrá reanudar a partir de la fecha del 
alta hospitalaria, por el período que reste por disfrutar.

• Si la hospitalización tiene una duración superior a 7 días, se 
ampliará la duración en tantos días como el neonato permanezca 
hospitalizado a continuación del parto, con un máximo de 
13 semanas adicionales. Esta ampliación tendrá lugar aun 
cuando el beneficiario haya decidido interrumpir el disfrute del 
mencionado permiso de acuerdo con lo indicado en el punto 
anterior. El disfrute de este período adicional corresponderá a 
la madre o, a opción de la misma, al otro progenitor, si reúne los 
requisitos necesarios y disfruta del descanso.

A la duración prevista en los supuestos de parto múltiple se acumulará, 
en su caso, la duración adicional de dos semanas por discapacidad de 
cada hijo, así como el período de ampliación que corresponda en casos 
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de hospitalización del neonato a continuación del parto. No obstante, 
no procederá acumular los períodos de hospitalización de cada uno de 
los hijos cuando dichos períodos hubieran sido simultáneos.

• En los supuestos de fallecimiento del hijo y de alumbramientos que 
tengan lugar tras más de 180 días de vida fetal, aun cuando el feto no 
reúna las condiciones establecidas en el artículo 30 del Código Civil 
para adquirir la personalidad, la duración de la prestación económica 
no se verá reducida, salvo que, una vez finalizadas las 6 semanas 
posteriores al parto, la madre solicitara reincorporarse a su puesto 
de trabajo. En este caso, quedará sin efecto la opción ejercida por la 
madre en favor del otro progenitor.

• OPCIÓN EN FAVOR DEL OTRO PROGENITOR:

El período de descanso podrá ser disfrutado únicamente por la 
madre o, a opción de ésta, también por el otro progenitor en el caso de 
que ambos trabajen, sin perjuicio de las 6 semanas inmediatamente 
posteriores al parto de descanso obligatorio para la madre.

• En el caso de que ambos progenitores trabajen, el otro progenitor 
podrá percibir el subsidio siempre y cuando la madre, al iniciarse el 
período de descanso, haya optado porque aquél disfrute de una parte 
determinada e ininterrumpida del período de descanso posterior al 
parto, bien de forma simultánea o sucesiva con el de la madre. 

El otro progenitor podrá seguir haciendo uso del período de descanso 
por maternidad inicialmente cedido, aunque en el momento previsto 
para la reincorporación de la madre al trabajo ésta se encuentre en 
situación de incapacidad temporal.

La opción podrá ser revocada por la madre, si sobrevinieran hechos 
que hagan inviable la aplicación de la misma, tales como ausencia, 
enfermedad o accidente del otro progenitor, abandono de familia, 
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separación, violencia de género u otras causas análogas.

• En los supuestos de pluriempleo o pluriactividad de la madre, la 
opción que realice para el disfrute de parte del descanso en favor del 
otro progenitor deberá ser coincidente, en cuanto al número de días 
cedidos, en los dos empleos o actividades. 

• En caso de disfrute simultáneo de los períodos de descanso, la suma 
de los mismos no podrá exceder de las 16 semanas o de las que 
correspondan en los supuestos de ampliación.

Si, una vez iniciado el efectivo disfrute por el otro progenitor, éste 
falleciera antes de haberlo completado, la madre podrá hacer uso de 
la parte del período de descanso que restara hasta alcanzar la duración 
máxima, incluso aunque aquélla ya se hubiera reincorporado al 
trabajo con anterioridad.

•	SUPUESTOS ESPECÍFICOS:

1.- Si se produce el fallecimiento de la madre, con independencia de 
si ésta realiza o no algún trabajo, el otro progenitor tendrá derecho 
a la prestación durante el período que corresponda, siempre que 
acredite los requisitos exigidos. En estos casos, el disfrute de la 
prestación es compatible con el derecho al subsidio de paternidad.

2.- Si la madre trabajadora no reúne el período de cotización exigido 
y se le reconoce el subsidio de maternidad no contributivo, el otro 
progenitor podrá percibir, a opción de la madre ejercitada al inicio del 
descanso,  el subsidio contributivo durante el período de descanso 
que corresponda, siempre que aquél acredite los requisitos exigidos. 
Dicho subsidio es compatible con el de paternidad. 3.- Cuando 
la madre trabajadora por cuenta propia estuviera incorporada, por 
razón de su actividad, a la mutualidad de previsión social establecida 
por el correspondiente colegio profesional:
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•	Si no tiene derecho a prestaciones por no estar comprendida 
la protección de maternidad en la mutualidad, el otro progenitor 
podrá percibir el subsidio por maternidad, siempre que reúna 
los requisitos exigidos y disfrute del correspondiente descanso, 
durante el período que hubiera correspondido a la madre. Dicho 
subsidio es compatible con el de paternidad.

•	Si por causas ajenas a su voluntad, no reuniera los requisitos 
exigidos para la concesión de la prestación a cargo de la 
mutualidad, pese a haber optado por incluir la protección por 
maternidad desde el momento en que pudo ejercitar la opción, 
el otro progenitor podrá percibir el subsidio en los mismos 
términos que en el párrafo anterior.

•	Si tuviese derecho a prestaciones por maternidad en el sistema 
de previsión privado (independientemente de su duración 
o cuantía), o cuando no alcanzara este derecho por no haber 
incluido voluntariamente la cobertura de esta prestación, el otro 
progenitor no tendrá derecho al subsidio en el sistema de la 
Seguridad Social.

4.- Cuando la madre no tuviera derecho a prestaciones por no 
estar incluida en el RETA ni en una mutualidad de previsión social 
alternativa, el otro progenitor podrá percibir el subsidio siempre 
que reúna los requisitos exigidos y disfrute del correspondiente 
descanso, durante el período que hubiera correspondido a la madre. 
Dicho subsidio es compatible con el de paternidad.

5.- Parto, adopción o acogimiento múltiples:

•	Será beneficiario quien, a su vez, lo sea de la prestación 
económica por maternidad, siempre que disfrute un período 
de descanso de 6 semanas inmediatamente siguientes al parto, 
adopción o acogimiento múltiples, si bien aquél únicamente 
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podrá percibirse por uno de los progenitores o acogedores que, 
en caso de parto, se determinará a opción de la madre y, en caso 
de adopción o acogimiento, por acuerdo de los interesados.

•	Se tiene derecho a la prestación con la misma extensión y en 
los mismos términos y condiciones que los previstos para los 
trabajadores del  Régimen General, salvo con las siguientes 
particularidades:

6.- Maternidad en régimen de jornada a tiempo parcial:

Podrán disfrutar del descanso por maternidad a tiempo parcial, pero 
la percepción del subsidio y la reducción de la actividad sólo podrá 
efectuarse en el porcentaje del 50%.

Para el reconocimiento de esta modalidad de percepción del 
subsidio y correspondiente disfrute del permiso, los interesados 
deberán comunicar a la Entidad gestora, al solicitar la prestación, 
qué progenitor, adoptante o acogedor va a disfrutar el permiso y si lo 
efectuará de forma simultánea o sucesiva.

El disfrute del permiso será ininterrumpido y sólo podrá modificarse 
a iniciativa del trabajador y debido a causas relacionadas con su salud 
o la del menor.

7.- Trabajadoras víctimas de violencia de género: 

Cuando cesen en su actividad para hacer efectiva su protección, 
se les suspenderá la obligación de cotización durante un período de 6 
meses, que serán considerados como de cotización efectiva a efectos de 
las prestaciones, considerándose su situación como asimilada al alta.
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5.- PATERNIDAD

Los requisitos generales para causar derecho a la prestación, en los 
Regímenes Especiales, son los siguientes:

• Estar en alta o en situación asimilada al alta en el Régimen 
correspondiente.

• Tener cubierto un período mínimo de cotización de:

•	180 días dentro de los 7 años inmediatamente anteriores 
a la fecha del inicio de dicha suspensión o permiso, o, 
alternativamente,

•	360 días a lo largo de su vida laboral con anterioridad a la 
mencionada fecha

• Estar al corriente en el pago de las cuotas, de las que sean 
responsables directos los trabajadores, aunque la prestación 
sea reconocida, como consecuencia del cómputo recíproco de 
cotizaciones, en un régimen de trabajadores por cuenta ajena.

A tales efectos, será de aplicación el mecanismo de invitación al 
pago previsto en el art.  28.2 del Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, 
cualquiera que sea el régimen de Seguridad Social en que el interesado 
estuviese incorporado, en el momento de acceder a la prestación o en 
el que se cause ésta.

Cuando al interesado se le haya considerado al corriente en el pago 
de las cotizaciones a efectos del reconocimiento de una prestación, 
en virtud de un aplazamiento en el pago de las cuotas adeudadas, 
pero posteriormente incumpla los plazos o condiciones de dicho 
aplazamiento, perderá la consideración de hallarse al corriente en el 
pago y, en consecuencia, se procederá a la suspensión inmediata de 
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la prestación reconocida que estuviere percibiendo, la cual solamente 
podrá ser rehabilitada una vez que haya saldado la deuda con la 
Seguridad Social en su totalidad. A tal fin, la Entidad Gestora de la 
prestación podrá detraer de cada mensualidad devengada por el 
interesado la correspondiente cuota adeudada.

La duración será de 13 días ininterrumpidos, ampliables en 2 días 
más por cada hijo a partir del segundo. Podrán percibir el subsidio 
durante el período comprendido desde el nacimiento del hijo, desde 
la resolución por la que se constituye la adopción o desde la decisión 
administrativa o judicial de acogimiento, hasta que finalice el período 
correspondiente al descanso por maternidad, adopción o acogimiento, 
o inmediantamente después de la finalización de dicho descanso, 
siempre que, en todo caso, se produzca el cese en la actividad durante 
dicho período.

Podrán disfrutar del descanso por paternidad a tiempo parcial, pero 
la percepción del subsidio y la reducción de la actividad sólo podrá 
efectuarse en el porcentaje del 50%.

Para el reconocimiento de esta modalidad de percepción del 
subsidio y correspondiente disfrute del permiso, los interesados 
deberán comunicar a la Entidad gestora, al solicitar la prestación, 
qué progenitor, adoptante o acogedor va a disfrutar el permiso y si lo 
efectuará de forma simultánea o sucesiva.

El disfrute del permiso será ininterrumpido y sólo podrá modificarse 
a iniciativa del trabajador y debido a causas relacionadas con su salud 
o la del menor.

Los trabajadores pertenecientes al RETA, con excepción de los 
trabajadores económicamente dependientes (TRADE), presentarán, 
si la Entidad Gestora lo estima conveniente, una declaración de 
situación de actividad en el  modelo oficial, sobre la persona que 
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gestione directamente el establecimiento mercantil, industrial o de 
otra naturaleza del que sea titular o, en su caso, el cese temporal o 
definitivo en la actividad desarrollada.

El plazo de presentación: dentro de los 15 días siguientes a la fecha 
del inicio del descanso. La falta de presentación de la declaración en el 
plazo máximo indicado produce los siguientes efectos:

• La suspensión en el inicio del pago de la prestación, pudiendo 
iniciarse de oficio las actuaciones pertinentes para verificar la 
situación en la que queda el establecimiento del que es titular el 
beneficiario de la prestación.

• Si como consecuencia de las actuaciones administrativas se 
dedujese el carácter indebido de la prestación que, en su caso, se 
hubiese comenzado a percibir, se procederá a realizar las actuaciones 
precisas para el reintegro de la misma.

La prestación económica por paternidad consistirá en un subsidio 
equivalente al 100 por 100 de la  base reguladora que esté establecida 
para la prestación por incapacidad temporal derivada de contingencias 
comunes, tomando como referencia la fecha de inicio del periodo de 
descanso.

6.- RIESGO DURANTE LA LACTANCIA

Los requisitos generales  para causar derecho a la prestación son 
los siguientes:

• Estar en alta en el Régimen.

• Estar al corriente en el pago de las cuotas, de las que sean 
responsables directos los trabajadores, aunque la prestación 
sea reconocida, como consecuencia del cómputo recíproco de 
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cotizaciones, en un régimen de trabajadores por cuenta ajena. 
A tales efectos, será de aplicación el mecanismo de invitación 
al pago previsto en el art. 28.2 del Decreto 2530/1970, de 20 de 
agosto, cualquiera que sea el régimen de Seguridad Social en que 
el interesado estuviese incorporado, en el momento de acceder a la 
prestación o en el que se cause ésta.

La situación protegida es el período de interrupción de la actividad 
profesional durante el período de la lactancia natural, cuando el 
desempeño de la misma pudiera influir negativamente en la salud de la 
trabajadora o en la del hijo, y así se certifique por los servicios médicos 
del INSS o Mutua Colaboradora con la Seguridad Social competente.

La prestación consiste en un subsidio equivalente al 100% de la 
base reguladora:

• La equivalente a la que esté establecida para la prestación por 
incapacidad temporal (IT) derivada de contingencias profesionales, 
tomando como referencia la fecha en que se emita el certificado por 
los servicios médicos del INSS o de la Mutua, o

• La equivalente a la establecida para la prestación por IT derivada 
de contingencias comunes cuando el régimen de que se trate no 
contemple la cobertura de las contingencias profesionales y cuando 
no se hubiese mejorado voluntariamente el ámbito de la acción 
protectora, incorporando la protección de esta situación o la de las 
contingencias profesionales.

El nacimiento del  derecho  se produce  el día siguiente a aquél 
en que se emite el certificado médico por los servicios médicos de 
la Entidad gestora o colaboradora competente, si bien los efectos 
económicos se producirán, en cualquier caso, desde la fecha del cese 
efectivo en la actividad profesional correspondiente.
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Se abonará durante el período necesario para la protección de la 
salud de la trabajadora y/o del hijo (como máximo, hasta que éste 
cumpla los 9 meses de edad), salvo que aquélla reanude su actividad 
profesional o se incorpore a otra compatible son su situación.

Se produce la extinción de la prestación:

• Por cumplir el hijo 9 meses de edad.

• Por reanudación de la actividad profesional desempañada por la 
trabajadora.

• Por causar baja en este  

• Por interrupción de la lactancia

• Fallecimiento de la beneficiaria.

Las trabajadoras incluidas en el RETA , con excepción de las 
trabajadoras autónomas económicamente dependientes (TRADE), 
presentarán, si la Entidad Gestora lo estima conveniente, una 
declaración de situación de actividad en el modelo oficial, sobre la 
persona que gestione directamente el establecimiento mercantil, 
industrial o de otra naturaleza del que sea titular o, en su caso, el cese 
temporal o definitivo en la actividad desarrollada.

El plazo de presentación  es dentro de los 15 días siguientes a la 
fecha de la suspensión de la actividad. Mientras dure la situación de 
riesgo durante la lactancia, la trabajadora vendrá obligada a presentar 
dicha declaración con periodicidad semestral, a contar desde la fecha 
en que se inicie la situación, si fuera requerida para ello.

La falta de presentación de la declaración, en el plazo máximo 
indicado, producirá la suspensión en el inicio del pago de la prestación, 
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pudiendo iniciarse de oficio las actuaciones pertinentes para verificar 
la situación en la que queda el establecimiento del que es titular la 
beneficiaria de la prestación.

Si como consecuencia de las actuaciones administrativas, se 
dedujese el carácter indebido de la prestación que, en su caso, se 
hubiese comenzado a percibir, se procederá a realizar las actuaciones 
precisas para el reintegro de la misma.

7.- INCAPACIDAD PERMANENTE

Los requisitos generales para causar derecho a la prestación de 
incapacidad permanente en  este Régimen son  los siguientes: 

• Estar en alta o en situación asimilada al alta en el Régimen. 

• Reunir el período mínimo de cotización exigido, en su caso.

• Estar al corriente en el pago de las cuotas, de las que sean 
responsables directos los trabajadores, aunque la prestación 
sea reconocida, como consecuencia del cómputo recíproco de 
cotizaciones, en un régimen de trabajadores por cuenta ajena.

A tales efectos, será de aplicación el mecanismo de invitación al 
pago previsto en el art. 28.2 del Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, 
cualquiera que sea el régimen de Seguridad Social en que el interesado 
estuviese incorporado, en el momento de acceder a la prestación o en 
el que se cause ésta.

La situación protegida en la modalidad contributiva, es la situación 
del trabajador que, después de haber estado sometido al tratamiento 
prescrito,  presenta reducciones anatómicas o funcionales graves, 
susceptibles de determinación objetiva y previsiblemente definitivas, 
que disminuyan o anulen su capacidad laboral. No obstará a tal 
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calificación la posibilidad de recuperación de la capacidad laboral del 
inválido, si dicha posibilidad se estima médicamente como incierta o 
a largo plazo.

La Incapacidad Permanente habrá de derivarse de la situación 
de incapacidad temporal, salvo que afecte a quienes carezcan de 
protección en cuanto a dicha IT, bien por encontrarse en una situación 
asimilada a la de alta que no la comprenda, bien en los supuestos de 
asimilación a trabajadores por cuenta ajena en los que se dé la misma 
circunstancia, o bien en los casos de acceso a la IP desde la situación 
de no alta.

Respecto a las contingencias profesionales  a partir de 1-1-04, 
los trabajadores autónomos pueden acceder a las prestaciones por 
incapacidad permanente derivadas de estas contingencias, siempre 
que se hayan acogido a la mejora voluntaria de la acción protectora 
correspondiente a las contingencias de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales y, además, previa o simultáneamente, 
hayan optado por acogerse a la cobertura de la prestación por 
incapacidad temporal.

Se considera accidente de trabajo el ocurrido como consecuencia 
directa e inmediata del trabajo que realiza por su propia cuenta y que 
determina su inclusión en el campo de aplicación de este régimen 
especial. Tienen tal consideración:

• Los acaecidos en actos de salvamento y otros de naturaleza análoga, 
cuando unos y otros tengan conexión con el trabajo.

• Las lesiones que sufra el trabajador durante el tiempo y en el lugar 
del trabajo, cuando se pruebe la conexión con el trabajo realizado 
por cuenta propia.

• Las enfermedades, no consideradas profesionales, que contraiga 
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el trabajador con motivo de la realización de su trabajo, siempre que 
se pruebe que la enfermedad tuvo por causa exclusiva la ejecución 
de aquél.

• Las enfermedades o defectos padecidos con anterioridad por 
el trabajador, que se agraven como consecuencia de la lesión 
constitutiva del accidente.

• Las consecuencias del accidente que resulten modificadas en su 
naturaleza, duración, gravedad o terminación, por enfermedades 
intercurrentes que constituyan complicaciones derivadas del 
proceso patológico determinado por el accidentes mismo o tengan 
su origen en afecciones adquiridas en el nuevo medio en que se haya 
situado al paciente.

En los supuestos de TRADE, se considera AT toda lesión corporal 
del TRADE que sufra con ocasión o por consecuencia de la actividad 
profesional, el que sufra al ir o volver del lugar de la prestación de la 
actividad o por causa y consecuencia de la misma. Salvo prueba en 
contrario, se presume que no tiene relación con el trabajo cuando haya 
ocurrido fuera del desarrollo de la actividad profesional de que se trate.

La enfermedad profesional es la contraída a consecuencia del 
trabajo ejecutado por cuenta propia en la actividad, en virtud de la 
cual, el trabajador está incluido en el campo de aplicación de este 
régimen especial, que esté provocada por la acción de los elementos y 
sustancias y en las actividades contenidos en la lista de enfermedades 
profesionales con las relaciones de las principales actividades capaces 
de producirlas, anexa al RD RD 1299/2006 de 10 de noviembre.

El recargo por falta de medidas de prevención de riesgos laborales 
no es aplicable a los Trabajadores Autónomos en caso de accidente de 
trabajo o enfermedad profesional.
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En cuanto a la base reguladora:

• Si la incapacidad deriva de enfermedad común o accidente no laboral, 
no existe integración de lagunas, por lo que si en el período tomado en 
cuenta para efectuar el cálculo apareciesen meses durante los cuales 
no hubiera habido obligación de cotizar, éstos no se completarán con 
las bases mínimas vigentes, correspondientes a los trabajadores mayores 
de 18 años.

• Si la incapacidad deriva de accidente de trabajo o enfermedad profesional, 
será equivalente a la base de cotización del trabajador en la fecha del 
hecho causante.

La Incapacidad permanente parcial si deriva de contingencias comunes, 
no se protege. Si deriva de contingencias profesionales, si se protege. Se 
considera incapacidad permanente parcial para la profesión habitual la 
que, sin alcanzar el grado de total, ocasione al trabajador una disminución 
no inferior al 50% de su rendimiento normal para dicha profesión sin 
impedirle la realización de las tareas fundamentales de aquélla.

• Porcentaje:

La pensión de incapacidad permanente total para la profesión habitual, 
se incrementará en un 20% de la base reguladora que se tenga en cuenta 
para determinar la cuantía de la pensión, siempre que el pensionista:

• Tenga una edad igual o superior a los 55 años. Si el reconocimiento 
inicial de la pensión se efectúa a una edad inferior, el incremento se 
aplicará, previa solicitud del interesado, desde el día 1º del mes siguiente 
a aquél en que el trabajador cumpla los 55 años, siempre que en dicha 
fecha cumpla los requisitos exigidos en los dos puntos siguientes.

• Si el derecho al incremento nace en un año natural posterior al del 
reconocimiento inicial de la pensión, a ésta, incrementada con el 20%, 
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se le aplicarán las revalorizaciones que hubiesen tenido lugar desde la 
indicada fecha.

• No ejerza una actividad retribuida, por cuenta ajena o propia, que 
dé lugar a su inclusión en cualquiera de los regímenes de la Seguridad 
Social. El incremento de la pensión quedará en suspenso durante el 
período en que el trabajador obtenga un empleo o efectúe una actividad 
lucrativa por cuenta propia que sea compatible con la pensión de 
incapacidad permanente total que viniese percibiendo.

• No ostente la titularidad de una explotación agraria o marítimo-
pesquera, o de un establecimiento mercantil o industrial como 
propietario, arrendatario, usufructuario u otro concepto análogo. 

El incremento citado se aplicará a las situaciones de incapacidad 
permanente declaradas a partir de 1-1-03.

La pensión de incapacidad permanente total, podrá ser sustituida por 
una cantidad a tanto alzado:

•  Si deriva de contingencias comunes, equivalente a 40 mensualidades 
de la base reguladora de estas contingencias, siempre que el interesado 
ejerza esta opción dentro de los 30 días siguientes a la declaración de 
incapacidad. Se entenderá efectuada la opción en favor de la pensión 
vitalicia, cuando el trabajador tuviera cumplida la edad de 60 años en la 
fecha en que se entienda causada la prestación.

• Si deriva de contingencias profesionales, equivalente a 40 
mensualidades de la base de cotización del trabajador en la fecha del 
hecho causante de la prestación.

8. DESEMPLEO

El llamado desempleo protege el cese de la actividad TOTAL en la 
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actividad económica o profesional habitual, ya tenga esta un carácter 
definitivo o temporal., y fue recogido en la  Ley 32/2010, de 5 de agosto 
que establece este sistema específico de protección por cese de actividad 
de los trabajadores autónomos.

Los requisitos generales para causar derecho a la prestación de 
incapacidad permanente en este Régimen son los siguientes: 

• Estar afiliado y en situación de alta en la Seguridad Social, tener 
cubiertas las contingencias profesionales y estar al corriente en el pago 
de las cuotas de Seguridad Social.

• Contar con un período mínimo de cotización por cese de actividad de 
doce meses continuados e inmediatamente anteriores al cese, siendo 
computable el mes en que se produzca el hecho causante del cese de 
actividad.

• Que el cese en la actividad desarrollada por el trabajador se deba a 
motivos económicos, técnicos, productivos u organizativos, causas de 
fuerza mayor, pérdida de licencia administrativa, violencia de género, 
divorcio o acuerdo de separación matrimonial y sea debidamente 
justificado.

• Suscribir el compromiso de actividad para el mantenimiento de la 
prestación a fin de realizar las actividades formativas, de orientación 
profesional y de promoción de la actividad emprendedora a las que 
pueda convocarle el Servicio Público de Empleo correspondiente así 
como a efectos de cumplir las obligaciones de los artículos 17.1 g) y h) 
de la Ley 32/2010, de 5 de agosto.

• No haber alcanzado la edad ordinaria de jubilación, salvo que no 
tuviera acreditado el período de cotización requerido para ello.

• Que no concurra ninguna de las incompatibilidades previstas en la 
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Ley 32/2010, de 5 de agosto.

Se encontrarán en situación legal de cese de actividad todos aquellos 
trabajadores autónomos que cesen en el ejercicio de su actividad por 
alguna de las causas siguientes:

a) Por la concurrencia de motivos económicos, técnicos, productivos u 
organizativos determinantes de la inviabilidad de proseguir la actividad 
económica o profesional.

En caso de establecimiento abierto al público se exigirá el cierre del 
mismo durante la percepción del subsidio o bien su transmisión a 
terceros. No obstante, el autónomo titular del inmueble donde se ubica 
el establecimiento podrá realizar sobre el mismo los actos de disposición 
o disfrute que correspondan a su derecho, siempre que no supongan 
la continuidad del autónomo en la actividad económica o profesional 
finalizada.

Se entenderá que existen motivos económicos, técnicos, productivos u 
organizativos cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

1.º Pérdidas derivadas del desarrollo de la actividad en un año 
completo, superiores al 10 por ciento de los ingresos obtenidos en 
el mismo periodo, excluido el primer año de inicio de la actividad.

2.º Ejecuciones judiciales o administrativas tendentes al cobro de 
las deudas reconocidas por los órganos ejecutivos, que comporten 
al menos el 30 por ciento de los ingresos del ejercicio económico 
inmediatamente anterior.

3.º La declaración judicial de concurso que impida continuar 
con la actividad, en los términos de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal.
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b) Por fuerza mayor, determinante del cese temporal o definitivo de la 
actividad económica o profesional.

c) Por pérdida de la licencia administrativa, siempre que la misma 
constituya un requisito para el ejercicio de la actividad económica o 
profesional y no venga motivada por la comisión de infracciones penales.

d) La violencia de género determinante del cese temporal o definitivo 
de la actividad de la trabajadora autónoma.

e) Por divorcio o separación matrimonial, mediante resolución judicial, 
en los supuestos en que el autónomo ejerciera funciones de ayuda 
familiar en el negocio de su excónyuge o de la persona de la que se ha 
separado, en función de las cuales estaba incluido en el correspondiente 
Régimen de la Seguridad Social.

En cuanto a los trabajadores autónomos económicamente 
dependientes  se considerarán en situación de cese de actividad  
por extinción del contrato suscrito con el cliente del que dependan 
económicamente, en los siguientes supuestos:

a) Por la terminación de la duración convenida en el contrato o 
conclusión de la obra o servicio.

b) Por incumplimiento contractual grave del cliente, debidamente 
acreditado.

c) Por rescisión de la relación contractual adoptada por causa justificada 
por el cliente, de acuerdo con lo establecido en la Ley 20/2007, de 11 
de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo.

d) Por rescisión de la relación contractual adoptada por causa 
injustificada por el cliente, de acuerdo con lo establecido en la Ley 
20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo.
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e) Por muerte, incapacidad o jubilación del cliente, siempre que impida 
la continuación de la actividad.

El período de duración de la prestación se calculará en función de 
la edad y los períodos cotizados por el trabajador dentro de los 48 meses 
anteriores a la situación legal de cese de actividad, según tabla siguiente:

La prestación tendrá como la base reguladora el promedio de 
las bases por las que se hubiere cotizado durante los doce meses 
continuados e inmediatamente anteriores a la situación legal de cese. 
La cuantía máxima será el 175% del Indicador Público de Renta de 
Efectos Múltiples (IPREM), salvo cuando el trabajador tenga uno o 
más hijos a su cargo, en cuyo caso la cuantía será respectivamente, del 
200% o del 225% de dicho indicador.

La cuantía mínima variará entre el 107% y el 80%, dependiendo de 
si el trabajador autónomo tiene hijos a su cargo, o no.

No será de aplicación la cuantía mínima a los autónomos que coticen 
por una base inferior a la mínima.

PERIODO DE COTIZACIÓN Y DURACIÓN DE LA PRESTACION 

Meses cotizados Duración para menores de 60 
años 

Duración para mayores de 60 
años 

De 12 a 17 meses 2 meses 2 meses 

De 18 a 23 meses 3 meses 4 meses 

De 24 a 29 mese 4 meses 6 meses 

De 30 a 35 meses 5 meses 8 meses 

De 36 a 42 meses 6 meses 10 meses 

De 43 a 47 meses 8 meses 12 meses 

Con 48 meses 12 meses 12 meses 
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Situación de IT-Maternidad-Paternidad y Cese Actividad.

En el supuesto en que el hecho causante de la protección por cese 
de actividad se produzca mientras el trabajador autónomo se encuentre 
en situación de incapacidad temporal, éste seguirá percibiendo la 
prestación por incapacidad temporal, en la misma cuantía que la 
prestación por cese de actividad, hasta que la misma se extinga en cuyo 
momento pasará a percibir, siempre que reúna los requisitos legalmente 
establecidos, la prestación económica por cese de actividad que le 
corresponda. En tal caso, se descontará del período de percepción de 
la prestación por cese de actividad, como ya consumido, el tiempo que 
hubiera permanecido en la situación de incapacidad temporal a partir 
de la fecha de la situación legal de cese de actividad.

En el supuesto en que el hecho causante de la protección por cese 
de actividad se produzca cuando el trabajador autónomo se encuentre 
en situación de maternidad o paternidad, se seguirá percibiendo la 
prestación por maternidad o por paternidad hasta que las mismas se 
extingan, en cuyo momento se pasará a percibir, siempre que reúnan 
los requisitos legalmente establecidos, la prestación económica por 
cese de actividad que les corresponda.

Si durante la percepción de la prestación económica por cese de 
actividad el trabajador autónomo pasa a la situación de incapacidad 
temporal que constituya recaída de un proceso anterior iniciado con 
anterioridad a la situación legal de cese en la actividad, percibirá la 
prestación por esta contingencia en cuantía igual a la prestación por 
cese en la actividad. En este caso, y en el supuesto de que el trabajador 
autónomo continuase en situación de incapacidad temporal una vez 
finalizado el período de duración establecido inicialmente para la 
prestación por cese en la actividad, seguirá percibiendo la prestación 
por incapacidad temporal en la misma cuantía en la que la venía 
percibiendo.
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Cuando el trabajador autónomo esté percibiendo la prestación por 
cese en la actividad y pase a la situación de incapacidad temporal que 
no constituya recaída de un proceso anterior iniciado anteriormente, 
percibirá la prestación por esta contingencia en cuantía igual a la 
prestación por cese en la actividad. En este caso, y en el supuesto de que 
el trabajador autónomo continuase en situación de incapacidad temporal 
una vez finalizado el período de duración establecido inicialmente para 
la prestación por cese en la actividad, seguirá percibiendo la prestación 
por incapacidad temporal en cuantía igual al 80 por ciento del Indicador 
Público de Rentas de Efectos Múltiples mensual.

El período de percepción de la prestación por cese de actividad no se 
ampliará como consecuencia de que el trabajador autónomo pase a la 
situación de incapacidad temporal. Durante dicha situación, el órgano 
gestor de la prestación se hará cargo de las cotizaciones a la Seguridad 
Social, en los términos previstos en el artículo 4, apartado primero, letra 
b), hasta el agotamiento del período de duración de la prestación al que 
el trabajador autónomo tuviere derecho.

Si durante la percepción de la prestación económica por cese de 
actividad la persona beneficiaria se encuentra en situación de maternidad 
o paternidad pasará a percibir la prestación que por estas contingencias 
le corresponda. Una vez extinguida ésta, el órgano gestor, de oficio, 
reanudará el abono de la prestación económica por cese de actividad 
hasta el agotamiento del período de duración a que se tenga derecho.

El  trabajador autónomo tiene las siguientes obligaciones durante 
esta situación:

• Cotizar por las aportaciones correspondientes a la protección por 
cese de actividad.

• Solicitar a la Entidad Gestora correspondiente la protección por 
cese de actividad.
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• Proporcionar la documentación necesaria para el reconocimiento de 
la prestación.

• No trabajar por cuenta ajena o propia durante el disfrute de la 
prestación.

• Solicitar la baja en la prestación cuando se produzcan situaciones de 
suspensión o extinción o se dejen de reunir los requisitos.

• Cumplir las exigencias del compromiso de actividad.

• Reintegrar las prestaciones indebidamente percibidas.

• Comparecer ante el órgano gestor y estar a disposición del Servicio 
Público de Empleo de la correspondiente Comunidad Autónoma.

• Participar en acciones específicas de motivación, información, 
orientación o formación profesional.

La extinción de la prestación se produce por agotamiento del 
plazo de duración de la prestación, por la realización de un trabajo por 
cuenta ajena o propia durante un tiempo igual o superior a 12 meses, 
por imposición de sanción y por las demás causas recogidas en la Ley 
32/2010, de 5 de agosto.

9.- JUBILACIÓN

Los requisitos generales para causar derecho a la prestación de 
incapacidad permanente en  este Régimen son  los siguientes: 

• Estar en alta o en situación asimilada al alta en el Régimen. No 
obstante, se puede causar derecho a pensión de jubilación desde la 
situación de no alta, siempre que se reúnan los requisitos de edad y 
cotización establecidos.
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• Estar al corriente en el pago de las cuotas, de las que sean 
responsables directos los trabajadores.

La prestación se reconoce en los mismos términos y condiciones que 
en el Régimen General la Seguridad Social, con las particularidades 
siguientes: 

En cuanto a la edad para acceder a la jubilación a partir de 1-1-2013, 
la edad de acceso a la pensión de jubilación depende de la edad del 
interesado y de las cotizaciones acumuladas a lo largo de su vida laboral, 
requiriendo haber cumplido la edad de:

• 67 años o

• 65 años cuando se acrediten 38 años y 6 meses de cotización. Este 
requisito será exigible, en todo caso, cuando se acceda a la pensión sin 
estar en alta o en situación asimilada a la de alta.

Las edades de jubilación y el período de cotización a que se refieren 
los párrafos anteriores, se aplicarán de forma gradual, correspondiendo 
para los próximos años la siguiente escala:

2015 
35 años y 9 meses o más 65 años 

Menos de 35 años y 9 meses 65 años y 3 meses 

2016 
36 o más años 65 años 

Menos de 36 años 65 años y 4 meses 

2017 
36 años y 3 meses o más 65 años 

Menos de 36 años y 3 meses 65 años y 5 meses 

2018 
36 años y 6 meses o más 65 años 

Menos de 36 años y 6 meses 65 años y 6 meses 

2019 
36 años y 9 meses o más 65 años 

Menos de 36 años y 9 meses 65 años y 8 meses 

2020 
37 o más años 65 años 

Menos de 37 años 65 ños y 10 meses  
 



128

La Base reguladora:

La cuantía de la pensión se determina aplicando a la base reguladora 
el porcentaje general que corresponda en función de los años cotizados 
y, en su caso, el porcentaje adicional por prolongación de la vida laboral, 
cuando se acceda a la jubilación con una edad superior a la ordinaria 
vigente en cada momento y el coeficiente reductor que corresponda.

No existe integración de lagunas. Si en el período tomado en cuenta 
para efectuar el cálculo apareciesen meses durante los cuales no 
hubiera habido obligación de cotizar, éstos no se completarán con las 
bases mínimas vigentes, correspondientes a los trabajadores mayores 
de 18 años.

Respecto al  porcentaje, este es  variable en función de los años de 
cotización a la Seguridad Social, aplicándose una escala que comienza 
con el 50% a los 15 años, aumentando a partir del decimosexto año un 
0,19% por cada mes adicional de cotización, entre los meses 1 y 248, y 
un 0,18% los que rebasen el mes 248, sin que el porcentaje aplicable a 
la base reguladora supere el 100%, salvo en los casos en que se acceda 
a la pensión con una edad superior a la que resulte de aplicación.

En este régimen no se aplica la escala de abono de años, según edad 
cumplida en 1-1-67, a efectos del cómputo de los años de cotización.

El nacimiento del derecho es:

• El último día del mes del cese en el trabajo, para quienes se 
encuentren en la situación de alta.

• El último día del mes en que se presente la solicitud, para quienes 
se encuentren en alguna de las situaciones asimiladas a las de alta.

• La fecha de la solicitud, para las situaciones de no alta.
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Y los efectos económicos serán desde el día primero del mes 
siguiente a la fecha del hecho causante.

En el Régimen Especial de Autónomo no se protege:

• La jubilación parcial.

• La jubilación especial a los 64 años. 

• La jubilación anticipada sin tener la condición de mutualista. 

• La jubilación anticipada derivada del cese no voluntario en el 
trabajo.
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¿A qué prestaciones de la Seguridad Social tengo 
derecho?

• La asistencia sanitaria en los casos de:

•	Enfermedad común o profesional y accidentes, sean o no de 
trabajo.

•	Maternidad.

• Las prestaciones económicas en las situaciones de:

•	Incapacidad temporal. 

•	Riesgo durante el embarazo. 

•	Maternidad. 

•	Paternidad. 

•	Riesgo durante la lactancia. 

•	Incapacidad permanente.

•	Jubilación.

•	Muerte y supervivencia.

•	Prestaciones familiares.

¿ ?

¿ ?
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Tema VIII. Solución judicial y extrajudicial de los 
conflictos

Contenido

I.	 Jurisdicción

II.	 Procedimiento

  I.- Jurisdiscción

Los conflictos derivados de la relación entre el trabajador autónomo 
y la empresa o clientes corresponden a la jurisdicción civil. Sin embargo 
corresponde a la jurisdicción social, los conflictos derivados entre el 
trabajador económicamente dependiente y su cliente.

El propio preámbulo de la Ley justifica el recurso a la Jurisdicción 
Social previsto en el artículo 17 porque la configuración jurídica 
del trabajador autónomo económicamente dependiente se ha 
diseñado teniendo en cuenta los criterios que de forma reiterada 
ha venido estableciendo la Jurisprudencia de dicha Jurisdicción. 
La Jurisprudencia ha definido una serie de criterios para distinguir 
entre el trabajo por cuenta propia y el trabajo por cuenta ajena. La 
dependencia económica que la Ley reconoce al trabajador autónomo 
económicamente dependiente no debe llevar a equívoco: se trata de 
un trabajador autónomo y esa dependencia económica en ningún caso 
debe implicar dependencia organizativa ni ajenidad. 

Las cuestiones litigiosas propias del contrato civil o mercantil 
celebrado entre el autónomo económicamente dependiente y su cliente 
van a estar estrechamente ligadas a la propia naturaleza de la figura de 
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aquél, de tal forma que las pretensiones ligadas al contrato siempre van 
a juzgarse en conexión con el hecho de si el trabajador autónomo es 
realmente económicamente dependiente o no, según cumpla o no con 
los requisitos establecidos en la Ley. Y esta circunstancia, nuclear en 
todo litigio, ha de ser conocida por la Jurisdicción Social.

La LETA al atribuir a la jurisdicción social el conocimiento de los 
conflictos individuales y colectivos de los trabajadores económicamente 
dependientes, a pesar de que es una figura fuera de la relación laboral, 
supone la ruptura con la tradicional distribución de competencias 
entre el orden social y el civil.

Los órganos jurisdiccionales del orden social serán también los 
competentes para conocer de todas las cuestiones derivadas de la 
aplicación e interpretación de los acuerdos de interés profesional, sin 
perjuicio de lo dispuesto en la legislación de defensa de la competencia.

Cabe recordar  que el Real Decreto 197/2009, de 23 de febrero  
considera trabajador autónomo económicamente dependiente la 
persona física que realiza una actividad económica o profesional a título 
lucrativo y de forma habitual, personal, directa y predominante para un 
cliente del que percibe, al menos, el 75 por ciento de sus ingresos por 
rendimientos de trabajo y de actividades económicas o profesionales 
y en el que concurren las restantes condiciones establecidas en el 
artículo 11 de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo 
Autónomo.

 	 Considerándose cliente a estos efectos la persona física o 
jurídica para la que se realiza la actividad económica o profesional a 
que se refieren los apartados anteriores.

Los agentes de seguros exclusivos y agentes de seguros vinculados 
que cumplan con las condiciones establecidas en el artículo 11 del 
Estatuto del Trabajo Autónomo, estarán sujetos, como trabajadores 
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autónomos económicamente dependientes,  a la jurisdicción laboral , 
si bien quedarán excluidos de la condición de trabajadores autónomos 
económicamente dependientes los agentes de seguros exclusivos 
y agentes de seguros vinculados que hayan suscrito un contrato 
mercantil con auxiliares externos, de conformidad con el artículo 8.º de 
la Ley 26/2006, de 17 de julio, de Mediación de Seguros y Reaseguros 
Privados.

Igualmente los trabajadores autónomos económicamente 
dependientes prestadores del servicio de transporte al amparo de 
autorizaciones administrativas de las que sean titulares, realizada 
mediante el correspondiente precio con vehículos comerciales de 
servicio público cuya propiedad o poder directo de disposición 
ostenten, aun cuando dichos servicios se realicen de forma continuada 
para un mismo cargador o comercializador,  también estarán sometidos 
a la jurisdicción laboral.

II.- Procedimiento

También se regula en el art. 18 de la LETA  los procedimientos 
no jurisdiccionales de solución de conflictos estableciendo que 
será requisito previo para la tramitación de acciones judiciales en 
relación con el régimen profesional de los trabajadores autónomos 
económicamente dependientes el intento de conciliación o mediación 
ante el órgano administrativo que asuma estas funciones. 

Al remitir a la jurisdicción laboral las cuestiones litigiosas entre 
el trabajador autónomo dependiente y su cliente es de aplicación la 
Ley de LA Jurisdicción Laboral en toda su extensión, y por tanto los 
trámites previos del proceso.

Se exceptúan de este requisito:

1. Los procesos que exijan la reclamación previa en vía administrativa.
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2. Los que versen sobre Seguridad Social.

3. Los relativos al disfrute de vacaciones

4. Los relativos  a materia electoral.

5. Los iniciados de oficio.

6. Los de impugnación de convenios colectivos.

7. Los de impugnación de los estatutos de los sindicatos o de su 
modificación.

8. Los de tutela de la libertad sindical. 

9.  Aquellos procesos en los que siendo parte demandada el Estado u 
otro ente público también lo fueren personas privadas, siempre que 
la pretensión hubiera de someterse al trámite de reclamación previa 
y en éste pudiera decidirse el asunto litigioso.

10. Los supuestos en que, iniciado el proceso, fuere necesario 
dirigir la demanda frente a personas distintas de las inicialmente 
demandadas. 

La presentación de la solicitud de conciliación suspenderá los plazos 
de caducidad e interrumpirá los de prescripción. El cómputo de la 
caducidad se reanudará al día siguiente de intentada la conciliación 
o transcurridos quince días desde su presentación sin que se haya 
celebrado.

En todo caso, transcurridos treinta días sin celebrarse el acto de 
conciliación se tendrá por terminado el procedimiento y cumplido el 
trámite.

También se suspenderán los plazos de caducidad y se interrumpirán 
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los de prescripción por la suscripción de un compromiso arbitral, 
celebrado en virtud de los acuerdos interprofesionales y los convenios 
colectivos a que se refiere el artículo 83 del texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores. En estos casos el cómputo de la 
caducidad se reanudará al día siguiente de que adquiera firmeza el 
laudo arbitral; de interponerse un recurso judicial de anulación del 
laudo, la reanudación tendrá lugar desde el día siguiente a la firmeza 
de la sentencia que se dicte.

Los trámites procedimentales para la conciliación previa  establecidos 
en la L.P.L, se desarrollan en el RD 2756/1979, de 23 de noviembre.

La conciliación se promueve mediante papeleta, celebrándose 
en el lugar y día y hora que se fije por el servicio administrativo 
correspondiente.

En la papeleta se debe hacer constar:

1. Datos personales del que la presente y demás interesados y sus 
domicilios respectivos.

2. Categoría, antigüedad, lugar de trabajo, salario.

3. Enumeración clara y concreta de los hechos sobre los que verse 
su pretensión y cuantía económica, si fuere de esta naturaleza.

4. Si es una reclamación de despido, se tiene que especificar la fecha 
de efectos de éste  y los motivos alegados por la empresa.

5. La fecha y la firma.

La asistencia al acto de conciliación es obligatoria para los 
litigantes.	

La celebración de la conciliación previa puede terminar de cinco 
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formas:

• ARCHIVO 

Cuando estando debidamente citadas las partes para el acto de 
conciliación no compareciese el solicitante ni alegase justa causa, se 
tendrá por no presentada la papeleta, archivándose todo lo actuado.

• SIN EFECTO

Si no compareciera el demandado, se tendrá la conciliación por 
intentada sin efecto, y el Juez o Tribunal deberá apreciar temeridad o 
mala fe si la incomparecencia fuera injustificada, imponiendo la multa 
señalada en el artículo 97.3 de la L.P.L (sanción pecuniaria por importe 
máximo de 601.01€  y si es  empresario abono de los honorarios de los 
abogados) si la sentencia que en su día dicte coincidiera esencialmente 
con la pretensión contenida en la papeleta de conciliación. 

• CON AVENENCIA

Supone que se llega a un acuerdo y lo acordado entre las partes tiene 
fuerza ejecutiva y que puede ser instado su cumplimiento forzoso ante 
el Juez o Tribunal competente para conocer a demanda por el trámite 
de ejecución de sentencias.

El acuerdo de conciliación puede ser impugnado por las partes y por 

ARCHIVO. 

SIN EFECTO. 

CON AVENENCIA. 

SIN AVENENCIA 

RECONVENCIÓN. 
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quienes puedan sufrir perjuicio por aquél, ante el Juzgado o Tribunal 
competente para conocer del asunto objeto de la conciliación, mediante 
el ejercicio de la acción de nulidad por las causas que invalidan los 
contratos. 

El plazo de caducidad de esta acción es a los treinta días desde que 
se adoptó el acuerdo. Para los posibles perjudicados el plazo contará 
desde que lo conocieran.

• SIN AVENENCIA

La terminación del Acto de Conciliación sin que las partes lleguen a 
un Acuerdo, lo cual deja expedita la vía judicial.

• RECONVENCIÓN 

La reconvención consiste en el ejercicio, por el demandado, de una 
acción nueva frente al actor, para que se sustancie en el mismo proceso 
y se decida en la misma sentencia que resolverá la demanda inicial. 
En el Acto de Conciliación es cuando el demandado debe plantear 
la reconvención. La reconvención se puede plantear cuando  existe 
conexión entre el objeto de la demanda y el de la reconvención. El 
anuncio de la reconvención debe delimitar los hechos y la cuantía de 
la misma, de forma clara y precisa, sin que posteriormente se puedan 
introducir hechos nuevos.

Lo acordado en conciliación tendrá fuerza ejecutiva entre las partes 
intervinientes sin necesidad de ratificación ante el Juez o Tribunal, 
pudiendo llevarse a efecto por el trámite de ejecución de sentencias.

La LATE dispone que las partes podrán igualmente someter sus 
discrepancias a arbitraje voluntario. Se entenderán equiparados a las 
sentencias firmes los laudos arbitrales igualmente firmes dictados al 
efecto. El procedimiento arbitral se someterá a lo pactado entre las 
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partes o al régimen que en su caso se pueda establecer mediante 
acuerdo de interés profesional, entendiéndose aplicable, en su defecto, 
la regulación contenida en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de 
Arbitraje, la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de Transportes 
Terrestres o en cualquier otra normativa específica o sectorial.
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¿Si tengo un problema con mi cliente a dónde debo 
acudir?

• Los conflictos derivados de la relación entre el trabajador autónomo 
y la empresa o clientes corresponden a la jurisdicción civil.

• Corresponde a la jurisdicción social, los conflictos derivados entre el 
trabajador económicamente dependiente y su cliente.

¿ ?

¿ ?
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Tema IX.- Obligaciones fiscales, laborales,  registrales 
y contables

Contenido

I.	 Trámites fiscales

II.	 Trámites laborales

III.	 Obligaciones contables y registrales

Cuando queremos iniciar una actividad empresarial, bajo la forma 
jurídica de trabajador autónomo,  es necesario llevar a cabo una serie 
de trámites de distinta índole, fiscales, laborales y contables.

  CUADRO RESUMEN OBLIGACIONES DEL AUTÓNOMO
   

TRAMITES 
FISCALES 

 

TRAMITES 
LABORALES 

OBLIGACIONES 
FISCALES Y 

REGISTRALES 
   

IMPUESTO 
ACTIVIDADES 

ECONOMICAS (I.A.E) 

ALTA EN R.E.T.A I.V.A 

   
DECLARACION 

CENSAL MOD 036 Y 
037 

INCRIPCIÓN COMO 
EMPRESARIO 

I.R.P.F 

   

 COMUNICACIÓN 
APERTURA CENTRO 

TRABAJO 

LIBRO REGISTRO 
FACTURAS EMITIDAS 

   

 LEGALIZACIÓN LIBRO 
VISITAS 

LIBRO REGISTRO 
FACTURAS RECIBIDAS 

   
  LIBRO REGISTRO 

BIENES DE 
INVERSIÓN 
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I.- Trámites  fiscales 

1.-Impuesto de actividades económicas (I.A.E.) 

La Ley reguladora de las Haciendas Locales, implantó el Impuesto 
de Actividades Económicas, que sustituye a las tarifas de Licencia 
Fiscal de actividades comerciales e industriales y de profesionales y 
artistas, así como a los impuestos municipales sobre la radicación, la 
publicidad y los gastos suntuarios. 

El Impuesto de Actividades Económicas es un Impuesto anual, y 
según lo establecido en el art. 79 de la Ley Reguladora de Haciendas 
Locales, el Hecho Imponible del Impuesto, está constituido por el 
mero ejercicio en territorio nacional de actividades empresariales, 
profesionales o artísticas. Los Ayuntamientos han fijado los coeficientes 
e índices a aplicar sobre las cuotas mínimas municipales de las tarifas 
del impuesto y son diferentes en cada municipio, Anualmente se viene 
corrigiendo los índices a aplicar y de forma excepcional pueden verse 
modificados por circunstancias tales como obras municipales en sus 
inmediaciones o casos de fuerza mayor.

 2.- Declaración censal de inicio de actividad (Mod 036 Y 037)

Esta declaración debe presentarse por empresarios y profesionales, 
con anterioridad al inicio de la actividad, en la Administración de 
Hacienda correspondiente a su domicilio fiscal. En esta declaración, 
al margen de los datos identificativos, aparece la situación tributaria 
del empresario así como las declaraciones y liquidaciones que está 
obligado a presentar.  

3.-  Otras obligaciones 

3.1.- Licencia de Obras, pudiéndose ser,  Obras Mayores  
u Obras Menores
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Los diversos Ayuntamientos de cada provincia regulan esta materia 
de acuerdo con diversos procedimientos, pero siempre sujetos a la Ley 
del Suelo y los reglamentos urbanísticos que lo desarrollan. 

Los procedimientos, así como la documentación a aportar y los 
formularios existentes, varían en cada municipio de forma sustancial. 
Cuando para la puesta en marcha de la empresa sea preciso llevar a 
cabo obras en los locales o terrenos en los que va a ejercer su actividad, 
será preciso solicitar del Ayuntamiento correspondiente la Licencia de 
Obras. La concesión de esta Licencia supone el reconocimiento, por 
parte del Ayuntamiento correspondiente, de la adecuación de las obras 
que se proyectan realizar con la normativa urbanística vigente. 

3.2.- Licencia de Actividad o apertura (ambiental)

La licencia de actividad tiene por objeto la puesta en uso de los 
edificios, locales o instalaciones, previa constatación por parte de los 
Servicios Técnicos del Ayuntamiento de que han sido efectuados de 
conformidad y que se encuentran debidamente terminados y aptos, 
según las condiciones urbanísticas, ambientales y de seguridad de su 
destino específico.

Está sujeto a licencia de actividad el ejercicio de toda actividad 
económica en un local de negocio, excepto cuando se realiza una 
actividad profesional, artesanal o artística en despacho o consulta 
establecido en la propia vivienda del titular, siempre que no disponga 
de maquinaria u otros elementos susceptibles de originar molestias y 
no se ejerza la venta directa al público.

Tendrán que solicitarla:

a) Los primeros establecimientos 

b) Los traslados a otros locales 
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c) Los cambios de titularidad de los locales 

d) Las variaciones y ampliaciones de actividades desarrolladas en los 
locales, aunque continúe el mismo titular 

e) Las ampliaciones de locales 

Se entenderá por local de negocio toda edificación destinada a: 

a) El ejercicio de la industria o negocio de cualquier clase o naturaleza 

b) El ejercicio de actividades económicas 

c) Espectáculos públicos 

d) Depósitos y almacén 

e) Salas de juegos 

 f) Escritorio, oficina, despacho o estudio, cuando en los mismos se 
ejerza actividad de comercio o industria 

g) Casinos o recreativos 

Existen otra serie de obligaciones

3.3.-Obligación de formación en materia de higiene de 
alimentos, 

para todas aquellas actividades en las que existe una manipulación 
de alimentos. 

3.4.- Adquisición hojas de reclamaciones,

sobre todo para actividades comerciales y de prestación de servicios.
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3.5.-Expedición y entrega de facturas 

II.- Trámites laborales

1.- Inscripción del empresario en la Seguridad Social y 
código de cuenta de cotización

Es el acto administrativo por el que la Tesorería General de la 
Seguridad Social asigna al empresario un número para su identificación 
y control de sus obligaciones en el Sistema de la Seguridad Social.

2.- Alta en el Régimen especial de Autónomos de la Seguridad 
Social

3.- Comunicación de apertura del centro de trabajo

Deben realizarlo las empresas que inicien la apertura del centro de 
trabajo o reanuden su actividad. 

4.- Adquisición y legalización del libro de Visitas

Este libro de carácter obligatorio para los trabajadores autónomos, en 
el se  anotan las diligencias que practiquen los Inspectores de Trabajo 
tras el resultado de las visitas realizadas a la empresa. 

 III.- Obligaciones contables y registrales

1.- IRPF, dependiendo de la actividad realizada y del régimen 
aplicable para la determinación del rendimiento neto:

* Libro Diario. 

* Libro de Inventarios y Cuentas anuales. 

* Libro-registro de ventas e ingresos.
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* Libro-registro de compras y gastos.

* Libro-registro de bienes de inversión

* Libro-registro de ingresos.

* Libro-registro de gastos.

* Libro-registro de provisiones de fondos y suplidos. 

2.-  IVA: 

* Libro registro de facturas emitidas. 

* Libro registro de facturas recibidas. 

* Libro registro de bienes de inversión. 

*Libro registro de determinadas operaciones intracomunitarias.

En general, los sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido 
están obligados a llevar la contabilidad y los registros que se establezcan 
por la normativa específica del Impuesto, así como las disposiciones 
sobre llevanza de contabilidades establecidas en el Código de Comercio 
y demás normas contables.
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¿Qué obligaciones tengo que cumplir en el desarrollo de 
mi negocio?

Las obligaciones son:

• Fiscales,

• Laborales,  

• Registrales y 

• Contables

¿ ?

¿ ?
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10 Modelos de contrato

Contenido

I.	 Modelo oficial

II.	 Modelo trade

III.	 Modelo trade

CONTRATO DEL TRABAJADOR AUTÓNOMO 
ECONÓMICAMENTE DEPENDIENTE (MODELO OFICIAL)

En ……………………., a ………. de ……………. de 200…

REUNIDOS

De una parte, el CLIENTE, empresa 
………………………………………., domiciliada en 
……………………………, calle ……………………, número 
………….., y con NIF……….., en cuyo nombre y representación 
actúa don ………………………………, mayor de edad, vecino 
de………………., con domicilio en la calle ……………………………, 
número …………., y con DNI/NIE …………………………..,

De otra, el TRABAJADOR AUTÓNOMO, don 
……………………………, mayor de edad, vecino de …………., con 
domicilio en la calle …………………………, número ……………., y 
con DNI/NIE ……………………………………………..

Ambas partes se reconocen mutuamente la capacidad legal necesaria 
para contratar y a tal efecto
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EXPONEN

1. Que el trabajador autónomo, hace constar expresamente la condición 
de trabajador autónomo económicamente dependiente respecto del 
cliente.

2. Que el trabajador autónomo declara que su actividad como 
trabajador autónomo económicamente dependiente no se ejecuta de 
manera indiferenciada con los trabajadores que presten servicio bajo 
cualquier modalidad de contratación laboral por cuenta del cliente 
y que desarrolla la actividad con criterios organizativos propios sin 
perjuicio de las indicaciones técnicas que pudiera percibir de su 
cliente, asumiendo el riesgo y ventura de la misma.

3. Que el trabajador autónomo percibe del cliente rendimientos de la 
actividad económica o profesional por un importe de, al menos, el 75 
por ciento de los ingresos totales que aquel percibe por rendimientos 
de trabajo y de actividades económicas o profesionales, que no tiene a 
su cargo trabajadores por cuenta ajena ni va a subcontratar parte o toda 
la actividad contratada con el cliente ni las actividades que pudiera 
contratar con otros clientes, que dispone de infraestructura productiva 
y material propios, necesarios para el ejercicio de la actividad e 
independientes de los de su cliente, cuando en la actividad a realizar 
sean relevantes económicamente, que comunicará por escrito a su 
cliente las variaciones en la condición de dependiente económicamente 
que se produzcan durante la vigencia del contrato, que no es titular de 
establecimientos o locales comerciales e industriales y de oficinas y 
despachos abiertos al público y que no ejerce profesión conjuntamente 
con otros profesionales en régimen societario o bajo cualquier otra 
fórmula jurídica admitida en derecho.

4. Que ambas partes acuerdan formalizar el presente contrato de 
conformidad con las siguientes
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CLÁUSULAS

Primera.–El trabajador autónomo económicamente dependiente 
prestará sus servicios profesionales de ……………………… o 
realizará el encargo u obra de ………………….. para el cliente, del 
que percibirá una contraprestación económica por la ejecución de su 
actividad profesional o económica o del encargo u obra por un importe 
de …………………..euros, cuyo abono se producirá en el tiempo y 
forma convenidos. El pago se efectuará en el plazo de ………. días 
desde la recepción de la factura correspondiente. En defecto de pacto, 
el plazo de pago será de 30 días.

Segunda.– La duración del presente contrato será de ………….
días/meses/años, o por la realización de la obra o el servicio 
de ……………………….a contar desde el ……./….hasta el 
………./……… o por la finalización de la obra o servicio.

Tercera.– La jornada de la actividad profesional o económica del 
trabajador autónomo económicamente dependiente podrá tener una 
duración máxima de ……………..horas diarias/semanales/mensuales 
con la siguiente distribución: ……………………………………….. 
El régimen de descanso semanal y el correspondiente de los festivos 
aplicable será ……………………………….El trabajador autónomo 
económicamente dependiente tendrá derecho a una interrupción 
anual de la actividad de ……….días.

En los supuestos de violencia de género, para adaptar el horario de la 
trabajadora autónoma económicamente dependiente y su distribución 
a fin de hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social 
integral, se modificará esta cláusula para adecuarla a la nueva situación.

Cuarta.– En caso de extinción contractual por desistimiento del 
trabajador autónomo económicamente dependiente, éste deberá 
preavisar al cliente en el plazo de……….días. En caso de extinción 
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contractual por voluntad del cliente por causa justificada, el cliente 
deberá preavisar a aquél en el plazo de ………. días.

Quinta.– Serán causas de extinción o de interrupción justificada del 
contrato, además de las establecidas en los artículos 15.1 b) y 16.2 de la 
Ley 20/2007, de 11 de julio, las siguientes:……………………………

Sexta.– La cuantía de la indemnización para el trabajador autónomo 
económicamente dependiente o para el cliente en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 15 de la Ley 20/2007, de 11 de julio, será de ………….

Séptima.– Acuerdo de interés profesional aplicable (en el caso de 
existir y con la conformidad del trabajador autónomo económicamente 
dependiente): …………………………………….

Octava.– El trabajador autónomo económicamente dependiente y 
el cliente se comprometen a mejorar la efectividad del derecho a la 
integridad física, la protección adecuada de su seguridad y salud en 
el trabajo, así como formación preventiva del trabajador autónomo 
económicamente dependiente y para ello, acuerdan las siguientes 
acciones:……………………………………..

Novena.– Condiciones contractuales aplicables en caso de que el 
trabajador autónomo económicamente dependiente dejase de cumplir 
con el requisito de dependencia económica:…………

Décima.– El presente contrato será registrado en el Servicio Público 
de Empleo Estatal o en el órgano correspondiente de la Comunidad 
Autónoma a la que se haya encomendado la gestión, por el trabajador 
autónomo económicamente dependiente en el plazo de 10 días 
hábiles desde su perfección. El trabajador autónomo económicamente 
dependiente comunicará al cliente que el contrato ha sido registrado 
en el plazo de 5 días hábiles siguientes al registro. Transcurrido el 
plazo de 15 días hábiles desde la celebración del contrato, sin que 
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se haya producido la comunicación de registro por el trabajador 
autónomo económicamente, el cliente deberá registrarlo en el Servicio 
Público de Empleo Estatal en el plazo de 10 días hábiles siguientes. 
Las modificaciones del contrato y su terminación serán objeto de 
comunicación en los mismos plazos señalados.

CLÁUSULAS ADICIONALES

Y para que conste, se extiende este contrato por triplicado en el lugar y 
fecha indicados en el encabezamiento, firmando las partes interesadas,

Trabajador autónomo 					          Cliente
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MODELO CONTRATO TRABAJADOR AUTONOMO 
DEPENDIENTE (MODELO I)

REUNIDOS

DE UNA PARTE.- EL CLIENTE.

Y DE OTRA.-  EL TRABAJADOR AUTONOMO 
DEPENDIENTE., en adelante TAD

Que es de interés para ambas partes formalizar, en base a lo determinado 
en la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo un 
contrato de Trabajador Autónomo Dependiente 

Que dicho contrato se regulará por la normativa contenida en la 
expresada Ley y, específicamente, por las siguientes

CLÁUSULAS

PRIMERA.-  El presente contrato tiene como objeto la prestación 
del servicio de…………. por  D……  en su calidad de TAD, para 
….. (EL CLIENTE), haciendo constar  expresamente que reúne los 
requisitos para  tener la  condición de  trabajado autónomo dependiente 
económicamente respecto del cliente.

SEGUNDA.- El presente contrato tendrá una duración de doce 
meses, a contar desde la firma del mismo. Vencido este plazo, y si no 
mediare denuncia expresa de alguna de sus partes, con una antelación 
mínima de15 días, este contrato quedaría tácitamente reconducido por 
períodos de doce meses.

TERCERA.-  La jornada de trabajo será de ………….. horas 
semanales, prestada de …..a…… con  los siguientes descansos:,  
sábados,  domingos y festivos.
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CUARTA.-  La distribución del tiempo de trabajo (horario) será 
…………

QUINTA.-  El TAD tendrá una interrupción anual de su prestación de 
servicios de 18 días hábiles.

SEXTA.- Por los servicios profesionales objeto del presente contrato 
EL CLIENTEL abonará mensualmente la cantidad de…….+ IVA. El 
abono se realizará   a mes vencido y por doce mensualidades.

SÉPTIMA.- La relación contractual entre las partes se extinguirá por 
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Mutuo acuerdo de las partes.

b) Muerte y jubilación o invalidez incompatibles con la actividad 
profesional, conforme a la correspondiente legislación de Seguridad 
Social.

c) Desistimiento del trabajador autónomo económicamente 
dependiente, debiendo en tal caso mediar un  preaviso mínimo de 
15 días.

d) Voluntad del trabajador autónomo económicamente dependiente, 
fundada en un incumplimiento contractual grave de la contraparte.

e) Voluntad del cliente por causa justificada, debiendo mediar  un 
preaviso mínimo de 15 días.

g) Por decisión de la trabajadora autónoma económicamente 
dependiente que se vea obligada a extinguir la relación contractual 
como consecuencia de ser víctima de violencia de género.

h) Cualquier otra causa legalmente establecida.
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El incumplimiento de los plazos previstos en el apartado c) y e) dará 
lugar a una indemnización equivalente a la retribución correspondiente 
a los días en que dicho plazo se haya incumplido.

OCTAVA.-   La resolución contractual por la voluntad de una de las 
partes fundada en un incumplimiento contractual de la otra, dará lugar 
a quien resuelva el contrato a percibir la correspondiente indemnización 
por los daños y perjuicios ocasionados.

Si la resolución se produce por desistimiento del trabajador autónomo 
económicamente dependiente, y sin perjuicio del preaviso  e 
indemnización previsto en el párrafo c) del apartado anterior, el cliente 
será indemnizado cuando dicho desistimiento le ocasione un perjuicio 
importante que paralice o perturbe el normal desarrollo de su actividad, 
en la cuantía equivalente de 8 días  de  la retribución pactada en la 
cláusula sexta  por cada año de servicio.

En los supuestos de resolución del contrato por voluntad del cliente 
sin causa justificada, el trabajador autónomo económicamente 
dependiente tendrá derecho a percibir una indemnización de 8 días 
por año de servicio.

NOVENA.- Para cuantas cuestiones pudiera suscitarse de la 
interpretación y/o aplicación del presente contrato, ambas partes se 
someten a los órganos jurisdiccionales de  lo social de …….

En cuyos términos, ambas partes contratantes dejan redactado el 
presente documento, en cuyo contenido se afirma y ratifican, firmándolo 
por duplicado en la ciudad y fecha en el encabezamiento expresadas.
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CONTRATO PARA UN TRABAJADOR AUTONOMO 
ECONÓMICAMENTE DEPENDIENTE (MODELO II)

En la ciudad de .........., a .......... de .......... de ..........

REUNIDOS

De una parte D. .........., mayor de edad, que lo hace en nombre y 
representación de la sociedad (o en nombre propio), cuyo domicilio 
se establece en .........., Calle de .......... nº .........., .......... y con N.I.F. 
nº..........,

De otra D. .........., mayor de edad, domiciliado en .......... con D.N.I. nº 
.......... (o bien que lo hace en nombre y representación de .......... y fijar 
los datos de la entidad que representa y el poder o título que acredita 
su representatividad).

Ambas parte, se reconocen mutuamente capacidad para contratar y a 
tal efecto,

E X P O N E N

I. Que D. .......... (Cliente) se dedica a la actividad de ...........

II. D. .......... ( trabajador autónomo dependiente) ejerce la 
actividad profesional de .........., en calidad de trabajador autónomo 
económicamente dependiente y realizará su actividad a título lucrativo 
y de forma habitual, personal, directa y predominante para el cliente, 
del que dependen por percibir de él, al menos el 75 por 100 de sus 
ingresos por rendimientos de trabajo y de actividades profesionales.

Que estando interesado el cliente en la prestación de servicios propios, 
por parte de el trabajador autónomo, es por lo que ambas partes, 
conciertan mediante el presente CONTRATO .........., que se atendrá 
a las siguientes,
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C L A Ú S U L A S

I. OBJETO DEL CONTRATO

D. .......... (trabajador autónomo dependiente), prestará a D. .......... 
(cliente), los siguientes servicios:

[Descripción detallada de los servicios a prestar, las características del 
servicio]

II. DURACIÓN DEL CONTRATO

El presente contrato, se entenderá por tiempo indefinido o se establece 
por un tiempo inicial de .......... años o meses coincidiendo con la 
duración prevista para la prestación de lo servicios o se entenderá por 
el tiempo que dure la prestación de servicios o la ejecución de la obra 
en cuestión, siendo vigente desde la fecha de ...........

III. PRECIO Y FORMA DE PAGO

El Cliente como contraprestación por la realización de los servicios 
prestados, abonará la cantidad de .......... Euros brutos anuales. El 
precio fijado se incrementará con el Impuesto del Valor Añadido, y se 
practicarán las retenciones que en concepto de IRPF, se obliguen por 
la Administración Tributaria competente.

El pago de la prestación al profesional autónomo, se hará por meses 
vencidos, y tras la presentación por este de la factura correspondiente, 
con la cantidad devengada en su favor, mas IVA, menos el tanto por 
ciento de retención del IRPF.

IV. JORNADA DE LA ACTIVIDAD PROFESIONAL

La cuantía máxima de la jornada de actividad será de XXXX horas 
al año.
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Esta jornada será de trabajo efectivo, y en todo caso, se realizará de 
lunes a viernes.

El horario será de XXX a XXX y de XXX a XXX o de XXX a XXX.

El horario de actividad procurará adaptarse a los efectos de poder 
conciliar la vida personal, familiar y profesional del trabajador autónomo 
económicamente dependiente.

Se considerarán días festivos (los sábados y domingos y aquellos que 
tengan dicha condición en el ámbito de la Comunidad Autónoma en la 
que el trabajador preste sus servicios).

La realización de actividad por tiempo superior al pactado 
contractualmente será voluntaria en todo caso, no pudiendo exceder 
del 30 por ciento del tiempo ordinario de actividad individualmente 
acordado.

Interrupción de la actividad anual

El trabajador autónomo económicamente dependiente tendrá derecho 
a una interrupción de la actividad anual de 18 días hábiles, los cuales 
podrán ser pactados de mutuo acuerdo entre el trabajador y el cliente, 
con la antelación suficiente, para la organización de la actividad de la 
empresa (cliente).

V. OBLIGACIONES DE LAS PARTES

Obligaciones del profesional autónomo

Son obligaciones:

1) Poner al servicio del Cliente toda su experiencia y conocimiento para 
cumplir a cabalidad con el trabajo de .......... objeto de este contrato.
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2) Cumplir con los plazos fijados en este contrato para la entrega del 
trabajo en cuestión.

3) Pagar mensualmente las cuotas a la seguridad social. Se abonarán 
presentando los “boletines de cotización” ante las oficinas recaudatorias 
(Cajas de Ahorro, Bancos, Oficinas de Correos...), o bien domiciliando 
el pago en cualquiera de ellas. El pago se hará por mensualidades 
coincidiendo con los meses naturales del año.

4) Darse de alta en el Impuesto de Actividades Económicas 
correspondiente.

5) Darse de alta en la S.S. de autónomos.

6) Cumplir con las obligaciones derivadas del presente contrato, a 
tenor del mismo, y con las consecuencias que, según su naturaleza, 
sean conformes a la buena fe, a los usos y a la ley.

7) Cumplir con las obligaciones legales en materia de seguridad y salud 
laborales, así como seguir las normas de carácter colectivo derivadas 
del lugar de prestación de servicios.

8) Cumplir con cualesquiera otras obligaciones derivadas de la 
legislación aplicable.

9) No tener a su cargo trabajadores por cuenta ajena ni contratar o 
subcontratar parte o toda la actividad con terceros, tanto respecto de la 
actividad contratada con el cliente del que depende económicamente 
como de las actividades que pudiera contratar con otros clientes.

10) No ejecutar su actividad de manera indiferenciada con los 
trabajadores que presten servicios bajo cualquier modalidad de 
contratación laboral por cuenta del cliente.
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11) Disponer de infraestructura productiva y material propios, 
necesarios para el ejercicio de la actividad e independientes de los de 
su cliente, cuando en dicha actividad sean relevantes económicamente.

12) Desarrollar su actividad con criterios organizativos propios, sin 
perjuicio de las indicaciones técnicas que pudiese recibir de su cliente.

13) Percibir una contraprestación económica en función del resultado 
de su actividad, de acuerdo con lo pactado con el cliente y asumiendo 
riesgo y ventura de aquélla.

14) Asegurar el inmovilizado y mobiliario afecto a la actividad en la 
cuantía fijada por la empresa (cliente), así como a concertar un seguro 
de responsabilidad civil por la cobertura de los daños que pudieran 
ocasionarse, a las instalaciones, elementos comunes o a terceros.

Obligaciones del cliente

Son obligaciones:

1) Pago de la prestación de servicios en los términos y condiciones 
fijados en el presente contrato.

2) Dar de alta en censo retención IRPF.

3) Aplicar la retención de IRPF que legalmente corresponda.

4) Pagar las retenciones de IRPF. Trimestralmente.

5) Hacer el resumen anual de IRPF.

6) Entregar al trabajador el certificado de retenciones de IRPF.
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VI. PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES

1. Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades 
trabajadores autónomos y trabajadores de otra u otras empresas, 
así como cuando los trabajadores autónomos ejecuten su actividad 
profesional en los locales o centros de trabajo de las empresas para las 
que presten servicios, serán de aplicación para todos ellos los deberes 
de cooperación, información e instrucción previstos en los apartados 1 
y 2 del artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales.

2. El empresario (cliente) deberá vigilar el cumplimiento de la 
normativa de prevención de riesgos laborales para el caso de que D. 
.......... (trabajador autónomo) tenga que realizar obras o servicios 
correspondientes a la propia actividad de la misma, y que se desarrollen 
en sus propios centros de trabajo.

3. El empresario (cliente) asumirá las obligaciones consignadas en el 
último párrafo del artículo 41.1 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
Prevención de Riesgos Laborales, cuando los trabajadores autónomos 
deban operar con maquinaria, equipos, productos, materias o útiles 
proporcionados por la empresa para la que ejecutan su actividad 
profesional, pero no realicen esa actividad en el centro de trabajo de 
la misma.

4. En el caso de que el empresario (cliente) incumpla las obligaciones 
previstas en la ley, asumirán las obligaciones indemnizatorias de los 
daños y perjuicios ocasionados, siempre y cuando haya relación causal 
directa entre tales incumplimientos y los perjuicios y daños causados.

5. La responsabilidad del pago establecida en el párrafo anterior, que 
recaerá directamente sobre el empresario infractor (cliente), lo será 
con independencia de que el trabajador autónomo se haya acogido o 
no a las prestaciones por contingencias profesionales.
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6. El trabajador autónomo tendrá derecho a interrumpir su actividad 
y abandonar el lugar de trabajo cuando considere que dicha actividad 
entraña un riesgo grave e inminente para su vida o salud.

VII. INTERRUPCIONES JUSTIFICADAS DE LA ACTIVIDAD 
PROFESIONAL

Se considerarán causas debidamente justificadas de interrupción de 
la actividad por parte del trabajador económicamente dependiente las 
fundadas en:

a) Mutuo acuerdo de las partes.

b) La necesidad de atender responsabilidades familiares urgentes, 
sobrevenidas e imprevisibles.

c) El riesgo grave e inminente para la vida o salud del trabajador 
autónomo, según lo previsto en el apartado 7 del artículo 8 de Ley 
20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo.

d) Incapacidad temporal, maternidad o paternidad.

e) La situación de violencia de género, para que la trabajadora 
autónoma económicamente dependiente haga efectiva su protección 
o su derecho a la asistencia social integral.

f) Fuerza mayor.

(Podrán fijarse otras causas de interrupción justificada de la actividad 
profesional)

VIII. EXTINCIÓN CONTRACTUAL

La relación contractual entre las partes se extinguirá por alguna de las 
siguientes circunstancias:
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1) Mutuo acuerdo de las partes.

2) Cuando exista la necesidad objetivamente acreditada de amortizar 
puestos de trabajo por causas económicas, técnicas, organizativas o de 
producción.

3) Muerte y jubilación o invalidez incompatibles con la actividad 
profesional, conforme a la correspondiente legislación de Seguridad 
Social.

4) Desistimiento del trabajador autónomo económicamente dependiente, 
debiendo en tal caso mediar el preaviso estipulado o conforme a los usos 
y costumbres.

5) Voluntad del trabajador autónomo económicamente dependiente, 
fundada en un incumplimiento contractual grave de la contraparte.

6) Voluntad del cliente por causa justificada, debiendo mediar el 
preaviso estipulado o conforme a los usos y costumbres.

7) Por decisión de la trabajadora autónoma económicamente 
dependiente que se vea obligada a extinguir la relación contractual 
como consecuencia de ser víctima de violencia de género.

8) Cualquier otra causa legalmente establecida.

Indemnización por daños y perjuicios

Cuando la resolución contractual se produzca por la voluntad de una 
de las partes fundada en un incumplimiento contractual de la otra, 
quien resuelva el contrato tendrá derecho a percibir la correspondiente 
indemnización por los daños y perjuicios ocasionados.

Cuando la resolución del contrato se produzca por voluntad del 
cliente sin causa justificada, el trabajador autónomo económicamente 
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dependiente tendrá derecho a percibir la indemnización prevista en el 
apartado anterior.

Si la resolución se produce por desistimiento del trabajador autónomo 
económicamente dependiente, y sin perjuicio del preaviso previsto 
en el párrafo c) del apartado 1 del presente artículo, el cliente podrá 
ser indemnizado cuando dicho desistimiento le ocasione un perjuicio 
importante que paralice o perturbe el normal desarrollo de su actividad.

IX. OBLIGACIÓN DE CONFIDENCIALIDAD

El trabajador tiene y asume la obligación de guardar el secreto y la 
confidencialidad de todos los documentos, escritos e información 
de la empresa (cliente) durante la vigencia del presente contrato, 
especialmente la información relativa a personas físicas y/o jurídicas 
recogida en ficheros de datos personales.

Esta obligación subsistirá aun después de finalizada la relación laboral. 
El trabajador será responsable de todos los daños y perjuicios que para 
la empresa se deriven como consecuencia del incumplimiento doloso 
o culposo de dicha  obligación.

X. PACTO DE NO COMPETENCIA

El trabajador autónomo económicamente dependiente, en tanto en 
cuanto se mantenga vigente el presente contrato, se abstendrá de 
entrar o dedicarse, sea directa o indirectamente, a cualquier empresa 
o actividad que compita con la actividad que desempeña en virtud del 
presente contrato.

(Esta cláusula podrá incluirse expresamente en el contrato a voluntad de 
las partes.)
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XI. LEY APLICABLE Y DERECHO SUPLETORIO

Respecto a lo no establecido en este contrato, será de aplicación lo establecido 
en la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo.

XII. LEY APLICABLE Y TRIBUNALES COMPETENTES

Los órganos jurisdiccionales del orden social serán los competentes para 
conocer las pretensiones derivadas del contrato celebrado entre el trabajador 
autónomo económicamente dependiente y su cliente.

Ambas partes declaran como fuero competente para el conocimiento de 
las controversias que puedan derivarse de la interpretación del presente 
contrato, el de los tribunales de lo Social de ...........

Firmando ambas partes, por duplicado ejemplar, el presente contrato en 
prueba del acuerdo alcanzado en lugar y fecha arriba indicado.

[1] [Ambas modalidades contractuales se han elaborado, con carácter 
general, con el propósito de facilitar una guía eminentemente práctica a fin 
de orientar, contribuir y ayudar en el proceso de formalización de contratos 
que regulen la situación de los trabajadores autónomos- tanto para aquellos 
que ostentan la condición profesionales independientes como para los 
considerados trabajadores autónomos económicamente dependientes 
previendo todas las posibles situaciones que pudieran plantearse, desde un 
punto de vista estrictamente jurídico-laboral, en las relaciones entre cliente 
y trabajador autónomo, a la luz de las significativas novedades que se han 
introducido en la Ley 20/2007, de 11 de Julio del Estatuto del Trabajo 
Autónomo.

Tanto una como otra puede obedecer bien a un contrato de prestación 
de servicios, bien a un contrato de ejecución de obra, debiendo indicarse 
expresamente tal circunstancia a la hora de formalizar el contrato de que se 
trate.]
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11.- Jurisprudencia

TJUE, Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
(Sala Primera), de 4 de diciembre de 2014, recurso C-413/2013

Resumen: Aclara el concepto de trabajador autónomo para el derecho 
de la Unión y, por tanto, el de falso autónomo.

TRIBUNAL SUPREMO — 11/07/2011 y  12/07/2011

Resumen: Tendrá competencia objetiva el Orden Social de 
la Jurisdicción en aquellos supuestos en que al trabajador 
económicamente dependiente le sea de aplicación la LETA, es decir, 
no únicamente cuando de forma sustantiva llene esos requisitos, 
sino que será necesario también que aquél haya comunicado dicha 
situación a su cliente. En caso contrario tendrá la consideración de 
trabajador autónomo ordinario, siendo competente el Orden Civil, por 
quedar sujeta la relación contractual a la normativa civil o mercantil, 
normalmente a través de un arrendamiento de obra o de servicios.

TRIBUNAL SUPREMO — 30/09/2009

Relación laboral. Existe. Cuando concurren notas de dependencia y 
ajenidad, aunque se pague por unidad de obra y el trabajador utilice su 
vehículo. Servicio de contenedores Higiénico-Sanitario. La empresa 
facilita aparatos y productos al operario, le marca zona trabajo, clientes 
a visitar y labor a realizar. Es relación laboral. Corrobora criterio 
sentencia 22-1-08 (Rec. 626/07) dictada en supuesto similar de la 
misma empresa.
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TRIBUNAL SUPREMO — 08/07/2008

Autónomos, despido improcedente, trabajadores contratados.

Resumen: Se desestima el recurso de casación para la unificación 
de doctrina interpuesto contra la sentencia dictada por la Sala de lo 
Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sobre despido. 
Defiende la empresa la inexistencia de la relación laboral alegada por el 
demandante. En cambio la Sala confirma la sentencia impugnada que 
declaraba la improcedencia del despido, dada la acreditada existencia 
de relación laboral entre las partes, a pesar de que el trabajador 
transportista utilizase su vehículo propio.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID — 
25/05/2014

Resumen: Falta de formalización del contrato con autónomo 
económicamente dependiente. Tribunal aborda una vez más la 
polémica calificación del carácter constitutivo de la formalización 
escrita del contrato de prestación de servicios de un trabajador 
autónomo económicamente dependiente (TRADE).

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID — 
24/02/2012

Resumen: Trabajador autónomo dependiente: Requisitos. Existencia 
de relación laboral: Concurren las notas propias de la relación laboral 
ordinario del art. 1.1. ET. Aunque el recurrente realizara una jornada 
semanal de 30 horas, no implica que esa actividad representase el 
75% de sus ingresos, y que pudiese prestar otros servicios para otros 
clientes. Sólo significa que era trabajador laboral por cuenta ajena con 
contrato a tiempo parcial.



170

TRIBUNAL SUPERIOR de Justicia de Cataluña -  11/10/2012

Resumen: Características que diferencias la relación laboral y el 
trabajo como autónomo: Las notas configuradoras de la relación 
laboral, previstas en el artículo 1.1 del Estatuto de los Trabajadores , 
han sido desarrolladas por la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, que 
ha considerado que el contrato de trabajo es una especie del género 
del contrato civil, que consiste en “el intercambio de obligaciones y 
prestaciones de trabajo dependiente por cuenta ajena a cambio de 
retribución garantizada” , en que concurren, junto a las notas genéricas 
de trabajo y retribución, “las notas específicas de ajenidad del trabajo y 
de dependencia en el régimen de ejecución del mismo”.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID — 
16/06/2008

Despido, incompetencia de la jurisdicción, régimen especial de los 
trabajadores autónomos o por cuenta propia.

Resumen: Se estima el recurso de suplicación interpuesto contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de lo Social nº 6 de Madrid sobre 
despido. Se debe acoger la excepción de incompetencia de jurisdicción 
alegada, por no ser laboral la relación entre las partes, al no concurrir 
la nota característica de dependencia, no bastando que los gastos de la 
actividad del actor, previa justificación, los abonase la demandada, ni que 
el actor acudiese a las reuniones del comité de dirección de la empresa 
demandada, ya que también se declara probado que el actor, de alta en 
autónomos, carecía de horario y jornada fijos y de despacho propio, y 
que en definitiva, a través de otra empresa realizaba para la demandada 
actividades de venta, y a partir de febrero de 2007 la integración en la 
demandada de otra empresa, facturando por todo ello mensualmente, 
esto es, actividades propias de un arrendamiento de servicios de cuyos 
resultados informaba al comité de dirección de la demandada.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUÑA 
10/06/2008

Despido, incompetencia de la jurisdicción, mandato, régimen especial 
de los trabajadores autónomos o por cuenta propia.

Resumen: Se desestima en parte el recurso de suplicación interpuesto 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de lo Social nº 13 de 
Barcelona sobre despido. De los hechos declarados probados, no 
puede afirmarse que existiera ninguna relación de laboralidad entre las 
empresas demandadas y el actor, antes al contrario, siempre aparecen 
relaciones de tipo mercantil que no pueden subsumirse en el tipo que el 
ET determina a efectos de definir una relación como de trabajador por 
cuenta ajena. En la actividad del actor, no se evidencian ni la ajenidad, 
ni la dependencia, ni su pertenencia a un ámbito organizativo ajeno. 
Si no existe relación laboral, no se puede hablar de responsabilidad 
laboral respecto de las empresas y tampoco de la existencia de ningún 
despido.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID — 
25/02/2009

Despido, régimen especial de los trabajadores autónomos o por cuenta 
propia, incompetencia.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID — 
03/06/2008

Contrato de trabajo, facturas, presunciones, trabajadores autónomos.

Resumen: Se desestima el recurso de suplicación formulado contra 
sentencia estimatoria del Juzgado de lo Social nº 4 de Madrid, sobre 
reclamación de cantidad. La Sala declara que en relación con la 
existencia de relación laboral entre las partes, el sistema de remuneración 
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concertado entre ellas, no puede determinar por sí mismo la naturaleza 
del contrato concertado, puesto que la facturación se efectuaba por la 
entidad contratante y no por el actor, y los medios materiales empleados 
son facilitados al actor por la demandada, debiendo entenderse que, 
con independencia de tal medio de pago y del alta en el régimen 
especial de trabajadores autónomos, procede aplicar la presunción de 
laboralidad, al concurrir las notas de la dependencia y la ajeneidad en 
la prestación desarrollada, por lo que procede la confirmación de la 
sentencia de instancia.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID — 
05/05/2008

Contrato de agencia, contrato de trabajo, incompetencia de la 
jurisdicción, trabajadores autónomos.

Resumen: Se desestima el Recurso de Suplicación contra la Sentencia 
del Juzgado de lo Social número 33 de Madrid, sobre determinación de 
naturaleza de contrato.

Se confirma la sentencia que ha declarado la incompetencia por razón 
de la materia por carecer de naturaleza laboral la relación que vincula a 
las partes, advirtiendo al demandante de que puede ejercitar su acción 
ante el orden civil de la jurisdicción. Y es que la relación de las partes 
se encuadra en la ley del contrato de agencia, dada la independencia 
de actor para organizar su trabajo, ya que el mismo nada ha demostrado 
en el sentido de que tal organización fuera dirigida por instrucciones 
de la demandada. La nota de independencia se refiere a la actividad 
comercial, consistente en búsqueda de clientes, relaciones con ellos, 
pautas de actuación para conseguir mejores resultados, control, 
verificación y depuración de lo realizado, y aspectos similares, y en 
estos extremos no se ha acreditado que la demandada interviniera en 
la actuación del agente. La calificación del contrato como de agencia 
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lleva consigo la falta de competencia del orden jurisdiccional social.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA — 24/04/2009

Incapacidad permanente, medios de prueba, incapacidad temporal, 
regimenes especiales, trabajadores autónomos, reclamación de 
cantidad, órganos de representación, los grados de la incapacidad, 
bases reguladoras de prestaciones, enfermedad, profesión habitual.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID — 
24/03/2009

Pensión de jubilación, reintegro de prestación indebida, cargas, 
trabajadores autónomos, regimenes especiales.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA — 20/03/2009

Pensión de viudedad, fallo, accidente de trabajo, trabajadores 
autónomos.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID — 
26/02/2009

Pensión de jubilación de autónomos, pensión de jubilación, 
reglamentos, base de cotización

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA — 17/02/2009

Incapacidad permanente, regimenes especiales, trabajadores 
autónomos, secuelas, profesión habitual.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA — 19/01/2009

Regimenes especiales, situaciones asimiladas al alta, trabajadores 
autónomos.



174

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA — 28/11/2008

Incapacidad permanente, baja medica, regimenes especiales, 
trabajadores autónomos, los grados de la incapacidad, bases reguladoras 
de prestaciones, profesión habitual.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA — 30/09/2008

Derecho a la protección de la salud, derecho a la percepción puntual 
de la remuneración, derechos y obligaciones en materia de prevención 
de riesgos laborales, pensión de jubilación de autónomos.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA — 19/09/2008

Comunidad de bienes, trabajadores autónomos, prestaciones por 
desempleo.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUÑA 
21/07/2008

Incapacidad temporal, prestación económica, régimen especial de los 
trabajadores autónomos o por cuenta propia, reintegro de prestación 
indebida

Resumen: Se desestima el recurso de suplicación interpuesto contra la 
sentencia del Juzgado de lo Social nº 3 de Barcelona, sobre incapacidad 
temporal. La Sala estima que es conforme a derecho la sentencia 
de instancia que estimó la demanda impugnando la resolución que 
condenaba a la trabajadora al reintegro de la prestación de incapacidad 
temporal percibida, ya que la Entidad Gestora no ha probado que la 
actora trabajara en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos 
durante su situación de incapacidad temporal en el Régimen General, 
y el olvido de solicitar la correspondiente prestación en el Régimen 
Especial de Trabajadores Autónomos no puede suponer para ella el 
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perjuicio de tener que reintegrar una prestación que legítimamente le 
correspondía.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUÑA 
21/07/2008

Discriminación, incapacidad permanente, régimen especial de los 
trabajadores

autónomos o por cuenta propia.

Resumen: Se desestima el recurso de suplicación interpuesto 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de lo Social número 6 
de Barcelona, sobre incapacidad permanente total. La sentencia de 
instancia desestimó la demanda en la que la parte actora, tras haber 
cumplido la edad de 55 años, reclamaba el incremento de un 20% de 
la pensión de incapacidad permanente total reconocida por el Régimen 
Especial de Trabajadores Autónomos en el año 2001. Le decisión de 
instancia se entiende ajustada a Derecho, en aplicación de la normativa 
reguladora de la materia. Esta normativa ha sido declarada por el TC 
perfectamente constitucional, ya que la desigualdad de trato entre 
diversas situaciones derivada únicamente de un cambio normativo y 
producida tan sólo por la diferencia de las fechas en que cada una de 
ellas tuvo lugar, no encierra discriminación alguna, y no es contraria 
al principio de igualdad ante la Ley. Corresponde al legislador llevar a 
cabo la regulación de los distintos Regímenes que integran el sistema 
de la Seguridad Social, y razones presupuestarias han justificado que la 
mejora no se haya extendido a todos los pensionistas del RETA, siendo 
la voluntad legislativa, en este sentido, manifiestamente restrictiva.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUÑA 
21/07/2008

Cotización a la seguridad social, incapacidad temporal, régimen 



176

especial de los trabajadores autónomos o por cuenta  propia.

Resumen: Se desestima el recurso de suplicación interpuesto contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de lo Social número 8 de Barcelona, 
sobre incapacidad temporal en el Régimen Especial de Trabajadores 
Autónomos. Es requisito indispensable para el reconocimiento del 
derecho a la prestación económica por incapacidad laboral temporal, 
que el interesado se halle al corriente en el pago de las cuotas a la 
Seguridad Social. Por lo tanto debe rechazarse la solicitud del recurrente 
relativa a la reclamación de la prestación de incapacidad temporal en 
el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos, por no hallarse al 
corriente de pago de sus cotizaciones al momento del hecho causante, 
y teniendo en cuenta que no es aplicable en esta concreta prestación 
el mecanismo de la invitación al pago de las cuotas adeudadas previsto 
en el artículo 28.2 del Decreto 2530/1970.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID — 
14/07/2008

Bases reguladoras de prestaciones, gran invalidez, profesión habitual, 
régimen especial de los trabajadores autónomos o por cuenta propia

Resumen: Se estima parcialmente el recurso de suplicación 
interpuesto contra la sentencia dictada por el Juzgado de lo Social nº 
22 de Madrid sobre gran invalidez. El estado del actor es calificable 
de IPA, pues su déficit visual es muy intenso, pero no se trata de una 
situación asimilable a la ceguera (ya que no presenta agudeza visual 
inferior a 1/10 en ambos ojos), que es para la que la jurisprudencia 
ha reservado la situación de Gran Invalidez. Sin embargo, cuando la 
agudeza visual es igual a una décima o superior, si no concurre ninguna 
otra circunstancia, viene estimándose que es posible con ella realizar 
los actos más esenciales de la vida sin necesidad de requerir el auxilio 
de otra persona, por lo que, en sí misma, no constituye una gran 
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invalidez). Al presentar el actor una agudeza visual global superior a 
1/10 (pues en uno de los ojos mantiene una agudeza de “0,6 difícil”), 
la situación no debe calificarse de Gran Invalidez, sin perjuicio de que 
proceda declarar una I. P. Absoluta.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID — 
14/07/2008

Administradores de sociedades, prestaciones por desempleo, régimen 
especial de los trabajadores autónomos o por cuenta propia.

Resumen: Se desestima el recurso de suplicación interpuesto por un 
trabajador en reclamación sobre prestaciones por desempleo contra 
el INEM. En este caso, la sentencia recurrida había entendido que, 
estando el demandante en alta en el RETA al ser administradora de 
una sociedad, no procedía el reconocimiento de la prestación por 
desempleo. La Sala considera que si el trabajador está percibiendo una 
prestación por desempleo, como aquí sucede, su nueva actividad como 
administrador incide en aquella prestación, sin que la mayor o menor 
dedicación que pudiera tener en el desempeño de su cargo y función, 
aunque sea como consecuencia de la marcha del negocio, pueda eludir 
las consecuencias legales que en este caso contempla el sistema de 
Seguridad Social.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID — 
30/06/2008

Incapacidad temporal, recaudación de cuotas de la seguridad social, 
régimen especial de los trabajadores autónomos o por cuenta propia

Resumen: Se estima el recurso de suplicación interpuesto contra la 
sentencia dictada por el Juzgado de lo Social número 13 de Madrid, 
sobre incapacidad temporal. El recurso debe ser estimado, declarándose 
que no ha lugar a la prestación de Incapacidad Temporal del actor por 
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incumplir el requisito de hallarse al corriente en el pago de las cuotas 
de Seguridad Social del Régimen Especial de Trabajadores Autónomos 
en la fecha del hecho causante, ya que se constata la existencia de 
un error de hecho, como fue el inicial desconocimiento por la Mutua 
de que el actor no se hallaba al corriente en el abono de sus cuotas, 
lo que sólo supo posteriormente, cuando tuvo conocimiento del 
fraccionamiento de pago acordado por la TGSS.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD 
VALENCIANA 27/06/2008

Adaptación al puesto de trabajo, los grados de la incapacidad, 
trabajadores autónomos

Resumen: Se desestima el recurso de suplicación interpuesto por 
vendedor autónomo de muebles, en reclamación de una incapacidad 
permanente absoluta, o subsidiariamente, total. La Sala considera 
que, atendiendo a las limitaciones que el demandante presenta, existe 
una limitación para actividades que impliquen esfuerzos grandes 
o moderados. Pero puesto ello en conexión directa con la ejecución 
de los cometidos propios de un comercio de venta de muebles, que 
no llevan implícito el ejercicio de tareas de alto contenido físico o de 
esfuerzo, la solución adoptada en la instancia que denegó la incapacidad 
permanente absoluta, o subsidiariamente total, se revela como acorde 
a la legalidad. La Sala añade a su negativa el hecho de que el actor 
es trabajador autónomo, presumiendo que el mismo no se encuentra 
sometido a las mismas exigencias de un trabajador por cuenta ajena, 
pues ostentaría una mayor capacidad para autoorganizar su trabajo.

TRIBUNAL SUPREMO — 25/06/2008

Prestaciones por maternidad, régimen especial de los trabajadores 
autónomos o por cuenta propia, situaciones asimiladas al alta.
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Resumen: Se desestima el recurso de casación para la unificación de 
doctrina interpuesto contra sentencia dictada por la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, sobre seguridad social. 
El Instituto Nacional de la Seguridad Social recurre la condena a 
abonar a la actora la prestación por maternidad, aduciendo que en la 
fecha del parto la recurrida estaba de baja en el Régimen Especial de 
Trabajadores Autónomos. El Tribunal aprecia que la recurrida estaba 
en una situación asimilada al alta, a los efectos de causar derecho al 
subsidio de maternidad, y ello por entender aplicable el art. 29 del 
Decreto 2530/1970, según el cual los trabajadores que causen baja 
en el RETA quedarán en situación asimilada a la de alta durante los 
noventa días naturales siguientes al último día del mes de su baja, a 
efectos de poder causar derecho a las prestaciones y obtener otros 
beneficios de la acción protectora.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUÑA 
20/06/2008

Bases reguladoras de prestaciones, cotización, pensión de jubilación, 
régimen especial de los trabajadores autónomos o por cuenta propia

Resumen: Se desestima el recurso de suplicación interpuesto contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de lo Social nº 3 de Barcelona sobre 
pensión de jubilación. Si se acudiese al cómputo recíproco pretendido 
por el recurrente, y dado que el mismo es beneficiario ya de una pensión 
de incapacidad permanente total del Régimen General, de computarse, 
en todo o en parte, las cotizaciones del citado Régimen General para 
incrementar el porcentaje de la pensión de jubilación del RETA, debería 
el trabajador optar por una de las dos pensiones, despareciendo la 
compatibilidad entre ambas, lo que sería perjudicial para sus intereses.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUÑA 
18/06/2008

Bases reguladoras de prestaciones, incapacidad temporal, prestación 
económica, régimen especial de los trabajadores autónomos o por 
cuenta propia

Resumen: Se estima el recurso de suplicación interpuesto contra la 
sentencia dictada por el Juzgado de lo Social nº 1 de Sabadell sobre 
prestación por incapacidad temporal. Por una parte, no era necesaria 
la interposición de la reclamación previa para traer al proceso a la 
Mutua Egara, mientras que, por el contrario, era imprescindible haber 
interpuesto reclamación previa ante la Entidad Gestora finalmente 
responsable del pago de la prestación, que no es otra que el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social. En el caso presente no se interpuso la 
reclamación previa contra la entidad gestora, pues un escrito presentado 
ante una entidad colaboradora ni tiene el carácter de reclamación 
previa, ni tampoco puede servir para obviar la interposición de la 
misma ante la entidad gestora, cuando es ésta última la responsable 
de la prestación.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD 
VALENCIANA 18/06/2008

Mutuas, régimen especial de los trabajadores autónomos o por cuenta 
propia, reintegro de prestación indebida.

Resumen: Se desestima el recurso de suplicación interpuesto por una 
mutua en autos sobre reintegro de prestaciones. La mutua reclamaba 
al Servicio Gallego de Salud (SERGAS) una prestación al haberse 
determinado por la Tesorería el alta del trabajador que la recibió, no el 
en Régimen General, sino en el RETA. Sin embargo, tanto el Servicio 
de Salud como la Mutua, forman parte del Sistema Nacional de Salud 
y no estándose ante el reintegro de gastos médicos reclamados por 
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el beneficiario de la prestación de asistencia sanitaria. Por otro lado, 
tampoco se ha acreditado culpa ni actitud fraudulenta por parte del 
Servicio Nacional de Salud, ni el enriquecimiento injusto del mismo, 
ya que la Mutua no impugnó la cuantía de las liquidaciones reclamadas 
en cuanto excesivas, no sirviendo la mera alegación de que hubiera 
sido menos costosa la asistencia sanitaria de haberse prestado por sus 
servicios médicos.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ASTURIAS — 
09/05/2008

Altas, bajas y variaciones de datos, instituto nacional de la seguridad 
social, prestaciones por maternidad, régimen especial de los trabajadores 
autónomos o por cuenta propia, situaciones asimiladas al alta

Resumen: Se desestima el recurso de suplicación interpuesto contra la 
sentencia del Juzgado de lo Social nº 3 de Oviedo, sobre prestación por 
maternidad. La Sala estima que es conforme a derecho la sentencia de 
instancia que condenó a los codemandados a satisfacer a la trabajadora 
la prestación de maternidad solicitada, por tratarse de una trabajadora 
autónoma que causa situación de maternidad dentro de los noventa 
días siguientes de haberse producido su baja en el Régimen Especial 
de los Trabajadores Autónomos, y por tanto, debía ser considerada 
en situación asimilada a la del alta a los efectos de la prestación por 
maternidad.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ANDALUCIA — 
26/03/2008

Desempleo, fraude de ley, régimen especial de los trabajadores 
autónomos o por cuenta propia.

Resumen: Se desestima el recurso de suplicación interpuesto contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de lo Social nº 1 de Granada sobre 
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prestaciones por desempleo. El actor tenía como única intención 
obtener el disfrute de la prestación de desempleo, con el fin de 
comenzar, con base a ella, una actividad como trabajador autónomo. 
El trabajador en una situación de empleo estable de casi 6 años, cesa 
voluntariamente el 9 de agosto de 2006, para suscribir trascurrido algo 
mas de una semana, un nuevo contrato con distinta empresa, pero 
esta vez con duración determinada, siendo baja al transcurrir cinco 
días de dicha contratación, solicitando tras la finalización del mismo la 
prestación de desempleo, estableciéndose como trabajador autónomo, 
lo que evidencia, en un juicio razonable, que con ello se perseguía 
acceder, tras una situación de falta de trabajo de carácter voluntario, a 
unas prestaciones que sólo protegen a quienes pierden su empleo pero 
no a quienes cesan voluntariamente de su trabajo.

JUZGADO DE LO SOCIAL Nº 10 DE BARCELONA DE 18-
02-2015

Resumen: Todo trabajador tiene que estar cubierto por la Seguridad 
Social y así se ha diseñado el sistema: Régimen General (Trabajadores 
por cuenta ajena) y Régimen Especial de los Trabajadores Autónomos 
(RETA). Ambos son complementarios y tratan de abarcar a la totalidad 
de los trabajadores. Existen otros regímenes especiales que son la 
excepción a la regla general; se trata de grupos de trabajadores que, 
por una determinada especialidad, pueden acogerse a un tercer 
sistema (por ejemplo, MUFACE, en el caso de los funcionarios; o el 
Régimen Especial de los Trabajadores del Mar), etc. Y, para confirmar 
lo anterior, la regla general, tales regímenes especiales son sustituibles, 
el trabajador debe estar en el régimen general o en el especial, y suele 
poder elegir.



183



184

12.- Anexos

Contenido

1.	 Ley 20/2007, estatuto trabajo autonomo

2.	 Real Decreto 197/2009, de 23 de febrero.

3.	 Resolución de 18 de marzo de 2009, del Servicio 		
	 Público de Empleo Estatal

4.	 Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los 	
	 emprendedores y su internacionalización

5.	 Decreto  2530/1970, de 20 de agosto, por el que se 	
	 regula el régimen especial de la Seguridad

6.	 Orden de 24 de septiembre de 1970
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LEY 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo. 
PREÁMBULO

I

El trabajo autónomo se ha venido configurando tradicionalmente dentro de 
un marco de relaciones jurídicas propio del derecho privado, por lo que las 
referencias normativas al mismo se hallan dispersas a lo largo de todo el 
Ordenamiento Jurídico.

En este sentido, la Constitución, sin hacer una referencia expresa al trabajo 
por cuenta propia, recoge en algunos de sus preceptos derechos aplicables 
a los trabajadores autónomos. Así, el artículo 38 de la Constitución reconoce 
la libertad de empresa en el marco de una economía de mercado; el 
artículo 35, en su apartado 1, reconoce para todos los españoles el deber 
de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, 
a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para 
satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda 
hacerse discriminación por razón de sexo; el artículo 40, en su apartado 2, 
establece que los poderes públicos fomentarán una política que garantice la 
formación y readaptación profesionales, velarán por la seguridad e higiene 
en el trabajo y garantizarán el descanso necesario mediante la limitación 
de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción 
de centros adecuados; finalmente, el artículo 41 encomienda a los poderes 
públicos el mantenimiento de un régimen público de Seguridad Social para 
todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales 
suficientes ante situaciones de necesidad.

Estas referencias constitucionales no tienen por qué circunscribirse al trabajo 
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por cuenta ajena, pues la propia Constitución así lo determina cuando se 
emplea el término «españoles» en el artículo 35 o el de «ciudadanos» en 
el artículo 41, o cuando encomienda a los poderes públicos la ejecución de 
determinadas políticas, artículo 40, sin precisar que sus destinatarios deban 
ser exclusivamente los trabajadores por cuenta ajena.

En el ámbito social podemos destacar, en materia de Seguridad Social, 
normas como la Ley General de la Seguridad Social, el artículo 25.1 de la 
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género referido a las trabajadoras por cuenta propia 
que sean víctimas de la violencia de género, el Decreto 2530/1970, de 20 
de agosto, que regula el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos, y otras disposiciones de desarrollo. En materia de 
prevención de riesgos laborales hay que referirse a la Ley de Prevención de 
Riesgos Laborales y al Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el que 
se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en las obras de 
construcción, así como otras disposiciones de desarrollo.

La Unión Europea, por su parte, ha tratado el trabajo autónomo en 
instrumentos normativos tales como la Directiva 86/613/CEE del Consejo, de 
11 de diciembre de 1986, relativa a la aplicación del principio de igualdad de 
trato entre hombres y mujeres que ejerzan una actividad autónoma, incluidas 
las actividades agrícolas, así como sobre la protección de la maternidad, 
que da una definición de trabajador autónomo en su artículo 2.a), o en la 
Recomendación del Consejo de 18 de febrero de 2003 relativa a la mejora 
de la protección de la salud y la seguridad en el trabajo de los trabajadores 
autónomos.

El derecho comparado de los países de nuestro entorno no dispone de ejemplos 
sobre una regulación del trabajo autónomo como tal. En los países de la 
Unión Europea sucede lo mismo que en España: las referencias a la figura del 
trabajador autónomo se encuentran dispersas por toda la legislación social, 
especialmente la legislación de seguridad social y de prevención de riesgos. 
En este sentido, cabe resaltar la importancia que tiene el presente Proyecto 
de Ley, pues se trata del primer ejemplo de regulación sistemática y unitaria 
del trabajo autónomo en la Unión Europea, lo que sin duda constituye un hito 
en nuestro ordenamiento jurídico.
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Se trata de una Ley que regulará el trabajo autónomo, sin interferir en otros 
ámbitos de nuestro tejido productivo, como el sector agrario, que cuenta con 
su propia regulación y sus propios cauces de representación.

Los Colegios Profesionales tampoco verán afectadas sus competencias y 
atribuciones por la aprobación de este Estatuto.

II

Desde el punto de vista económico y social no puede decirse que la figura del 
trabajador autónomo actual coincida con la de hace algunas décadas. A lo largo 
del siglo pasado el trabajo era, por definición, el dependiente y asalariado, 
ajeno a los frutos y a los riesgos de cualquier actividad emprendedora. 
Desde esa perspectiva, el autoempleo o trabajo autónomo tenía un carácter 
circunscrito, en muchas ocasiones, a actividades de escasa rentabilidad, de 
reducida dimensión y que no precisaban de una fuerte inversión financiera, 
como por ejemplo la agricultura, la artesanía o el pequeño comercio. En 
la actualidad la situación es diferente, pues el trabajo autónomo prolifera 
en países de elevado nivel de renta, en actividades de alto valor añadido, 
como consecuencia de los nuevos desarrollos organizativos y la difusión de 
la informática y las telecomunicaciones, y constituye una libre elección para 
muchas personas que valoran su autodeterminación y su capacidad para no 
depender de nadie.

Esta circunstancia ha dado lugar a que en los últimos años sean cada vez más 
importantes y numerosas en el tráfico jurídico y en la realidad social, junto 
a la figura de lo que podríamos denominar autónomo clásico, titular de un 
establecimiento comercial, agricultor y profesionales diversos, otras figuras 
tan heterogéneas, como los emprendedores, personas que se encuentran 
en una fase inicial y de despegue de una actividad económica o profesional, 
los autónomos económicamente dependientes, los socios trabajadores de 
cooperativas y sociedades laborales o los administradores de sociedades 
mercantiles que poseen el control efectivo de las mismas.

En la actualidad, a 30 de junio de 2006, el número de autónomos afiliados a 
la Seguridad Social asciende a 3.315.707, distribuidos en el Régimen Especial 
de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, en el Régimen Especial 
Agrario y en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar. De ellos, 2.213.636 
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corresponden a personas físicas que realizan actividades profesionales en los 
distintos sectores económicos.

Partiendo de este último colectivo, es muy significativo señalar que 1.755.703 
autónomos no tienen asalariados y que del colectivo restante 457.933, algo 
más de 330.000 sólo tienen uno o dos asalariados. Es decir, el 94 por ciento 
de los autónomos que realizan una actividad profesional o económica sin el 
marco jurídico de empresa no tienen asalariados o sólo tienen uno o dos.

Estamos en presencia de un amplio colectivo que realiza un trabajo 
profesional arriesgando sus propios recursos económicos y aportando 
su trabajo personal, y que en su mayoría lo hace sin la ayuda de ningún 
asalariado. Se trata, en definitiva, de un colectivo que demanda un nivel de 
protección social semejante al que tienen los trabajadores por cuenta ajena.

A lo largo de los últimos años se han llevado a cabo algunas iniciativas 
destinadas a mejorar la situación del trabajo autónomo. Entre ellas, cabe 
destacar la eliminación del Impuesto de Actividades Económicas para todas 
las personas físicas, así como las introducidas por la Ley 36/2003, de 11 
de noviembre, de Medidas de Reforma Económica, que recoge la cobertura 
de la Incapacidad Temporal desde el cuarto día de la baja, la posibilidad de 
tener la cobertura por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales 
y la minoración para quienes se incorporaran por vez primera al Régimen 
Especial de los Trabajadores Autónomos, siendo menores de treinta años o 
mujeres mayores de cuarenta y cinco. En la Ley 2/2004, de 27 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2005 se incorporan como 
medidas para el fomento del empleo autónomo de jóvenes hasta treinta 
años de edad y mujeres hasta treinta y cinco, una reducción a las cuotas 
de la Seguridad Social así como el acceso a las medidas de fomento del 
empleo estable de los familiares contratados por los autónomos. Asimismo, 
se mejora el sistema de capitalización de la prestación por desempleo en 
su modalidad de pago único para los desempleados que inicien su actividad 
como autónomos.

El Gobierno, sensible ante esta evolución del trabajo autónomo, ya se 
comprometió en la sesión de investidura de su Presidente a aprobar 
durante esta Legislatura un Estatuto de los Trabajadores Autónomos. Como 
consecuencia de ello el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales acordó 
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constituir una Comisión de Expertos a la que encomendó una doble tarea: de 
un lado, efectuar un diagnóstico y evaluación sobre la situación económica 
del trabajo autónomo en España y, de otro, analizar el régimen jurídico y 
de protección social de los trabajadores autónomos, elaborando al tiempo 
una propuesta de Estatuto del Trabajador Autónomo. Los trabajos de la 
Comisión culminaron con la entrega de un extenso y documentado Informe, 
acompañado de una propuesta de Estatuto, en el mes de octubre de 2005.

Paralelamente, la Disposición Adicional Sexagésima Novena de la Ley 
30/2005, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2006 incorporaba el mandato al Gobierno de presentar al Congreso 
de los Diputados, en el plazo de un año, un Proyecto de Ley de Estatuto 
del Trabajador Autónomo en el que se defina el trabajo autónomo y se 
contemplen los derechos y obligaciones de los trabajadores autónomos, 
su nivel de protección social, las relaciones laborales y la política de 
fomento del empleo autónomo, así como la figura del trabajador autónomo 
económicamente dependiente.

Mediante la Resolución número 15 del debate sobre el Estado de la Nación de 
2006, el Congreso de los Diputados insta al Gobierno a presentar durante ese 
año el Proyecto de Ley del Estatuto del Trabajador Autónomo, para avanzar en 
la equiparación, en los términos contemplados en la Recomendación número 
4 del Pacto de Toledo, del nivel de protección social de los trabajadores 
autónomos con el de los trabajadores por cuenta ajena.

Finalmente, con la aprobación de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, 
para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, a iniciativa del Gobierno, 
se dio un primer paso en el cumplimiento a la citada Resolución, al introducir 
numerosas medidas para mejorar la situación del trabajo autónomo, 
especialmente en lo relativo a los derechos derivados de las situaciones de 
maternidad y paternidad, todo ello en el contexto de avanzar en una política 
de conciliación de la vida familiar con el trabajo, tan demandada por los 
trabajadores autónomos.

III

La presente Ley constituye el resultado del cumplimiento de los anteriores 
mandatos. Para su elaboración se ha consultado a las organizaciones 
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sindicales y empresariales, así como a las asociaciones de trabajadores 
autónomos.

La Ley consta de 29 artículos, encuadrados en cinco títulos, más diecinueve 
disposiciones adicionales, tres transitorias, una derogatoria y seis finales.

El Título I delimita el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley, estableciendo 
la definición genérica de trabajador autónomo y añadiendo los colectivos 
específicos incluidos y excluidos.

El Título II regula el régimen profesional del trabajador autónomo en tres 
capítulos. El Capítulo I establece las fuentes de dicho régimen profesional, 
dejando clara la naturaleza civil o mercantil de las relaciones jurídicas 
establecidas entre el autónomo y la persona o entidad con la que contrate. 
El apartado 2 del artículo 3 introduce los acuerdos de interés profesional 
para los trabajadores autónomos económicamente dependientes, novedad 
importante creada por la Ley.

El Capítulo II se refiere al régimen profesional común para todos los 
trabajadores autónomos y establece un catálogo de derechos y deberes, así 
como las normas en materia de prevención de riesgos laborales, protección 
de menores y las garantías económicas.

El Capítulo III reconoce y regula la figura del trabajador autónomo 
económicamente dependiente. Su regulación obedece a la necesidad de 
dar cobertura legal a una realidad social: la existencia de un colectivo de 
trabajadores autónomos que, no obstante su autonomía funcional, desarrollan 
su actividad con una fuerte y casi exclusiva dependencia económica del 
empresario o cliente que los contrata. La Ley contempla el supuesto en que 
este empresario es su principal cliente y de él proviene, al menos, el 75 por 
ciento de los ingresos del trabajador. Según los datos suministrados por el 
Instituto Nacional de Estadística, en el año 2004, ascienden a 285.600 los 
empresarios sin asalariados que trabajan para una única empresa o cliente. 
La cifra es importante, pero lo significativo es que este colectivo se ha 
incrementado en un 33 por ciento desde el año 2001.

A la vista de la realidad anteriormente descrita, la introducción de la figura 
del trabajador autónomo económicamente dependiente ha planteado la 
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necesidad de prevenir la posible utilización indebida de dicha figura, dado 
que nos movemos en una frontera no siempre precisa entre la figura del 
autónomo clásico, el autónomo económicamente dependiente y el trabajador 
por cuenta ajena.

La intención del legislador es eliminar esas zonas fronterizas grises entre las 
tres categorías. De ahí que el artículo 11, al definir el trabajador autónomo 
económicamente dependiente sea muy restrictivo, delimitando conforme a 
criterios objetivos los supuestos en que la actividad se ejecuta fuera del 
ámbito de organización y dirección del cliente que contrata al autónomo.

El resto del Capítulo III establece una regulación garantista para el trabajador 
autónomo económicamente dependiente, en virtud de esa situación de 
dependencia económica, sin perjuicio de que opere como norma general en 
las relaciones entre éste y su cliente el principio de autonomía de la voluntad. 
En este sentido, el reconocimiento de los acuerdos de interés profesional, 
en el artículo 13, al que se aludía en el Capítulo dedicado a las fuentes, no 
supone trasladar la negociación colectiva a este ámbito, sino simplemente 
reconocer la posibilidad de existencia de un acuerdo que trascienda del mero 
contrato individual, pero con eficacia personal limitada, pues sólo vincula a 
los firmantes del acuerdo.

El recurso a la Jurisdicción Social previsto en el artículo 17 se justifica 
porque la configuración jurídica del trabajador autónomo económicamente 
dependiente se ha diseñado teniendo en cuenta los criterios que de forma 
reiterada ha venido estableciendo la Jurisprudencia de dicha Jurisdicción. 
La Jurisprudencia ha definido una serie de criterios para distinguir entre el 
trabajo por cuenta propia y el trabajo por cuenta ajena. La dependencia 
económica que la Ley reconoce al trabajador autónomo económicamente 
dependiente no debe llevar a equívoco: se trata de un trabajador autónomo 
y esa dependencia económica en ningún caso debe implicar dependencia 
organizativa ni ajenidad. Las cuestiones litigiosas propias del contrato civil 
o mercantil celebrado entre el autónomo económicamente dependiente y su 
cliente van a estar estrechamente ligadas a la propia naturaleza de la figura 
de aquél, de tal forma que las pretensiones ligadas al contrato siempre van a 
juzgarse en conexión con el hecho de si el trabajador autónomo es realmente 
económicamente dependiente o no, según cumpla o no con los requisitos 
establecidos en la Ley. Y esta circunstancia, nuclear en todo litigio, ha de ser 
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conocida por la Jurisdicción Social.

IV

El Título III regula los derechos colectivos de todos los trabajadores 
autónomos, definiendo la representatividad de sus asociaciones conforme 
a los criterios objetivos, establecidos en el artículo 21 y creando el Consejo 
del Trabajo Autónomo como órgano consultivo del Gobierno en materia 
socioeconómica y profesional referida al sector en el artículo 22.

El Título IV establece los principios generales en materia de protección social, 
recogiendo las normas generales sobre afiliación, cotización y acción protectora 
de la Seguridad Social de los trabajadores autónomos. Es de destacar que 
se reconoce la posibilidad de establecer reducciones o bonificaciones en las 
bases de cotización o en las cuotas de la Seguridad Social para determinados 
colectivos de trabajadores autónomos, en atención a sus circunstancias 
personales o a las características profesionales de la actividad ejercida. Se 
extiende a los trabajadores autónomos económicamente dependientes la 
protección por las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales y se reconoce la posibilidad de jubilación anticipada para 
aquellos trabajadores autónomos que desarrollen una actividad tóxica, 
peligrosa o penosa, en las mismas condiciones previstas para el Régimen 
General. Se trata de medidas que, junto con las previstas en las disposiciones 
adicionales, tienden a favorecer la convergencia del Régimen Especial de 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos con el Régimen General.

Finalmente, el Título V está dedicado al fomento y promoción del trabajo 
autónomo, estableciendo medidas dirigidas a promover la cultura 
emprendedora, a reducir los costes en el inicio de la actividad, a impulsar 
la formación profesional y a favorecer el trabajo autónomo mediante una 
política fiscal adecuada. Se trata, pues, de las líneas generales de lo que 
deben ser las políticas activas de fomento del autoempleo, líneas que han de 
ser materializadas y desarrolladas en función de la realidad socioeconómica.

V

La disposición adicional primera se refiere a la reforma del Texto Refundido 
de la Ley de Procedimiento Laboral. Las modificaciones son las estrictamente 
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necesarias como consecuencia de la inclusión de las controversias 
derivadas de los contratos de los trabajadores autónomos económicamente 
dependientes en el ámbito de la Jurisdicción Social. En coherencia con ello, 
también se establece la obligatoriedad de la conciliación previa no sólo ante 
el servicio administrativo correspondiente, sino también ante el órgano que 
eventualmente se haya podido crear mediante acuerdo de interés profesional.

La disposición adicional segunda supone el reconocimiento para que ciertos 
colectivos o actividades gocen de peculiaridades en materia de cotización, 
como complemento de las medidas de fomento del autoempleo. Se hace 
un mandato concreto para establecer reducciones en la cotización de los 
siguientes colectivos de trabajadores autónomos: los que ejercen una 
actividad por cuenta propia junto con otra actividad por cuenta ajena, de tal 
modo que la suma de ambas cotizaciones supera la base máxima, los hijos 
de trabajadores autónomos menores de 30 años que inician una labor en la 
actividad familiar y los trabajadores autónomos que se dediquen a la venta 
ambulante o a la venta a domicilio.

La disposición adicional tercera recoge la obligación de que en el futuro todos 
los trabajadores autónomos que no lo hayan hecho tengan que optar por la 
cobertura de la incapacidad temporal, medida que favorece la convergencia 
con el Régimen General, así como la necesidad de llevar a cabo un estudio 
sobre las profesiones o actividades con mayor siniestralidad, en las que 
los colectivos de autónomos afectados deberán cubrir las contingencias 
profesionales.

La disposición adicional cuarta regula la prestación por cese de actividad. 
Recoge el compromiso del Gobierno para que, siempre que estén garantizados 
los principios de contributividad, solidaridad y sostenibilidad financiera y ello 
responda a las necesidades y preferencias de los trabajadores autónomos, 
proponga a las Cortes Generales la regulación de un sistema específico 
de protección por cese de actividad para los mismos, en función de sus 
características personales o de la naturaleza de la actividad ejercida.

La disposición adicional quinta especifica que lo dispuesto en el apartado 2 
del artículo 23, en los artículos 24 a 26 y en el párrafo c), apartado 2, del 
artículo 27, así como en las disposiciones adicionales segunda y tercera y 
en la disposición final segunda de la presente Ley no serán de aplicación 



194

a los trabajadores por cuenta propia o autónomos que, en los términos 
establecidos en la disposición adicional decimoquinta de la Ley 30/1995, de 
supervisión y ordenación de los seguros privados, hayan optado u opten 
en el futuro por adscribirse a la Mutualidad de Previsión Social que tenga 
constituida el Colegio Profesional al que pertenezcan y que actúe como 
alternativa al Régimen Especial de la Seguridad Social de los trabajadores 
por Cuenta Propia o Autónomos.

La disposición adicional sexta establece la necesidad de adecuación de 
la norma a las competencias autonómicas relativas a representatividad 
y registro especial de las asociaciones profesionales de autónomos en el 
ámbito territorial autonómico.

La disposición adicional séptima establece la posibilidad de actualizar las 
bases de cotización diferenciadas, reducciones o bonificaciones previstas 
para determinados colectivos de trabajadores autónomos en atención a sus 
especiales características, por medio de la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado.

La disposición adicional octava señala que el Gobierno planteará la presencia 
de los trabajadores autónomos en el Consejo Económico y Social, teniendo en 
cuenta la evolución del Consejo del Trabajo Autónomo en la representación 
de los mismos y el informe preceptivo del precitado Consejo Económico y 
Social.

La disposición adicional novena determina que se presentará un estudio por 
el Gobierno en un año sobre la evolución de la medida de pago único de la 
prestación por desempleo para el inicio de actividades por cuenta propia 
y a la posible ampliación de los porcentajes actuales de la capitalización 
dependiendo de los resultados de tal estudio.

La disposición adicional décima se refiere al encuadramiento en la Seguridad 
Social de los familiares del trabajador autónomo, aclarando que los 
trabajadores autónomos podrán contratar, como trabajadores por cuenta 
ajena, a los hijos menores de treinta años aunque éstos convivan con el 
trabajador autónomo y quedando excluida la cobertura por desempleo de 
los mismos.
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La disposición adicional undécima supone adoptar para los trabajadores 
autónomos del sector del transporte la referencia del artículo 1.3 g) del 
Texto Refundido del Estatuto de los Trabajadores, de inclusión en el ámbito 
subjetivo de la presente Ley, matizando los requisitos que en este caso 
deben cumplirse para los trabajadores autónomos de este sector para su 
consideración de trabajadores autónomos económicamente dependientes.

La disposición adicional duodécima establece la participación de trabajadores 
autónomos en programas de formación e información de prevención de 
riesgos laborales, con la finalidad de reducir la siniestralidad y evitar la 
aparición de enfermedades profesionales en los respectivos sectores, por 
medio de las asociaciones representativas de los trabajadores autónomos y 
las organizaciones sindicales más representativas.

La disposición adicional decimotercera introduce incrementos en la reducción 
y la bonificación de la cotización a la Seguridad Social así como los periodos 
respectivos aplicables a los nuevos trabajadores incluidos en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos que tengan 30 o menos años de edad y 35 años en el caso de 
trabajadoras autónomas, dando nueva redacción a la disposición adicional 
trigésima quinta de la Ley General de la Seguridad Social, texto refundido 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

La disposición adicional decimocuarta señala un plazo de un año para que el 
Gobierno elabore un estudio sobre los sectores de actividad que tienen una 
especial incidencia en el colectivo de trabajadores autónomos.

La disposición adicional decimoquinta establece un plazo de un año para 
que el Gobierno presente un estudio sobre la actualización de la normativa 
que regula el Régimen Especial de los Trabajadores Autónomos establecida 
esencialmente en el Decreto 2530/1970, de 20 de agosto.

La disposición adicional decimosexta determina el plazo de un año para que 
el Gobierno realice, en colaboración con las entidades más representativas 
de trabajadores autónomos, una campaña de difusión e información sobre 
la normativa y las características del Régimen Especial del Trabajador 
Autónomo.
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La disposición adicional decimoséptima supone la determinación reglamentaria 
de los supuestos en que los agentes de seguros quedarían sujetos al contrato 
de trabajadores autónomos económicamente dependientes, sin afectar en 
ningún caso a la relación mercantil de aquellos.

Las disposiciones adicionales decimoctava y decimonovena se refieren, 
respectivamente, a los casos específicos de las personas con discapacidad y 
de los agentes comerciales.

De las disposiciones transitorias cabe destacar que la transitoria primera 
establece un plazo de seis meses para la adaptación de estatutos y 
reconocimiento de la personalidad jurídica de las asociaciones. La transitoria 
segunda fija los plazos de adaptación de los contratos vigentes de los 
trabajadores económicamente dependientes con una especificidad en el 
plazo de adaptación de dichos contratos en la transitoria tercera para los 
sectores del transporte y de los agentes de seguros.

La disposición final primera establece el título competencial que habilita al 
Estado a dictar esta Ley. En concreto la Ley se dicta al amparo de lo dispuesto 
en el artículo 149.1.5.ª, legislación sobre Administración de Justicia, 6.ª, 
legislación mercantil y procesal, 7.ª, legislación laboral, 8.ª, legislación civil y 
17.ª, legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social.

La disposición final segunda recoge el principio general del Pacto de Toledo 
de lograr la equiparación en aportaciones, derechos y obligaciones de los 
trabajadores autónomos con los trabajadores por cuenta ajena incluidos en 
el Régimen General.

La disposición final tercera habilita al Gobierno para dictar las disposiciones 
reglamentarias de ejecución y desarrollo necesarias para la aplicación de la 
Ley.

La disposición final cuarta establece que el Gobierno deberá informar a las 
Cortes Generales anualmente de la ejecución de previsiones contenidas en 
la presente Ley, incorporando en dicho informe el dictamen de los Órganos 
Consultivos.

La disposición final quinta establece un plazo de un año para el desarrollo 
reglamentario de la Ley en lo relativo al contrato de trabajo de los trabajadores 
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autónomos económicamente dependientes.

La disposición final sexta establece una «vacatio legis» de tres meses, plazo 
que se considera adecuado para la entrada en vigor de la Ley.

TÍTULO I. ÁMBITO DE APLICACIÓN SUBJETIVO (Arts. 1 y 2)

Artículo 1. Supuestos incluidos.

1. La presente Ley será de aplicación a las personas físicas que realicen 
de forma habitual, personal, directa, por cuenta propia y fuera del ámbito 
de dirección y organización de otra persona, una actividad económica o 
profesional a título lucrativo, den o no ocupación a trabajadores por cuenta 
ajena. Esta actividad autónoma o por cuenta propia podrá realizarse a tiempo 
completo o a tiempo parcial.

[Párrafo primero del apartado 1 modificado por Ley 27/2011, de 1 de agosto, 
sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad 
Social.]

También será de aplicación esta Ley a los trabajos, realizados de forma 
habitual, por familiares de las personas definidas en el párrafo anterior que 
no tengan la condición de trabajadores por cuenta ajena, conforme a lo 
establecido en el artículo 1.3.e) del texto refundido de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 
de marzo.

2. Se declaran expresamente comprendidos en el ámbito de aplicación de 
esta Ley, siempre que cumplan los requisitos a los que se refiere el apartado 
anterior: 

a) Los socios industriales de sociedades regulares colectivas y de sociedades 
comanditarias.

b) Los comuneros de las comunidades de bienes y los socios de sociedades 
civiles irregulares, salvo que su actividad se limite a la mera administración 
de los bienes puestos en común.

c) Quienes ejerzan las funciones de dirección y gerencia que conlleva el 
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desempeño del cargo de consejero o administrador, o presten otros servicios 
para una sociedad mercantil capitalista, a título lucrativo y de forma habitual, 
personal y directa, cuando posean el control efectivo, directo o indirecto de 
aquélla, en los términos previstos en la disposición adicional vigésima séptima 
del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

d) Los trabajadores autónomos económicamente dependientes a los que se 
refiere el Capítulo III del Título II de la presente Ley.

e) Cualquier otra persona que cumpla con los requisitos establecidos en el 
artículo 1.1 de la presente Ley.

3. Las inclusiones a las que se refiere el apartado anterior se entenderán sin 
perjuicio de la aplicación de sus respectivas normas específicas.

4. La presente Ley será de aplicación a los trabajadores autónomos 
extranjeros que reúnan los requisitos previstos en la Ley Orgánica 4/2000, 
de 11 de enero, de derechos y libertades de los extranjeros en España y su 
integración social.

Artículo 2. Supuestos excluidos.

Se entenderán expresamente excluidas del ámbito de aplicación de la 
presente Ley, aquellas prestaciones de servicios que no cumplan con los 
requisitos del artículo 1.1, y en especial: 

a) Las relaciones de trabajo por cuenta ajena a que se refiere el artículo 1.1 
del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo.

b) La actividad que se limita pura y simplemente al mero desempeño del 
cargo de consejero o miembro de los órganos de administración en las 
empresas que revistan la forma jurídica de sociedad, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 1.3.c) del texto refundido de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 
de marzo.

c) Las relaciones laborales de carácter especial a las que se refiere el artículo 
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2 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo y disposiciones 
complementarias.

TÍTULO II. RÉGIMEN PROFESIONAL DEL TRABAJADOR AUTÓNOMO 
(Arts. 3 a 18)

CAPÍTULO I. FUENTES DEL RÉGIMEN PROFESIONAL (Art. 3)

Artículo 3. Fuentes del régimen profesional.

1. El régimen profesional del trabajador autónomo se regirá por: 

a) Las disposiciones contempladas en la presente Ley, en lo que no se 
opongan a las legislaciones específicas aplicables a su actividad así como al 
resto de las normas legales y reglamentarias complementarias que sean de 
aplicación.

b) La normativa común relativa a la contratación civil, mercantil o 
administrativa reguladora de la correspondiente relación jurídica del 
trabajador autónomo.

c) Los pactos establecidos individualmente mediante contrato entre el 
trabajador autónomo y el cliente para el que desarrolle su actividad 
profesional. Se entenderán nulas y sin efectos las cláusulas establecidas 
en el contrato individual contrarias a las disposiciones legales de derecho 
necesario.

d) Los usos y costumbres locales y profesionales.

2. Los acuerdos de interés profesional serán, asimismo, fuente del régimen 
profesional de los trabajadores autónomos económicamente dependientes.

Toda cláusula del contrato individual de un trabajador autónomo 
económicamente dependiente afiliado a un sindicato o asociado a una 
organización de autónomos, será nula cuando contravenga lo dispuesto en un 
acuerdo de interés profesional firmado por dicho sindicato o asociación que le 
sea de aplicación a dicho trabajador por haber prestado su consentimiento.
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3. En virtud de lo dispuesto en la disposición final primera del texto refundido 
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, el trabajo realizado por cuenta propia 
no estará sometido a la legislación laboral, excepto en aquellos aspectos que 
por precepto legal se disponga expresamente.

CAPÍTULO II. RÉGIMEN PROFESIONAL COMÚN DEL TRABAJADOR 
AUTÓNOMO (Arts. 4 a 10)

Artículo 4. Derechos profesionales.

1. Los trabajadores autónomos tienen derecho al ejercicio de los derechos 
fundamentales y libertades públicas reconocidos en la Constitución Española 
y en los tratados y acuerdos internacionales ratificados por España sobre la 
materia.

2. El trabajador autónomo tiene los siguientes derechos básicos individuales, 
con el contenido y alcance que para cada uno de ellos disponga su normativa 
específica: 

a) Derecho al trabajo y a la libre elección de profesión u oficio.

b) Libertad de iniciativa económica y derecho a la libre competencia.

c) Derecho de propiedad intelectual sobre sus obras o prestaciones 
protegidas.

3. En el ejercicio de su actividad profesional, los trabajadores autónomos 
tienen los siguientes derechos individuales: 

a) A la igualdad ante la ley y a no ser discriminados, directa o indirectamente, 
por razón de nacimiento, origen racial o étnico, sexo, estado civil, religión, 
convicciones, discapacidad, edad, orientación sexual, uso de alguna de las 
lenguas oficiales dentro de España o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social.

b) A no ser discriminado por razones de discapacidad, de conformidad 
con lo establecido en la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de 
oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas 
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con discapacidad.

c) Al respeto de su intimidad y a la consideración debida a su dignidad, así 
como a una adecuada protección frente al acoso sexual y al acoso por razón 
de sexo o por cualquier otra circunstancia o condición personal o social.

d) A la formación y readaptación profesionales.

e) A su integridad física y a una protección adecuada de su seguridad y salud 
en el trabajo.

f) A la percepción puntual de la contraprestación económica convenida por el 
ejercicio profesional de su actividad.

g) A la conciliación de su actividad profesional con la vida personal y familiar, 
con el derecho a suspender su actividad en las situaciones de maternidad, 
paternidad, riesgo durante el embarazo, riesgo durante la lactancia y 
adopción o acogimiento, tanto preadoptivo como permanente o simple, 
de conformidad con el Código Civil o las leyes civiles de las Comunidades 
Autónomas que lo regulen, siempre que su duración no sea inferior a un año, 
aunque éstos sean provisionales, en los términos previstos en la legislación 
de la Seguridad Social.

h) A la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de 
necesidad, de conformidad con la legislación de la Seguridad Social, incluido 
el derecho a la protección en las situaciones de maternidad, paternidad, 
riesgo durante el embarazo, riesgo durante la lactancia y adopción o 
acogimiento, tanto preadoptivo como permanente o simple, de conformidad 
con el Código Civil o las leyes civiles de las Comunidades Autónomas que 
lo regulen, siempre que su duración no sea inferior a un año, aunque éstos 
sean provisionales.

i) Al ejercicio individual de las acciones derivadas de su actividad profesional.

j) A la tutela judicial efectiva de sus derechos profesionales, así como al 
acceso a los medios extrajudiciales de solución de conflictos.

k) Cualesquiera otros que se deriven de los contratos por ellos celebrados.



202

Artículo 5. Deberes profesionales básicos.

Son deberes profesionales básicos de los trabajadores autónomos los 
siguientes: 

a) Cumplir con las obligaciones derivadas de los contratos por ellos 
celebrados, a tenor de los mismos, y con las consecuencias que, según su 
naturaleza, sean conformes a la buena fe, a los usos y a la ley.

b) Cumplir con las obligaciones en materia de seguridad y salud laborales que 
la ley o los contratos que tengan suscritos les impongan, así como seguir las 
normas de carácter colectivo derivadas del lugar de prestación de servicios.

c) Afiliarse, comunicar las altas y bajas y cotizar al régimen de la Seguridad 
Social en los términos previstos en la legislación correspondiente.

d) Cumplir con las obligaciones fiscales y tributarias establecidas legalmente.

e) Cumplir con cualesquiera otras obligaciones derivadas de la legislación 
aplicable.

f) Cumplir con las normas deontológicas aplicables a la profesión.

Artículo 6. Derecho a la no discriminación y garantía de los derechos 
fundamentales y libertades públicas.

1. Los poderes públicos deben garantizar la efectividad de los derechos 
fundamentales y libertades públicas del trabajador autónomo.

2. Los poderes públicos y quienes contraten la actividad profesional 
de los trabajadores autónomos quedan sometidos a la prohibición de 
discriminación, tanto directa como indirecta, de dichos trabajadores, por los 
motivos señalados en el artículo 4.3.a) de la presente Ley. La prohibición 
de discriminación afectará tanto a la libre iniciativa económica y a la 
contratación, como a las condiciones del ejercicio profesional.

3. Cualquier trabajador autónomo, las asociaciones que lo representen o 
los sindicatos que consideren lesionados sus derechos fundamentales o la 
concurrencia de un tratamiento discriminatorio podrán recabar la tutela del 
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derecho ante el orden jurisdiccional competente por razón de la materia, 
mediante un procedimiento sumario y preferente. Si el órgano judicial 
estimara probada la vulneración del derecho denunciado, declarará la nulidad 
radical y el cese inmediato de la conducta y, cuando proceda, la reposición de 
la situación al momento anterior a producirse, así como la reparación de las 
consecuencias derivadas del acto.

4. Las cláusulas contractuales que vulneren el derecho a la no discriminación 
o cualquier derecho fundamental serán nulas y se tendrán por no puestas. 
El juez que declare la invalidez de dichas cláusulas integrará el contrato 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 1258 del Código Civil y, en su caso, 
determinará la indemnización correspondiente por los perjuicios sufridos.

5. En relación con el derecho a la igualdad y no discriminación por razón de 
sexo se estará a lo previsto en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para 
la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

Artículo 7. Forma y duración del contrato.

1. Los contratos que concierten los trabajadores autónomos de ejecución de 
su actividad profesional podrán celebrarse por escrito o de palabra. Cada una 
de las partes podrá exigir de la otra, en cualquier momento, la formalización 
del contrato por escrito.

2. El contrato podrá celebrarse para la ejecución de una obra o serie de 
ellas, o para la prestación de uno o más servicios y tendrá la duración que 
las partes acuerden.

Artículo 8. Prevención de riesgos laborales.

1. Las Administraciones Públicas competentes asumirán un papel activo en 
relación con la prevención de riesgos laborales de los trabajadores autónomos, 
por medio de actividades de promoción de la prevención, asesoramiento 
técnico, vigilancia y control del cumplimiento por los trabajadores autónomos 
de la normativa de prevención de riesgos laborales.

2. Las Administraciones Públicas competentes promoverán una formación 
en prevención específica y adaptada a las peculiaridades de los trabajadores 
autónomos.
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3. Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades trabajadores 
autónomos y trabajadores de otra u otras empresas, así como cuando los 
trabajadores autónomos ejecuten su actividad profesional en los locales o 
centros de trabajo de las empresas para las que presten servicios, serán 
de aplicación para todos ellos los deberes de cooperación, información e 
instrucción previstos en los apartados 1 y 2 del artículo 24 de la Ley 31/1995, 
de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.

4. Las empresas que contraten con trabajadores autónomos la realización de 
obras o servicios correspondientes a la propia actividad de aquéllas, y que se 
desarrollen en sus propios centros de trabajo, deberán vigilar el cumplimiento 
de la normativa de prevención de riesgos laborales por estos trabajadores.

5. Cuando los trabajadores autónomos deban operar con maquinaria, 
equipos, productos, materias o útiles proporcionados por la empresa para 
la que ejecutan su actividad profesional, pero no realicen esa actividad en el 
centro de trabajo de tal empresa, ésta asumirá las obligaciones consignadas 
en el último párrafo del artículo 41.1 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, 
de Prevención de Riesgos Laborales.

6. En el caso de que las empresas incumplan las obligaciones previstas 
en los apartados 3 a 5 del presente artículo, asumirán las obligaciones 
indemnizatorias de los daños y perjuicios ocasionados, siempre y cuando 
haya relación causal directa entre tales incumplimientos y los perjuicios y 
daños causados.

La responsabilidad del pago establecida en el párrafo anterior, que recaerá 
directamente sobre el empresario infractor, lo será con independencia de 
que el trabajador autónomo se haya acogido o no a las prestaciones por 
contingencias profesionales.

7. El trabajador autónomo tendrá derecho a interrumpir su actividad y 
abandonar el lugar de trabajo cuando considere que dicha actividad entraña 
un riesgo grave e inminente para su vida o salud.

8. Las disposiciones contenidas en el presente artículo se aplicarán sin 
perjuicio de las obligaciones legales establecidas para los trabajadores 
autónomos con asalariados a su cargo en su condición de empresarios.
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Artículo 9. Protección de menores.

1. Los menores de dieciséis años no podrán ejecutar trabajo autónomo ni 
actividad profesional, ni siquiera para sus familiares.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en el caso de prestaciones 
de servicios en espectáculos públicos se estará a lo establecido en el artículo 
6.4 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado 
por Real decreto legislativo 1/1995, de 24 de marzo.

Artículo 10. Garantías económicas.

1. Los trabajadores autónomos tienen derecho a la percepción de la 
contraprestación económica por la ejecución del contrato en el tiempo y la 
forma convenidos y de conformidad con lo previsto en la Ley 3/2004, de 29 
de diciembre, que establece medidas de lucha contra la morosidad en las 
operaciones comerciales.

2. Cuando el trabajador autónomo ejecute su actividad profesional para un 
contratista o subcontratista, tendrá acción contra el empresario principal, 
hasta el importe de la deuda que éste adeude a aquél al tiempo de la 
reclamación, salvo que se trate de construcciones, reparaciones o servicios 
contratados en el seno del hogar familiar.

3. En materia de garantía del cobro de los créditos por el trabajo personal 
del trabajador autónomo se estará a lo dispuesto en la normativa civil y 
mercantil sobre privilegios y preferencias, así como en la Ley 22/2003, de 
9 de julio, Concursal, quedando en todo caso los trabajadores autónomos 
económicamente dependientes sujetos a la situación de privilegio general 
recogida en el artículo 91.3 de dicha Ley.

4. El trabajador autónomo responderá de sus obligaciones con todos sus 
bienes presentes y futuros, sin perjuicio de la inembargabilidad de los bienes 
establecida en los artículos 605, 606 y 607 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil.

5. A efectos de la satisfacción y cobro de las deudas de naturaleza tributaria 
y cualquier tipo de deuda que sea objeto de la gestión recaudatoria en el 
ámbito del Sistema de la Seguridad Social, embargado administrativamente 
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un bien inmueble, si el trabajador autónomo acreditara fehacientemente que 
se trata de una vivienda que constituye su residencia habitual, la ejecución del 
embargo quedará condicionada, en primer lugar, a que no resulten conocidos 
otros bienes del deudor suficientes susceptibles de realización inmediata en 
el procedimiento ejecutivo, y en segundo lugar, a que entre la notificación 
de la primera diligencia de embargo y la realización material de la subasta, 
el concurso o cualquier otro medio administrativo de enajenación medie el 
plazo mínimo de dos años. Este plazo no se interrumpirá ni se suspenderá, 
en ningún caso, en los supuestos de ampliaciones del embargo originario o 
en los casos de prórroga de las anotaciones registrales.

[Apartado 5 modificado por Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a 
los emprendedores y su internacionalización.]

CAPÍTULO III. RÉGIMEN PROFESIONAL DEL TRABAJADOR 
AUTÓNOMO ECONÓMICAMENTE DEPENDIENTE (Arts. 11 a 18)

Artículo 11. Concepto y ámbito subjetivo.

1. Los trabajadores autónomos económicamente dependientes a los que 
se refiere el artículo 1.2.d) de la presente Ley son aquéllos que realizan 
una actividad económica o profesional a título lucrativo y de forma habitual, 
personal, directa y predominante para una persona física o jurídica, 
denominada cliente, del que dependen económicamente por percibir de él, 
al menos, el 75 por ciento de sus ingresos por rendimientos de trabajo y de 
actividades económicas o profesionales.

2. Para el desempeño de la actividad económica o profesional como 
trabajador autónomo económicamente dependiente, éste deberá reunir 
simultáneamente las siguientes condiciones: 

a) No tener a su cargo trabajadores por cuenta ajena ni contratar o 
subcontratar parte o toda la actividad con terceros, tanto respecto de la 
actividad contratada con el cliente del que depende económicamente como 
de las actividades que pudiera contratar con otros clientes.

b) No ejecutar su actividad de manera indiferenciada con los trabajadores 
que presten servicios bajo cualquier modalidad de contratación laboral por 
cuenta del cliente.
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c) Disponer de infraestructura productiva y material propios, necesarios para 
el ejercicio de la actividad e independientes de los de su cliente, cuando en 
dicha actividad sean relevantes económicamente.

d) Desarrollar su actividad con criterios organizativos propios, sin perjuicio 
de las indicaciones técnicas que pudiese recibir de su cliente.

e) Percibir una contraprestación económica en función del resultado de su 
actividad, de acuerdo con lo pactado con el cliente y asumiendo riesgo y 
ventura de aquélla.

3. Los titulares de establecimientos o locales comerciales e industriales y de 
oficinas y despachos abiertos al público y los profesionales que ejerzan su 
profesión conjuntamente con otros en régimen societario o bajo cualquier 
otra forma jurídica admitida en derecho no tendrán en ningún caso la 
consideración de trabajadores autónomos económicamente dependientes.

Artículo 12. Contrato.

1. El contrato para la realización de la actividad profesional del trabajador 
autónomo económicamente dependiente celebrado entre éste y su cliente se 
formalizará siempre por escrito y deberá ser registrado en la oficina pública 
correspondiente. Dicho registro no tendrá carácter publico.

[Apartado 1 modificado por Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la 
jurisdicción social.]

2. El trabajador autónomo deberá hacer constar expresamente en el contrato 
su condición de dependiente económicamente respecto del cliente que le 
contrate, así como las variaciones que se produjeran al respecto. La condición 
de dependiente sólo se podrá ostentar respecto de un único cliente.

3. En el supuesto de un trabajador autónomo que contratase con varios 
clientes su actividad profesional o la prestación de sus servicios, cuando 
se produjera una circunstancia sobrevenida del trabajador autónomo, cuya 
consecuencia derivara en el cumplimiento de las condiciones establecidas en 
el artículo 11, se respetará íntegramente el contrato firmado entre ambas 
partes hasta la extinción del mismo, salvo que éstas acordasen modificarlo 
para actualizarlo a las nuevas condiciones que corresponden a un trabajador 
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autónomo económicamente dependiente.

4. Cuando el contrato no se formalice por escrito o no se hubiera fijado una 
duración o un servicio determinado, se presumirá, salvo prueba en contrario, 
que el contrato ha sido pactado por tiempo indefinido.

[Apartado 4 modificado por Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la 
jurisdicción social.]

Artículo 11 bis. Reconocimiento de la condición de trabajador 
autónomo económicamente dependiente.

El trabajador autónomo que reúna las condiciones establecidas en 
el artículo anterior podrá solicitar a su cliente la formalización de un 
contrato de trabajador autónomo económicamente dependiente a través 
de una comunicación fehaciente. En el caso de que el cliente se niegue 
a la formalización del contrato o cuando transcurrido un mes desde la 
comunicación no se haya formalizado dicho contrato, el trabajador autónomo 
podrá solicitar el reconocimiento de la condición de trabajador autónomo 
económicamente dependiente ante los órganos jurisdiccionales del orden 
social. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en el apartado 3 del artículo 
12 de la presente Ley.

En el caso de que el órgano jurisdiccional del orden social reconozca 
la condición de trabajador autónomo económicamente dependiente al 
entenderse cumplidas las condiciones recogidas en el artículo 11 apartados 
1 y 2, el trabajador solo podrá ser considerado como tal desde el momento 
en que se hubiere recibido por el cliente la comunicación mencionada en 
el párrafo anterior. El reconocimiento judicial de la condición de trabajador 
autónomo económicamente dependiente no tendrá ningún efecto sobre 
la relación contractual entre las partes anterior al momento de dicha 
comunicación.

[Artículo añadido por Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la 
jurisdicción social.]

Artículo 13. Acuerdos de interés profesional.

1. Los acuerdos de interés profesional previstos en el apartado 2 del artículo 
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3 de la presente Ley, concertados entre las asociaciones o sindicatos que 
representen a los trabajadores autónomos económicamente dependientes 
y las empresas para las que ejecuten su actividad podrán establecer las 
condiciones de modo, tiempo y lugar de ejecución de dicha actividad, así 
como otras condiciones generales de contratación. En todo caso, los acuerdos 
de interés profesional observarán los límites y condiciones establecidos en la 
legislación de defensa de la competencia.

2. Los acuerdos de interés profesional deberán concertarse por escrito.

3. Se entenderán nulas y sin efectos las cláusulas de los acuerdos de interés 
profesional contrarias a disposiciones legales de derecho necesario.

4. Los acuerdos de interés profesional se pactarán al amparo de las 
disposiciones del Código Civil. La eficacia personal de dichos acuerdos se 
limitará a las partes firmantes y, en su caso, a los afiliados a las asociaciones 
de autónomos o sindicatos firmantes que hayan prestado expresamente su 
consentimiento para ello.

Artículo 14. Jornada de la actividad profesional.

1. El trabajador autónomo económicamente dependiente tendrá derecho a 
una interrupción de su actividad anual de 18 días hábiles, sin perjuicio de 
que dicho régimen pueda ser mejorado mediante contrato entre las partes o 
mediante acuerdos de interés profesional.

2. Mediante contrato individual o acuerdo de interés profesional se 
determinará el régimen de descanso semanal y el correspondiente a los 
festivos, la cuantía máxima de la jornada de actividad y, en el caso de que la 
misma se compute por mes o año, su distribución semanal.

3. La realización de actividad por tiempo superior al pactado contractualmente 
será voluntaria en todo caso, no pudiendo exceder del incremento máximo 
establecido mediante acuerdo de interés profesional. En ausencia de acuerdo 
de interés profesional, el incremento no podrá exceder del 30 por ciento del 
tiempo ordinario de actividad individualmente acordado.

4. El horario de actividad procurará adaptarse a los efectos de poder 
conciliar la vida personal, familiar y profesional del trabajador autónomo 
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económicamente dependiente.

5. La trabajadora autónoma económicamente dependiente que sea víctima 
de la violencia de género tendrá derecho a la adaptación del horario de 
actividad con el objeto de hacer efectiva su protección o su derecho a la 
asistencia social integral.

Artículo 15. Extinción contractual.

1. La relación contractual entre las partes se extinguirá por alguna de las 
siguientes circunstancias: 

a) Mutuo acuerdo de las partes.

b) Causas válidamente consignadas en el contrato, salvo que las mismas 
constituyan abuso de derecho manifiesto.

c) Muerte y jubilación o invalidez incompatibles con la actividad profesional, 
conforme a la correspondiente legislación de Seguridad Social.

d) Desistimiento del trabajador autónomo económicamente dependiente, 
debiendo en tal caso mediar el preaviso estipulado o conforme a los usos y 
costumbres.

e) Voluntad del trabajador autónomo económicamente dependiente, fundada 
en un incumplimiento contractual grave de la contraparte.

f) Voluntad del cliente por causa justificada, debiendo mediar el preaviso 
estipulado o conforme a los usos y costumbres.

g) Por decisión de la trabajadora autónoma económicamente dependiente 
que se vea obligada a extinguir la relación contractual como consecuencia de 
ser víctima de violencia de género.

h) Cualquier otra causa legalmente establecida.

2. Cuando la resolución contractual se produzca por la voluntad de una de las 
partes fundada en un incumplimiento contractual de la otra, quien resuelva el 
contrato tendrá derecho a percibir la correspondiente indemnización por los 



211

daños y perjuicios ocasionados.

3. Cuando la resolución del contrato se produzca por voluntad del cliente 
sin causa justificada, el trabajador autónomo económicamente dependiente 
tendrá derecho a percibir la indemnización prevista en el apartado anterior.

Si la resolución se produce por desistimiento del trabajador autónomo 
económicamente dependiente, y sin perjuicio del preaviso previsto en 
el párrafo d) del apartado 1 del presente artículo, el cliente podrá ser 
indemnizado cuando dicho desistimiento le ocasione un perjuicio importante 
que paralice o perturbe el normal desarrollo de su actividad.

4. Cuando la parte que tenga derecho a la indemnización sea el trabajador 
autónomo económicamente dependiente, la cuantía de la indemnización 
será la fijada en el contrato individual o en el acuerdo de interés profesional 
que resulte de aplicación. En los casos en que no estén regulados, a los 
efectos de determinar su cuantía se tomarán en consideración, entre otros 
factores, el tiempo restante previsto de duración del contrato, la gravedad 
del incumplimiento del cliente, las inversiones y gastos anticipados por el 
trabajador autónomo económicamente dependiente vinculados a la ejecución 
de la actividad profesional contratada y el plazo de preaviso otorgado por el 
cliente sobre la fecha de extinción del contrato.

Artículo 16. Interrupciones justificadas de la actividad profesional.

1. Se considerarán causas debidamente justificadas de interrupción de la 
actividad por parte del trabajador económicamente dependiente las fundadas 
en: 

a) Mutuo acuerdo de las partes.

b) La necesidad de atender responsabilidades familiares urgentes, 
sobrevenidas e imprevisibles.

c) El riesgo grave e inminente para la vida o salud del trabajador autónomo, 
según lo previsto en el apartado 7 del artículo 8 de la presente Ley.

d) Incapacidad temporal, maternidad o paternidad.
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e) La situación de violencia de género, para que la trabajadora autónoma 
económicamente dependiente haga efectiva su protección o su derecho a la 
asistencia social integral.

f) Fuerza mayor.

2. Mediante contrato o acuerdo de interés profesional podrán fijarse otras 
causas de interrupción justificada de la actividad profesional.

3. Las causas de interrupción de la actividad previstas en los apartados 
anteriores no podrán fundamentar la extinción contractual por voluntad del 
cliente prevista en la letra f) del apartado 1 del artículo anterior, todo ello 
sin perjuicio de otros efectos que para dichos supuestos puedan acordar 
las partes. Si el cliente diera por extinguido el contrato, tal circunstancia se 
consideraría como una falta de justificación a los efectos de lo dispuesto en 
el apartado 3 del artículo anterior.

No obstante, cuando en los supuestos contemplados en las letras d) y f) del 
apartado 1 la interrupción ocasione un perjuicio importante al cliente que 
paralice o perturbe el normal desarrollo de su actividad, podrá considerarse 
justificada la extinción del contrato, a efectos de lo dispuesto en la letra f) del 
apartado 1 del artículo anterior.

Artículo 17. Competencia jurisdiccional.

1. Los órganos jurisdiccionales del orden social serán los competentes 
para conocer las pretensiones derivadas del contrato celebrado entre 
un trabajador autónomo económicamente dependiente y su cliente, así 
como para las solicitudes de reconocimiento de la condición de trabajador 
autónomo económicamente dependiente.

[Apartado 1 modificado por Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la 
jurisdicción social.]

2. Los órganos jurisdiccionales del orden social serán también los 
competentes para conocer de todas las cuestiones derivadas de la aplicación 
e interpretación de los acuerdos de interés profesional, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la legislación de defensa de la competencia.
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Artículo 18. Procedimientos no jurisdiccionales de solución de 
conflictos.

1. Será requisito previo para la tramitación de acciones judiciales en relación 
con el régimen profesional de los trabajadores autónomos económicamente 
dependientes el intento de conciliación o mediación ante el órgano 
administrativo que asuma estas funciones. No obstante, a tales efectos, 
los acuerdos de interés profesional a los que se refiere el artículo 13 de la 
presente Ley podrán instituir órganos específicos de solución de conflictos.

2. Los procedimientos no jurisdiccionales de solución de conflictos estarán 
basados en los principios de gratuidad, celeridad, agilidad y efectividad.

3. Lo acordado en avenencia tendrá fuerza ejecutiva entre las partes 
intervinientes, sin necesidad de ratificación ante el órgano judicial, pudiendo 
llevarse a efecto por el trámite de ejecución de sentencias.

4. Las partes podrán igualmente someter sus discrepancias a arbitraje 
voluntario. Se entenderán equiparados a las sentencias firmes los laudos 
arbitrales igualmente firmes dictados al efecto. El procedimiento arbitral 
se someterá a lo pactado entre las partes o al régimen que en su caso se 
pueda establecer mediante acuerdo de interés profesional, entendiéndose 
aplicable, en su defecto, la regulación contenida en la Ley 60/2003, de 23 
de diciembre, de Arbitraje, la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de 
Transportes Terrestres o en cualquier otra normativa específica o sectorial.

TÍTULO III. DERECHOS COLECTIVOS DEL TRABAJADOR AUTÓNOMO 
(Arts. 19 a 22)

Artículo 19. Derechos colectivos básicos.

1. Los trabajadores autónomos son titulares de los derechos a: 

a) Afiliarse al sindicato o asociación empresarial de su elección, en los 
términos establecidos en la legislación correspondiente.

b) Afiliarse y fundar asociaciones profesionales específicas de trabajadores 
autónomos sin autorización previa.
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c) Ejercer la actividad colectiva de defensa de sus intereses profesionales.

2. Las asociaciones de trabajadores autónomos son titulares de los derechos 
de carácter colectivo a: 

a) Constituir federaciones, confederaciones o uniones, previo el cumplimiento 
de los requisitos exigidos para la constitución de asociaciones, con acuerdo 
expreso de sus órganos competentes. Asimismo, podrán establecer 
los vínculos que consideren oportunos con organizaciones sindicales y 
asociaciones empresariales.

b) Concertar acuerdos de interés profesional para los trabajadores autónomos 
económicamente dependientes afiliados en los términos previstos en el 
artículo 13 de la presente Ley.

c) Ejercer la defensa y tutela colectiva de los intereses profesionales de los 
trabajadores autónomos.

d) Participar en los sistemas no jurisdiccionales de solución de las 
controversias colectivas de los trabajadores autónomos cuando esté previsto 
en los acuerdos de interés profesional.

3. Las asociaciones representativas de trabajadores autónomos también 
serán titulares de las facultades establecidas en el artículo 21.5 de la 
presente Ley.

4. Sin perjuicio de las facultades que corresponden a los sindicatos en el 
ejercicio del derecho a la libertad sindical, éstos gozarán, además, de todos 
los derechos del apartado 2 de este artículo respecto de sus trabajadores 
autónomos afiliados.

Artículo 20. Derecho de asociación profesional de los trabajadores 
autónomos.

1. Las asociaciones profesionales de trabajadores autónomos se constituirán 
y regirán por lo previsto en la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, 
reguladora del Derecho de Asociación y sus normas de desarrollo, con las 
especialidades previstas en la presente Ley.
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2. Estas asociaciones, en cuya denominación y estatutos se hará referencia 
a su especialidad subjetiva y de objetivos, tendrán por finalidad la defensa 
de los intereses profesionales de los trabajadores autónomos y funciones 
complementarias, pudiendo desarrollar cuantas actividades lícitas vayan 
encaminadas a tal finalidad. En ningún caso podrán tener ánimo de lucro. 
Las mismas gozarán de autonomía frente a las Administraciones Públicas, así 
como frente a cualesquiera otros sujetos públicos o privados.

3. Con independencia de lo previsto en el artículo 10 de la Ley Orgánica 
1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación, las 
asociaciones profesionales de trabajadores autónomos deberán inscribirse y 
depositar sus estatutos en el registro especial de la oficina pública establecida 
al efecto en el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales o de la correspondiente 
Comunidad Autónoma, en el que la asociación desarrolle principalmente su 
actividad. Tal registro será específico y diferenciado del de cualesquiera otras 
organizaciones sindicales, empresariales o de otra naturaleza que puedan ser 
objeto de registro por esa oficina pública.

4. Estas asociaciones podrán ser declaradas de utilidad pública conforme a lo 
previsto en los artículos 32 a 36 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, 
reguladora del Derecho de Asociación.

5. Estas asociaciones profesionales sólo podrán ser suspendidas o disueltas 
mediante resolución firme de la autoridad judicial fundada en incumplimiento 
grave de las leyes.

Artículo 21. Determinación de la representatividad de las asociaciones 
de trabajadores autónomos.

1. Sin perjuicio de la representación que ostentan de sus afiliados y a los 
efectos de lo previsto en este artículo y el siguiente, tendrán la consideración 
de asociaciones profesionales representativas de los trabajadores 
autónomos aquéllas que, inscritas en el registro especial establecido al 
efecto, demuestren una suficiente implantación en el ámbito territorial en 
el que actúen. Dicha implantación habrá de acreditarse a través de criterios 
objetivos de los que pueda deducirse la representatividad de la asociación, 
entre ellos el grado de afiliación de trabajadores autónomos a la asociación, el 
número de asociaciones con las que se hayan firmado convenios o acuerdos 
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de representación o de otra naturaleza, los recursos humanos y materiales, 
los acuerdos de interés profesional en los que hayan participado, la presencia 
de sedes permanentes en su ámbito de actuación y cualesquiera otros 
criterios de naturaleza similar y de carácter objetivo. Los citados criterios se 
desarrollarán mediante una norma reglamentaria.

2. La condición de asociación representativa en el ámbito estatal será 
declarada por un Consejo formado por funcionarios de la Administración 
General del Estado y por expertos de reconocido prestigio, imparciales e 
independientes. Reglamentariamente se determinará la composición de 
dicho Consejo, que en todo caso estará integrado por un número impar de 
miembros, no superior a cinco, así como sus funciones y procedimiento de 
funcionamiento.

3. Las resoluciones dictadas por el Consejo a que se refiere el apartado 
anterior serán directamente recurribles ante la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

4. La capacidad representativa reconocida en este artículo a las asociaciones 
de trabajadores autónomos se podrá ejercer en el ámbito de actuación 
territorial de la correspondiente asociación.

5. Las asociaciones representativas de los trabajadores autónomos y las 
organizaciones sindicales más representativas, de conformidad con los 
artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad 
Sindical, gozarán de una posición jurídica singular, que les otorga capacidad 
jurídica para actuar en representación de los trabajadores autónomos para: 

a) Ostentar representación institucional ante las Administraciones Públicas u 
otras entidades u organismos de carácter estatal o de Comunidad Autónoma 
que la tengan prevista.

b) Ser consultadas cuando las Administraciones Públicas diseñen las políticas 
públicas que incidan sobre el trabajo autónomo.

c) Gestionar programas públicos dirigidos a los trabajadores autónomos en 
los términos previstos legalmente.

d) Cualquier otra función que se establezca legal o reglamentariamente.
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Artículo 22. Consejo del Trabajo Autónomo.

1. El Consejo del Trabajo Autónomo se constituye, al amparo de lo dispuesto 
en el artículo 42 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora 
del Derecho de Asociación, como órgano consultivo del Gobierno en materia 
socioeconómica y profesional del trabajo autónomo.

2. Son funciones del Consejo: 

a) Emitir su parecer con carácter facultativo sobre: 

1.º Los anteproyectos de leyes o proyectos de Reales Decretos que 
incidan sobre el trabajo autónomo. En el supuesto de que se produjeran 
modificaciones que pudieran afectar al Estatuto de Trabajo Autónomo, el 
informe tendrá carácter preceptivo.

2.º El diseño de las políticas públicas de carácter estatal en materia de 
trabajo autónomo.

3.º Cualesquiera otros asuntos que se sometan a consulta del mismo por el 
Gobierno de la Nación o sus miembros.

b) Elaborar, a solicitud del Gobierno de la Nación o de sus miembros, o 
por propia iniciativa, estudios o informes relacionados con el ámbito de sus 
competencias.

c) Elaborar su reglamento de funcionamiento interno.

d) Cualesquiera otras competencias que le sean atribuidas legal o 
reglamentariamente.

3. El Consejo del Trabajo Autónomo estará compuesto por representantes de 
las asociaciones profesionales de trabajadores autónomos representativas 
cuyo ámbito de actuación sea intersectorial y estatal, por las organizaciones 
sindicales y empresariales más representativas y por representantes de la 
Administración General del Estado, de las Comunidades Autónomas y de la 
asociación de Entidades Locales más representativa en el ámbito estatal.

Si se constituyeran Consejos del Trabajo Autónomo de ámbito autonómico, 
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formará parte del Consejo del Trabajo Autónomo un representante designado 
por cada uno de los consejos autonómicos existentes.

4. La Presidencia del Consejo corresponderá al Secretario General de Empleo 
y, por delegación, al Director General de la Economía Social, del Trabajo 
Autónomo y del Fondo Social Europeo.

5. Los créditos necesarios para su funcionamiento se consignarán en los 
presupuestos del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

6. Reglamentariamente se desarrollará la composición y régimen de 
funcionamiento del Consejo.

7. Las Comunidades Autónomas podrán constituir, en su ámbito territorial, 
Consejos Consultivos en materia socioeconómica y profesional del trabajo 
autónomo. Así mismo podrán regular la composición y el funcionamiento de 
los mismos.

TÍTULO IV. PROTECCIÓN SOCIAL DEL TRABAJADOR AUTÓNOMO 
(Arts. 23 a 26)

Artículo 23. El derecho a la Seguridad Social.

1. De conformidad con el artículo 41 de la Constitución, las personas que 
ejerzan una actividad profesional o económica por cuenta propia o autónoma 
tendrán derecho al mantenimiento de un régimen público de Seguridad 
Social, que les garantice la asistencia y las prestaciones sociales suficientes 
ante situaciones de necesidad. Las prestaciones complementarias serán 
libres.

2. La protección de los trabajadores por cuenta propia o autónomos se 
instrumentará a través de un único régimen, que se denominará Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos, sin perjuicio de que algunos colectivos específicos de trabajadores 
autónomos, en razón de su pertenencia a un determinado sector económico, 
estén encuadrados en otros regímenes de la Seguridad Social.

Artículo 24. Afiliación a la Seguridad Social.
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La afiliación al sistema de la Seguridad Social es obligatoria para los 
trabajadores autónomos o por cuenta propia, y única para su vida profesional, 
sin perjuicio de las altas y bajas en los distintos regímenes que integran el 
sistema de Seguridad Social, así como de las demás variaciones que puedan 
producirse con posterioridad a la afiliación.

Los trabajadores por cuenta propia que ejerzan su actividad a tiempo 
parcial estarán incluidos, en los supuestos y conforme a las condiciones 
reglamentariamente establecidas, en el Régimen de la Seguridad Social de 
Trabajadores Autónomos.

[Párrafo segundo añadido por Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre 
actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social.]

Artículo 25. Cotización a la Seguridad Social.

1. La cotización es obligatoria en el Régimen Especial de Seguridad Social de 
los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos en los términos previstos 
en el artículo 15 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, y demás 
disposiciones de desarrollo.

2. La Ley podrá establecer bases de cotización diferenciadas para los 
trabajadores autónomos económicamente dependientes.

3. La Ley podrá establecer reducciones o bonificaciones en las bases de 
cotización o en las cuotas de Seguridad Social para determinados colectivos 
de trabajadores autónomos en atención a sus características personales o a 
las características profesionales de la actividad ejercida.

4. Considerando los principios de contributividad, solidaridad y sostenibilidad 
financiera, la Ley podrá establecer un sistema de cotización a tiempo 
parcial para los trabajadores autónomos, para determinadas actividades o 
colectivos y durante determinados periodos de su vida laboral. En su defecto, 
se aplicarán la disposición adicional séptima del Texto Refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social sobre normas aplicables a los trabajadores 
contratados a tiempo parcial.

[Apartado 4 añadido por Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, 
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adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social.]

Artículo 26. Acción protectora.

1. La acción protectora del Régimen Especial de Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, en los términos y conforme a 
las condiciones legalmente previstas, comprenderá, en todo caso: 

a) La asistencia sanitaria en los casos de maternidad, enfermedad común o 
profesional y accidentes, sean o no de trabajo.

b) Las prestaciones económicas en las situaciones de incapacidad temporal, 
riesgo durante el embarazo, maternidad, paternidad, riesgo durante la 
lactancia, incapacidad permanente, jubilación, muerte y supervivencia y 
familiares por hijo a cargo.

2. Las prestaciones de servicios sociales serán las establecidas legalmente 
y en todo caso comprenderá las prestaciones en materia de reeducación, de 
rehabilitación de personas con discapacidad, de asistencia a la tercera edad 
y de recuperación profesional.

3. Los trabajadores autónomos económicamente dependientes deberán 
incorporar obligatoriamente, dentro del ámbito de la acción protectora de la 
Seguridad Social, la cobertura de la incapacidad temporal y de los accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social.

A los efectos de esta cobertura, se entenderá por accidente de trabajo toda 
lesión corporal del trabajador autónomo económicamente dependiente 
que sufra con ocasión o por consecuencia de la actividad profesional, 
considerándose también accidente de trabajo el que sufra el trabajador al ir 
o volver del lugar de la prestación de la actividad, o por causa o consecuencia 
de la misma. Salvo prueba en contrario, se presumirá que el accidente no 
tiene relación con el trabajo cuando haya ocurrido fuera del desarrollo de la 
actividad profesional de que se trate.

4. Los poderes públicos promoverán políticas que incentiven la continuidad en 
el ejercicio de la profesión, trabajo o actividad económica de los trabajadores 
por cuenta propia, una vez cumplida la edad ordinaria de jubilación. No 
obstante, en atención a la naturaleza tóxica, peligrosa o penosa de la actividad 
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ejercida, y en los términos que reglamentariamente se establezcan, los 
trabajadores autónomos afectados que reúnan las condiciones establecidas 
para causar derecho a la pensión de jubilación, con excepción de la relativa a 
la edad, podrán acceder a la jubilación anticipada, en los mismos supuestos 
y colectivos para los que esté establecido dicho derecho respecto de los 
trabajadores por cuenta ajena.

En este sentido, se entenderán comprendidos los trabajadores autónomos 
con discapacidad en las mismas condiciones que los trabajadores por cuenta 
ajena.

5. La acción protectora del régimen público de Seguridad Social de los 
trabajadores autónomos tenderá a converger en aportaciones, derechos y 
prestaciones con la existente para los trabajadores por cuenta ajena en el 
Régimen General de la Seguridad Social.

TÍTULO V. FOMENTO Y PROMOCIÓN DEL TRABAJO AUTÓNOMO (Arts. 
27 a 30)

Artículo 27. Política de fomento del trabajo autónomo.

1. Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
adoptarán políticas de fomento del trabajo autónomo dirigidas al 
establecimiento y desarrollo de iniciativas económicas y profesionales por 
cuenta propia.

2. Estas políticas se materializarán, en particular, en medidas dirigidas a: 

a) Remover los obstáculos que impidan el inicio y desarrollo de una actividad 
económica o profesional por cuenta propia.

b) Facilitar y apoyar las diversas iniciativas de trabajo autónomo.

c) Establecer exenciones, reducciones o bonificaciones en las cotizaciones a 
la Seguridad Social.

d) Promover el espíritu y la cultura emprendedora.

e) Fomentar la formación y readaptación profesionales.
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f) Proporcionar la información y asesoramiento técnico necesario.

g) Facilitar el acceso a los procesos de innovación tecnológica y organizativa, 
de forma que se mejore la productividad del trabajo o servicio realizado.

h) Crear un entorno que fomente el desarrollo de las iniciativas económicas 
y profesionales en el marco del trabajo autónomo.

i) Apoyar a los emprendedores en el ámbito de actividades innovadoras 
vinculadas con los nuevos yacimientos de empleo, de nuevas tecnologías o 
de actividades de interés público, económico o social.

3. La elaboración de esta política de fomento del trabajo autónomo tenderá 
al logro de la efectividad de la igualdad de oportunidades entre mujeres 
y hombres y prestará especial atención a los colectivos de personas 
desfavorecidas o no suficientemente representadas, entre los cuales las 
personas con discapacidad ocupan un lugar preferente.

Artículo 28. Formación profesional y asesoramiento técnico.

1. El fomento del trabajo autónomo se dirigirá especialmente a integrar dentro 
del sistema educativo y, en particular, del sistema de formación profesional 
la promoción del trabajo autónomo, a propiciar la formación y readaptación 
profesionales de los trabajadores autónomos, facilitando su acceso a los 
programas de formación profesional, que se orientarán a la mejora de su 
capacitación profesional y al desarrollo de su capacidad gerencial.

2. El fomento del trabajo autónomo también atenderá las necesidades 
de información y asesoramiento técnico para su creación, consolidación y 
renovación, promoviendo, a estos efectos, las fórmulas de comunicación y 
cooperación entre autónomos.

Artículo 29. Apoyo financiero a las iniciativas económicas.

1. Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias y 
en el marco de los compromisos asumidos en la Unión Europea, adoptarán 
programas de ayuda financiera a las iniciativas económicas de las personas 
emprendedoras.
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2. La elaboración de estos programas atenderá a la necesidad de tutela de 
los colectivos con especiales dificultades de acceso al mercado de trabajo, a 
la garantía de la viabilidad futura de los proyectos beneficiarios, así como a 
la exigencia de evaluación de los efectos de las ayudas económicas sobre los 
objetivos propuestos.

3. Los poderes públicos favorecerán mediante una política fiscal adecuada la 
promoción del trabajo autónomo.

Artículo 30. Bonificación a trabajadores incluidos en el Régimen 
Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos por 
conciliación de la vida profesional y familiar vinculada a la 
contratación.

1. Los trabajadores incluidos en el Régimen Especial de la Seguridad Social 
de Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos tendrán derecho, por un 
plazo de hasta doce meses, a una bonificación del 100 por cien de la cuota 
de autónomos por contingencias comunes, que resulte de aplicar a la base 
media que tuviera el trabajador en los doce meses anteriores a la fecha en 
la que se acoja a esta medida el tipo de cotización mínimo de cotización 
vigente en cada momento establecido en el citado Régimen Especial en los 
siguientes supuestos:

a) Por cuidado de menores de 7 años que tengan a su cargo.

b) Por tener a su cargo un familiar, por consanguinidad o afinidad hasta 
el segundo grado inclusive, en situación de dependencia, debidamente 
acreditada.

En el caso de que el trabajador lleve menos de 12 meses de alta en el 
Régimen Especial de la Seguridad Social de Trabajadores por Cuenta Propia 
o Autónomos, la base media de cotización se calculará desde la fecha de alta.

2. La aplicación de la bonificación recogida en el apartado anterior estará 
condicionada a la permanencia en alta en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social de Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos y a la contratación 
de un trabajador, a tiempo completo o parcial, que deberá mantenerse 
durante todo el periodo de su disfrute. En todo caso, la duración del contrato 
deberá ser, al menos, de 3 meses desde la fecha de inicio del disfrute de la 
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bonificación.

Cuando se extinga la relación laboral, incluso durante el periodo inicial de 
3 meses, el trabajador autónomo podrá beneficiarse de la bonificación si 
contrata a otro trabajador por cuenta ajena en el plazo máximo de 30 días.

El contrato a tiempo parcial no podrá celebrarse por una jornada laboral 
inferior al 50 por ciento de la jornada de un trabajador a tiempo completo 
comparable. Si la contratación es a tiempo parcial, la bonificación prevista en 
el apartado 1 de este artículo será del 50 por 100.

3. En caso de incumplimiento de lo previsto en el apartado anterior, el 
trabajador autónomo estará obligado a reintegrar el importe de la bonificación 
disfrutada.

No procederá el reintegro de la bonificación cuando la extinción esté 
motivada por causas objetivas o por despido disciplinario cuando una u 
otro sea declarado o reconocido como procedente, ni en los supuestos de 
extinción causada por dimisión, muerte, jubilación o incapacidad permanente 
total, absoluta o gran invalidez del trabajador o por resolución durante el 
periodo de prueba.

Cuando proceda el reintegro, este quedará limitado exclusivamente a la 
parte de la bonificación disfrutada que estuviera vinculada al contrato cuya 
extinción se hubiera producido en supuestos distintos a los previstos en el 
párrafo anterior.

En caso de no mantenerse en el empleo al trabajador contratado durante, 
al menos, 3 meses desde la fecha de inicio del disfrute de la bonificación, el 
trabajador autónomo estará obligado a reintegrar el importe de la bonificación 
disfrutada, salvo que, conforme a lo dispuesto en el apartado anterior, se 
proceda a contratar a otra persona en el plazo de 30 días.

En caso de que el menor que dio lugar a la bonificación prevista en este 
artículo alcanzase la edad de 7 años con anterioridad a la finalización 
del disfrute de la bonificación, esta se podrá mantener hasta alcanzar el 
periodo máximo de 12 meses previsto, siempre que se cumplan el resto de 
condiciones.
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En todo caso, el trabajador autónomo que se beneficie de la bonificación 
prevista en este artículo deberá mantenerse en alta en la Seguridad Social 
durante los seis meses siguientes al vencimiento del plazo de disfrute de la 
misma. En caso contrario el trabajador autónomo estará obligado a reintegrar 
el importe de la bonificación disfrutada.

4. Solo tendrán derecho a la bonificación los trabajadores por cuenta propia 
que carezcan de trabajadores asalariados en la fecha de inicio de la aplicación 
de la bonificación y durante los doce meses anteriores a la misma. No se 
tomará en consideración a los efectos anteriores al trabajador contratado 
mediante contrato de interinidad para la sustitución del trabajador autónomo 
durante los periodos de descanso por maternidad, paternidad, adopción o 
acogimiento tanto preadoptivo como permanente o simple, riesgo durante el 
embarazo o riesgo durante la lactancia natural.

5. Los beneficiarios de la bonificación tendrán derecho a su disfrute una vez 
por cada uno de los sujetos causantes a su cargo señalados en el apartado 
1, siempre que se cumplan el resto de requisitos previstos en el presente 
artículo.

6. La medida prevista en este artículo será compatible con el resto de 
incentivos a la contratación por cuenta ajena, conforme a la normativa 
vigente.

7. En lo no previsto expresamente, las contrataciones realizadas al amparo 
de lo establecido en este artículo se regirán por lo dispuesto en el artículo 
15.1.c) del Estatuto de los Trabajadores y sus normas de desarrollo.

[Artículo añadido por Real Decreto-ley 1/2015, de 27 de febrero, de 
mecanismo de segunda oportunidad, reducción de carga financiera y otras 
medidas de orden social.]

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. MODIFICACIÓN DEL TEXTO 
REFUNDIDO DE LA LEY DE PROCEDIMIENTO LABORAL, APROBADO 
POR REAL DECRETO LEGISLATIVO 2/1995, DE 7 DE ABRIL.

El texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral aprobado por 
Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, queda modificado 
como sigue: 
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Uno. La letra p) del artículo 2 queda redactada del modo siguiente: 

«p) en relación con el régimen profesional, tanto en su vertiente 
individual como colectiva, de los trabajadores autónomos 
económicamente dependientes a los que se refiere la Ley del Estatuto 
del Trabajo Autónomo.» 

Dos. Se introduce una nueva letra q) al artículo 2 con el contenido 
siguiente: 

«q) respecto de cualesquiera otras cuestiones que les sean atribuidas 
por normas con rango de Ley.» 

Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 16 que queda redactado 
de la siguiente manera: 

«2. Tendrán capacidad procesal los trabajadores mayores de 
dieciséis años y menores de dieciocho respecto de los derechos e 
intereses legítimos derivados de sus contratos de trabajo y de la 
relación de Seguridad Social cuando legalmente no precisen para la 
celebración de dichos contratos autorización de sus padres, tutores 
o de la persona o institución que los tenga a su cargo, o hubieran 
obtenido autorización para contratar de sus padres, tutores o 
persona o institución que los tenga a su cargo conforme a la 
legislación laboral o la legislación civil o mercantil respectivamente. 
Igualmente tendrán capacidad procesal los trabajadores autónomos 
económicamente dependientes mayores de dieciséis años.» 

Cuatro. Se añade un apartado 3 al artículo 17 que queda redactado 
de la siguiente manera: 

«3. Las organizaciones de trabajadores autónomos tendrán 
legitimación para la defensa de los acuerdos de interés profesional 
por ellas firmados.» 

Cinco. Se da nueva redacción al artículo 63 que queda redactado de 
la siguiente manera: 

«Artículo 63. Será requisito previo para la tramitación del proceso el 
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intento de conciliación ante el servicio administrativo correspondiente 
o ante el órgano que asuma estas funciones que podrá constituirse 
mediante los acuerdos interprofesionales o los convenios colectivos 
a los que se refiere el artículo 83 del texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores, así como los acuerdos de interés 
profesional a los que se refiere el artículo 13 de la Ley del Estatuto 
del Trabajo Autónomo.» 

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. REDUCCIONES Y 
BONIFICACIONES EN LAS COTIZACIONES.

1. La Ley establecerá reducciones y bonificaciones en la cotización a 
la Seguridad Social en favor de los siguientes colectivos de trabajadores 
autónomos: 

a) Quienes en función de otra actividad realizada coticen, sumando las bases 
de cotización, por encima de la base máxima del Régimen General de la 
Seguridad Social.

b) Las personas con discapacidad que realicen un trabajo autónomo.

c) Los trabajadores autónomos que se dediquen a la actividad de venta 
ambulante o a la venta a domicilio.

d) Aquellos colectivos que se determinen legal o reglamentariamente.

e) Quienes en función de su actividad la ejerzan a tiempo parcial, en unas 
condiciones análogas a las de un trabajador por cuenta ajena contratado a 
tiempo parcial.

[Letra e) añadida por Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, 
adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social.]

2. Las Administraciones Públicas competentes podrán suscribir convenios con 
la Seguridad Social con objeto de propiciar la reducción de las cotizaciones 
de las personas que,

DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA. COBERTURA DE LA INCAPACIDAD 
TEMPORAL Y DE LAS CONTINGENCIAS PROFESIONALES EN EL 
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RÉGIMEN DE LA SEGURIDAD SOCIAL DE LOS TRABAJADORES P

1. A partir del día primero de enero del ejercicio siguiente a la entrada en 
vigor de la presente Ley, los trabajadores por cuenta propia o autónomos 
que no hayan optado por dar cobertura a las prestaciones de incapacidad 
temporal, deberán llevarlo a cabo de forma obligatoria, siempre que no 
tengan derecho a dicha prestación en razón de la actividad realizada en otro 
Régimen de la Seguridad Social.

De igual forma, la anterior fecha se tomará para la entrada en vigor de la 
obligatoriedad de cotización establecida en el punto 3 del artículo 26 de la 
presente Ley.

2. Por el Gobierno se determinarán aquellas actividades profesionales 
desarrolladas por trabajadores autónomos que presentan un mayor riesgo de 
siniestralidad, en las que será obligatoria la cobertura de las contingencias de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social. 
En tales supuestos, será de aplicación lo previsto en el apartado 3 del artículo 
26.

3. Lo dispuesto en los apartados anteriores no será de aplicación a los 
trabajadores por cuenta propia agrarios, incorporados al «Sistema Especial 
de Trabajadores Agrarios por Cuenta Propia», para quien la cobertura de la 
incapacidad temporal y de las contingencias profesionales seguirán siendo 
de cobertura voluntaria.

DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA. PRESTACIÓN POR CESE DE 
ACTIVIDAD.

El Gobierno, siempre que estén garantizados los principios de contributividad, 
solidaridad y sostenibilidad financiera y ello responda a las necesidades 
y preferencias de los trabajadores autónomos, propondrá a las Cortes 
Generales la regulación de un sistema específico de protección por cese de 
actividad para los mismos, en función de sus características personales o de 
la naturaleza de la actividad ejercida.

La articulación de la prestación por cese de actividad se realizará de tal 
forma que, en los supuestos en que deba aplicarse en edades cercanas 
a la legal de jubilación, su aplicación garantice, en combinación con las 
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medidas de anticipación de la edad de jubilación en circunstancias concretas 
contempladas en la Ley General de la Seguridad Social, que el nivel de 
protección dispensado sea el mismo, en supuestos equivalentes de carrera 
de cotización, esfuerzo contributivo y causalidad, que el de los trabajadores 
por cuenta ajena, sin que ello pueda implicar costes adicionales en el nivel 
no contributivo.

Las Administraciones Públicas podrán, por razones de política económica 
debidamente justificadas, cofinanciar planes de cese de actividad dirigidos a 
colectivos o sectores económicos concretos.

DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA. PROFESIONALES INCORPORADOS 
A MUTUALIDADES DE PREVISIÓN SOCIAL ALTERNATIVAS.

Lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 23, en los artículos 24 a 26 y 
en el párrafo c), apartado 2, del artículo 27, así como en las disposiciones 
adicionales segunda y tercera y en la disposición final segunda de la presente 
Ley no serán de aplicación a los trabajadores por cuenta propia o autónomos 
que, en los términos establecidos en la disposición adicional decimoquinta de 
la Ley 30/1995, de supervisión y ordenación de los seguros privados, hayan 
optado u opten en el futuro por adscribirse a la Mutualidad de Previsión 
Social que tenga constituida el Colegio Profesional al que pertenezcan y que 
actúe como alternativa al Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos.

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA. COMUNIDADES AUTÓNOMAS.

A los efectos de lo previsto en el artículo 21.5 de esta Ley, las Comunidades 
Autónomas determinarán la representatividad de las asociaciones de 
trabajadores autónomos de acuerdo con los criterios a los que se refiere 
el artículo 21.1 de la misma y crearán, en su ámbito territorial, el registro 
especial según lo dispuesto en el artículo 20.3 de la presente Ley.

DISPOSICIÓN ADICIONAL SÉPTIMA. ACTUALIZACIÓN DE 
COTIZACIONES.

La Ley de Presupuestos Generales del Estado podrá establecer las bases de 
cotización diferenciadas, reducciones o bonificaciones a las que se refiere el 
artículo 25 y la disposición adicional segunda de esta Ley.
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DISPOSICIÓN ADICIONAL OCTAVA. PARTICIPACIÓN DE LOS 
TRABAJADORES AUTÓNOMOS EN EL CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL.

El Gobierno planteará la presencia de los trabajadores autónomos en el 
Consejo Económico y Social teniendo en cuenta: 

1. La evolución del Consejo del Trabajo Autónomo en la representación de 
los mismos.

2. El informe preceptivo del Consejo Económico y Social sobre la composición 
del mismo que deberá realizar para ello en el menor plazo de tiempo posible.

DISPOSICIÓN ADICIONAL NOVENA. PAGO ÚNICO DE LA PRESTACIÓN 
POR DESEMPLEO.

El Gobierno en el plazo de un año elaborará un estudio sobre la evolución 
de la medida de pago único de la prestación por desempleo para el inicio de 
actividades por cuenta propia, si el resultado es favorable en cuanto a creación 
de empleo autónomo, ampliará los porcentajes actuales de la capitalización 
de la prestación de desempleo destinados a financiar la inversión.

DISPOSICIÓN ADICIONAL DÉCIMA. ENCUADRAMIENTO EN LA 
SEGURIDAD SOCIAL DE LOS FAMILIARES DEL TRABAJADOR 
AUTÓNOMO.

Los trabajadores autónomos podrán contratar, como trabajadores por cuenta 
ajena, a los hijos menores de treinta años, aunque convivan con él. En 
este caso, del ámbito de la acción protectora dispensada a los familiares 
contratados quedará excluida la cobertura por desempleo.

Se otorgará el mismo tratamiento a los hijos que, aún siendo mayores de 
30 años, tengan especiales dificultades para su inserción laboral. A estos 
efectos, se considerará que existen dichas especiales dificultades cuando el 
trabajador esté incluido en alguno de los grupos siguientes:

a) Personas con parálisis cerebral, personas con enfermedad mental o 
personas con discapacidad intelectual, con un grado de discapacidad 
reconocido igual o superior al 33 por 100.
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b) Personas con discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad 
reconocido igual o superior al 65 por 100.

[Párrafo añadido por Ley 27/2009, de 30 de diciembre, de medidas urgentes 
para el mantenimiento y el fomento del empleo y la protección de las 
personas desempleadas.]

DISPOSICIÓN ADICIONAL UNDÉCIMA. TRABAJADORES AUTÓNOMOS 
DEL SECTOR DEL TRANSPORTE.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1.3 g) del Texto Refundido 
del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo, se consideran incluidas en el ámbito regulado 
por la presente Ley las personas prestadoras del servicio del transporte al 
amparo de autorizaciones administrativas de las que sean titulares, realizada 
mediante el correspondiente precio con vehículos comerciales de servicio 
público cuya propiedad o poder directo de disposición ostenten, aun cuando 
dichos servicios se realicen de forma continuada para un mismo cargador o 
comercializador.

En este caso, serán trabajadores autónomos económicamente dependientes 
a los que se refiere el artículo 1.2 d) de la presente Ley aquellos que cumplan 
con lo dispuesto en el artículo 11.1 y 11.2 a) de la misma.

DISPOSICIÓN ADICIONAL DUODÉCIMA. PARTICIPACIÓN DE 
TRABAJADORES AUTÓNOMOS EN PROGRAMAS DE FORMACIÓN E 
INFORMACIÓN DE PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES.

Con la finalidad de reducir la siniestralidad y evitar la aparición de 
enfermedades profesionales en los respectivos sectores, las asociaciones 
representativas de los trabajadores autónomos y las organizaciones 
sindicales más representativas podrán realizar programas permanentes de 
información y formación correspondientes a dicho colectivo, promovidos 
por las Administraciones Públicas competentes en materia de prevención de 
riesgos laborales y de reparación de las consecuencias de los accidentes de 
trabajo y las enfermedades profesionales.

DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOTERCERA. ADAPTACIÓN DE LA 
LEY GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL.
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El apartado 1 de la disposición adicional trigésima quinta del Texto refundido 
de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, introducida por el artículo 5 de la Ley 
36/2003, de 11 de diciembre, y modificada por la disposición adicional 
cuadragésima cuarta. Tres de la Ley 2/2004, de 27 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2005, queda modificado del 
siguiente modo: 

Donde dice: «a partir de 1 de enero de 2005».

Debe decir: «a partir de la entrada en vigor del Estatuto del Trabajo 
Autónomo».

Donde dice: «25 por 100».

Debe decir: «30 por 100».

Donde dice: «durante los 12 meses inmediatamente...».

Debe decir: «durante los 15 meses inmediatamente...».

Donde dice: «en los 12 meses siguientes...».

Debe decir: «en los 15 meses siguientes...».

DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOCUARTA. ESTUDIO SECTORIAL 
DEL TRABAJO AUTÓNOMO.

El Gobierno elaborará, en el plazo de un año, un estudio sobre los sectores de 
actividad que tienen una especial incidencia en el colectivo de trabajadores 
autónomos, que incluya, entre otros, los siguientes aspectos: 

1. Los efectos que tienen las especificidades propias de cada sector en las 
condiciones del trabajo (retributivas, conciliación familiar, protección social, 
etc.) que realiza el trabajador autónomo.

2. Un diagnóstico sobre los sectores en reconversión o sometidos a procesos 
de modernización que tienen una mayor afectación en la actividad realizada 
por trabajadores autónomos.
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3. Un análisis sobre la necesidad de incentivar el cese anticipado de 
trabajadores autónomos en determinados sectores.

DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOQUINTA. ADAPTACIÓN DEL 
RÉGIMEN ESPECIAL DE LOS TRABAJADORES AUTÓNOMOS.

En el plazo de un año, el Gobierno presentará un estudio sobre la actualización 
de la normativa que regula el Régimen Especial de los Trabajadores 
Autónomos establecida esencialmente en el Decreto 2530/1970, de 20 de 
agosto, parcialmente derogado, a las necesidades y exigencias actuales del 
colectivo de los trabajadores autónomos. Este estudio preverá las medidas 
necesarias para fijar la convergencia en las aportaciones y derechos de los 
trabajadores autónomos, en relación a los establecidos por los trabajadores 
por cuenta ajena incluidos en el Régimen General de la Seguridad Social.

DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOSEXTA. CAMPAÑA DE DIFUSIÓN 
DEL RÉGIMEN ESPECIAL DE LOS TRABAJADORES AUTÓNOMOS.

En el plazo de un año, el Gobierno realizará, en colaboración con las entidades 
más representativas de trabajadores autónomos, una campaña de difusión 
e información sobre la normativa y las características del Régimen Especial 
del Trabajador Autónomo.

DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOSÉPTIMA. CONTRATOS DE 
TRABAJADORES AUTÓNOMOS ECONÓMICAMENTE DEPENDIENTES EN 
EL SECTOR DE LOS AGENTES DE SEGUROS.

Los contratos celebrados por los agentes de seguros que cumplan con las 
condiciones establecidas en el capítulo tercero de la presente Ley y los 
supuestos en que dichos agentes quedarían sujetos al mismo se determinarán 
reglamentariamente sin afectar, en ningún caso, su relación mercantil.

DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOCTAVA. PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD.

A los efectos de esta Ley, tendrán la consideración de personas con 
discapacidad las comprendidas en el número 2 del artículo 1 de la Ley 
51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación 
y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.
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DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMONOVENA. AGENTES COMERCIALES.

En los supuestos de agentes comerciales que, actuando como intermediarios 
independientes, se encarguen de manera continuada o estable y a cambio 
de remuneración, de promover actos u operaciones de comercio por cuenta 
ajena, o a promoverlos y concluirlos por cuenta y en nombre ajenos, a 
los efectos de ser considerados trabajadores autónomos económicamente 
dependientes, no les será de aplicación el requisito de asumir el riesgo y 
ventura de tales operaciones, contemplado en el artículo 11, apartado 2, 
letra e).

DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA. ADAPTACIÓN DE ESTATUTOS 
Y RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA DE LAS 
ASOCIACIONES.

Las asociaciones profesionales de trabajadores autónomos constituidas en 
aplicación de la legislación anterior y que gocen de personalidad jurídica a 
la entrada en vigor de esta Ley, conservarán su reconocimiento a todos los 
efectos, quedando automáticamente convalidadas.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente Ley 
deberán proceder a adaptar sus estatutos a lo previsto en ella, así como a 
inscribirse en el registro previsto en la oficina pública establecida al efecto.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA. ADAPTACIÓN DE LOS 
CONTRATOS VIGENTES DE LOS TRABAJADORES AUTÓNOMOS 
ECONÓMICAMENTE DEPENDIENTES.

Los contratos suscritos con anterioridad a la entrada en vigor de la presente 
Ley entre el trabajador autónomo económicamente dependiente y el cliente, 
deberán adaptarse a las previsiones contenidas en la misma dentro del plazo 
de seis meses desde la entrada en vigor de las disposiciones reglamentarias 
que se dicten en su desarrollo, salvo que en dicho periodo alguna de las 
partes opte por rescindir el contrato.

El trabajador autónomo en el que concurra la circunstancia de ser 
económicamente dependiente, deberá comunicarlo al cliente respecto al que 
adquiera esta condición, en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor 
de las citadas disposiciones reglamentarias.
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DISPOSICIÓN TRANSITORIA TERCERA. ADAPTACIÓN DE LOS 
CONTRATOS VIGENTES DE LOS TRABAJADORES AUTÓNOMOS 
ECONÓMICAMENTE DEPENDIENTES EN EL SECTOR DEL TRANSPORTE 
Y EL S

Los contratos suscritos con anterioridad a la entrada en vigor de la presente 
Ley entre el trabajador autónomo económicamente dependiente y el cliente a 
los que se refiere la disposición adicional undécima y los contratos celebrados 
por los agentes de seguros que les resulte de aplicación el capítulo tercero 
de la presente Ley, deberán adaptarse a las previsiones contenidas en la 
misma dentro del plazo de dieciocho meses desde la entrada en vigor de las 
disposiciones reglamentarias que se dicten en su desarrollo, salvo que en 
dicho periodo alguna de las partes opte por rescindir el contrato.

El trabajador autónomo en el que concurra la circunstancia de ser 
económicamente dependiente en el supuesto al que se refiere la disposición 
adicional undécima y en el supuesto del agente de seguros, deberá 
comunicarlo al cliente respecto al que adquiera esta condición, en el plazo 
comprendido desde la entrada en vigor de la presente ley hasta un año 
después de la entrada en vigor de las citadas disposiciones reglamentarias.

[Párrafo modificado por Ley 15/2009, de 11 de noviembre, del contrato de 
transporte terrestre de mercancías.]

DISPOSICIÓN TRANSITORIA CUARTA. RÉGIMEN TRANSITORIO DEL 
RECONOCIMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 11 BIS.

El reconocimiento de la condición de trabajador autónomo económicamente 
dependiente previsto en el artículo 11 bis de esta Ley, sólo podrá producirse 
para las relaciones contractuales entre clientes y trabajadores autónomos 
que se formalicen a partir de la entrada en vigor de la Ley reguladora de la 
jurisdicción social.

[Disposición añadida por Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la 
jurisdicción social.]

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. DEROGACIÓN NORMATIVA.

Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a la presente Ley.
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DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. TÍTULO COMPETENCIAL.

La presente Ley se dicta al amparo de la competencia que corresponde al 
Estado conforme al artículo 149.1.5.ª, 6.ª, 7.ª, 8.ª y 17.ª de la Constitución.

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. DESARROLLO DE DERECHOS EN 
MATERIA DE PROTECCIÓN SOCIAL.

Con carácter progresivo se llevarán a cabo las medidas necesarias para que, 
de acuerdo con los principios que inspiran esta Ley, se logre la convergencia 
en aportaciones y derechos de los trabajadores autónomos en relación 
con los establecidos para los trabajadores por cuenta ajena incluidos en el 
Régimen General de la Seguridad Social.

DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. HABILITACIÓN AL GOBIERNO.

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para 
la aplicación y desarrollo de la presente Ley en el ámbito de sus competencias.

DISPOSICIÓN FINAL CUARTA. INFORME ANUAL.

1. El Gobierno deberá informar a las Cortes Generales anualmente de la 
ejecución de previsiones contenidas en la presente Ley.

2. Dicho informe incorporará el dictamen de los Órganos Consultivos.

DISPOSICIÓN FINAL QUINTA. DESARROLLO REGLAMENTARIO DE 
LOS CONTRATOS DEL TRABAJADOR AUTÓNOMO ECONÓMICAMENTE 
DEPENDIENTE.

En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley se desarrollará 
reglamentariamente lo contemplado en su artículo 12, apartado 1, párrafo 
segundo.

DISPOSICIÓN FINAL SEXTA. ENTRADA EN VIGOR.

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».
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Por tanto, 

Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y 
hagan guardar esta ley.

Madrid, 11 de julio de 2007.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno, 

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO
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Real Decreto 197/2009, de 23 de febrero, por el que se desarrolla el Estatuto 
del Trabajo Autónomo en materia de contrato del trabajador autónomo 
económicamente dependiente y su registro y se crea el Registro Estatal de 
asociaciones profesionales de trabajadores autónomos.

La Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo ha 
constituido un hito para los trabajadores autónomos en España. El nuevo 
Estatuto supone dar respuesta a la demanda de un colectivo muy heterogéneo 
con una normativa muy dispersa que requería de un marco jurídico estable 
para constituirse como referencia del trabajo autónomo.

Con la aprobación y la entrada en vigor del Estatuto del Trabajo Autónomo se 
da cumplimiento a una exigencia legal y social, estableciendo un nuevo punto 
de partida para los trabajadores autónomos. Sin embargo, el Estatuto del 
Trabajo Autónomo llama al desarrollo reglamentario, por una parte, como un 
mandato tasado en determinadas disposiciones específicas y por otra parte, 
el citado desarrollo se hace patente en aquellos artículos del referido Estatuto 
que requieren profundización y clarificación técnica.

Una de las más importantes novedades de la citada Ley la constituye el 
reconocimiento por primera vez de lo que se ha dado en llamar el trabajador 
autónomo económicamente dependiente.

En este sentido el artículo 11.1 del Estatuto del Trabajo Autónomo define al 
trabajador autónomo económicamente dependiente como aquel trabajador 
autónomo que realiza su actividad económica o profesional para una 

2.- REAL DECRETO 197/2009, de 23 de febrero, por el que 
se desarrolla el Estatuto del Trabajo Autónomo en materia 
de contrato del trabajador autónomo económicamente 
dependiente y su registro y se crea el Registro Estatal de 

asociaciones profesionales de trabajadores autónomos

     Publicación:   Fecha:   04/03/2009 Boletin:   Boletín Oficial del Estado 
Órgano emisor:    Ministerio de Trabajo e Inmigración 
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empresa o cliente del que percibe al menos el 75 por ciento de sus ingresos 
y el artículo 12.1 del Estatuto del Trabajo Autónomo, dispone que el contrato 
para la realización de la actividad económica o profesional del trabajador 
autónomo económicamente dependiente celebrado entre éste y su cliente 
deberá formalizarse siempre por escrito y deberá ser registrado en la oficina 
pública correspondiente. Dicho registro no tendrá carácter público.

Se establece que reglamentariamente se regularán las características de 
dichos contratos y del Registro en el que deberán inscribirse, así como 
las condiciones para que los representantes legales de los trabajadores 
tengan acceso a la información de los contratos que su empresa celebre con 
trabajadores autónomos económicamente dependientes.

Del mismo modo, la disposición adicional decimoséptima del citado Estatuto 
establece que se determinarán reglamentariamente las especificidades del 
contrato en el sector de los agentes de seguros.

Asimismo, se determina el Registro que asume lo dispuesto en el artículo 
20.3 del Estatuto del Trabajo Autónomo, en materia de la oficina pública 
de inscripción y depósito de estatutos de las asociaciones profesionales de 
trabajadores autónomos.

A la luz de lo expuesto, el presente real decreto tiene como objeto desarrollar 
la nueva regulación relativa al citado contrato y su registro así como el 
Registro Estatal de Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos, 
haciendo uso de la autorización prevista en la citada disposición adicional 
decimoséptima, la disposición final tercera y la disposición final quinta del 
Estatuto del Trabajo Autónomo.

En el proceso de elaboración del proyecto, han sido informadas las 
Comunidades Autónomas, a través de la Conferencia Sectorial de Empleo 
y Asuntos Laborales. Además, han sido consultadas las asociaciones de 
trabajadores autónomos y las organizaciones empresariales y sindicales más 
representativas.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo e Inmigración, con la 
aprobación previa de la Ministra de Administraciones Públicas, de acuerdo 
con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
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reunión del día 20 de febrero de 2009.

DISPONGO:

CAPÍTULO I

Contrato del trabajador autónomo económicamente dependiente 
para la realización de la actividad económica o profesional

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. Se considera trabajador autónomo económicamente dependiente la 
persona física que realiza una actividad económica o profesional a título 
lucrativo y de forma habitual, personal, directa y predominante para un 
cliente del que percibe, al menos, el 75 por ciento de sus ingresos por 
rendimientos de trabajo y de actividades económicas o profesionales y en el 
que concurren las restantes condiciones establecidas en el artículo 11 de la 
Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo.

2. Se considera cliente a estos efectos la persona física o jurídica para la 
que se realiza la actividad económica o profesional a que se refieren los 
apartados anteriores.

3. El contrato que celebre un trabajador autónomo económicamente 
dependiente con su cliente con el objeto de que el primero ejecute una 
actividad económica o profesional a favor del segundo a cambio de 
una contraprestación económica, ya sea su naturaleza civil, mercantil o 
administrativa se regirá por las disposiciones contenidas en este Capítulo, en 
lo que no se oponga a la normativa aplicable a la actividad.

El contrato tiene por objeto la realización de la actividad económica o 
profesional del trabajador autónomo económicamente dependiente pudiendo 
celebrarse para la ejecución de una obra o serie de ellas o para la prestación 
de uno o más servicios.

Artículo 2. Determinación, comunicación y acreditación de la 
condición de trabajador autónomo económicamente dependiente.

1. A efectos de la determinación del trabajador autónomo económicamente 
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dependiente a que se refiere el apartado 2 del artículo 1 de este real 
decreto, se entenderán como ingresos percibidos por el trabajador autónomo 
del cliente con quien tiene dicha relación, los rendimientos íntegros, de 
naturaleza dineraria o en especie, que procedan de la actividad económica o 
profesional realizada por aquél a título lucrativo como trabajador por cuenta 
propia. Los rendimientos íntegros percibidos en especie se valorarán por su 
valor normal de mercado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 43 
de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre del Impuesto sobre la Renta de las 
Persona Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Para el cálculo del porcentaje del 75 por ciento, los ingresos mencionados 
en el párrafo anterior se pondrán en relación exclusivamente con los 
ingresos totales percibidos por el trabajador autónomo por rendimientos 
de actividades económicas o profesionales como consecuencia del trabajo 
por cuenta propia realizado para todos los clientes, incluido el que se toma 
como referencia para determinar la condición de trabajador autónomo 
económicamente dependiente, así como los rendimientos que pudiera tener 
como trabajador por cuenta ajena en virtud de contrato de trabajo, bien sea 
con otros clientes o empresarios o con el propio cliente. En este cálculo se 
excluyen los ingresos procedentes de los rendimientos de capital o plusvalías 
que perciba el trabajador autónomo derivados de la gestión de su propio 
patrimonio personal, así como los ingresos procedentes de la transmisión de 
elementos afectos a actividades económicas.

2. Para poder celebrar el contrato que se regula en este capítulo, el trabajador 
que de conformidad con lo establecido en el artículo 1. 2, se considere 
trabajador autónomo económicamente dependiente, comunicará al cliente 
dicha condición, no pudiendo acogerse al régimen jurídico establecido en 
este real decreto en el caso de no producirse tal comunicación.

3. El cliente podrá requerir al trabajador autónomo económicamente 
dependiente la acreditación del cumplimiento de las condiciones establecidas 
en el artículo 1.2, en la fecha de la celebración del contrato o en cualquier otro 
momento de la relación contractual siempre que desde la última acreditación 
hayan transcurrido al menos seis meses, y todo ello sin perjuicio del ejercicio 
de las acciones judiciales oportunas en el supuesto de controversia derivada 
del contrato. A tales efectos se considera documentación acreditativa de 
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los ingresos a que se refiere el apartado 1 la que acuerden las partes o 
cualquiera admitida en derecho, y en todo caso la recogida en la declaración 
del artículo 5.2.

4. A efectos de determinar la referida acreditación se podrá tomar en 
consideración, entre otros medios de prueba, la última declaración del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y en su defecto, el certificado 
de rendimientos emitido por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

Artículo 3. Duración del contrato.

El contrato tendrá la duración que las partes acuerden, pudiendo fijarse 
una fecha de término del contrato o remitirse a la finalización del servicio 
determinado.

De no fijarse duración o servicio determinado se presumirá, salvo prueba en 
contrario, que el contrato surte efectos desde la fecha de su formalización y 
que se ha pactado por tiempo indefinido.

Artículo 4. Forma y contenido del contrato.

1. El contrato para la realización de la actividad económica o profesional del 
trabajador autónomo económicamente dependiente se formalizará siempre 
por escrito.

2. En el contrato deberán constar necesariamente los siguientes extremos:

a) La identificación de las partes que lo conciertan.

b) La precisión de los elementos que configuran la condición de 
económicamente dependiente del trabajador autónomo respecto del cliente 
con el que contrata, en los términos recogidos en el artículo siguiente.

c) El objeto y causa del contrato, precisando para ello, en todo caso, el 
contenido de la prestación del trabajador autónomo económicamente 
dependiente, que asumirá el riesgo y ventura de la actividad y la 
determinación de la contraprestación económica asumida por el cliente en 
función del resultado, incluida, en su caso, la periodicidad y el modo de 
ambas prestaciones.
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d) El régimen de la interrupción anual de la actividad, del descanso semanal 
y de los festivos, así como la duración máxima de la jornada de la actividad, 
incluyendo su distribución semanal si ésta se computa por mes o año. Si 
la trabajadora autónoma económicamente dependiente es víctima de la 
violencia de género, conforme a lo previsto en el artículo 14 del Estatuto del 
Trabajo Autónomo, y en el acuerdo de interés profesional aplicable, deberá 
contemplarse también la correspondiente distribución semanal y adaptación 
del horario de la actividad con el objeto de hacer efectiva su protección o su 
derecho a la asistencia social integral.

e) El acuerdo de interés profesional que, en su caso, sea de aplicación, 
siempre que el trabajador autónomo económicamente dependiente dé su 
conformidad de forma expresa.

3. Las partes podrán incluir en el contrato cualquier otra estipulación que 
consideren oportuna y sea conforme a derecho. En particular, en el contrato 
se podrá estipular:

a) La fecha de comienzo y duración de la vigencia del contrato y de las 
respectivas prestaciones.

b) La duración del preaviso con que el trabajador autónomo económicamente 
dependiente o el cliente han de comunicar a la otra parte su desistimiento o 
voluntad de extinguir el contrato respectivamente, en virtud de lo establecido 
en el artículo 15.1 d) y f) del Estatuto del Trabajo Autónomo, así como, en su 
caso, otras causas de extinción o interrupción de conformidad con el artículo 
15.1 b) y 16.2 del Estatuto del Trabajo Autónomo respectivamente.

c) La cuantía de la indemnización a que, en su caso, tenga derecho el 
trabajador autónomo económicamente dependiente o el cliente por extinción 
del contrato, conforme a lo previsto en el artículo 15 del Estatuto del Trabajo 
Autónomo, salvo que tal cuantía venga determinada en el acuerdo de interés 
profesional aplicable.

d) La manera en que las partes mejorarán la efectividad de la prevención 
de riesgos laborales, más allá del derecho del trabajador autónomo 
económicamente dependiente a su integridad física y a la protección adecuada 
de su seguridad y salud en el trabajo, así como su formación preventiva de 
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conformidad con en el artículo 8 del Estatuto del Trabajo Autónomo.

e) Las condiciones contractuales aplicables en caso de que el trabajador 
autónomo económicamente dependiente dejase de cumplir con el requisito 
de dependencia económica.

Artículo 5. Precisiones específicas del contrato.

1. En el contrato deberá hacerse constar expresamente la condición de 
económicamente dependiente del trabajador autónomo respecto del cliente 
con el que contrata.

A tal efecto, las partes del contrato asentirán sobre la concurrencia simultánea 
de las condiciones a que se refiere el artículo 11.2 del Estatuto del Trabajo 
Autónomo; en particular, declararán y expresarán que:

a) La actividad del trabajador autónomo económicamente dependiente no 
se ejecutará de manera indiferenciada con los trabajadores que presten 
servicios bajo cualquier modalidad de contratación laboral por cuenta del 
cliente.

b) La actividad se desarrollará por el trabajador autónomo con criterios 
organizativos propios, sin perjuicio de las indicaciones técnicas que pudiera 
recibir de su cliente para la realización de la actividad.

c) El riesgo y ventura de la actividad será asumido por el trabajador autónomo, 
que recibirá la contraprestación del cliente en función del resultado de su 
actividad.

2. A los mismos efectos que el apartado anterior, el contrato deberá incluir 
una declaración del trabajador autónomo sobre los siguientes extremos:

a) Que los ingresos derivados de las condiciones económicas pactadas en 
el contrato representan, al menos, el 75 por ciento de sus ingresos por 
rendimientos de trabajo y de actividades económicas o profesionales.

b) Que no tiene a su cargo trabajadores por cuenta ajena.

c) Que no va a contratar ni subcontratar con terceros parte o toda la actividad 
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contratada con el cliente ni las actividades que pudiera contratar con otros 
clientes.

d) Que dispone de infraestructura productiva y material propios, necesarios 
para el ejercicio de la actividad e independientes de los de su cliente, cuando 
en la actividad a realizar sean relevantes económicamente.

e) Que comunicará por escrito a su cliente las variaciones en la condición 
de dependiente económicamente que se produzcan durante la vigencia del 
contrato.

f) Que no es titular de establecimientos o locales comerciales e industriales y 
de oficinas y despachos abiertos al público.

g) Que no ejerce profesión conjuntamente con otros profesionales en régimen 
societario o bajo cualquier otra fórmula jurídica admitida en derecho.

Artículo 6. Registro.

1. El contrato deberá ser registrado por el trabajador autónomo 
económicamente dependiente en el plazo de los diez días hábiles siguientes 
a su firma, comunicando al cliente dicho registro en el plazo de cinco días 
hábiles siguientes al mismo. Transcurrido el plazo de quince días hábiles 
desde la firma del contrato sin que se haya producido la comunicación 
de registro del contrato por el trabajador autónomo económicamente 
dependiente, será el cliente quien deberá registrar el contrato en el Servicio 
Público de Empleo Estatal en el plazo de diez días hábiles siguientes. El 
registro, se efectuará en el Servicio Público de Empleo Estatal, organismo 
del que dependerá el registro con carácter informativo de contratos para la 
realización de la actividad económica o profesional del trabajador autónomo 
económicamente dependiente.

2. El registro del contrato del trabajador autónomo económicamente 
dependiente especificará los extremos obligatorios del contrato contenidos 
en el artículo 4.2 de este real decreto, de modo que además de los datos 
esenciales identificativos del trabajador autónomo y del cliente, fecha de inicio 
y terminación del contrato, en su caso, y actividad económica o profesional, 
figuren también, la constancia expresa de la condición de trabajador 
autónomo económicamente dependiente del cliente contratante, contenido 
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de la prestación del trabajador autónomo económicamente dependiente y la 
contraprestación económica del cliente, el régimen de la interrupción anual 
de la actividad y jornada, así como el acuerdo de interés profesional cuando 
sea aplicable.

3. Para el cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo, 
el trabajador autónomo económicamente dependiente, el cliente o los 
profesionales colegiados que actúen en representación de terceros 
efectuarán el registro mediante la presentación personal por medio de la 
copia de contrato o mediante el procedimiento telemático del Servicio Público 
de Empleo Estatal.

4. Asimismo serán objeto de comunicación al Servicio Público de Empleo 
Estatal las modificaciones del contrato que se produzcan y la terminación del 
contrato, en los mismos términos y plazos señalados en el apartado 1 del 
presente artículo, a contar desde que se produzca.

5. El Servicio Público de Empleo Estatal informará al Consejo del Trabajo 
Autónomo sobre los datos estadísticos del registro de los contratos de los 
trabajadores autónomos económicamente dependientes.

Artículo 7. Información sobre los contratos.

1. El cliente, en un plazo no superior a diez días hábiles a partir de la 
contratación de un trabajador autónomo económicamente dependiente, 
deberá informar a los representantes de sus trabajadores, si los hubiere, 
sobre dicha contratación.

2. A los efectos indicados en el apartado anterior, el empresario notificará a 
los representantes de los trabajadores los siguientes elementos del contrato:

a) Identidad del trabajador autónomo.

b) Objeto del contrato.

c) Lugar de ejecución.

d) Fecha de comienzo y duración del contrato.
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De esta información se excluirá en todo caso el número de documento 
nacional de identidad, el domicilio, el estado civil, y cualquier otro dato que 
pudiera afectar a la intimidad personal, de acuerdo con la Ley Orgánica 
1/1982, de 5 de mayo, que establece la protección civil de los derechos 
fundamentales al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia 
imagen, y con Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de 
datos de carácter personal.

3. Será de aplicación lo previsto en el artículo 65 del texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo, respecto de la observancia de las normas que 
sobre sigilo profesional están establecidas para los miembros del comités 
de empresa para la información relativa a los contratos de los trabajadores 
autónomos económicamente dependientes.

CAPÍTULO II

Contrato de trabajador autónomo económicamente dependiente en 
el sector de los agentes de seguros

Artículo 8. Ámbito de aplicación.

Los agentes de seguros exclusivos y agentes de seguros vinculados que 
cumplan con las condiciones establecidas en el artículo 11 del Estatuto 
del Trabajo Autónomo, estarán sujetos, como trabajadores autónomos 
económicamente dependientes, al capítulo III del Título II del citado Estatuto 
y quedan incluidos en el ámbito de aplicación de este real decreto.

En todo caso, en virtud de lo dispuesto en el artículo 11.2 a) del Estatuto 
del Trabajo Autónomo, quedarán excluidos de la condición de trabajadores 
autónomos económicamente dependientes los agentes de seguros exclusivos 
y agentes de seguros vinculados que hayan suscrito un contrato mercantil 
con auxiliares externos, de conformidad con el artículo 8 de la Ley 26/2006, 
de 17 de julio, de Mediación de Seguros y Reaseguros Privados.

Artículo 9. Ejercicio de la actividad del agente de seguros y uso 
de instrumentos y herramientas proporcionados por la entidad 
aseguradora.
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1. A los efectos del artículo 11.2. d) del Estatuto del Trabajo Autónomo, se 
considerarán indicaciones técnicas, entre otras, las relacionadas con su 
actividad, especialmente las que deriven de la normativa interna de suscripción 
y de cobertura de riesgos de la entidad aseguradora, de la normativa de 
seguros privados, de la normativa de protección de datos de carácter personal, 
de blanqueo de capitales u otras disposiciones de obligado cumplimiento.

2. A los efectos del artículo 11.2. c) del Estatuto del Trabajo Autónomo, no 
se considerará económicamente relevante la documentación, el material, 
ni el uso de instrumentos o herramientas, incluidas las telemáticas, que 
la entidad aseguradora proporcione a los agentes de seguros autónomos 
económicamente dependientes.

3. El cumplimiento de las indicaciones técnicas que los agentes de seguros 
autónomos económicamente dependientes puedan recibir de la entidad 
aseguradora para la que presten sus servicios, así como el uso de la 
documentación, material, herramientas e instrumentos proporcionados por la 
entidad aseguradora a aquéllos no supondrá que tales agentes de seguros 
ejecuten su actividad de manera indiferenciada con los trabajadores que 
presten servicios bajo cualquier modalidad de contratación laboral por cuenta 
del cliente.

Artículo 10. Contrato de agencia de seguros.

1. El contrato de agencia de seguros que se celebre entre el agente de seguros 
autónomo económicamente dependiente y la entidad aseguradora dentro del 
ámbito de aplicación del artículo 8 de este real decreto se regirá, en lo que no 
se oponga al artículo 10 de la Ley 26/2006, de 17 de julio, de Mediación de 
Seguros y Reaseguros Privados, por lo dispuesto en el capítulo I de este real 
decreto, sin perjuicio de las especificidades que se recogen en este capítulo.

2. La inscripción del contrato de agencia en el registro a que se refiere el 
artículo 6 de este real decreto se realizará sin perjuicio de la necesaria 
inscripción del agente de seguros en el Registro administrativo de mediadores 
de seguros, corredores de reaseguros y sus altos cargos, en cumplimiento del 
artículo 9.1 de la Ley de Mediación de Seguros y Reaseguros Privados.

Artículo 11. Procedimientos no jurisdiccionales de solución de 
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conflictos.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 17 del Estatuto del Trabajo Autónomo, 
en el contrato de agencia de seguros las partes podrán someter sus eventuales 
discrepancias relativas al régimen profesional de los trabajadores autónomos 
económicamente dependientes a mediación o arbitraje.

CAPÍTULO III

Del Registro Estatal de Asociaciones Profesionales de Trabajadores 
Autónomos

Artículo 12. Creación del Registro.

1. Se crea el Registro Estatal de Asociaciones Profesionales de Trabajadores 
Autónomos, en el que se deberán inscribir las asociaciones sin fin de lucro a 
que se refieren los apartados 2 y 3 de este artículo que desarrollen su actividad 
en el territorio del Estado, siempre que no la desarrollen principalmente en 
una Comunidad Autónoma, y que estén inscritas previamente en el Registro 
Nacional de Asociaciones.

A estos efectos, se entiende que las Asociaciones Profesionales de Trabajadores 
Autónomos desarrollan actividad principalmente en una Comunidad Autónoma 
cuando más del 50 por ciento de sus asociados estén domiciliados en la misma.

2. Tendrán la consideración de Asociaciones Profesionales de Trabajadores 
Autónomos aquellas asociaciones que agrupen a las personas físicas que 
estén comprendidas en el artículo 1 del Estatuto del Trabajo Autónomo, y que 
tengan por finalidad la defensa de los intereses profesionales de sus asociados 
y funciones complementarias.

En la denominación y en los estatutos deberán hacer referencia a su 
especialidad subjetiva y de objetivos.

3. También deberán inscribirse las Federaciones, Confederaciones o Uniones 
de Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos comprendidas en 
el mismo ámbito.

Artículo 13. Organización administrativa.
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El Registro Estatal de Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos 
dependerá orgánicamente del Ministerio de Trabajo e Inmigración y estará 
adscrito a la Dirección General de la Economía Social, del Trabajo Autónomo 
y de la Responsabilidad Social de las Empresas. Radicará en Madrid y tendrá 
carácter único para todo el territorio del Estado.

Artículo 14. Encargado del Registro.

El titular de la Subdirección General de la Economía Social, del Trabajo 
Autónomo y de la Responsabilidad Social de las Empresas, será el encargado 
del Registro Estatal de Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos 
y a él corresponderá toda decisión o acuerdo relativo a la competencia del 
mismo.

Contra sus resoluciones se podrá interponer recurso de alzada ante el Director 
General de la Economía Social, del Trabajo Autónomo y de la Responsabilidad 
Social de las Empresas, en la forma y plazos previstos en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 15. Funciones del Registro.

El Registro Estatal de Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos 
tendrá las siguientes funciones:

1. Inscribir a las Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos y 
las Federaciones, Confederaciones y Uniones de Asociaciones Profesionales 
de Trabajadores Autónomos de ámbito estatal, que reúnan los requisitos 
establecidos en el artículo 12 de este real decreto, así como sus modificaciones 
estatutarias, variaciones de los órganos de gobierno y su cancelación.

2. Expedir las oportunas certificaciones acreditativas de los datos obrantes en 
el Registro.

Artículo 16. Inscripción en el Registro.

1. La inscripción en el Registro se formalizará mediante solicitud dirigida a 
la Dirección General de la Economía Social, del Trabajo Autónomo y de la 
Responsabilidad Social de las Empresas, conforme al modelo de solicitud 
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correspondiente, a la que se acompañará la siguiente documentación:

a) Número de Identificación Fiscal de la Asociación. (N.I.F).

b) El acta fundacional de la Asociación que deberá contener la documentación 
referida en el artículo 6.1 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, 
reguladora del Derecho de Asociación o, en su caso, certificado de inscripción 
en el Registro Nacional de Asociaciones con copia certificada de los estatutos 
vigentes y la acreditación de la representación de la entidad.

Las Federaciones, Confederaciones y Uniones deberán acompañar al 
acta fundacional un certificado del acuerdo del órgano competente de las 
asociaciones fundadoras, del que se deduzca la voluntad de constituir la 
entidad correspondiente y la designación de la persona física que la represente.

c) Certificación de inscripción expedida por el Registro Nacional de Asociaciones.

d) Relación de asociados con especificación de los siguientes datos: número de 
asociado, nombre y apellidos, sexo, N.I.F y domicilio.

Las Federaciones, Confederaciones y Uniones, deberán aportar relación de las 
asociaciones que las integran en la que se especificarán los siguientes datos: 
número de asociado, denominación, domicilio y NIF de las asociaciones, así 
como nombre y apellidos, domicilio y NIF de los trabajadores autónomos de 
cada una de ellas. No obstante, las Federaciones, Confederaciones, y Uniones 
que hayan aportado estos datos a otros registros públicos podrán cumplir con 
este requisito mediante certificación expedida por el órgano correspondiente y 
que contendrá los datos a que este apartado se refiere.

Asimismo, cada asociación integrante de las Federaciones, Confederaciones, 
y Uniones estará habilitada para aportar directamente ante el Registro 
la relación de asociados y la especificación de los datos de esta letra d), 
incluyendo la referencia expresa de la Federación, Confederación o Unión 
a la que pertenecen, las cuales deberán aportar ante el Registro un listado 
completo de los datos identificativos de todas las asociaciones que la integran.

2. Presentada la solicitud, el Registro procederá a la calificación del acto objeto 
de inscripción registral, mediante el estudio de su adecuación jurídica y del 
cumplimiento de las formalidades exigidas en el presente real decreto y demás 
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normativa de carácter imperativo.

3. Cuando la solicitud o los documentos acompañados a la misma no reúnan 
los requisitos exigibles, se requerirá a los solicitantes para su subsanación en 
el plazo de diez días. De no hacerlo en tiempo y forma, el Registro le tendrá 
por desistido de su petición, previa resolución dictada al efecto, procediendo 
al archivo de lo actuado.

4. Cuando el acto susceptible de inscripción resulte ajustado a Derecho, el 
Registro así lo declarará mediante la correspondiente resolución, y dispondrá 
su inscripción en la hoja registral.

Artículo 17. Procedimiento.

Los actos sujetos a inscripción y los acuerdos dictados por el Registro Estatal 
de Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos estarán sujetos al 
procedimiento establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

Artículo 18. Comunicación de modificaciones.

1. Los órganos correspondientes de cada una de las asociaciones inscritas, 
vendrán obligados a comunicar a este Registro mediante certificación 
expedida por el Registro Nacional de Asociaciones cualquier cambio o 
alteración sustancial que se produzca desde su inscripción, y particularmente, 
los referidos a domicilio, órganos directivos y estatutos.

2. De forma cuatrienal, las Asociaciones, Federaciones, Confederaciones y 
Uniones Profesionales de Trabajadores Autónomos inscritas en el presente 
Registro estarán obligadas a remitir relación actualizada de sus asociados con 
especificación de los datos reseñados en la letra d) del artículo 16.1.

Artículo 19. Cancelación.

La cancelación en este Registro de la inscripción de las Asociaciones, 
Federaciones, Confederaciones y Uniones Profesionales de Trabajadores 
Autónomos, se producirá por la pérdida de alguno de los requisitos previstos 
para su calificación, de oficio o a instancia de la entidad interesada, por 
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la revocación del NIF de la asociación, así como por incumplimiento de la 
obligación de remisión de los datos a los que se refieren los artículos 16.1 y 
18.1.

Artículo 20. Sistema de registro.

1. Cada asociación dispondrá en el Registro de una hoja personal, a la que se 
atribuirá un número ordinal.

En la hoja personal se practicará la inscripción al primer asiento que se 
practique a la asociación, y las anotaciones al margen de la inscripción 
que resulten preceptivas, conforme a lo dispuesto en este real decreto. La 
inscripción y posteriores anotaciones se numerarán correlativamente según 
el orden cronológico de su producción. La cancelación determina la extinción 
de la inscripción.

Los documentos que accedan al Registro formarán el expediente de cada 
entidad, incorporándose al archivo del registro.

2. El sistema de registro dispondrá de los medios informáticos y telemáticos 
oportunos que sean necesarios para la simplificación del procedimiento.

Disposición adicional primera. Trabajadores autónomos 
económicamente dependientes prestadores del servicio de transporte.

De conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional undécima del 
Estatuto del Trabajo Autónomo, los trabajadores autónomos económicamente 
dependientes prestadores del servicio de transporte al amparo de 
autorizaciones administrativas de las que sean titulares, realizada mediante 
el correspondiente precio con vehículos comerciales de servicio público cuya 
propiedad o poder directo de disposición ostenten, aun cuando dichos servicios 
se realicen de forma continuada para un mismo cargador o comercializador, 
quedan excluidos de la aplicación del artículo 5.1 y de la letra d) del artículo 
5.2 de este real decreto.

Disposición adicional segunda. Agentes comerciales.

De acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional decimonovena del 
Estatuto del Trabajo Autónomo, los agentes comerciales quedan excluidos de 
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la aplicación de la letra c) del artículo 5.1 de este real decreto.

Disposición adicional tercera. Adaptación de estatutos de las 
Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos.

De conformidad con lo dispuesto en la disposición transitoria primera del 
Estatuto del Trabajo Autónomo, las asociaciones a las que se refiere el artículo 
12 de este real decreto, integradas por dichos profesionales e inscritas como 
tales en el Registro Nacional de Asociaciones dependiente del Ministerio del 
Interior o en la Oficina Pública de Depósito de Estatutos de Asociaciones 
Sindicales y Empresariales de ámbito nacional o supracomunitario de 
conformidad con el Real Decreto 873/1977, de 22 de abril, sobre depósito de 
los estatutos de las organizaciones constituidas al amparo de la Ley 19/1977, 
de 1 de abril, reguladora del derecho de asociación sindical del Ministerio de 
Trabajo e Inmigración, se entenderán convalidadas siempre que cumplan los 
requisitos de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho 
de Asociación y los del Estatuto del Trabajo Autónomo.

Las asociaciones inscritas a la entrada en vigor del Estatuto del Trabajo 
Autónomo, en el Registro Público que en cada caso resultase obligatorio en 
dicha fecha, en virtud de la convalidación a la que se refiere el apartado 
anterior, no tendrán que inscribirse en ninguna otra Oficina distinta al Registro 
Estatal de Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos creado por 
este Real Decreto, sin perjuicio, en su caso, de la obligación de adaptar sus 
Estatutos a las disposiciones de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo.

Disposición adicional cuarta. Asociaciones profesionales de 
trabajadores autónomos inscritas en la Oficina Pública de Depósito 
de Estatutos de Asociaciones Sindicales y Empresariales de ámbito 
nacional o supracomunitario.

Las asociaciones profesionales de trabajadores autónomos inscritas en 
la Oficina Pública de Depósito de Estatutos de Asociaciones Sindicales y 
Empresariales de ámbito nacional o supracomunitario de conformidad con el 
Real Decreto 873/1977, de 22 de abril, sobre depósito de los estatutos de 
las organizaciones constituidas al amparo de la Ley 19/1977, de 1 de abril, 
reguladora del derecho de asociación sindical, deberán cumplir con lo dispuesto 
en el capítulo III del presente real decreto, con las siguientes particularidades:
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a) La inscripción previa en el Registro Nacional de Asociaciones del artículo 
12.1 de este real decreto y la obligación de comunicación de modificaciones 
establecida en el artículo 19.1 del mismo se entenderán referidas a la Oficina 
Pública de Depósito de Estatutos de asociaciones sindicales y empresariales, 
ajustándose a los requisitos establecidos en la misma.

b) El requisito del artículo 16.1.b) de este real decreto relativo al acta 
fundacional y el requisito del artículo 16.1.c) del mismo, se entenderán 
cumplidos con la certificación de personalidad jurídica de las asociaciones 
de trabajadores autónomos emitida por la Oficina Pública de Depósito de 
Estatutos de Asociaciones Sindicales y Empresariales donde están depositados 
sus estatutos.

Disposición adicional quinta. Encomienda de gestión y colaboración 
administrativa.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, el Servicio Público de Empleo Estatal, 
podrá encomendar el registro de los contratos para la realización de la 
actividad económica o profesional del trabajador autónomo económicamente 
dependiente a los órganos correspondientes de las Comunidades Autónomas 
que así lo soliciten, sin que ello afecte al carácter estatal y único del registro de 
los contratos de los trabajadores autónomos económicamente dependientes.

El Servicio Público de Empleo Estatal cederá a la Tesorería General de la 
Seguridad Social la información relativa al registro de los contratos de los 
trabajadores autónomos económicamente dependientes, así como la 
terminación de tales contratos, a efectos de tramitar las correspondientes altas 
y bajas y variaciones de datos de los trabajadores autónomos económicamente 
dependientes.

A los efectos de lo dispuesto en la Disposición adicional tercera y cuarta del 
presente real decreto, se llevará a cabo la oportuna colaboración e intercambio 
de información entre el Registro Nacional de Asociaciones del Ministerio del 
Interior y la Oficina Pública de Depósito de Estatutos de Asociaciones Sindicales 
y Empresariales de ámbito nacional o supracomunitario y el Registro Estatal de 
Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos, dependientes estos 



256

dos últimos del Ministerio de Trabajo e Inmigración.

Disposición adicional sexta. Financiación.

Los créditos necesarios para el funcionamiento del Registro Estatal de 
Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos se consignarán en los 
presupuestos del Ministerio de Trabajo e Inmigración.

Disposición adicional séptima. Carácter del modelo de contrato de 
trabajador autónomo económicamente dependiente.

El modelo de contrato de trabajador autónomo económicamente dependiente 
del Anexo de este real decreto tiene carácter meramente indicativo, debiendo 
adecuarse para los supuestos contemplados en la disposición adicional 
undécima y en la disposición adicional decimonovena del Estatuto del Trabajo 
Autónomo, de conformidad con lo establecido en las disposiciones adicionales 
primera y segunda del presente real decreto.

Disposición adicional octava. Profesionales en régimen societario.

De conformidad con lo establecido en la exclusión del apartado 3 del artículo 
11 del Estatuto del Trabajo Autónomo, las especificaciones del contrato 
de trabajador autónomo económicamente dependiente contenidas en el 
capítulo primero de este real decreto no se entenderán aplicables a la 
relación contractual establecida entre profesionales que ejerzan su profesión 
conjuntamente con otros en régimen societario o bajo cualquier otra forma 
jurídica admitida en derecho.

La citada exclusión se entiende sin perjuicio del contrato de trabajador 
autónomo económicamente dependiente que pueda celebrar el profesional 
con un cliente distinto de la sociedad o persona jurídica en la que esté inserto. 
En este supuesto, para el cálculo del porcentaje del 75 por ciento que dispone 
el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 2 de este real decreto, se 
incluirán en el cómputo de los ingresos totales, los que el profesional perciba 
procedentes de la sociedad o persona jurídica de la que forme parte.

Disposición transitoria primera. Adaptación de los contratos vigentes 
de los trabajadores autónomos económicamente dependientes.
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Los contratos suscritos con anterioridad a la entrada en vigor del Estatuto 
del Trabajo Autónomo, entre el trabajador autónomo y el cliente, conforme 
a su disposición transitoria segunda, deberán adaptarse a las previsiones 
contenidas en la Ley y en el presente real decreto dentro del plazo de seis 
meses desde la entrada en vigor de dicho real decreto, salvo que en dicho 
período alguna de las partes opte por rescindir el contrato, sin perjuicio de la 
responsabilidad que pudiera derivarse en virtud de las condiciones pactadas 
anteriormente al amparo de las disposiciones del derecho civil, mercantil o 
administrativo aplicables.

El trabajador autónomo en el que concurra la circunstancia de ser 
económicamente dependiente, deberá comunicarlo al cliente respecto al que 
adquiera esta condición, en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor 
de este real decreto.

Los contratos suscritos con posterioridad a la entrada en vigor del Estatuto 
del Trabajo Autónomo, entre el trabajador autónomo económicamente 
dependiente y el cliente, producen efectos jurídicos plenos, debiendo adaptarse 
a lo establecido en el capítulo I de este real decreto.

Disposición transitoria segunda. Adaptación de los contratos vigentes 
de los trabajadores autónomos económicamente dependientes en el 
sector del transporte y en el sector de los agentes de seguros.

Los contratos suscritos con anterioridad a la entrada en vigor del Estatuto del 
Trabajo Autónomo, entre el trabajador autónomo y el cliente a los que se refiere 
la disposición adicional undécima de dicha Ley y los contratos celebrados por 
los agentes de seguros a los que les resulte de aplicación el capítulo tercero de 
la misma Ley, deberán adaptarse a las previsiones contenidas en la Ley y en 
el presente real decreto dentro del plazo de dieciocho meses desde la entrada 
en vigor de dicho real decreto, salvo que en dicho período alguna de las partes 
opte por rescindir el contrato, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiera 
derivarse en virtud de las condiciones pactadas anteriormente al amparo de 
las disposiciones del derecho civil, mercantil o administrativo aplicables.

El trabajador autónomo en el que concurra la circunstancia de ser 
económicamente dependiente en los supuestos a los que se refiere esta 
disposición transitoria, deberá comunicarlo al cliente respecto al que adquiera 
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esta condición.

Los contratos suscritos con posterioridad a la entrada en vigor del Estatuto 
del Trabajo Autónomo, entre el trabajador autónomo económicamente 
dependiente y el cliente, producen efectos jurídicos plenos, debiendo adaptarse 
a lo establecido en el capítulo I de este real decreto en el supuesto del sector 
del transporte y a lo dispuesto en el capítulo II en el caso de agentes de 
seguros.

Disposición transitoria tercera. Régimen transitorio del registro de 
contratos.

Los contratos registrados de conformidad con la Resolución de 21 de febrero 
de 2008, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se establece el 
procedimiento provisional para el registro de los contratos de los trabajadores 
autónomos económicamente dependientes deberán adaptarse a lo dispuesto 
en el artículo 6.2 de este real decreto en el plazo de tres meses desde la 
entrada en vigor del mismo.

Disposición transitoria cuarta. Transitoriedad de los actos de 
encuadramiento en el Régimen Especial de la Seguridad Social de 
los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos de los trabajadores 
autónomos económicamente dependientes.

Las actos de encuadramiento en el Régimen Especial de la Seguridad Social de 
los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos relativos a los trabajadores 
autónomos económicamente dependientes, tramitados hasta la fecha de 
entrada en vigor de este real decreto al amparo de la Resolución de 16 de 
enero de 2008 de la Tesorería General de la Seguridad Social por la que se 
impartieron directrices provisionales al respecto, gozarán de plena validez 
desde la fecha en que hayan producido sus efectos de conformidad con lo 
dispuesto en el Reglamento General sobre inscripción de empresas y afiliación, 
altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto 84/1996, de 26 de enero.

Disposición final primera. Título competencial y habilitación.

Este real decreto se dicta en virtud de las competencias que atribuye al Estado 
el artículo 149.1.6ª, 7ª, 8ª y 17ª de la Constitución Española y al amparo de 
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la habilitación que confiere al Gobierno la disposición final tercera del Estatuto 
del Trabajo Autónomo.

Disposición final segunda. Modificación del Reglamento General sobre 
inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de 
datos de trabajadores en la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto 84/1996, de 26 de enero.

«El párrafo d) del artículo 46.5 del Reglamento General sobre inscripción de 
empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en 
la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 84/1996, de 26 de enero, y 
modificado por el Real decreto 1382/2008, de 1 de agosto, queda redactado 
en los términos que se indican a continuación, pasando el actual párrafo d) a 
constituir el párrafo e):

d) Copia del contrato celebrado entre el trabajador autónomo económicamente 
dependiente y su cliente, una vez registrado en el Servicio Público de Empleo 
Estatal y copia de la comunicación al Servicio Público de Empleo Estatal de la 
terminación del contrato registrado.»

Disposición final tercera. Facultad de ejecución.

Se autoriza al Ministro de Trabajo e Inmigración para dictar cuantas normas 
sean necesarias para la ejecución de lo dispuesto en este real decreto.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 23 de febrero de 2009.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo e Inmigración,

CELESTINO CORBACHO CHAVES.
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El Real Decreto 197/2009, de 23 de febrero, por el que se desarrolla el 
Estatuto del Trabajo Autónomo en materia de contrato del trabajador 
autónomo económicamente dependiente y su registro y se crea el Registro 
Estatal de asociaciones profesionales de trabajadores autónomos, al regular 
el régimen jurídico del contrato del trabajador autónomo económicamente 
dependiente establece una serie de aspectos que afectan al Servicio Público 
de Empleo Estatal.

En concreto, el artículo 6 del citado Real Decreto 197/2009, de 23 de febrero, 
dispone que el registro de los contratos de los trabajadores autónomos 
económicamente dependientes, se efectuará en el Servicio Público de Empleo 
Estatal, de manera presencial o a través de medios telemáticos, siendo este 
organismo del que dependerá dicho registro con carácter informativo.

Asimismo, la disposición transitoria tercera del citado real decreto, concede 
un plazo de tres meses desde su entrada en vigor para que los contratos 
registrados hasta ese momento de conformidad con la Resolución de 21 
de febrero de 2008, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se 
establece el procedimiento provisional para el registro de dichos contratos, 
se adapten a lo dispuesto en el apartado 2 de su artículo 6.

Finalmente, incluye como anexo I un modelo de contrato, de carácter 
meramente indicativo, que puede ser utilizado para la redacción de los 
contratos que se suscriban entre los trabajadores autónomos económicamente 
dependientes y sus clientes.

En base a lo expuesto, la presente resolución tiene por objeto establecer 
las directrices relativas al registro de los contratos de los trabajadores 
autónomos económicamente dependientes de acuerdo con lo dispuesto en el 
mencionado Real Decreto 197/2009, de 23 de febrero.

En su virtud, esta Dirección General resuelve:

3.- RESOLUCIÓN de 18 de marzo de 2009, del Servicio 
Público de Empleo Estatal, por la que se establece el 
procedimiento para el registro de los contratos de los 

trabajadores autónomos económicamente dependientes
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Primero. Objeto y ámbito subjetivo de aplicación.–Los trabajadores 
autónomos económicamente dependientes, o sus clientes están obligados 
a registrar en el Servicio Público de Empleo Estatal los contratos celebrados 
entre ellos, sus modificaciones, así como su terminación, en los términos 
establecidos en el artículo 6 del Real Decreto 197/2009, de 23 de febrero, por 
el que se desarrolla el Estatuto del Trabajo Autónomo en materia de contrato 
del trabajador autónomo económicamente dependiente y su registro y se crea 
el Registro Estatal de asociaciones profesionales de trabajadores autónomos.

Segundo. Contenido del registro.

1. El registro de los contratos de los trabajadores autónomos económicamente 
dependientes a que se refiere el apartado anterior, de sus posibles 
modificaciones, así como de su terminación, contendrá los datos que se 
definen como obligatorios en el artículo 6.2 del Real Decreto 197/2009, de 
23 de febrero.

2. Tales datos se referirán a la identificación de las partes; fecha de inicio 
y terminación del contrato, en su caso; constancia de la condición de 
económicamente dependiente del trabajador autónomo respecto al cliente; 
objeto y causa del contrato; régimen de distribución de la jornada, descanso 
semanal e interrupción anual; el acuerdo de interés profesional, cuando 
sea aplicable; la actividad profesional; el contenido de la prestación del 
trabajador autónomo económicamente dependiente y la contraprestación 
económica del cliente.

Tercero. Procedimiento de registro.

1. Para el cumplimiento de lo dispuesto en el apartado primero de esta 
resolución, el trabajador autónomo económicamente dependiente, el cliente 
o los profesionales colegiados que actúen en representación de terceros, 
podrán efectuar el registro de manera presencial, mediante la presentación 
personal en el Servicio Público de Empleo Estatal de la copia del contrato, de 
sus posteriores modificaciones o de la finalización del mismo; o a través del 
procedimiento telemático establecido al efecto por el Organismo.

2. El registro presencial se realizará en las Oficinas del Servicio Público de 
Empleo Estatal habilitadas al efecto, cuya ubicación se podrá consultar a 
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través del teléfono 901 11 99 99.

3. El registro a través del procedimiento telemático se efectuará a través de 
la dirección electrónica del Servicio Público de Empleo Estatal http://www.
inem.es/registro/indexTAED.html

Cuarto. Régimen transitorio del registro de contratos.–Los trabajadores 
autónomos económicamente dependientes o sus clientes deben adaptar a lo 
establecido en el apartado segundo de esta Resolución el registro de aquellos 
contratos registrados de conformidad con la Resolución de 21 de febrero 
de 2008, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se establece 
el procedimiento para el registro de los contratos concertados con los 
trabajadores autónomos económicamente dependientes, que estén vigentes 
el 5 de marzo de 2009.

El plazo para efectuar esta adaptación es de 3 meses desde el 5 de marzo 
de 2009, fecha de entrada en vigor del Real Decreto 197/2009, de 23 de 
febrero.

Quinto. Derogación.–Esta Resolución deja sin efecto la Resolución de 21 
de febrero de 2008, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se 
establece el procedimiento para el registro de los contratos concertados por 
los trabajadores autónomos económicamente dependientes.

Sexto. Entrada en vigor.–Esta Resolución entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 18 de marzo de 2009.–El Director General del Servicio Público de 
Empleo Estatal, Francisco Javier Orduña Bolea.
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JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la 
siguiente ley.

Título preliminar. Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Artículo 3. Emprendedores.

Título I. Apoyo a la iniciativa emprendedora.

Capítulo I. Educación en emprendimiento.

Artículo 4. El emprendimiento en la enseñanza primaria y secundaria.

Artículo 5. El emprendimiento en las enseñanzas universitarias.

Artículo 6. Formación del profesorado en materia de emprendimiento.

Capítulo II. El Emprendedor de Responsabilidad Limitada.

4.- LEY 14/2013, de 27 de Septiembre, de apoyo a los 
emprendedores y su internacionalización

       Marginal: 683161 Norma:  Número: 14/2013 Fecha: 27/09/2013 
Tipo: Ley Vigencia:   Inicio:     Fin:   
Publicación:    
Fecha:   28/09/2013 
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Artículo 7. Limitación de responsabilidad del emprendedor de responsabilidad 
limitada.

Artículo 8. Eficacia de la limitación de responsabilidad.

Artículo 9. Publicidad mercantil del emprendedor de responsabilidad limitada.

Artículo 10. Publicidad de la limitación de responsabilidad en el Registro de 
la Propiedad.

Artículo 11. Cuentas anuales del emprendedor individual.

Capítulo III. La Sociedad Limitada de Formación Sucesiva.

Artículo 12. Sociedad Limitada de Formación Sucesiva.

Capítulo IV. Inicio de la actividad emprendedora.

Artículo 13. Puntos de Atención al Emprendedor.

Artículo 14. Inscripción de los emprendedores de responsabilidad limitada.

Artículo 15. Constitución de sociedades de responsabilidad limitada mediante 
escritura pública y estatutos tipo.

Artículo 16. Constitución de sociedades de responsabilidad limitada sin 
estatutos tipo.

Artículo 17. Realización de los trámites asociados al inicio y ejercicio de la 
actividad de empresarios individuales y sociedades.

Artículo 18. Legalización de libros.

Artículo 19. Organización de los Registros.

Artículo 20. Sectorización universal de la actividad de los emprendedores.

Capítulo V. Acuerdo extrajudicial de pagos.



266

Artículo 21. Modificación de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.

Artículo 22. Servicios de los Puntos de Atención al Emprendedor con ocasión 
del cese de la actividad.

Título II. Apoyos fiscales y en materia de la Seguridad Social a los 
emprendedores.

Artículo 23. Régimen especial del criterio de caja.

Artículo 24. Régimen especial de devengo del Impuesto General Indirecto 
Canario por criterio de caja.

Artículo 25. Incentivos fiscales por inversión de beneficios.

Artículo 26. Incentivos fiscales a las actividades de investigación y desarrollo 
e innovación tecnológica, a las rentas procedentes de determinados activos 
intangibles y a la creación de empleo para trabajadores con discapacidad.

Artículo 27. Incentivos fiscales para inversiones en empresas de nueva o 
reciente creación y por inversión de beneficios.

Artículo 28. Cotización aplicable a los trabajadores incluidos en el Régimen 
Especial de Trabajadores por cuenta propia o Autónomos en los casos de 
pluriactividad con jornada laboral a tiempo completo o a tiempo parcial 
superior al 50 por ciento.

Artículo 29. Reducciones a la Seguridad Social aplicables a los trabajadores 
por cuenta propia.

Artículo 30. Reducciones y bonificaciones de cuotas a la Seguridad Social 
para las personas con discapacidad que se establezcan como trabajadores 
por cuenta propia.

Título III. Apoyo a la financiación de los emprendedores.

Artículo 31. Acuerdos de refinanciación.

Artículo 32. Modificación de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de 
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Valores.

Artículo 33. Modificación de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas 
de Reforma del Sistema Financiero.

Artículo 34. Cédulas y bonos de internacionalización.

Artículo 35. Capital Social mínimo de las Sociedades de Garantía Recíproca.

Título IV Apoyo al crecimiento y desarrollo de proyectos empresariales.

Capítulo I. Simplificación de las cargas administrativas.

Artículo 36. Revisión del clima de negocios a través de mejoras regulatorias. 
Indicadores e intercambio de mejores prácticas.

Artículo 37. Simplificación de cargas administrativas.

Artículo 38. Reducción de las cargas estadísticas.

Artículo 39. Prevención de riesgos laborales en las PYMES.

Artículo 40. Libro de Visitas electrónico de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social.

Artículo 41. Apoderamientos electrónicos.

Capítulo II. Medidas para impulsar la contratación pública con emprendedores.

Artículo 42. Uniones de empresarios.

Artículo 43. Elevación de umbrales para la exigencia de clasificación.

Artículo 44. Garantías para la contratación pública.

Artículo 45. Prohibición de discriminación a favor de contratistas previos en 
los procedimientos de contratación pública.

Artículo 46. Reducción del plazo para la devolución o cancelación de las 
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garantías para las PYMES.

Artículo 47. Reducción del plazo de demora en el pago para que el contratista 
pueda optar a la resolución contractual.

Capítulo III. Simplificación de los requisitos de información económico 
financiera.

Artículo 48. Contabilidad de determinadas empresas.

Artículo 49. Formulación de cuentas anuales abreviadas.

Título V. Internacionalización de la economía española.

Sección 1.Âª Fomento de la Internacionalización.

Capítulo I. Estrategia de fomento de la internacionalización.

Artículo 50. Fomento de la internacionalización de la economía española.

Artículo 51. El Plan Estratégico de Internacionalización de la Economía 
Española.

Capítulo II. Instrumentos y Organismos comerciales y de apoyo a la empresa.

Artículo 52. Instrumentos y Organismos comerciales y de apoyo a la empresa.

Artículo 53. Red Exterior y Territorial del Ministerio de Economía y 
Competitividad.

Artículo 54. ICEX España Exportación e Inversiones (ICEX).

Capítulo III. Instrumentos y Organismos de apoyo financiero.

Artículo 55. Sistema español de apoyo financiero oficial a la internacionalización 
de la empresa.

Artículo 56. Modificación de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social, para adaptar el Fondo para 
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Inversiones en el Exterior (FIEX).

Artículo 57. Modificación de la Ley 11/2010, de 28 de junio, de reforma del 
sistema de apoyo financiero a la internacionalización de la empresa española, 
para adaptar el Fondo para la Internacionalización de la Empresa (FIEM).

Artículo 58. Convenio de Ajuste recíproco de Intereses (CARI).

Capítulo IV. Otros instrumentos y Organismos de apoyo a la 
internacionalización.

Artículo 59. Participación española en las Instituciones Financieras 
Internacionales.

Artículo 60. Gestión de los Instrumentos de Ayuda Externa de la Unión 
Europea.

Sección 2.Âª Movilidad internacional.

Capítulo I. Facilitación de entrada y permanencia.

Artículo 61. Entrada y permanencia en España por razones de interés 
económico.

Artículo 62. Requisitos generales para la estancia o residencia.

Capítulo II. Inversores.

Artículo 63. Visado de residencia para inversores.

Artículo 64. Forma de acreditación de la inversión.

Artículo 65. Efectos del visado de residencia para inversores.

Artículo 66. Autorización de residencia para inversores.

Artículo 67. Duración de la autorización de residencia para inversores.

Capítulo III. Emprendedores y actividad empresarial.
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Artículo 68. Entrada y estancia para inicio de actividad empresarial.

Artículo 69. Residencia para emprendedores.

Artículo 70. Definición de actividad emprendedora y empresarial.

Capítulo IV. Profesionales altamente cualificados.

Artículo 71. Profesionales altamente cualificados.

Artículo 72. Formación, investigación, desarrollo e innovación.

Capítulo V. Traslado intraempresarial.

Artículo 73. Autorización de residencia por traslado intraempresarial.

Artículo 74. Traslados intraempresariales de grupos de profesionales.

Capítulo VI. Normas generales del procedimiento de concesión de 
autorizaciones.

Artículo 75. Visados de estancia y residencia.

Artículo 76. Procedimiento de autorización.

Disposición adicional primera. Deudas de derecho público del emprendedor 
de responsabilidad limitada.

Disposición adicional segunda. Integración de ventanillas únicas en los 
Puntos de Atención al Emprendedor.

Disposición adicional tercera. Colaboración con otros sistemas electrónicos 
para la constitución de sociedades.

Disposición adicional cuarta. Permiso único.

Disposición adicional quinta. Sectores estratégicos.

Disposición adicional sexta. Residencia en España con periodos de ausencia 
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del territorio español.

Disposición adicional séptima. Mantenimiento de los requisitos.

Disposición adicional octava. Coste Económico.

Disposición adicional novena. Miniempresa o empresa de estudiantes.

Disposición adicional décima. Aranceles registrales y notariales.

Disposición adicional undécima. Aportaciones con cargo al FONPRODE y otras 
en ejecución de programas de cooperación internacional al desarrollo.

Disposición adicional duodécima. Adaptación en los Estatutos Sociales de 
COFIDES.

Disposición adicional decimotercera. Llevanza electrónica de los Registros de 
la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles.

Disposición adicional decimocuarta. Requisitos de capital aplicables a 
pequeñas y medianas empresas.

Disposición adicional decimoquinta. Régimen de transición para la 
desaparición de índices o tipos de interés de referencia.

Disposición adicional decimosexta. Actividad desarrollada en clubs y 
entidades deportivas sin ánimo de lucro.

Disposición transitoria única. Régimen transitorio en materia concursal.

Disposición derogatoria. Derogación normativa.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 13/1998, de 4 de mayo, de 
Ordenación del Mercado de Tabacos y Normativa Tributaria.

Disposición final segunda. Modificación del Reglamento de Ordenación y 
Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por Real Decreto 2486/1998, 
de 20 de noviembre.
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Disposición final tercera. Modificación de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria.

Disposición final cuarta. Modificación del Reglamento de planes y fondos de 
pensiones, aprobado por Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero.

Disposición final quinta. Modificación de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del 
Estatuto del Trabajo Autónomo.

Disposición final sexta. Modificación del texto refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 
de julio.

Disposición final séptima. Modificación de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, 
de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados 
servicios.

Disposición final octava. Modificación de la Ley 11/2013, de 26 de julio, de 
medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la 
creación de empleo.

Disposición final novena. Título competencial.

Disposición final décima. Habilitación normativa.

Disposición final undécima. Seguimiento y evaluación.

Disposición final duodécima. Modificación de disposiciones reglamentarias.

Disposición final decimotercera. Entrada en vigor.

PREÁMBULO

I

España viene atravesando una grave y larga crisis económica con agudas 
consecuencias sociales. Entre 2008 y 2012 se han destruido casi 1,9 millones 
de empresas en España, más del 99,5 por ciento de ellas con menos de 20 
asalariados, frente a la creación de 1,7 millones de empresas, a pesar de la 
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grave situación del desempleo en España.

Teniendo únicamente en cuenta a los jóvenes empresarios, la situación de 
España se vuelve especialmente dramática durante la crisis, habiendo el 
número de empresarios de 15 a 39 años registrado una caída de más del 30 
por ciento desde 2007 a 2012.

Esta situación justifica por sí misma la necesidad de emprender reformas 
favorables al crecimiento y la reactivación económica. Las reformas no sólo 
deben aspirar a impulsar la actividad de manera coyuntural, sino que deben 
también abordar los problemas estructurales del entorno empresarial en 
España, buscando fortalecer el tejido empresarial de forma duradera.

Por ello, se hace imprescindible proceder a un análisis sobre las características 
de nuestro tejido empresarial que resulte en la identificación de sus 
principales problemas.

En primer lugar, uno de los graves problemas de la economía y sociedad 
española es la alta tasa de desempleo juvenil, que para el caso de los 
menores de 25 años duplica la media de la UE-27.

Las causas de ello hay que buscarlas, además de en algunas deficiencias que 
han venido caracterizando a nuestro modelo de relaciones laborales, en la 
ausencia de una mayor iniciativa emprendedora entre los más jóvenes que 
haya llevado, ante la falta de oportunidades de trabajo por cuenta ajena, 
a unos mayores niveles de autoempleo capaces, a su vez, de generar más 
empleo.

Para invertir esta situación, es necesario un cambio de mentalidad en el que 
la sociedad valore más la actividad emprendedora y la asunción de riesgos. 
La piedra angular para que este cambio tenga lugar es, sin duda, el sistema 
educativo.

En segundo lugar, el entorno normativo e institucional en el que se 
desenvuelven las actividades empresariales resulta de esencial importancia 
para impulsar ganancias de productividad y ahorrar recursos que actualmente 
se dedican al cumplimiento del marco jurídico.

Durante los últimos años se han abordado reformas que reflejan una mejora 
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del posicionamiento de España dentro de los indicadores internacionales 
más relevantes sobre la facilidad de hacer negocios. No obstante, la posición 
relativa de España en este ámbito continúa siendo insuficiente en muchos 
aspectos.

En efecto, el acceso a las actividades económicas y su ejercicio están 
sometidos al cumplimiento de un complejo marco jurídico formado por 
normativa mercantil, sectorial y local, dispersa en normativa europea, leyes 
y reglamentos nacionales, autonómicos y locales.

El cumplimiento del marco jurídico vigente exige frecuentemente, no sólo la 
contratación de servicios de asesoramiento, sino también la dedicación de 
recursos humanos a este fin, lo que resulta especialmente gravoso para las 
empresas de menor dimensión. Además, los regímenes de autorización y los 
requisitos de obligado cumplimiento para los operadores suponen en muchas 
ocasiones verdaderas barreras de entrada en determinados mercados.

Por otro lado, es necesario mejorar la eficacia de las políticas de apoyo 
institucional al emprendimiento, que abarcan todas aquellas iniciativas 
públicas que ofrecen servicios de asistencia, información, asesoramiento 
y fomento de la cultura emprendedora o impulsan la prestación de estos 
servicios con carácter privado a través de esquemas de colaboración o de la 
concesión de ayudas o financiación.

En tercer lugar, las dificultades para acceder a financiación son uno de los 
mayores problemas a los que se enfrentan estructuralmente las empresas, 
por ello resulta esencial impulsar canales de financiación, tanto bancarios 
como no bancarios, que contribuyan a suavizar los efectos sobre las empresas 
de la restricción en el crédito.

En cuarto lugar, existe margen para mejorar el entorno de la investigación, 
el desarrollo y la innovación, así como en la utilización de las tecnologías 
de la información y comunicaciones, esenciales para el crecimiento y la 
competitividad de un país. El esfuerzo en investigación y desarrollo del sector 
privado en España es inferior al de los países de nuestro entorno, y en un 
contexto de restricción presupuestaria como el actual, resulta esencial la 
creación de un marco adecuado que favorezca la inversión privada en este 
ámbito.
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En quinto lugar, los mercados internacionales son una fuente esencial de 
crecimiento en un contexto de globalización caracterizado por una integración 
de los mercados cada vez mayor.

La crisis económica ha puesto de manifiesto el mejor comportamiento de 
las empresas internacionalizadas y la importancia de la internacionalización 
como factor de crecimiento y diversificación del riesgo. Las empresas 
internacionalizadas experimentan ganancias de productividad, mejoras 
en la gestión, mejor capacidad de acceso a la financiación y son, en 
definitiva, las que tienen mayor capacidad para crecer y crear empleo. La 
internacionalización se revela más que nunca como un motor clave del 
crecimiento económico a largo plazo de la economía española por su relación 
con la competitividad y los incrementos de productividad.

Además, los flujos internacionales están cambiando a velocidad mucho 
mayor de lo que nuestra Administración ha estado dispuesta a adaptarse en 
los últimos años. Las empresas tienen que desarrollar políticas y prácticas 
específicas para apoyar su expansión en otros países y la Administración 
española debe ajustar sus procesos para apoyar estos movimientos a escala 
global. En este sentido, el número de profesionales y directivos que tiene 
España con las capacidades necesarias para gestionar la internacionalización 
empresarial es, en algunos supuestos, insuficiente y resulta necesario que 
profesionales extranjeros en ámbitos muy específicos vengan a formar a 
españoles o a formarse ellos en España.

Tradicionalmente, la política de inmigración se ha enfocado únicamente hacia 
la situación del mercado laboral. Ahora corresponde ampliar la perspectiva 
y tener en cuenta no sólo la situación concreta del mercado laboral interno, 
sino también la contribución al crecimiento económico del país. La política de 
inmigración es cada vez en mayor medida un elemento de competitividad. La 
admisión, en los países de nuestro entorno, de profesionales cualificados es 
una realidad internacional que, a nivel global, se estima que representa un 
30 por ciento de la emigración económica internacional.

Frente a esta realidad, la mayor parte de los países de la OCDE están 
implantando nuevos marcos normativos que son, sin duda, un elemento 
de competitividad. La OCDE ha identificado como un factor básico para 
favorecer el emprendimiento el entorno institucional y regulatorio del Estado 
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de acogida. Por ello, los países más avanzados disponen ya de sistemas 
especialmente diseñados para atraer inversión y talento, caracterizados por 
procedimientos ágiles y cauces especializados.

II

El Título preliminar -Â«Disposiciones generalesÂ»- establece el objeto, ámbito 
de aplicación y la definición de emprendedor. El concepto de emprendedor 
se define de forma amplia, como aquellas personas, independientemente 
de su condición de persona física o jurídica, que van a desarrollar o están 
desarrollando una actividad económica productiva. Así, se pretende que las 
medidas de la Ley puedan beneficiar a todas las empresas, con independencia 
de su tamaño y de la etapa del ciclo empresarial en la que se encuentren. Ello 
sin perjuicio de que determinadas disposiciones de la Ley acoten el ámbito de 
algunas medidas a ciertos emprendedores, fundamentalmente en función de 
su tamaño o del estadio en el que se encuentren.

El Título I -Â«Apoyo a la iniciativa emprendedoraÂ»- contiene una serie de 
medidas en diversos ámbitos para incentivar la cultura emprendedora y 
facilitar el inicio de actividades empresariales.

En el Capítulo I -Â«Educación en emprendimientoÂ»- se incorporan 
medidas para que los jóvenes adquieran, a través del sistema educativo, las 
competencias y habilidades requeridas para emprender.

La idea del emprendedor y de la cultura empresarial como elementos 
indispensables para el desarrollo económico y social de España se ha 
venido introduciendo de forma expresa en algunas etapas educativas, pero 
se considera necesario subrayar y ampliar este elemento, incorporándolo 
como objetivo específico en todas las etapas de la educación básica, así 
como en la Formación Profesional y en el bachillerato. Consecuentemente, se 
encomienda a las administraciones educativas la revisión y adecuación de los 
currículos de las enseñanzas regladas a estos nuevos objetivos.

Para fomentar la cultura del emprendimiento resulta necesario prestar 
especial atención a las enseñanzas universitarias, de modo que las 
universidades lleven a cabo tareas de información y asesoramiento para que 
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los estudiantes se inicien en el emprendimiento.

A efectos de promover a través del sistema educativo la cultura del 
emprendimiento es esencial que el profesorado reúna las competencias y 
habilidades necesarias para cumplir de forma eficaz tal objetivo. A tal efecto, 
se contemplan medidas que inciden tanto sobre la formación inicial, como 
sobre la formación permanente del profesorado, siempre en colaboración con 
las Comunidades Autónomas.

Además, las medidas que esta Ley introduce en el ámbito educativo deben 
completarse con las de la Ley Orgánica para la Mejora de la Calidad Educativa, 
que prevé la estimulación del espíritu emprendedor a través de la posibilidad 
de elección de las trayectorias educativas más adecuadas y de la creación 
de las condiciones para que todos los alumnos puedan adquirir y expresar 
sus talentos.

En el Capítulo II -Â«El Emprendedor de Responsabilidad LimitadaÂ»- se crea 
una nueva figura, el Emprendedor de Responsabilidad Limitada, gracias a la 
cual las personas físicas podrán evitar que la responsabilidad derivada de 
sus deudas empresariales afecte a su vivienda habitual bajo determinadas 
condiciones.

El empresario es libre de constituirse en emprendedor de responsabilidad 
limitada, pero si lo hace deberá cumplir las obligaciones establecidas en el 
nuevo marco jurídico.

La creación de esta figura va acompañada de las oportunas garantías para los 
acreedores y para la seguridad jurídica en el tráfico mercantil. En este sentido, 
la operatividad de la limitación de responsabilidad queda condicionada a la 
inscripción y publicidad a través del Registro Mercantil y el Registro de la 
Propiedad.

Conforme a la disposición adicional primera de esta Ley, se exceptúan 
de la limitación de responsabilidad las deudas de derecho público. Los 
procedimientos de ejecución de estas deudas serán los establecidos en su 
normativa especial, con las especialidades previstas en la citada disposición 
adicional primera.

El Capítulo III -Â«Sociedad Limitada de Formación SucesivaÂ»- prevé la 
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creación de una nueva figura de sociedad, la Sociedad Limitada de Formación 
Sucesiva (SLFS), sin capital mínimo, cuyo régimen será idéntico al de las 
Sociedades de Responsabilidad Limitada, excepto ciertas obligaciones 
específicas tendentes a garantizar una adecuada protección de terceros. 
Esta figura se inspira en las reformas adoptadas por otros países de nuestro 
entorno (Alemania, Bélgica) y su objetivo es abaratar el coste inicial de 
constituir una sociedad. Para garantizar una adecuada protección de 
terceros, se prevé un régimen especial para este subtipo societario, hasta 
que la sociedad no alcance voluntariamente el capital social mínimo para la 
constitución de una Sociedad de Responsabilidad Limitada.

Estas sociedades estarán sometidas a límites y obligaciones para reforzar sus 
recursos propios y para impulsar que estas empresas crezcan a través de la 
autofinanciación (inversión de los resultados de la actividad empresarial). En 
particular, se endurece el deber de dotación de reserva legal (siempre deberá 
dotarse por un veinte por ciento del beneficio) y se prohíbe la distribución de 
dividendos hasta que el patrimonio neto alcance el capital mínimo requerido 
para las sociedades de responsabilidad limitada. Asimismo, se limita la 
retribución anual de los socios y administradores, que no podrá exceder 
del veinte por ciento del beneficio del patrimonio neto. Además, en caso 
de liquidación, los socios y administradores de las Sociedades Limitadas de 
Formación Sucesiva responderán solidariamente del desembolso del capital 
mínimo requerido para las sociedades de responsabilidad limitada, si el 
patrimonio fuera insuficiente para atender el pago de las obligaciones.

El Capítulo IV -Â«Inicio de la actividad emprendedoraÂ»- introduce medidas 
para agilizar el inicio de la actividad de los emprendedores.

Por un lado, se crean los Puntos de Atención al Emprendedor, que serán 
ventanillas únicas electrónicas o presenciales a través de las que se podrán 
realizar todos y cada uno de los trámites para el inicio, ejercicio y cese de 
la actividad empresarial. Se garantiza la existencia de al menos un Punto de 
Atención al Emprendedor electrónico en el Ministerio de Industria, Energía y 
Turismo que prestará la totalidad de los servicios previstos en esta Ley. Este 
punto nace de la integración de las múltiples ventanillas que hoy existen 
de asistencia en el inicio de la actividad a nivel estatal. Por otro lado, los 
emprendedores podrán constituirse de forma ágil, tanto como empresarios 
de responsabilidad limitada como en forma societaria, a través de sistemas 
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telemáticos.

El Capítulo V -Â«Acuerdo extrajudicial de pagosÂ»- prevé un mecanismo 
de negociación extrajudicial de deudas de empresarios, ya sean personas 
físicas o jurídicas, similar a los existentes en los países próximos. En la 
situación económica actual, son necesarios tanto cambios en la cultura 
empresarial como normativos, al objeto de garantizar que el fracaso no 
cause un empobrecimiento y una frustración tales que inhiban al empresario 
de comenzar un nuevo proyecto y pase a ser un medio para aprender y 
progresar.

El procedimiento, como aconsejan todos los estudios de Derecho comparado, 
es muy flexible y se sustancia, extrajudicialmente, en brevísimos plazos 
ante funcionarios idóneos por su experiencia y cualificación como son el 
registrador mercantil o el notario, si bien, como ocurre con los acuerdos de 
refinanciación, se limitarán a designar un profesional idóneo e independiente 
que impulse la avenencia y a asegurar que se cumplan los requisitos de 
publicación y publicidad registral necesarios para llevar a buen término los 
fines perseguidos con el arreglo.

Es responsabilidad del negociador impulsar los trámites de un procedimiento 
harto sencillo en que, al menos, se discipline mínimamente la convocatoria de 
todos los acreedores del deudor común, a quienes se incentiva la asistencia 
a la reunión. En la reunión, a la vista de una propuesta avanzada por el 
negociador, se discute el plan de pagos o el eventual acuerdo de cesión 
de bienes en pago de deudas. Por otra parte, la Ley es generosa en el 
reconocimiento de las posibilidades de negociación de deudas, de modo que 
pueden pactarse quitas de hasta el veinticinco por ciento de los créditos y 
esperas de hasta tres años.

El procedimiento fracasa cuando no se alcanza un acuerdo o cuando el 
negociador constata el incumplimiento. En estos casos, el procedimiento 
sirve de tránsito al concurso con las especialidades adecuadas.

La reforma incluye una regulación suficiente de la exoneración de deudas 
residuales en los casos de liquidación del patrimonio del deudor que, 
declarado en concurso, directo o consecutivo, no hubiere sido declarado 
culpable de la insolvencia, y siempre que quede un umbral mínimo del pasivo 
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satisfecho.

El Título II -Â«Apoyos fiscales y en materia de Seguridad Social a los 
emprendedoresÂ»- contiene diversas medidas fiscales y en materia de 
Seguridad Social de apoyo al emprendedor.

Para paliar los problemas de liquidez y de acceso al crédito de las empresas, 
se crea, en el ámbito del Impuesto sobre el Valor Añadido, un régimen 
especial del criterio de caja.

La posibilidad de adoptar este régimen especial se encuentra contenida 
en el artículo 167 bis de la Directiva 2006/112/CE, del Consejo, de 28 de 
noviembre de 2006, relativa al sistema común del impuesto sobre el valor 
añadido, precepto que resulta de aplicación desde el pasado 1 de enero de 
2013.

La nueva regulación comunitaria permite a los Estados Miembros establecer 
un régimen optativo, que se conoce como criterio de caja doble, para los 
sujetos pasivos cuyo volumen de operaciones no supere los 2.000.000 de 
euros, régimen conforme al cual los sujetos pasivos del Impuesto pueden 
optar por un sistema que retrasa el devengo y la consiguiente declaración 
e ingreso del IVA repercutido en la mayoría de sus operaciones comerciales 
hasta el momento del cobro, total o parcial, a sus clientes, con la fecha límite 
del 31 de diciembre del año inmediato posterior a aquel en que las mismas 
se hayan efectuado.

No obstante, para evitar situaciones que pudieran incentivar el retraso 
en el cumplimiento de sus propias obligaciones comerciales, la normativa 
comunitaria establece que los sujetos pasivos verán retardada igualmente 
la deducción del IVA soportado en sus adquisiciones hasta el momento en 
que efectúen el pago de estas a sus proveedores, y con igual límite del 31 
de diciembre del año inmediato posterior a aquel en que se hayan efectuado 
las operaciones.

El nuevo régimen especial optativo para el sujeto pasivo determinará su 
aplicación para todas sus operaciones, con algunas excepciones como las 
operaciones intracomunitarias y las sometidas a otros regímenes especiales 
del Impuesto.
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Por último, se prevé, asimismo, el devengo de las cuotas repercutidas y la 
deducción de las cuotas soportadas respecto de las operaciones a las que 
haya sido de aplicación el régimen especial, que estuvieran aún pendientes 
de devengo o deducción en los supuestos de concurso de acreedores y de 
modificación de base imponible por créditos incobrables.

En relación con el Impuesto sobre Sociedades, se establece, en primer lugar, 
con el objeto de fomentar la capitalización empresarial y la inversión en 
activos nuevos del inmovilizado material o inversiones inmobiliarias, afectos 
a actividades económicas, una nueva deducción por inversión de beneficios 
para aquellas entidades que tengan la condición de empresas de reducida 
dimensión, vinculada a la creación de una reserva mercantil de carácter 
indisponible. Esta medida supone una tributación reducida para aquella parte 
de los beneficios empresariales que se destine a la inversión, respecto de los 
que sean objeto de distribución, por cuanto los primeros quedarán sometidos, 
con carácter general, a un tipo de gravamen del quince por ciento.

Adicionalmente, teniendo en cuenta la necesidad de mejorar la aplicación 
práctica de los incentivos fiscales vinculados a las actividades de investigación 
y desarrollo, se establece la opción de proceder a su aplicación sin quedar 
sometida esta deducción a ningún límite en la cuota íntegra del Impuesto 
sobre Sociedades, y, en su caso, proceder a su abono, con un límite máximo 
conjunto de 3 millones de euros anuales, si bien con una tasa de descuento 
respecto al importe inicialmente previsto de la deducción. Esta posibilidad 
requiere un mantenimiento continuado en la realización de estas actividades 
de investigación y desarrollo y del nivel de plantilla empresarial, con el objeto 
de resultar disponible para aquellas entidades que son auténticas precursoras 
de este tipo de actividades en nuestro país.

Asimismo, se modifica el régimen fiscal aplicable a las rentas procedentes de 
determinados activos intangibles, en coherencia con el existente en países de 
nuestro entorno. En este sentido, se pretende que el incentivo recaiga sobre 
la renta neta derivada del activo cedido y no sobre los ingresos procedentes 
del mismo, evitando posibles supuestos de desimposición no deseados por 
la norma. Se amplía, por otra parte, la aplicación del régimen fiscal, para los 
activos que se generen en la entidad cedente de forma sustancial y para los 
supuestos de transmisión de los activos intangibles. Por último, en aras a 
proporcionar seguridad jurídica en la aplicación de este incentivo, se podrán 
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solicitar a la Administración tributaria acuerdos previos que versen sobre la 
calificación de los activos como válidos a efectos de este régimen fiscal así 
como la valoración de los ingresos y gastos relacionados con la cesión de los 
mismos, o bien exclusivamente sobre la valoración de los referidos ingresos 
y gastos.

Con el objeto de favorecer la captación por empresas, de nueva o reciente 
creación, de fondos propios procedentes de contribuyentes que, además del 
capital financiero, aporten sus conocimientos empresariales o profesionales 
adecuados para el desarrollo de la sociedad en la que invierten, inversor de 
proximidad o Â«business angelÂ», o de aquellos que solo estén interesados 
en aportar capital, capital semilla, se establece un nuevo incentivo fiscal en 
el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Se tendrá derecho a una deducción en la cuota estatal del IRPF con ocasión 
de la inversión realizada en la empresa de nueva o reciente creación. En la 
posterior desinversión, que tendrá que producirse en un plazo entre tres y 
doce años, se declara exenta la ganancia patrimonial que, en su caso, se 
obtenga, siempre y cuando se reinvierta en otra entidad de nueva o reciente 
creación.

Como consecuencia de lo anterior, se suprime el régimen fiscal establecido para 
inversiones en empresas de nueva o reciente creación por el Real Decreto-ley 
8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de 
control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y autónomos 
contraídas por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial 
e impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa, si bien, en 
aras del principio de seguridad jurídica, se incorpora un régimen transitorio 
para las inversiones efectuadas con anterioridad.

Adicionalmente, se introducen las modificaciones necesarias para la aplicación 
de la nueva deducción por inversión de beneficios a los contribuyentes del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Por último, para no penalizar excesivamente a aquellos trabajadores que 
coticen en el Régimen General y que vienen obligados a cotizar en otro 
Régimen a tiempo completo cuando realizan una actividad económica 
alternativa, se reducen las cuotas de la Seguridad Social de forma que 
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aliviará la actual penalización y se incentivará la pluriactividad, estimulando 
nuevas altas en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos. Esto 
facilitaría el control de las actividades no declaradas y que suponen una 
grave competencia desleal hacia los autónomos que sí las declaran.

El Título III -Â«Apoyo a la financiación de los emprendedoresÂ»- contempla 
medidas para apoyar la financiación de los emprendedores.

Se modifica la Ley Concursal en la materia preconcursal de los acuerdos de 
refinanciación con un doble propósito: de una parte, para regular de una 
manera más completa y a la par más flexible el procedimiento registral de 
designación de los expertos, de suerte que pueda solicitarse del registrador 
su nombramiento y seguirse el procedimiento sin necesidad de que el 
acuerdo esté concluido o el plan de viabilidad cerrado; de otra parte, para 
incluir una regla más flexible y más clara del cómputo de la mayoría del 
pasivo que suscribe el acuerdo y que constituye el requisito legal mínimo 
para su potestativa homologación judicial.

Adicionalmente, el Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para 
garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad, 
introdujo un nuevo instrumento financiero a emitir por las entidades de 
crédito conocido como Â«cédulas de internacionalizaciónÂ». Se trata de 
un activo garantizado por préstamos concedidos por la entidad que están 
destinados a la internacionalización de empresas.

Con las modificaciones que ahora se llevan a cabo, se persiguen dos 
objetivos. Por un lado, perfeccionar el marco regulatorio de las cédulas 
de internacionalización, añadiendo más claridad a los activos que sirven 
como cobertura. Por otro lado, crear un nuevo instrumento, los Â«bonos 
de internacionalizaciónÂ», con el fin de añadir mayor flexibilidad a la 
emisión de títulos que tengan como cobertura préstamos vinculados a la 
internacionalización.

El Título IV -Â«Apoyo al crecimiento y desarrollo de los proyectos 
empresarialesÂ»- se dedica a medidas para fomentar el crecimiento 
empresarial.

El Capítulo I -Â«Simplificación de cargas administrativasÂ»- prevé diversas 
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medidas de reducción de cargas administrativas. En primer lugar, se 
revisará el clima de negocios a través de la mejora de la regulación de 
las actividades económicas. Por otro lado, se establece que, para reducir 
las cargas administrativas a las que se enfrentan los emprendedores, las 
Administraciones Públicas deberán asegurarse de eliminar al menos una 
carga por cada una que introduzcan y siempre a coste equivalente.

En tercer lugar, se garantiza que los empresarios no deban contestar más 
de una encuesta para el Instituto Nacional de Estadística durante el primer 
año de actividad, si tienen menos de cincuenta trabajadores. Asimismo, de 
acuerdo con la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública, 
evitando en la medida de lo posible la reiterada consulta a los emprendedores 
cuando están iniciando su andadura empresarial, los servicios estatales de 
estadística tendrán acceso a los datos obrantes en fuentes administrativas de 
las Administraciones Públicas para la elaboración de estadísticas para fines 
estatales.

En cuarto lugar, se amplían los supuestos en que las PYMES podrán asumir 
directamente la prevención de riesgos laborales, en caso de empresarios con 
un único centro de trabajo y hasta veinticinco trabajadores.

En quinto lugar, se elimina la obligación de que las empresas tengan, en cada 
centro de trabajo, un libro de visitas a disposición de los funcionarios de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social. En su lugar, será la Inspección de 
Trabajo la que se encargue de mantener esa información a partir del libro 
electrónico de visitas que desarrolle la Autoridad Central de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social.

El Capítulo II -Â«Medidas para impulsar la contratación pública con 
emprendedoresÂ»- contempla medidas para eliminar obstáculos al acceso de 
los emprendedores a la contratación pública, de forma que esta pueda actuar 
como una auténtica palanca a la expansión y consolidación de empresas.

En primer lugar, para poner en contacto a pequeños emprendedores que 
se dediquen a una misma actividad, se prevé la posibilidad de que los 
empresarios puedan darse de alta en el Registro Oficial de Licitadores y 
Empresas Clasificadas del Estado. El objetivo de estas medidas es fomentar 
la creación de uniones de empresarios con el fin de que en conjunto alcancen 
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las condiciones que se les exigen en los pliegos de contratación.

En segundo lugar, se elevan los umbrales para la exigencia de la clasificación 
en los contratos de obras y de servicios, que viene siendo una traba para 
muchas empresas, especialmente para aquellas de menor tamaño o de 
nueva creación- ya que no logran cumplir con todos los requisitos exigidos 
para obtener la correspondiente clasificación.

En particular, en los contratos de obras el umbral se eleva en 150.000 euros, 
pasando de 350.000 euros a los 500.000 euros, y en 80.000 euros para los 
contratos de servicios, pasando de 120.000 a 200.000 euros.

En tercer lugar, se prevé que la garantía en los contratos de obra pueda 
constituirse mediante retención en el precio y se acortan los plazos para la 
devolución de garantías, pasando de doce meses a seis meses en caso de 
que la empresa adjudicataria sea una pequeña y mediana empresa.

En cuarto lugar, se incluye en la Ley la prohibición de discriminar a favor 
de contratistas previos en los procedimientos de contratación pública y se 
declaran nulos de pleno derecho los actos y disposiciones que otorguen estas 
ventajas.

Además, para reducir las cargas administrativas que tienen que soportar las 
empresas en los procedimientos de contratación administrativa, se prevé 
que los licitadores puedan aportar una declaración responsable indicando 
que cumple las condiciones legalmente establecidas para contratar con la 
Administración. Así, solo el licitador a cuyo favor recaiga la propuesta de 
adjudicación deberá presentar toda la documentación que acredite que 
cumple las mencionadas condiciones.

Por último, con el fin de luchar contra la morosidad, se reduce de 8 a 6 meses 
el plazo de demora para solicitar la resolución del contrato en caso de que 
la empresa adjudicataria sea una PYME y se incluye un nuevo artículo para 
permitir un mayor control por parte de las Administraciones Públicas de los 
pagos que los contratistas adjudicatarios deben hacer a los subcontratistas.

En el Capítulo III -Â«Simplificación de los requisitos de información económica 
financieraÂ»- se flexibilizan las exigencias de contabilidad de las empresas 
de menor dimensión, en cumplimiento del principio de proporcionalidad.
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Cabe destacar, en este Capítulo, la elevación de los umbrales para la 
formulación del balance abreviado, acercándolos a los de la Directiva 
comunitaria, de forma que más empresas puedan optar por formular también 
la memoria abreviada y estén exentas de elaborar el Estado de Flujos de 
Efectivo.

El Título V -Â«Internacionalización de la economía españolaÂ»- se compone 
de dos secciones.

La Sección 1.Âª -Â«Fomento de la internacionalizaciónÂ»- refuerza el marco 
institucional de fomento a la internacionalización, así como algunos de los 
principales instrumentos financieros de apoyo a la misma.

El Capítulo I -Â«Estrategia de fomento de la internacionalizaciónÂ»- introduce 
un proceso transparente de definición conjunta entre el sector público y 
privado de una estrategia española de internacionalización, que se plasmará 
en el Plan Estratégico de Internacionalización de la Economía Española, 
con una periodicidad definida y dirigido por el Ministerio de Economía y 
Competitividad.

El Capítulo II -Â«Instrumentos y Organismos Comerciales y de Apoyo a 
la EmpresaÂ»- se dirige al fortalecimiento del Servicio Exterior del Estado 
y de los organismos de apoyo a la internacionalización, potenciando, 
por un lado, la actuación de la Red Exterior y Territorial del Ministerio de 
Economía y Competitividad, compuesta por las Oficinas Económicas y 
Comerciales de España en el Exterior integradas en las Misiones Diplomáticas 
o las Representaciones Permanentes, y las Direcciones Territoriales y 
Provinciales de Economía y Comercio y reforzando, por otro lado, el papel 
de ICEX España Exportación e Inversiones como organismo de impulso de 
la internacionalización y competitividad de las empresas españolas en todas 
sus fases del proceso de internacionalización.

El Capítulo III -Â«Instrumentos y Organismos de Apoyo FinancieroÂ»- afronta 
la dificultad de acceso al crédito de las empresas españolas. Para ello, se 
sistematizan los organismos financieros de la acción del Gobierno en materia 
de internacionalización de la economía española y las empresas (el Instituto 
de Crédito Oficial, la Compañía Española de Financiación del Desarrollo y 
la Compañía Española de Seguro de Crédito a la Exportación, S.A.), así 
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como los instrumentos de apoyo financiero, lo que requiere el refuerzo de 
los instrumentos disponibles por los distintos actores del sector público 
en el ámbito de la internacionalización, en especial aquellos en manos del 
Instituto de Crédito Oficial (ICO), la Compañía Española de Financiación del 
Desarrollo COFIDES, S.A. (COFIDES), el Fondo para la Internacionalización 
de la Empresa (FIEM) y la Compañía Española de Seguro de Crédito a la 
Exportación, S.A. (CESCE).

Adicionalmente, se refuerzan algunos de estos instrumentos de apoyo 
financiero (el Fondo para Inversiones en el Exterior, FIEX; el Fondo para la 
Internacionalización de la Empresa, FIEM; y el Convenio de Ajuste Recíproco 
de Intereses), mediante la incorporación de diferentes modificaciones 
dirigidas a mejorar su gestión, eliminar determinadas restricciones y ampliar 
su ámbito de actuación.

En el Capítulo IV -Â«Otros Instrumentos y Organismos de Apoyo a la 
InternacionalizaciónÂ»- se desarrollan los mecanismos necesarios para 
fomentar que las empresas españolas tengan un mayor acceso a los proyectos 
abiertos a concurso por las instituciones financieras internacionales en otros 
países.

La Sección 2.Âª -Â«Movilidad internacionalÂ»- regula determinados 
supuestos en los que, por razones de interés económico, se facilita y 
agiliza la concesión de visados y autorizaciones de residencia, al objeto de 
atraer inversión y talento a España. La medida se dirige a los inversores, 
emprendedores, trabajadores que efectúen movimientos intraempresariales, 
profesionales altamente cualificados e investigadores, así como a los 
cónyuges e hijos mayores, a través de un procedimiento ágil y rápido ante 
una única autoridad, y por un plazo variable en función de los distintos casos 
contemplados. Estas autorizaciones de residencia tendrán validez en todo el 
territorio nacional.

En lo que se refiere a las disposiciones adicionales, la primera establece el 
régimen aplicable a las deudas de derecho público de los emprendedores de 
responsabilidad limitada. Para el cobro de estas deudas, podrá embargarse 
la vivienda habitual, según el procedimiento especial de embargo previsto en 
su normativa específica.
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Se prevé, a través del resto de las disposiciones adicionales, la integración 
de las ventanillas únicas existentes a nivel estatal en el Punto de Atención 
al Emprendedor, la colaboración con otros sistemas electrónicos con ocasión 
de la constitución de sociedades utilizando el Documento Único Electrónico 
y una serie de disposiciones para la aplicación de la Sección 2.Âª del Título 
V, entre las que destacan la tramitación de las autorizaciones a través del 
procedimiento único de solicitud de un permiso único y la no aplicación del 
criterio de la situación nacional de empleo para las autorizaciones reguladas. 
Asimismo, se reconoce a la Â«miniempresaÂ» o empresa de estudiantes 
como herramienta pedagógica, a través de la cual se podrán realizar 
transacciones económicas y monetarias, emitir facturas y abrir cuentas 
bancarias. Estas empresas durarían un año, prorrogable a dos, transcurridos 
los cuales se liquidarían. Los estudiantes podrían, a través de ellas, realizar 
transacciones reales, sin necesidad de embarcarse en el riesgo que supone 
crear una empresa real. Por último, se regula el régimen de transición para 
la completa desaparición de determinados índices o tipos de referencia 
privados de carácter oficial por la Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, 
de transparencia y protección del cliente bancario.

La disposición derogatoria deroga expresamente la Ley 11/1983, de 16 de 
agosto, de Medidas Financieras de Estímulo a la Exportación; el artículo 13 
bis de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del 
Sistema Financiero; el artículo 9.2 de la Orden ITC/138/2009, de 28 de 
enero de 2009, por la que se regulan diversos aspectos relacionados con la 
concesión de apoyo oficial al crédito a la exportación mediante convenios de 
ajuste recíproco de intereses; las letras a) a f), ambas incluidas, del apartado 
uno del artículo 5, las letras a) y b) del apartado dos y el apartado tres del 
Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, de actuaciones en el ámbito 
fiscal, laboral y liberalizadoras para fomentar la inversión y la creación de 
empleo; y, por último, con efectos para los períodos impositivos que se 
inicien a partir de 1 de enero de 2013, queda derogado el apartado 3 de la 
disposición adicional décima del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

En cuanto al contenido de las disposiciones finales se especifica el título 
competencial por el que se modifica cada norma y se prevé, a través de la 
modificación del Estatuto del Trabajador Autónomo, una medida adicional 
destinada a facilitar una segunda oportunidad a los autónomos afectados 
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por un procedimiento administrativo de ejecución de deudas, consistente 
en la ampliación, de uno a dos años, del plazo que debe mediar entre la 
notificación de la primera diligencia de embargo y la realización material de 
la subasta, el concurso o cualquier otro medio administrativo de enajenación, 
cuando afecte a la residencia habitual de un autónomo.

Asimismo, se modifica la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas 
urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios, para 
ampliar, de 300 a 500 metros cuadrados, el umbral de superficie máxima 
de los establecimientos que estarán exentos de licencia municipal, así como 
para ampliar, a cuarenta y tres actividades adicionales, el anexo de la citada 
Ley, que contiene la lista de actividades exentas de solicitar una licencia 
municipal.

Por último, se habilita al Gobierno a dictar las disposiciones necesarias para 
el desarrollo de la Ley y se prevé su entrada en vigor, que en general se 
produce al día siguiente de su publicación, salvo para el Capítulo V del Título 
I, relativo al acuerdo extrajudicial de pagos, las medidas tributarias y el 
artículo 35, relativo a la cifra mínima del capital social de las sociedades de 
garantía recíproca, para los cuales se establecen distintas fechas para su 
entrada en vigor.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones Generales

Artículo 1. Objeto.

Esta Ley tiene por objeto apoyar al emprendedor y la actividad empresarial, 
favorecer su desarrollo, crecimiento e internacionalización y fomentar la 
cultura emprendedora y un entorno favorable a la actividad económica, tanto 
en los momentos iniciales a comenzar la actividad, como en su posterior 
desarrollo, crecimiento e internacionalización.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Esta Ley es de aplicación a todas las actividades económicas y de fomento 
de la internacionalización realizadas por los emprendedores en el territorio 
español.
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Artículo 3. Emprendedores.

Se consideran emprendedores aquellas personas, independientemente 
de su condición de persona física o jurídica, que desarrollen una actividad 
económica empresarial o profesional, en los términos establecidos en esta 
Ley.

TÍTULO I

Apoyo a la iniciativa emprendedora

CAPÍTULO I

Educación en emprendimiento

Artículo 4. El emprendimiento en la enseñanza primaria y secundaria.

1. Los currículos de Educación Primaria, Secundaria Obligatoria, Bachillerato 
y Formación Profesional incorporarán objetivos, competencias, contenidos y 
criterios de evaluación de la formación orientados al desarrollo y afianzamiento 
del espíritu emprendedor, a la adquisición de competencias para la creación y 
desarrollo de los diversos modelos de empresas y al fomento de la igualdad 
de oportunidades y del respeto al emprendedor y al empresario, así como a 
la ética empresarial.

2. Las Administraciones educativas fomentarán las medidas para que 
el alumnado participe en actividades que le permita afianzar el espíritu 
emprendedor y la iniciativa empresarial a partir de aptitudes como la 
creatividad, la iniciativa, el trabajo en equipo, la confianza en uno mismo y 
el sentido crítico.

Artículo 5. El emprendimiento en las enseñanzas universitarias.

1. Se promoverán las iniciativas de emprendimiento universitario para 
acercar a los jóvenes universitarios al mundo empresarial.

2. Las universidades fomentarán la iniciación de proyectos empresariales, 
facilitando información y ayuda a los estudiantes, así como promoviendo 
encuentros con emprendedores.
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Artículo 6. Formación del profesorado en materia de emprendimiento.

1. El personal docente que imparte las enseñanzas que integran el sistema 
educativo deberá adquirir las competencias y habilidades relativas al 
emprendimiento, la iniciativa empresarial, la igualdad de oportunidades en el 
entorno empresarial, y la creación y desarrollo de empresas, a través de la 
formación inicial o de la formación permanente del profesorado.

2. El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, en colaboración con las 
Comunidades Autónomas, promoverá que los programas de formación 
permanente del profesorado incluyan contenidos referidos al emprendimiento, 
la iniciativa empresarial y la creación y desarrollo de empresas.

CAPÍTULO II

El Emprendedor de Responsabilidad Limitada

Artículo 7. Limitación de responsabilidad del emprendedor de responsabilidad 
limitada.

El emprendedor persona física, cualquiera que sea su actividad, podrá limitar 
su responsabilidad por las deudas que traigan causa del ejercicio de dicha 
actividad empresarial o profesional mediante la asunción de la condición 
de Â«Emprendedor de Responsabilidad LimitadaÂ», una vez cumplidos los 
requisitos y en los términos establecidos en este Capítulo.

Artículo 8. Eficacia de la limitación de responsabilidad.

1. Por excepción de lo que disponen el artículo 1.911 del Código Civil y 
el artículo 6 del Código de Comercio, el Emprendedor de Responsabilidad 
Limitada podrá obtener que su responsabilidad y la acción del acreedor, que 
tenga origen en las deudas empresariales o profesionales, no alcance al bien 
no sujeto con arreglo al apartado 2 de este artículo y siempre que dicha no 
vinculación se publique en la forma establecida en esta Ley.

2. Podrá beneficiarse de la limitación de responsabilidad la vivienda 
habitual del deudor siempre que su valor no supere los 300.000 euros, 
valorada conforme a lo dispuesto en la base imponible del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados en el momento 
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de la inscripción en el Registro Mercantil.

En el caso de viviendas situadas en población de más de 1.000.000 de 
habitantes se aplicará un coeficiente del 1,5 al valor del párrafo anterior.

3. En la inscripción del emprendedor en el Registro Mercantil correspondiente 
a su domicilio se indicará el bien inmueble, propio o común, que se pretende 
no haya de quedar obligado por las resultas del giro empresarial o profesional 
por cumplir con el apartado 2 de este artículo.

4. No podrá beneficiarse de la limitación de responsabilidad el deudor que 
hubiera actuado con fraude o negligencia grave en el cumplimiento de sus 
obligaciones con terceros, siempre que así constare acreditado por sentencia 
firme o en concurso declarado culpable.

Artículo 9. Publicidad mercantil del emprendedor de responsabilidad limitada.

1. La condición de emprendedor de responsabilidad limitada se adquirirá 
mediante su constancia en la hoja abierta al mismo en el Registro Mercantil 
correspondiente a su domicilio. Además de las circunstancias ordinarias, 
la inscripción contendrá una indicación del activo no afecto conforme a los 
apartados 1 y 2 del artículo 8 de esta Ley y se practicará en la forma y con los 
requisitos previstos para la inscripción del empresario individual. Será título 
para inmatricular al emprendedor de responsabilidad limitada el acta notarial 
que se presentará obligatoriamente por el notario de manera telemática en 
el mismo día o siguiente hábil al de su autorización en el Registro Mercantil 
o la instancia suscrita con la firma electrónica reconocida del empresario y 
remitida telemáticamente a dicho Registro.

2. El emprendedor inscrito deberá hacer constar en toda su documentación, 
con expresión de los datos registrales, su condición de Â«Emprendedor de 
Responsabilidad LimitadaÂ» o mediante la adición a su nombre, apellidos y 
datos de identificación fiscal de las siglas Â«ERLÂ».

3. Salvo que los acreedores prestaren su consentimiento expresamente, 
subsistirá la responsabilidad universal del deudor por las deudas contraídas 
con anterioridad a su inmatriculación en el Registro Mercantil como 
emprendedor individual de responsabilidad limitada.
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4. El Colegio de Registradores, bajo la supervisión del Ministerio de Justicia 
mantendrá un portal público de libre acceso en que se divulgarán sin coste 
para el usuario los datos relativos a los emprendedores de responsabilidad 
limitada inmatriculados.

Artículo 10. Publicidad de la limitación de responsabilidad en el Registro de 
la Propiedad.

1. Para su oponibilidad a terceros, la no sujeción de la vivienda habitual a las 
resultas del tráfico empresarial o profesional deberá inscribirse en el Registro 
de la Propiedad, en la hoja abierta al bien.

2. Inmatriculado el emprendedor de responsabilidad limitada, el Registrador 
Mercantil expedirá certificación y la remitirá telemáticamente al Registrador 
de la Propiedad de forma inmediata, siempre dentro del mismo día hábil, 
para su constancia en el asiento de inscripción de la vivienda habitual de 
aquel emprendedor.

3. Practicada la inscripción a que se refiere el primer apartado de este 
artículo, el Registrador denegará la anotación preventiva del embargo 
trabado sobre bien no sujeto a menos que del mandamiento resultare que 
se aseguran deudas no empresariales o profesionales o se tratare de deudas 
empresariales o profesionales contraídas con anterioridad a la inscripción 
de limitación de responsabilidad, o de obligaciones tributarias o con la 
Seguridad Social.

4. En el caso de enajenación a un tercero de los bienes no sujetos se extinguirá 
respecto de ellos la no vinculación a las resultas del tráfico pudiéndose 
trasladar la no afección a los bienes subrogados por nueva declaración de 
alta del interesado.

Artículo 11. Cuentas anuales del emprendedor individual.

1. El emprendedor de responsabilidad limitada deberá formular y, en su caso, 
someter a auditoría las cuentas anuales correspondientes a su actividad 
empresarial o profesional de conformidad con lo previsto para las sociedades 
unipersonales de responsabilidad limitada.

2. El emprendedor de responsabilidad limitada deberá depositar sus cuentas 
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anuales en el Registro Mercantil.

3. Transcurridos siete meses desde el cierre del ejercicio social sin que 
se hayan depositado las cuentas anuales en el Registro Mercantil, el 
emprendedor perderá el beneficio de la limitación de responsabilidad en 
relación con las deudas contraídas con posterioridad al fin de ese plazo. 
Recuperará el beneficio en el momento de la presentación.

4. No obstante lo anterior, aquellos empresarios y profesionales que opten por 
la figura del Emprendedor de Responsabilidad Limitada y que tributen por el 
régimen de estimación objetiva, podrán dar cumplimiento a las obligaciones 
contables y de depósito de cuentas previstos en este artículo mediante el 
cumplimiento de los deberes formales establecidos en su régimen fiscal y 
mediante el depósito de un modelo estandarizado de doble propósito, fiscal y 
mercantil, en los términos que se desarrollen reglamentariamente.

CAPÍTULO III

La Sociedad Limitada de Formación Sucesiva

Artículo 12. Sociedad Limitada de Formación Sucesiva.

El texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, se modifica en los siguientes 
términos:

Uno. Se modifica el artículo 4 que queda redactado de la siguiente manera:

Â«Artículo 4. Capital social mínimo.

1. El capital de la sociedad de responsabilidad limitada no podrá ser inferior 
a tres mil euros y se expresará precisamente en esa moneda.

2. No obstante lo establecido en el apartado anterior, podrán constituirse 
sociedades de responsabilidad limitada con una cifra de capital social inferior 
al mínimo legal en los términos previstos en el artículo siguiente.

3. El capital social de la sociedad anónima no podrá ser inferior a sesenta mil 
euros y se expresará precisamente en esa moneda.Â»
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Dos. Se añade un nuevo artículo 4 bis con la siguiente redacción:

Â«Artículo 4 bis. Sociedades en régimen de formación sucesiva.

1. Mientras no se alcance la cifra de capital social mínimo fijada en el apartado 
Uno del artículo 4, la sociedad de responsabilidad limitada estará sujeta al 
régimen de formación sucesiva, de acuerdo con las siguientes reglas:

a) Deberá destinarse a la reserva legal una cifra al menos igual al 20 por 
ciento del beneficio del ejercicio sin límite de cuantía.

b) Una vez cubiertas las atenciones legales o estatutarias, sólo podrán 
repartirse dividendos a los socios si el valor del patrimonio neto no es o, a 
consecuencia del reparto, no resultare inferior al 60 por ciento del capital 
legal mínimo.

c) La suma anual de las retribuciones satisfechas a los socios y administradores 
por el desempeño de tales cargos durante esos ejercicios no podrá exceder del 
20 por ciento del patrimonio neto del correspondiente ejercicio, sin perjuicio 
de la retribución que les pueda corresponder como trabajador por cuenta 
ajena de la sociedad o a través de la prestación de servicios profesionales 
que la propia sociedad concierte con dichos socios y administradores.

2. En caso de liquidación, voluntaria o forzosa, si el patrimonio de la sociedad 
fuera insuficiente para atender al pago de sus obligaciones, los socios y los 
administradores de la sociedad responderán solidariamente del desembolso 
de la cifra de capital mínimo establecida en la Ley.

3. No será necesario acreditar la realidad de las aportaciones dinerarias 
de los socios en la constitución de sociedades de responsabilidad limitada 
de formación sucesiva. Los fundadores y quienes adquieran alguna de las 
participaciones asumidas en la constitución responderán solidariamente 
frente a la sociedad y frente a los acreedores sociales de la realidad de 
dichas aportaciones.Â»

Tres. Se modifica el artículo 5 que queda redactado de la siguiente manera:

Â«Artículo 5. Prohibición de capital inferior al mínimo legal.
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1. No se autorizarán escrituras de constitución de sociedad de capital que 
tengan una cifra de capital social inferior al legalmente establecido, ni 
escrituras de modificación del capital social que lo dejen reducido por debajo 
de dicha cifra, salvo que sea consecuencia del cumplimiento de una Ley.

2. Para el caso de sociedades de responsabilidad limitada en régimen de 
formación sucesiva se aplicará lo establecido en los artículos 4 y 4 bis.Â»

Cuatro. Se redacta de nuevo el artículo 23 que queda modificado de la 
siguiente manera:

Â«Artículo 23. Estatutos sociales.

En los estatutos que han de regir el funcionamiento de las sociedades de 
capital se hará constar:

a) La denominación de la sociedad.

b) El objeto social, determinando las actividades que lo integran.

c) El domicilio social.

d) El capital social, las participaciones o las acciones en que se divida, su 
valor nominal y su numeración correlativa. En el caso de las sociedades de 
responsabilidad limitada en régimen de formación sucesiva, en tanto la cifra de 
capital sea inferior al mínimo fijado en el artículo 4, los estatutos contendrán 
una expresa declaración de sujeción de la sociedad a dicho régimen. Los 
Registradores Mercantiles harán constar, de oficio, esta circunstancia en las 
notas de despacho de cualquier documento inscribible relativo a la sociedad, 
así como en las certificaciones que expidan.

Si la sociedad fuera de responsabilidad limitada expresará el número de 
participaciones en que se divida el capital social, el valor nominal de las 
mismas, su numeración correlativa y, si fueran desiguales, los derechos que 
cada una atribuya a los socios y la cuantía o la extensión de éstos.

Si la sociedad fuera anónima expresará las clases de acciones y las series, en 
caso de que existieran; la parte del valor nominal pendiente de desembolso, 
así como la forma y el plazo máximo en que satisfacerlo; y si las acciones 
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están representadas por medio de títulos o por medio de anotaciones en 
cuenta. En caso de que se representen por medio de títulos, deberá indicarse 
si son las acciones nominativas o al portador y si se prevé la emisión de 
títulos múltiples.

e) El modo o modos de organizar la administración de la sociedad, el número 
de administradores o, al menos, el número máximo y el mínimo, así como el 
plazo de duración del cargo y el sistema de retribución, si la tuvieren.

En las sociedades comanditarias por acciones se expresará, además, la 
identidad de los socios colectivos.

f) El modo de deliberar y adoptar sus acuerdos los órganos colegiados de la 
sociedad.Â»

CAPÍTULO IV

Inicio de la actividad emprendedora

Artículo 13. Puntos de Atención al Emprendedor.

1. Los Puntos de Atención al Emprendedor (PAE) serán oficinas pertenecientes 
a organismos públicos y privados, incluidas las notarías, así como puntos 
virtuales de información y tramitación telemática de solicitudes.

2. Los Puntos de Atención al Emprendedor se encargarán de facilitar 
la creación de nuevas empresas, el inicio efectivo de su actividad y su 
desarrollo, a través de la prestación de servicios de información, tramitación 
de documentación, asesoramiento, formación y apoyo a la financiación 
empresarial.

3. Los Puntos de Atención al Emprendedor utilizarán el sistema de tramitación 
telemática del Centro de Información y Red de Creación de Empresa (CIRCE), 
cuya sede electrónica se ubicará en el Ministerio de Industria, Energía y 
Turismo.

En ellos se deberá iniciar la tramitación del Documento Único Electrónico 
(DUE) regulado en la disposición adicional tercera el texto refundido de la 
Ley de Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, 
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de 2 de julio.

4. Todos los trámites necesarios para la constitución de sociedades, el inicio 
efectivo de una actividad económica y su ejercicio por emprendedores, 
podrán realizarse a través del Punto de Atención al Emprendedor electrónico 
del Ministerio de Industria, Energía y Turismo.

5. El Punto de Atención al Emprendedor del Ministerio de Industria, Energía 
y Turismo incluirá, en todo caso:

a) Toda la información y formularios necesarios para el acceso a la actividad 
y su ejercicio.

b) La posibilidad de presentar toda la documentación y solicitudes necesarias.

c) La posibilidad de conocer el estado de tramitación de los procedimientos en 
que tengan la condición de interesado y, en su caso, recibir la correspondiente 
notificación de los actos de trámite preceptivos y la resolución de los mismos 
por el órgano administrativo competente.

d) Toda la información sobre las ayudas, subvenciones y otros tipos de apoyo 
financiero disponibles para la actividad económica de que se trate en el 
Estado, Comunidades Autónomas y Entidades Locales.

e) El resto de funcionalidades que se le atribuya por esta Ley y por el resto 
del ordenamiento jurídico.

6. Los Puntos de Atención al Emprendedor, presenciales o electrónicos, 
podrán prestar todos o alguno de los servicios mencionados en el apartado 
anterior, de acuerdo con lo establecido en la disposición adicional tercera del 
Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Sociedades de Capital.

Artículo 14. Inscripción de los emprendedores de responsabilidad limitada.

1. Los trámites necesarios para la inscripción registral del emprendedor de 
responsabilidad limitada se podrán realizar mediante el sistema de tramitación 
telemática del Centro de Información y Red de Creación de Empresa (CIRCE) 
y el Documento Único Electrónico (DUE) regulado en la disposición adicional 
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tercera del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y su normativa de desarrollo.

2. En caso de que el emprendedor opte por la inscripción utilizando el 
sistema mencionado en el apartado anterior, el procedimiento se ajustará a 
las siguientes reglas:

a) En el Punto de Atención al Emprendedor se cumplimentará toda la 
información del DUE y se aportará la documentación necesaria para efectuar 
la inscripción en el Registro Mercantil, así como en el Registro de la Propiedad.

b) El Punto de Atención al Emprendedor enviará inmediatamente el DUE 
junto con la documentación correspondiente al Registro Mercantil, solicitando 
la inscripción del empresario de responsabilidad limitada. El Registro 
Mercantil contará con 6 horas hábiles para practicar la inscripción y remitir 
telemáticamente al sistema de tramitación del CIRCE la certificación de la 
inscripción practicada, que será remitida por éste a la autoridad tributaria 
competente.

c) Recibida la certificación de la inscripción, el registrador mercantil 
solicitará, respecto de los bienes inembargables por deudas profesionales 
y empresariales, la inscripción de esta circunstancia en el Registro de la 
Propiedad, aportando la certificación expedida por el Registrador Mercantil.

d) El registrador de la propiedad practicará la inscripción en el plazo de 6 
horas hábiles desde la recepción de la solicitud, e informará inmediatamente 
de la inscripción practicada al sistema de tramitación telemática del CIRCE, 
que lo trasladará a la autoridad tributaria competente.

e) En todo el momento, el emprendedor podrá conocer, a través del Punto 
de Atención al Emprendedor en que haya iniciado la tramitación, el estado 
de la misma.

Artículo 15. Constitución de sociedades de responsabilidad limitada mediante 
escritura pública y estatutos tipo.

1. Los fundadores de una sociedad de responsabilidad limitada podrán 
optar por la constitución de la sociedad mediante escritura pública con 
estatutos tipo en formato estandarizado, cuyo contenido se desarrollará 
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reglamentariamente.

2. Se utilizará en este caso:

a) El Documento Único Electrónico (DUE) regulado en la disposición adicional 
tercera del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.

b) El sistema de tramitación telemática del Centro de Información y Red de 
Creación de Empresas (CIRCE).

c) Los modelos simplificados de los estatutos-tipo en el formato estandarizado, 
cuyo contenido se desarrollará reglamentariamente.

3. En los Puntos de Atención al Emprendedor y de manera simultánea:

a) Se cumplimentará el Documento Único Electrónico y se iniciará la 
tramitación telemática, enviándose a cada organismo interviniente por vía 
electrónica, la parte del DUE que le corresponda para realizar el trámite de 
su competencia.

b) Se solicitará la reserva de la denominación al Registro Mercantil Central, 
incluyendo una de hasta cinco denominaciones sociales alternativas, de entre 
las cuales el Registro Mercantil Central emitirá el correspondiente certificado 
negativo de denominación siguiendo el orden propuesto por el solicitante, 
dentro de las 6 horas hábiles siguientes a la solicitud.

La denominación podrá ser de la bolsa de denominaciones con reserva 
prevista en la disposición final primera del Real Decreto Legislativo 1/2010, 
de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades 
de Capital.

c) Se concertará inmediatamente la fecha de otorgamiento de la escritura 
de constitución mediante una comunicación en tiempo real con la agenda 
electrónica notarial obteniéndose los datos de la Notaría y la fecha y hora del 
otorgamiento. La fecha y hora del otorgamiento en ningún caso será superior 
a 12 horas hábiles desde que se inicia la tramitación telemática conforme a 
la letra a).
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4. El notario:

a) En la fecha determinada en la letra c) del apartado 3, autorizará la escritura 
de constitución aportándosele el documento justificativo de desembolso del 
capital social.

No obstante lo anterior, no será necesario acreditar la realidad de las 
aportaciones dinerarias si los fundadores manifiestan en la escritura que 
responderán solidariamente frente a la sociedad y frente a los acreedores 
sociales de la realidad de las mismas.

b) Enviará de forma inmediata, a través del sistema de tramitación telemática 
del CIRCE, copia de la escritura a la Administración Tributaria solicitando la 
asignación provisional de un Número de Identificación Fiscal.

c) Remitirá copia autorizada de la escritura de constitución al registro 
mercantil del domicilio social a través del sistema de tramitación telemática 
del CIRCE.

d) Entregará a los otorgantes, si lo solicitan, una copia simple electrónica de 
la escritura, sin coste adicional. Esta copia estará disponible en el Punto de 
Atención al Emprendedor.

5. El registrador mercantil, una vez recibida del CIRCE copia electrónica 
de la escritura de constitución junto con el NIF provisional asignado y la 
acreditación de la exención del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados, en su modalidad de Operaciones Societarias, 
realizado:

a) Procederá a la calificación e inscripción dentro del plazo de las 6 horas 
hábiles siguientes a la recepción telemática de la escritura, entendiéndose 
por horas hábiles a estos efectos las que queden comprendidas dentro del 
horario de apertura fijado para los registros.

b) Remitirá al Centro de Información y Red de Creación de Empresas, el 
mismo día de la inscripción, certificación de la inscripción practicada.

c) Solicitará el Número de Identificación Fiscal definitivo a la Administración 
Tributaria a través del CIRCE.
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El sistema de tramitación telemática del CIRCE dará traslado inmediato a 
los fundadores que así lo soliciten y al notario autorizante de la escritura de 
constitución, de la certificación electrónica o en soporte papel a que se refiere 
el apartado anterior, sin coste adicional.

Dicha certificación será necesaria para acreditar la correcta inscripción en el 
Registro de las sociedades, así como la inscripción del nombramiento de los 
administradores designados en la escritura.

Asimismo, el interesado podrá solicitar en cualquier momento, una vez 
inscrita la sociedad, certificación actualizada del contenido de la hoja registral 
de aquélla que será expedida por el Registrador bajo su firma electrónica y 
provista de un código de validación de conformidad con lo previsto para las 
certificaciones con información continuada.

6. La autoridad tributaria competente notificará telemáticamente al sistema 
de tramitación telemática del CIRCE el carácter definitivo del Número de 
Identificación Fiscal. Este último lo trasladará de inmediato a los fundadores.

7. Los fundadores podrán atribuir al notario autorizante la facultad de 
subsanar electrónicamente los defectos advertidos por el registrador en su 
calificación, siempre que aquél se ajuste a la calificación y a la voluntad 
manifestada por las partes.

8. Desde el Punto de Atención al Emprendedor se procederá a realizar los 
trámites relativos al inicio de actividad mediante el envío de la información 
contenida en el DUE a la autoridad tributaria, a la Tesorería General de la 
Seguridad Social, y en su caso, a las administraciones locales y autonómicas 
para llevar a cabo las comunicaciones, registros y solicitudes de autorizaciones 
y licencias necesarias para la puesta en marcha de la empresa.

Artículo 16. Constitución de sociedades de responsabilidad limitada sin 
estatutos tipo.

Cuando los fundadores opten por la constitución de una sociedad de 
responsabilidad limitada sin estatutos tipo, se aplicará lo dispuesto en el 
artículo 15 de esta Ley, con las siguientes particularidades:

1. Los fundadores podrán optar por solicitar, a través de los Puntos de 
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Atención al Emprendedor, la reserva de denominación y concertar la fecha de 
otorgamiento de la escritura de constitución.

2. El notario procederá conforme a lo previsto en el apartado 4 del artículo 
15.

3. El registrador mercantil, una vez recibida copia electrónica de la escritura 
de constitución, inscribirá la sociedad inicialmente en el Registro Mercantil en 
el plazo de 6 horas hábiles, indicando exclusivamente los datos relativos a 
denominación, domicilio y objeto social, además del capital social y el órgano 
de administración seleccionado.

Desde esta inmatriculación, la sociedad se regirá por lo dispuesto en la Ley 
de Sociedades de Capital.

4. La escritura de constitución se inscribirá de forma definitiva en los términos 
de su otorgamiento dentro del plazo de calificación ordinario, entendiendo 
que esta segunda inscripción vale como modificación de estatutos. Si 
la inscripción definitiva se practica vigente el asiento de presentación los 
efectos se retrotraerán a esta fecha.

5. Practicada la inscripción definitiva, el registrador mercantil notificará 
telemáticamente a la autoridad tributaria competente la inscripción de la 
sociedad, solicitando Número de Identificación Fiscal definitivo.

6. Para acreditar la correcta inscripción, inicial o definitiva, en el registro de las 
sociedades, así como la inscripción del nombramiento de los administradores 
designados en la escritura, bastará la certificación electrónica o en soporte 
papel que, a solicitud del interesado, expida, sin coste adicional, el registrador 
mercantil el mismo día de la inscripción inicial o definitiva.

7. Cuando los fundadores optasen por la constitución de una sociedad de 
responsabilidad limitada sin estatutos tipo, la tramitación de la constitución 
se podrá realizar utilizando el Documento Único Electrónico y el sistema de 
tramitación telemática del CIRCE.

Artículo 17. Realización de los trámites asociados al inicio y ejercicio de la 
actividad de empresarios individuales y sociedades.
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1. Los trámites necesarios para el alta e inicio de la actividad de los 
empresarios individuales y de las sociedades mercantiles se podrán realizar 
mediante el Documento Único Electrónico regulado en la disposición adicional 
tercera del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y su normativa de desarrollo.

2. El procedimiento se ajustará a las siguientes reglas:

a) Desde el Punto de Atención al Emprendedor se recogerán en el Documento 
Único Electrónico (DUE) todos los datos necesarios para tramitar el alta en 
el Régimen de la Seguridad Social que corresponda, la declaración censal de 
inicio de actividad y, en su caso, la comunicación de apertura del centro de 
trabajo, que se remitirán por el sistema de tramitación telemática del CIRCE 
a las autoridades competentes.

b) Simultáneamente al envío de las solicitudes de alta, el sistema de 
tramitación telemática del CIRCE remitirá a la Comunidad Autónoma la 
comunicación de inicio de actividad, la declaración responsable o la solicitud 
de autorización o licencia, en caso de ser exigido alguno de estos trámites 
por la Comunidad Autónoma donde el empresario vaya a establecerse.

c) Simultáneamente al envío de la comunicación de inicio de la actividad 
o la declaración responsable a la Comunidad Autónoma, o concedida la 
autorización o licencia por la Comunidad Autónoma, el sistema de tramitación 
telemática del CIRCE remitirá por vía telemática, al Ayuntamiento donde el 
empresario vaya a establecerse, la comunicación de inicio de actividad, la 
declaración responsable de la empresa o la solicitud de licencia, según los 
casos, de conformidad con las previsiones de los artículos 70 bis apartado 4, 
84 bis y 84 ter de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local y demás legislación aplicable.

d) Enviada la comunicación de inicio de actividad o la declaración responsable 
al Ayuntamiento, o concedida la autorización o licencia municipal, el Punto 
de Atención al Emprendedor comunicará de inmediato al empresario la 
finalización de los trámites necesarios para el inicio de la actividad.

e) Con la solicitud de iniciación de los trámites, el empresario abonará el 
importe resultante de la suma de la totalidad de las tasas que en su caso se 
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exijan por las autoridades competentes. El ingreso podrá realizarse mediante 
transferencia bancaria o tarjeta de crédito o de débito.

3. Durante el ejercicio de la actividad, el emprendedor podrá realizar, a 
través de los Puntos de Atención al Emprendedor, cualquier otro trámite 
preceptivo asociado al desarrollo de la actividad ante las autoridades 
estatales, autonómicas y locales, incluidas la solicitud de autorizaciones y 
la presentación de comunicaciones y declaraciones responsables para la 
apertura de nuevos establecimientos o instalaciones.

Se excluyen de lo dispuesto en el párrafo anterior las obligaciones fiscales y 
de la Seguridad Social, así como los trámites asociados a los procedimientos 
de contratación pública y de solicitud de subvenciones y ayudas.

Artículo 18. Legalización de libros.

1. Todos los libros que obligatoriamente deban llevar los empresarios con 
arreglo a las disposiciones legales aplicables, incluidos los libros de actas 
de juntas y demás órganos colegiados, o los libros registros de socios y 
de acciones nominativas, se legalizarán telemáticamente en el Registro 
Mercantil después de su cumplimentación en soporte electrónico y antes de 
que trascurran cuatro meses siguientes a la fecha del cierre del ejercicio.

2. Los empresarios podrán voluntariamente legalizar libros de detalle de 
actas o grupos de actas formados con una periodicidad inferior a la anual 
cuando interese acreditar de manera fehaciente el hecho y la fecha de su 
intervención por el Registrador.

3. El Registrador comprobará el cumplimiento de los requisitos formales, 
así como la regular formación sucesiva de los que se lleven dentro de cada 
clase y certificará electrónicamente su intervención en la que se expresará el 
correspondiente código de validación.

Artículo 19. Organización de los Registros.

El Registro de la Propiedad y Mercantil estará abierto al público a todos los 
efectos, incluido el de presentación de documentos, de lunes a viernes desde 
las nueve a las diecisiete horas, salvo el mes de agosto y los días 24 y 31 de 
diciembre en que estará abierto desde las nueve a las catorce horas.
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Cada Registro de la Propiedad estará a cargo de uno o varios Registradores. 
El número de Registradores que estarán a cargo de cada Registro de la 
Propiedad, en régimen de división personal, se determinará sobre criterios 
objetivos, mediante Real Decreto, a propuesta del Ministerio de Justicia.

Los Registros de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles se llevarán 
en formato electrónico mediante un sistema informático único en la forma 
que reglamentariamente se determine. Dicho sistema informático deberá 
permitir que las Administraciones Públicas y los órganos judiciales, en el 
ejercicio de sus competencias y bajo su responsabilidad, tengan acceso a los 
datos que consten en los Registros de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes 
Muebles, si bien, en el caso de las Administraciones Públicas, respetando las 
excepciones relativas a los datos especialmente protegidos. Dichos accesos 
se efectuarán mediante procedimientos electrónicos y con los requisitos 
y prescripciones técnicas que sean establecidos dentro de los Esquemas 
Nacionales de Interoperabilidad y de Seguridad.

Artículo 20. Sectorización universal de la actividad de los emprendedores.

1. En sus relaciones con las Administraciones Públicas en el ejercicio de 
sus respectivas competencias, los emprendedores deberán identificar su 
principal actividad por referencia al código de actividad económica que mejor 
la describa y con el desglose que sea suficiente de la Clasificación Nacional de 
Actividades Económicas. La sectorización de actividad será única para toda 
la Administración.

2. A tal efecto, en los documentos inscribibles y en la primera inscripción 
de constitución de las correspondientes entidades en los registros públicos 
competentes, se expresarán los códigos correspondientes a las actividades 
que corresponden al respectivo objeto social de cada entidad inscribible. 
En las cuentas anuales que hayan de depositarse se identificará cuál es la 
única actividad principal desarrollada durante el ejercicio por referencia al 
correspondiente código.

3. Los registros públicos en donde se depositen las cuentas anuales deberán 
poner a disposición de todas las Administraciones Públicas los códigos de 
actividad vigentes. Las dudas que se susciten sobre su corrección serán 
resueltas mediante resolución del Instituto Nacional de Estadística a quien el 
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Registrador someterá la decisión última.

CAPÍTULO V

Acuerdo Extrajudicial de Pagos

Artículo 21. Modificación de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.

La Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, queda modificada en los siguientes 
términos:

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 3 que queda redactado de la 
siguiente manera:

Â«1. Para solicitar la declaración de concurso están legitimados el deudor, 
cualquiera de sus acreedores y el mediador concursal cuando se trate del 
procedimiento regulado en el Título X de esta Ley.Â»

Dos. Se modifican los apartados 1, 3 y 4 del artículo 5 bis que quedan 
redactados de la siguiente manera:

Â«1. El deudor podrá poner en conocimiento del juzgado competente para 
la declaración de su concurso que ha iniciado negociaciones para alcanzar 
un acuerdo de refinanciación o para obtener adhesiones a una propuesta 
anticipada de convenio en los términos previstos en esta Ley.

En el caso en que solicite un acuerdo extrajudicial de pago, una vez que el 
mediador concursal propuesto acepte el cargo, el registrador mercantil o 
notario al que se hubiera solicitado la designación del mediador concursal 
deberá comunicar, de oficio, la apertura de las negociaciones al juzgado 
competente para la declaración de concurso.Â»

Â«3. El secretario judicial, sin más trámite, procederá a dejar constancia de 
la comunicación presentada por el deudor o, en los supuestos de negociación 
de un acuerdo extrajudicial de pago, por el notario o por el registrador 
mercantil.Â»

Â«4. Transcurridos tres meses de la comunicación al juzgado, el deudor, 
haya o no alcanzado un acuerdo de refinanciación, un acuerdo extrajudicial 
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de pagos o las adhesiones necesarias para la admisión a trámite de una 
propuesta anticipada de convenio, deberá solicitar la declaración de concurso 
dentro del mes hábil siguiente, a menos que ya lo hubiera solicitado el 
mediador concursal o no se encontrara en estado de insolvencia.Â»

Tres. Se modifica el primer párrafo del apartado 3 del artículo 15 que queda 
redactado de la siguiente manera:

Â«3. Una vez realizada la comunicación prevista en el artículo 5 bis y 
mientras no transcurra el plazo de tres meses previsto en dicho precepto, 
no se admitirán solicitudes de concurso a instancia de otros legitimados 
distintos del deudor o, en el procedimiento previsto en el Título X de esta 
Ley, distintos del deudor o del mediador concursal.Â»

Cuatro. Se modifica el número 2.Âº del apartado 6 del artículo 71, que pasa 
a tener la siguiente redacción:

Â«2.Âº El acuerdo haya sido informado favorablemente por un experto 
independiente, que cumpla las condiciones del artículo 28, designado por el 
registrador mercantil del domicilio del deudor. Si el acuerdo de refinanciación 
afectara a varias sociedades del mismo grupo, el informe podrá ser único y 
elaborado por un solo experto, designado por el registrador del domicilio de 
la sociedad dominante, si estuviera afectada por el acuerdo o en su defecto 
por el del domicilio de cualquiera de las sociedades del grupo. El informe del 
experto contendrá un juicio técnico sobre la suficiencia de la información 
proporcionada por el deudor, sobre el carácter razonable y realizable del plan 
en las condiciones definidas en el párrafo primero y sobre la proporcionalidad 
de las garantías conforme a condiciones normales de mercado en el momento 
de la firma del acuerdo. Cuando el informe contuviera reservas o limitaciones 
de cualquier clase, su importancia deberá ser expresamente evaluada por los 
firmantes del acuerdo.Â»

Cinco. Se modifica el apartado 2 del artículo 178, que pasa a tener la 
siguiente redacción:

Â«2. La resolución judicial que declare la conclusión del concurso del deudor 
persona natural por liquidación de la masa activa declarará la remisión de 
las deudas insatisfechas, siempre que el concurso no hubiera sido declarado 
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culpable ni condenado por el delito previsto por el artículo 260 del Código 
Penal o por cualquier otro delito singularmente relacionado con el concurso y 
que hayan sido satisfechos en su integridad los créditos contra la masa, y los 
créditos concursales privilegiados y, al menos, el 25 por ciento del importe de 
los créditos concursales ordinarios. Si el deudor hubiere intentado sin éxito 
el acuerdo extrajudicial de pagos, podrá obtener la remisión de los créditos 
restantes si hubieran sido satisfechos los créditos contra la masa y todos los 
créditos concursales privilegiados.Â»

Seis. Se modifica el apartado 1 del artículo 198 que queda redactado como 
sigue:

Â«1. El Registro Público Concursal se llevará bajo la dependencia del 
Ministerio de Justicia y constará de tres secciones:

a) En la sección primera, de edictos concursales, se insertarán ordenados 
por concursado y fechas, las resoluciones que deban publicarse conforme 
a lo previsto en el artículo 23 y en virtud de mandamiento remitido por el 
secretario judicial.

b) En la sección segunda, de publicidad registral, se harán constar, 
ordenadas por concursado y fechas, las resoluciones registrales anotadas o 
inscritas en todos los registros públicos de personas referidos en el artículo 
24.1, 2 y 3, incluidas las que declaren concursados culpables o acuerden la 
designación o inhabilitación de los administradores concursales y en virtud 
de certificaciones remitidas de oficio por el encargado del registro una vez 
practicado el correspondiente asiento.

c) En la sección tercera, de acuerdos extrajudiciales, se hará constar la 
apertura de las negociaciones para alcanzar tales acuerdos y su finalización.Â»

Siete. Se añade un Título X a la Ley Concursal, con el siguiente contenido:

Â«TÍTULO X

El acuerdo extrajudicial de pagos

Artículo 231. Presupuestos.
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1. El empresario persona natural que se encuentre en situación de insolvencia 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 2 de esta Ley, o que prevea que 
no podrá cumplir regularmente con sus obligaciones, podrá iniciar un 
procedimiento para alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos con sus 
acreedores, siempre que aportando el correspondiente balance, justifique 
que su pasivo no supera los cinco millones de euros.

A los efectos de este Título se considerarán empresarios personas naturales 
no solamente aquellos que tuvieran tal condición de acuerdo con la legislación 
mercantil, sino aquellos que ejerzan actividades profesionales o tengan 
aquella consideración a los efectos de la legislación de la Seguridad Social, 
así como los trabajadores autónomos.

2. También podrán instar el mismo acuerdo cualesquiera personas jurídicas, 
sean o no sociedades de capital, que cumplan las siguientes condiciones:

a) Se encuentren en estado de insolvencia.

b) En caso de ser declaradas en concurso, dicho concurso no hubiere de 
revestir especial complejidad en los términos previstos en el artículo 190 de 
esta Ley.

c) Que dispongan de activos líquidos suficientes para satisfacer los gastos 
propios del acuerdo.

d) Que su patrimonio y sus ingresos previsibles permitan lograr con 
posibilidades de éxito un acuerdo de pago en los términos que se recogen en 
el apartado 1 del artículo 236.

3. No podrán formular solicitud para alcanzar un acuerdo extrajudicial:

1.Âº Quienes hayan sido condenados en sentencia firme por delito contra 
el patrimonio, contra el orden socioeconómico, de falsedad documental, 
contra la Hacienda Pública, la Seguridad Social o contra los derechos de los 
trabajadores.

2.Âº Los sujetos a su inscripción obligatoria en el Registro Mercantil que no 
figurasen inscritos con antelación.
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3.Âº Las personas que en los tres ejercicios inmediatamente anteriores 
a la solicitud, estando obligadas legalmente a ello, no hubieren llevado 
contabilidad o hubieran incumplido en alguno de dichos ejercicios la 
obligación del depósito de las cuentas anuales.

4.Âº Las personas que, dentro de los tres últimos años, hubieran alcanzado un 
acuerdo extrajudicial con los acreedores, hubieran obtenido la homologación 
judicial de un acuerdo de refinanciación o hubieran sido declaradas en 
concurso de acreedores.

4. No podrán acceder al acuerdo extrajudicial de pagos quienes se encuentren 
negociando con sus acreedores un acuerdo de refinanciación o cuya solicitud 
de concurso hubiera sido admitida a trámite.

5. Tampoco será posible iniciar el acuerdo extrajudicial si cualquiera de los 
acreedores del deudor, que necesariamente debieran verse vinculados por el 
acuerdo, hubiera sido declarado en concurso.

Los créditos de derecho público no podrán verse afectados por el acuerdo 
extrajudicial. Los créditos con garantía real únicamente podrán incorporarse 
al acuerdo extrajudicial y verse afectados por el mismo si así lo decidiesen los 
acreedores que ostentan su titularidad, mediante la comunicación expresa 
prevista por el apartado 4 del artículo 234.

No podrán acudir al procedimiento previsto en este Título las entidades 
aseguradoras y reaseguradoras.

Artículo 232. Solicitud de acuerdo extrajudicial de pagos.

1. El deudor que pretenda alcanzar con sus acreedores un acuerdo 
extrajudicial de pagos solicitará el nombramiento de un mediador concursal.

Si el deudor fuere persona jurídica, será competente para decidir sobre la 
solicitud el órgano de administración o el liquidador.

2. La solicitud se hará mediante instancia suscrita por el deudor, en la que 
el deudor hará constar el efectivo y los activos líquidos de que dispone, 
los bienes y derechos de que sea titular, los ingresos regulares previstos, 
una lista de acreedores con expresión de la cuantía y vencimiento de los 
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respectivos créditos, una relación de los contratos vigentes y una relación de 
gastos mensuales previstos. Esta lista de acreedores también comprenderá 
a los titulares de préstamos o créditos con garantía real o de derecho público 
sin perjuicio de que puedan no verse afectados por el acuerdo.

Si el deudor fuere persona casada, salvo que se encuentre en régimen de 
separación de bienes, indicará la identidad del cónyuge, con expresión del 
régimen económico del matrimonio, y si estuviera legalmente obligado a 
la llevanza de contabilidad, acompañará asimismo las cuentas anuales 
correspondientes a los tres últimos ejercicios.

3. En caso de que los deudores sean empresarios o entidades inscribibles, 
se solicitará la designación del mediador al Registrador Mercantil 
correspondiente al domicilio del deudor mediante instancia que podrá 
ser cursada telemáticamente, el cual procederá a la apertura de la hoja 
correspondiente, en caso de no figurar inscrito. En los demás casos, se 
solicitará la designación al notario del domicilio del deudor. La solicitud se 
inadmitirá cuando el deudor no justifique el cumplimiento de los requisitos 
legalmente exigidos para alcanzar un acuerdo extrajudicial, cuando el deudor 
se encuentre en alguna situación de las previstas en los apartados 3 ó 4 del 
artículo 231 de esta Ley y cuando faltare alguno de los documentos exigidos 
o los presentados fueran incompletos.

Artículo 233. Nombramiento de mediador concursal.

1. El nombramiento de mediador concursal habrá de recaer en la persona 
natural o jurídica a la que de forma secuencial corresponda de entre las que 
figuren en la lista oficial que se publicará en el portal correspondiente del 
Â«Boletín Oficial del EstadoÂ», la cual será suministrada por el Registro de 
Mediadores e Instituciones de Mediación del Ministerio de Justicia.

El mediador concursal deberá reunir, además de esta condición de acuerdo 
con la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles, 
alguna de las que se indican en el apartado 1 del artículo 27.

En todo lo no previsto en esta Ley en cuanto al mediador concursal, se estará 
a lo dispuesto en materia de nombramiento de expertos independientes.

2. Al aceptar el nombramiento, el mediador concursal deberá facilitar al 
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registrador mercantil o notario una dirección electrónica que cumpla con 
las condiciones establecidas en el artículo 29.6 de esta Ley, en la que los 
acreedores podrán realizar cualquier comunicación o notificación.

3. El registrador o el notario procederá al nombramiento de mediador 
concursal. Una vez que el mediador concursal acepte el cargo, el registrador 
mercantil o el notario dará cuenta del hecho por certificación o copia 
remitidas a los registros públicos de bienes competentes para su constancia 
por anotación preventiva en la correspondiente hoja registral, así como al 
Registro Civil y a los demás registros públicos que corresponda, comunicará 
de oficio la apertura de negociaciones al juez competente para la declaración 
de concurso y ordenará su publicación en el ‘Registro Público Concursal’.

4. Asimismo, dirigirá una comunicación por medios electrónicos a la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria y a la Tesorería General 
de la Seguridad Social a través de los medios que éstas habiliten en sus 
respectivas sedes electrónicas, conste o no su condición de acreedoras, en 
la que deberá hacer constar la identificación del deudor con su nombre y 
Número de Identificación Fiscal y la del mediador con su nombre, Número de 
Identificación Fiscal y dirección electrónica, así como la fecha de aceptación 
del cargo por éste. Igualmente se remitirá comunicación a la representación 
de los trabajadores, si la hubiere, haciéndoles saber de su derecho a 
personarse en el procedimiento.

Artículo 234. Convocatoria a los acreedores.

1. En los diez días siguientes a la aceptación del cargo, el mediador concursal 
comprobará la existencia y la cuantía de los créditos y convocará al deudor 
y a los acreedores que figuren en la lista presentada por el deudor, siempre 
que puedan resultar afectados por el acuerdo, a una reunión que se celebrará 
dentro de los dos meses siguientes a la aceptación, en la localidad donde el 
deudor tenga su domicilio. Se excluirá en todo caso de la convocatoria a los 
acreedores de derecho público.

2. La convocatoria se realizará por conducto notarial, por cualquier medio de 
comunicación, individual y escrita, que asegure la recepción. Si constara la 
dirección electrónica de los acreedores por haberla facilitado éstos al mediador 
concursal en los términos que se indican en el apartado 4 del artículo 235, la 
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comunicación deberá realizarse a la citada dirección electrónica.

3. La convocatoria deberá expresar el lugar, día y hora de la reunión, la 
finalidad de alcanzar un acuerdo de pago y la identidad de cada uno de los 
acreedores convocados, con expresión de la cuantía del crédito, la fecha de 
concesión y de vencimiento y las garantías personales o reales constituidas.

4. Una vez recibida la convocatoria, los acreedores titulares de créditos 
con garantía real que voluntariamente quisieran intervenir en el acuerdo 
extrajudicial deberán comunicárselo expresamente al mediador en el plazo 
de un mes.

Artículo 235. Efectos de la iniciación del expediente.

1. Una vez solicitada la apertura del expediente, el deudor podrá continuar 
con su actividad laboral, empresarial o profesional. Desde la presentación de 
la solicitud, el deudor se abstendrá de solicitar la concesión de préstamos o 
créditos, devolverá a la entidad las tarjetas de crédito de que sea titular y se 
abstendrá de utilizar medio electrónico de pago alguno.

2. Desde la publicación de la apertura del expediente y por parte de los 
acreedores que pudieran verse afectados por el posible acuerdo extrajudicial 
de pagos, no podrá iniciarse ni continuarse ejecución alguna sobre el 
patrimonio del deudor mientras se negocia el acuerdo extrajudicial hasta un 
plazo máximo de tres meses. Se exceptúan los acreedores de créditos con 
garantía real, en cuyo caso, el inicio o continuación de la ejecución dependerá 
de la decisión del acreedor. El acreedor con garantía real que decida iniciar 
o continuar el procedimiento no podrá participar en el acuerdo extrajudicial. 
Practicada la correspondiente anotación de la apertura del procedimiento en 
los registros públicos de bienes, no podrán anotarse respecto de los bienes 
del deudor instante embargos o secuestros posteriores a la presentación de 
la solicitud del nombramiento de mediador concursal, salvo los que pudieran 
corresponder en el curso de procedimientos seguidos por los acreedores de 
derecho público y los acreedores titulares de créditos con garantía real que 
no participen en el acuerdo extrajudicial.

3. Desde la publicación de la apertura del expediente, los acreedores que 
puedan verse afectados por el acuerdo deberán abstenerse de realizar acto 
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alguno dirigido a mejorar la situación en que se encuentren respecto del 
deudor común.

4. Desde la publicación de la apertura del expediente, los acreedores que 
lo estimen oportuno podrán facilitar al mediador concursal una dirección 
electrónica para que éste les practique cuantas comunicaciones sean 
necesarias o convenientes, produciendo plenos efectos las que se remitan a 
la dirección facilitada.

5. El acreedor que disponga de garantía personal para la satisfacción del 
crédito podrá ejercitarla siempre que el crédito contra el deudor hubiera 
vencido. En la ejecución de la garantía, los garantes no podrán invocar la 
solicitud del deudor en perjuicio del ejecutante.

6. El deudor que se encontrase negociando un acuerdo extrajudicial no podrá 
ser declarado en concurso, en tanto no concurran las circunstancias previstas 
en el artículo 5 bis.

Artículo 236. El plan de pagos.

1. Tan pronto como sea posible, y en cualquier caso con una antelación mínima 
de veinte días naturales a la fecha prevista para la celebración de la reunión, 
el mediador concursal remitirá a los acreedores, con el consentimiento del 
deudor, un plan de pagos de los créditos pendientes de pago a la fecha de la 
solicitud, en el que la espera o moratoria no podrá superar los tres años y en 
el que la quita o condonación no podrá superar el 25 por ciento del importe 
de los créditos.

El plan de pagos se acompañará de un plan de viabilidad y contendrá una 
propuesta de cumplimiento regular de las nuevas obligaciones, incluyendo, 
en su caso, la fijación de una cantidad en concepto de alimentos para el 
deudor y su familia, y de un plan de continuación de la actividad profesional 
o empresarial que desarrollara.

El plan de pagos incluirá necesariamente una propuesta de negociación de 
las condiciones de los préstamos y créditos así como copia del acuerdo o 
solicitud de aplazamiento de los créditos de derecho público o, al menos, de 
las fechas de pago de los mismos, si no van a satisfacerse en sus plazos de 
vencimiento.
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2. La propuesta podrá consistir también en la cesión de bienes a los 
acreedores en pago de las deudas.

3. Dentro de los diez días naturales posteriores al envío de la propuesta de 
acuerdo por el mediador concursal a los acreedores, éstos podrán presentar 
propuestas alternativas o propuestas de modificación. Transcurrido el plazo 
citado, el mediador concursal remitirá a los acreedores el plan de pagos y 
viabilidad final aceptado por el deudor.

4. El mediador concursal deberá solicitar de inmediato la declaración de 
concurso de acreedores si, dentro del plazo mencionado en el apartado 3 de 
este artículo, decidieran no continuar con las negociaciones los acreedores 
que representasen al menos la mayoría del pasivo que necesariamente 
pudiera verse afectado por el acuerdo, excluidos los créditos con garantía 
real cuyos titulares no hubiesen comunicado su voluntad de intervenir en el 
mismo o cualquier acreedor de derecho público.

Artículo 237. La reunión de los acreedores.

1. Los acreedores convocados deberán asistir a la reunión, salvo los que 
hubiesen manifestado su aprobación u oposición dentro de los diez días 
naturales anteriores a la reunión. Con excepción de los que tuvieran 
constituido a su favor garantía real, los créditos de que fuera titular el 
acreedor que, habiendo recibido la convocatoria, no asista a la reunión y 
no hubiese manifestado su aprobación u oposición dentro de los diez días 
naturales anteriores, se calificarán como subordinados en el caso de que, 
fracasada la negociación, fuera declarado el concurso del deudor común.

2. El plan de pagos y el plan de viabilidad podrán ser modificados en la 
reunión, siempre que no se alteren las condiciones de pago de los acreedores 
que, por haber manifestado su aprobación dentro de los diez días naturales 
anteriores, no hayan asistido a la reunión.

Artículo 238. El acuerdo extrajudicial de pagos.

1. Para que el plan de pagos se considere aceptado, será necesario que voten 
a favor del mismo acreedores que sean titulares, al menos, del 60 por ciento 
del pasivo. En el caso de que el plan de pagos consista en la cesión de bienes 
del deudor en pago de deudas, dicho plan deberá contar con la aprobación 
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de acreedores que representen el setenta y cinco por ciento del pasivo y del 
acreedor o acreedores que, en su caso, tengan constituida a su favor una 
garantía real sobre estos bienes. En ambos supuestos, para la formación 
de estas mayorías se tendrá en cuenta exclusivamente el pasivo que vaya a 
verse afectado por el acuerdo y a los acreedores del mismo.

2. Si el plan fuera aceptado por los acreedores, el acuerdo se elevará 
inmediatamente a escritura pública, que cerrará el expediente que el notario 
hubiera abierto. Para los abiertos por el registrador mercantil, se presentará 
ante el Registro Mercantil copia de la escritura para que el registrador pueda 
cerrar el expediente. Por el notario o el registrador se comunicará el cierre 
del expediente al juzgado que hubiera de tramitar el concurso. Igualmente 
se dará cuenta del hecho por certificación o copia remitidas a los registros 
públicos de bienes competentes para la cancelación de las anotaciones 
practicadas. Asimismo, publicará la existencia del acuerdo en el Â«Boletín 
Oficial del EstadoÂ» y en el Registro Público Concursal por medio de un 
anuncio que contendrá los datos que identifiquen al deudor, incluyendo 
su Número de Identificación Fiscal, el registrador o notario competente, 
el número de expediente de nombramiento del mediador, el nombre 
del mediador concursal, incluyendo su Número de Identificación Fiscal, 
y la indicación de que el expediente está a disposición de los acreedores 
interesados en el Registro Mercantil o Notaría correspondiente para la 
publicidad de su contenido.

3. Si el plan no fuera aceptado, y el deudor continuara incurso en insolvencia, 
el mediador concursal solicitará inmediatamente del juez competente la 
declaración de concurso, que el juez acordará también de forma inmediata. En 
su caso, instará también del juez la conclusión del concurso por insuficiencia 
de masa activa en los términos previstos en el artículo 176 bis de esta Ley.

Artículo 239. Impugnación del acuerdo.

1. Dentro de los diez días siguientes a la publicación, el acreedor que no 
hubiera sido convocado o no hubiera votado a favor del acuerdo o hubiera 
manifestado con anterioridad su oposición en los términos establecidos en el 
artículo 237.1 podrá impugnarlo ante el juzgado que fuera competente para 
conocer del concurso del deudor.
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2. La impugnación no suspenderá la ejecución del acuerdo y solo podrá 
fundarse en la falta de concurrencia de las mayorías exigidas para la adopción 
del acuerdo teniendo en cuenta, en su caso, a los acreedores no convocados, 
en la superación de los límites establecidos por el artículo 236.1 o en la 
desproporción de la quita o moratoria exigidas.

3. Todas las impugnaciones se tramitarán conjuntamente por el procedimiento 
del incidente concursal.

4. La sentencia de anulación del acuerdo se publicará en el Â«Boletín Oficial 
del EstadoÂ» y en el Registro Público Concursal.

5. La sentencia que resuelva sobre la impugnación será susceptible de 
recurso de apelación de tramitación preferente.

6. La anulación del acuerdo dará lugar a la sustanciación del concurso 
consecutivo regulado en el artículo 242.

Artículo 240. Efectos del acuerdo sobre los acreedores.

1. Ningún acreedor afectado por el acuerdo podrá iniciar o continuar 
ejecuciones contra el deudor por deudas anteriores a la publicación de la 
apertura del expediente. El deudor podrá solicitar la cancelación de los 
correspondientes embargos del juez que los hubiera ordenado.

2. Por virtud del acuerdo extrajudicial, los créditos quedarán aplazados y 
remitidos conforme a lo pactado.

En caso de cesión de bienes a los acreedores, los créditos se considerarán 
extinguidos en todo o en parte, según lo acordado.

3. Los acreedores conservarán las acciones que les correspondan por la 
totalidad de los créditos contra los obligados solidarios y los garantes 
personales del deudor.

Artículo 241. Cumplimiento e incumplimiento del acuerdo.

1. El mediador concursal deberá supervisar el cumplimiento del acuerdo.
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2. Si el plan de pagos fuera íntegramente cumplido, el mediador concursal 
lo hará constar en acta notarial que se publicará en el Â«Boletín Oficial del 
EstadoÂ» y en el Registro Público Concursal.

3. Si el acuerdo extrajudicial de pagos fuera incumplido, el mediador concursal 
deberá instar el concurso, considerándose que el deudor incumplidor se 
encuentra en estado de insolvencia.

Artículo 242. Especialidades del concurso consecutivo.

1. Tendrá la consideración de concurso consecutivo el que se declare a solicitud 
del mediador concursal, del deudor o de los acreedores por la imposibilidad 
de alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos o por incumplimiento del plan 
de pagos acordado.

Igualmente tendrá la consideración de concurso consecutivo el que sea 
consecuencia de la anulación del acuerdo extrajudicial alcanzado.

2. En el concurso consecutivo, salvo el supuesto de insuficiencia de masa 
activa en los términos previstos en el artículo 176 bis de la Ley, se abrirá 
necesaria y simultáneamente la fase de liquidación, de conformidad con lo 
dispuesto en el Título V de esta Ley, con las especialidades siguientes:

1.Âª Salvo justa causa, el juez designará administrador del concurso 
al mediador concursal, quien no podrá percibir por este concepto más 
retribución que la que le hubiera sido fijada en el expediente de arreglo 
extrajudicial a menos que atendidas circunstancias excepcionales el juez 
acordare otra cosa.

2.Âª Tendrán también la consideración de créditos contra la masa los gastos 
del expediente extrajudicial y los demás créditos que, conforme al artículo 
84 de esta Ley, tengan la consideración de créditos contra la masa, que se 
hubiesen generado durante la tramitación del expediente extrajudicial, que 
no hubieran sido satisfechos.

3.Âª El plazo de dos años para la determinación de los actos rescindibles se 
contará desde la fecha de la solicitud del deudor al registrador mercantil o 
notario.
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4.Âª No necesitarán solicitar reconocimiento los titulares de créditos que 
hubieran firmado el acuerdo extrajudicial.

5.Âª En el caso de deudor empresario persona natural, si el concurso se 
calificara como fortuito, el juez declarará la remisión de todas las deudas 
que no sean satisfechas en la liquidación, con excepción de las de Derecho 
público siempre que sean satisfechos en su integridad los créditos contra la 
masa y los créditos concursales privilegiados.Â»

Ocho. Se introduce una nueva disposición adicional con la siguiente redacción:

Â«Disposición adicional séptima. Tratamiento de créditos de derecho público 
en caso de acuerdo extrajudicial de pagos.

1. Lo dispuesto en el Título X de esta Ley no resultará de aplicación a los 
créditos de derecho público para cuya gestión recaudatoria resulte de 
aplicación lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria o 
en el Real Decreto legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

2. El deudor persona natural o jurídica al que se refiere el artículo 231 que 
tuviera deudas de las previstas en el apartado anterior, una vez admitida 
la solicitud de acuerdo extrajudicial de pagos regulada en el artículo 232, 
deberá solicitar de la Administración Pública competente un aplazamiento o 
fraccionamiento de pago comprensivo de las deudas que, a dicha fecha, se 
encontrasen pendientes de ingreso, siempre que no tuviera previsto efectuar 
el mismo en el plazo establecido en la normativa aplicable.

3. Tratándose de deudas con la Hacienda Pública la tramitación de las 
solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento a que se refiere el apartado 
anterior se regirá por lo dispuesto en la Ley General Tributaria y en su 
normativa de desarrollo, con las siguientes especialidades:

a) El acuerdo de resolución del aplazamiento o fraccionamiento sólo podrá 
dictarse cuando el acuerdo extrajudicial de pagos haya sido formalizado. No 
obstante, será posible resolver antes de la concurrencia de tal circunstancia 
si transcurren tres meses desde la presentación de la solicitud sin que se 
haya publicado en el Â«Boletín Oficial del EstadoÂ» la existencia de tal 
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acuerdo o se declarara el concurso.

b) El acuerdo de concesión del aplazamiento o fraccionamiento, salvo que 
razones de cuantía discrecionalmente apreciadas por la Administración 
determinen lo contrario, tendrá como referencia temporal máxima la 
contemplada en el acuerdo extrajudicial de pagos, si bien la periodicidad de 
los plazos podrá ser diferente.

Los aplazamientos y fraccionamientos de pago en su día concedidos y vigentes 
a la fecha de presentación de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento 
a que se refiere el apartado 2 anterior continuarán surtiendo plenos efectos, 
sin perjuicio de las peticiones de modificación en sus condiciones que puedan 
presentarse, en cuyo caso las deudas a que las mismas se refiriesen se 
incorporarán a la citada solicitud.

En todo caso se incorporarán a la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento 
las deudas que a la fecha de presentación de la misma estuvieran incluidas 
en solicitudes pendientes de resolución.

4. Tratándose de deudas con la Seguridad Social la tramitación de las 
solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento a que se refiere el apartado 
2 anterior se regirá por lo dispuesto en el Texto refundido de la Ley de 
la Seguridad Social y en su normativa de desarrollo, con las siguientes 
especialidades:

a) El acuerdo de resolución del aplazamiento sólo podrá dictarse cuando 
el acuerdo extrajudicial de pagos haya sido formalizado. No obstante, será 
posible resolver antes de la concurrencia de tal circunstancia si transcurren 
tres meses desde la presentación de la solicitud sin que se haya publicado en 
el Â«Boletín Oficial del EstadoÂ» la existencia de tal acuerdo o se declarara 
el concurso.

b) El acuerdo de concesión del aplazamiento, salvo que razones de cuantía 
discrecionalmente apreciadas por la Administración determinen lo contrario, 
tendrá como referencia temporal máxima la contemplada en el acuerdo 
extrajudicial de pagos, si bien la periodicidad de los plazos podrá ser diferente.

En el caso de que el sujeto responsable tuviese aplazamiento de pago vigente 
a la fecha de la presentación de la solicitud del acuerdo extrajudicial, el mismo 



322

continuará surtiendo plenos efectos, sin perjuicio de las reconsideraciones o 
modificaciones que puedan solicitarse a efectos de incluir en el aplazamiento 
algún periodo de deuda corriente o de alterar alguna de las condiciones de 
amortización, respectivamente.Â»

Nueve. Se introduce una nueva disposición adicional con la siguiente 
redacción:

Â«Disposición adicional octava. Remuneración de los mediadores concursales.

Serán de aplicación a la remuneración de los mediadores concursales a los 
que se refiere la presente Ley las normas establecidas o que se establezcan 
para la remuneración de los administradores concursales.Â»

Artículo 22. Servicios de los Puntos de Atención al Emprendedor con ocasión 
del cese de la actividad.

1. Las personas físicas y jurídicas podrán realizar por vía telemática, a través 
del Punto de Atención al Emprendedor del Ministerio de Industria, Energía 
y Turismo, y del resto de Puntos de Atención al Emprendedor que presten 
este servicio con arreglo al convenio suscrito al efecto, todos los trámites 
administrativos necesarios para el cese de la actividad de empresarios 
individuales y para la extinción y cese de la actividad de sociedades 
mercantiles.

En particular, podrá encargarse la realización de los siguientes trámites:

a) La solicitud de la inscripción al Registro Mercantil de la disolución, 
liquidación y extinción de la sociedad, del nombramiento de los liquidadores, 
del cierre de sucursales y, en general, cancelación del resto de asientos 
registrales.

b) La comunicación de la extinción de la empresa o el cese definitivo de su 
actividad y baja de los trabajadores a su servicio a la Dirección Provincial de 
la Tesorería General de la Seguridad Social.

c) La declaración de baja en el Censo de Empresarios, Profesionales y 
Retenedores y declaración de baja en el Impuesto de Actividades Económicas.



323

d) La comunicación de la baja en los Registros sectoriales estatales, 
autonómicos y municipales en los que se hubiese inscrito la empresa o sus 
instalaciones.

e) La comunicación de cese de actividad a las autoridades estatales, 
autonómicas y municipales cuando ésta sea preceptiva.

f) En caso de empresarios de responsabilidad limitada, la solicitud de 
cancelación de las inscripciones que resulten necesarias en el Registro 
Mercantil, en el Registro de la Propiedad, de Bienes Muebles y en cualesquiera 
otros Registros en los que estuvieren inmatriculados los bienes inembargables 
por deudas empresariales o profesionales.

2. En la solicitud, que estará disponible en formato electrónico, el interesado 
podrá solicitar expresamente la no realización de alguno o varios trámites.

TÍTULO II

Apoyos fiscales y en materia de Seguridad Social a los emprendedores

Artículo 23. Régimen especial del criterio de caja.

La Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
queda modificada en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el apartado Uno del artículo 120, que queda redactado de 
la siguiente forma:

Â«Uno. Los regímenes especiales en el Impuesto sobre el Valor Añadido son 
los siguientes:

1.Âº Régimen simplificado.

2.Âº Régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca.

3.Âº Régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, antigÃŒedades 
y objetos de colección.

4.Âº Régimen especial aplicable a las operaciones con oro de inversión.
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5.Âº Régimen especial de las agencias de viajes.

6.Âº Régimen especial del recargo de equivalencia.

7.Âº Régimen especial aplicable a los servicios prestados por vía electrónica.

8.Âº Régimen especial del grupo de entidades.

9.Âº Régimen especial del criterio de caja.Â»

Dos. Se introduce un nuevo Capítulo X en el Título IX, con la siguiente 
redacción:

Â«CAPÍTULO X

Régimen especial del criterio de caja

Artículo 163 decies. Requisitos subjetivos de aplicación.

Uno. Podrán aplicar el régimen especial del criterio de caja los sujetos pasivos 
del Impuesto cuyo volumen de operaciones durante el año natural anterior 
no haya superado los 2.000.000 de euros.

Dos. Cuando el sujeto pasivo hubiera iniciado la realización de actividades 
empresariales o profesionales en el año natural anterior, el importe del 
volumen de operaciones deberá elevarse al año.

Tres. Cuando el sujeto pasivo no hubiera iniciado la realización de actividades 
empresariales o profesionales en el año natural anterior, podrá aplicar este 
régimen especial en el año natural en curso.

Cuatro. A efectos de determinar el volumen de operaciones efectuadas por el 
sujeto pasivo referido en los apartados anteriores, las mismas se entenderán 
realizadas cuando se produzca o, en su caso, se hubiera producido el devengo 
del Impuesto sobre el Valor Añadido, si a las operaciones no les hubiera sido 
de aplicación el régimen especial del criterio de caja.

Cinco. Quedarán excluidos del régimen de caja los sujetos pasivos cuyos 
cobros en efectivo respecto de un mismo destinatario durante el año natural 
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superen la cuantía que se determine reglamentariamente.

Artículo 163 undecies. Condiciones para la aplicación del régimen especial 
del criterio de caja.

El régimen especial del criterio de caja podrá aplicarse por los sujetos pasivos 
que cumplan los requisitos establecidos en el artículo anterior y opten por su 
aplicación en los términos que se establezcan reglamentariamente. La opción 
se entenderá prorrogada salvo renuncia, que se efectuará en las condiciones 
que reglamentariamente se establezcan. Esta renuncia tendrá una validez 
mínima de 3 años.

Artículo 163 duodecies. Requisitos objetivos de aplicación.

Uno. El régimen especial del criterio de caja podrá aplicarse por los sujetos 
pasivos a que se refiere el artículo 163 decies a las operaciones que se 
entiendan realizadas en el territorio de aplicación del Impuesto.

El régimen especial del criterio de caja se referirá a todas las operaciones 
realizadas por el sujeto pasivo sin perjuicio de lo establecido en el apartado 
siguiente de este artículo.

Dos. Quedan excluidas del régimen especial del criterio de caja las siguientes 
operaciones:

a) Las acogidas a los regímenes especiales simplificado, de la agricultura, 
ganadería y pesca, del recargo de equivalencia, del oro de inversión, aplicable 
a los servicios prestados por vía electrónica y del grupo de entidades.

b) Las entregas de bienes exentas a las que se refieren los artículos 21, 22, 
23, 24 y 25 de esta Ley.

c) Las adquisiciones intracomunitarias de bienes.

d) Aquellas en las que el sujeto pasivo del Impuesto sea el empresario o 
profesional para quien se realiza la operación de conformidad con los números 
2.Âº, 3.Âº y 4.Âº del apartado uno del artículo 84 de esta Ley.

e) Las importaciones y las operaciones asimiladas a las importaciones.
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f) Aquellas a las que se refieren los artículos 9.1.Âº y 12 de esta Ley.

Artículo 163 terdecies. Contenido del régimen especial del criterio de caja.

Uno. En las operaciones a las que sea de aplicación este régimen especial, 
el Impuesto se devengará en el momento del cobro total o parcial del precio 
por los importes efectivamente percibidos o si este no se ha producido, el 
devengo se producirá el 31 de diciembre del año inmediato posterior a aquel 
en que se haya realizado la operación.

A estos efectos, deberá acreditarse el momento del cobro, total o parcial, del 
precio de la operación.

Dos. La repercusión del Impuesto en las operaciones a las que sea de 
aplicación este régimen especial deberá efectuarse al tiempo de expedir 
y entregar la factura correspondiente, pero se entenderá producida en el 
momento del devengo de la operación determinado conforme a lo dispuesto 
en el apartado anterior.

Tres. Los sujetos pasivos a los que sea de aplicación este régimen especial 
podrán practicar sus deducciones en los términos establecidos en el Título 
VIII de esta Ley, con las siguientes particularidades:

a) El derecho a la deducción de las cuotas soportadas por los sujetos pasivos 
acogidos a este régimen especial nace en el momento del pago total o parcial 
del precio por los importes efectivamente satisfechos, o si este no se ha 
producido, el 31 de diciembre del año inmediato posterior a aquel en que se 
haya realizado la operación.

Lo anterior será de aplicación con independencia del momento en que se 
entienda realizado el hecho imponible.

A estos efectos, deberá acreditarse el momento del pago, total o parcial, del 
precio de la operación.

b) El derecho a la deducción solo podrá ejercitarse en la declaración-
liquidación relativa al periodo de liquidación en que haya nacido el derecho 
a la deducción de las cuotas soportadas o en las de los sucesivos, siempre 
que no hubiera transcurrido el plazo de cuatro años, contados a partir del 
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nacimiento del mencionado derecho.

c) El derecho a la deducción de las cuotas soportadas caduca cuando el titular 
no lo hubiera ejercitado en el plazo establecido en la letra anterior.

Cuatro. Reglamentariamente se determinarán las obligaciones formales que 
deban cumplir los sujetos pasivos que apliquen este régimen especial.

Artículo 163 quaterdecies. Efectos de la renuncia o exclusión del régimen 
especial del criterio de caja.

La renuncia o exclusión de la aplicación del régimen especial del criterio de 
caja determinará el mantenimiento de las normas reguladas en el mismo 
respecto de las operaciones efectuadas durante su vigencia en los términos 
señalados en el artículo anterior.

Artículo 163 quinquiesdecies. Operaciones afectadas por el régimen especial 
del criterio de caja.

Uno. El nacimiento del derecho a la deducción de los sujetos pasivos no 
acogidos al régimen especial del criterio de caja, pero que sean destinatarios 
de las operaciones incluidas en el mismo, en relación con las cuotas soportadas 
por esas operaciones, se producirá en el momento del pago total o parcial del 
precio de las mismas, por los importes efectivamente satisfechos, o, si este 
no se ha producido, el 31 de diciembre del año inmediato posterior a aquel 
en que se haya realizado la operación.

Lo anterior será de aplicación con independencia del momento en que se 
entienda realizado el hecho imponible.

A estos efectos, deberá acreditarse el momento del pago, total o parcial, del 
precio de la operación.

Reglamentariamente se determinarán las obligaciones formales que deban 
cumplir los sujetos pasivos que sean destinatarios de las operaciones 
afectadas por el régimen especial del criterio de caja.

Dos. La modificación de la base imponible a que se refiere el apartado 
cuatro del artículo 80 de esta Ley, efectuada por sujetos pasivos que no se 
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encuentren acogidos al régimen especial del criterio de caja, determinará 
el nacimiento del derecho a la deducción de las cuotas soportadas por el 
sujeto pasivo deudor, acogido a dicho régimen especial correspondientes a 
las operaciones modificadas y que estuvieran aún pendientes de deducción 
en la fecha en que se realice la referida modificación de la base imponible.

Artículo 163 sexiesdecies. Efectos del auto de declaración del concurso.

La declaración de concurso del sujeto pasivo acogido al régimen especial 
de criterio de caja o del sujeto pasivo destinatario de sus operaciones 
determinará, en la fecha del auto de declaración de concurso:

a) el devengo de las cuotas repercutidas por el sujeto pasivo acogido al 
régimen especial del criterio de caja que estuvieran aún pendientes de 
devengo en dicha fecha;

b) el nacimiento del derecho a la deducción de las cuotas soportadas por 
el sujeto pasivo respecto de las operaciones que haya sido destinatario y a 
las que haya sido de aplicación el régimen especial del criterio de caja que 
estuvieran pendientes de pago y en las que no haya transcurrido el plazo 
previsto en el artículo 163.terdecies.Tres, letra a), en dicha fecha;

c) el nacimiento del derecho a la deducción de las cuotas soportadas por el 
sujeto pasivo concursado acogido al régimen especial del criterio de caja, 
respecto de las operaciones que haya sido destinatario no acogidas a dicho 
régimen especial que estuvieran aún pendientes de pago y en las que no 
haya transcurrido el plazo previsto en el artículo 163.terdecies.Tres, letra a), 
en dicha fecha.

El sujeto pasivo en concurso deberá declarar las cuotas devengadas y ejercitar 
la deducción de las cuotas soportadas referidas en los párrafos anteriores 
en la declaración-liquidación prevista reglamentariamente, correspondiente 
a los hechos imponibles anteriores a la declaración de concurso. Asimismo, 
el sujeto pasivo deberá declarar en dicha declaración-liquidación, las demás 
cuotas soportadas que estuvieran pendientes de deducción a dicha fecha.Â»

Artículo 24. Régimen especial de devengo del Impuesto General Indirecto 
Canario por criterio de caja.
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Con efectos desde el día 1 de enero de 2014, se introduce un nuevo Capítulo 
IX en el Título III de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los 
aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias, con la siguiente 
redacción:

Â«CAPÍTULO IX

Régimen especial del criterio de caja

Artículo 58 nonies. Requisitos subjetivos de aplicación.

Uno. Podrán aplicar el régimen especial del criterio de caja los sujetos pasivos 
del Impuesto cuyo volumen de operaciones durante el año natural anterior 
no haya superado los 2.000.000 de euros.

Dos. Cuando el sujeto pasivo hubiera iniciado la realización de actividades 
empresariales o profesionales en el año natural anterior, el importe del 
volumen de operaciones deberá elevarse al año.

Tres. Cuando el sujeto pasivo no hubiera iniciado la realización de actividades 
empresariales o profesionales en el año natural anterior, podrá aplicar este 
régimen especial en el año natural en curso.

Cuatro. A efectos de determinar el volumen de operaciones efectuadas por el 
sujeto pasivo referido en los apartados anteriores, las mismas se entenderán 
realizadas cuando se produzca o, en su caso, se hubiera producido el devengo 
del Impuesto General Indirecto Canario, si a las operaciones no les hubiera 
sido de aplicación el régimen especial del criterio de caja.

Cinco. Quedarán excluidos del régimen del criterio de caja los sujetos pasivos 
cuyos cobros en efectivo respecto de un mismo destinatario durante el año 
natural superen la cuantía que se determine reglamentariamente por el 
Gobierno de Canarias.

Artículo 58 decies. Condiciones para la aplicación del régimen especial del 
criterio de caja.

El régimen especial del criterio de caja podrá aplicarse por los sujetos pasivos 
que cumplan los requisitos establecidos en el artículo anterior y opten por 
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su aplicación en los términos que se establezcan reglamentariamente por el 
Gobierno de Canarias. La opción se entenderá prorrogada salvo renuncia, 
que se efectuará en las condiciones que reglamentariamente se establezcan 
por el Gobierno de Canarias. Esta renuncia tendrá una validez mínima de 3 
años.

Artículo 58 undecies. Requisitos objetivos de aplicación.

Uno. El régimen especial del criterio de caja podrá aplicarse por los sujetos 
pasivos a que se refiere el artículo 58 nonies a las operaciones que se 
entiendan realizadas en el territorio de aplicación del Impuesto.

El régimen especial del criterio de caja se referirá a todas las operaciones 
realizadas por el sujeto pasivo sin perjuicio de lo establecido en el apartado 
siguiente de este artículo.

Dos. Quedan excluidas del régimen especial del criterio de caja las siguientes 
operaciones:

a) Las acogidas a los regímenes especiales simplificado, de la agricultura y 
ganadería, del oro de inversión y del grupo de entidades.

b) Las entregas de bienes exentas a las que se refieren los artículos 11, 12 
y 13 de esta Ley.

c) Aquellas en las que el sujeto pasivo del Impuesto sea el empresario o 
profesional para quien se realiza la operación de conformidad con el apartado 
2.Âº del número 1 del artículo 19 de esta Ley.

d) Las importaciones y las operaciones asimiladas a las importaciones.

Artículo 58 duodecies. Contenido del régimen especial del criterio de caja.

Uno. En las operaciones a las que sea de aplicación este régimen especial el 
Impuesto se devengará en el momento del cobro total o parcial del precio 
por los importes efectivamente percibidos o si este no se ha producido, el 
devengo se producirá el 31 de diciembre del año inmediato posterior a aquel 
en que se haya realizado la operación.
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A estos efectos, deberá acreditarse el momento del cobro, total o parcial, del 
precio de la operación.

Dos. La repercusión del Impuesto en las operaciones a las que sea de 
aplicación este régimen especial deberá efectuarse al tiempo de expedir 
y entregar la factura correspondiente, pero se entenderá producida en el 
momento del devengo de la operación determinado conforme a lo dispuesto 
en el apartado anterior.

Tres. Los sujetos pasivos a los que sea de aplicación este régimen especial 
podrán practicar sus deducciones en los términos establecidos en el Título II 
de esta Ley, con las siguientes particularidades:

a) El derecho a la deducción de las cuotas soportadas por los sujetos pasivos 
acogidos a este régimen especial nace en el momento del pago total o parcial 
del precio por los importes efectivamente satisfechos, o si este no se ha 
producido, el 31 de diciembre del año inmediato posterior a aquel en que se 
haya realizado la operación.

Lo anterior será de aplicación con independencia del momento en que se 
entienda realizado el hecho imponible.

A estos efectos, deberá acreditarse el momento del pago, total o parcial, del 
precio de la operación.

b) El derecho a la deducción solo podrá ejercitarse en la declaración-
liquidación relativa al periodo de liquidación en que haya nacido el derecho 
a la deducción de las cuotas soportadas o en las de los sucesivos, siempre 
que no hubiera transcurrido el plazo de cuatro años, contados a partir del 
nacimiento del mencionado derecho.

c) El derecho a la deducción de las cuotas soportadas caduca cuando el titular 
no lo hubiera ejercitado en el plazo establecido en la letra anterior.

Cuatro. Reglamentariamente por el Gobierno de Canarias se determinarán 
las obligaciones formales que deban cumplir los sujetos pasivos que apliquen 
este régimen especial.

Artículo 58 terdecies. Efectos de la renuncia o exclusión del régimen especial 
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del criterio de caja.

La renuncia o exclusión de la aplicación del régimen especial del criterio de 
caja determinará el mantenimiento de las normas reguladas en el mismo 
respecto de las operaciones efectuadas durante su vigencia en los términos 
señalados en el artículo anterior.

Artículo 58 quaterdecies. Operaciones afectadas por el régimen especial del 
criterio de caja.

Uno. El nacimiento del derecho a la deducción de los sujetos pasivos no 
acogidos al régimen especial del criterio de caja, pero que sean destinatarios 
de las operaciones incluidas en el mismo, en relación con las cuotas soportadas 
por esas operaciones, se producirá en el momento del pago total o parcial del 
precio de las mismas, por los importes efectivamente satisfechos, o, si este 
no se ha producido, el 31 de diciembre del año inmediato posterior a aquel 
en que se haya realizado la operación.

Lo anterior será de aplicación con independencia del momento en que se 
entienda realizado el hecho imponible.

A estos efectos, deberá acreditarse el momento del pago, total o parcial, del 
precio de la operación.

Reglamentariamente por el Gobierno de Canarias se determinarán las 
obligaciones formales que deban cumplir los sujetos pasivos que sean 
destinatarios de las operaciones afectadas por el régimen especial del criterio 
de caja.

Dos. La modificación de la base imponible a que se refiere el número 7 del 
artículo 22 de esta Ley, efectuada por sujetos pasivos que no se encuentren 
acogidos al régimen especial del criterio de caja, determinará el nacimiento 
del derecho a la deducción de las cuotas soportadas por el sujeto pasivo 
deudor, acogido a dicho régimen especial correspondientes a las operaciones 
modificadas y que estuvieran aún pendientes de deducción en la fecha en 
que se realice la referida modificación de la base imponible.

Artículo 58 quinquiesdecies. Efectos del auto de declaración del concurso.
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La declaración de concurso del sujeto pasivo acogido al régimen especial 
de criterio de caja o del sujeto pasivo destinatario de sus operaciones 
determinará, en la fecha del auto de declaración de concurso:

a) el devengo de las cuotas repercutidas por el sujeto pasivo acogido al 
régimen especial del criterio de caja que estuvieran aún pendientes de 
devengo en dicha fecha;

b) el nacimiento del derecho a la deducción de las cuotas soportadas por 
el sujeto pasivo respecto de las operaciones que haya sido destinatario y a 
las que haya sido de aplicación el régimen especial del criterio de caja que 
estuvieran pendientes de pago y en las que no haya transcurrido el plazo 
previsto en el artículo 58 duodecies.Tres, letra a), en dicha fecha;

c) el nacimiento del derecho a la deducción de las cuotas soportadas por el 
sujeto pasivo concursado acogido al régimen especial del criterio de caja, 
respecto de las operaciones que haya sido destinatario no acogidas a dicho 
régimen especial que estuvieran aún pendientes de pago y en las que no 
haya transcurrido el plazo previsto en el artículo 58 duodecies.Tres, letra a), 
en dicha fecha.

El sujeto pasivo en concurso deberá declarar las cuotas devengadas y 
ejercitar la deducción de las cuotas soportadas referidas en los párrafos 
anteriores en la declaración-liquidación prevista reglamentariamente por el 
Gobierno de Canarias, correspondiente a los hechos imponibles anteriores 
a la declaración de concurso. Asimismo, el sujeto pasivo deberá declarar en 
dicha declaración-liquidación, las demás cuotas soportadas que estuvieran 
pendientes de deducción a dicha fecha.Â»

Artículo 25. Incentivos fiscales por inversión de beneficios.

Se modifica el artículo 37 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, 
que queda redactado de la siguiente forma:

Â«Artículo 37. Deducción por inversión de beneficios.

1. Las entidades que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 108 
y tributen de acuerdo con la escala de gravamen prevista en el artículo 114, 
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ambos de esta Ley, tendrán derecho a una deducción en la cuota íntegra 
del 10 por ciento de los beneficios del ejercicio, sin incluir la contabilización 
del Impuesto sobre Sociedades, que se inviertan en elementos nuevos 
del inmovilizado material o inversiones inmobiliarias afectos a actividades 
económicas, siempre que cumplan las condiciones establecidas en este 
artículo.

Esta deducción será del 5 por ciento en el caso de entidades que tributen 
de acuerdo con la escala de gravamen prevista en la disposición adicional 
duodécima de esta Ley.

La inversión se entenderá efectuada en la fecha en que se produzca la puesta 
a disposición de los elementos patrimoniales, incluso en el supuesto de 
elementos patrimoniales que sean objeto de los contratos de arrendamiento 
financiero a los que se refiere el apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre disciplina e intervención 
de las entidades de crédito. No obstante, en este último caso, la deducción 
estará condicionada, con carácter resolutorio, al ejercicio de la opción de 
compra.

En el caso de entidades que tributen en el régimen de consolidación fiscal, 
la inversión podrá efectuarla cualquier entidad que forme parte del grupo.

2. La inversión en elementos patrimoniales afectos a actividades económicas 
deberá realizarse en el plazo comprendido entre el inicio del período 
impositivo en que se obtienen los beneficios objeto de inversión y los dos 
años posteriores o, excepcionalmente, de acuerdo con un plan especial de 
inversión aprobado por la Administración tributaria a propuesta del sujeto 
pasivo.

3. La deducción se practicará en la cuota íntegra correspondiente al período 
impositivo en que se efectúe la inversión.

4. La base de la deducción resultará de aplicar al importe de los beneficios del 
ejercicio, sin incluir la contabilización del Impuesto sobre Sociedades, objeto 
de inversión un coeficiente determinado por:

a) En el numerador: los beneficios obtenidos en el ejercicio, sin incluir la 
contabilización del Impuesto sobre Sociedades, minorados por aquellas 
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rentas o ingresos que sean objeto de exención, reducción, bonificación, 
deducción del artículo 15.9 de esta Ley o deducción por doble imposición, 
exclusivamente en la parte exenta, reducida, bonificada o deducida en la 
base imponible, o bien que haya generado derecho a deducción en la cuota 
íntegra.

b) En el denominador: los beneficios obtenidos en el ejercicio, sin incluir la 
contabilización del Impuesto sobre Sociedades.

El coeficiente que resulte se tomará con dos decimales redondeado por 
defecto.

En el caso de entidades que tributen en el régimen de consolidación fiscal, el 
coeficiente se calculará a partir de los beneficios que resulten de la cuenta de 
pérdidas y ganancias a que se refiere el artículo 79 de esta Ley y se tendrán 
en cuenta los ajustes a que se refiere la anterior letra a) que correspondan a 
todas las entidades que forman parte del grupo fiscal, excepto que no formen 
parte de los referidos beneficios.

5. Las entidades que apliquen esta deducción deberán dotar una reserva 
por inversiones, por un importe igual a la base de deducción, que será 
indisponible en tanto que los elementos patrimoniales en los que se realice la 
inversión deban permanecer en la entidad.

La reserva por inversiones deberá dotarse con cargo a los beneficios del 
ejercicio cuyo importe es objeto de inversión.

En el caso de entidades que tributen en el régimen de consolidación fiscal, 
esta reserva será dotada por la entidad que realiza la inversión, salvo que 
no le resulte posible, en cuyo caso deberá ser dotada por otra entidad del 
grupo fiscal.

6. Los elementos patrimoniales objeto de inversión deberán permanecer 
en funcionamiento en el patrimonio de la entidad, salvo pérdida justificada, 
durante un plazo de 5 años, o durante su vida útil de resultar inferior.

No obstante, no se perderá la deducción si se produce la transmisión de los 
elementos patrimoniales objeto de inversión antes de la finalización del plazo 
señalado en el párrafo anterior y se invierte el importe obtenido o el valor 



336

neto contable, si fuera menor, en los términos establecidos en este artículo.

7. Esta deducción es incompatible con la aplicación de la libertad de 
amortización, con la deducción por inversiones regulada en el artículo 94 de 
la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales del 
Régimen Económico Fiscal de Canarias, y con la Reserva para inversiones 
en Canarias regulada en el artículo 27 de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 
modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias.

8. Los sujetos pasivos harán constar en la memoria de las cuentas anuales 
la siguiente información:

a) El importe de los beneficios acogido a la deducción y el ejercicio en que 
se obtuvieron.

b) La reserva indisponible que debe figurar dotada.

c) Identificación e importe de los elementos adquiridos.

d) La fecha o fechas en que los elementos han sido objeto de adquisición y 
afectación a la actividad económica.

Dicha mención en la memoria deberá realizarse hasta que se cumpla el plazo 
de mantenimiento a que se refiere el apartado 6 de este artículo.

9. El incumplimiento de cualquiera de los requisitos previstos en este artículo 
determinará la pérdida del derecho de esta deducción, y su regularización en 
la forma establecida en el artículo 137.3 de esta Ley.Â»

Artículo 26. Incentivos fiscales a las actividades de investigación y desarrollo 
e innovación tecnológica, a las rentas procedentes de determinados activos 
intangibles y a la creación de empleo para trabajadores con discapacidad.

Se modifica el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, de la 
siguiente forma:

Uno. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 44, pasando el que era 3 a 
numerarse como 4, que quedan redactados de la siguiente forma:
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Â«2. No obstante, en el caso de entidades a las que resulte de aplicación el 
tipo general de gravamen, el tipo del 35 por ciento, o la escala de gravamen 
prevista en el artículo 114 de esta Ley, las deducciones por actividades de 
investigación y desarrollo e innovación tecnológica a que se refieren los 
apartados 1 y 2 del artículo 35 de esta Ley, que se generen en períodos 
impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2013, podrán, opcionalmente, 
quedar excluidas del límite establecido en el último párrafo del apartado 
anterior, y aplicarse con un descuento del 20 por ciento de su importe, en 
los términos establecidos en este apartado. En el caso de insuficiencia de 
cuota, se podrá solicitar su abono a la Administración tributaria a través de 
la declaración de este Impuesto, una vez finalizado el plazo a que se refiere 
la letra a) siguiente. Este abono se regirá por lo dispuesto en el artículo 31 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y en su normativa 
de desarrollo, sin que, en ningún caso, se produzca el devengo del interés de 
demora a que se refiere el apartado 2.

El importe de la deducción aplicada o abonada, de acuerdo con lo dispuesto 
en este apartado, en el caso de las actividades de innovación tecnológica 
no podrá superar conjuntamente el importe de 1 millón de euros anuales. 
Asimismo, el importe de la deducción aplicada o abonada por las actividades 
de investigación y desarrollo e innovación tecnológica, de acuerdo con lo 
dispuesto en este apartado, no podrá superar conjuntamente, y por todos 
los conceptos, los 3 millones de euros anuales. Ambos límites se aplicarán a 
todo el grupo de sociedades, en el supuesto de entidades que formen parte 
del mismo grupo según los criterios establecidos en el artículo 42 del Código 
de Comercio.

Para la aplicación de lo dispuesto en este apartado, será necesario el 
cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Que transcurra, al menos, un año desde la finalización del período 
impositivo en que se generó la deducción, sin que la misma haya sido objeto 
de aplicación.

b) Que la plantilla media o, alternativamente, la plantilla media adscrita a 
actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica no se vea 
reducida desde el final del período impositivo en que se generó la deducción 
hasta la finalización del plazo a que se refiere la letra c) siguiente.
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c) Que se destine un importe equivalente a la deducción aplicada o abonada, 
a gastos de investigación y desarrollo e innovación tecnológica o a inversiones 
en elementos del inmovilizado material o activo intangible exclusivamente 
afectos a dichas actividades, excluidos los inmuebles, en los 24 meses 
siguientes a la finalización del período impositivo en cuya declaración se 
realice la correspondiente aplicación o abono.

d) Que la entidad haya obtenido un informe motivado sobre la calificación 
de la actividad como investigación y desarrollo o innovación tecnológica o un 
acuerdo previo de valoración de los gastos e inversiones correspondientes a 
dichas actividades, en los términos establecidos en el apartado 4 del artículo 
35 de esta Ley.

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos conllevará la 
regularización de las cantidades indebidamente aplicadas o abonadas, en la 
forma establecida en el artículo 137.3 de esta Ley.

3. Una misma inversión no podrá dar lugar a la aplicación de más de una 
deducción en la misma entidad salvo disposición expresa, ni podrá dar lugar 
a la aplicación de una deducción en más de una entidad.Â»

Dos. Se modifica el artículo 23, que queda redactado de la siguiente forma:

Â«Artículo 23. Reducción de las rentas procedentes de determinados activos 
intangibles.

1. Las rentas procedentes de la cesión del derecho de uso o de explotación 
de patentes, dibujos o modelos, planos, fórmulas o procedimientos secretos, 
de derechos sobre informaciones relativas a experiencias industriales, 
comerciales o científicas, se integrarán en la base imponible en un 40 por 
ciento de su importe, cuando se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que la entidad cedente haya creado los activos objeto de cesión, al menos, 
en un 25 por ciento de su coste.

b) Que el cesionario utilice los derechos de uso o de explotación en el 
desarrollo de una actividad económica y que los resultados de esa utilización 
no se materialicen en la entrega de bienes o prestación de servicios por el 
cesionario que generen gastos fiscalmente deducibles en la entidad cedente, 
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siempre que, en este último caso, dicha entidad esté vinculada con el 
cesionario.

c) Que el cesionario no resida en un país o territorio de nula tributación 
o considerado como paraíso fiscal, salvo que esté situado en un Estado 
Miembro de la Unión Europea y el sujeto pasivo acredite que la operativa 
responde a motivos económicos válidos.

d) Cuando un mismo contrato de cesión incluya prestaciones accesorias 
de servicios, deberá diferenciarse en dicho contrato la contraprestación 
correspondiente a los mismos.

e) Que la entidad disponga de los registros contables necesarios para poder 
determinar los ingresos y gastos, directos e indirectos, correspondientes a 
los activos objeto de cesión.

Lo dispuesto en este apartado también resultará de aplicación en el caso de 
transmisión de los activos intangibles referidos en el mismo, cuando dicha 
transmisión se realice entre entidades que no formen parte de un grupo de 
sociedades según los criterios establecidos en el artículo 42 del Código de 
Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de formular 
cuentas anuales consolidadas.

2. En el caso de cesión de activos intangibles, a los efectos de lo dispuesto 
en el apartado anterior, se entenderá por rentas la diferencia positiva entre 
los ingresos del ejercicio procedentes de la cesión del derecho de uso o de 
explotación de los activos, y las cantidades que sean deducidas en el mismo 
por aplicación de los artículos 11.4 ó 12.7 de esta Ley, por deterioros, y por 
aquellos gastos del ejercicio directamente relacionados con el activo cedido.

No obstante, en el caso de activos intangibles no reconocidos en el balance 
de la entidad, se entenderá por rentas el 80 por ciento de los ingresos 
procedentes de la cesión de aquellos.

3. Esta reducción deberá tenerse en cuenta a efectos de la determinación del 
importe de la cuota íntegra a que se refiere el artículo 31.1.b) de esta Ley.

4. Tratándose de entidades que tributen en el régimen de consolidación 
fiscal, las operaciones que den lugar a la aplicación de lo dispuesto en este 
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artículo estarán sometidas a las obligaciones de documentación a que se 
refiere el apartado 2 del artículo 16 de esta Ley.

5. En ningún caso darán derecho a la reducción las rentas procedentes 
de la cesión del derecho de uso o de explotación, o de la transmisión, de 
marcas, obras literarias, artísticas o científicas, incluidas las películas 
cinematográficas, de derechos personales susceptibles de cesión, como 
los derechos de imagen, de programas informáticos, equipos industriales, 
comerciales o científicos, ni de cualquier otro derecho o activo distinto de los 
señalados en el apartado 1.

6. A efectos de aplicar la presente reducción, con carácter previo a 
la realización de las operaciones, el sujeto pasivo podrá solicitar a la 
Administración tributaria la adopción de un acuerdo previo de valoración 
en relación con los ingresos procedentes de la cesión de los activos y de 
los gastos asociados, así como de las rentas generadas en la transmisión. 
Dicha solicitud se acompañará de una propuesta de valoración, que se 
fundamentará en el valor de mercado.

La propuesta podrá entenderse desestimada una vez transcurrido el plazo 
de resolución.

Reglamentariamente se fijará el procedimiento para la resolución de los 
acuerdos previos de valoración a que se refiere este apartado.

7. Asimismo, con carácter previo a la realización de las operaciones, el sujeto 
pasivo podrá solicitar a la Administración tributaria un acuerdo previo de 
calificación de los activos como pertenecientes a alguna de las categorías a 
que se refiere el apartado 1 de este artículo, y de valoración en relación con 
los ingresos procedentes de la cesión de aquellos y de los gastos asociados, 
así como de las rentas generadas en la transmisión. Dicha solicitud se 
acompañará de una propuesta de valoración, que se fundamentará en el 
valor de mercado.

La propuesta podrá entenderse desestimada una vez transcurrido el plazo 
de resolución.

La resolución de este acuerdo requerirá informe vinculante emitido por la 
Dirección General de Tributos, en relación con la calificación de los activos. 
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En caso de estimarlo procedente, la Dirección General de Tributos podrá 
solicitar opinión no vinculante al respecto, al Ministerio de Economía y 
Competitividad.

Reglamentariamente se fijará el procedimiento para la resolución de los 
acuerdos previos de calificación y valoración a que se refiere este apartado.

8. La aplicación de lo dispuesto en el último párrafo del apartado 1 de este 
artículo es incompatible con la deducción por reinversión de beneficios 
extraordinarios, regulada en el artículo 42 de esta Ley.Â»

Tres. Se modifica el artículo 41 que queda redactado de la siguiente forma:

Â«Artículo 41. Deducción por creación de empleo para trabajadores con 
discapacidad.

1. Será deducible de la cuota íntegra la cantidad de 9.000 euros por cada 
persona/año de incremento del promedio de plantilla de trabajadores con 
discapacidad en un grado igual o superior al 33 por ciento e inferior al 65 
por ciento, contratados por el sujeto pasivo, experimentado durante el 
período impositivo, respecto a la plantilla media de trabajadores de la misma 
naturaleza del período inmediato anterior.

2. Será deducible de la cuota íntegra la cantidad de 12.000 euros por cada 
persona/año de incremento del promedio de plantilla de trabajadores con 
discapacidad en un grado igual o superior al 65 por ciento, contratados por 
el sujeto pasivo, experimentado durante el período impositivo, respecto a la 
plantilla media de trabajadores de la misma naturaleza del período inmediato 
anterior.

3. Los trabajadores contratados que dieran derecho a la deducción prevista 
en este artículo no se computarán a efectos de la libertad de amortización 
con creación de empleo regulada en el artículo 109 de esta Ley.Â»

Cuatro. Se añade una disposición transitoria cuadragésima, que queda 
redactada de la siguiente forma:

Â«Disposición transitoria cuadragésima. Régimen transitorio de la reducción 
de ingresos procedentes de determinados activos intangibles.
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Las cesiones del derecho de uso o de explotación de activos intangibles que 
se hayan realizado con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 14/2013, 
de Apoyo a los Emprendedores y su Internacionalización, se regularán por 
lo establecido en el artículo 23 de esta Ley, según redacción dada al mismo 
por la disposición adicional octava. Ocho de la Ley 16/2007, de 4 de julio, de 
reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable para su 
armonización internacional con base en la normativa de la Unión Europea.Â»

Artículo 27. Incentivos fiscales para inversiones en empresas de nueva o 
reciente creación y por inversión de beneficios.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 35/2006, de 28 
de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las Leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre 
la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio:

Uno. Se suprime la letra d) del apartado 4 del artículo 33.

Dos. Se modifica el artículo 38, que queda redactado de la siguiente forma:

Â«Artículo 38. Reinversión en los supuestos de transmisión de vivienda 
habitual o de acciones o participaciones en empresas de nueva o reciente 
creación.

1. Podrán excluirse de gravamen las ganancias patrimoniales obtenidas por la 
transmisión de la vivienda habitual del contribuyente, siempre que el importe 
total obtenido por la transmisión se reinvierta en la adquisición de una nueva 
vivienda habitual en las condiciones que reglamentariamente se determinen.

Cuando el importe reinvertido sea inferior al total de lo percibido en la 
transmisión, únicamente se excluirá de tributación la parte proporcional de 
la ganancia patrimonial obtenida que corresponda a la cantidad reinvertida.

2. Podrán excluirse de gravamen las ganancias patrimoniales que se pongan 
de manifiesto con ocasión de la transmisión de acciones o participaciones 
por las que se hubiera practicado la deducción prevista en el artículo 68.1 
de esta Ley, siempre que el importe total obtenido por la transmisión de las 
mismas se reinvierta en la adquisición de acciones o participaciones de las 
citadas entidades en las condiciones que reglamentariamente se determinen.
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Cuando el importe reinvertido sea inferior al total percibido en la transmisión, 
únicamente se excluirá de tributación la parte proporcional de la ganancia 
patrimonial obtenida que corresponda a la cantidad reinvertida.

No resultará de aplicación lo dispuesto en este apartado en los siguientes 
supuestos:

a) Cuando el contribuyente hubiera adquirido valores homogéneos en el año 
anterior o posterior a la transmisión de las acciones o participaciones. En este 
caso, la exención no procederá respecto de los valores que como consecuencia 
de dicha adquisición permanezcan en el patrimonio del contribuyente.

b) Cuando las acciones o participaciones se transmitan a su cónyuge, a 
cualquier persona unida al contribuyente por parentesco, en línea recta o 
colateral, por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado incluido, 
a una entidad respecto de la que se produzca, con el contribuyente o con 
cualquiera de las personas anteriormente citadas, alguna de las circunstancias 
establecidas en el artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de 
la residencia y de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas, 
distinta de la propia entidad cuyas participaciones se transmiten.Â»

Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 67, que queda redactado de la 
siguiente forma:

Â«1. La cuota líquida estatal del Impuesto será el resultado de disminuir la 
cuota íntegra estatal en la suma de:

a) La deducción por inversión en empresas de nueva o reciente creación 
prevista en el apartado 1 del artículo 68 de esta Ley.

b) El 50 por ciento del importe total de las deducciones previstas en los 
apartados 2, 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 68 de esta Ley.Â»

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 1 al artículo 68, que queda redactado 
de la siguiente forma:

Â«1. Deducción por inversión en empresas de nueva o reciente creación.

1.Âº Los contribuyentes podrán deducirse el 20 por ciento de las cantidades 
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satisfechas en el período de que se trate por la suscripción de acciones o 
participaciones en empresas de nueva o reciente creación cuando se cumpla 
lo dispuesto en los números 2.Âº y 3.Âº de este apartado, pudiendo, además 
de la aportación temporal al capital, aportar sus conocimientos empresariales 
o profesionales adecuados para el desarrollo de la entidad en la que invierten 
en los términos que establezca el acuerdo de inversión entre el contribuyente 
y la entidad.

La base máxima de deducción será de 50.000 euros anuales y estará formada 
por el valor de adquisición de las acciones o participaciones suscritas.

No formará parte de la base de deducción el importe de las acciones o 
participaciones adquiridas con el saldo de la cuenta ahorro-empresa, en la 
medida en que dicho saldo hubiera sido objeto de deducción, ni las cantidades 
satisfechas por la suscripción de acciones o participaciones cuando respecto 
de tales cantidades el contribuyente practique una deducción establecida 
por la Comunidad Autónoma en el ejercicio de las competencias previstas 
en la Ley 22/2009, por el que se regula el sistema de financiación de las 
Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía.

2.Âº La entidad cuyas acciones o participaciones se adquieran deberá cumplir 
los siguientes requisitos:

a) Revestir la forma de Sociedad Anónima, Sociedad de Responsabilidad 
Limitada, Sociedad Anónima Laboral o Sociedad de Responsabilidad Limitada 
Laboral, en los términos previstos en el texto refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 
de julio, y en la Ley 4/1997, de 24 de marzo, de Sociedades Laborales, y no 
estar admitida a negociación en ningún mercado organizado.

Este requisito deberá cumplirse durante todos los años de tenencia de la 
acción o participación.

b) Ejercer una actividad económica que cuente con los medios personales 
y materiales para el desarrollo de la misma. En particular, no podrá tener 
por actividad la gestión de un patrimonio mobiliario o inmobiliario a que se 
refiere el artículo 4.8.Dos.a) de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto 



345

sobre el Patrimonio, en ninguno de los períodos impositivos de la entidad 
concluidos con anterioridad a la transmisión de la participación.

c) El importe de la cifra de los fondos propios de la entidad no podrá ser 
superior a 400.000 euros en el inicio del período impositivo de la misma en 
que el contribuyente adquiera las acciones o participaciones.

Cuando la entidad forme parte de un grupo de sociedades en el sentido del 
artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de la residencia y de 
la obligación de formular cuentas anuales consolidadas, el importe de los 
fondos propios se referirá al conjunto de entidades pertenecientes a dicho 
grupo.

3.Âº A efectos de aplicar lo dispuesto en el apartado 1.Âº anterior deberán 
cumplirse las siguientes condiciones:

a) Las acciones o participaciones en la entidad deberán adquirirse por el 
contribuyente bien en el momento de la constitución de aquélla o mediante 
ampliación de capital efectuada en los tres años siguientes a dicha 
constitución y permanecer en su patrimonio por un plazo superior a tres 
años e inferior a doce años.

b) La participación directa o indirecta del contribuyente, junto con la que 
posean en la misma entidad su cónyuge o cualquier persona unida al 
contribuyente por parentesco, en línea recta o colateral, por consanguinidad 
o afinidad, hasta el segundo grado incluido, no puede ser, durante ningún 
día de los años naturales de tenencia de la participación, superior al 40 por 
ciento del capital social de la entidad o de sus derechos de voto.

c) Que no se trate de acciones o participaciones en una entidad a través de 
la cual se ejerza la misma actividad que se venía ejerciendo anteriormente 
mediante otra titularidad.

4.Âº Cuando el contribuyente transmita acciones o participaciones y opte por 
la aplicación de la exención prevista en el apartado 2 del artículo 38 de esta 
Ley, únicamente formará parte de la base de la deducción correspondiente a 
las nuevas acciones o participaciones suscritas la parte de la reinversión que 
exceda del importe total obtenido en la transmisión de aquellas. En ningún 
caso se podrá practicar deducción por las nuevas acciones o participaciones 
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mientras las cantidades invertidas no superen la citada cuantía.

5.Âº Para la práctica de la deducción será necesario obtener una certificación 
expedida por la entidad cuyas acciones o participaciones se hayan adquirido 
indicando el cumplimiento de los requisitos señalados en el número 2.Âº 
anterior en el período impositivo en el que se produjo la adquisición de las 
mismas.Â»

Cinco. Se modifica el apartado 2 del artículo 68, que queda redactado de la 
siguiente forma:

Â«2. Deducciones en actividades económicas.

A los contribuyentes por este Impuesto que ejerzan actividades económicas 
les serán de aplicación los incentivos y estímulos a la inversión empresarial 
establecidos o que se establezcan en la normativa del Impuesto sobre 
Sociedades con igualdad de porcentajes y límites de deducción, con excepción 
de lo dispuesto en los artículos 42 y 44.2 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades.

La deducción prevista en el artículo 37 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades se aplicará con las siguientes especialidades:

1.Âº Darán derecho a la deducción los rendimientos netos de actividades 
económicas del período impositivo que se inviertan en elementos nuevos 
del inmovilizado material o inversiones inmobiliarias afectos a actividades 
económicas desarrolladas por el contribuyente.

A estos efectos se entenderá que los rendimientos netos de actividades 
económicas del período impositivo son objeto de inversión cuando, en los 
términos previstos en el artículo 37 del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, se invierta una cuantía equivalente a la parte de la base 
liquidable general positiva del período impositivo que corresponda a tales 
rendimientos, sin que en ningún caso la misma cuantía pueda entenderse 
invertida en más de un activo.

La base de la deducción será la cuantía a que se refiere el párrafo anterior.

2.Âº El porcentaje de deducción será del 5 por ciento cuando el contribuyente 
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hubiera practicado la reducción prevista en el apartado 3 del artículo 32 de 
esta Ley o en la disposición adicional vigésima séptima de esta Ley, o se 
trate de rentas obtenidas en Ceuta y Melilla respecto de las que se hubiera 
aplicado la deducción prevista en el artículo 68.4 de esta Ley.

3.Âº El importe de la deducción no podrá exceder de la suma de la cuota 
íntegra estatal y autonómica del período impositivo en el que se obtuvieron 
los rendimientos netos de actividades económicas señalados en el número 
1.Âº anterior.

4.Âº No resultará de aplicación lo dispuesto en los apartados 5 y 8 del artículo 
37 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades.

No obstante, cuando se trate de contribuyentes por este Impuesto que 
ejerzan actividades económicas y determinen su rendimiento neto por el 
método de estimación objetiva los incentivos a que se refiere este apartado 
2 sólo les serán de aplicación cuando así se establezca reglamentariamente 
teniendo en cuenta las características y obligaciones formales del citado 
método.Â»

Seis. Se modifica el apartado 2 del artículo 69, que queda redactado de la 
siguiente forma:

Â«2. Los límites de la deducción a que se refiere el apartado 2 del artículo 
68 de esta Ley serán los que establezca la normativa del Impuesto sobre 
Sociedades para los incentivos y estímulos a la inversión empresarial. Dichos 
límites se aplicarán sobre la cuota que resulte de minorar la suma de las 
cuotas íntegras, estatal y autonómica, en el importe total de las deducciones 
por inversión en empresas de nueva o reciente creación, prevista en el 
artículo 68.1 de la misma, y por actuaciones para la protección y difusión del 
Patrimonio Histórico Español y de las ciudades, conjuntos y bienes declarados 
Patrimonio Mundial, prevista en el artículo 68.5 de esta Ley.Â»

Siete. Se modifica el apartado 1 del artículo 70, que queda redactado de la 
siguiente forma:

Â«1. La aplicación de la deducción por cuenta ahorro-empresa y de la 
deducción por inversión en empresas de nueva o reciente creación, requerirá 
que el importe comprobado del patrimonio del contribuyente al finalizar el 
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período de la imposición exceda del valor que arrojase su comprobación al 
comienzo del mismo al menos en la cuantía de las inversiones realizadas.Â»

Ocho. Se modifica el apartado 1 del artículo 77, que queda redactado de la 
siguiente forma:

Â«1. La cuota líquida autonómica será el resultado de disminuir la cuota 
íntegra autonómica en la suma de:

a) El 50 por ciento del importe total de las deducciones previstas en los 
apartados 2, 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 68 de esta Ley, con los límites y 
requisitos de situación patrimonial previstos en sus artículos 69 y 70.

b) El importe de las deducciones establecidas por la Comunidad Autónoma 
en el ejercicio de las competencias previstas en la Ley 22/2009, de 18 de 
diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades 
Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se 
modifican determinadas normas tributarias.Â»

Nueve. Se modifica la letra e) del apartado 2 del artículo 105, que queda 
redactado de la siguiente forma:

Â«e) Para las entidades a las que se refiere el artículo 68.1 de esta Ley 
cuyos socios o accionistas hubieran solicitado la certificación prevista en el 
mismo.Â»

Diez. Se suprime la disposición adicional trigésima cuarta.

Once. Se modifica la disposición adicional trigésima octava, que queda 
redactada de la siguiente forma:

Â«Disposición adicional trigésima octava. Aplicación de determinados 
incentivos fiscales.

1. Lo previsto en el apartado 3 del artículo 32 de esta Ley solamente resultará 
de aplicación a los contribuyentes que hubieran iniciado el ejercicio de una 
actividad económica a partir de 1 de enero de 2013.

2. Lo previsto en los artículos 38.2 y 68.1 de esta Ley solamente resultará 
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de aplicación respecto de las acciones o participaciones suscritas a partir de 
la entrada en vigor de la Ley 14/2013, de Apoyo a los Emprendedores y su 
Internacionalización.

3. La deducción prevista en el artículo 37 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades a que se refiere el artículo 68.2 de esta Ley, sólo 
resultará de aplicación respecto de los rendimientos netos de actividades 
económicas obtenidos a partir de 1 de enero de 2013.Â»

Doce. Se añade una nueva disposición transitoria vigésima séptima, con el 
siguiente contenido:

Â«Disposición transitoria vigésima séptima. Acciones o participaciones de 
entidades de nueva o reciente creación adquiridas con anterioridad a la 
entrada en vigor de la Ley 14/2013, de Apoyo a los Emprendedores y su 
Internacionalización.

Los contribuyentes que obtengan ganancias patrimoniales que se pongan 
de manifiesto con ocasión de la transmisión de acciones o participaciones 
adquiridas con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 14/2013 podrán 
aplicar la exención prevista en la disposición adicional trigésima cuarta de 
esta Ley en su redacción en vigor a 31 de diciembre de 2012, siempre que 
se cumplan los requisitos y condiciones establecidos en dicha disposición 
adicional.Â»

Artículo 28. Cotización aplicable a los trabajadores incluidos en el Régimen 
Especial de Trabajadores por cuenta propia o Autónomos en los casos de 
pluriactividad con jornada laboral a tiempo completo o a tiempo parcial 
superior al 50 por ciento.

1. Los trabajadores que causen alta por primera vez en el Régimen Especial 
de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos 
y con motivo de la misma inicien una situación de pluriactividad a partir de 
la entrada en vigor de esta norma, podrán elegir como base de cotización 
en ese momento, la comprendida entre el 50 por ciento de la base mínima 
de cotización establecida anualmente con carácter general en la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado durante los primeros dieciocho meses, 
y el 75 por ciento durante los siguientes dieciocho meses, hasta las bases 
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máximas establecidas para este Régimen Especial.

2. En los supuestos de trabajadores en situación de pluriactividad en que la 
actividad laboral por cuenta ajena lo fuera a tiempo parcial con una jornada 
a partir del 50 por ciento de la correspondiente a la de un trabajador con 
jornada a tiempo completo comparable, se podrá elegir en el momento del 
alta, como base de cotización la comprendida entre el 75 por ciento de la 
base mínima de cotización establecida anualmente con carácter general en 
la Ley de Presupuestos Generales del Estado durante los primeros dieciocho 
meses, y el 85 por ciento durante los siguientes dieciocho meses, hasta las 
bases máximas establecidas para este Régimen Especial.

3. La aplicación de esta medida será incompatible con cualquier otra 
bonificación o reducción establecida como medida de fomento del empleo 
autónomo, así como con lo previsto en el artículo 113 Cinco.7 de la Ley 
17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2013, o artículos equivalentes de las sucesivas Leyes de Presupuestos 
Generales del Estado.

Artículo 29. Reducciones a la Seguridad Social aplicables a los trabajadores 
por cuenta propia.

Se añade una nueva disposición adicional, trigésima quinta bis, al texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, con la siguiente redacción:

Â«Disposición adicional trigésima quinta bis. Reducciones a la Seguridad 
Social aplicables a los trabajadores por cuenta propia.

1. Los trabajadores por cuenta propia que tengan 30 o más años de edad y 
que causen alta inicial o que no hubieran estado en situación de alta en los 
cinco años inmediatamente anteriores, a contar desde la fecha de efectos 
del alta, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 
por Cuenta Propia o Autónomos, podrán aplicarse las siguientes reducciones 
sobre la cuota por contingencias comunes, siendo la cuota a reducir el 
resultado de aplicar a la base mínima de cotización que corresponda el tipo 
mínimo de cotización vigente en cada momento, incluida la incapacidad 
temporal, por un período máximo de 18 meses, según la siguiente escala:
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a) Una reducción equivalente al 80 por ciento de la cuota durante los 6 meses 
inmediatamente siguientes a la fecha de efectos del alta.

b) Una reducción equivalente al 50 por ciento de la cuota durante los 6 meses 
siguientes al período señalado en la letra a).

c) Una reducción equivalente al 30 por ciento de la cuota durante los 6 meses 
siguientes al período señalado en la letra b).

Lo previsto en el presente apartado no resultará de aplicación a los 
trabajadores por cuenta propia que empleen trabajadores por cuenta ajena.

2. Los trabajadores por cuenta propia que opten por el sistema del apartado 
anterior, no podrán acogerse a las bonificaciones y reducciones de la 
disposición adicional trigésima quinta.

3. Lo dispuesto en los apartados anteriores será también de aplicación 
a los socios trabajadores de Cooperativas de Trabajo Asociado que 
estén encuadrados en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, cuando cumplan los requisitos 
previstos en dichos apartados.

4. Las reducciones de cuotas previstas en esta disposición adicional se 
soportarán por el presupuesto de ingresos de la Seguridad Social.Â»

Artículo 30. Reducciones y bonificaciones de cuotas a la Seguridad Social 
para las personas con discapacidad que se establezcan como trabajadores 
por cuenta propia.

Se modifica la disposición adicional undécima de la Ley 45/2002, de 12 de 
diciembre, de medidas urgentes para la reforma del sistema de protección 
por desempleo y mejora de la ocupabilidad, que queda redactada del 
siguiente modo:

Â«Disposición adicional undécima. Reducciones y bonificaciones de cuotas a 
la Seguridad Social para las personas con discapacidad que se establezcan 
como trabajadores por cuenta propia.

1. Las personas con un grado de discapacidad igual o superior al 33 por 
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ciento, que causen alta inicial en el Régimen Especial de la Seguridad Social 
de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, se beneficiarán, durante 
los cinco años siguientes a la fecha de efectos del alta, de las siguientes 
reducciones y bonificaciones sobre la cuota por contingencias comunes, 
siendo la cuota a reducir el resultado de aplicar a la base mínima de cotización 
que corresponda el tipo mínimo de cotización vigente en cada momento, 
incluida la incapacidad temporal, por un período máximo de 5 años, según 
la siguiente escala:

a) Una reducción equivalente al 80 por ciento de la cuota durante los 6 meses 
inmediatamente siguientes a la fecha de efectos del alta.

Lo previsto en esta letra a) no resultará de aplicación a los trabajadores 
por cuenta propia con discapacidad que empleen a trabajadores por cuenta 
ajena.

b) Una bonificación equivalente al 50 por ciento de la cuota durante los 54 
meses siguientes.

2. Cuando los trabajadores por cuenta propia con un grado de discapacidad 
igual o superior al 33 por ciento tengan menos de 35 años de edad y 
causen alta inicial o no hubieran estado en situación de alta en los cinco 
años inmediatamente anteriores, a contar desde la fecha de efectos del 
alta, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos, podrán aplicarse las siguientes reducciones y 
bonificaciones sobre la cuota por contingencias comunes, siendo la cuota a 
reducir el resultado de aplicar a la base mínima de cotización que corresponda 
el tipo mínimo de cotización vigente en cada momento, incluida la incapacidad 
temporal, por un período máximo de 5 años, según la siguiente escala:

a) Una reducción equivalente al 80 por ciento de la cuota durante los 12 
meses inmediatamente siguientes a la fecha de efectos del alta.

b) Una bonificación equivalente al 50 por ciento de la cuota durante los 
cuatro años siguientes.

Lo previsto en este apartado no resultará de aplicación a los trabajadores 
por cuenta propia con discapacidad que empleen a trabajadores por cuenta 
ajena.
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3. Los trabajadores por cuenta propia con discapacidad a que se refiere 
el apartado anterior, que hubieran optado por el sistema descrito en el 
mismo, podrán acogerse posteriormente, en su caso, a las reducciones y 
bonificaciones del apartado 1, siempre y cuando el cómputo total de las 
mismas no supere el plazo máximo de 60 mensualidades.

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores será también de aplicación 
a los socios trabajadores de Cooperativas de Trabajo Asociado, que 
estén encuadrados en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, cuando cumplan los requisitos 
de los apartados anteriores de esta disposición adicional.

5. Las bonificaciones y reducciones de cuotas previstas en esta disposición 
adicional se financiarán con cargo a la correspondiente partida presupuestaria 
del Servicio Público de Empleo Estatal y se soportarán por el presupuesto de 
ingresos de la Seguridad Social, respectivamente.Â»

TÍTULO III

Apoyo a la financiación de los emprendedores

Artículo 31. Acuerdos de refinanciación.

La Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, queda modificada como sigue:

Uno. Se introduce un nuevo artículo 71 bis con la siguiente redacción:

Â«Artículo 71 bis. Nombramiento del experto por el Registrador.

El nombramiento del experto independiente que hubiere de verificar los 
acuerdos de refinanciación se ajustará a las siguientes previsiones:

1. Será competente para su tramitación el registrador mercantil del domicilio 
del deudor. Si se tratare de un acuerdo de grupo y el informe hubiere de 
ser único, el experto será designado por el registrador del domicilio de la 
sociedad dominante, de estar afectada por el acuerdo y, en su defecto, por el 
del domicilio de cualquiera de las sociedades del grupo.

2. La solicitud del nombramiento se hará mediante instancia firmada por el 
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deudor, incluso antes de que esté concluido el acuerdo y redactado un plan 
definitivo, que puede ser cumplida telemáticamente y dirigida al registrador 
mercantil competente, suscrita por el solicitante o solicitantes del grupo y en 
la que expresarán las circunstancias siguientes:

1.Âº La denominación y los datos de identificación registral, en su caso, 
del solicitante o solicitantes, así como su respectivo domicilio. La solicitud 
precisará en todo caso el ámbito de las sociedades afectadas con suficiente 
indicación de las relaciones de grupo existentes así como un detalle suficiente 
del estado de las negociaciones pendientes o concluidas que permita formarse 
una idea del grupo de acreedores cuya adhesión se contempla.

2.Âº Los documentos necesarios para que el experto pueda pronunciarse. En 
el caso de que no se hubiera suscrito aún el acuerdo y estuviere pendiente 
su negociación deberá acompañarse un proyecto de acuerdo y del plan de 
viabilidad o, al menos, el acuerdo marco o pacto preliminar en que se fijan 
las condiciones de la negociación.

3.Âº Una relación de acreedores del deudor y de las entidades afectadas del 
grupo, por orden alfabético y en los términos previstos en el artículo 6 de la 
Ley Concursal.

3. El Registrador, antes de proceder al nombramiento, podrá solicitar varios 
presupuestos a uno o a varios profesionales idóneos y antes de decidirse 
sobre el más adecuado.

4. Son causas de incompatibilidad para ser nombrado experto las establecidas 
para los auditores en la legislación de auditoría de cuentas. No puede ser 
nombrado experto independiente el auditor que lo fuere del deudor o de 
cualquiera de las sociedades del grupo afectadas ni tampoco quien hubiere 
elaborado el propio plan de viabilidad.

5. El informe deberá ser emitido en el plazo que hubiere señalado el 
solicitante y en todo caso en el de un mes, contado desde la aceptación 
del nombramiento y sin perjuicio de la posibilidad de prórroga o prórrogas 
sucesivas por causas justificadas. Si el informe no fuera emitido en plazo se 
entenderá caducado el encargo, procediéndose por el registrador a un nuevo 
nombramiento.
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6. Podrá nombrarse al mismo experto en cualquier otra refinanciación que 
se plantee con posterioridad a la primera o anterior refinanciación acordada 
por el mismo deudor y grupo aunque cambien parte de los acreedores 
firmantes.Â»

Dos. El apartado 1 de la disposición adicional cuarta queda redactado del 
siguiente modo:

Â«1. Podrá homologarse judicialmente el acuerdo de refinanciación que 
habiendo sido suscrito por acreedores que representen al menos el 55 por 
ciento del pasivo titularidad de entidades financieras, reúna en el momento 
de adopción del acuerdo, las condiciones del artículo 71.6 de la presente Ley 
relativas a designación de experto independiente y elevación a instrumento 
público. Por la homologación judicial los efectos de la espera pactada para 
las entidades financieras que lo hayan suscrito se extienden a las restantes 
entidades financieras acreedoras no participantes o disidentes cuyos créditos 
no estén dotados de garantía real.Â»

Artículo 32. Modificación de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de 
Valores.

La letra l) del artículo 2.1 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de 
Valores queda modificada como sigue:

Â«l) Las cédulas y bonos de internacionalización.Â»

Artículo 33. Modificación de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas 
de Reforma del Sistema Financiero.

La Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema 
Financiero queda modificada de la siguiente forma:

Uno. Se modifica el apartado primero del artículo 13, del siguiente modo:

Â«Primero. Las entidades de crédito podrán emitir valores de renta fija con 
la denominación exclusiva de ‘Cédulas Territoriales’, cuyo capital e intereses 
estarán especialmente garantizados por:

a) Los préstamos y créditos concedidos por el emisor al Estado, las 
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Comunidades Autónomas, los Entes Locales, así como a los organismos 
autónomos y a las entidades públicas empresariales dependientes de los 
mismos.

b) Los préstamos y créditos concedidos por el emisor a administraciones 
centrales, administraciones regionales, autoridades locales, así como a 
organismos autónomos, entidades públicas empresariales y otras entidades 
de naturaleza análoga del Espacio Económico Europeo que no pertenezcan 
al Estado español, siempre que tales préstamos no estén vinculados a la 
financiación de contratos de exportación de bienes y servicios ni a la 
internacionalización de empresas.Â»

Dos. Se modifica el apartado cuarto del artículo 13, del siguiente modo:

Â«Cuarto. Los tenedores de cédulas tendrán derecho preferente sobre los 
derechos de crédito de la entidad emisora referidos en el apartado primero, 
para el cobro de los derechos derivados del título que ostenten sobre dichos 
valores, en los términos del artículo 1.922 del Código Civil.Â»

Artículo 34. Cédulas y bonos de internacionalización.

1. Las entidades que a continuación se detallan, podrán emitir cédulas y bonos 
de internacionalización regulados por la presente Ley, en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen:

a) los bancos y el Instituto de Crédito Oficial,

b) las cajas de ahorro,

c) las cooperativas de crédito,

d) los establecimientos financieros de crédito.

2. Las entidades citadas en el apartado 1 podrán emitir valores de renta 
fija con la denominación exclusiva de Â«Cédulas de InternacionalizaciónÂ» 
o de Â«Bonos de InternacionalizaciónÂ», en serie o singularmente y con 
las características financieras que determinen, con arreglo a lo que dispone 
esta Ley. En particular, las cédulas y bonos de internacionalización podrán 
incluir cláusulas de amortización anticipada a disposición del emisor según lo 
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especificado en los términos de la emisión. La realización de estas emisiones 
se ajustará al régimen previsto en la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado 
de Valores, siempre que, de acuerdo con ésta, resulte de aplicación.

3. El capital y los intereses de las cédulas de internacionalización estarán 
especialmente garantizados por todos los créditos y préstamos vinculados 
a la financiación de contratos de exportación de bienes y servicios o a la 
internacionalización de empresas que cumplan los requisitos establecidos 
en los apartados 6 y 7, que en cada momento consten como activo en 
el balance de la entidad emisora y no estén afectados a la emisión de 
bonos de internacionalización y, si existen, por los activos de sustitución 
contemplados en el apartado 9 y por los flujos económicos generados por 
los instrumentos financieros derivados vinculados a cada emisión, en las 
condiciones que reglamentariamente se determinen. Todo ello sin perjuicio 
de la responsabilidad patrimonial universal del emisor.

4. El capital y los intereses de los bonos de internacionalización estarán 
especialmente garantizados por los préstamos y créditos vinculados a 
la financiación de contratos de exportación de bienes y servicios o a la 
internacionalización de empresas que cumplan los requisitos establecidos 
en el apartado 8, que se afecten en escritura pública y, si existen, por los 
activos de sustitución contemplados en el apartado 9 que se afecten en 
escritura pública y por los flujos económicos generados por los instrumentos 
financieros derivados vinculados a cada emisión que se afecten en escritura 
pública, en las condiciones que reglamentariamente se determinen. Todo ello 
sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial universal del emisor.

5. Podrá constituirse un sindicato de tenedores de bonos, cuando estos se 
emitan en serie, en cuyo caso la entidad emisora designará un comisario que 
concurra al otorgamiento de la escritura pública mencionada en el apartado 4 
de este artículo en nombre de los futuros tenedores de bonos. Dicha persona, 
cuyo nombramiento deberá ser ratificado por la asamblea de tenedores 
de bonos, será presidente del sindicato, y, además de las facultades que 
le hayan sido conferidas en dicha escritura o las que le atribuya la citada 
asamblea, tendrá la representación legal del sindicato, podrá comprobar que 
por la entidad se mantiene el porcentaje a que se refiere el apartado 12, y 
ejercitar las acciones que correspondan a aquél.
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El Presidente, así como el sindicato en todo lo relativo a su composición, 
facultades y competencias se regirán por las disposiciones del Título XI del 
Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, en cuanto que no se opongan 
a las contenidas en esta Ley.

6. Podrán garantizar las emisiones de cédulas de internacionalización los 
siguientes préstamos y créditos, o la parte de los mismos, que consten como 
activo en el balance de la entidad emisora y cumplan con los requisitos 
siguientes:

a) estar vinculados a la financiación de contratos de exportación de bienes y 
servicios españoles o de otra nacionalidad o a la internacionalización de las 
empresas residentes en España o en otros países,

b) tengan una alta calidad crediticia, y

c) concurra alguna de las circunstancias siguientes:

1.Âº hayan sido concedidos a administraciones centrales, bancos centrales, 
administraciones regionales, autoridades locales o entidades del sector 
público de la Unión Europea; siempre que el prestatario no sea una entidad 
del sector público español.

2.Âº hayan sido concedidos a administraciones centrales, bancos centrales, 
administraciones regionales, autoridades locales o entidades del sector 
público no pertenecientes a la Unión Europea o a bancos multilaterales de 
desarrollo u organizaciones internacionales.

3.Âº con independencia del prestatario, cuenten con garantías personales, 
incluidas las derivadas de seguros de crédito, de administraciones centrales, 
bancos centrales, administraciones regionales, autoridades locales, entidades 
del sector público o agencias de crédito a la exportación u organismo de 
análoga naturaleza que actúen por cuenta de una Administración Pública, 
siempre que el garante o asegurador esté situado en la Unión Europea.

4.Âº con independencia del prestatario, cuenten con garantías personales, 
incluidas las derivadas de seguros de crédito, de administraciones centrales, 
bancos centrales, administraciones regionales, autoridades locales, entidades 
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del sector público o agencias de crédito a la exportación u organismos de 
análoga naturaleza que actúen por cuenta de una Administración Pública, no 
pertenecientes a la Unión Europea, o de bancos multilaterales de desarrollo 
u organizaciones internacionales.

Asimismo podrán garantizar las emisiones de cédulas de internacionalización 
los activos de sustitución contemplados en el apartado 9 y los flujos 
económicos generados por los instrumentos financieros derivados vinculados 
a cada emisión, y en particular, los que sirvan de cobertura del riesgo 
de tipo de cambio y del riesgo de tipo de interés, en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen.

7. A efectos de lo dispuesto en la letra b) del apartado 6 se considerarán 
préstamos y créditos de alta calidad crediticia:

a) los contemplados en el punto 1.Âº de la letra c) del apartado 6,

b) los contemplados en el punto 2.Âº de la letra c) del apartado 6 siempre que 
el prestatario tenga la calidad crediticia mínima exigible para que la cédula 
o bono de internacionalización pueda recibir el tratamiento preferencial 
concedido a los bonos garantizados en la normativa de solvencia de las 
entidades de crédito,

c) los contemplados en el punto 3.Âº de la letra c) del apartado 6,

d) los contemplados en el punto 4.Âº de la letra c) del apartado 6, siempre 
que el garante o asegurador tenga la calidad crediticia mínima exigible para 
que la cédula o bono de internacionalización pueda recibir el tratamiento 
preferencial concedido a los bonos garantizados en la normativa de solvencia 
de las entidades de crédito.

El Ministro de Economía y Competitividad podrá fijar requisitos más estrictos 
para que un activo sea considerado de alta calidad crediticia, en función de 
las circunstancias del mercado y con el fin de procurar el máximo grado de 
solvencia de la garantía de los activos.

8. Podrán garantizar las emisiones de bonos de internacionalización los 
préstamos y créditos, o la parte de los mismos, que consten como activo en 
el balance de la entidad emisora y cumplan con los requisitos establecidos 
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en los apartados 6 y 7.

Asimismo, podrán garantizar dichas emisiones los préstamos o créditos 
concedidos a empresas vinculados a la financiación de contratos de 
exportación de bienes y servicios españoles o de otra nacionalidad o la 
internacionalización de empresas residentes en España o en otros países 
siempre que reciban una ponderación de riesgo, como máximo, del 50 por 
ciento, a efectos del cálculo de los requerimientos de recursos propios por 
riesgo de crédito establecidos en la normativa de solvencia de las entidades 
de crédito.

Se entenderán incluidos en la categoría de préstamos descrita en el párrafo 
anterior los préstamos del Instituto de Crédito Oficial a entidades financieras 
en el marco de sus líneas de mediación para la internacionalización, siempre 
que reciban una ponderación de riesgo, como máximo, del 50 por ciento, a 
efectos del cálculo de los requerimientos de recursos propios por riesgo de 
crédito.

9. Las cédulas y bonos de internacionalización podrán estar respaldadas 
respectivamente hasta un límite del 5 y el 10 por ciento del principal emitido 
por los activos de sustitución siguientes:

a) valores de renta fija representados mediante anotaciones en cuenta 
emitidos por el Estado u otros Estados miembros de la Unión Europea,

b) valores de renta fija garantizados por Estados miembros de la Unión 
Europea y admitidos a cotización en un mercado regulado,

c) valores de renta fija emitidos por el Instituto de Crédito Oficial, siempre 
que el emisor de las cédulas o bonos de internacionalización no sea el propio 
Instituto de Crédito Oficial,

d) cédulas hipotecarias admitidas a cotización en un mercado regulado, 
siempre que dichas cédulas no estén garantizadas por ningún préstamo o 
crédito con garantía hipotecaria concedido por el propio emisor de las cédulas 
o bonos de internacionalización ni por otras entidades de su grupo,

e) bonos hipotecarios admitidos a cotización en un mercado regulado, con 
una alta calidad crediticia, siempre que dichos valores no estén garantizados 
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por ningún préstamo o crédito con garantía hipotecaria concedido por la 
propia entidad emisora de las cédulas o bonos de internacionalización, ni por 
otras entidades de su grupo,

f) cédulas territoriales admitidas a cotización en un mercado regulado, 
siempre que dichas cédulas no estén garantizadas por ningún préstamo o 
crédito concedido por la propia entidad emisora de las cédulas o bonos de 
internacionalización, ni por otras entidades de su grupo,

g) cédulas de internacionalización admitidas a cotización en un mercado 
regulado, siempre que dichas cédulas no estén garantizadas por ningún 
préstamo o crédito concedido por la propia entidad emisora de las cédulas o 
bonos de internacionalización, ni por otras entidades de su grupo,

h) bonos de internacionalización admitidos a cotización en un mercado 
regulado, con una alta calidad crediticia, siempre que dichos bonos no estén 
garantizados por ningún préstamo o crédito concedido por la propia entidad 
emisora de las cédulas o bonos de internacionalización, ni por otras entidades 
de su grupo,

i) otros valores de renta fija admitidos a cotización en un mercado regulado, 
con una alta calidad crediticia, siempre que dichos valores no sean bonos de 
titulización, y no hayan sido emitidos por la propia entidad emisora de las 
cédulas o bonos de internacionalización, ni por otras entidades de su grupo,

j) otros activos de bajo riesgo y alta liquidez que pudieran determinarse 
reglamentariamente.

A los efectos de este apartado se considerarán activos de alta calidad 
crediticia aquellos que reciban una ponderación de riesgo, como máximo, del 
50 por ciento a efectos de los requerimientos de recursos propios por riesgo 
de crédito establecidos en la normativa de solvencia de las entidades de 
crédito. El Ministro de Economía y Competitividad podrá fijar requisitos más 
estrictos para que un activo sea considerado de alta calidad crediticia, en 
función de las circunstancias del mercado y con el fin de procurar el máximo 
grado de solvencia de la garantía de los activos.

10. La emisión de cédulas de internacionalización no requerirá el 
otorgamiento de escritura pública ni deberá ser objeto de inscripción en el 
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Registro Mercantil. Tampoco le serán de aplicación las reglas contenidas en 
el Título XI del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, ni las previstas en 
la Ley 211/1964, de 24 de diciembre, sobre regulación de la emisión de 
obligaciones por sociedades que no hayan adoptado la forma de sociedades 
anónimas, asociaciones u otras personas jurídicas, y la constitución del 
sindicato de obligacionistas.

11. El importe total de las cédulas de internacionalización emitidas por una 
entidad de crédito no podrá ser superior al 70 por ciento del importe de los 
préstamos y créditos no amortizados que cumplan los requisitos previstos 
en los apartados 6 y 7, que en cada momento consten como activo en el 
balance de la entidad emisora y que no hayan sido afectados a la emisión 
de bonos de internacionalización. Reglamentariamente podrá determinarse 
la consideración específica a efectos del cumplimiento de este límite de las 
cédulas de internacionalización que se encuentren en posesión del propio 
emisor.

12. El valor actualizado de los bonos de internacionalización deberá ser 
inferior, al menos en un 2 por ciento al valor actualizado de los préstamos y 
créditos afectados. Reglamentariamente se determinará la forma de cálculo 
del valor actualizado.

13. Si el importe de las cédulas y bonos de internacionalización excediera 
por alguna causa sobrevenida, los límites señalados en los apartados 11 y 
12 respectivamente, las entidades emisoras deberán recuperar dichos límites 
en un plazo máximo de tres meses mediante alguna de las siguientes vías:

a) adquiriendo sus propios bonos o cédulas de internacionalización hasta el 
límite que reglamentariamente se determine, para su posterior amortización,

b) afectando al pago de las cédulas o bonos de internacionalización nuevos 
activos de sustitución de los contemplados en el apartado 9, siempre que se 
cumplan los límites establecidos en dicho apartado,

c) en el caso de las cédulas de internacionalización, aumentando la cartera 
de préstamos o créditos que pudieran garantizarlas de acuerdo con los 
apartados 6 y 7,
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d) en el caso de los bonos de internacionalización, afectando mediante 
escritura pública nuevos préstamos o créditos que pudieran garantizarlos de 
acuerdo con el apartado 8.

Mientras tanto, la entidad deberá cubrir la diferencia mediante un depósito 
de efectivo o de fondos públicos en el Banco de España.

14. Los tenedores de cédulas y bonos de internacionalización tendrán el 
carácter de acreedores con preferencia especial en los términos previstos en 
el artículo 1.922 del Código Civil frente a cualesquiera otros acreedores con 
relación a la totalidad de los préstamos y créditos que consten como activo en 
el balance de la entidad emisora y que cumplan los requisitos establecidos en 
los apartados 6 y 7 cuando se trate de cédulas de internacionalización, salvo 
los que sirvan de cobertura de los bonos de internacionalización; y con relación 
a los préstamos y créditos que cumplan los requisitos del apartado 8 y hayan 
sido afectados a la emisión cuando se trate de bonos de internacionalización 
y; en ambos casos, con relación a los activos de sustitución y a los flujos 
económicos generados por los instrumentos financieros derivados vinculados 
a las emisiones, si éstos existen.

Los tenedores de los bonos de internacionalización de una emisión tendrán 
prelación sobre los tenedores de las cédulas de internacionalización cuando 
concurran sobre un préstamo o crédito afectado a dicha emisión.

Todos los tenedores de cédulas de internacionalización, cualquiera que fuese 
su fecha de emisión, tendrán la misma prelación sobre los préstamos y 
créditos que las garantizan y, si existen, sobre los activos de sustitución 
y sobre los flujos económicos generados por los instrumentos financieros 
derivados vinculados a las emisiones.

Las cédulas y bonos tendrán carácter ejecutivo en los términos previstos en 
la Ley de Enjuiciamiento Civil.

15. Las cédulas y bonos de internacionalización emitidos por una entidad de 
crédito, pendientes de amortización, tendrán el mismo trato que las cédulas 
y bonos hipotecarios, a los efectos del artículo 50, apartado 2, letra c) del 
Real Decreto 1082/2012, de 13 de julio, por el que se aprueba el Reglamento 
de desarrollo de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de 
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inversión colectiva.

16. Las cédulas y bonos de internacionalización emitidos podrán ser admitidos 
a negociación en los mercados de valores, de conformidad con lo previsto en 
la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores.

Los emisores podrán adquirir cédulas y bonos de internacionalización 
emitidos por ellos mismos o por entidades de su grupo. Reglamentariamente 
podrán establecerse límites a las operaciones del emisor sobre sus propios 
títulos en el mercado secundario.

17. Las cédulas y bonos de internacionalización regulados en esta Ley serán 
admitidos como inversiones de las reservas obligatorias de las Sociedades y 
Empresas mercantiles, equiparándose a estos efectos a los valores cotizados 
en Bolsa.

En particular, serán admitidos para los siguientes fines:

a) Inversiones para la cobertura de provisiones técnicas de las entidades 
aseguradoras y reaseguradoras, siempre que las cédulas o bonos hayan sido 
emitidos por sociedades establecidas en el Espacio Económico Europeo.

b) Inversiones aptas para los fondos de pensiones.

c) Inversión de los recursos de las Sociedades y Fondos de Inversión 
Mobiliaria.

d) Inversión en fondos de reserva de las Entidades de la Seguridad Social.

Los títulos representativos de las cédulas y bonos de internacionalización 
serán transmisibles por cualquiera de los medios admitidos en derecho y 
sin necesidad de intervención de fedatario público ni notificación al deudor. 
Cuando sean nominativos podrán transmitirse por declaración escrita en el 
mismo título. En caso de que los títulos sean al portador, se presumirá que el 
propietario de los mismos es el último perceptor de intereses.

18. En caso de concurso, los tenedores de cédulas y bonos de 
internacionalización gozarán del privilegio especial establecido en el número 
1.Âº del apartado 1 del artículo 90 de la Ley Concursal.
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Sin perjuicio de lo anterior, se atenderán durante el concurso, de acuerdo con 
lo previsto en el número 7.Âº del apartado 2 del artículo 84 de la Ley Concursal, 
y como créditos contra la masa, los pagos que correspondan por amortización 
de capital e intereses de las cédulas y bonos de internacionalización emitidos 
y pendientes de amortización en la fecha de solicitud del concurso hasta 
el importe de los ingresos percibidos por el concursado de los préstamos 
y créditos que respalden las cédulas y bonos y, si existen, de los activos 
de sustitución y de los flujos económicos procedentes de los instrumentos 
financieros derivados vinculados a la emisión.

19. La entidad emisora de cédulas y bonos de internacionalización llevará 
un registro contable especial en el que deberá anotar todos los préstamos y 
créditos que sirven de garantía a las emisiones y, si existen, de los activos de 
sustitución inmovilizados para darles cobertura, así como de los instrumentos 
financieros derivados vinculados a cada emisión. Las cuentas anuales de 
la entidad emisora recogerán, en la forma que reglamentariamente se 
determine, los datos esenciales de dicho registro.

20. La emisión, transmisión y cancelación de las cédulas y bonos de 
internacionalización regulados en esta Ley, así como su reembolso, gozarán 
de la exención establecida en la Ley del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

Artículo 35. Capital Social mínimo de las Sociedades de Garantía Recíproca.

Se modifica el artículo 8 de la Ley 1/1994, de 11 de marzo, sobre Régimen 
Jurídico de las Sociedades de Garantía Recíproca, que queda redactado de la 
siguiente manera:

Â«Artículo 8. Cifra mínima del capital social desembolsado y de recursos 
propios computables.

1. El capital social mínimo de las sociedades de garantía recíproca no podrá 
ser inferior a 10.000.000 de euros.

2. Para garantizar la liquidez y solvencia de las sociedades de garantía 
recíproca, en su condición de entidades financieras, el capital indicado en 
el apartado anterior podrá ser modificado, en los términos establecidos 
en el artículo 47.1,a) de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre disciplina e 
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intervención de las entidades de crédito.

3. El importe de la cifra de recursos propios computables de las sociedades de 
garantía recíproca no podrá ser inferior a 15.000.000 de euros. A los efectos 
de este apartado la cifra de recursos propios computables se calculará de 
acuerdo con la definición que fije el Banco de España.Â»

TÍTULO IV

Apoyo al crecimiento y desarrollo de proyectos empresariales

CAPÍTULO I

Simplificación de las cargas administrativas

Artículo 36. Revisión del clima de negocios a través de mejoras regulatorias. 
Indicadores e intercambio de mejores prácticas.

1. Con carácter anual, el Ministerio de Economía y Competitividad, recopilará 
y analizará propuestas para la mejora del clima de negocios para la inversión 
productiva, procedentes de operadores económicos, departamentos 
ministeriales, y administraciones autonómicas y locales. Asimismo, se 
analizará la posición relativa de la economía española en los principales 
sistemas de indicadores internacionales de competitividad y clima de 
negocios.

2. El Ministerio de Economía y Competitividad formulará, con carácter anual, 
un informe preliminar con propuestas de reforma regulatoria para la mejora 
del clima de negocios y la competitividad de la economía española. Estas 
propuestas se integrarán en el Plan Estratégico de Internacionalización 
recogido en el artículo 50.

3. El Ministerio de Economía y Competitividad impulsará, en cooperación con 
las administraciones autonómicas y locales en el marco del Comité para la 
Mejora de la Regulación, el desarrollo y publicidad de indicadores de clima de 
negocios y buena regulación para la inversión productiva en el ámbito de las 
administraciones, así como el intercambio de buenas prácticas favorecedoras 
de un entorno propicio a la actividad económica.
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Artículo 37. Simplificación de cargas administrativas.

Las Administraciones Públicas que en el ejercicio de sus respectivas 
competencias creen nuevas cargas administrativas para las empresas 
eliminarán al menos una carga existente de coste equivalente.

Artículo 38. Reducción de las cargas estadísticas.

1. Los servicios estatales de estadística, en el desarrollo de sus actividades, 
adoptarán medidas tendentes a la reducción de la carga estadística que 
soportan los emprendedores, a fin de facilitar el cumplimiento de las 
obligaciones de suministro de información con fines estadísticos existentes y 
la calidad que debe tener la información estadística producida.

2. Son medidas concretas para llevar a efecto esta reducción de cargas 
estadísticas las siguientes:

a) Los servicios estatales de estadística tendrán acceso en las condiciones 
establecidas por la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística 
Pública, a la información ya disponible en los registros de la Administración 
General del Estado para la elaboración de las operaciones incluidas en el Plan 
Estadístico Nacional.

b) Se fomentará la presentación de cuestionarios por medios telemáticos.

c) Durante el primer año desde la creación de una empresa que contrate a 
menos de 50 asalariados, el Instituto Nacional de Estadística limitará a una 
el número de encuestas de cumplimentación obligatoria en las que dicha 
empresa puede ser seleccionada.

El número de cuestionarios a cumplimentar de una encuesta dependerá de si 
su periodicidad es mensual, trimestral o anual.

Artículo 39. Prevención de riesgos laborales en las PYMES.

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, 
queda modificada en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el artículo 30.5, que queda redactado del siguiente modo:
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Â«5. En las empresas de hasta diez trabajadores, el empresario podrá 
asumir personalmente las funciones señaladas en el apartado 1, siempre 
que desarrolle de forma habitual su actividad en el centro de trabajo y tenga 
la capacidad necesaria, en función de los riesgos a que estén expuestos 
los trabajadores y la peligrosidad de las actividades, con el alcance que se 
determine en las disposiciones a que se refiere el artículo 6.1.e) de esta 
Ley. La misma posibilidad se reconoce al empresario que, cumpliendo tales 
requisitos, ocupe hasta 25 trabajadores, siempre y cuando la empresa 
disponga de un único centro de trabajo.Â»

Dos. Se añade una Disposición adicional decimoséptima con la siguiente 
redacción:

Â«Disposición adicional decimoséptima. Asesoramiento técnico a las 
empresas de hasta veinticinco trabajadores.

En cumplimiento del apartado 5 del artículo 5 y de los artículos 7 y 8 de 
esta Ley, el Ministerio de Empleo y Seguridad Social y el Instituto Nacional 
de Seguridad e Higiene en el Trabajo, en colaboración con las Comunidades 
Autónomas y los agentes sociales, prestarán un asesoramiento técnico 
específico en materia de seguridad y salud en el trabajo a las empresas de 
hasta veinticinco trabajadores.

Esta actuación consistirá en el diseño y puesta en marcha de un sistema 
dirigido a facilitar al empresario el asesoramiento necesario para la 
organización de sus actividades preventivas, impulsando el cumplimiento 
efectivo de las obligaciones preventivas de forma simplificada.Â»

Artículo 40. Libro de Visitas electrónico de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social.

Se modifica el apartado 3 del artículo 14 de la Ley 42/1997, de 14 de 
noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, que 
queda redactado de la siguiente forma:

Â«3. La Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
pondrá a disposición de las empresas, de oficio y sin necesidad de solicitud 
de alta, un Libro de Visitas electrónico por cada uno de sus centros de 
trabajo, en el que los funcionarios actuantes, con ocasión de cada visita 
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a los centros de trabajo o comprobación por comparecencia del sujeto 
inspeccionado en dependencias públicas que realicen, extenderán diligencia 
sobre tal actuación.

Mediante Orden del Ministerio de Empleo y Seguridad Social se determinarán 
los hechos y actos que deban incorporarse al Libro de Visitas electrónico, 
así como los obligados, la forma de remisión a los mismos y los sistemas 
de verificación electrónica de su integridad. Asimismo, se establecerán los 
supuestos excepcionados de llevar Libro de Visitas electrónico, el medio 
sustitutivo al mismo y el régimen transitorio de aplicación de esta medida.Â»

Artículo 41. Apoderamientos electrónicos.

Los apoderamientos y sus revocaciones, otorgados por administradores 
o apoderados de sociedades mercantiles o por emprendedores de 
responsabilidad limitada podrán también ser conferidos en documento 
electrónico, siempre que el documento de apoderamiento sea suscrito con 
la firma electrónica reconocida del poderdante. Dicho documento podrá ser 
remitido directamente por medios electrónicos al Registro que corresponda.

CAPÍTULO II

Medidas para impulsar la contratación pública con emprendedores

Artículo 42. Uniones de empresarios.

Se modifica el artículo 59.1 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 
noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público, que queda redactado de la siguiente forma:

Â«1. Podrán contratar con el sector público las uniones de empresarios 
que se constituyan temporalmente al efecto, sin que sea necesaria la 
formalización de las mismas en escritura pública hasta que se haya efectuado 
la adjudicación del contrato a su favor.

Los empresarios que estén interesados en formar las Uniones a las que 
se refiere el párrafo anterior podrán darse de alta en el Registro Oficial 
de Licitadores y Empresas Clasificadas del Estado, que especificará esta 
circunstancia.Â»
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Artículo 43. Elevación de umbrales para la exigencia de clasificación.

El texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, queda modificado en 
los siguientes términos:

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 65, que queda redactado de la 
siguiente forma:

Â«1. Para contratar con las Administraciones Públicas la ejecución de 
contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 500.000 
euros o de contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a 
200.000 euros, será requisito indispensable que el empresario se encuentre 
debidamente clasificado. Sin embargo, no será necesaria clasificación para 
celebrar contratos de servicios comprendidos en las categorías 6, 8, 21, 26 
y 27 del Anexo II.

En el caso de que una parte de la prestación objeto del contrato tenga que 
ser realizada por empresas especializadas que cuenten con una determinada 
habilitación o autorización profesional, la clasificación en el subgrupo 
correspondiente a esa especialización, en caso de ser exigida, podrá suplirse 
por el compromiso del empresario de subcontratar la ejecución de esta 
porción con otros empresarios que dispongan de la habilitación y, en su caso, 
clasificación necesarias, siempre que el importe de la parte que debe ser 
ejecutada por éstos no exceda del 50 por ciento del precio del contrato.Â»

Dos. Se modifica el apartado 5 del artículo 65, que queda redactado de la 
siguiente forma:

Â«5. Las entidades del sector público que no tengan el carácter de 
Administración Pública podrán exigir una determinada clasificación a los 
licitadores para definir las condiciones de solvencia requeridas para celebrar 
el correspondiente contrato, en los supuestos del apartado 1 del artículo 
65.Â»

Tres. Se modifica la disposición transitoria cuarta, que queda redactada de 
la siguiente forma:

Â«Disposición transitoria cuarta. Determinación de los casos en que es 
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exigible la clasificación de las empresas.

El apartado 1 del artículo 65, en cuanto determina los contratos para cuya 
celebración es exigible la clasificación previa, entrará en vigor conforme a lo 
que se establezca en las normas reglamentarias de desarrollo de esta Ley por 
las que se definan los grupos, subgrupos y categorías en que se clasificarán 
esos contratos, continuando vigente, hasta entonces, el párrafo primero del 
apartado 1 del artículo 25 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas.

No obstante lo anterior, no será exigible la clasificación en los contratos de 
obras cuyo valor estimado sea inferior a 500.000 euros ni en los contratos de 
servicios cuyo valor estimado sea inferior a 200.000 euros.Â»

Artículo 44. Garantías para la contratación pública.

El texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, queda modificado en 
los siguientes términos:

Uno. Se modifica el artículo 96 apartados 2 y 3, que queda redactado de la 
siguiente forma:

Â«2. Cuando así se prevea en los pliegos, la garantía en los contratos de 
obras, suministros y servicios, así como en los de gestión de servicios 
públicos cuando las tarifas las abone la administración contratante, podrá 
constituirse mediante retención en el precio. En el pliego se fijará la forma y 
condiciones de la retención.

3. La acreditación de la constitución de la garantía podrá hacerse mediante 
medios electrónicos, salvo que en el pliego se establezca lo contrario.Â»

Dos. Se añaden dos nuevos apartados 4 y 5 al artículo 146, de la siguiente 
forma:

Â«4. El órgano de contratación, si lo estima conveniente, podrá establecer 
en el pliego de cláusulas administrativas particulares que la aportación inicial 
de la documentación establecida en el apartado 1 se sustituya por una 
declaración responsable del licitador indicando que cumple las condiciones 
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establecidas legalmente para contratar con la Administración. En tal caso, el 
licitador a cuyo favor recaiga la propuesta de adjudicación, deberá acreditar 
ante el órgano de contratación, previamente a la adjudicación del contrato, 
la posesión y validez de los documentos exigidos. En todo caso bastará con 
esta declaración responsable en los contratos de obras con valor estimado 
inferior a 1.000.000 euros y de suministros y servicios con valor estimado 
inferior a 90.000 euros.

En todo caso el órgano de contratación, en orden a garantizar el buen fin del 
procedimiento, podrá recabar, en cualquier momento anterior a la adopción 
de la propuesta de adjudicación, que los licitadores aporten documentación 
acreditativa del cumplimiento de las condiciones establecidas para ser 
adjudicatario del contrato.

5. El momento decisivo para apreciar la concurrencia de los requisitos de 
capacidad y solvencia exigidos para contratar con la Administración será el 
de finalización del plazo de presentación de las proposiciones.Â»

Tres. Se añade una nueva letra d) al artículo 32 de la siguiente forma:

Â«d) Todas aquellas disposiciones, actos o resoluciones emanadas de 
cualquier órgano de las Administraciones Públicas que otorguen, de 
forma directa o indirecta, ventajas a las empresas que hayan contratado 
previamente con cualquier Administración.Â»

Artículo 45. Prohibición de discriminación a favor de contratistas previos en 
los procedimientos de contratación pública.

1. En sus procedimientos de contratación, los entes, organismos y entidades 
integrantes del sector público no podrán otorgar ninguna ventaja directa o 
indirecta a las empresas que hayan contratado previamente con cualquier 
Administración.

2. Serán nulas de pleno derecho todas aquellas disposiciones contenidas 
en disposiciones normativas con o sin fuerza de Ley así como en actos o 
resoluciones emanadas de cualquier órgano del sector público que otorguen, 
de forma directa o indirecta, ventajas a las empresas que hayan contratado 
previamente con cualquier Administración.
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Artículo 46. Reducción del plazo para la devolución o cancelación de las 
garantías para las PYME.

Se modifica el apartado 5 del artículo 102 del texto refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, 
de 14 de noviembre, que queda redactado de la siguiente forma:

Â«5. Transcurrido un año desde la fecha de terminación del contrato, sin 
que la recepción formal y la liquidación hubiesen tenido lugar por causas no 
imputables al contratista, se procederá, sin más demora, a la devolución o 
cancelación de las garantías una vez depuradas las responsabilidades a que 
se refiere el artículo 100.

Cuando el importe del contrato sea inferior a 1.000.000 de euros, si se trata 
de contratos de obras, o a 100.000 euros, en el caso de otros contratos, 
o cuando las empresas licitadoras reúnan los requisitos de pequeña o 
mediana empresa, definida según lo establecido en el Reglamento (CE) n.Âº 
800/2008, de la Comisión, de 6 de agosto de 2008, por el que se declaran 
determinadas categorías de ayuda compatibles con el mercado común en 
aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado y no estén controladas 
directa o indirectamente por otra empresa que no cumpla tales requisitos, el 
plazo se reducirá a seis meses.Â»

Artículo 47. Reducción del plazo de demora en el pago para que el contratista 
pueda optar a la resolución contractual.

Se modifica el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, que 
queda redactado de la siguiente forma:

Uno. Se modifica el apartado 6 del artículo 216, de la siguiente forma:

Â«6. Si la demora de la Administración fuese superior a seis meses, el 
contratista tendrá derecho, asimismo, a resolver el contrato y al resarcimiento 
de los perjuicios que como consecuencia de ello se le originen.Â»

Dos. Se modifica el apartado 8 del artículo 216, de la siguiente forma:

Â«8. Las Comunidades Autónomas podrán reducir los plazos de treinta días, 
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cuatro meses y seis meses establecidos en los apartados 4, 5 y 6 de este 
artículo.Â»

Tres. Se añade un nuevo artículo 228 bis, con la siguiente redacción:

Â«Artículo 228 bis. Comprobación de los pagos a los subcontratistas o 
suministradores.

Las Administraciones Públicas y demás entes públicos contratantes podrán 
comprobar el estricto cumplimiento de los pagos que los contratistas 
adjudicatarios de los contratos públicos, calificados como tales en el artículo 
5, han de hacer a todos los subcontratistas o suministradores que participen 
en los mismos.

En tal caso, los contratistas adjudicatarios remitirán al ente público contratante, 
cuando este lo solicite, relación detallada de aquellos subcontratistas o 
suministradores que participen en el contrato cuando se perfeccione su 
participación, junto con aquellas condiciones de subcontratación o suministro 
de cada uno de ellos que guarden una relación directa con el plazo de 
pago. Asimismo, deberán aportar a solicitud del ente público contratante 
justificante de cumplimiento de los pagos a aquellos una vez terminada la 
prestación dentro de los plazos de pago legalmente establecidos en el artículo 
228 y en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, en lo que le sea de aplicación. 
Estas obligaciones, que se incluirán en los anuncios de licitación y en los 
correspondientes pliegos de condiciones o en los contratos, se consideran 
condiciones esenciales de ejecución, cuyo incumplimiento, además de las 
consecuencias previstas por el ordenamiento jurídico, permitirá la imposición 
de las penalidades que a tal efecto se contengan en los pliegos.Â»

CAPÍTULO III

Simplificación de los requisitos de información económico-financiera

Artículo 48. Contabilidad de determinadas empresas.

Se modifica el apartado 2 del artículo 28 del Código de Comercio de 1885, 
que queda redactado como sigue:

Â«2. El Libro Diario registrará día a día todas las operaciones relativas a la 
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actividad de la empresa. Será válida, sin embargo, la anotación conjunta 
de los totales de las operaciones por períodos no superiores al trimestre, a 
condición de que su detalle aparezca en otros libros o registros concordantes, 
de acuerdo con la naturaleza de la actividad de que trate.Â»

Artículo 49. Formulación de cuentas anuales abreviadas.

El texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, queda modificado de la siguiente 
forma:

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 257, que queda redactado como 
sigue:

Â«1. Podrán formular balance y estado de cambios en el patrimonio neto 
abreviados las sociedades que durante dos ejercicios consecutivos reúnan, 
a la fecha de cierre de cada uno de ellos, al menos dos de las circunstancias 
siguientes:

a) Que el total de las partidas del activo no supere los cuatro millones de 
euros.

b) Que el importe neto de su cifra anual de negocios no supere los ocho 
millones de euros.

c) Que el número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio no 
sea superior a cincuenta.

Las sociedades perderán esta facultad si dejan de reunir, durante dos 
ejercicios consecutivos, dos de las circunstancias a que se refiere el párrafo 
anterior.Â»

Dos. Se modifica el artículo 263, que queda redactado como sigue:

Â«Artículo 263. Auditor de cuentas.

1. Las cuentas anuales y, en su caso, el informe de gestión deberán ser 
revisados por auditor de cuentas.
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2. Se exceptúa de esta obligación a las sociedades que durante dos ejercicios 
consecutivos reúnan, a la fecha de cierre de cada uno de ellos, al menos dos 
de las circunstancias siguientes:

a) Que el total de las partidas del activo no supere los dos millones ochocientos 
cincuenta mil euros.

b) Que el importe neto de su cifra anual de negocios no supere los cinco 
millones setecientos mil euros.

c) Que el número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio no 
sea superior a cincuenta.

Las sociedades perderán esta facultad si dejan de reunir, durante dos 
ejercicios consecutivos, dos de las circunstancias a que se refiere el párrafo 
anterior.

3. En el primer ejercicio social desde su constitución, transformación o 
fusión, las sociedades quedan exceptuadas de la obligación de auditarse si 
reúnen, al cierre de dicho ejercicio, al menos dos de las tres circunstancias 
expresadas en el apartado anterior.Â»

TÍTULO V

Internacionalización de la economía española

Sección 1.Âª Fomento de la internacionalización

CAPÍTULO I

Estrategia de fomento de la internacionalización

Artículo 50. Fomento de la internacionalización de la economía española.

1. Constituyen las políticas de fomento de la internacionalización de la 
economía y la empresa españolas el conjunto de actuaciones que desarrolla el 
sector público, junto con el sector privado, para facilitar y reforzar la dimensión 
internacional de la economía española y fomentar la presencia exterior de las 
empresas y de los emprendedores como factores de estabilidad, crecimiento 
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y generación de empleo. Dicha dimensión se extiende asimismo a la acción 
económica institucional en foros bilaterales y multilaterales y a las acciones 
de fomento de la inversión extranjera en España y de España en el exterior.

2. El Gobierno dirige las políticas de fomento de la internacionalización de la 
economía y la empresa española, cuya coordinación corresponde al Ministerio 
de Economía y Competitividad, sin perjuicio de las competencias que el 
ordenamiento jurídico otorga a los distintos Ministerios y a las Comunidades 
Autónomas.

Artículo 51. El Plan Estratégico de Internacionalización de la Economía 
Española.

1. La acción del Gobierno en materia de fomento de la internacionalización, 
en los términos previstos en el artículo anterior, se plasmará en el Plan 
Estratégico de Internacionalización de la Economía Española.

2. El objetivo del Plan Estratégico de Internacionalización de la Economía 
Española será la mejora de la competitividad y la maximización de la 
contribución del sector exterior al crecimiento y la creación de empleo. Este 
Plan incluirá las iniciativas para el fomento de la internacionalización y de la 
mejora de la competitividad de la economía española y de las empresas, el 
establecimiento de las prioridades geográficas y sectoriales y los planes de 
actuación de los organismos con competencias en la materia.

3. El Plan se regirá por los siguientes principios:

a) Coherencia y coordinación de la acción de las Administraciones Públicas, 
con particular atención e incidencia en las iniciativas de estímulo a la 
internacionalización de los emprendedores.

b) Complementariedad con la actuación del sector privado.

4. El Plan Estratégico será elaborado, con carácter bienal, por el Ministerio 
de Economía y Competitividad, en el marco del Grupo Interministerial de 
Apoyo a la Internacionalización de la empresa española y con la participación 
del sector privado y de las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus 
competencias, y en coherencia con los fines y objetivos de la Política Exterior 
del Gobierno.
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El Plan será aprobado a propuesta del Ministerio de Economía y 
Competitividad, por Acuerdo del Consejo de Ministros, previo informe de la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

El Plan será remitido a las Cortes y presentado por el Secretario de Estado 
de Comercio ante la Comisión correspondiente del Congreso de los Diputados 
y del Senado.

5. El Ministerio de Economía y Competitividad establecerá un sistema de 
evaluación y control de los instrumentos que integran el Plan Estratégico 
de Internacionalización con el fin de asegurar la calidad y eficacia de las 
actuaciones de internacionalización. El resultado de las evaluaciones será 
público y servirá de base para las modificaciones normativas y de gestión 
de los instrumentos y organismos que se incorporarán en las sucesivas 
versiones del Plan.

CAPÍTULO II

Instrumentos y organismos comerciales y de apoyo a la empresa

Artículo 52. Instrumentos y Organismos comerciales y de apoyo a la empresa.

1. Constituyen instrumentos comerciales especializados de apoyo a la 
internacionalización de la economía y la empresa:

a) En el ámbito de la Administración General del Estado, los siguientes:

i) La Red Exterior, integrada en las Misiones Diplomáticas o las 
Representaciones Permanentes, y la Red Territorial, dependientes ambas del 
Ministerio de Economía y Competitividad.

ii) La entidad pública empresarial ICEX España Exportación e Inversiones 
(ICEX), creada por el Real Decreto-ley 4/2011, de 8 de abril.

b) Las Cámaras de Comercio Españolas en el Extranjero, cuando se 
reconozcan oficialmente, apoyarán, asimismo, la internacionalización de la 
economía y la empresa españolas.

2. El Servicio Exterior del Estado contribuirá al apoyo de las empresas en el 
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exterior.

Artículo 53. Red Exterior y Territorial del Ministerio de Economía y 
Competitividad.

1. La Red Exterior y Territorial del Ministerio de Economía y Competitividad 
es el soporte básico en el proceso de internacionalización de las empresas y 
los emprendedores por su proximidad a los mercados de origen y de destino 
y está integrada por las Oficinas Económicas y Comerciales y las Direcciones 
Territoriales y Provinciales de Economía y Comercio.

2. Las Oficinas Económicas y Comerciales de España en el Exterior, integradas 
en las Misiones Diplomáticas o las Representaciones Permanentes, son el 
instrumento de la Administración General del Estado para el desarrollo en 
el exterior de las labores de política económica, comercial, financiera y de 
apoyo a la internacionalización de la empresa.

3. Las Direcciones Territoriales y Provinciales de Comercio apoyan la 
internacionalización de la empresa y los emprendedores mediante la 
implementación de la política estatal de promoción comercial exterior y de 
fomento de las inversiones de las empresas españolas.

4. El Ministerio de Economía y Competitividad, a través de la Secretaría de 
Estado de Comercio, como gestor de la Red Exterior y Territorial de apoyo 
a la internacionalización de la empresa, asignará los recursos humanos y 
materiales necesarios para el desempeño de su labor con la máxima eficiencia 
y asegurando una atención a las iniciativas en materia de internacionalización 
de manera integral.

Artículo 54. ICEX España Exportación e Inversiones (ICEX).

1. El ICEX, en colaboración con el sector privado y las Comunidades Autónomas, 
en el marco de sus competencias, impulsará la internacionalización y la 
competitividad de la economía y de las empresas españolas, en especial 
de las pequeñas y medianas empresas, en todas las fases de su proceso 
de internacionalización, así como el apoyo a la cooperación internacional 
y el fomento de las inversiones de empresas españolas en el exterior y de 
las extranjeras en España, a través de la prestación de aquellos servicios, 
asesorías, programas o apoyos que en cada caso se le requieran por parte 
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de la Secretaría de Estado de Comercio en materia económica, comercial, 
financiera, de información y de formación.

2. El ICEX canalizará las consultas, solicitudes, iniciativas o demandas 
de las empresas o instituciones interesadas en conocer o acceder a los 
instrumentos de apoyo relacionados con la internacionalización. A estos 
efectos, el ICEX establecerá los acuerdos, contratos y convenios necesarios 
con la Administración General del Estado y aquellas entidades del sector 
público que desarrollen funciones relacionadas con la internacionalización y 
la atracción de inversiones.

3. Con objeto de dar cumplimiento a lo expuesto en el apartado 4 del artículo 
51, el ICEX dotará a las Direcciones Territoriales y Provinciales de Comercio 
y a la red de Oficinas Económicas y Comerciales del Ministerio de Economía 
y Competitividad de los recursos materiales y humanos necesarios que, 
adscritos al ICEX, resulten necesarios para asegurar el correcto desarrollo 
de las funciones del ICEX bajo las directrices de la Secretaría de Estado de 
Comercio.

CAPÍTULO III

Instrumentos y organismos de apoyo financiero

Artículo 55. Sistema español de apoyo financiero oficial a la internacionalización 
de la empresa.

1. El sistema español de apoyo financiero oficial a la internacionalización de 
la empresa está constituido por:

a) Los siguientes organismos financieros de la acción del Gobierno en materia 
de internacionalización de la economía española y de las empresas:

i) El Instituto de Crédito Oficial (ICO) creado por la Disposición Adicional 
Sexta del Real Decreto-ley 12/1995, de 28 de diciembre, sobre medidas 
urgentes en materia presupuestaria, tributaria y financiera.

ii) La Compañía Española de Financiación del Desarrollo COFIDES, S.A. 
(COFIDES), creada por Acuerdo del Consejo de Ministros de 12 de 
febrero de 1988. Para la consecución de sus objetivos y para contribuir 
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a la internacionalización de las empresas y de la economía españolas, 
COFIDES, adicionalmente, prestará financiación a empresas españolas para 
su internacionalización, mediante, entre otros, instrumentos de capital o 
cuasicapital, así como mediante la participación en aquéllos vehículos o fondos 
de inversión públicos o privados, que contribuyan a la internacionalización de 
la empresa o de la economía españolas.

iii) El agente gestor designado por el Estado para la gestión de la cobertura 
de riesgos de la internacionalización.

b) Los siguientes instrumentos de apoyo financiero a la internacionalización 
de la economía española y de las empresas:

i) El Fondo para Inversiones en el Exterior (FIEX) y el Fondo para Operaciones 
de Inversión en el exterior de la Pequeña y Mediana Empresa (FONPYME) 
creados por la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social.

ii) El Fondo para la Internacionalización de la Empresa (FIEM), creado por 
Ley 11/2010, de 28 de junio, de reforma del sistema de apoyo financiero a la 
internacionalización de la empresa española.

iii) El Convenio de Ajuste Recíproco de Intereses (CARI), creado por la 
Ley 11/1983, de 16 de agosto, de Medidas Financieras de Estímulo a la 
Exportación, modificada por la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social, para adaptar el Convenio de 
Ajuste Recíproco de Intereses.

iv) El instrumento que, conforme a la normativa vigente, asuma la cobertura 
de riesgos de la internacionalización por cuenta del Estado.

c) Cualesquiera otros organismos de ayuda a la internacionalización que se 
puedan crear a propuesta del Ministerio de Economía y Competitividad.

2. El Ministerio de Economía y Competitividad, a través de la Secretaría 
de Estado de Comercio, promoverá una gestión eficiente y coordinada de 
los organismos e instrumentos que integran el sistema español de apoyo 
financiero oficial a la internacionalización de la empresa, especializando a 
sus entidades gestoras y coordinando los instrumentos que se materialice el 
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sistema para garantizar su coherencia con la política comercial.

Artículo 56. Modificación de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social, para adaptar el Fondo para 
Inversiones en el Exterior (FIEX).

Se modifica el apartado uno del artículo 114 de la Ley 66/1997, de 30 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, que 
queda redactado del siguiente modo:

Â«Uno. Se crea un Fondo para Inversiones en el Exterior destinado a 
promover la internacionalización de la actividad de las empresas, y, en 
general, de la economía española, a través de participaciones temporales 
y minoritarias directas en el capital social de empresas españolas para su 
internacionalización o de empresas situadas en el exterior y, en general, 
mediante participaciones en los fondos propios de las empresas mencionadas 
anteriormente y a través de cualesquiera instrumentos participativos.

Con cargo al Fondo también podrán tomarse participaciones temporales y 
minoritarias directas en aquellos vehículos o fondos de capital expansión 
con apoyo oficial ya existentes o que se establezcan o fondos de inversión 
privados, que fomenten la internacionalización de la empresa o de la 
economía española.

La gestora a la que se refiere el apartado dos del artículo 116 de la presente 
Ley no intervendrá directamente en la gestión operativa de las empresas 
participadas por el Fondo salvo que, previa autorización del Comité Ejecutivo 
del Fondo, se considere necesario con el fin de controlar el cumplimiento de los 
fines del FIEX. Excepcionalmente, el Ministro de Economía y Competitividad 
podrá, a propuesta del Secretario de Estado de Comercio, autorizar la toma 
de una participación mayoritaria y autorizar a la gestora para que asuma 
la gestión operativa de la empresa participada por el Fondo en caso de ser 
considerado necesario para el cumplimiento de los fines del FIEX.Â»

Artículo 57. Modificación de la Ley 11/2010, de 28 de junio, de reforma del 
sistema de apoyo financiero a la internacionalización de la empresa española, 
para adaptar el Fondo para la Internacionalización de la Empresa (FIEM).

La Ley 11/2010, de 28 de junio, de reforma del sistema de apoyo financiero 
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a la internacionalización de la empresa española, queda modificada como 
sigue:

Uno. Se modifica el artículo 4, que queda redactado como sigue:

Â«Artículo 4. Financiación.

1. El FIEM financiará aquellas operaciones y proyectos de interés especial para 
la estrategia de internacionalización de la economía española, así como las 
asistencias técnicas que estas operaciones y proyectos requieran. Asimismo, 
con cargo al FIEM se podrán financiar asistencias técnicas y consultorías de 
interés especial para la estrategia de internacionalización, destinadas a la 
elaboración de estudios de viabilidad, factibilidad y prefactibilidad, estudios 
relacionados con la modernización de sectores económicos o regiones, así 
como consultorías destinadas a la modernización institucional de carácter 
económico, en países de especial interés para las empresas españolas.

2. El apoyo financiero a proyectos de inversión y exportación adoptará 
principalmente la forma de préstamos, créditos y líneas de crédito, así 
como contribuciones reembolsables a fondos de inversión que puedan 
apoyar la internacionalización de empresas españolas en las condiciones 
que reglamentariamente se establezcan. Sin perjuicio de lo anterior, podrán 
financiarse de forma no reembolsable asistencias técnicas y consultorías, 
así como proyectos y operaciones cuando las especiales circunstancias 
de los mismos así lo requieran. Estas circunstancias se determinarán 
reglamentariamente.

3. Con cargo al FIEM podrán realizarse aportaciones a entidades o fondos 
destinados a contra garantizar o a facilitar la emisión de garantías en favor 
de exportadores siempre que la participación del FIEM en dichas entidades 
o fondos tenga un impacto relevante sobre la internacionalización de las 
empresas españolas.

4. Con cargo al FIEM no se financiarán operaciones de exportación de 
material de defensa, paramilitar y policial destinado a ser usado por ejércitos, 
fuerzas policiales y de seguridad o los servicios antiterroristas. En cuanto al 
resto de material podrá ser financiado siempre que cumpla con los controles 
legalmente establecidos.
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5. Con cargo al FIEM no se financiarán proyectos vinculados a determinados 
servicios sociales básicos, tales como la educación, la salud y la nutrición. 
Podrá financiarse el suministro y puesta en marcha de equipamiento para 
proyectos de este tipo cuando tuvieran un importante efecto de arrastre 
sobre la internacionalización que incorpore un alto contenido tecnológico.

6. Sin perjuicio de la aplicación de la legislación vigente, los créditos, 
préstamos, o aportaciones para la emisión posterior de garantías o las líneas 
de crédito reembolsables en condiciones comerciales con cargo al FIEM 
deberán cumplimentar lo dispuesto en la normativa internacional de créditos 
a la exportación y en particular lo dispuesto en el Acuerdo general sobre 
líneas directrices en materia de crédito a la exportación con apoyo oficial de 
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico. Tanto en las 
operaciones de crédito comercial, que aplicarán tipo de interés variable o fijo, 
como en las operaciones de crédito concesional, las condiciones financieras 
y por lo tanto, los tipos de interés de aplicación, serán regulados por el 
Reglamento UE n.Âº 1233/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 
de noviembre de 2011, relativo a la aplicación de determinadas directrices en 
materia de crédito a la exportación con apoyo oficial, y por el que se derogan 
las Decisiones 2001/76/CE y 2001/77/CE del Consejo.Â»

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 5, que queda con la siguiente 
redacción:

Â«1. Los beneficiarios de financiación con cargo al Fondo podrán ser Estados, 
Administraciones Públicas Regionales, Provinciales y Locales Extranjeras, 
Instituciones públicas extranjeras, así como empresas, agrupaciones, 
consorcios de empresas públicas y privadas extranjeras tanto de países 
desarrollados como de países en vías de desarrollo.

Las operaciones crediticias deberán garantizarse aportando garantía 
soberana, si bien podrán admitirse otras garantías en operaciones de 
préstamo, en los términos y condiciones que se fijen reglamentariamente.

No podrá otorgarse ningún tipo de financiación reembolsable a países pobres 
que estén altamente endeudados. En este sentido, los países que hubieran 
alcanzado el punto de culminación de la iniciativa HIPC (en sus siglas en 
inglés) sólo podrán excepcionalmente ser beneficiarios de este tipo de 
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operaciones reembolsables cuando así lo autorice expresamente el Consejo 
de Ministros.Â»

Tres. El artículo 7 queda redactado del siguiente modo:

Â«Artículo 7. Gestión.

1. La gestión del Fondo para la Internacionalización de la Empresa corresponde 
al Ministerio de Economía y Competitividad, a través de la Secretaría de 
Estado de Comercio.

Corresponderá al gestor del Fondo entre otras tareas las siguientes: la 
selección de los proyectos a financiar con cargo al Fondo y de común acuerdo 
con los beneficiarios de la financiación, la elaboración de los perfiles y 
estudios de viabilidad que sean precisos para el análisis de dichos proyectos, 
la valoración de las propuestas de financiación y su posterior presentación al 
Comité del Fondo para su aprobación, así como la supervisión de la ejecución 
de los citados proyectos y la evaluación de los mismos.

Corresponderá también al gestor del Fondo el establecimiento de medidas 
de prevención para la mitigación de los impactos negativos en el desarrollo 
que sean identificados en el estudio de las operaciones realizadas con cargo 
al Fondo para la Internacionalización. Igualmente el gestor será responsable 
de la aprobación y seguimiento de un protocolo de actuación en materia de 
prevención de blanqueo de capitales.

2. La Secretaría de Estado de Comercio garantizará con todos los medios a 
su alcance la eficaz y eficiente utilización de los recursos del Fondo, para lo 
cual, se podrán financiar, con cargo al propio Fondo, las asistencias técnicas 
y encomiendas de gestión que se estimen oportunas.

3. Entre las funciones de COFIDES se encuentra la evaluación de operaciones 
de inversión con riesgo privado y la suscripción de acuerdos de participación 
en Fondos de Inversión. Por su parte, entre las funciones de CESCE está 
realizar análisis de riesgo de crédito y la gestión de recobros, refinanciaciones, 
moratorias y posibles cesiones de las deudas que tienen su origen en 
operaciones que cubre por cuenta del Estado. COFIDES y CESCE podrán 
realizar estas funciones para el FIEM a requerimiento de su comité, previa 
propuesta de la Secretaría de Estado de Comercio. Todo ello sin perjuicio 
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de la labor de agente financiero único del FIEM que desempeña el ICO, de 
acuerdo con el artículo 11 de esta Ley.

4. El Ministerio de Economía y Competitividad, como gestor del FIEM, 
impulsará con todos los medios a su alcance la aplicación de los principios 
de transparencia, publicidad y concurrencia en los procedimientos de 
adjudicación por los países beneficiarios y podrá poner a disposición de éstos 
los recursos necesarios para garantizar la eficiencia en el procedimiento de 
identificación, selección y adjudicación de operaciones.

5. El resto de estipulaciones relativas a la gestión, incluidas las condiciones 
financieras de los créditos, la financiación de los gastos locales, la participación 
de material extranjero o la financiación de comisiones comerciales, así como 
cualquier otra circunstancia a tener en cuenta en las operaciones con cargo 
al FIEM, serán objeto de desarrollo reglamentario posterior.Â»

Cuatro. Se modifica el artículo 11, que queda redactado como sigue:

Â«Artículo 11. Agente Financiero y costes de gestión.

1. El Instituto de Crédito Oficial formalizará, en nombre y representación del 
Gobierno español y por cuenta del Estado, los correspondientes convenios 
de crédito, préstamo o donación. Igualmente, prestará los servicios de 
instrumentación técnica, contabilidad, caja, agente pagador, control y, 
en general, todos los de carácter financiero relativos a las operaciones 
autorizadas con cargo al FIEM, sin perjuicio de las competencias que en 
materia de control se establecen en la Ley 47/2003, General Presupuestaria 
y demás normativa legal vigente.

2. Con la finalidad de optimizar la gestión financiera del FIEM, el Instituto 
de Crédito Oficial, previa autorización de la Dirección General del Tesoro y 
Política Financiera, podrá depositar los recursos de la cuenta de tesorería del 
FIEM en entidades financieras distintas del Banco de España, domiciliadas en 
países que cumplan las normas internacionales en materia de transparencia 
financiera, prevención del blanqueo de capitales y lucha contra la evasión 
fiscal. Asimismo, siguiendo el mismo procedimiento de autorización y 
condiciones, el Instituto de Crédito Oficial podrá efectuar operaciones de 
inversión, así como operaciones de intercambio financiero para la cobertura 
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de riesgos.

3. Con cargo al FIEM y previa autorización por Acuerdo del Consejo de 
Ministros se compensará al Instituto de Crédito Oficial por los gastos en los 
que incurra en su labor de agente Financiero del Fondo, así como aquellos 
otros gastos derivados del asesoramiento que le pueda ser encargado.

4. Asimismo, con cargo al FIEM y previa autorización por Acuerdo de Consejo 
de Ministros se compensará a COFIDES y CESCE por los gastos por las 
labores que se les requiera en virtud de lo señalado en el apartado 2 del 
artículo 7 de esta Ley.Â»

Artículo 58. Convenio de Ajuste Recíproco de Intereses (CARI).

1. Los créditos que concedan las entidades financieras, destinados a la 
financiación de la exportación de bienes y servicios españoles, podrán ser 
ajustados en las condiciones y en la forma que reglamentariamente se 
establezca a través del Instituto de Crédito Oficial mediante un convenio de 
ajuste recíproco de intereses.

2. A los efectos señalados en el apartado anterior, se consideran entidades 
financieras las cooperativas de crédito calificadas, las cajas de ahorro 
españolas, los bancos españoles, el Instituto de Crédito Oficial y las entidades 
de crédito extranjeras.

3. El Ministerio de Economía y Competitividad deberá autorizar la formalización 
de estos convenios, o su cesión, en el caso de los ya firmados. Cuando de la 
valoración de una contrapartida del ICO en el sistema CARI puedan derivarse 
riesgos o incertidumbres adicionales para el citado sistema, la Secretaría de 
Estado de Comercio podrá requerir a la entidad participante, como condición 
previa a la autorización del convenio, o su cesión, la constitución de garantías 
que permitan cubrir dichos riesgos adicionales. En todo caso la autorización 
tendrá carácter singular cuando sea el Instituto de Crédito Oficial quien 
asimismo financie la operación de exportación.

4. El ajuste a que se refiere el apartado 1 de este artículo, cubrirá la 
diferencia entre el coste de mercado de los recursos necesarios para financiar 
la operación de exportación y el producto que la entidad financiera obtenga 
como consecuencia de la misma, más el margen porcentual anual sobre la 
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cuantía del préstamo. Reglamentariamente se establecerá el margen anual y 
el procedimiento para determinar el coste de los recursos y el producto de la 
entidad financiera antes aludidos.

5. Para aquellas operaciones contratadas bajo el sistema Convenio de Ajuste 
Recíproco de Intereses (CARI) que cuenten con una cobertura del seguro por 
cuenta del Estado de CESCE en un porcentaje superior al 95 por ciento, los 
ajustes de intereses a favor del ICO que deriven de importes no abonados 
por el deudor de un crédito y no cubiertos por el seguro de CESCE, podrán 
ser cancelados en el caso de que hayan transcurrido más de 110 días desde 
la fecha en que se produjo el vencimiento y éste permanezca impagado.

6. Anualmente, en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, se dotará 
al Ministerio de Economía y Competitividad con el correspondiente crédito 
ampliable, para atender a las finalidades previstas en la presente Ley. 
Igualmente, en los presupuestos de ingresos y gastos del Instituto de Crédito 
Oficial se establecerán los correspondientes conceptos presupuestarios para 
recoger las operaciones derivadas de estos ajustes.

CAPÍTULO IV

Otros instrumentos y organismos de apoyo a la internacionalización

Artículo 59. Participación española en las Instituciones Financieras 
Internacionales.

1. En los distintos programas y fondos de Instituciones Financieras 
Internacionales con contribución de la Administración General del Estado y 
sus organismos dependientes, se fomentará la participación de empresas 
españolas en los proyectos abiertos a concurso por estas instituciones en 
países en desarrollo, de forma complementaria a los objetivos esenciales 
de promoción del desarrollo económico y estabilidad del sistema financiero 
internacional que tienen estas instituciones. El Ministerio de Economía y 
Competitividad desarrollará los mecanismos necesarios para fomentar la 
participación de empresas españolas en los mercados de licitaciones de las 
instituciones financieras internacionales.

2. Las iniciativas de aportación directa a fondos depositados en las 
Instituciones por parte de los distintos Ministerios o sus entidades 
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dependientes deberán contar con la aprobación de la Comisión Delegada 
del Gobierno para Asuntos Económicos, que velará por la coordinación de 
las iniciativas y la valoración coste-eficacia de los fondos en los cuales se 
propone la aportación presupuestaria del Estado.

Artículo 60. Gestión de los Instrumentos de Ayuda Externa de la Unión 
Europea.

1. Con carácter anual se elaborará un programa de gestión de los Instrumentos 
de Ayuda Externa de la Unión Europea que, entre sus objetivos prioritarios, 
tenga el de conseguir una adecuada participación de las empresas españolas 
en la cartera de proyectos que son promovidos en esta materia por la Unión 
Europea.

El programa será aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta 
conjunta de los Ministerios de Asuntos Exteriores y de Cooperación y de 
Economía y Competitividad, previo informe de la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos.

2. El programa promoverá la racionalización de la representación de España 
en los órganos de gestión de los instrumentos de ayuda externa de la Unión 
Europea.

3. El ICEX informará y asesorará a las empresas españolas para su 
participación en estos proyectos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
54.2.

Sección 2.Âª Movilidad internacional

CAPÍTULO I

Facilitación de entrada y permanencia

Artículo 61. Entrada y permanencia en España por razones de interés 
económico.

1. Los extranjeros que se propongan entrar o residir, o que ya residan, en 
España verán facilitada su entrada y permanencia en territorio español por 
razones de interés económico de acuerdo con lo establecido en esta Sección, 
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en aquellos supuestos en los que acrediten ser:

a) Inversores.

b) Emprendedores.

c) Profesionales altamente cualificados.

d) Investigadores.

e) Trabajadores que efectúen movimientos intraempresariales dentro de la 
misma empresa o grupo de empresas.

2. Lo dispuesto en esta sección no será de aplicación a los ciudadanos de 
la Unión Europea y a aquellos extranjeros a los que les sea de aplicación el 
derecho de la Unión Europea por ser beneficiarios de los derechos de libre 
circulación y residencia.

Artículo 62. Requisitos generales para la estancia o residencia.

1. Sin perjuicio de la acreditación de los requisitos específicos previstos para 
cada visado o autorización, los extranjeros a los que se refiere la presente 
sección deberán reunir, para estancias no superiores a tres meses, las 
condiciones de entrada previstas en el Reglamento (CE) 562/2006, de 15 
de marzo, por el que se establece un Código comunitario de normas para el 
cruce de personas por las fronteras (Código de Fronteras Schengen).

2. En los supuestos de visados de estancia, deberán acreditar además los 
requisitos previstos en el Reglamento (CE) 810/2009, de 13 de julio, por el 
que se establece un Código comunitario sobre visados (Código de visados).

3. En los supuestos de visados de residencia previstos en el Reglamento 
(UE) 265/2010, por el que se modifica el Convenio de aplicación del Acuerdo 
de Schengen y el Reglamento (CE) 562/2006, de 15 de marzo, por lo que 
se refiere a la circulación de personas con visados de larga duración, así 
como para las autorizaciones de residencia, el solicitante deberá acreditar el 
cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) No encontrarse irregularmente en territorio español.
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b) Ser mayor de 18 años.

c) Carecer de antecedentes penales en España y en los países donde 
haya residido durante los últimos cinco años, por delitos previstos en el 
ordenamiento jurídico español.

d) No figurar como rechazable en el espacio territorial de países con los que 
España tenga firmado un convenio en tal sentido.

e) Contar con un seguro público o un seguro privado de enfermedad 
concertado con una Entidad aseguradora autorizada para operar en España.

f) Contar con recursos económicos suficientes para sí y para los miembros de 
su familia durante su periodo de residencia en España.

g) Abonar la tasa por tramitación de la autorización o visado.

4. El cónyuge y los hijos menores de 18 años, o mayores de edad que no 
sean objetivamente capaces de proveer sus propias necesidades debido a su 
estado de salud, que se reúnan o acompañen a los extranjeros enumerados 
en el apartado 1 del artículo 61, podrán solicitar, conjunta y simultánea o 
sucesivamente, la autorización y, en su caso, el visado. Para ello, deberá 
quedar acreditado el cumplimiento de los requisitos previstos en el apartado 
anterior.

5. Lo dispuesto en la presente Ley se entenderá sin perjuicio del 
cumplimiento, por los sujetos obligados, de las obligaciones establecidas en 
la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de 
la financiación del terrorismo y las obligaciones tributarias o de Seguridad 
Social correspondientes.

6. Las Misiones diplomáticas y Oficinas Consulares, al recibir las solicitudes 
de visados de residencia, efectuarán a la Dirección General de la Policía las 
consultas pertinentes destinadas a comprobar si el solicitante representa un 
riesgo en materia de seguridad.

La Dirección General de la Policía deberá responder en el plazo máximo de 
siete días desde la recepción de la consulta, transcurridos los cuales sin 
haber obtenido respuesta se entenderá que su sentido es favorable.



392

CAPÍTULO II

Inversores

Artículo 63. Visado de residencia para inversores.

1. Los extranjeros no residentes que se propongan entrar en territorio 
español con el fin de realizar una inversión significativa de capital podrán 
solicitar el visado de estancia, o en su caso, de residencia para inversores.

2. Se entenderá como inversión significativa de capital aquella que cumpla 
con alguno de los siguientes supuestos:

a) Una inversión inicial por un valor igual o superior a 2 millones de euros en 
títulos de deuda pública española, o por un valor igual o superior a un millón 
de euros en acciones o participaciones sociales de empresas españolas, o 
depósitos bancarios en entidades financieras españolas.

b) La adquisición de bienes inmuebles en España con una inversión de valor 
igual o superior a 500.000 euros por cada solicitante.

c) Un proyecto empresarial que vaya a ser desarrollado en España y que sea 
considerado y acreditado como de interés general, para lo cual se valorará el 
cumplimiento de al menos una de las siguientes condiciones:

1.Âº Creación de puestos de trabajo.

2.Âº Realización de una inversión con impacto socioeconómico de relevancia 
en el ámbito geográfico en el que se vaya a desarrollar la actividad.

3.Âº Aportación relevante a la innovación científica y/o tecnológica.

3. Se entenderá igualmente que el extranjero solicitante del visado ha 
realizado una inversión significativa de capital cuando la inversión la lleve 
a cabo una persona jurídica, domiciliada en un territorio que no tenga la 
consideración de paraíso fiscal conforme a la normativa española, y el 
extranjero posea, directa o indirectamente, la mayoría de sus derechos de 
voto y tenga la facultad de nombrar o destituir a la mayoría de los miembros 
de su órgano de administración.
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Artículo 64. Forma de acreditación de la inversión.

Para la concesión del visado de residencia para inversores será necesario 
cumplir los siguientes requisitos:

a) En el caso previsto en la letra a) del apartado 2 del artículo 63, el 
solicitante deberá acreditar haber realizado la inversión en la cantidad mínima 
requerida, en un periodo no superior a 60 días anteriores a la presentación 
de la solicitud, de la siguiente manera:

1.Âº En el supuesto de inversión en acciones no cotizadas o participaciones 
sociales, se presentará el ejemplar de la declaración de inversión realizada 
en el Registro de Inversiones Exteriores del Ministerio de Economía y 
Competitividad.

2.Âº En el supuesto de inversión en acciones cotizadas, se presentará 
un certificado del intermediario financiero, debidamente registrado en la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores o en el Banco de España, en el que 
conste que el interesado ha efectuado la inversión a efectos de esta norma.

3.Âº En el supuesto de inversión en deuda pública, se presentará un 
certificado de la entidad financiera o del Banco de España en el que se 
indique que el solicitante es el titular único de la inversión para un periodo 
igual o superior a 5 años.

4.Âº En el supuesto de inversión en depósito bancario, se presentará un 
certificado de la entidad financiera en el que se constate que el solicitante es 
el titular único del depósito bancario.

b) En el supuesto previsto en la letra b) del apartado 2 del artículo 63 el 
solicitante deberá acreditar haber adquirido la propiedad de los bienes 
inmuebles mediante certificación con información continuada de dominio 
y cargas del Registro de la Propiedad que corresponda al inmueble o 
inmuebles. La certificación incorporará un código electrónico de verificación 
para su consulta en línea.

Si en el momento de la solicitud del visado, la adquisición de los inmuebles 
se encontrara en trámite de inscripción en el Registro de la Propiedad, será 
suficiente la presentación de la citada certificación en la que conste vigente 
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el asiento de presentación del documento de adquisición, acompañada de 
documentación acreditativa del pago de los tributos correspondientes.

El solicitante deberá acreditar disponer de una inversión en bienes inmuebles 
de 500.000 euros libre de toda carga o gravamen. La parte de la inversión 
que exceda del importe exigido podrá estar sometida a carga o gravamen.

c) En el supuesto previsto en la letra c) del apartado 2 del artículo 63, se 
deberá presentar un informe favorable para constatar que en el proyecto 
empresarial presentado concurren razones de interés general. El informe 
procederá de la Oficina Económica y Comercial del ámbito de demarcación 
geográfica donde el inversor presente la solicitud del visado.

Artículo 65. Efectos del visado de residencia para inversores.

La concesión del visado de residencia para inversores constituirá título 
suficiente para residir en España durante, al menos, un año.

Artículo 66. Autorización de residencia para inversores.

1. Los inversores extranjeros que deseen residir en España durante un 
período superior a un año, podrán ser provistos de una autorización de 
residencia para inversores, que tendrá validez en todo el territorio nacional.

2. Para solicitar una autorización de residencia para inversores, el solicitante 
debe cumplir, además de los requisitos generales previstos en el artículo 62, 
los siguientes requisitos:

a) Ser titular de un visado de residencia para inversores en vigor o hallarse 
dentro del plazo de los noventa días naturales posteriores a la caducidad de 
éste.

b) Haber viajado a España al menos una vez durante el periodo autorizado 
para residir.

c) En el supuesto previsto en la letra a) del apartado 2 del artículo 63 el 
inversor deberá demostrar que ha mantenido la inversión de un valor igual o 
superior a la cantidad mínima requerida:
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1.Âº En el supuesto de acciones no cotizadas o participaciones sociales, 
se deberá presentar un certificado notarial que demuestre que el inversor 
ha mantenido durante el período de referencia anterior la propiedad de 
las acciones no cotizadas o participaciones sociales que le facultaron para 
obtener el visado de inversores. El certificado deberá estar fechado dentro 
de los 30 días anteriores a la presentación de la solicitud.

2.Âº En el supuesto de inversión en acciones cotizadas, se deberá presentar 
un certificado de una entidad financiera, en el que conste que el interesado 
ha mantenido, al menos, en valor promedio un millón de euros invertidos en 
acciones cotizadas durante el período de referencia anterior. El certificado 
deberá estar fechado dentro de los 30 días anteriores a la presentación de 
la solicitud.

3.Âº En el supuesto de inversión en títulos de deuda pública, se deberá 
presentar un certificado de una entidad financiera o del Banco de España 
en el que se verifique el mantenimiento, o ampliación, durante el período 
de referencia anterior del número de títulos de deuda pública que adquirió 
el inversor en el momento en que realizó la inversión inicial. El certificado 
deberá estar fechado dentro de los 30 días anteriores a la presentación de 
la solicitud.

4.Âº En el supuesto de inversión en depósito bancario, se deberá presentar 
un certificado de la entidad financiera que verifique que el inversor ha 
mantenido, o ampliado, su depósito durante el período de referencia anterior. 
El certificado deberá estar fechado dentro de los 30 días anteriores a la 
presentación de la solicitud.

d) En el supuesto previsto en la letra b) del apartado 2 del artículo 63, el 
solicitante deberá demostrar que el inversor es propietario del bien o bienes 
inmuebles por la cantidad mínima exigida en dicho artículo. Para ello deberá 
aportar el certificado o certificados de dominio del Registro de la Propiedad 
que corresponda al inmueble o inmuebles y debe estar fechado dentro de los 
90 días anteriores a la presentación de la solicitud.

e) En los supuestos previstos en la letra c) del apartado 2 del artículo 63, se 
deberá presentar un informe favorable de la Dirección General de Comercio e 
Inversiones del Ministerio de Economía y Competitividad para constatar que 
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las razones de interés general acreditadas inicialmente se mantienen.

f) El cumplimiento de las obligaciones en materia tributaria y de Seguridad 
Social.

Artículo 67. Duración de la autorización de residencia para inversores.

1. La autorización inicial de residencia para inversores tendrá una duración 
de dos años.

2. Una vez cumplido dicho plazo, aquellos inversores extranjeros que estén 
interesados en residir en España por una duración superior podrán solicitar 
la renovación de la autorización de residencia para inversores por el mismo 
plazo de dos años.

CAPÍTULO III

Emprendedores y actividad empresarial

Artículo 68. Entrada y estancia para inicio de actividad empresarial.

1. Los extranjeros podrán solicitar un visado para entrar y permanecer en 
España por un periodo de un año con el fin único o principal de llevar a cabo 
los trámites previos para poder desarrollar una actividad emprendedora.

2. Los titulares del visado previsto en el apartado anterior podrán acceder a 
la situación de residencia para emprendedores prevista en esta Sección sin 
necesidad de solicitar visado y sin que se requiera un periodo previo mínimo 
de permanencia, cuando se justifique que se ha producido previamente el 
inicio efectivo de la actividad empresarial para la que se solicitó el visado.

Artículo 69. Residencia para emprendedores.

1. Aquellos extranjeros que soliciten entrar en España o que siendo titulares 
de una autorización de estancia o residencia o visado pretendan iniciar, 
desarrollar o dirigir una actividad económica como emprendedor, podrán ser 
provistos de una autorización de residencia para actividad empresarial, que 
tendrá validez en todo el territorio nacional.
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2. Los solicitantes deberán cumplir los requisitos generales previstos en el 
artículo 62 y los requisitos legales necesarios para el inicio de la actividad, 
que serán los establecidos en la normativa sectorial correspondiente.

Artículo 70. Definición de actividad emprendedora y empresarial.

1. Se entenderá como actividad emprendedora aquella que sea de carácter 
innovador con especial interés económico para España y a tal efecto cuente 
con un informe favorable del órgano competente de la Administración 
General del Estado.

2. Para la valoración se tendrá en cuenta especialmente y con carácter 
prioritario la creación de puestos de trabajo en España. Asimismo, se tendrá 
en cuenta:

a) El perfil profesional del solicitante.

b) El plan de negocio, incluyendo el análisis de mercado, servicio o producto, 
y la financiación.

c) El valor añadido para la economía española, la innovación u oportunidades 
de inversión.

CAPÍTULO IV

Profesionales altamente cualificados

Artículo 71. Profesionales altamente cualificados.

Podrán solicitar una autorización de residencia para profesionales altamente 
cualificados, que tendrá validez en todo el territorio nacional, las empresas 
que requieran la incorporación en territorio español de profesionales 
extranjeros para el desarrollo de una relación laboral o profesional incluida 
en alguno de los siguientes supuestos:

a) Personal directivo o altamente cualificado, cuando la empresa o grupo de 
empresas reúna alguna de las siguientes características:

1.Âº Promedio de plantilla durante los tres meses inmediatamente anteriores 
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a la presentación de la solicitud superior a 250 trabajadores en España, en 
alta en el correspondiente régimen de la Seguridad Social.

2.Âº Volumen de cifra neta anual de negocios superior, en España, a 50 
millones de euros; o volumen de fondos propios o patrimonio neto superior, 
en España, a 43 millones de euros.

3.Âº Inversión bruta media anual, procedente del exterior, no inferior a 1 
millón de euros en los tres años inmediatamente anteriores a la presentación 
de la solicitud.

4.Âº Empresas con un valor del stock inversor o posición según los últimos 
datos del Registro de Inversiones Exteriores del Ministerio de Economía y 
Competitividad superiores a 3 millones de euros.

5.Âº Pertenencia, en el caso de pequeñas y medianas empresas establecidas 
en España, a un sector considerado estratégico.

b) Personal directivo o altamente cualificado que forme parte de un proyecto 
empresarial que suponga, alternativamente y siempre que la condición 
alegada en base a este supuesto sea considerada y acreditada como de 
interés general:

1.Âº Un incremento significativo en la creación de puestos de trabajo directos 
por parte de la empresa que solicita la contratación.

2.Âº Mantenimiento del empleo.

3.Âº Un incremento significativo en la creación de puestos de trabajo en el 
sector de actividad o ámbito geográfico en el que se vaya a desarrollar la 
actividad laboral.

4.Âº Una inversión extraordinaria con impacto socioeconómico de relevancia 
en el ámbito geográfico en el que se vaya a desarrollar la actividad laboral.

5.Âº La concurrencia de razones de interés para la política comercial y de 
inversión de España.

6.Âº Una aportación relevante a la innovación científica y/o tecnológica.
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c) Graduados, postgraduados de universidades y escuelas de negocios de 
reconocido prestigio.

Artículo 72. Formación, Investigación, desarrollo e innovación.

Los extranjeros que pretendan entrar en España, o que siendo titulares 
de una autorización de estancia y residencia, deseen realizar actividades 
de formación, investigación, desarrollo e innovación en entidades públicas 
o privadas, deberán estar provistos del correspondiente visado o de una 
autorización de residencia para formación o investigación que tendrá validez 
en todo el territorio nacional, en los siguientes casos:

a) El personal investigador al que se refieren el artículo 13 y la disposición 
adicional primera de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología 
y la Innovación.

b) El personal científico y técnico que lleve a cabo trabajos de investigación 
científica, desarrollo e innovación tecnológica, en entidades empresariales o 
centros de I+D+i establecidos en España.

c) Los investigadores acogidos en el marco de un convenio por organismos 
de investigación públicos o privados, en las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente.

d) Los profesores contratados por universidades, órganos o centros de 
educación superior e investigación, o escuelas de negocios establecidos en 
España, de acuerdo con los criterios que se establezcan reglamentariamente.

CAPÍTULO V

Traslado intraempresarial

Artículo 73. Autorización de residencia por traslado intraempresarial.

1. Aquellos extranjeros que se desplacen a España en el marco de una 
relación laboral, profesional o por motivos de formación profesional, con una 
empresa o grupo de empresas establecida en España o en otro país deberán 
estar provistos del correspondiente visado de acuerdo con la duración del 
traslado y de una autorización de residencia por traslado intraempresarial, 



400

que tendrá validez en todo el territorio nacional.

2. Deberán quedar acreditados, además de los requisitos generales del 
artículo 60, los siguientes requisitos:

a) La existencia de una actividad empresarial real y, en su caso, la del grupo 
empresarial.

b) Titulación superior o equivalente o, en su caso, experiencia mínima 
profesional de 3 años.

c) La existencia de una relación laboral o profesional, previa y continuada, de 
3 meses con una o varias de las empresas del grupo.

d) Documentación de la empresa que acredite el traslado.

Artículo 74. Traslados intraempresariales de grupos de profesionales.

Las empresas o grupos de empresas que cumplan los requisitos establecidos 
en la letra a) del artículo 71 podrán solicitar la tramitación colectiva de 
autorizaciones, que estará basada en la gestión planificada de un cupo 
temporal de autorizaciones presentadas por la empresa o grupo de empresas.

CAPÍTULO VI

Normas generales del procedimiento de concesión de autorizaciones

Artículo 75. Visados de estancia y residencia.

1. Los visados de estancia y residencia a los que se refiere la presente 
Sección Segunda de Movilidad Internacional serán expedidos por las Misiones 
Diplomáticas y Oficinas Consulares de España de conformidad con lo previsto 
en el Reglamento (CE) 810/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo de 
13 de julio de 2009 (Código de Visados), y en el Reglamento (UE) 265/2010 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de marzo de 2010, por el que se 
modifica el Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen y el Reglamento 
(CE) 562/2006 por lo que se refiere a la circulación de personas con visados 
de larga duración.
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2. El visado uniforme podrá expedirse para una, dos o múltiples entradas. 
El periodo de validez no será superior a cinco años. El período de validez de 
este visado y la duración de la estancia autorizada se decidirán sobre la base 
del examen realizado de conformidad con el artículo 21 del Reglamento (CE) 
810/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo de 13 de julio de 2009.

3. El visado de validez territorial limitada se concederá cuando concurran 
circunstancias de interés nacional, de acuerdo con lo previsto en el artículo 
25 del Código de Visados (Reglamento (CE) 810/2009 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 13 de julio de 2009).

4. Los visados de residencia previstos en esta Sección se expedirán conforme 
a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 265/2010 del Parlamento Europeo y 
del Consejo de 25 de marzo de 2010, por el que se modifica el Convenio de 
aplicación del Acuerdo de Schengen y el Reglamento (CE) 562/2006 por lo 
que se refiere a la circulación de personas con visados de larga duración. 
Estos visados tendrán validez de un año y autorizarán la residencia de 
su titular en España sin necesidad de tramitar la tarjeta de identidad de 
extranjero.

5. Las solicitudes de visado se resolverán y notificarán en el plazo de 10 días 
hábiles, salvo en los casos de solicitantes sometidos a la consulta prevista en 
el artículo 22 del Código de Visados, en cuyo caso el plazo de resolución será 
el previsto con carácter general en dicho Código.

Artículo 76. Procedimiento de autorización.

1. La tramitación de las autorizaciones de residencia previstas en esta 
Sección se efectuará por la Unidad de Grandes Empresas y Colectivos 
Estratégicos, contemplará la utilización de medios telemáticos y su concesión 
corresponderá a la Dirección General de Migraciones.

El plazo máximo de resolución será de veinte días desde la presentación de 
la solicitud. Si no se resuelve en dicho plazo, la autorización se entenderá 
estimada por silencio administrativo. Las resoluciones serán motivadas y 
podrán ser objeto de recurso de alzada, de acuerdo con lo previsto en los 
artículos 114 y 115 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo 
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Común.

2. Los titulares de una autorización reguladas en esta Sección podrán solicitar 
su renovación por periodos de dos años siempre y cuando mantengan las 
condiciones que generaron el derecho.

Disposición adicional primera. Deudas de derecho público del emprendedor 
de responsabilidad limitada.

1. Lo dispuesto en el Capítulo II del Título I de esta Ley no resultará de 
aplicación respecto de las deudas de derecho público de las que resulte titular 
el emprendedor de responsabilidad limitada para cuya gestión recaudatoria 
resulte de aplicación lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria y en el Real Decreto-legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

2. En el caso de las deudas de derecho público a las que se refiere el 
apartado anterior, la Administración Pública competente podrá desarrollar las 
actuaciones de cobro establecidas en la normativa en el mismo indicada, con 
las especialidades reguladas en el siguiente apartado.

3. Cuando entre los bienes embargados se encontrase la vivienda habitual 
del emprendedor de responsabilidad limitada en los términos del apartado 2 
del artículo 8 de esta Ley, su ejecución será posible cuando:

a) No se conozcan otros bienes del deudor con valoración conjunta suficiente 
susceptibles de realización inmediata en el procedimiento de apremio.

b) Entre la notificación de la primera diligencia de embargo del bien y la 
realización material del procedimiento de enajenación del mismo medie un 
plazo mínimo de dos años. Este plazo no se interrumpirá ni se suspenderá, 
en ningún caso, en los supuestos de ampliaciones del embargo originario o 
en los casos de prórroga de las anotaciones registrales.

Disposición adicional segunda. Integración de ventanillas únicas en los 
Puntos de Atención al Emprendedor.

1. Los Puntos de Asesoramiento e Inicio de Tramitación (PAIT) pasarán a 
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denominarse Puntos de Atención al Emprendedor (PAE).

Igualmente, los centros de ventanilla única empresarial y la Ventanilla Única 
de la Directiva de Servicios eugo.es (VUDS) del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas se integrarán en los Puntos de Atención al 
Emprendedor. La forma de integración se establecerá reglamentariamente.

2. El Ministerio de Industria, Energía y Turismo, oído el Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas, podrá celebrar convenios de establecimiento de 
Puntos de Atención al Emprendedor con otras Administraciones Públicas y 
entidades privadas. En los convenios se establecerán los distintos catálogos 
de servicios que deben prestarse, así como su carácter gratuito y los que 
pueden ofrecerse mediante contraprestación económica. Entre los servicios 
a prestar, podrán incluirse todos o alguno de los servicios a los que se refiere 
el artículo 13.2 de esta Ley.

3. Los convenios PAIT actualmente firmados entre la Administración General 
del Estado y las entidades públicas y privadas se entenderán vigentes sin 
perjuicio de los nuevos convenios de Puntos de Atención al Emprendedor.

4. Las Administraciones Públicas llevarán a cabo todas las actuaciones 
necesarias para la implantación, en el plazo máximo de un año desde la 
entrada en vigor de esta Ley, de todos los servicios que, conforme a esta Ley, 
debe prestar el Punto de Atención al Emprendedor electrónico del Ministerio 
de Industria, Energía y Turismo.

Disposición adicional tercera. Colaboración con otros sistemas electrónicos 
para la constitución de sociedades.

1. Los Ministerios de Justicia y de Industria, Energía y Turismo establecerán 
el uso de la agenda electrónica notarial para la constitución telemática de 
sociedades de responsabilidad limitada y cualquier otra forma jurídica que se 
incorpore reglamentariamente en el Documento Único Electrónico regulado 
en la disposición adicional tercera del texto refundido de la Ley de Sociedades 
de Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.

2. El uso de la agenda electrónica notarial será de obligado cumplimiento 
para el notario, de manera que las citas que se establezcan mediante la 
misma tendrán efectos en el cómputo de los plazos establecidos en los 
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artículos 15 y 16 de esta Ley.

3. Reglamentariamente se establecerán medidas sancionadoras por los 
incumplimientos de lo establecido en los apartados anteriores.

Disposición adicional cuarta. Permiso único.

1. Las autorizaciones de residencia previstas en la presente norma se 
tramitarán conforme a lo dispuesto en la Directiva 2011/98/UE, de 13 de 
diciembre de 2011, por la que se establece un procedimiento único de 
solicitud de un permiso único que autoriza a los nacionales de terceros países 
a residir y trabajar en el territorio de un Estado miembro y por la que se 
establece un conjunto común de derechos para los trabajadores de terceros 
países que residen legalmente en un Estado miembro.

2. Las solicitudes de expedición, modificación o renovación de estos permisos 
únicos se presentarán mediante un procedimiento único de solicitud.

3. Las decisiones de expedición, modificación o renovación de estos 
permisos únicos constituirá un único acto administrativo, sin perjuicio del 
procedimiento de expedición del visado que corresponda.

Disposición adicional quinta. Sectores estratégicos.

1. No se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo en las autorizaciones 
reguladas en la sección 2.Âª del Título V.

2. Asimismo, por Orden Ministerial del Ministerio de la Presidencia a 
iniciativa conjunta de los Ministerios de Empleo y Seguridad Social y 
de Economía y Competitividad se podrá establecer la no aplicación de la 
Situación Nacional de Empleo para la contratación de extranjeros en sectores 
considerados estratégicos. En dicha Orden se podrá acordar un cupo anual 
de contrataciones.

Disposición adicional sexta. Residencia en España con periodos de ausencia 
del territorio español.

Sin perjuicio de la necesidad de acreditar, conforme a la legislación vigente, 
la continuidad de la residencia en España para la adquisición de la residencia 
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de larga duración o la nacionalidad española, la renovación de la residencia 
podrá efectuarse aún existiendo ausencias superiores a seis meses al año en 
el caso de visados de residencia y autorizaciones para inversores extranjeros 
o trabajadores extranjeros de empresas que realizando sus actividades en el 
extranjero tengan fijada su base de operaciones en España.

Disposición adicional séptima. Mantenimiento de los requisitos.

1. Los extranjeros deberán mantener durante la vigencia de los visados o 
autorizaciones las condiciones que les dieron acceso a los mismos.

2. Los órganos competentes de la Administración General del Estado podrán 
llevar a cabo las comprobaciones que consideren oportunas para verificar el 
cumplimiento de la legislación vigente.

Disposición adicional octava. Coste Económico.

La aplicación de las previsiones contenidas en la presente Ley, que pudieran 
tener una incidencia sobre el gasto público, se desarrollará con los recursos 
humanos y los medios materiales existentes. En particular, la aplicación 
de las previsiones contenidas en los artículos 13, 19, 22, 38, 39, 40 en la 
Sección 2.Âª del Título V y en la disposición adicional segunda no suponen 
aumento del gasto público, toda vez que el funcionamiento de los Órganos 
e instrumentos que se crean se desarrollará con los recursos humanos y los 
medios materiales existentes.

Disposición adicional novena. Miniempresa o empresa de estudiantes.

1. La miniempresa o empresa de estudiantes se reconoce como herramienta 
pedagógica.

2. Reglamentariamente, se determinarán los requisitos, límites al estatuto 
de miniempresa o empresa de estudiantes y los modelos que facilitarán el 
cumplimiento de sus obligaciones tributarias y contables.

3. La miniempresa o empresa de estudiantes deberá inscribirse por la 
organización promotora del programa miniempresa en el registro que se 
habilitará al efecto, lo que permitirá a la miniempresa realizar transacciones 
económicas y monetarias, emitir facturas y abrir cuentas bancarias.
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4. La miniempresa o empresa de estudiantes tendrá una duración limitada a 
un curso escolar prorrogable a un máximo de dos cursos escolares. Deberá 
liquidarse al final del año escolar presentando el correspondiente acta de 
liquidación y disolución.

5. La miniempresa o empresa de estudiantes estará cubierta por un seguro de 
responsabilidad civil u otra garantía equivalente suscrito por la organización 
promotora.

Disposición adicional décima. Aranceles registrales y notariales.

1. La realización de cualquier operación registral, incluida la publicidad formal, 
estará exenta del pago del arancel cuando la responsable final del pago del 
mismo, con arreglo a las normas arancelarias, sea una de las entidades a 
que se refiere el apartado 1 del artículo 2 de la Ley Orgánica 2/2012, de 
27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. Esta 
exención entrará en vigor en el momento en que se ejecute la demarcación 
registral que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 19, se aprobará 
mediante Real Decreto.

2. Los aranceles registrales para las inscripciones del Emprendedor de 
Responsabilidad Limitada en el Registro Mercantil y el Registro de la 
Propiedad serán los siguientes:

a) Registro Mercantil: 40 euros.

b) Registro de la Propiedad: 24 euros.

La publicación de la inscripción del Emprendedor de Responsabilidad Limitada 
en el Â«Boletín Oficial del Registro MercantilÂ» estará exenta del pago de 
tasas.

Disposición adicional undécima. Aportaciones con cargo al FONPRODE y otras 
en ejecución de programas de cooperación internacional al desarrollo.

Lo dispuesto en el artículo 59.2 de la Ley no será de aplicación a las 
aportaciones que se realicen al amparo de la Ley 36/2010, de 22 de octubre, 
del Fondo para la Promoción del Desarrollo y de la Ley 23/1998, de 7 de julio, 
de Cooperación Internacional para el Desarrollo.
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Disposición adicional duodécima. Adaptación en los Estatutos Sociales de 
COFIDES.

La Compañía de Financiación del Desarrollo (COFIDES) hará las adaptaciones 
que procedan en sus estatutos sociales, de conformidad con lo previsto en 
esta Ley.

Disposición adicional decimotercera. Llevanza electrónica de los Registros de 
la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles.

La obligación de llevanza en formato electrónico de los Registros de la 
Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles, de conformidad con el artículo 
19 de esta Ley, será efectiva en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la Ley.

Disposición adicional decimocuarta. Requisitos de capital aplicables a 
pequeñas y medianas empresas.

1. A efectos del cálculo de los requisitos de recursos propios y de capital 
principal de las entidades de crédito, las exposiciones ponderadas por riesgo 
de crédito de pequeñas y medianas empresas determinadas conforme a 
lo dispuesto en el artículo sexto de la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de 
coeficientes de inversión, recursos propios y obligaciones de información de 
los intermediarios financieros, se multiplicarán por un factor corrector de 
0,7619.

2. Para la aplicación del factor establecido en el apartado anterior, se 
tendrá en cuenta lo previsto en el artículo 501.2 del Reglamento (UE) N.Âº 
575/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de junio de 2013 
sobre los requisitos prudenciales de las entidades de crédito y las empresas 
de inversión, y por el que se modifica el Reglamento (UE) N.Âº 648/2012.

Disposición adicional decimoquinta. Régimen de transición para la 
desaparición de índices o tipos de interés de referencia.

1. Con efectos desde el 1 de noviembre de 2013 el Banco de España dejará de 
publicar en su sede electrónica y se producirá la desaparición completa de los 
siguientes índices oficiales aplicables a los préstamos o créditos hipotecarios 
de conformidad con la legislación vigente:
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a) Tipo medio de los préstamos hipotecarios a más de tres años, para 
adquisición de vivienda libre, concedidos por los bancos.

b) Tipo medio de los préstamos hipotecarios a más de tres años, para 
adquisición de vivienda libre, concedidos por las cajas de ahorros.

c) Tipo activo de referencia de las cajas de ahorros.

2. Las referencias a los tipos previstos en el apartado anterior serán 
sustituidas, con efectos desde la siguiente revisión de los tipos aplicables, 
por el tipo o índice de referencia sustitutivo previsto en el contrato.

3. En defecto del tipo o índice de referencia previsto en el contrato o en 
caso de que este fuera alguno de los índices o tipos que desaparecen, la 
sustitución se realizará por el tipo de interés oficial denominado Â«tipo 
medio de los préstamos hipotecarios a más de tres años, para adquisición 
de vivienda libre, concedidos por las entidades de crédito en EspañaÂ», 
aplicándole un diferencial equivalente a la media aritmética de las diferencias 
entre el tipo que desaparece y el citado anteriormente, calculadas con los 
datos disponibles entre la fecha de otorgamiento del contrato y la fecha en la 
que efectivamente se produce la sustitución del tipo.

La sustitución de los tipos de conformidad con lo previsto en este apartado 
implicará la novación automática del contrato sin suponer una alteración o 
pérdida del rango de la hipoteca inscrita.

4. Las partes carecerán de acción para reclamar la modificación, alteración 
unilateral o extinción del préstamo o crédito como contrapartida de la 
aplicación de lo dispuesto en esta Disposición.

Disposición adicional decimosexta. Actividad desarrollada en clubs y 
entidades deportivas sin ánimo de lucro.

En el plazo de 4 meses desde la aprobación de la presente Ley el Gobierno 
procederá a realizar un estudio de la naturaleza de la relación jurídica y, en 
su caso, encuadramiento en el campo de aplicación de la Seguridad Social de 
la actividad desarrollada en clubs y entidades deportivas sin ánimo de lucro 
que pueda considerarse marginal y no constitutivo de medio fundamental 
de vida.
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Disposición transitoria. Régimen transitorio en materia concursal.

Los concursos declarados antes de la fecha de entrada en vigor de esta 
norma, en cuanto a las normas establecidas en el Capítulo V del Título I, 
seguirán rigiéndose hasta su terminación por la normativa concursal anterior 
a esta Ley.

Disposición derogatoria. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan 
a lo establecido en esta Ley, y de manera específica:

a) La Ley 11/1983, de 16 de agosto, de Medidas Financieras de Estímulo a 
la Exportación.

b) El artículo 13 bis de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de 
Reforma del Sistema Financiero.

c) El artículo 9.2 de la Orden ITC/138/2009 de 28 de enero de 2009, por la 
que se regulan diversos aspectos relacionados con la concesión de apoyo 
oficial al crédito a la exportación mediante convenios de ajuste recíproco de 
intereses.

d) Las letras a) a f), ambas incluidas, del apartado uno del artículo 5, las 
letras a) y b) del apartado dos y el apartado tres del Real Decreto-ley 
13/2010, de 3 de diciembre, de actuaciones en el ámbito fiscal, laboral y 
liberalizadoras para fomentar la inversión y la creación de empleo.

e) Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de 
enero de 2013, queda derogado el apartado 3 de la disposición adicional 
décima del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 13/1998, de 4 de mayo, de 
Ordenación del Mercado de Tabacos y Normativa Tributaria.

La Ley 13/1998, de 4 de mayo, de Ordenación del Mercado de Tabacos y 
Normativa Tributaria se modifica en los siguientes términos:
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Uno. Se añade un penúltimo párrafo a la Exposición de Motivos:

Â«Esta Ley también consagra la doctrina del principio de la libertad de 
circulación dentro de la Unión Europea en materia de venta minorista por 
parte de los expendedores consagrada en este caso por la Sentencia del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea, de 26 de abril de 2012, dictada 
en el Asunto C-456/10, y por la Sentencia del Tribunal Supremo, de 8 de 
noviembre de 2012, dictada en el recurso contencioso-administrativo número 
1/59/2007.Â»

Dos. La letra c) del apartado Dos del artículo 1 queda redactada del siguiente 
modo:

Â«c) Ser titular de una expendeduría de tabaco y timbre, de una autorización 
de punto de venta con recargo, o de una expendeduría de tabacos de régimen 
especial de las previstas en la disposición adicional séptima de la presente 
Ley. Esta limitación no regirá en el caso de introducción en el territorio de 
aplicación de esta Ley por los titulares de expendedurías de tabaco y timbre 
de labores de tabaco que tengan la condición de mercancías comunitarias 
según el artículo 4.7 Reglamento (CEE) n.Âº 2913/1992, de 12 de octubre 
de 1992, por el que se aprueba el Código aduanero comunitario procedentes 
de otros Estados de la Unión Europea, sin perjuicio del cumplimiento de la 
normativa fiscal aplicable.Â»

Tres. El apartado Tres del artículo 4 queda redactado del siguiente modo:

Â«Tres. Los expendedores de tabaco y timbre, que habrán de ser 
necesariamente personas físicas, nacionales de cualquiera de los Estados 
de la Unión Europea, se configuran como concesionarios del Estado. Los 
expendedores no podrán estar incursos, ni incurrir, en ninguna de las 
situaciones previstas en las letras a) y b), del apartado Dos, del artículo 1 de 
esta Ley, no podrán ser titulares de otra expendeduría o de un punto de venta 
con recargo, ni podrán tener vinculación profesional o laboral con cualquiera 
de los importadores, fabricantes o distribuidores al por mayor del mercado de 
tabaco, salvo que dicha vinculación finalice antes de la adjudicación definitiva 
de la expendeduría. No obstante, los titulares de expendedurías de tabaco 
y timbre podrán mantener una vinculación laboral o profesional con otros 
operadores mayoristas a los exclusivos efectos de realizar la introducción 
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de labores de tabaco prevista en el artículo 1.Dos.c) de la presente Ley.Â»

Cuatro. El quinto párrafo del apartado Cuatro del artículo 4 queda redactado 
del siguiente modo:

Â«No podrán solicitar la transmisión ni participar en subastas aquellos 
titulares de expendedurías que hayan sido sancionados por una infracción 
muy grave en los últimos cinco años, o dos graves, en los últimos tres años, 
siempre que sean firmes en vía administrativa.Â»

Cinco. Se añade un nuevo párrafo final al apartado Cuatro del artículo 4:

Â«Asimismo, tampoco podrán solicitar la transmisión aquellos titulares de 
expendedurías que se encuentren incursos en procedimientos sancionadores 
en materia de mercado de tabacos hasta su resolución y archivo.Â»

Seis. En el segundo párrafo del apartado Cinco del artículo 4, se suprime el 
inciso Â«o, en su caso, entidad local menorÂ».

Siete. Se modifica el apartado Siete del artículo 4, que queda redactado del 
siguiente modo:

Â«Se fija en el 8,5 por ciento sobre el precio de venta al público el margen 
de los expendedores por sus ventas de labores de tabaco. Dichas labores 
obligatoriamente habrán de ser adquiridas de alguno de los distribuidores 
habilitados, cualesquiera que sea el precio o clase de éstas, su origen o el 
comerciante mayorista que las suministre, sin perjuicio de la posibilidad de 
introducción directa por los titulares de expendedurías de tabaco y timbre de 
labores de tabaco prevista en el artículo 1.Dos.c) de la presente Ley, para lo 
que les será de aplicación el régimen general de los operadores mayoristas. 
No obstante lo anterior, la venta de cigarros, en todo caso, supondrá para el 
expendedor un margen del 9 por ciento.Â»

Ocho. Se añade un nuevo apartado Nueve en el artículo 4, que queda 
redactado del siguiente modo:

Â«Se prohíbe la venta y suministro de productos de tabaco por cualquier 
otro método que no sea la venta directa personal o a través de máquinas 
expendedoras que guarden las condiciones señaladas en el artículo 4 de la 
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Ley 28/2005, de 26 de diciembre, de medidas sanitarias frente al tabaquismo 
y reguladora de la venta, el suministro, el consumo y la publicidad de los 
productos de tabaco. No obstante, los titulares de expendedurías de 
tabaco y timbre podrán vender a distancia a personas residentes en otro 
Estado miembro de la Unión labores de tabaco que tengan la condición de 
Â«mercancías comunitariasÂ» según el artículo 4.7 Reglamento (CEE) n.Âº 
2913/1992, de 12 de octubre de 1992, por el que se aprueba el Código 
aduanero comunitario, sin perjuicio del cumplimiento de la normativa fiscal 
aplicable.Â»

Nueve. Se modifica la letra l) del apartado Cuatro del artículo 5:

Â«l) Ejercer la potestad sancionadora en los términos previstos en el artículo 
7 de esta Ley.Â»

Diez. Se añaden dos nuevos párrafos al final del apartado Diez del artículo 5:

Â«Específicamente, el Comisionado para el Mercado de Tabacos, para poder 
ejercitar adecuadamente la competencia de supervisión establecida en el 
apartado Cuatro ‘b’ de este artículo, podrá recabar de los expendedores de 
tabaco y timbre la información desglosada de las ventas diarias de labores 
de tabaco realizadas a puntos de venta con recargo y a particulares. A tal 
fin, podrá bien requerir la remisión de la citada información, dando un plazo 
de diez días para su remisión, bien obtener directamente, en el transcurso 
de la inspección a las expendedurías, una copia del archivo informático que 
contenga dicha información actualizada a esa fecha. Esta última previsión 
sólo afectará a los expendedores que dispongan de medios informáticos.

La no remisión de la información requerida en el citado plazo o su no aportación 
en el momento de la inspección, tendrán la consideración de infracción grave 
conforme a lo dispuesto en el artículo 7 Tres 2 ‘d’ de la presente Ley. En 
tales supuestos, y en caso de existir además desviaciones significativas entre 
las ventas efectuadas por la expendeduría y las que corresponderían a la 
normal demanda de la zona, el Comisionado podrá adoptar, en el acuerdo de 
inicio del correspondiente procedimiento sancionador, la medida de carácter 
provisional consistente en contingentar el suministro de labores de tabaco, 
limitando sus compras a la media de las registradas por las expendedurías de 
la misma localidad en el año anterior, si se tratara de expendedurías generales, 
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o a la media provincial, si se tratara de expendedurías complementarias, al 
ser estas normalmente únicas en su respectiva localidad.Â»

Once. Se modifican la letra a) y la letra b) del punto 1 del apartado Tres del 
artículo 7, que quedará redactado del siguiente modo:

Â«a) El abandono por los expendedores de su actividad, la cesión de la 
expendeduría en forma ilegal, la aceptación de retribuciones no autorizadas 
legalmente, la venta a precios distintos de los fijados legalmente, el traslado 
del lugar de venta sin la debida autorización, el suministro por el expendedor 
a diez o más puntos de venta con recargo no asignados, así como la comisión 
de dos o más infracciones graves por el suministro o transporte por el 
expendedor a un punto de venta con recargo no asignado.

b) La aceptación de retribuciones no autorizadas en los puntos de venta con 
recargo.Â»

Doce. Se modifica la letra a) del punto 2 del apartado Tres del artículo 7, que 
quedará redactado del siguiente modo:

Â«a) El incumplimiento por los expendedores de las obligaciones que en su 
estatuto concesional hagan referencia a los días y al horario de apertura 
del establecimiento, a la obligatoriedad de gestión personal directa y de 
residencia en el lugar, a la tenencia del nivel mínimo de existencias reclamado 
por el servicio público, la inobservancia de las condiciones de suministro a 
particulares y de suministro a los puntos de venta con recargo, así como el 
transporte a un punto de venta con recargo no asignado.Â»

Trece. Se modifica la letra c) del punto 2 del apartado Tres del artículo 7, que 
quedará redactado del siguiente modo:

Â«c) La ausencia reiterada, en los puntos de venta con recargo, de 
existencias de las labores más demandadas, la venta a precios distintos de 
los establecidos en los puntos de venta con recargo, así como la identificación 
en el exterior del establecimiento en que se encuentre sito el punto de venta 
mediante logotipos, rótulos o elementos identificativos de fabricantes, 
marquistas o distribuidores y la publicidad en el exterior del establecimiento 
de sus marcas o productos.Â»
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Catorce. Se modifica el primer párrafo de la disposición adicional novena, que 
queda redactado del siguiente modo:

Â«La autoridad judicial o administrativa de todo el territorio nacional a cuya 
disposición se encuentran las labores de tabaco aprehendidas o decomisadas, 
en procedimiento de delito o infracción administrativa de contrabando, así 
como aquéllas que hayan sido objeto de abandono expreso o tácito a favor de 
la Hacienda Pública, ordenará que sean puestas a disposición del Comisionado 
para el Mercado de Tabacos a fin de que se proceda a su destrucción. En todo 
caso, la autoridad correspondiente extenderá la oportuna diligencia haciendo 
constar en las actuaciones la naturaleza y características de las labores de 
tabaco puestas a disposición del Comisionado.Â»

Quince. Se introduce una nueva disposición adicional décima que queda 
redactada del siguiente modo:

Â«Disposición adicional décima. Adaptación de los medios informáticos de 
los expendedores.

Los expendedores que dispusiesen de medios informáticos deberán 
adecuarlos en el plazo de tres meses a partir de 1 de enero de 2014 a lo 
previsto en el apartado Diez del artículo 5 de esta Ley en el sentido de crear 
un archivo específico con la información a que se refiere dicho apartado a 
disposición inmediata y permanente del Comisionado y sus agentes.Â»

Dieciséis. El penúltimo párrafo de la disposición transitoria quinta queda 
redactado de la forma siguiente:

Â«No podrán solicitar la transmisión ni participar en subastas aquellos 
titulares de expendedurías que hayan sido sancionados por una infracción 
muy grave en los últimos cinco años, o dos graves en los últimos tres años, 
siempre que sean firmes en vía administrativa. Asimismo, tampoco podrán 
solicitar la transmisión aquellos titulares de expendedurías que se encuentren 
incursos en procedimientos sancionadores en materia de mercado de tabacos 
hasta su resolución y archivo.Â»

Diecisiete. El punto 1.b) del Anexo de la Ley queda redactado de la forma 
siguiente:
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Â«b) La comprobación del cumplimiento de las condiciones requeridas para la 
obtención de la autorización de cada punto de venta con recargo de labores 
de tabaco a que se refiere el artículo 4, Cinco, de la Ley, así como la revisión 
de dichas condiciones en las sucesivas renovaciones de la autorización.Â»

Dieciocho. El punto 4 del Anexo de la Ley quedará redactado de la siguiente 
forma:

Â«Las tasas se devengarán, según los casos, en el momento de depositar las 
instancias para la subasta de concesión de expendedurías, de presentarse la 
solicitud de autorización o renovación de la actividad de venta con recargo o 
de dictarse el acto de homologación de las instalaciones.Â»

Disposición final segunda. Modificación del Reglamento de Ordenación y 
Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por Real Decreto 2486/1998, 
de 20 de noviembre.

El Reglamento de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado 
por Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre, queda modificado como 
sigue:

Uno. La letra c) del apartado 5 del artículo 50 queda redactada del siguiente 
modo:

Â«c) Los valores y derechos negociados en el Mercado Alternativo Bursátil y 
en el Mercado Alternativo de Renta Fija.Â»

Dos. El sexto párrafo del apartado Cuatro del artículo 53 queda redactado 
del siguiente modo:

Â«La inversión en valores o derechos mobiliarios que no se hallen admitidos 
a negociación en mercados regulados en el ámbito de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), junto con las acciones y 
participaciones en instituciones de inversión colectiva de inversión libre o en 
instituciones de inversión colectiva de instituciones de inversión colectiva 
de inversión libre contempladas en el apartado 5.a.2.Âº del artículo 50, las 
acciones y participaciones en sociedades y fondos de capital riesgo a las 
que se refiere el apartado 5.a.3.Âº del artículo 50 y la inversión en valores 
o derechos negociados en el Mercado Alternativo Bursátil, o en el Mercado 
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Alternativo de Renta Fija, no podrán computarse por un importe superior 
al 10 por cien del total de las provisiones técnicas a cubrir. Cuando se trate 
de entidades reaseguradoras y únicamente para la inversión en valores o 
derechos mobiliarios que no se hallen admitidos a negociación en mercados 
regulados en el ámbito de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE), dicho límite será el 30 por cien.Â»

Tres. El octavo párrafo del apartado Cuatro del artículo 53 queda redactado 
del siguiente modo:

Â«El conjunto de las acciones y participaciones en una institución de inversión 
colectiva de inversión libre o en una institución de inversión colectiva de 
instituciones de inversión colectiva de inversión libre, a las que se refiere 
el apartado 5.a.2.Âº del artículo 50 de este Reglamento, o de acciones y 
participaciones en una sociedad o fondo de capital riesgo a las que se refiere 
el apartado 5.a.3.Âº del artículo 50 del mismo, no podrán computarse por 
un importe superior al 5 por cien del total de las provisiones técnicas a 
cubrir. La inversión en acciones y participaciones emitidas por una sola de las 
entidades de capital riesgo y en valores o derechos negociados en el Mercado 
Alternativo Bursátil o en el Mercado Alternativo de Renta Fija, emitidos por 
una misma entidad no podrá superar, conjuntamente, el 3 por ciento de las 
provisiones técnicas a cubrir. El citado límite del 3 por ciento será de un 6 
por ciento cuando la inversión en acciones y participaciones emitidas por las 
entidades de capital riesgo y en valores y derechos negociados en el Mercado 
Alternativo Bursátil o en el Mercado Alternativo de Renta Fija estén emitidos 
o avalados por entidades pertenecientes a un mismo grupo.Â»

Disposición final tercera. Modificación de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria.

Se modifica el apartado 8 de la disposición adicional quinta, que queda 
redactado de la siguiente manera:

Â«8. Las sociedades en constitución y los empresarios individuales que 
presenten el documento único electrónico para realizar telemáticamente sus 
trámites de constitución e inicio de actividad, de acuerdo con lo previsto en 
la Ley 14/2013 de Apoyo a los Emprendedores y su Internacionalización, 
quedarán exoneradas de la obligación de presentar la declaración censal de 
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alta, pero quedarán obligadas a la presentación posterior de las declaraciones 
de modificación o de baja que correspondan en la medida en que varíe o deba 
ampliarse la información y circunstancias contenidas en dicho documento 
único electrónico en caso de que el emprendedor no realice estos trámites a 
través de dicho documento.Â»

Disposición final cuarta. Modificación del Reglamento de planes y fondos de 
pensiones, aprobado por Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero.

El Reglamento de planes y fondos de pensiones, aprobado por Real Decreto 
304/2004, de 20 de febrero, queda modificado como sigue:

Uno. Se modifica la letra d) del apartado 9 del artículo 70, que queda 
redactada como sigue:

Â«d) Los valores y derechos negociados en el Mercado Alternativo Bursátil y 
en el Mercado Alternativo de Renta Fija.Â»

Dos. La letra b) del artículo 72, queda redactada del siguiente modo:

Â«b) La inversión en valores o instrumentos financieros emitidos por una 
misma entidad, más los créditos otorgados a ella o avalados o garantizados 
por la misma, no podrá exceder del 5 por ciento del activo del fondo de 
pensiones.

No obstante, el límite anterior será del 10 por ciento por cada entidad 
emisora, prestataria o garante, siempre que el fondo no invierta más del 40 
por ciento del activo en entidades en las que se supere el 5 por ciento del 
activo del fondo.

El fondo podrá invertir en varias empresas de un mismo grupo no pudiendo 
superar la inversión total en el grupo el 10 por ciento del activo del fondo.

Ningún fondo de pensiones podrá tener invertido más del 2 por ciento de su 
activo en valores o instrumentos financieros no admitidos a cotización en 
mercados regulados o en valores o instrumentos financieros que, estando 
admitidos a negociación en mercados regulados no sean susceptibles de 
tráfico generalizado e impersonal, cuando estén emitidos o avalados por una 
misma entidad. El límite anterior será de un 4 por ciento para los citados 
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valores o instrumentos financieros cuando estén emitidos o avalados por 
entidades pertenecientes a un mismo grupo.

No obstante lo anterior, la inversión en valores o derechos emitidos por una 
misma entidad negociados en el Mercado Alternativo Bursátil o en el Mercado 
Alternativo de Renta Fija, así como la inversión en acciones y participaciones 
emitidas por una sola entidad de capital riesgo podrá alcanzar el 3 por ciento 
del activo del fondo de pensiones.

El límite anterior del 3 por ciento será de un 6 por ciento para los citados 
valores u otros instrumentos financieros cuando estén emitidos por entidades 
pertenecientes a un mismo grupo.

No estarán sometidos a los límites previstos en esta letra b) los depósitos en 
entidades de crédito, sin perjuicio de la aplicación del límite conjunto a que 
se refiere la letra f) de este artículo.Â»

Disposición final quinta. Modificación de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del 
Estatuto del Trabajo Autónomo.

Se modifica el apartado 5 del artículo 10 de la Ley 20/2007, de 11 de julio, 
del Estatuto del Trabajo Autónomo, que queda redactado de la siguiente 
forma:

Â«5. A efectos de la satisfacción y cobro de las deudas de naturaleza tributaria 
y cualquier tipo de deuda que sea objeto de la gestión recaudatoria en el 
ámbito del Sistema de la Seguridad Social, embargado administrativamente 
un bien inmueble, si el trabajador autónomo acreditara fehacientemente que 
se trata de una vivienda que constituye su residencia habitual, la ejecución del 
embargo quedará condicionada, en primer lugar, a que no resulten conocidos 
otros bienes del deudor suficientes susceptibles de realización inmediata en 
el procedimiento ejecutivo, y en segundo lugar, a que entre la notificación 
de la primera diligencia de embargo y la realización material de la subasta, 
el concurso o cualquier otro medio administrativo de enajenación medie el 
plazo mínimo de dos años. Este plazo no se interrumpirá ni se suspenderá, 
en ningún caso, en los supuestos de ampliaciones del embargo originario o 
en los casos de prórroga de las anotaciones registrales.Â»

Disposición final sexta. Modificación del texto refundido de la Ley de 
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Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 
de julio.

Se modifica la disposición adicional tercera del texto refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 
de julio, que queda redactada de la siguiente manera:

Â«Disposición adicional tercera. Documento Único Electrónico (DUE).

1. El Documento Único Electrónico (DUE) es aquel en el que se incluyen 
todos los datos referentes que, de acuerdo con la legislación aplicable, 
deben remitirse a los registros jurídicos y las Administraciones Públicas 
competentes para:

a) La constitución de sociedades de responsabilidad limitada.

b) La inscripción en el Registro Mercantil de los emprendedores de 
responsabilidad limitada.

c) El cumplimiento de las obligaciones en materia tributaria y de Seguridad 
Social asociadas al inicio de la actividad de empresarios individuales y 
sociedades mercantiles.

d) La realización de cualquier otro trámite ante autoridades estatales, 
autonómicas y locales asociadas al inicio o ejercicio de la actividad, 
incluidos el otorgamiento de cualesquiera autorizaciones, la presentación 
de comunicaciones y declaraciones responsables y los trámites asociados al 
cese de la actividad.

Se excluyen de lo dispuesto en el párrafo anterior las obligaciones fiscales 
y de la Seguridad Social durante el ejercicio de la actividad, así como los 
trámites asociados a los procedimientos de contratación pública y de solicitud 
de subvenciones y ayudas.

2. Las remisiones y recepciones del DUE se limitarán a aquellos datos que 
sean necesarios para la realización de los trámites competencia del organismo 
correspondiente.

Reglamentariamente o, en su caso, mediante la celebración de los oportunos 
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convenios entre las Administraciones Públicas competentes, se establecerán 
las especificaciones y condiciones para el empleo del DUE para la constitución 
de cualquier forma societaria, con pleno respeto a lo dispuesto en la 
normativa sustantiva y de publicidad que regula estas formas societarias y 
teniendo en cuenta la normativa a la que se hace mención en el apartado 6 
de la disposición adicional cuarta.

3. La remisión del DUE se hará mediante el empleo de técnicas electrónicas, 
informáticas y telemáticas de acuerdo con lo dispuesto por las normas 
aplicables al empleo de tales técnicas, teniendo en cuenta lo previsto en las 
legislaciones específicas.

4. Los socios fundadores de la sociedad de responsabilidad limitada 
podrán manifestar al notario, previamente al otorgamiento de la escritura 
de constitución, su interés en realizar por sí mismos los trámites y la 
comunicación de los datos incluidos en el DUE o designar un representante 
para que lo lleve a efecto, en cuyo caso no será de aplicación lo establecido 
en la presente disposición adicional en lo relativo a la constitución de la 
sociedad.

5. El DUE será aprobado por el Consejo de Ministros a propuesta del Ministro 
de Industria, Energía y Turismo, previo informe de los demás ministerios 
competentes por razón de la materia, y estará disponible en todas las 
lenguas oficiales del Estado español.

6. Los Puntos de Atención al Emprendedor serán oficinas pertenecientes a 
organismos públicos y privados, así como puntos virtuales de información y 
tramitación telemática de solicitudes.

Los Puntos de Atención al Emprendedor se encargarán de facilitar la creación 
de nuevas empresas, el inicio efectivo de su actividad y su desarrollo, a través 
de la prestación de servicios de información, tramitación de documentación, 
asesoramiento, formación y apoyo a la financiación empresarial, según 
se establezca en los oportunos convenios, y en ellos se deberá iniciar la 
tramitación del DUE.

7. El Ministerio de Industria, Energía y Turismo, oído el Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas, podrá celebrar convenios de establecimiento de 
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Puntos de Atención al Emprendedor con otras Administraciones Públicas y 
entidades privadas.

8. Las Administraciones Públicas establecerán al efecto procedimientos 
electrónicos para realizar los intercambios de información necesarios.Â»

Disposición final séptima. Modificación de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, 
de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados 
servicios.

La Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización 
del comercio y de determinados servicios queda modificada en los siguientes 
términos:

Uno. El apartado 1 del artículo 2 queda redactado del siguiente modo:

Â«1. Las disposiciones contenidas en el Título I de esta Ley se aplicarán a las 
actividades comerciales minoristas y a la prestación de determinados servicios 
previstos en el anexo de esta Ley, realizados a través de establecimientos 
permanentes, situados en cualquier parte del territorio nacional, y cuya 
superficie útil de exposición y venta al público no sea superior a 500 metros 
cuadrados.Â»

Dos. Modificación del anexo.

Se añaden las siguientes actividades al anexo de la Ley 12/2012, de 26 
de diciembre, identificadas con las claves y en los términos establecidos 
por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el 
que se aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades 
Económicas:

Agrupación 43. Industria textil.

Grupo 435. Fabricación de Géneros de punto.

Epígrafe 435.2. Fabricación de calcetería. [Este epígrafe comprende la 
fabricación de medias (excepto ortopédicas), calcetines y prendas similares 
de todas clases, para señora, caballero y niños].
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Grupo 439. Otras industrias textiles.

Epígrafe 439.2. Fabricación de fieltros, tules, encajes, pasamanería, etc. 
(Este epígrafe comprende la fabricación de fieltro con ganchillo o a presión, 
tejidos afieltrados; tules, encajes, bordados mecánicos y artículos similares; 
fabricación de telas no tejidas; tubos, fieltros, cinturones y cinchas de 
materias textiles; cintas, lazos, trenzas y pasamanería, etc.).

Agrupación 44. Industria del cuero.

Grupo 442. Fabricación de artículos de cuero y similares.

Epígrafe 442.9. Fabricación de otros artículos de cuero n.c.o.p. [Este epígrafe 
comprende la fabricación de artículos de cuero no especificados en otros 
epígrafes, tales como artículos de cuero para usos industriales (correas, tacos, 
tiratacos, etc.); artículos de guarnicionería (correajes, albardones, sillas de 
montar, látigos y fustas, etc.); artículos de botería (botas y corambres), 
talabartería, equipo militar, artículos de deporte, etc.; así como la fabricación 
de artículos a base de sucedáneos de cuero y repujado].

Agrupación 47. Industria del papel y fabricación de artículos de papel; artes 
gráficas y edición.

Grupo 474. Artes gráficas (impresión gráfica).

Epígrafe 474.3. Reproducción de textos o imágenes por procedimientos 
tales como multicopistas, fotocopias por procedimientos fotográficos y 
electroestáticos, sistemas de reproducción de planos, etc.

Agrupación 49. Otras industrias manufactureras.

Grupo 491. Joyería y bisutería.

Epígrafe 491.1. Joyería. [Este epígrafe comprende el trabajo de piedras 
preciosas, semipreciosas y perlas (corte, tallado, pulido, etc.); acuñación 
de monedas; fabricación de joyas, orfebrería, cubertería, medallas y 
condecoraciones de metales preciosos, plata de Ley o metales comunes 
chapados, así como la fabricación de piezas y accesorios de joyería].
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Epígrafe 491.2. Bisutería. [(Este epígrafe comprende la fabricación de 
artículos de bisutería, emblemas, distintivos, escarapelas y similares y 
pequeños objetos de decoración (flores y frutos artificiales, plumas y 
penachos, etc.)].

Grupo 495. Industrias manufactureras diversas.

Epígrafe 495.9. Fabricación de otros artículos n.c.o.p. (Este epígrafe 
comprende la fabricación de objetos, tales como artículos religiosos; 
artículos de marfil, ámbar, hueso, cuerno, nácar, coral, etc.; artículos en cera, 
parafina, pastas de modelar y similares; artículos para fumador; pantallas 
para lámparas; estatuas, figurines, maniquíes, etc.; artículos de lujo para 
adorno. De este epígrafe quedarán excluidos de la aplicación de lo dispuesto 
en esta Ley los talleres de taxidermia, naturalistas, de disecar, preparaciones 
anatómicas y otras industrias manufactureras diversas no especificadas 
anteriormente).

Agrupación 61. Comercio al por mayor.

Grupo 615. Comercio al por mayor de artículos de Consumo Duradero.

Epígrafe 615.6. Galerías de arte.

Agrupación 64. Comercio al por menor de productos alimenticios, bebidas y 
tabacos, realizado en establecimientos permanentes.

Grupo 646. Comercio al por menor de labores de tabaco y de artículos de 
fumador.

Epígrafe 646.8. Comercio al por menor de artículos para fumadores. [Este 
epígrafe autoriza para realizar el comercio al menudeo, en pequeñas 
proporciones, de material de escribir, como carpetas, sobres y pliegos sueltos, 
plumas, lapiceros, bolígrafos, gomas, lacres, frascos de tinta, libretas, blocs, 
naipes, estampas y postales, siempre que los artículos mencionados no 
contengan metales preciosos. (No incluye tabaco)].

Grupo 647. Comercio al por menor de productos alimenticios y bebidas en 
general.
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Epígrafe 647.4. Comercio al por menor de cualquier clase de productos 
alimenticios y bebidas en régimen de autoservicio o mixto en supermercados, 
denominados así cuando la superficie de su sala de ventas sea igual o 
superior a 400 metros cuadrados.

Agrupación 66. Comercio mixto o integrado; comercio al por menor fuera 
de un establecimiento comercial permanente (ambulancia, mercadillos y 
mercados ocasionales o periódicos); comercio en régimen de expositores en 
depósito y mediante aparatos automáticos; comercio al por menor por correo 
y catálogo de productos diversos.

Nota a la Agrupación 66: No queda comprendida la venta ambulante, en la 
medida que necesariamente requiere de autorización por suponer ocupación 
del dominio público.

Grupo 662. Comercio mixto o integrado al por menor.

Epígrafe 662.1. Comercio al por menor de toda clase de artículos en 
economatos y cooperativas de consumo.

Epígrafe 662.2. Comercio al por menor de toda clase de artículos, incluyendo 
alimentación y bebidas, en establecimientos distintos de los especificados en 
el grupo 661 y en el epígrafe 662.1.

Nota al grupo 662: No está comprendida en este grupo la venta de tabaco 
que tiene su régimen de autorización propio.

Grupo 665. Comercio al por menor por correo o por catálogo de productos 
diversos.

Agrupación 69. Reparaciones.

Grupo 691. Reparación de artículos eléctricos para el hogar, vehículos 
automóviles y otros bienes de consumo.

Epígrafe 691.9. Reparación de otros bienes de consumo n.c.o.p. NOTA: Este 
epígrafe comprende la reparación de bienes de consumo no especificados 
en los epígrafes anteriores de este grupo, tales como reparación de calzado 
y artículos de cuero y similares, así como la venta en pequeñas cantidades, 
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con aplicación al calzado de betunes, cremas, trencillas, plantillas, calzadores 
y efectos análogos, suelas y tacones de goma, reparación de relojes, 
restauración de obras de arte y antigÃŒedades, reparación y conservación de 
máquinas de escribir, máquinas de coser y hacer punto, aparatos fotográficos 
y ópticos, instrumentos de música, juguetes, cuchillos, tijeras, paraguas, 
plumas estilográficas, muebles, etc. Asimismo este epígrafe faculta para el 
duplicado de llaves.

Agrupación 84. Servicios prestados a las empresas.

Grupo 841. Servicios Jurídicos.

Grupo 842. Servicios Financieros y contables.

Grupo 843. Servicios Técnicos (Ingeniería, Arquitectura y Urbanismoâ€Š).

Epígrafe 843.1. Servicios Técnicos de Ingeniería.

Epígrafe 843.2. Servicios Técnicos de arquitectura y urbanismo.

Epígrafe 843.5. Servicios Técnicos de delineación.

Grupo 844. Servicios de Publicidad, relaciones públicas y similares.

Grupo 849. Otros Servicios prestados a las empresas n.c.o.p.

Epígrafe 849.1. Cobros de deudas y confección de facturas.

Epígrafe 849.2. Servicios mecanográficos, taquigráficos, de reproducción de 
escritos, planos y documentos.

Epígrafe 849.3. Servicios de traducción y similares.

Epígrafe 849.7. Servicios de gestión administrativa.

Agrupación 85. Alquiler de bienes muebles.

Grupo 854. Alquiler de automóviles sin conductor.
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Epígrafe 854.1. Alquiler de automóviles sin conductor.

Epígrafe 854.2. Alquiler de automóviles sin conductor en régimen de renting.

Grupo 855. Alquiler de otros medios de transporte sin conductor.

Epígrafe 855.3. Alquiler de bicicletas.

Grupo 856. Alquiler de bienes de consumo.

Epígrafe 856.1. Alquiler de bienes de consumo.

Epígrafe 856.2. Alquiler de películas de vídeo.

Agrupación 93. Educación e investigación.

Grupo 932. Enseñanza no reglada de formación y perfeccionamiento 
profesional y educación superior.

Epígrafe 932.1. Enseñanza de formación y perfeccionamiento profesional, 
no superior.

Epígrafe 932.2. Enseñanza de formación y perfeccionamiento profesional 
superior.

Grupo 933. Otras actividades de enseñanza.

Epígrafe 933.1. Enseñanza de conducción de vehículos terrestres, acuáticos, 
aeronáuticos, etc.

Epígrafe 933.2. Promoción de cursos y estudios en el extranjero.

Epígrafe 933.9. Otras actividades de enseñanza, tales como idiomas, 
corte y confección, mecanografía, taquigrafía, preparación de exámenes y 
oposiciones y similares, n.c.o.p.

Agrupación 96. Servicios recreativos y culturales.

Grupo 962. Distribución de películas cinematográficas y vídeos.
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Epígrafe 962.1. Distribución y venta de películas cinematográficas, excepto 
películas en soporte de cinta magnetoscópica. NOTA: Este epígrafe faculta 
para el alquiler de las películas.

Grupo 966. Bibliotecas, archivos, museos, jardines botánicos y zoológicos.

Epígrafe 966.1. Bibliotecas y museos.

Agrupación 97. Servicios personales.

Grupo 974. Agencias de prestación de servicios domésticos.

Grupo 979. Otros servicios personales n.c.o.p.

Epígrafe 979.1. Servicios de pompas fúnebres.

Epígrafe 979.2. Adorno de templos y otros locales.

Epígrafe 979.3. Agencias matrimoniales y otros servicios de relaciones 
sociales.

Epígrafe 979.9. Otros servicios personales n.c.o.p.

Agrupación 98. Parques de recreo, ferias y otros servicios relacionados con el 
espectáculo. Organización de Congresos, Parques o Recintos Feriales.

Grupo 989. Otras actividades relacionadas con el espectáculo y el turismo. 
Organización de Congresos, Parques o Recintos Feriales.

Epígrafe 989.1. Expedición de billetes de espectáculos públicos.

Agrupación 99. Servicios no clasificados en otras rúbricas.

Grupo 999. Otros servicios n.c.o.p.

Locutorios.Â»

Disposición final octava. Modificación de la Ley 11/2013, de 26 de julio, de 
medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la 



428

creación de empleo.

Se modifica el artículo 7 de la Ley 11/2013, de 26 de julio, de medidas de 
apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de 
empleo, que queda redactado de la siguiente forma:

Â«Artículo 7. Incentivos para entidades de nueva creación.

Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de 
enero de 2013, se introduce una nueva disposición adicional decimonovena 
en el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que queda redactada de 
la siguiente forma:

‘Disposición adicional decimonovena. Entidades de nueva creación.

1. Las entidades de nueva creación, constituidas a partir de 1 de enero de 
2013, que realicen actividades económicas tributarán, en el primer período 
impositivo en que la base imponible resulte positiva y en el siguiente, con 
arreglo a la siguiente escala, excepto si, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 28 de esta ley, deban tributar a un tipo inferior:

a) Por la parte de base imponible comprendida entre 0 y 300.000 euros, al 
tipo del 15 por ciento.

b) Por la parte de base imponible restante, al tipo del 20 por ciento.

Cuando el período impositivo tenga duración inferior al año, la parte de base 
imponible que tributarán al tipo del 15 por ciento será la resultante de aplicar 
a 300.000 euros la proporción en la que se hallen el número de días del 
período impositivo entre 365 días, o la base imponible del período impositivo 
cuando esta fuera inferior.

.. (resto igual)..’Â»

Disposición final novena. Título competencial.

Esta Ley se dicta, con carácter general, al amparo del artículo 149.1.6.Âª 
de la Constitución que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre 
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Â«legislación mercantilÂ», a excepción de los Títulos, Capítulos o artículos, o 
parte de los mismos que se relacionan a continuación:

El Capítulo I del Título I y la disposición adicional décima se dictan al 
amparo del artículo 149.1.30.Âª de la Constitución, que atribuye al Estado 
la competencia para establecer Â«las normas básicas para el desarrollo del 
artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las 
obligaciones de los poderes públicos en esta materiaÂ».

El artículo 19 y la disposición adicional decimotercera, se dictan al amparo del 
artículo 149.1.8.Âª de la Constitución, sobre Â«ordenación de los registros e 
instrumentos públicosÂ».

Los artículos 13, 17 y 22 y la disposición adicional segunda se dictan al 
amparo del artículo 149.1.18.Âª de la Constitución, que atribuye al Estado 
la competencia exclusiva sobre Â«procedimiento administrativo comúnÂ».

Los artículos 28, 29, 30 y la disposición adicional decimosexta, se dictan 
al amparo del artículo 149.1.17.Âª de la Constitución, sobre Â«régimen 
económico de la seguridad socialÂ».

El artículo 34, las disposiciones adicionales decimocuarta y decimoquinta 
y las disposiciones finales primera, segunda y cuarta, se dictan al amparo 
de los apartados 11.Âª y 13.Âª del artículo 149.1 de la Constitución, sobre 
Â«ordenación del crédito, banca y segurosÂ» y Â«bases y coordinación de la 
planificación general de la actividad económicaÂ», respectivamente.

Los artículos 36, 37, el Capítulo I de la sección 1.Âª del Título V y la 
disposición final octava, se dictan al amparo del artículo 149.1.13.Âª de la 
Constitución, sobre Â«bases y coordinación de la planificación general de la 
actividad económicaÂ».

El artículo 38 se incardina en el artículo 149.1.31.Âª de la Constitución sobre 
Â«estadística para fines estatalesÂ».

El artículo 45 se dicta al amparo del artículo 149.1.18.Âª de la Constitución 
sobre Â«legislación básica sobre contratos y concesiones administrativasÂ».

La Sección 2.Âª del Título V y las disposiciones adicionales cuarta, quinta, 
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sexta y séptima se dictan al amparo del artículo 149.1.2.Âª de la Constitución 
en materia de nacionalidad, inmigración, extranjería y derecho de asilo.

Los artículos que constituyan modificación de normas vigentes, se 
considerarán dictados al amparo del título competencial que figure en las 
normas objeto de modificación.

Disposición final décima. Habilitación normativa.

1. Se habilita al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias en 
desarrollo de esta Ley.

2. Por Orden del Ministerio de Justicia, se regulará la escritura de constitución 
con un formato estandarizado y con campos codificados.

Los campos codificados permitirán la cumplimentación de los datos mínimos 
indispensables para la inscripción de la sociedad en el Registro Mercantil. El 
objeto social se identificará mediante la selección de alguno o algunos de los 
disponibles en la lista de los habilitados por la mencionada Orden Ministerial 
con la descripción correspondiente de la Clasificación Nacional de Actividades 
Económicas. Igualmente se indicará si la sociedad se encuentra en régimen 
de formación sucesiva.

3. En el plazo de seis meses a contar desde la entrada en vigor de esta 
norma, el Gobierno aprobará un nuevo Reglamento del Registro Mercantil y 
la modificación necesaria del Reglamento Hipotecario.

4. Se autoriza a los Ministerios de Asuntos Exteriores y Cooperación, 
Economía y Competitividad, Interior, y Empleo y Seguridad Social a dictar las 
órdenes y resoluciones conjuntas necesarias para la aplicación y desarrollo 
de lo previsto en la Sección 2.Âª del Título V.

Disposición final undécima. Seguimiento y evaluación.

Anualmente el Ministerio de Empleo y Seguridad Social, a propuesta conjunta 
con los Ministerios de Asuntos Exteriores y de Cooperación, de Interior, de 
Economía y Competitividad presentará un informe en el Consejo de Ministros 
sobre la aplicación de la Sección 2.Âª del Título V de esta Ley.
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De acuerdo con dicha evaluación, el Consejo de Ministros podrá aprobar 
Instrucciones por las que se establezca el procedimiento de entrada y 
permanencia por motivos económicos de interés nacional en supuestos no 
previstos específicamente en esta Ley.

Disposición final duodécima. Modificación de disposiciones reglamentarias.

Las modificaciones que, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, 
puedan realizarse respecto a las normas reglamentarias que son objeto 
de modificación por esta Ley, podrán efectuarse por normas del rango 
reglamentario correspondiente a la norma en que figuran.

Disposición final decimotercera. Entrada en vigor.

Esta Ley entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Â«Boletín 
Oficial del EstadoÂ». No obstante:

a) El Capítulo V del Título I entrará en vigor a los veinte días de su publicación 
en el Â«Boletín Oficial del EstadoÂ».

b) La redacción dada a los preceptos de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, 
del Impuesto sobre el Valor Añadido, que contiene el artículo 23, surtirá 
efectos desde 1 de enero de 2014.

c) La redacción dada al artículo 37 del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que contiene el artículo 25, surtirá efectos para los beneficios que 
se generen en períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2013.

d) La redacción dada a los apartados 2 y 3 del artículo 44 y el artículo 41, 
ambos del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que contienen, 
respectivamente, los apartados Uno y Tres del artículo 26, surtirán efectos 
para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2013.

e) La redacción dada al artículo 23 del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que contiene el artículo 26.Dos, surtirá efectos para las cesiones de 
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activos intangibles que se realicen a partir de la entrada en vigor de esta Ley.

f) La redacción dada al apartado 2 del artículo 68 de la Ley 35/2006, de 
28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las Leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre 
la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, mediante el apartado cinco 
del artículo 27, surtirá efectos desde el 1 de enero de 2013.

g) Lo previsto en el artículo 35, relativo al importe exigido para la cifra 
mínima del capital social desembolsado de las sociedades de garantía 
recíproca, entrará en vigor a los 9 meses de su publicación en el Â«Boletín 
Oficial del EstadoÂ».

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y 
hagan guardar esta ley.

Madrid, 27 de septiembre de 2013.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

MARIANO RAJOY BREY
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El Decreto mil ciento sesenta y siete/mil novecientos sesenta, de veintitrés 
de junio (?Boletín Oficial del Estado? del veintisiete) extendió los beneficios 
del Mutualismo Laboral a los trabajadores independientes y autónomos, con 
lo que éstos vinieron a tener protección dentro de los regímenes antecesores 
del sistema de la Seguridad Social.

La Ley de la Seguridad Social de veintiuno de abril de mil novecientos sesenta 
y seis (?Boletín Oficial del Estado? del veintidós y veintitrés) incluye dentro 
del campo de aplicación del sistema a los trabajadores por cuenta propia 
o autónomos, según determina el apartado b) del número uno del artículo 
séptimo de aquélla, previniendo para los mismos un régimen especial en el 
apartado c) del número dos de su artículo diez, cuyas normas reguladoras 
corresponde dictar al Gobierno, a propuesta del Ministerio de Trabajo, de 
acuerdo con lo dispuesto en el número cinco del mismo artículo.

En la regulación de este régimen se ha tendido a lograr la homogeneidad 
con el régimen general, que han permitido las especiales características del 
grupo, a las que ha debido atenderse en la estructura de aquél sin desconocer, 
cuando así ha sido necesario, situaciones preexistentes y considerando en su 
debida estimación las aspiraciones de los propios órganos de Gobierno de las 
Entidades mutualistas que han de realizar su gestión.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y previa deliberación 
del Consejo de Ministros en su reunión del día veinticuatro de julio de mil 
novecientos setenta.

DISPONGO:

CAPÍTULO I

Disposición general

Artículo 1 Normas reguladoras

5.-Decreto 2530/1970, de 20 de Agosto, por el que se 
regula el régimen especial de la Seguridad Social de los 

trabajadores por cuenta propia o autónomos
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El régimen especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos, previsto en el apartado c) del número 2 del artículo 10 
de la Ley de la Seguridad Social de 21 de abril de 1966 (BOE del 22 y 23) 
se regirá de conformidad con lo establecido en dicha Ley, por el título I de la 
misma por el presente Decreto y sus disposiciones de aplicación y desarrollo, 
así como por las restantes normas generales de obligada observación en el 
sistema de la Seguridad Social.

CAPÍTULO II

Campo de aplicación

Artículo 2 Concepto de trabajador por cuenta propia o autónomo

Uno. A los efectos de este régimen especial, se entenderá como trabajador 
por cuenta propia o autónomo aquel que realiza de forma habitual, personal 
y directa una actividad económica a título lucrativo sin sujeción por ella a 
contrato de trabajo y aunque utilice el servicio remunerado de otras personas.

Dos. La habitualidad para los trabajadores que se ocupen en trabajos de 
temporada quedará referida a la duración normal de ésta.

Tres. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que en el interesado concurre 
la condición de trabajador por cuenta propia o autónomo, a efectos de este 
Régimen Especial, si el mismo ostenta la titularidad de un establecimiento 
abierto al público como propietario, arrendatario, usufructuario u otro 
concepto análogo.

Número 3º del artículo 2 redactado por R.D. 2504/1980, 24 octubre («B.O.E.» 
18 noviembre), de modificación del D. 2530/1970, de 20 de agosto, que 
regula el régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 
Autónomos.

Artículo 3 Sujetos incluidos

Estarán obligatoriamente incluidos en este Régimen Especial de la Seguridad 
Social los españoles mayores de dieciocho años, cualquiera que sea su sexo 
y su estado civil, que residan y ejerzan normalmente su actividad en el 
territorio nacional y se hallen incluidos en alguno de los apartados siguientes:
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•	

•	

•	

• a) Los trabajadores por cuenta propia o autónomos, sean o no titulares de 
Empresas individuales o familiares.

•	

• b) El cónyuge y los parientes por consanguinidad o afinidad hasta el tercer 
grado inclusive de los trabajadores determinados en el número anterior 
que, de forma habitual, personal y directa, colaboren con ellos mediante la 
realización de trabajos en la actividad de que se trate, siempre que no tengan 
la condición de asalariados respecto a aquéllos.

•	

•	

• c) Los socios de las Compañías regulares colectivas y los socios colectivos 
de las Compañías comanditarias que trabajan en el negocio con tal carácter, 
a título lucrativo y de forma habitual, personal y directa.Téngase en cuenta 
la disposición adicional decimoquinta de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, 
de ordenación y supervisión de los seguros privados («B.O.E.» 9 noviembre), 
sobre integración en la Seguridad Social de los colegiados en Colegios 
Profesionales. 

No obstante lo dispuesto en los números anteriores, la inclusión obligatoria 
en el Régimen Especial de trabajadores por cuenta propia o autónomos de 
aquellos trabajadores de esta naturaleza que para el ejercicio de su actividad 
profesional necesiten como requisito previo, integrarse en un Colegio o 
Asociación Profesional se llevará a cabo a solicitud de los Órganos superiores 
de representación de dichas Entidades y mediante Orden Ministerial.

Artículo 3 redactado por R.D. 2504/1980, 24 octubre («B.O.E.» 18 
noviembre), de modificación del D. 2530/1970, de 20 de agosto, que regula 
el régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores Autónomos.
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Véase el R.D. 1505/2003, de 28 de noviembre, por el que se establece 
la inclusión de los miembros del Cuerpo único de Notarios en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos («B.O.E.» 18 diciembre). 

Artículo 4 Súbditos de otros países

Uno. De conformidad con lo dispuesto en la Ley 118/1969, de 30 de 
diciembre (BOE del 31), los trabajadores hispanoamericanos, portugueses, 
brasileños, andorranos y filipinos que residan y se encuentren legalmente en 
territorio español se equipararán a los españoles a efectos de su inclusión en 
este régimen especial de la Seguridad Social.

Dos. Respecto a los súbditos de otros países se estará a lo dispuesto en 
el número cuatro del artículo 7.º de la Ley de la Seguridad Social y demás 
normas de aplicación en la materia.

Artículo 5 Exclusiones

Estarán excluidos de este régimen especial los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos cuya actividad como tales dé lugar a su inclusión en 
otros regímenes de la Seguridad Social.

CAPÍTULO III

Afiliación, altas y bajas

Artículo 6 Obligatoriedad

.....

Artículo 6 derogado por R.D. 84/1996, 26 enero («B.O.E.» 27 febrero), por 
el que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción de empresas y 
afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad 
Social. 

Artículo 7 Pluriactividad

.....
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Artículo 7 derogado por R.D. 84/1996, 26 enero («B.O.E.» 27 febrero), por 
el que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción de empresas y 
afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad 
Social. 

Artículo 8 Procedimientos

.....

Artículo 8 derogado por R.D. 84/1996, 26 enero («B.O.E.» 27 febrero), por 
el que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción de empresas y 
afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad 
Social. 

Artículo 9 Personas obligadas

.....

Artículo 9 derogado por R.D. 84/1996, 26 enero («B.O.E.» 27 febrero), por 
el que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción de empresas y 
afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad 
Social. 

Artículo 10 Efectos

.....

Artículo 10 derogado por R.D. 84/1996, 26 enero («B.O.E.» 27 febrero), por 
el que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción de empresas y 
afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad 
Social. 

CAPÍTULO IV

Cotización y recaudación

SECCIÓN 1
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Cotización

Artículo 11 Obligatoriedad

.....

Artículo 11 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 

Artículo 12 Sujetos obligados

.....

Artículo 12 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 

Artículo 13 Nacimiento y duración de la obligación de cotizar

.....

Artículo 13 derogado por el apartado 2 del número 1 de la disposicion 
derogatoria del R.D. 84/1996, 26 enero, por el que se aprueba el Reglamento 
general sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones 
de datos de trabajadores en la Seguridad Social («B.O.E.» 27 febrero). 

Artículo 14 Tipo de cotización

.....

Artículo 14 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 

Artículo 15 Bases de cotización

.....
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Artículo 15 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 

Artículo 16 Prescripción

.....

Artículo 16 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 

Artículo 17 Prelación de créditos

.....

Artículo 17 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 

SECCIÓN 2

Recaudación

Artículo 18 Competencia

.....

Artículo 18 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 

Artículo 19 Sujetos responsables

.....

Artículo 19 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 
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Artículo 20 Liquidación

.....

Artículo 20 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 

Artículo 21 Ingresos fuera de plazo

.....

Artículo 21 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 

Artículo 22 Aplazamiento o fraccionamiento del pago

.....

Artículo 22 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 

Artículo 23 Control de la recaudación

.....

Artículo 23 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 

Artículo 24 Certificaciones de descubierto y actas de liquidación

.....

Artículo 24 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 
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Artículo 25 Devolución de ingresos indebidos

.....

Artículo 25 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 

Artículo 26 Recaudación en vía ejecutiva

.....

Artículo 26 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. 

CAPÍTULO V

Acción protectora

SECCIÓN PRIMERA

Disposiciones generales

Artículo 27 Alcance de la acción protectora

Uno. La acción protectora de este Régimen Especial comprenderá:

•	

• a) Prestaciones por invalidez en los grados de incapacidad permanente 
total para la profesión habitual, incapacidad permanente absoluta para todo 
trabajo y gran invalidez.

•	

• b) Prestación económica por vejez.

•	
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• c) Prestaciones económicas por muerte y supervivencia.

•	

• d) Prestaciones económicas de protección a la familia.

•	

•	

• e) Ayuda económica con ocasión de intervención quirúrgica.Téngase en 
cuenta que la ayuda económica con ocasión de intervención quirúrgica ha sido 
suprimida por R.D. 43/1984, 4 enero («B.O.E.» 11 enero), sobre ampliación 
de la acción protectora de cobertura obligatoria en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos. 

•	

• f) Asistencia sanitaria a pensionistas.

•	

• g) Beneficios de asistencia social.

•	

• h) Servicios sociales en atención a contingencias y situaciones especiales.

Dos. Los requisitos del derecho a las prestaciones y demás beneficios, así 
como su alcance y cuantía, serán los que se determinan en el presente 
Decreto y se dispongan en sus normas de aplicación y desarrollo.

Tres. .....

Número 3º del artículo 27 derogado por R.D. 356/1991, 15 marzo («B.O.E.» 
21 marzo), de desarrollo, en materia de prestaciones por hijo a cargo, de la 
Ley 26/1990, de 20 de diciembre, por la que se establecen en la Seguridad 
Social prestaciones no contributivas. 
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Téngase en cuenta que la disposición adicional octava de la Ley General de la 
Seguridad Social, en la redacción dada por la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, 
de medidas en materia de Seguridad Social, y modificado su número 4 por la 
Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2011 establece que: 1. Será de aplicación a todos los regímenes que 
integran el sistema de la Seguridad Social lo dispuesto en los artículos 137, 
apartados 2 y 3; 138; 140, apartados 1, 2 y 3; 143; 161, apartados 1.b), 
2 y 3; 161 bis, apartado 1; 162, apartados 1.1, 2, 3, 4 y 5; 163; 165; 174; 
174 bis; 175; 176, apartado 4; 177, apartado 1, segundo párrafo; y 179. 
Igualmente serán de aplicación las normas sobre las prestaciones familiares 
contenidas en el capítulo IX del título II; las disposiciones adicionales 
séptima bis y cuadragésima tercera y las disposiciones transitorias cuarta, 
párrafo primero, quinta, apartado 1, quinta bis, sexta bis y decimosexta. 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, se exceptúa la aplicación 
a los regímenes especiales de lo previsto en el artículo 138 en el último 
párrafo de su apartado 2, así como lo regulado por su apartado 5. (...) 4. Lo 
previsto en los artículos 134, 135, 135 bis, 135 ter, 135 quater y 166 será 
aplicable, en su caso, a los trabajadores por cuenta ajena de los regímenes 
especiales. Lo previsto en los artículos 112 bis y 162.6 será igualmente 
aplicable a los trabajadores por cuenta ajena de los regímenes especiales 
con excepción de los incluidos en los Regímenes Especiales Agrario y de 
Empleados de Hogar. Asimismo, lo dispuesto en los artículos 134, 135, 135 
bis, 135 ter, 135 quater y 166 resultará de aplicación a los trabajadores 
por cuenta propia incluidos en los Regímenes Especiales de Trabajadores 
del Mar y de Trabajadores por cuenta propia o Autónomos, en los términos 
y condiciones que se establezcan reglamentariamente. 5. Lo previsto en el 
último párrafo del apartado 2 y en el apartado 4 del artículo 139 será de 
aplicación a todos los regímenes que integran el sistema de la Seguridad 
Social. A efectos de determinar el importe mínimo de la pensión y del cálculo 
del complemento a que se refieren, respectivamente, dichos apartados se 
tomará en consideración como base mínima de cotización la vigente en cada 
momento en el Régimen General, cualquiera que sea el régimen con arreglo 
a cuyas normas se reconozcan las pensiones de incapacidad permanente 
total y de gran invalidez. 

Artículo 28 Condiciones del derecho a las prestaciones

Uno. Las personas incluidas en el campo de aplicación de este régimen 
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especial causarán derecho a las prestaciones del mismo cuando, sin perjuicio 
de las particulares exigidas para una de éstas, reúnan la condición general de 
estar afiliadas y en alta en este régimen o en situaciones asimiladas al alta 
en la fecha en que se entienda causada la prestación.

Dos. Es asimismo condición indispensable para tener derecho a las 
prestaciones a que se refieren los apartados a) a e) del número uno del 
artículo anterior, con excepción del subsidio de defunción, que las personas 
incluidas en el campo de aplicación de este régimen se hallen al corriente 
en el pago de sus cuotas exigibles en la fecha en que se entienda causada 
la correspondiente prestación. No obstante, si cubierto el período mínimo 
de cotización preciso para tener derecho a la prestación de que se trate 
se solicitara ésta y la persona incluida en el campo de aplicación de este 
régimen especial no estuviera al corriente en el pago de las restantes cuotas 
exigibles en la fecha en que se entienda causada la prestación, la Entidad 
gestora invitará al interesado para que en el plazo improrrogable de treinta 
días naturales a partir de la invitación ingrese las cuotas debidas.

Si el interesado atendiendo la invitación, ingresase las cuotas adecuadas 
dentro del plazo señalado en el párrafo anterior, se le considerará al corriente 
en las mismas a efectos de la prestación solicitada. Si el ingreso se realizase 
fuera de dicho plazo, se concederá la prestación menos un veinte por ciento, 
si se trata de prestaciones de pago único y subsidios temporales; si se 
trata de pensiones, se concederán las mismas con efectos a partir del día 
primero del mes siguiente a aquel en que tuvo lugar el ingreso de las cuotas 
adeudadas.

Tres. No producirán efectos para las prestaciones:

•	

•	

• a) .....Letra a) del número 3º del artículo 28 derogada por el apartado 2 del 
número 1 del R.D. 84/1996, 26 enero, por el que se aprueba el Reglamento 
General sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones 
de datos de trabajadores en la Seguridad Social («B.O.E.» 27 febrero). 

•	
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• b) Las diferencias en las bases de cotización resultantes de aplicar una 
base superior a la que corresponda a la persona de que se trate, por el 
período a que se refieran.

•	

• c) Las cotizaciones que por cualquier otra causa hubiesen sido ingresadas 
indebidamente, en su importe y períodos correspondientes.

Número 3º del artículo 28 redactado por el artículo 5 del R.D. 2110/1994, 
28 octubre, de modificación de determinados aspectos de la regulación de 
los Regímenes Especiales de la Seguridad Social de trabajadores por cuenta 
propia o autónomos, agrarios y de empleados del hogar («B.O.E.» 10 
diciembre).

Artículo 29 Situaciones asimiladas a la de alta

Uno. Los trabajadores que causen baja en este régimen especial quedarán en 
situación asimilada a la de alta durante los noventa días naturales siguientes 
al último día del mes de su baja, a efectos de poder causar derecho a las 
prestaciones y obtener otros beneficios de la acción protectora.

Dos. Los casos de incorporación a filas para el cumplimiento del Servicio 
Militar, convenio especial con la Entidad gestora y los demás expresamente 
declarados análogas por el Ministerio de Trabajo podrán ser asimilados a la 
situación de alta con el alcance y condiciones que reglamentariamente se 
establezcan.

Artículo 30 Períodos mínimos de cotización

Uno. Los períodos mínimos de cotización que habrán de tener cumplidos las 
personas incluidas en el campo de aplicación de este régimen especial para 
causar las distintas prestaciones serán los siguientes:

•	

• a) Prestaciones por invalidez y por muerte y supervivencia: Sesenta meses 
de cotización dentro de los diez años inmediatamente anteriores a la fecha 
en que se entienda causada la prestación.
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No será exigido período mínimo de cotización para el subsidio de defunción 
en todo caso ni para las restantes prestaciones de muerte y supervivencia 
derivadas del fallecimiento de pensionistas de vejez o invalidez.

•	

• b) Prestación por vejez: Ciento veinte meses de cotización, de los cuales 
al menos veinticuatro deberán estar comprendidos dentro de los siete 
años inmediatamente anteriores a la fecha en que se entienda causada la 
prestación.

•	

•	

• c) .....Letra c) del número 1º del artículo 30 derogada por R.D. 356/1991, 
15 marzo («B.O.E.» 21 marzo), de desarrollo, en materia de prestaciones por 
hijo a cargo, de la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, por la que se establecen 
en la Seguridad Social prestaciones no contributivas. 

•	

• d) Ayuda económica con ocasión de intervención quirúrgica: Veinticuatro 
meses de cotización dentro de los siete años inmediatamente anteriores a la 
fecha en que se entienda causada la ayuda.

Téngase en cuenta que la ayuda económica con ocasión de intervención 
quirúrgica ha sido suprimida por R.D. 43/1984, 4 enero («B.O.E.» 11 
enero), sobre ampliación de la acción protectora de cobertura obligatoria en 
el Régimen Especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos. 

Dos. Los períodos de cotización que se determinen en el número anterior 
para causar derecho a las distintas prestaciones serán objeto de aplicación 
progresiva para los sectores profesionales que, con posterioridad a uno 
de octubre de mil novecientos setenta, se declaren obligatoriamente 
comprendidos en el campo de aplicación de este régimen especial o cuya 
integración en el mismo se disponga en la forma prevista en el número 
cuatro del artículo tercero del presente Decreto. A tal efecto será necesario 
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para tener derecho a dichas prestaciones haber cubierto un período de 
cotización equivalente a la mitad de los meses transcurridos entre la fecha 
de la incorporación a este régimen especial de los sectores profesionales 
correspondientes y aquella en que se entienda causada la prestación, con los 
siguientes períodos mínimos, que se exigirán en todo caso para cada una de 
las prestaciones que se señalan:

•	

• a) Prestaciones por invalidez y por muerte y supervivencia: Un período 
mínimo de cotización de treinta meses.

•	

• b) Prestaciones por vejez: Un período mínimo de cotización de sesenta 
meses.

•	

• c) Prestación de protección a la familia: Un período mínimo de cotización 
de seis meses.

•	

• d) Ayuda económica con ocasión de intervención quirúrgica: Un período 
mínimo de cotización de doce meses.

• Téngase en cuenta que la ayuda económica con ocasión de intervención 
quirúrgica ha sido suprimida por R.D. 43/1984, 4 enero («B.O.E.» 11 
enero), sobre ampliación de la acción protectora de cobertura obligatoria en 
el Régimen Especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos. 

Los períodos de cotización que procedan para tener derecho a las 
prestaciones, conforme a las normas del presente número, se computarán 
con carácter general para todos los trabajadores comprendidos en el sector 
profesional de que se trate, desde la fecha de incorporación en el sector y 
con independencia de la fecha posterior a aquella en la que puedan iniciar 
sus actividades profesionales algunos de los trabajadores comprendidos en 
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el mismo.

El período de cotización que proceda de acuerdo con lo establecido en el 
presente número, habrá de estar cubierto exclusivamente con cotizaciones 
efectuadas en este régimen especial a partir de la fecha de incorporación del 
sector profesional de que se trate; cuando hayan de computarse cotizaciones 
llevadas a cabo en otros regímenes de la Seguridad Social en virtud de 
las normas establecidas a tal efecto, o las realizadas con anterioridad en 
este régimen especial, en razón a otra actividad profesional ejercida por 
el interesado, serán de aplicación los períodos de cotización exigidos con 
carácter general.

Las normas establecidas en el presente número se aplicarán, para cada 
una de las clases de prestaciones que en el mismo se mencionan, hasta 
el momento en que el período de cotización resultante conforme a dichas 
normas llegue a ser igual al determinado en el número anterior para la clase 
de prestaciones de que se trate.

Tres. A efectos de lo dispuesto en los números anteriores sólo serán 
computables las cotizaciones realizadas antes del día primero del mes en 
que se cause la prestación, por las mensualidades transcurridas hasta esa 
fecha y las correspondientes a dicho mes que se ingresen dentro de plazo.

Igual norma se aplicará a efectos de otros beneficios cuya concesión requiera 
el cumplimiento de un período mínimo de cotización.

Artículo 30 redactado por D. 3088/1972, 19 octubre («B.O.E.» 15 
noviembre), sobre aplicación paulatina de los períodos mínimos de cotización 
en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos.

Artículo 31 Base reguladora

Uno. Para las prestaciones cuya cuantía venga determinada en función de 
una base reguladora, ésta se calculará de la siguiente forma:

•	

• a) Para la pensión por vejez será el cociente que resulta de dividir por 
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ciento veinte la suma de las bases de cotización del trabajador durante los 
diez años inmediatamente anteriores a la fecha en que se entienda causada 
la prestación.

•	

• b) Para cada una de las restantes prestaciones será el cociente que 
resulte de dividir por el número de los meses exigidos como período mínimo 
de cotización para la respectiva prestación en el número uno del artículo 
30 la suma de las bases de cotización del trabajador durante un período 
ininterrumpido de igual número de meses naturales, aunque dentro del 
mismo existan lapsos en los que no haya habido obligación de cotizar. Este 
último dentro de los diez años inmediatamente anteriores a la fecha en que 
se entienda causada la prestación.

Sin embargo, tratándose de prestaciones por muerte y supervivencia 
causadas por el fallecimiento de pensionistas de vejez o invalidez de este 
régimen, cuya cuantía venga determinada en función de la base reguladora 
esta será el importe de la pensión que el causante disfrutaba al fallecer, sin 
que se compute a estos efectos el incremento del cincuenta por ciento de la 
pensión que se concede a los grandes inválidos con destino a remunerar a la 
persona que le atienda.

Dos. No se computarán en el período que haya de tenerse en cuenta para 
el cálculo aquellas bases de cotización relativas a cuotas que, aun habiendo 
sido ingresadas dentro del mismo, correspondan a meses distintos de los 
comprendidos en él.

Artículo 32 Prescripción y caducidad

Uno. Sin perjuicio de lo determinado en el número uno del artículo 45 de este 
Decreto para la pensión de vejez, en materia de prescripción del derecho al 
reconocimiento de las prestaciones, se estará a lo dispuesto en el artículo 54 
de la Ley de la Seguridad Social.

Dos. En cuanto a la caducidad del derecho al percibo de prestaciones, se 
estará a lo establecido en el artículo 55 de la Ley de la Seguridad Social.

Artículo 33 Caracteres de las prestaciones
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Uno. De acuerdo con lo establecido en el artículo 22 de la Ley de la Seguridad 
Social, las prestaciones otorgadas por este régimen especial no podrán 
ser objeto de cesión total o parcial, embargo, retención, compensación o 
descuento, salvo en los casos siguientes:

•	

•	

• a) En orden al cumplimiento de las obligaciones alimenticias a favor del 
cónyuge e hijos.

•	

• b) Cuando se trate de obligaciones o responsabilidades contraídas por el 
beneficiario dentro de la Seguridad Social.

Dos. De conformidad con el citado artículo, las percepciones derivadas 
de la acción protectora de este régimen especial están exentas de toda 
contribución, impuesto, tasa o exacción parafiscal.

Tres. Tampoco podrá ser exigida ninguna clase en cuantas informaciones 
o certificaciones hayan de facilitar las Entidades Gestoras y Organismos 
administrativos o judiciales o de cualquier otra clase en relación con dichas 
prestaciones.

Artículo 34 Incompatibilidades

Las pensiones que conceden este régimen especial a sus beneficiarios serán 
incompatibles entre sí, a no ser que expresamente se disponga lo contrario. 
Quien pudiera tener derecho a dos o más pensiones, optará por una de ellas.

Artículo 35 Cómputo de períodos de cotización a distintos regímenes 
de la Seguridad Social

Uno. Cuando un trabajador tenga acreditados, sucesiva o alternativamente, 
períodos de cotización en el régimen general de la Seguridad Social, o en 
los regímenes especiales Agrario, de Trabajadores Ferroviarios, de la Minería 
del Carbón, del Servicio Doméstico, de los Trabajadores del Mar, de los 
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Artistas y en el que regula el presente Decreto, dichos períodos o los que 
sean asimilados a ellos que hubieran sido cumplidos en virtud de las normas 
que los regulen serán totalizados, siempre que no se superpongan, para la 
adquisición, mantenimiento o recuperación del derecho a la prestación.

Dos. En consecuencia, las pensiones de invalidez, vejez, muerte y 
supervivencia a que los acogidos a alguno de dichos regímenes puedan tener 
derecho en virtud de las normas que los regulan, serán reconocidas, según 
sus propias normas, por la Entidad gestora del régimen donde el trabajador 
estuviese cotizando al tiempo de solicitar la prestación teniendo en cuenta 
la totalización de períodos a que se refiere el número anterior y con las 
salvedades siguientes:

• a) Para que el trabajador cause derecho a la pensión en el régimen a 
que se estuviese cotizando en el momento de solicitar la prestación, 
será inexcusable que reúna los requisitos de edad, períodos de carencia 
y cualesquiera otros que en el mismo se exijan, computando a tal efecto 
solamente las cotizaciones efectuadas en dicho régimen.

• b) Cuando el trabajador no reuniese tales requisitos en el régimen a que se 
refiere el apartado anterior, causará derecho a la pensión en el que se hubiese 
cotizado anteriormente, siempre que en el mismo reúna los requisitos a que 
se refiere el apartado a). Igual norma se aplicará, en su caso, respecto de 
los restantes regímenes.

• c) Cuando el trabajador no hubiese reunido en ninguno de los regímenes, 
computadas separadamente las cotizaciones a ellos efectuadas, los períodos 
de carencia precisos para causar derecho a la pensión, podrán sumarse a tal 
efecto las cotizaciones efectuadas a todos. En tal caso, la pensión se otorgará 
por el régimen en que tenga acreditado mayor número de cotizaciones.

Tres. Sobre la base de la cuantía resultante con arreglo a las normas 
anteriores, la Entidad gestora del régimen que reconozca la pensión 
distribuirá su importe con las de los otros regímenes de la Seguridad Social, 
a prorrata por la duración de los períodos cotizados en cada uno de ellos. Si 
la cuantía de la pensión a la que el trabajador pudiera tener derecho por los 
períodos computables en virtud de las normas de uno solo de los regímenes 
de la Seguridad Social fuese superior al total de la que resultase a su favor, 
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por aplicación de los números anteriores de este artículo, la Entidad gestora 
de dicho régimen le concederá un complemento igual a la diferencia.

Cuatro. La totalización de períodos de cotización, prevista en el número uno 
del presente artículo, se llevará a cabo para cubrir los períodos de carencia 
que se exijan para prestaciones distintas de las especificadas en el número 
dos del mismo, otorgándose, en tal caso, dichas prestaciones por el régimen 
en que se encuentre en alta el trabajador en el momento de producirse el 
hecho causante y siempre que tuviera derecho a ellas de acuerdo con las 
normas propias de dicho régimen.

Cinco. Cuanto se dispone en los números anteriores del presente artículo 
quedará referido a las prestaciones comunes que comprendan los regímenes 
de cuyo reconocimiento recíproco de cotizaciones se trate.

SECCIÓN 2

Prestación por invalidez

Artículo 36 Situación protegida y conceptos

Uno. Estará protegida por este régimen especial de la Seguridad Social 
la situación de invalidez permanente, cualquiera que fuera su causa, en 
sus grados de incapacidad permanente total para la profesión habitual, 
incapacidad permanente absoluta para todo trabajo y gran invalidez.

Dos. Los conceptos de incapacidad permanente total para la profesión 
habitual, incapacidad permanente absoluta para todo trabajo y gran invalidez, 
serán los que se determinan para el régimen general de la Seguridad Social.

No obstante, se entenderá por profesión habitual la actividad inmediata y 
anterior desempeñada por el interesado y por la que estaba en alta en este 
régimen al producirse la incapacidad permanente protegida por el mismo.

Artículo 37 Beneficiarios

Serán beneficiarios de las prestaciones por invalidez las personas incluidas 
en el campo de aplicación de este régimen especial, declaradas en situación 
de invalidez protegida por dicho régimen, que cumplan las condiciones 
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generales exigidas en el artículo veintiocho de este Decreto y el período 
mínimo de cotización establecido en el artículo 30 del mismo.

Tratándose de invalidez por incapacidad permanente total para la profesión 
habitual, y por lo que se refiere exclusivamente a las prestaciones económicas 
se requerirá además que el trabajador tenga cumplidos cuarenta y cinco 
años de edad en la fecha en que entienda causada la prestación.

Artículo 38 Prestaciones económicas

Uno. En el caso de invalidez en el grado de incapacidad permanente total 
para la profesión habitual, el beneficiario tendrá derecho a la entrega de una 
cantidad a tanto alzado equivalente a cuarenta mensualidades de la base 
reguladora, calculada ésta de conformidad con lo establecido en el artículo 
31, o a una pensión vitalicia equivalente al cincuenta y cinco por ciento de 
dicha base reguladora.

Los supuestos en que proceden dichas prestaciones serán los mismos que en 
el régimen general de la Seguridad Social, sin perjuicio de tener en cuenta 
a tal efecto el requisito de edad exigido en el párrafo segundo del artículo 
anterior.

La pensión de incapacidad permanente total para la profesión habitual se 
incrementará en un 20 por ciento de la base reguladora que se tenga en 
cuenta para determinar la cuantía de la pensión, cuando se acrediten los 
siguientes requisitos:

• a) Que el pensionista tenga una edad igual o superior a los 55 años. En 
los casos en los que el reconocimiento inicial de la pensión de incapacidad 
permanente se efectúe a una edad inferior a la señalada, el incremento del 
20 por ciento se aplicará desde el día 1.º del mes siguiente a aquel en que el 
trabajador cumpla los 55 años de edad, siempre que a dicha fecha se reúnan 
los requisitos establecidos en los párrafos siguientes.

En los supuestos en que el derecho al incremento del 20 por ciento nazca en 
un año natural posterior a aquel en que se produjo el reconocimiento inicial 
de la pensión de incapacidad permanente total para la profesión habitual, 
a ésta, incrementada con el mencionado 20 por ciento, se le aplicarán las 
revalorizaciones que, para las pensiones de la misma naturaleza, hubiesen 
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tenido lugar desde la expresada fecha.

• b) Que el pensionista no ejerza una actividad retribuida por cuenta ajena o 
por cuenta propia que dé lugar a su inclusión en cualquiera de los regímenes 
de la Seguridad Social. El incremento de la pensión quedará en suspenso 
durante el período en que el trabajador obtenga un empleo o efectúe una 
actividad lucrativa por cuenta propia que sea compatible con la pensión de 
incapacidad permanente total que viniese percibiendo.

• c) Que el pensionista no ostente la titularidad de un establecimiento 
mercantil o industrial ni de una explotación agraria o marítimo-pesquera 
como propietario, arrendatario, usufructuario u otro concepto análogo

•  Párrafo 3.º del número uno del artículo 38 introducido por el artículo tercero 
del R.D. 463/2003, de 25 de abril, sobre reconocimiento del incremento de 
la pensión de incapacidad permanente total para la profesión habitual para 
los trabajadores por cuenta propia («B.O.E.» 26 abril). Téngase en cuenta 
que su disposición adicional establece que el incremento de la pensión de 
incapacidad permanente total para la profesión habitual, únicamente será 
de aplicación a las situaciones de incapacidad permanente que se declaren a 
partir del 1 de enero de 2003. Vigencia: 27 abril 2003

Dos. En los casos de invalidez en el grado de incapacidad permanente 
absoluta para todo trabajo y de gran invalidez, el beneficiario tendrá 
derecho a una pensión vitalicia, determinada según los mismos porcentajes 
establecidos en el régimen general de la Seguridad Social y sobre la base 
reguladora calculada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 de 
este Decreto.

Artículo 39 Prestaciones recuperadoras

En las situaciones de invalidez protegidas por este régimen especial, los 
beneficiarios tendrán derecho a las prestaciones recuperadoras en los 
mismos supuestos, términos y con el alcance determinado para éstas en el 
régimen general de la Seguridad Social.

Artículo 40 Declaración

La declaración de situaciones de invalidez, la resolución sobre las peticiones 
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de revisión de incapacidades y cuantas cuestiones sean de su competencia en 
la materia corresponderán, en vía administrativa, a las comisiones técnicas 
calificadoras.

Artículo 41 Revisiones

Uno. Las declaraciones de incapacidad serán revisables en todo tiempo, 
en tanto que el incapacitado no haya cumplido la edad establecida por la 
pensión de vejez por alguna de las causas siguientes:

• a) Agravación o mejora.

• b) Error de diagnóstico.

Dos. La revisión podrá ser solicitada por el beneficiario, por la Entidad gestora 
o por la Inspección de Trabajo.

Tres. Los plazos para solicitar la revisión serán los determinados en 
el Régimen General de la Seguridad Social, cuyas normas en materia de 
consecuencias de la revisión se aplicarán también en este régimen especial 
referidas a los grados de incapacidad protegidos por el mismo y a sus 
prestaciones correspondientes.

SECCIÓN 3

Prestación por vejez

Artículo 42 Concepto

La prestación económica por causa de vejez será única para cada pensionista, 
consistirá en una pensión vitalicia y se concederá a las personas incluidas en 
el campo de aplicación de este régimen especial en las condiciones, cuantía y 
forma que se determinan en este Decreto y se disponga en las normas para 
su aplicación y desarrollo, cuando a causa de su edad cesen en el trabajo.

Artículo 43 Beneficiarios

Serán beneficiarios de la pensión de vejez las personas incluidas en el campo 
de aplicación de este régimen especial que, en la fecha en que se entienda 
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causada la prestación, tengan cumplida la edad de sesenta y cinco años, 
reúnan las condiciones generales exigidas en el artículo 28 de este Decreto 
y cumplido el período mínimo de cotización establecido en el artículo 30 del 
mismo.

Artículo 44 Cuantía de la pensión

La cuantía de la pensión de vejez se determinará para cada beneficiario 
aplicando a la base reguladora obtenida de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 31 el porcentaje resultante de sumar al del cincuenta por ciento 
un dos por ciento más por cada año cotizado por el beneficiario, con el límite 
máximo para dicha suma del ciento por ciento.

Artículo 45 Imprescriptibilidad e incompatibilidad

Uno. El derecho al reconocimiento de la pensión de vejez es imprescindible, 
si bien sólo surtirá efectos a partir de su solicitud, sin perjuicio de la 
retroactividad que se establezca en las disposiciones de aplicación y 
desarrollo de este Decreto.

Dos. El disfrute de la pensión de vejez será incompatible con el trabajo del 
pensionista, con las salvedades y en los términos que reglamentariamente 
se determinen.

SECCIÓN 4

Prestación por muerte y supervivencia

Artículo 46 Prestaciones

En caso de muerte, cualquiera que fuera su causa, se otorgarán, según los 
supuestos, alguna o algunas de las prestaciones siguientes:

• a) Subsidio de defunción.

• b) Pensión vitalicia de viudedad.

• c) Pensión de orfandad.
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• d) Pensión vitalicia o, en su caso, subsidio temporal en favor de familiares.

Artículo 47 Sujetos causantes

Causarán derecho a las prestaciones enumeradas en el artículo anterior las 
personas incluidas en el campo de aplicación de este régimen especial que 
cumplan las condiciones generales exigidas en el artículo 28 de este Decreto 
y el período mínimo de cotización establecido en el artículo 30 del mismo, así 
como los pensionistas de vejez e invalidez.

Artículo 48 Subsidio de defunción, pensión de orfandad y pensión o 
subsidio temporal en favor de familiares

Las prestaciones de subsidio de defunción, pensión de orfandad y pensión 
o subsidio temporal en favor de familiares se regirán por las normas que, 
respectivamente, las regulan en el régimen de la Seguridad Social, sin 
perjuicio de lo que se dispone en este Decreto y se establezca en sus normas 
de aplicación y desarrollo.

Artículo 49 Beneficiarios de la pensión de viudedad

Tendrán derecho a la pensión de viudedad con carácter vitalicio, salvo 
que se produzca alguna de las causas de extinción que se establezcan 
reglamentariamente:

• a) La viuda, cuando el fallecimiento de su cónyuge causante hubiese 
convivido habitualmente con éste o, en caso de separación judicial, que la 
sentencia firme la reconociese como inocente u obligase al marido a prestarle 
alimentos.

• b) El viudo, únicamente en el caso de que, además de cumplirse el 
requisito señalado en el apartado anterior, se encuentre al tiempo de fallecer 
su esposa incapacitado para el trabajo con carácter permanente y absoluto 
que le inhabilite por completo para toda profesión u oficio, y sostenido 
económicamente por aquélla.

Artículo 50 Cuantía de la pensión de viudedad

La cuantía de la pensión vitalicia de viudedad será equivalente al cincuenta por 
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ciento de la base reguladora del causante, determinada ésta de conformidad 
con lo establecido en el artículo 31.

Si el causante fuera pensionista de vejez o invalidez y, por tanto, según lo 
dispuesto en el artículo treinta y uno, la base reguladora fuese el importe de 
la pensión correspondiente a tales situaciones, el porcentaje de la viudedad 
será el del sesenta por ciento, sin que la cuantía de la pensión así resultante 
pueda ser superior a la que correspondería de no ser pensionista el causante.

Artículo 51 Compatibilidad de la pensión de viudedad

La pensión de viudedad será compatible con cualquier renta de trabajo de 
la viuda o con la pensión de vejez o invalidez a que la misma pueda tener 
derecho.

SECCIÓN 5

Prestaciones de protección a la familia

Artículo 52 Prestaciones

.....

Artículo 52 derogado por R.D. 356/1991, 15 marzo («B.O.E.» 21 marzo), de 
desarrollo, en materia de prestaciones por hijo a cargo, de la Ley 26/1990, de 
20 de diciembre, por la que se establecen en la Seguridad Social prestaciones 
no contributivas. 

Artículo 53 Beneficiarios

.....

Artículo 53 derogado por R.D. 356/1991, 15 marzo («B.O.E.» 21 marzo), de 
desarrollo, en materia de prestaciones por hijo a cargo, de la Ley 26/1990, de 
20 de diciembre, por la que se establecen en la Seguridad Social prestaciones 
no contributivas. 

Artículo 54 Hijos cuyo nacimiento da derecho a la asignación
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.....

Artículo 54 derogado por R.D. 356/1991, 15 marzo («B.O.E.» 21 marzo), de 
desarrollo, en materia de prestaciones por hijo a cargo, de la Ley 26/1990, de 
20 de diciembre, por la que se establecen en la Seguridad Social prestaciones 
no contributivas. 

Artículo 55 Cuantía

.....

Artículo 55 derogado por R.D. 356/1991, 15 marzo («B.O.E.» 21 marzo), de 
desarrollo, en materia de prestaciones por hijo a cargo, de la Ley 26/1990, de 
20 de diciembre, por la que se establecen en la Seguridad Social prestaciones 
no contributivas. 

Artículo 56 Incompatibilidad

.....

Artículo 56 derogado por R.D. 356/1991, 15 marzo («B.O.E.» 21 marzo), de 
desarrollo, en materia de prestaciones por hijo a cargo, de la Ley 26/1990, de 
20 de diciembre, por la que se establecen en la Seguridad Social prestaciones 
no contributivas. 

SECCIÓN 6

Ayuda económica con ocasión de intervención quirúrgica

Artículo 57 Concepto

La ayuda económica con ocasión de intervención quirúrgica consistirá en la 
entrega a sus beneficiarios de una cantidad a tanto alzado para atender los 
gastos motivados por las intervenciones de tal carácter que se determinan.

Téngase en cuenta que la ayuda económica con ocasión de intervención 
quirúrgica ha sido suprimida por R.D. 43/1984, 4 enero («B.O.E.» 11 
enero), sobre ampliación de la acción protectora de cobertura obligatoria en 
el Régimen Especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta 
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propia o autónomos. 

Artículo 58 Beneficiarios

Tendrán derecho a esta ayuda las personas incluidas en el campo de aplicación 
de este régimen especial que cumplan las condiciones generales exigidas en 
el artículo 28 de este Decreto y el período mínimo de cotización establecido 
en el artículo 30 del mismo, tanto por las intervenciones quirúrgicas que 
sufran ellos mismos como por aquellas que se practiquen a los familiares que 
a continuación se determinan:

• a) Cónyuge e hijos menores de dieciocho años o incapacitados para el 
trabajo con carácter permanente y absoluto que convivan con el beneficiario 
y a sus expensas.

• b) Nietos y hermanos menores de dieciocho años o incapacitados para 
el trabajo con carácter permanente y absoluto, huérfanos de padre, que 
convivieran con el beneficiario y a sus expensas al menos con dos años de 
antelación a la fecha en que se entienda causada la ayuda, o desde la muerte 
del familiar con el que convivieran antes si ésta hubiese ocurrido dentro de 
dicho período.

• c) Madres y abuelas viudas, casadas, cuyo marido esté incapacitado para 
el trabajo con carácter permanente y absoluto, o solteras, y padre y abuelos 
que tengan cumplidos los sesenta años de edad o se hallen incapacitados 
para el trabajo con el carácter antes indicado, siempre que unas y otros 
convivieran con el beneficiario y a sus expensas con la antelación señalada 
en el apartado anterior.

Téngase en cuenta que la ayuda económica con ocasión de intervención 
quirúrgica ha sido suprimida por R.D. 43/1984, 4 enero («B.O.E.» 11 
enero), sobre ampliación de la acción protectora de cobertura obligatoria en 
el Régimen Especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos

Artículo 59 Condición especial, unidad y derecho de resarcimiento

Uno. El derecho a la ayuda económica por intervención quirúrgica estará 
condicionada a que la intervención o sus gastos no serán atendidos a cargo 
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de cualquier otro régimen de la Seguridad Social o de éste de Trabajadores 
Autónomos a través de la asistencia sanitaria a pensionistas, siempre que 
ello no sea consecuencia de dejación de derecho.

Dos. Por la misma intervención quirúrgica sólo podrá ser otorgada por 
este régimen especial una sola ayuda cuando pudieran ser más de una las 
personas en quienes concurran las condiciones para poder ser beneficiarios 
de la misma.

Tres. Cuando la intervención quirúrgica haya tenido como origen supuestos 
de hecho que impliquen responsabilidad criminal o civil de alguna persona, 
la Entidad gestora tendrá derecho a reclamar al tercero responsable o, 
en su caso, al subrogado legal o contractualmente en sus obligaciones el 
importe de la ayuda satisfecha por tal motivo. Para ejercitar este derecho 
de resarcimiento, la Entidad gestora tendrá plena facultad para personarse 
directamente en el procedimiento penal o civil seguido para hacer efectiva 
la indemnización, así como para promoverlo directamente, considerándose 
como tercero perjudicado al afecto del artículo ciento cuatro del Código Penal.

Téngase en cuenta que la ayuda económica con ocasión de intervención 
quirúrgica ha sido suprimida por R.D. 43/1984, 4 enero («B.O.E.» 11 
enero), sobre ampliación de la acción protectora de cobertura obligatoria en 
el Régimen Especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos. 

Artículo 60 Intervenciones quirúrgicas que dan derecho a la 
prestación y cuantía de ésta

Las intervenciones que dan derecho a la ayuda y la cuantía de ésta serán 
determinadas con sujeción a un baremo que al efecto se establezca por el 
Ministerio de Trabajo sin que dicha cuantía pueda ser superior a cien mil 
pesetas (100.000 pesetas) ni inferior a dos mil pesetas (2.000 pesetas).

Artículo 60 redactado por R.D. 2398/1976, 1 octubre («B.O.E.» 26 octubre), 
por el que se perfecciona el Régimen Especial de la Seguridad Social de 
los trabajadores por cuenta propia o autónomos.Téngase en cuenta que la 
ayuda económica con ocasión de intervención quirúrgica ha sido suprimida 
por R.D. 43/1984, 4 enero («B.O.E.» 11 enero), sobre ampliación de la acción 
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protectora de cobertura obligatoria en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos. 

SECCIÓN 7

Asistencia sanitaria a pensionistas

Artículo 61 Objeto

objeto la prestación de los servicios médicos y farmacéuticos conducentes a 
conservar o restablecer la salud de los beneficiarios de la misma.

Artículo 62 Beneficiarios

Serán beneficiarios de esta prestación:

• a) Los pensionistas de este régimen especial como titulares.

• b) Sus familiares y asimilados en quienes concurran el parentesco o 
asimilación y demás condiciones exigidas, a igual efecto, por el Régimen 
General de la Seguridad Social.

Artículo 63 Contenido de la prestación

La asistencia sanitaria será prestada con igual amplitud que en el Régimen 
General de la Seguridad Social se otorgue a los pensionistas y sus familiares 
o asimilados.

SECCIÓN 8

Asistencia Social

Artículo 64 Concepto

Este régimen especial, con cargo a los fondos que a tal efecto se determinen, 
podrá dispensar a las personas incluidas en su campo de aplicación y a los 
familiares o asimilados que de ellos dependan los auxilios económicos que en 
atención a estados y situaciones de necesidad se consideren precisos, previa 
demostración, salvo en casos de urgencia, de que el interesado carece de 
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los recursos indispensables para hacer frente a tales estados y situaciones.

Artículo 65 Condiciones para ser beneficiario, contenido y fondo de 
la Asistencia Social

En las disposiciones de aplicación y desarrollo del presente Decreto se 
determinarán las condiciones para ser beneficiario de la asistencia social, el 
contenido de la misma y el fondo con cargo al cual ha de dispensarse.

SECCIÓN 9

Servicios sociales

Artículo 66 Disposición general

La prestación de los servicios sociales se llevará a cabo mediante la debida 
coordinación con los del régimen general, colaborando en la forma que se 
determine en la ejecución de los programas generales relativos a dichos 
servicios.

CAPÍTULO VI

Gestión

Artículo 67 Entidades gestoras

Uno. .....

Número 1º del artículo 67 derogado por R.D. 2564/1977, 6 octubre («B.O.E.» 
10 octubre), sobre nueva estructura de Gestión en el Mutualismo Laboral y 
racionalización de la competencia de algunos Regímenes especiales de la 
Seguridad Social.

Dos. A cada una de las Mutualidades Laborales a que se refiere el número 
anterior se incorporarán, respectivamente, los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos cuya actividad esté encuadrada en los grupos integrados 
en los Sindicatos que se determinen por el Ministerio de Trabajo.

Tres. Las referidas Mutualidades podrán ser integradas en el campo de 
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actividad de la Caja de Compensación y Reaseguro de las Mutualidades 
Laborales, en el tiempo y bajo las condiciones que se determinen por el 
Ministerio de Trabajo.

Artículo 68 Naturaleza, capacidad, beneficios y exenciones

Uno. Las Mutualidades Laborales de Trabajadores Autónomos de Servicios, 
de la Industria y de las Actividades Directas para el Consumo tendrán la 
naturaleza de Corporaciones de interés público, con plena capacidad jurídica y 
patrimonial para el cumplimiento de sus fines, de acuerdo, respectivamente, 
con lo establecido en el número dos del artículo 39 y en el número dos del 
artículo 38 de la Ley de la Seguridad Social.

Dos. De conformidad con lo preceptuado en el número uno del artículo 
treinta y ocho de la Ley de la Seguridad Social, dichas Mutualidades se 
considerarán incluidas en el apartado c) del artículo 5.º de la Ley de 26 de 
diciembre de 1958.

Tres. De acuerdo con lo dispuesto en el número dos del citado artículo 38, las 
expresadas Mutualidades de Trabajadores Autónomos gozarán del beneficio 
de pobreza a efectos jurisdiccionales y disfrutarán, en la misma medida que 
el Estado, de exención tributaria absoluta, incluidas las tasas y exacciones 
parafiscales que puedan gravar en favor del Estado y Corporaciones Locales 
y demás entes públicos los actos que realicen o los bienes que adquieran 
o posean afectos a sus fines, siempre que los tributos o exacciones de que 
se trate recaigan directamente sobre las mutualidades en concepto legal 
de contribuyente y sin que sea posible legalmente la traslación de la carga 
tributaria a otras personas; gozarán, finalmente, en la misma medida que el 
Estado de franquicia postal y de especial tasa telegráfica.

Artículo 69 Órganos de gobierno

Uno. Los Organos colegiados de gobierno de las Mutualidades Laborales de 
Trabajadores Autónomos de Servicios, de la Industria y de las Actividades 
Directas para el Consumo serán, en cada una de ellas, los siguientes:

La Asamblea General, la Junta Rectora, la Comisión Delegada de la Junta 
Rectora y las Comisiones Provinciales.
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Su competencia y funciones serán las que reglamentariamente se determinen.

Dos. De conformidad con lo dispuesto en el artículo cuarenta y uno de la 
Ley de la Seguridad Social, los Organos de gobierno estarán formados por 
vocales electivos, natos y de libre designación conforme a las normas y 
en la proporción que apruebe el Ministerio de Trabajo, previo informe de 
la Organización Sindical. En todo caso, los vocales electivos constituirán 
mayoría.

Artículo 70 Competencia de las Entidades gestoras

La gestión de todas las contingencias y situaciones que constituyen la acción 
protectora de este régimen especial de la Seguridad Social será asumida por 
las Mutualidades Laborales de Trabajadores Autónomos de Servicios, de la 
Industria y de las Actividades Directas para el Consumo, sin perjuicio de que 
éstas puedan establecer los conciertos previstos por la Ley de la Seguridad 
Social.

En todo caso, la prestación de asistencia sanitaria a los pensionistas se 
concertará con el Instituto Nacional de Previsión.

CAPÍTULO VII

Régimen económico-administrativo

Artículo 71 Disposición general

A efectos del régimen económico-administrativo de este régimen especial, 
se estará a lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley de la Seguridad Social, y 
a lo establecido por el Decreto 3336/1968, de 26 de diciembre (BOE del día 
27 de enero de 1969), por el que se regula el procedimiento con arreglo al 
cual habrán de llevarse, intervenirse y rendirse las cuentas y balances de la 
Seguridad Social.

CAPÍTULO VIII

Régimen económico-financiero

Artículo 72 Sistema financiero
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Uno. El sistema financiero de este Régimen Especial será de reparto y su 
cuota se revisará periódicamente para mantener la necesaria adecuación 
entre los recursos y las obligaciones del mismo. Los períodos de reparto 
coincidirán con los del régimen general de la Seguridad Social.

Dos. Para garantizar la estabilidad financiera durante el período de vigencia 
del tipo de cotización, se constituirán los correspondientes fondos de 
nivelación, con cargo a los resultados económicos de cada ejercicio, mediante 
la acumulación financiera de las diferencias anuales entre la cuota media y 
la natural prevista.

Asimismo, con cargo a dichos resultados y una vez atendidos los fondos de 
nivelación, se constituirán fondos de garantía para suplir posibles déficits de 
cotización o excesos anormales de siniestralidad.

Artículo 73 Asignación a las Entidades gestoras

Para el cumplimiento de los fines de la Seguridad Social, cuya gestión le está 
encomendada, se asignan a cada Entidad gestora de este régimen especial 
los siguientes medios económicos, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo cuarenta y nueve de la Ley de la Seguridad Social:

•	

• a) Los bienes, derechos y acciones de que disponga cada una de ellas al 
entrar en vigor este régimen especial.

•	

• b) Los que obtengan como consecuencia de las cotizaciones o de recursos 
de cualquier género que se les atribuya en virtud del presente Decreto y 
disposiciones complementarias.

•	

• c) Los que en el futuro puedan asignárseles en virtud de disposiciones 
especiales.

Artículo 74 Recursos para la financiación
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Los recursos económicos para la financiación de este régimen especial de la 
Seguridad Social y su asignación a las Entidades gestoras del mismo, serán 
los siguientes:

• a) Las cotizaciones de las personas obligadas que se encuentren 
encuadradas en sus respectivos ámbitos.

• b) Los frutos, rentas e intereses y cualquier otro producto de sus respectivos 
recursos patrimoniales.

• c) Las donaciones, legados, subvenciones o cualesquiera otros ingresos 
que se otorguen a cada una de ellas.

Artículo 75 Inversiones y créditos laborales

Uno. En materia de inversiones, se estará a lo dispuesto en el artículo 
cincuenta y tres de la Ley de la Seguridad Social.

Dos. A efectos de inversiones, y de conformidad con lo establecido en 
el número uno del citado artículo, entre las finalidades de carácter social 
quedará incluida, en todo caso, la concesión por las Mutualidades Laborales 
gestoras de este régimen especial, de créditos laborales a los trabajadores 
comprendidos en las mismas.

La concesión de los créditos laborales se regirá por lo que a tal efecto se 
disponga en las normas de aplicación y desarrollo del presente Decreto.

CAPÍTULO IX

Faltas y sanciones

Artículo 76 Disposición general

En materia de faltas y sanciones, se estará a lo dispuesto para el régimen 
general de la Seguridad Social, sin perjuicio de las adaptaciones que 
reglamentariamente pudieran realizarse en atención a las características de 
este régimen especial.

DISPOSICIÓN ADICIONAL
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo catorce y en el número uno 
del artículo setenta y dos de este Decreto, para el primer período de reparto, 
que comprenderá desde la fecha de efectos de este régimen especial, hasta 
el 31 de diciembre de 1971, el tipo único de cotización para todo el ámbito 
de cobertura de dicho régimen será del catorce por ciento.

DISPOSICIONES FINALES

Primera

Uno. En aplicación de lo previsto en el número tres de la disposición final 
primera de la Ley de la Seguridad Social de 21 de abril de 1966, este Régimen 
Especial tendrá efectos a partir del día primero de octubre de 1970.

Dos. De conformidad con lo establecido en el artículo cuarto de la Ley 
de la Seguridad Social, se faculta al Ministerio de Trabajo para dictar las 
disposiciones necesarias para la aplicación y desarrollo del presente Decreto.

Segunda

Quedan derogados los Decretos 1167/1960, de 23 de junio (BOE del 27), 
1731/1961, de 6 de septiembre (BOE del 22), y cuantas disposiciones se 
opongan a lo dispuesto en el presente Decreto, a partir de la fecha de efectos 
del régimen especial que el mismo regula.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera

Uno. .....Párrafo 1º del número 1 de la Disposición Transitoria 1ª derogado 
por R.D. 225/1989, 3 marzo («B.O.E.» 8 marzo), sobre condiciones de 
incorporación al sistema de la Seguridad Social de los socios trabajadores de 
cooperativas de trabajo asociado.

Las responsabilidades subsidiarias establecidas para las compañías en el 
número dos del artículo nueve y en el número dos del artículo doce de este 
Decreto serán de aplicación a las Cooperativas con respecto a sus socios.

Dos. .....
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Número 2 de la Disposición Transitoria 1ª derogado por R.D. 225/1989, 3 
marzo («B.O.E.» 8 marzo), sobre condiciones de incorporación al sistema 
de la Seguridad Social de los socios trabajadores de cooperativas de trabajo 
asociado.

Segunda

Uno. Quienes, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo once de los 
anteriores Estatutos de las Mutualidades Laborales de Trabajadores 
Autónomos, tuvieran la condición de Mutualistas, la conservarán y seguirán 
rigiéndose a todos los efectos, por los citados Estatutos sin alteración de los 
derechos y obligaciones dimanantes de su respectivo contrato.

Dos. Quienes en la fecha de efectos iniciales de este régimen especial reúnan 
las condiciones determinantes de su inclusión en el campo de aplicación del 
mismo y tuviesen vigente en tal momento contrato del artículo veintiuno 
del Reglamento General del Mutualismo Laboral o convenio especial con 
alguna de las Mutualidades Laborales de Trabajadores por cuenta ajena que 
hubiese sido suscrito al amparo del derecho de opción que otorgaban las 
Ordenes de 25 de marzo y 7 de octubre de 1963 (BOE del 11 de abril y 18 
de noviembre, respectivamente), podrán optar entre incorporarse a dicho 
régimen especial con encuadramiento en la correspondiente Mutualidad 
Laboral de Trabajadores Autónomos o mantener su situación anterior.

La opción en favor de la incorporación a este régimen especial deberá 
ejercitarse dentro del plazo de dos meses, contados a partir de la fecha de 
efectos iniciales del mismo, mediante comunicación a ambas Mutualidades 
afectadas; dicha opción surtirá efectos a partir del día uno del mes siguiente al 
de su ejercicio, siempre que en tal fecha sigan concurriendo en el interesado 
las condiciones determinantes de su inclusión en el campo de aplicación de 
este régimen especial. De no ejercitarse la opción en el referido plazo, se 
entenderá efectuada en favor del mantenimiento de su situación anterior.

Tercera

Uno. En tanto por el Gobierno se establezcan las bases de cotización 
previstas en el número uno del artículo quince de este Decreto, continuarán 
vigentes las determinadas en el artículo quinto de la Orden de 11 de octubre 
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de 1967 (BOE del 20), con la salvedad de que la base mínima será la de tres 
mil quinientas pesetas mensuales.

Dos. No obstante lo establecido en el número anterior, quienes a la entrada 
en vigor de este régimen especial se encuentren en la situación regulada 
en la disposición transitoria primera de los Estatutos de las Mutualidades 
Laborales de Trabajadores Autónomos, aprobados por Orden de 30 de mayo 
de 1962 (BOE de 13 de junio) y modificada por el artículo séptimo de la 
referida Orden de 11 de octubre de 1967, continuarán, a efectos de sus 
bases de cotización en la misma situación sin perjuicio de las actualizaciones 
correspondientes que a dichos efectos determine el Ministerio de Trabajo al 
ser establecidas por el Gobierno nuevas bases de cotización.

Cuarta

Uno. Las cotizaciones efectuadas al anterior régimen de las Mutualidades 
Laborales de Trabajadores Autónomos se computarán para el disfrute de las 
prestaciones del régimen especial que regula el presente Decreto.

Dos. Cuando el período mínimo de cotización exigido en el nuevo régimen 
para tener derecho a una prestación, fuese superior al requerido en la 
legislación anterior, se aplicará aquél de modo paulatino; para ello, se partirá 
en la fecha en que tenga efectos dicho régimen del período de cotización 
anteriormente exigido, y se determinará el aplicable en cada caso concreto 
añadiendo en tal período la mitad de los meses transcurridos entre la citada 
fecha y aquella en que se entienda causada la prestación; dicha regla se 
aplicará hasta el momento en que el período de cotización así resultante sea 
igual al implantado por este régimen especial.

Cuando el período de cotización exigido en el nuevo régimen fuese inferior al 
requerido en el anterior, se aplicará aquél de modo inmediato.

Quinta

La base reguladora de las prestaciones cuyo período mínimo de cotización 
sea el de aplicación paulatina determinado en el número dos de la disposición 
transitoria anterior, se calculará de la siguiente forma:

Será el cociente que resulte de dividir por el número de meses exigido como 
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período mínimo de cotización, para la respectiva prestación, la suma de las 
bases de cotización del trabajador durante un período ininterrumpido de 
igual número de meses naturales, aunque dentro del mismo existan lapsos 
en los que no haya habido obligación de cotizar. Este último período será 
elegido por el interesado dentro de los diez años inmediatamente anteriores 
a la fecha en que se entienda causada la prestación, salvo que se trate de la 
pensión de vejez para la que será, en todo caso, el período inmediatamente 
anterior a dicha fecha.

Sexta

Uno. Los trabajadores incluidos en el campo de aplicación de este régimen 
especial, procedentes del régimen anterior de las Mutualidades Laborales 
de Trabajadores Autónomos, que en la fecha de entrada en vigor de aquél 
tuvieran cumplida la edad de sesenta y cinco años y cubiertos el período de 
carencia y demás requisitos exigidos por tal régimen anterior para causar la 
pensión de jubilación del mismo podrán optar entre acogerse a dicho régimen 
especial o continuar rigiéndose, a efectos de causar la indicada prestación, 
por el referido régimen anterior.

Las personas a las que se reconoce tal derecho de opción podrán ejercitarlo 
en la fecha en que soliciten su jubilación, siempre que en la misma siga 
reuniendo las condiciones exigidas.

Dos. Los trabajadores incluidos en el campo de aplicación de este régimen 
especial, procedentes del régimen anterior de las Mutualidades Laborales 
de Trabajadores Autónomos, que en la fecha de entrada en vigor de aquél 
tuviesen cumplida la edad de sesenta años y cubierto el período de carencia 
exigido por tal régimen anterior, para causar la pensión de jubilación del 
mismo podrán optar al solicitar la pensión de vejez de dicho régimen especial 
que causen, entre acogerse a uno u otro de tales regímenes a efectos de la 
fijación del porcentaje aplicable para determinar la cuantía de su pensión de 
vejez.

Séptima

En tanto por el Ministerio de Trabajo no se determine un nuevo encuadramiento 
a efectos de lo previsto en el número dos del artículo sesenta y siete del 
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presente Decreto, continuará en vigor el establecido en el artículo primero de 
la Orden de once de octubre de mil novecientos sesenta y siete.

Octava

Los Organos de Gobierno de las Mutualidades Laborales de Trabajadores 
Autónomos mantendrán su Régimen anterior, sin perjuicio de que sus 
facultades quedaran referidas a las correspondientes materias de este 
Régimen especial en tanto se dicten por el Ministerio de Trabajo las 
correspondientes normas reglamentarias.

Norma afectada por

Corregido por

BOE 30 Septiembre. Corrección de errores del Decreto 2530/1970, de 
20 Ago. (se regula el régimen especial de la S.S. de los trabajadores 
por cuenta propia o autónomos)

Afectaciones recientes

1/1/2008  RDLeg. 1/1994 de 20 Jun. (TR Ley General de la Seguridad 
Social)

Téngase en cuenta que la disposición adicional octava de la Ley General de la 
Seguridad Social, en la redacción dada por la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, 
de medidas en materia de Seguridad Social, y modificado su número 4 por 
la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2011 establece que:

1. Será de aplicación a todos los regímenes que integran el sistema de la 
Seguridad Social lo dispuesto en los artículos 137, apartados 2 y 3; 138; 140, 
apartados 1, 2 y 3; 143; 161, apartados 1.b), 2 y 3; 161 bis, apartado 1; 
162, apartados 1.1, 2, 3, 4 y 5; 163; 165; 174; 174 bis; 175; 176, apartado 
4; 177, apartado 1, segundo párrafo; y 179. Igualmente serán de aplicación 
las normas sobre las prestaciones familiares contenidas en el capítulo IX del 
título II; las disposiciones adicionales séptima bis y cuadragésima tercera 
y las disposiciones transitorias cuarta, párrafo primero, quinta, apartado 1, 
quinta bis, sexta bis y decimosexta.
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No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, se exceptúa la aplicación a 
los regímenes especiales de lo previsto en el artículo 138 en el último párrafo 
de su apartado 2, así como lo regulado por su apartado 5.

(...)

4. Lo previsto en los artículos 134, 135, 135 bis, 135 ter, 135 quater y 
166 será aplicable, en su caso, a los trabajadores por cuenta ajena de los 
regímenes especiales. Lo previsto en los artículos 112 bis y 162.6 será 
igualmente aplicable a los trabajadores por cuenta ajena de los regímenes 
especiales con excepción de los incluidos en los Regímenes Especiales Agrario 
y de Empleados de Hogar. Asimismo, lo dispuesto en los artículos 134, 135, 
135 bis, 135 ter, 135 quater y 166 resultará de aplicación a los trabajadores 
por cuenta propia incluidos en los Regímenes Especiales de Trabajadores del 
Mar y de Trabajadores por cuenta propia o Autónomos, en los términos y 
condiciones que se establezcan reglamentariamente.

5. Lo previsto en el último párrafo del apartado 2 y en el apartado 4 del 
artículo 139 será de aplicación a todos los regímenes que integran el sistema 
de la Seguridad Social. A efectos de determinar el importe mínimo de la 
pensión y del cálculo del complemento a que se refieren, respectivamente, 
dichos apartados se tomará en consideración como base mínima de 
cotización la vigente en cada momento en el Régimen General, cualquiera 
que sea el régimen con arreglo a cuyas normas se reconozcan las pensiones 
de incapacidad permanente total y de gran invalidez.

1/1/2004  RD 1505/2003 de 28 Nov. (inclusión miembros del Cuerpo 
único de Notarios en el régimen especial de la S.S. de trabajadores 
por cuenta propia o autónomos)

Véase el R.D. 1505/2003, de 28 de noviembre, por el que se establece 
la inclusión de los miembros del Cuerpo único de Notarios en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos («B.O.E.» 18 diciembre). 

27/4/2003  RD 463/2003 de 25 Abr. (reconocimiento del incremento 
de la pensión de incapacidad permanente total para la profesión 
habitual para los trabajadores por cuenta propia)
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Párrafo 3.º del número uno del artículo 38 introducido por el artículo tercero 
del R.D. 463/2003, de 25 de abril, sobre reconocimiento del incremento de 
la pensión de incapacidad permanente total para la profesión habitual para 
los trabajadores por cuenta propia («B.O.E.» 26 abril). Téngase en cuenta 
que su disposición adicional establece que el incremento de la pensión de 
incapacidad permanente total para la profesión habitual, únicamente será 
de aplicación a las situaciones de incapacidad permanente que se declaren a 
partir del 1 de enero de 2003. 

19/1/2003  L 30/1995 de 8 Nov. (ordenación y supervisión de 
seguros privados)

Téngase en cuenta la disposición adicional decimoquinta de la Ley 30/1995, 
de 8 de noviembre, de ordenación y supervisión de los seguros privados 
(«B.O.E.» 9 noviembre), sobre integración en la Seguridad Social de los 
colegiados en Colegios Profesionales. 

1/1/1997  RD 84/1996 de 26 Ene. (Reglamento general sobre 
inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de 
datos de trabajadores en la Seguridad Social)

Artículo 13 derogado por el apartado 2 del número 1 de la disposicion 
derogatoria del R.D. 84/1996, 26 enero, por el que se aprueba el Reglamento 
general sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones 
de datos de trabajadores en la Seguridad Social («B.O.E.» 27 febrero).

1/3/1996  RD 43/1984 de 4 Ene. (ampliación de la acción protectora 
de cobertura obligatoria en el Régimen Especial de trabajadores 
autónomos)

Téngase en cuenta que la ayuda económica con ocasión de intervención 
quirúrgica ha sido suprimida por R.D. 43/1984, 4 enero («B.O.E.» 11 
enero), sobre ampliación de la acción protectora de cobertura obligatoria en 
el Régimen Especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos. Téngase en cuenta que la ayuda económica con ocasión 
de intervención quirúrgica ha sido suprimida por R.D. 43/1984, 4 enero 
(«B.O.E.» 11 enero), sobre ampliación de la acción protectora de cobertura 
obligatoria en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los trabajadores 
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por cuenta propia o autónomos. Téngase en cuenta que la ayuda económica 
con ocasión de intervención quirúrgica ha sido suprimida por R.D. 43/1984, 
4 enero («B.O.E.» 11 enero), sobre ampliación de la acción protectora de 
cobertura obligatoria en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
trabajadores por cuenta propia o autónomos. Téngase en cuenta que la 
ayuda económica con ocasión de intervención quirúrgica ha sido suprimida 
por R.D. 43/1984, 4 enero («B.O.E.» 11 enero), sobre ampliación de la 
acción protectora de cobertura obligatoria en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos. 
Téngase en cuenta que la ayuda económica con ocasión de intervención 
quirúrgica ha sido suprimida por R.D. 43/1984, 4 enero («B.O.E.» 11 
enero), sobre ampliación de la acción protectora de cobertura obligatoria en 
el Régimen Especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos. Téngase en cuenta que la ayuda económica con ocasión 
de intervención quirúrgica ha sido suprimida por R.D. 43/1984, 4 enero 
(«B.O.E.» 11 enero), sobre ampliación de la acción protectora de cobertura 
obligatoria en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los trabajadores 
por cuenta propia o autónomos. Téngase en cuenta que la ayuda económica 
con ocasión de intervención quirúrgica ha sido suprimida por R.D. 43/1984, 
4 enero («B.O.E.» 11 enero), sobre ampliación de la acción protectora de 
cobertura obligatoria en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
trabajadores por cuenta propia o autónomos.

30/12/1994 RD 2110/1994 de 28 Oct. (modificación de la regulación 
de los regímenes especiales de la S.S. de trabajadores por cuenta 
propia o autónomos, agrario y empleados de hogar)

Artículo 10 redactado por el artículo 5 del R.D. 2110/1994, 28 octubre, por 
el que se modifica determinados aspectos de la regulación de los regímenes 
especiales de la Seguridad Social de trabajadores por cuenta propia o 
autónomos, agrario y empleados de hogar («B.O.E.» 10 diciembre). Artículo 
13 redactado por el artículo 5 del R.D. 2110/1994, 28 octubre, por el que se 
modifica determinados aspectos de la regulación de los regímenes especiales 
de la Seguridad Social de trabajadores por cuenta propia o autónomos, 
agrario y empleados de hogar («B.O.E.» 10 diciembre). 

Otras afectaciones anteriores
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RD 84/1996 de 26 Ene. (Reglamento general sobre inscripción 
de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de 
trabajadores en la Seguridad Social)

Artículo 6 derogado por R.D. 84/1996, 26 enero («B.O.E.» 27 febrero), por 
el que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción de empresas y 
afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad 
Social.Artículo 7 derogado por R.D. 84/1996, 26 enero («B.O.E.» 27 febrero), 
por el que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción de empresas 
y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la 
Seguridad Social.Artículo 8 derogado por R.D. 84/1996, 26 enero («B.O.E.» 
27 febrero), por el que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción 
de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores 
en la Seguridad Social.Artículo 9 derogado por R.D. 84/1996, 26 enero 
(«B.O.E.» 27 febrero), por el que se aprueba el Reglamento General sobre 
inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de 
trabajadores en la Seguridad Social.Artículo 10 derogado por R.D. 84/1996, 
26 enero («B.O.E.» 27 febrero), por el que se aprueba el Reglamento General 
sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos 
de trabajadores en la Seguridad Social.Letra a) del número 3º del artículo 28 
derogada por el apartado 2 del número 1 del R.D. 84/1996, 26 enero, por 
el que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción de empresas y 
afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad 
Social («B.O.E.» 27 febrero).

RD 2064/1995 de 22 Dic. (Reglamento general sobre cotización y 
liquidación de otros derechos de la S.S.)

Artículo 11 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 
1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y 
Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social.Artículo 12 derogado 
por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 1996), por el que 
se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y Liquidación de otros 
derechos de la Seguridad Social.Artículo 14 derogado por R.D. 2064/1995, 
22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 1996), por el que se aprueba el Reglamento 
General sobre Cotización y Liquidación de otros derechos de la Seguridad 
Social.Artículo 15 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 
enero 1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización 
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y Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social.Artículo 16 derogado 
por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 1996), por el que 
se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y Liquidación de otros 
derechos de la Seguridad Social.Artículo 17 derogado por R.D. 2064/1995, 
22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 1996), por el que se aprueba el Reglamento 
General sobre Cotización y Liquidación de otros derechos de la Seguridad 
Social.Artículo 18 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 
enero 1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización 
y Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social.Artículo 19 derogado 
por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 1996), por el que 
se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y Liquidación de otros 
derechos de la Seguridad Social.Artículo 20 derogado por R.D. 2064/1995, 
22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 1996), por el que se aprueba el Reglamento 
General sobre Cotización y Liquidación de otros derechos de la Seguridad 
Social.Artículo 21 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 
enero 1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización 
y Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social.Artículo 22 derogado 
por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 1996), por el que 
se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y Liquidación de otros 
derechos de la Seguridad Social.Artículo 23 derogado por R.D. 2064/1995, 
22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 1996), por el que se aprueba el Reglamento 
General sobre Cotización y Liquidación de otros derechos de la Seguridad 
Social.Artículo 24 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 
enero 1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización 
y Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social.Artículo 25 derogado 
por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 1996), por el que 
se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y Liquidación de otros 
derechos de la Seguridad Social.Artículo 26 derogado por R.D. 2064/1995, 
22 diciembre («B.O.E.» 25 enero 1996), por el que se aprueba el Reglamento 
General sobre Cotización y Liquidación de otros derechos de la Seguridad 
Social.Artículo 13 derogado por R.D. 2064/1995, 22 diciembre («B.O.E.» 25 
enero 1996), por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización 
y Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social. Posteriormente se 
reitera su derogación por R.D. 84/1996, 26 enero («B.O.E.» 27 febrero), por 
el que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción de empresas y 
afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad 
Social.
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RD 2110/1994 de 28 Oct. (modificación de la regulación de los 
regímenes especiales de la S.S. de trabajadores por cuenta propia o 
autónomos, agrario y empleados de hogar)

Número 3º del artículo 28 redactado por el artículo 5 del R.D. 2110/1994, 
28 octubre, de modificación de determinados aspectos de la regulación de 
los Regímenes Especiales de la Seguridad Social de trabajadores por cuenta 
propia o autónomos, agrarios y de empleados del hogar («B.O.E.» 10 
diciembre).

RD 356/1991 de 15 Mar. (desarrollo en materia de prestaciones por 
hijo a cargo de la L 26/1990 de 20 Dic., de establecimiento en la S.S. 
de prestaciones no contributivas)

Número 3º del artículo 27 derogado por R.D. 356/1991, 15 marzo («B.O.E.» 
21 marzo), de desarrollo, en materia de prestaciones por hijo a cargo, de la 
Ley 26/1990, de 20 de diciembre, por la que se establecen en la Seguridad 
Social prestaciones no contributivas.Letra c) del número 1º del artículo 30 
derogada por R.D. 356/1991, 15 marzo («B.O.E.» 21 marzo), de desarrollo, 
en materia de prestaciones por hijo a cargo, de la Ley 26/1990, de 20 de 
diciembre, por la que se establecen en la Seguridad Social prestaciones no 
contributivas.Artículo 52 derogado por R.D. 356/1991, 15 marzo («B.O.E.» 
21 marzo), de desarrollo, en materia de prestaciones por hijo a cargo, de la 
Ley 26/1990, de 20 de diciembre, por la que se establecen en la Seguridad 
Social prestaciones no contributivas.Artículo 53 derogado por R.D. 356/1991, 
15 marzo («B.O.E.» 21 marzo), de desarrollo, en materia de prestaciones 
por hijo a cargo, de la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, por la que se 
establecen en la Seguridad Social prestaciones no contributivas.Artículo 54 
derogado por R.D. 356/1991, 15 marzo («B.O.E.» 21 marzo), de desarrollo, 
en materia de prestaciones por hijo a cargo, de la Ley 26/1990, de 20 de 
diciembre, por la que se establecen en la Seguridad Social prestaciones no 
contributivas.Artículo 55 derogado por R.D. 356/1991, 15 marzo («B.O.E.» 
21 marzo), de desarrollo, en materia de prestaciones por hijo a cargo, de la 
Ley 26/1990, de 20 de diciembre, por la que se establecen en la Seguridad 
Social prestaciones no contributivas.Artículo 56 derogado por R.D. 356/1991, 
15 marzo («B.O.E.» 21 marzo), de desarrollo, en materia de prestaciones por 
hijo a cargo, de la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, por la que se establecen 
en la Seguridad Social prestaciones no contributivas.
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RD 225/1989 de 3 Mar. (incorporación al sistema de la S.S. de los 
socios trabajadores de cooperativas de trabajo asociado)

Párrafo 1º del número 1 de la Disposición Transitoria 1ª derogado por R.D. 
225/1989, 3 marzo («B.O.E.» 8 marzo), sobre condiciones de incorporación 
al sistema de la Seguridad Social de los socios trabajadores de cooperativas 
de trabajo asociado.Número 2 de la Disposición Transitoria 1ª derogado 
por R.D. 225/1989, 3 marzo («B.O.E.» 8 marzo), sobre condiciones de 
incorporación al sistema de la Seguridad Social de los socios trabajadores de 
cooperativas de trabajo asociado.

RD 2504/1980 de 24 Oct. (modificación del D 2530/1970 de 20 
Ago., regulador del Régimen Especial de la S.S. de trabajadores 
autónomos)

Número 3º del artículo 2 redactado por R.D. 2504/1980, 24 octubre («B.O.E.» 
18 noviembre), de modificación del D. 2530/1970, de 20 de agosto, que 
regula el régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 
Autónomos.Artículo 3 redactado por R.D. 2504/1980, 24 octubre («B.O.E.» 
18 noviembre), de modificación del D. 2530/1970, de 20 de agosto, que 
regula el régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 
Autónomos.

RD 2564/1977 de 6 Oct. (se establece la estructura del Mutualismo 
Laboral y se racionaliza la competencia de algunos regímenes 
especiales de la S.S.)

Número 1º del artículo 67 derogado por R.D. 2564/1977, 6 octubre («B.O.E.» 
10 octubre), sobre nueva estructura de Gestión en el Mutualismo Laboral y 
racionalización de la competencia de algunos Regímenes especiales de la 
Seguridad Social.

RD 1074/1977 de 23 Abr. (se modifica el art. 27 del D. 20 Ago. 1970, 
regulador del Régimen Especial de los trabajadores autónomos: 
alcance de la acción protectora de la S.S.)

RD 2398/1976 de 1 Oct. (se perfecciona el Régimen Especial de la 
S.S. de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos)
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Artículo 60 redactado por R.D. 2398/1976, 1 octubre («B.O.E.» 26 octubre), 
por el que se perfecciona el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
trabajadores por cuenta propia o autónomos.

D 3088/1972 de 19 Oct. (períodos mínimos de cotización en el 
Régimen Especial de la S.S. de trabajadores autónomos)

Artículo 30 redactado por D. 3088/1972, 19 octubre («B.O.E.» 15 
noviembre), sobre aplicación paulatina de los períodos mínimos de cotización 
en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos.

OM 11 Mar. 1993 (incorporación en el Régimen de los Ingenieros 
Agrónomos que trabajen por cuenta propia y figuren adscritos al 
correspondiente colegio profesional)
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intervención o sus gastos no sean atendidos a cargo de cualquier otro régimen 
de la Seguridad Social, o de este de Trabajadores Autónomos, a través de la 
asistencia sanitaria a pensionistas, siempre que ello no sea consecuencia de 
dejación de derecho.

2. Por la misma intervención quirúrgica sólo podrá ser otogada por este 
Régimen Especial una sola ayuda cuando pudieran ser más de una las 
personas en quienes concurran las condiciones para poder ser beneficiarios 
de la misma.

3. Cuando la intervención qui 

BOE de 30 de septiembre de 1970 y corrección de errores de 17 de febrero 
de 1971)

[Documentación asociada]

El Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, 
previsto en el apartado c) del número 2 del artículo 10 de la Ley de la 
Seguridad Social de 21 de abril de 1966 ha sido regulado por el Decreto 
2530/1970, de 20 de agosto.

Dicho Decreto señala en su artículo 1.º que el aludido Régimen Especial se 
regirá por el Título Primero de la Ley de la Seguridad Social, el propio Decreto 
y sus disposiciones de aplicación y desarrollo, así como por las restantes 
normas generales de obligada observancia en el sistema de la Seguridad 
Social.

El Decreto, en el número 2 de su disposición final primera y de conformidad 
con lo establecido en el artículo 4.º de la Ley de la Seguridad Social, faculta 
a este Ministerio para dictar las disposiciones necesarias para su aplicación 

6.- ORDEN de 24 de septiembre de 1970, por la que se 
dictan normas para aplicación y desarrollo del Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por 

Cuenta Propia o Autónomos.
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y desarrollo.

En su virtud, a propuesta de la Dirección General de la Seguridad Social, este 
Ministerio ha tenido a bien disponer:

CAPÍTULO PRIMERO

Campo de aplicación

Artículo 1.º Concepto de trabajador por cuenta propia o autónomo. 
[Documentación asociada]

1. A los efectos del Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 
por Cuenta Propia o Autónomos, regulado por el Decreto 2530/1970, de 20 
de agosto (BOE de 15 de septiembre), y de conformidad con lo dispuesto en 
el mismo, se entenderá como trabajador por cuenta propia o autónomo aquel 
que realiza de forma habitual, personal y directa una actividad económica a 
título lucrativo, sin sujeción por ella a contrato de trabajo, y aunque utilice el 
servicio remunerado de otras personas. [Documentación asociada]

2. En caso de que se suspenda temporalmente el ejercicio de la actividad a 
que se refiere el número anterior, por incapacidad debida a enfermedad o 
accidente, se entenderá que subsiste la habitualidad durante los períodos 
que no excedan del último día del segundo mes natural siguiente a aquel 
en el que se haya iniciado la indicada suspensión. La habitualidad para los 
trabajadores que se ocupen en trabajos de temporada quedará referida a la 
duración normal de ésta. [Documentación asociada]

3. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que en el interesado concurre 
la condición de trabajador por cuenta propia o autónomo a efectos 
de este Régimen Especial, si el mismo figura integrado sindicalmente 
como tal u ostenta la titularidad de un establecimiento abierto al público 
como propietario, usufructuario, arrendatario u otro concepto análogo. 
[Documentación asociada]

Artículo 2.º Sujetos incluidos. [Documentación asociada]

1. Estarán obligatoriamente incluidos en este Régimen Especial de la 
Seguridad Social los españoles mayores de 18 años, cualquiera que sea su 
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sexo y estado civil, que a continuación se determinan:

1.º Los trabajadores por cuenta propia o autónomos, sean o no titulares de 
empresas individuales o familiares, siempre que en los mismos concurran los 
requisitos siguientes:

a) Que figuren integrados como tales trabajadores por cuenta propia o 
autónomos en la entidad sindical a la que corresponda el encuadramiento de 
su actividad. [Documentación asociada]

b) Que residan y ejerzan normalmente su actividad en territorio nacional. 
[Documentación asociada]

2.º El cónyuge y los parientes por consanguinidad o afinidad, hasta el tercer 
grado inclusive, de los trabajadores determinados en el punto anterior 
que de forma habitual, personal y directa colaboren con ellos mediante la 
realización de trabajos en la actividad de que se trate, siempre que no tengan 
la condición de asalariados respecto a aquéllos y cumplan los requisitos 
señalados en el apartado b) de dicho punto. [Documentación asociada]

3.º Los socios de las compañías regulares colectivas y los socios colectivos 
de las compañías comanditarias, cuando además de cumplir la sociedad, 
con respecto a sí mismos, el requisito de integración sindical que figura en 
el apartado a) del punto 1.º de este número, y los socios el señalado en su 
apartado b), trabajen en el negocio con tal carácter, a título lucrativo y de 
forma habitual personal y directa.

4.º Aquellos otros grupos de trabajadores por cuenta propia o autónomos 
que pueda disponerse por Decreto a propuesta del Ministro de Trabajo y oída 
la organización sindical.

2. La inclusión obligatoria en este Régimen Especial de las personas 
determinadas en el número anterior no quedará afectada por la realización 
simultánea por las mismas de otras actividades, por cuenta ajena o propia, 
que den lugar a su inclusión en alguno o algunos de los restantes Regímenes 
de la Seguridad Social. [Documentación asociada]

Artículo 3.º Súbditos de otros países. [Documentación asociada]
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1. Los trabajadores hispanoamericanos, portugueses, brasileños, andorranos 
y filipinos que residan y se encuentren legalmente en territorio español se 
equiparan a los españoles a efectos de su inclusión en este Régimen Especial 
de la Seguridad Social.

2. Respecto a los súbditos de otros países se estará a lo dispuesto en el 
número 4 del artículo 7.º de la Ley de la Seguridad Social de 21 de abril de 
1966, y demás normas de aplicación en la materia.

Artículo 4.º Exclusiones. [Documentación asociada]

Estarán excluidos de este Régimen Especial los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos cuya actividad como tales dé lugar a su inclusión en 
otros regímenes de la Seguridad Social.

1996-03-01[Redacciones]

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

CAPÍTULO II

Afilición, altas y bajas Derogado

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

SECCIÓN PRIMERA. NORMAS GENERALES Derogada

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.
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1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

Artículo 5.º Obligatoriedad. Derogado.[Documentación asociada]

1. La afiliación al sistema de la Seguridad Social es obligatoria para todas 
aquellas personas en quienes concurran las condiciones determinantes de su 
inclusión en el campo de aplicación de este Régimen Especial.

La solicitud de afiliación se formulará por dichas personas ante el Instituto 
Nacional de Previsión, a través de la Entidad Gestora de este Régimen 
Especial de la que se solicite el alta inicial, salvo en el supuesto de que las 
mismas ya estuviesen afiliadas con anterioridad.

2. Para las personas a que se refiere el número anterior será asimismo 
obligatorio solicitar de las Entidades Gestoras de este Régimen Especial las 
altas y bajas que puedan producirse cuando respectivamente concurran en 
ellas o dejen de concurrir las condiciones determinantes de su inclusión en el 
campo de aplicación de dicho Régimen.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

Artículo 6.º Personas obligadas. Derogado.

1. Corresponde a las personas incluidas en el campo de aplicación de 
este Régimen Especial el cumplimiento con respecto a sí mismas de las 
obligaciones a que se refiere el artículo anterior.
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2. No obstante, responderán subsidiariamente de dicho cumplimiento las 
persona determinadas en el punto 1.º del número 1 del artículo 2.º, con 
respecto a sus familiares determinados en el punto 2.º de dicho número, y 
las compañías a que se refiere el punto 3.º del mismo, con respecto a sus 
socios.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

Artículo 7.º Pluriactividad. Derogado.

El alta, así como la cotización, serán únicas para quienes realicen varias 
actividades de las que den lugar a la inclusión en el campo de aplicación 
de este Régimen Especial, y corresponderán solamente por una de aquellas 
actividades que elija el propio interesado.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

Artículo 8.º Procedimientos. Derogado.

1. La afiliación, altas y bajas se practicarán por las Entidades Gestoras 
correspondientes, a petición de las personas obligadas, principal o 
subsidiariamente, a instar dichos actos en la forma y plazos que se 
determinan en las Secciones 2.ª y 3.ª del presente Capítulo.

2. Las altas y bajas podrán efectuarse de oficio por las Entidades Gestoras de 
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este Régimen Especial, que podrán proponer asimismo al Instituto Nacional 
de Previsión las correspondientes afiliaciones cuando por consecuencia de 
la actuación de la Inspección de Trabajo o cualquier otro procedimiento se 
compruebe la inobservancia de dichas operaciones. Sin perjuicio del valor 
de los censos sindicales para la determinación de las distintas actividades 
profesionales y de lo establecido en el punto 3 del artículo 1.º, la inclusión de 
una persona en un censo o registro similar, aunque esté a cargo de entidades 
oficiales o sindicales no producirá efectos por sí sola ante este Régimen 
Especial de la Seguridad Social.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

Artículo 9.º Competencia. Derogado.

1. Corresponde a las Entidades Gestoras de este Régimen Especial el 
reconocimiento del derecho a las altas y bajas de los trabajadores.

2. Corresponde asimismo a las Entidades Gestoras de este Régimen Especial 
informar, con carácter vinculante, al Instituto Nacional de Previsión acerca 
de la procedencia del alta inicial de los trabajadores de dicho régimen, en 
cuanto condicionamiento a tener en cuenta por dicho Instituto en relación 
con lo dispuesto en el número 1 del artículo 5.º.

3. Los acuerdos de las Entidades Gestoras en las materias a que se refiere 
el presente artículo podrán ser impugnados ante la jurisdicción laboral en la 
forma y plazos determinados en la Ley de Procedimiento Laboral.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]
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Derogada por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

SECCIÓN 2.ª AFILIACIÓN Y ALTAS Derogada

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

Artículo 10. Nacimiento de la obligación de solicitar la afiliación y el alta. 
Derogado. [Documentación asociada]

La obligación de solicitar la afiliación, en su caso, y el alta en la Entidad 
Gestora correspondiente, nace desde el día en que concurren, en la persona 
de que se trate, las condiciones determinantes de su inclusión en el campo 
de aplicación de este Régimen Especial.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

Artículo 11. Plazo. Derogado.

La afiliación, cuando proceda, según lo establecido en el punto 1 del artículo 
5.º, así como el alta, deberán solicitarse, dentro de los 30 días naturales 
siguientes a aquel en que haya nacido dicha obligación, según lo dispuesto 
en el artículo anterior.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.
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1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

Artículo 12. Documentación. Derogado.

1. Las solicitudes de afiliación y de alta deberán formularse en los impresos 
oficiales establecidos al efecto y acompañarse de aquella otra documentación 
que acredite el ejercicio efectivo de la actividad que dé lugar a la inclusión 
en este Régimen.

2. En todo caso, los interesados aportarán, conjuntamente en las solicitudes 
a que se refiere el número anterior, la siguiente documentación:

a) Si se trata de trabajadores titulares de empresas individuales o familiares, 
certificado del respectivo sindicato provincial en el que se acredite la fecha 
de la iniciación de la actividad por parte del solicitante.

b) Si se trata de familiares de los trabajadores a que se refiere el apartado 
anterior, declaración jurada del titular de la empresa en la que se realice la 
actividad y en la que se haga constar la fecha en la que aquéllos iniciaron sus 
trabajos, así como la profesión u oficio desempeñado.

c) Si se trata de socios de compañías, certificado del respectivo sindicato 
provincial que acredite la fecha de iniciación de actividades de la compañía y 
estar la misma encuadrada en dicha entidad sindical, así como certificación 
expedida por dicha compañía en la que se haga constar la fecha desde la que 
el socio trabaja en ella con el carácter de tal.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
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26 de enero

Artículo 13. Facultad revisora. Derogado.

No obstante lo establecido en el artículo anterior, las Entidades Gestoras 
podrán en todo momento requerir aquellos otros documentos o realizar 
las oportunas comprobaciones que pongan de manifiesto la concurrencia y 
posterior mantenimiento del conjunto de condiciones determinantes de la 
inclusión de la persona de que se trate en el campo de aplicación de este 
Régimen Especial.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

Artículo 14. Presentación o envío a las Entidades Gestoras. Derogado.

1. La presentación de las solicitudes y demás documentación a que se 
refieren los dos artículos anteriores se realizará ante la Delegación Provincial 
de Mutualidades Laborales, territorialmente competente por razón del lugar 
donde se ejerza la actividad, salvo que ésta se lleve a cabo en la provincia de 
Madrid, en cuyo caso la presentación se efectuará ante la mutualidad laboral 
a la que corresponda el encuadramiento de la persona de que se trate.

2. Cuando el interesado no ejerciera su actividad en capital de provincia, 
podrá efectuar la remisión de las solicitudes y documentación antes 
referidos, mediante correo certificado o a través de las corresponsalías de la 
obra sindical «Previsión Social».

3. La mutualidad laboral o Delegación Provincial de Mutualidades Laborales 
acusará recibo al interesado de la presentación o remisión efectuada dentro 
de los cinco días siguientes al de su recepción.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.
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1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

Artículo 15. Efectos. Derogado.

Las altas, iniciales o sucesivas, tendrán efecto desde el día primero del mes 
al que correspondan las primeras cuotas ingresadas, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 21, por iniciación o reanudación de la cotización 
obligatoria, respectivamente.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

Artículo 16. Tramitación de las afiliaciones ante el Instituto Nacional de 
Previsión. Derogado.

1. Cuando se trate de trabajadores en quienes procediera su afiliación al 
sistema de la Seguridad Social por no haber estado incluidos antes dentro de 
dicho sistema, la mutualidad laboral o Delegación Provincial de Mutualidades 
Laborales, al recibo de la correspondiente solicitud, cursará la misma a la 
respectiva Delegación Provincial del Instituto Nacional de Previsión, con el 
informe previsto en el número 2 del artículo 9.º.

2. Si en el uso de la facultad revisora establecida en el artículo 13, la 
respectiva mutualidad laboral o Delegación Provincial de Mutualidades 
Laborales comprobara más tarde la improcedencia del alta inicial y por 
ello de la afiliación efectuada, comunicará de inmediato tal circunstancia al 
Instituto Nacional de Previsión a los correspondientes efectos.
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[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

SECCIÓN 3.ª BAJAS Derogada

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

Artículo 17. Plazo y procedimiento. Derogado.

La comunicación de las bajas producidas deberá formularse dentro de 
los 15 días naturales siguientes a aquel en que dejen de concurrir en la 
persona de que se trate las condiciones determinantes de su inclusión en el 
campo de aplicación de este Régimen Especial y se ajustará, en cuanto a su 
presentación o envío, a lo establecido en el artículo 14.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero

Artículo 18. Efectos de las bajas. Derogado.
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Las bajas tendrán efectos desde el día primero del mes siguiente a aquel en 
que dejen de concurrir en la persona de que se trate la condición y requisitos 
determinantes de su inclusión en el campo de aplicación de este Régimen 
Especial.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

CAPÍTULO III

Cotización y recaudación

SECCIÓN PRIMERA. COTIZACIÓN

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 19. Obligatoriedad. Derogado.

1. La cotización a este Régimen Especial es obligatoria para las personas 
comprendidas en su campo de aplicación.

2. En caso de pluriactividad, la obligación de cotizar a este Régimen Especial 
quedará referida únicamente a la actividad que corresponda, de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 7.º.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 20. Sujetos obligados. Derogado.
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1. Corresponde a las personas incluidas en el campo de aplicación de este 
Régimen Especial el cumplimiento, con respecto a sí mismas, de la obligación 
a que se refiere el artículo anterior.

2. Responderán subsidiariamente de dicho cumplimiento las personas 
determinadas en el punto 1.º del número 1 del artículo 2.º, con respecto a sus 
familiares incluidos en el punto 2.º de dicho número, y las compañías a que se 
refiere el punto 3.º del mismo, con respecto a sus socios. La responsabilidad 
subsidiaria establecida en el párrafo anterior quedará limitada a los débitos 
que resulten por aplicación de la base de cotización mínima que estuviese 
vigente en el período de que se trate y su correspondiente recargo de mora, 
en el supuesto de que el principal obligado hubiese optado por una base 
superior.

3. Lo establecido en el número anterior se entiende sin perjuicio del derecho 
del responsable subsidiario a repetir contra el principal obligado el pago y del 
crédito que pueda resultar pendiente en favor de la Entidad Gestora contra 
el indicado principal obligado por la diferencia que exista entre lo recaudado 
en aplicación de la base mínima y aquella otra por la que aquél estuviera 
obligado a cotizar en aplicación de lo dispuesto en el número 2 del artículo 
23.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 21. Nacimiento y duración de la obligación de cotizar. Derogado.
[Documentación asociada]

1. La obligación de cotizar nace desde el día primero del mes natural en que 
concurran en la persona de que se trate las condiciones determinantes de 
su inclusión en el campo de aplicación de este Régimen Especial, sin que 
sea obstáculo para ello aquellos actos u omisiones que puedan constituir el 
incumplimiento de obligaciones que conciernen al propio interesado o sujeto 
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responsable. Se mantendrá la obligación de cotizar mientras subsistan tales 
condiciones y se extinguirá al vencimiento del último día del mes natural en 
que las mismas dejen de concurrir en la persona de que se trate.

2. No obstante, la obligación de cotizar continuará en aquellas situaciones 
asimiladas a la de alta en que así resulte, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 69 y 73.

3. En todo caso, la obligación de cotizar queda referida a meses naturales 
completos.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 22. Tipo de cotización. Derogado.

El tipo de cotización aplicable con carácter único para todo el ámbito de 
cobertura de este Régimen Especial será el que, fijado por el Gobierno de 
conformidad con lo establecido en el artículo 14 del Decreto 2530/1970, de 
20 de agosto, esté vigente en el período al que correspondan las cuotas a 
ingresar.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 23. Bases de cotización. Derogado.
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1. * Derogado por disp. derog. de la Orden de 3 de febrero de 1984. 
La base mínima de cotización para el Régimen Especial de la Seguridad Social 
de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos será el tope mínimo 
mensual de las bases de cotización del Régimen General de la Seguridad 
Social sin incrementos por pagas extraordinarias, redondeando a la cantidad 
superior múltiplo de dos mil pesetas (2.000 pesetas).

2. * Derogado por disp. derog. de la Orden de 3 de febrero de 1984.  

Las restantes bases de cotización de este Régimen Especial estarán 
constituidas por tramos de dos mil pesetas (2.000 pesetas) a partir de la 
base mínima hasta alcanzar la base máxima.

3. * Derogado por disp. derog. de la Orden de 3 de febrero de 1984.  

La base máxima de cotización a este Régimen Especial será el tramo de dos 
mil pesetas (2.000 pesetas) que coincida o más se aproxime por exceso o por 
defecto con el tope máximo mensual de las bases de cotización del Régimen 
General de la Seguridad Social sin incrementos por pagas extraordinarias.

4. La elevación de los topes mínimo y máximo de las bases de cotización del 
Régimen General de la Seguridad Social dará lugar a la elevación obligatoria 
de las correspondientes bases mínima y máxima de este Régimen Especial.

5. La inclusión dentro de este Régimen Especial llevará implícita la obligación 
de cotizar sobre la base mínima, salvo que se haya hecho uso del derecho de 
elección, o cambio de base, que se regulan, respectivamente, en los artículos 
24 y 26, en cuyo caso la obligación de cotizar quedará referida a la base por 
la que se optó y desde la fecha de efectos de la opción.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

Artículo 24. Elección de base.

1. Las personas que causen alta en este Régimen Especial podrán elegir la 
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base de cotización entre las establecidas, siempre que opten expresamente 
por cualquiera de ellas, dentro del plazo señalado para solicitar el alta en el 
artículo 11, y en su caso, con las limitaciones que resulten de lo dispuesto 
en el artículo siguiente.

2. La elección surtirá efectos desde que, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 21, nazca la obligación de cotizar.

Artículo 25. Límite a la elección de base.

1. No obstante lo dispuesto en el número 1 del artículo anterior, para quienes 
en el momento de causar alta en este Régimen Especial tuvieran cumplidos 
los 55 años de edad, el derecho de elección que en aquél se regula quedará 
limitado por la base de cotización que a estos efectos establece anualmente 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. [Documentación asociada]

2. El límite expresado en el número anterior para las personas a que el 
mismo se refiere, cuando éstas hayan causado baja en cualquier régimen 
de la Seguridad Social durante los 12 meses anteriores a su alta en éste, 
quedará elevado, en su caso, hasta la base coincidente con aquella por la que 
últimamente hubiesen cotizado o, si no existiese coincidencia, con las más 
próximas por exceso. [Documentación asociada]

2007-12-08[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Redactado por art. único de la Orden TAS/3553/2007, de 30 de 
noviembre.

Artículo 26. Cambios posteriores de base.

1. Las personas incluidas en el campo de aplicación de este régimen especial 
podrán cambiar dos veces al año la base por la que viniesen obligadas a 
cotizar, eligiendo otra, dentro de los límites mínimo y máximo aplicables 
en cada ejercicio, siempre que así lo soliciten de la Tesorería General de la 
Seguridad Social antes del día 1 de abril, con efectos del 1 de julio siguiente, 
y antes del 1 de octubre, con efectos del 1 de enero del año siguiente.
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2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los trabajadores por 
cuenta propia o autónomos incluidos en este régimen especial que tengan 
la edad de cincuenta o más años en el momento de surtir efectos el cambio 
voluntario de base de cotización, sólo podrán elegir una base que esté 
comprendida entre los límites mínimo y máximo establecidos específicamente 
para ellos en cada ejercicio por la respectiva Ley de Presupuestos Generales 
del Estado y la Orden anual de cotización a la Seguridad Social, de desarrollo 
de las normas contenidas al respecto en dicha Ley de Presupuestos.

3. Sin perjuicio de lo indicado en los apartados anteriores, los trabajadores 
por cuenta propia o autónomos que estén cotizando por cualquiera de las 
bases máximas de este régimen especial podrán solicitar que, mientras 
mantengan su situación de alta en dicho régimen, su base de cotización se 
incremente automáticamente en el mismo porcentaje en que se aumenten 
dichas bases máximas.

Asimismo, los trabajadores por cuenta propia o autónomos que no estén 
cotizando por cualquiera de las bases máximas podrán solicitar que, mientras 
mantengan su situación de alta, su base de cotización se incremente 
automáticamente en el mismo porcentaje en que se aumenten las bases 
máximas de cotización de este régimen especial. En ningún caso la base 
de cotización elegida podrá ser superior al tope máximo de cotización que 
pudiera afectar al trabajador.

Cualquiera de las opciones anteriores que se ejerciten simultáneamente 
con el alta en este régimen especial o, posteriormente al alta, antes del día 
primero de octubre de cada año, tendrán efectos desde el día 1 de enero del 
año siguiente a la fecha de la solicitud. La renuncia a estas opciones podrá 
realizarse en el mismo plazo y tendrá efectos a partir del 31 de diciembre del 
año en el que se presente la solicitud.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.
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Artículo 27. Prescripción. Derogado.

La obligación del pago de cotizaciones a este Régimen Especial prescribirá a 
los cinco años, a contar desde la fecha en que, preceptivamente, debieron 
ser ingresadas. La prescripción quedará interrumpida por las causas 
ordinarias y, en todo caso, por acta de liquidación o requerimiento del pago 
del descubierto.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 28. Prelación de créditos. Derogado.

Las cotizaciones a este Régimen Especial gozarán de la prelación establecida 
en el apartado 2.º, inciso E), del artículo 1.924 del Código Civil y en el inciso 
D) del apartado 1.º del artículo 913 del Código de Comercio.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

SECCIÓN 2.ª RECAUDACIÓN EN PERIODO VOLUNTARIO Derogada

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]
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Derogada por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Subsección Primera. Normas generales Derogada

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 29. Competencia. Derogado.

La recaudación de las cuotas de este Régimen Especial de la Seguridad Social 
en período voluntario, así como en vía ejecutiva o de apremio, corresponde a 
sus Entidades Gestoras, quienes la efectuarán bien directamente o a través 
de entidades autorizadas o concertadas, en los términos y condiciones que 
se establecen en la presente Sección.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 30. Sujetos responsables. Derogado.

Las personas naturales y jurídicas que se determinan en el artículo 20, y con 
el respectivo carácter obligacional y alcance que para las mismas se señala 
en dicho artículo, serán los sujetos responsables de la obligación de ingresar 
las cuotas de este Régimen Especial.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.
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1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Subsección 2.ª Normas sobre plazo de ingreso Derogada

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 31. Liquidación en períodos mensuales. Derogado.[Documentación 
asociada]

La liquidación de cuotas a este Régimen Especial se llevará a cabo por 
períodos mensuales, que coincidirán con los meses naturales, y su importe 
se ingresará dentro del mismo mes al que aquéllas correspondan.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1984-01-31[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. final primera de la Orden de 10 de enero de 1984.

Artículo 32. Liquidación en otros períodos. Derogado.

1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, quienes así lo deseen 
podrán realizar el pago de las cuotas correspondientes a trimestres, 
semestres o anualidades, de carácter natural, siempre que lo efectúen dentro 
del primer mes natural del trimestre, semestre o año de que se trate.
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2. La realización del pago por cualquiera de las formas señaladas en el número 
anterior no vincula a efectos de lo que se adopte para las liquidaciones 
sucesivas.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1984-01-31[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. final primera de la Orden de 10 de enero de 1984.

Artículo 33. Bonificación. Derogado.

1. Los ingresos de las cuotas por períodos trimestrales, semestrales o 
anuales, siempre que se efectúen dentro del respectivo plazo señalado en el 
número 1 del artículo anterior, gozarán de una bonificación consistente en el 
siguiente descuento:

a) Por pagos trimestrales, el 1 por 100 de las cuotas.

b) Por pagos semestrales, el 2 por 100 de las cuotas.

c) Por pagos anuales, el 5 por 100 de las cuotas.

Si en la cuantía del descuento resultara fracción de peseta, será despreciada 
si fuera inferior a 50 céntimos o se completará la unidad en otro caso.

2. A efectos de la devolución de cuotas por extinción de la obligación de 
cotizar antes de haber transcurrido completo el período al que las mismas 
correspondan, se prorrateará el importe de la bonificación entre todos los 
meses que comprenda el referido período.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]
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Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 34. Recargo por ingreso fuera de plazo. Derogado.

1. Las cuotas que se ingresen fuera de plazo tendrán los siguientes recargos:

a) Las ingresadas dentro del mes siguiente al del plazo reglamentario del 
pago de cuotas se abonarán con el 10 por 100 de recargo de mora.

b) Las ingresadas dentro del segundo mes y siguientes al del plazo 
reglamentario del pago de cuotas o correspondientes a personas incluidas en 
el campo de aplicación de este Régimen Especial ni afiliadas o dadas de alta 
en el mismo, se abonarán con el 20 por 100 de recargo de mora.

2. Cuando el origen o causa de la mora sea imputable a error de las Entidades 
Gestoras o, en general, a la Administración, no se aplicará recargo alguno por 
mora, independientemente de la obligación de resarcir al trabajador de los 
perjuicios que dicha mora hubiera podido ocasionarle.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 1996.

Artículo 35. Condonación del recargo. Derogado.

1. La Dirección General de la Seguridad Social podrá condonar, con 
carácter excepcional, el recargo por mora cuando concurran circunstancias 
especialísimas de índole no económica que puedan explicar razonablemente 
el retraso y se trate de personas que anteriormente vinieran realizando con 
puntualidad el ingreso de sus cotizaciones.

2. Las solicitudes de dispensa se presentarán ante la respectiva Delegación 
Provincial de Trabajo, que las elevará a la Dirección General de la Seguridad 
Social, acompañando a las mismas informe de la Entidad Gestora y de la 
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Inspección de Trabajo.

3. La presentación de dichas solicitudes no interrumpirá el procedimiento 
que se siga para la recaudación de las cuotas, sin perjuicio de su posterior 
reintegro en el supuesto de que se condone el recargo.

4. Las resoluciones de la Dirección General de la Seguridad Social tendrán 
carácter discrecional y no podrán ser objeto de recurso alguno.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Subsección 3.ª Normas sobre el lugar de ingreso Derogada

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 36. Lugar de ingreso. Derogado.

1. El ingreso de las cuotas a este Régimen Especial de la Seguridad Social, 
en período voluntario de recaudación, se realizará por las personas obligadas 
a ello en cualquiera de las siguientes oficinas recaudadoras de la provincia 
donde se ejerce la actividad que dé lugar a la inclusión en dicho Régimen:

a) Cajas de Ahorro benéfico-sociales.

b) Establecimientos de la Banca privada.
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c) Establecimientos de la Banca oficial que expresamente autorice al efecto 
la Dirección General de la Seguridad Social.

2. En las localidades donde no exista ninguna de las oficinas recaudadoras 
relacionadas en el número anterior, el ingreso de las cuotas podrá realizarse 
mediante su remisión por giro postal a la Delegación Provincial de 
Mutualidades Laborales de la respectiva provincia en donde se desarrolle la 
actividad que da lugar a la inclusión en este Régimen, o a la sede central de 
la correspondiente mutualidad laboral para los que ejerzan dicha actividad 
en la provincia de Madrid.

3. El ingreso en las oficinas recaudadoras enunciadas en el número 1 del 
presente artículo, o la imposición del giro postal a que se refiere el número 
2 del mismo surtirá, desde el momento en que se lleve a cabo, los mismos 
efectos que si se hubiera realizado el ingreso en la propia Entidad Gestora.

4. En cuanto a cese voluntario en la función recaudadora de alguna de 
las entidades comprendidas en el número 1 de este artículo, así como en 
lo referente a la revocación de la autorización para actuar como oficinas 
recaudadoras por incumplimiento de las instrucciones dictadas al efecto, 
se estará a lo regulado para tales supuestos en el Régimen General de la 
Seguridad Social.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Subsección 4.ª Normas sobre forma de liquidación e ingreso y 
actuación de las oficinas recaudadoras Derogada

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 
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[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 37. Forma de efectuar la liquidación e ingreso. Derogado.

1. La liquidación y el subsiguiente ingreso de las cuotas se llevará a cabo 
mediante la presentación en la oficina recaudadora del documento de 
cotización, debidamente cumplimentado por el interesado, que se ajustará 
al modelo oficial aprobado por la Dirección General de la Seguridad Social.

2. Dicho documento de cotización será facilitado por las Entidades Gestoras 
o Delegaciones Provinciales de Mutualidades Laborales a las personas que 
estén en alta en este Régimen Especial o en situación asimilada a la misma 
con obligación de cotizar.

3. Para cada liquidación deberá cumplimentarse un documento de cotización, 
compuesto de boletín y matriz. El boletín será retenido en poder de la oficina 
recaudadora para su posterior envío a la Entidad Gestora, y la matriz, 
debidamente diligenciada por dicha oficina recaudadora, quedará en poder 
de quien hubiese efectuado el pago.

4. Cuando se trate de trabajadores que realicen el pago de las cuotas por 
medio de giro postal, según lo previsto en el número 2 del artículo 36, en la 
misma fecha en que aquél haya tenido lugar, remitirán, por correo certificado, 
a la Delegación Provincial de mutualidades laborales o Mutualidad Laboral 
a cuyo favor se hubiese efectuado la imposición, el boletín de liquidación 
debidamente cumplimentado, haciendo constar al dorso del mismo el número 
y fecha de envío de giro postal.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.
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Artículo 38. Justificantes de liquidación e ingreso. Derogado.

1. Constituye justificante de la liquidación e ingreso efectuado la matriz 
del documento de cotización cumplimentada en todas sus partes por el 
interesado y debidamente diligenciada por la oficina recaudadora en la que 
el ingreso haya tenido lugar, o en sustitución de esta última diligencia, el 
correspondiente resguardo de giro postal cuando se hubiese utilizado esta 
forma de ingreso.

2. Los documentos referidos en el número anterior deberán conservarse por 
los interesados durante un plazo mínimo de cinco años como justificación del 
pago de las cuotas a este Régimen Especial.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 39. Actuación de las oficinas recaudadoras. Derogado.

1. En el acto de ingreso de las cuotas, las oficinas recaudadoras procederán 
en la forma prevista en el número 3 del artículo 37.

2. Las oficinas recaudadoras efectuarán el abono a cada una de las Entidades 
Gestoras de las cuotas que le correspondan.

3. Las relaciones entre las Entidades Gestoras y las oficinas recaudadoras 
se mantendrán exclusivamente a través de la oficina principal de éstas en 
la provincia.

4. Las oficinas recaudadoras se ajustarán en su función a los trámites y 
plazos que a estos efectos se establecen por la Dirección General de la 
Seguridad Social.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.
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1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Subsección 5.ª Aplazamiento o fraccionamiento del pago Derogada

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 40. Norma general. Derogado.

El Ministerio de Trabajo podrá conceder aplazamiento o fraccionamiento 
en el pago de las cuotas a los sujetos obligados al mismo, en la forma y 
condiciones establecidas en esta Subsección, siempre que éstos lo soliciten, 
justificando que, por razones económicas de carácter transitorio, se ven en 
la imposibilidad de liquidar puntualmente dichas cuotas.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 41. Formalización de la solicitud. Derogado.

1. El aplazamiento o fraccionamiento de pago se solicitará ante las respectivas 
Delegaciones Provinciales de Trabajo mediante escrito acompañado de los 
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documentos siguientes:

a) Relación de las circunstancias de hecho que motivan la petición.

b) Justificantes de hallarse al corriente en el pago de las cuotas de la 
Seguridad Social hasta dos meses antes de la fecha de solicitud.

c) Propuesta de constitución de fianza de cualquiera de las clases admitidas 
en Derecho o, en otro caso, relación de bienes propiedad del solicitante, 
cuyo valor resulte suficiente para garantizar el pago de las cuotas objeto de 
moratoria, a efectos de trabar embargo preventivo sobre los mismos.

d) Compromiso de cancelación del débito a partir de la fecha en que expire 
el período de aplazamiento concedido, proponiendo plazos de amortización y 
cuantía a reintegrar en cada uno de éstos.

2. Toda la documentación a que se refiere el número anterior se presentará 
por triplicado.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 42. Tramitación y resolución. Derogado.

1. El Delegado de Trabajo instruirá el oportuno expediente con la 
documentación reseñada en el artículo anterior, enviando copia del mismo 
a la Inspección de Trabajo y Entidad Gestora para que informen en el plazo 
de 10 días.

2. Recibidos los indicados informes, el Delegado de Trabajo resolverá en el 
plazo de 15 días, accediendo o denegando lo solicitado.

3. La resolución que se dicte determinará el período total de aplazamiento, 
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que no podrá exceder de un año, y el de amortización, concertando el 
número de plazos mensuales en que debe fraccionarse el pago de la deuda 
y cantidad a abonar en cada uno de ellos. El período de amortización podrá 
durar, como máximo, un año, y se iniciará a partir de la fecha en que termine 
el de aplazamiento, salvo que concurran circunstancias muy especiales en 
que podrá autorizarse un plazo de amortización superior.

4. Las resoluciones dictadas en esta materia no podrán ser objeto de recurso 
alguno administrativo ni jurisdiccional.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 43. Notificación y garantías. Derogado.

1. La Delegación Provincial de Trabajo notificará la resolución recaída a la 
persona solicitante, a la Inspección de Trabajo y a la Entidad Gestora.

2. La persona solicitante procederá, en el plazo de 10 días, contados desde 
la notificación, a constituir en la Delegación Provincial de Mutualidades, o en 
su caso en la mutualidad laboral, y a favor de esta última, la fianza ofrecida; 
el incumplimiento de tal obligación dejará sin efecto, sin más trámite, la 
concesión otorgada.

3. Si el solicitante hubiese ofrecido, en vez de la fianza, bienes embargables, 
la Inspección de Trabajo, en el mismo plazo indicado en el número anterior, 
instará a la Magistratura de Trabajo el embargo preventivo sobre los 
mismos y, una vez practicado, se dará cuenta a la Delegación Provincial de 
Mutualidades Laborales o, en su caso, la mutualidad laboral.

4. La Delegación Provincial de Mutualidades o, en su caso, la mutualidad 
laboral, informará a la Delegación Provincial de Trabajo sobre la constitución 
y suficiencia de la fianza o, en su caso, del embargo.
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[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 44. Cumplimiento. Derogado.

1. Si el deudor liquidase puntualmente el débito aplazado, la Delegación 
Provincial de Mutualidades o, en su caso, la Mutualidad Laboral, lo pondrá en 
conocimiento del Delegado de Trabajo, quien dispondrá la cancelación de la 
fianza u oficiará a la Inspección de Trabajo, ordenando el levantamiento del 
embargo preventivo de los bienes del deudor.

2. Si el deudor incumple las condiciones de la concesión, la Delegación 
Provincial de Mutualidades Laborales o, en su caso, la Mutualidad Laboral, 
dará cuenta al Delegado de Trabajo, para su conocimiento, y a la Inspección 
de Trabajo para que inicie sin más trámite la ejecución del descubierto por 
vía de apremio.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Subsección 6.ª Control de la recaudación Derogada

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]
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Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 45. Normas generales. Derogado.

1. El control, tanto de los ingresos como de su falta, se efectuará por las 
Entidades Gestoras de este Régimen Especial.

2. Dicho control se efectuará en relación con los datos que obren en las 
Entidades Gestoras sobre altas, bajas y bases de cotización aplicables, y 
comprenderá:

a) Respecto a los ingresos efectuados, la comprobación de que su cuantía 
es la procedente, de acuerdo con los referidos datos o, en otro caso, la 
determinación de la que hubiera debido ingresarse de conformidad con los 
mismos.

b) Respecto a la falta de ingresos, la comprobación de que no se han 
ingresado las cuotas y de la determinación de su cuantía con arreglo a los 
mencionados datos.

3. Efectuado el control de los ingresos y de su falta en la forma y con el 
alcance que se establece en el número anterior, si se observara falta absoluta 
de cotización de personas que figuren dadas de alta o defectos materiales o 
errores de cálculo, la Entidad Gestora formulará el oportuno requerimiento; 
si se comprobase la existencia de descubiertos originados por motivos 
diferentes, se dará cuenta a la Inspección de Trabajo para que proceda en 
consecuencia.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Subsección 7.ª Requerimiento y actas de liquidación Derogada
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[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 46. Norma general. Derogado.

En materia de requerimientos, actas de liquidación y certificaciones 
de descubierto se estará a lo dispuesto para el Régimen General de la 
Seguridad Social, con la particularidad de que las atribuciones que en aquél 
se determinan en favor de la Oficina Delegada de la Inspección de Trabajo 
e Instituto Nacional de Previsión quedarán referidas, respectivamente, a la 
correspondiente Inspección Provincial de Trabajo y a las Entidades Gestoras 
de este Régimen Especial. De igual forma, las referencias que en el Régimen 
General se contengan a los empresarios se entenderán hechas, en este 
Régimen Especial, a los sujetos responsables a que se refiere el artículo 30 
de la presente Orden.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Subsección 8.ª Devolución de cuotas Derogada

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]
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Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 47. Norma general. Derogado.

Las personas obligadas a cotizar tendrán derecho a la devolución total o 
parcial de las cuotas que por error hubiesen ingresado, de conformidad con 
lo dispuesto en la presente Subsección.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 48. Petición. Derogado.

Las peticiones de devolución de cuotas se formularán por los interesados ante 
la Entidad Gestora. La devolución no podrá afectar a ingresos efectuados a 
consecuencia de certificaciones de descubierto o actas de liquidación.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 49. Devolución de oficio. Derogado.

Las Entidades Gestoras podrán acordar la devolución de oficio de las 
cantidades que se hubiesen ingresado indebidamente a favor de las mismas, 
siempre que con anterioridad no se hubiese solicitado la devolución de 
aquellas cantidades ni se trate de ingresos efectuados a consecuencia de 
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certificaciones de descubierto o actas de liquidación.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 50. Compensación. Derogado.

1. Las Delegaciones Provinciales de Trabajo, a propuesta de las Entidades 
Gestoras o de la Inspección de Trabajo, podrán disponer la compensación 
de la totalidad o parte de las cantidades a devolver, con las adeudadas a 
dichas Entidades por acta firme de liquidación, certificación de descubierto o 
requerimiento de reintegro de prestaciones.

2. Cuando la persona que solicite la devolución no esté al corriente en el 
pago de las cuotas, las Delegaciones Provinciales de Trabajo podrán acordar, 
aunque no se haya extendido aún acta de liquidación o certificación de 
descubierto, la retención de las cantidades cuya devolución se haya solicitado, 
a fin de proceder en su día a la compensación que pueda resultar.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 51. Devoluciones improcedentes y de cantidades computadas a 
efectos de prestaciones. Derogado.

1. No procederá la devolución de las cuotas ingresadas maliciosamente, sin 
perjuicio de las responsabilidades de todo orden a que hubiere lugar.



517

2. Cuando las cantidades se hayan ingresado indebidamente, por error 
no malicioso, y hayan servido de base para el cálculo de prestaciones, se 
revisará la cuantía de éstas, sin efectos retroactivos, y se deducirá de la 
cantidad a devolver el importe de la diferencia entre lo satisfecho por tales 
prestaciones y la cuantía que éstas hubieran tenido de no existir el ingreso 
erróneo.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

Artículo 52. Caducidad. Derogado.

El derecho a la devolución de cuotas caducará a los cinco años, a contar del 
día siguiente al de su ingreso.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 
1996.

SECCIÓN 3.ª RECAUDACIÓN EN VIA EJECUTIVA Derogada

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. única.1.2 de la Orden de 22 de febrero de 



518

1996.

Artículo 53. Norma general. Derogado.

1. Las certificaciones de descubierto y actas firmes de liquidación constituyen 
el título ejecutivo que inicia el procedimiento de apremio.

2. El procedimiento de recaudación en vía ejecutiva se regirá por las normas 
aplicables en el Régimen General de la Seguridad Social.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero.

CAPÍTULO IV Derogada

Conservación de datos y derecho de información

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero.

Artículo 54. Obligación de las Entidades Gestoras. Derogado

Las Entidades Gestoras de este Régimen Especial mantendrán al día los 
datos relativos a las personas integradas en las mismas.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.
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1996-03-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogada por disp. derog. única.1.8 del Real Decreto 84/1996, de 
26 de enero.

Artículo 55. Derecho de información. Derogado

Las personas incluidas en el campo de aplicación de este Régimen Especial 
tendrán derecho a ser informadas por la correspondiente Entidad Gestora 
acerca de los datos a ellas referentes que obren en la misma. De igual 
derecho gozarán las personas, naturales o jurídicas, que acrediten tener, de 
acuerdo con lo establecido en la presente Orden, un interés personal.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

CAPÍTULO V

Acción protectora

SECCIÓN PRIMERA. DISPOSICIONES GENERALES

Subsección primera. Alcance de la acción protectora y normas 
generales sobre prestaciones

Artículo 56. Alcance de la acción protectora. [Documentación asociada]

1. La acción protectora de este Régimen Especial comprenderá: 
[Documentación asociada]

a) Prestaciones por invalidez en los grados de incapacidad permanente 
total para la profesión habitual, incapacidad permanente absoluta para todo 
trabajo y gran invalidez.

b) Prestación económica por vejez.

c) Prestaciones económicas por muerte y supervivencia. [Documentación 
asociada]
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d) Prestaciones económicas de protección a la familia.

e) Ayuda económica con ocasión de intervención quirúrgica. [Documentación 
asociada]

f) Asistencia sanitaria a pensionistas.

g) Beneficios de asistencia social.

h) Los servicios sociales, en atención a contingencias y situaciones especiales.

2. Los requisitos del derecho a las prestaciones y demás beneficios, así como 
su alcance y cuantía, serán los que se determinan en el presente Capítulo.

Artículo 57. Condiciones del derecho a las prestaciones. [Documentación 
asociada]

1. Las personas incluidas en el campo de aplicación de este Régimen Especial 
causarán derecho a las prestaciones del mismo cuando, sin perjuicio de las 
particularidades exigidas para cada una de éstas, reúnan la condición general 
de estar afiliadas y en alta en este Régimen o en situación asimilada al 
alta en la fecha en que se entienda causada la prestación. [Documentación 
asociada]

2. Es asimismo, condición indispensable para tener derecho a las prestaciones 
a que se refieren los apartados a) y e) del número 1 del artículo anterior, 
con excepción del subsidio de defunción, que las personas incluidas en el 
campo de aplicación de este Régimen se hallen al corriente en el pago de sus 
cuotas exigibles en la fecha en que se entienda causada la correspondiente 
prestación.

No obstante, si cubierto el período mínimo de cotización preciso para tener 
derecho a la prestación de que se trate se solicitara ésta y la persona incluida 
en el campo de aplicación de este Régimen Especial no estuviera al corriente 
en el pago de las restantes cuotas exigibles en la fecha en que se entienda 
causada la prestación, la Entidad Gestora invitará al interesado para que, en 
el plazo improrrogable de 30 días naturales a partir de la invitación, ingrese 
las cuotas debidas.
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Si el interesado, atendiendo la invitación, ingresase las cuotas adeudadas 
dentro del plazo señalado en el párrafo anterior, se le considerará al corriente 
en las mismas a efectos de la prestación solicitada. Si el ingreso se realizase 
fuera de dicho plazo, se concederá la prestación menos un 20 por 100, si se 
trata de prestaciones de pago único y subsidios temporales; si se trata de 
pensiones, se concederán las mismas con efectos a partir del día primero del 
mes siguiente a aquel en que tuvo lugar el ingreso de las cuotas adeudadas. 
[Documentación asociada]

3. No producirán efectos para las prestaciones: [Documentación asociada]

a) Las cotizaciones efectuadas en relación con personas indebidamente 
en alta en este Régimen Especial, por no estar incluidas en su campo de 
aplicación en los períodos a que aquéllas correspondan.

b) Las cotizaciones efectuadas con arreglo a una base superior a la que 
corresponda a la persona de que se trate, por el período a que se refieran y 
en la diferencia correspondiente a ambas bases.

c) Las cotizaciones que, por cualquier otra causa, hubiesen sido ingresadas 
indebidamente en su importe y período correspondientes. [Documentación 
asociada]

d) Las cotizaciones efectuadas en relación con personas que no estén en alta 
en este Régimen Especial en el período a que aquéllas correspondan. Sin 
embargo, una vez practicada el alta, las cotizaciones que le hayan precedido 
adquirirán efectos en cuanto sean obligatorias según lo dispuesto en el 
artículo 21. [Documentación asociada]

1991-03-22[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Letra c) del apartado 1 derogada por disp. derog. del Real Decreto 
356/1991, de 15 de marzo.

Artículo 58. Períodos mínimos de cotización. [Documentación asociada]

1. Los períodos mínimos de cotización, que habrán de tener cumplidos las 
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personas incluidas en el campo de aplicación de este Régimen Especial para 
causar distintas prestaciones, serán los siguientes:

a) Prestaciones por invalidez y por muerte y supervivencia: [Documentación 
asociada]

60 meses de cotización dentro de los 10 años inmediatamente anteriores a 
la fecha en que se entienda causada la prestación.

No será exigido período mínimo de cotización para el subsidio de defunción 
en todo caso ni para las restantes prestaciones de muerte y supervivencia 
derivadas del fallecimiento de pensionistas de vejez o invalidez.

b) Prestación por vejez:

120 meses de cotización, de los cuales, al menos, 24 deberán estar 
comprendidos dentro de los siete años inmediatamente anteriores a la fecha 
en que se entienda causada la prestación.

c) Derogada. Prestaciones de protección a la familia:

12 meses de cotización dentro de los tres años inmediatamente anteriores a 
la fecha en que se entienda causada la prestación.

d) Ayuda económica con ocasión de intervención quirúrgica: [Documentación 
asociada]

24 meses de cotización dentro de los siete años inmediatamente anteriores 
a la fecha en que se entienda causada la ayuda.

2. A efectos de lo dispuesto en el número anterior, sólo serán computables 
las cotizaciones realizadas antes del día primero del mes en que se cause 
la prestación, por las mensualidades transcurridas hasta el mismo, y las 
correspondientes a dicho mes que se ingresen dentro del plazo.

Igual norma se aplicará a efectos de otros beneficios cuya concesión requiera 
el cumplimiento de un período mínimo de cotización.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.
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Artículo 59. Base reguladora. [Documentación asociada]

1. Para las prestaciones cuya cuantía venga determinada en función de una 
base reguladora, ésta se calculará de la siguiente forma:

a) Para la pensión por vejez será el cociente que resulte de dividir por 
120 la suma de las bases de cotización del trabajador durante los 10 
años inmediatamente anteriores a la fecha en que se entienda causada la 
prestación.

b) Para cada una de las restantes prestaciones será el cociente que resulte de 
dividir por el número de los meses exigidos como período mínimo de cotización 
para la respectiva prestación en el número 1 del artículo 58, la suma de 
las bases de cotización del trabajador durante un período ininterrumpido de 
igual número de meses naturales, aunque dentro del mismo existan lapsos 
en los que no haya habido obligación de cotizar. Este último período será 
elegido por el interesado dentro de los 10 años inmediatamente anteriores a 
la fecha en que se entienda causada la prestación.

Sin embargo, tratándose de prestaciones por muerte y supervivencia 
causadas por el fallecimiento de pensionistas de vejez o invalidez de este 
Régimen, cuya cuantía venga determinada en función de la base reguladora, 
ésta será el importe de la pensión que el causante disfrutaba al fallecer, sin 
que se compute a estos efectos el incremento del 50 por 100 de la pensión 
que se conceda a los grandes inválidos con destino a remunerar a la persona 
que le atienda.

2. No se computarán en el período que haya de tenerse en cuenta para el 
cálculo aquellas bases de cotización relativas a cuotas que, aun habiendo 
sido ingresadas dentro del mismo, correspondan a meses distintos de los 
comprendidos en él.

Artículo 60. Prescripción. [Documentación asociada]

1. El derecho al reconocimiento de las prestaciones prescribirá a los tres 
años, contados desde el día siguiente a la fecha en que se entienda causada 
la prestación de que se trate, sin perjuicio de lo determinado en el artículo 
92 para la pensión por vejez.
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2. La prescripción se interrumpirá por las mismas causas que la ordinaria 
y, además, por la reclamación ante las Entidades Gestoras o el Ministerio 
de Trabajo, así como en virtud de expediente que tramite la Inspección de 
Trabajo en relación con el caso de que se trate.

3. En el supuesto de que se entable acción judicial contra un presunto 
culpable, criminal o civilmente, la prescripción quedará en suspenso mientras 
aquélla se tramite, volviendo a contarse el plazo desde la fecha en que 
se notifique el auto de sobreseimiento o desde que la sentencia adquiera 
firmeza.

Artículo 61. Devengo. [Documentación asociada]

1. Las prestaciones económicas de carácter periódico se devengarán desde 
el día primero del mes siguiente al de la fecha en que se entiendan causadas 
las mismas, siempre que la solicitud sea presentada dentro de los tres 
meses siguientes al de la referida fecha. En otro caso, únicamente se tendrá 
derecho a percibir con la prestación correspondiente al mes de la fecha de 
presentación de solicitud la de los dos meses inmediatamente anteriores. 
[Documentación asociada]

2. Las prestaciones a que se refiere el número anterior dejarán de devengarse 
el último día del mes en que se produzca la causa de su extinción, y si tal 
causa originase otra pensión o prestación de pago periódico, ésta comenzará 
a devengarse desde el día primero del mes siguiente, estándose a lo 
dispuesto en el citado número anterior a efectos de la retroactividad derivada 
de la fecha de presentación de la solicitud.

3. Cuando, como consecuencia de la revisión de incapacidades en el caso 
de prestaciones por invalidez, se produzca un cambio en éstas, se estará a 
efectos de su devengo a lo especialmente dispuesto en el artículo 87.

Artículo 62. Pago.

El pago de prestaciones periódicas se efectuará por mensualidades vencidas.

Artículo 63. Caducidad.

1. El derecho al percibo de las prestaciones a tanto alzado y por una sola vez 
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caducará al año, a contar desde el día siguiente al de haber sido notificada 
en forma al interesado su concesión.

2. Cuando se trate de prestaciones periódicas, el derecho al percibo de cada 
mensualidad caducará al año de su respectivo vencimiento.

Artículo 64. Reintegro de prestaciones indebidas.

1. Los trabajadores y las demás personas que hayan percibido indebidamente 
prestaciones de este Régimen Especial de la Seguridad Social vendrán 
obligados a reintegrar su importe.

2. Quienes por acción u omisión, y salvo buena fe probada, hayan contribuido 
a hacer posible la percepción indebida de una prestación, responderán 
subsidiariamente con los perceptores de la obligación de reintegrar que se 
establece en el número anterior.

Artículo 65. Caracteres de las prestaciones. 

1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 22 de la Ley de la Seguridad 
Social de 21 de abril de 1966, las prestaciones otorgadas por este 
Régimen Especial no podrán ser objeto de cesión total o parcial, embargo, 
retención, compensación o descuento, salvo en los dos casos siguientes: 
[Documentación asociada]

a) En orden al cumplimiento de las obligaciones alimenticias a favor del 
cónyuge e hijos.

b) Cuando se trate de obligaciones o responsabilidades contraídas por el 
beneficiario dentro de la Seguridad Social.

2. De conformidad con el citado artículo, las percepciones derivadas 
de la acción protectora de este Régimen Especial están exentas de toda 
contribución, impuesto, tasa o exacción parafiscal. Tampoco podrá ser exigida 
ninguna tasa fiscal o parafiscal, ni derecho de ninguna clase, en cuantas 
informaciones o certificaciones hayan de facilitar las Entidades Gestoras y 
organismos administrativos o judiciales o de cualquier otra clase en relación 
con dichas prestaciones.



526

Artículo 66. Incompatibilidades.

Las pensiones que concede este Régimen Especial a sus beneficiarios serán 
incompatibles entre sí, a no ser que expresamente se disponga lo contrario. 
En caso de incompatibilidad, quien pudiera tener derecho a dos o más 
pensiones optará por una de ellas.

Artículo 67. Cómputo de períodos de cotización a distintos Regímenes de la 
Seguridad Social. [Documentación asociada]

1. Cuando un trabajador tenga acreditados, sucesivamente o alternativamente, 
períodos de cotización en el Régimen General de la Seguridad Social o en los 
Regímenes Especiales Agrario, de Trabajadores Ferroviarios, de la Minería 
del Carbón, del Servicio Doméstico, de los Trabajadores del Mar, de los 
Artistas y en éste de Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, dichos 
períodos o los que sean asimilados a ellos que hubieran sido cumplidos en 
virtud de las normas que los regulen serán totalizados, siempre que no se 
superpongan, para la adquisición, mantenimiento o recuperación del derecho 
a la prestación. [Documentación asociada]

2. En consecuencia, las pensiones de invalidez, vejez, muerte y supervivencia 
a que los acogidos a alguno de dichos Regímenes puedan tener derecho 
en virtud de las normas que los regulan, serán reconocidas, según sus 
propias normas, por la Entidad Gestora del régimen donde el trabajador 
estuviese cotizando al tiempo de solicitar la prestación, teniendo en cuenta 
la totalización de períodos a que se refiere el número anterior y con las 
salvedades siguientes:

a) Para que el trabajador cause derecho a la pensión en el régimen a que se 
estuviese cotizando en el momento de solicitar la prestación, será inexcusable 
que reúna los requisitos de edad, períodos de carencia y cualesquiera 
otros que en el mismo se exijan, computando a tal efecto solamente las 
cotizaciones efectuadas en dicho Régimen.

b) Cuando el trabajador no reuniese tales requisitos en el Régimen a que se 
refiere el apartado anterior, causará derecho a la pensión en el que se hubiese 
cotizado anteriormente, siempre que en el mismo reúna los requisitos a que 
se refiere el apartado a). Igual norma se aplicará, en su caso, respecto de 
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los restantes regímenes.

c) Cuando el trabajador no hubiese reunido en ninguno de los regímenes, 
computadas separadamente las cotizaciones a ellos efectuadas, los períodos 
de carencia precisos para causar derecho a la pensión podrán sumarse a tal 
efecto las cotizaciones efectuadas a todos. En tal caso, la pensión se otorgará 
por el régimen en que tenga acreditado mayor número de cotizaciones. 
[Documentación asociada]

3. Sobre la base de la cuantía resultante con arreglo a las normas anteriores, 
la Entidad Gestora del régimen que reconozca la pensión distribuirá su 
importe con la de los otros regímenes de la Seguridad Social, a prórrata 
por la duración de los períodos cotizados en cada uno de ellos. Si la cuantía 
de la pensión a la que el trabajador pueda tener derecho por los períodos 
computables en virtud de las normas de uno sólo de los regímenes de la 
Seguridad Social fuese superior al total de la que resultase a su favor, por 
aplicación de los números anteriores de este artículo, la Entidad Gestora de 
dicho Régimen le concederá un complemento igual a la diferencia.

4. La totalización de períodos de cotización, prevista en el número 1 del 
presente artículo, se llevará a cabo para cubrir los períodos de carencia que 
se exijan para prestaciones distintas de las especificadas en el número 2 del 
mismo, otorgándose, en tal caso, dichas prestaciones por el Régimen en que 
se encuentre en alta el trabajador en el momento de producirse el hecho 
causante y siempre que tuviera derecho a ellas, de acuerdo con las normas 
propias de dicho Régimen.

5. Cuanto se dispone en los números anteriores del presente artículo quedará 
referido a las prestaciones comunes que comprendan los regímenes de cuyo 
reconocimiento recíproco de cotizaciones se trate.

A tales efectos, se entenderá por prestaciones comunes aquellas que se 
encuentren comprendidas en la acción protectora de todos los regímenes 
afectados, en cada caso, por el reconocimiento. [Documentación asociada]

Artículo 68. Reconocimiento del derecho a las prestaciones.

1. El reconocimiento del derecho a las prestaciones de este Régimen Especial 
corresponderá a la Entidad Gestora en la que el trabajador estuviese en 
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alta o en situación asimilada al alta, al causarse la prestación de que se 
trate, salvo que, por aplicación de lo dispuesto en el artículo anterior, dicho 
reconocimiento esté atribuido a una Entidad Gestora de otro régimen de la 
Seguridad Social.

No obstante, tratándose de prestaciones por invalidez, se estará a lo 
establecido en el artículo 84.

2. Los acuerdos de las Entidades Gestoras en materia de prestaciones podrán 
ser impugnados ante la jurisdicción laboral en la forma y plazos determinados 
en la Ley de Procedimiento Laboral.

Subsección 2.ª Asimilación a alta

Artículo 69. Situaciones asimiladas a la de alta. [Documentación asociada]

1. Los trabajadores que causen baja en este Régimen Especial por haber 
cesado en la actividad que dio lugar a su inclusión en el mismo quedarán 
en situación asimilada a la de alta durante los 90 días naturales siguientes 
al último día del mes de su baja, a efectos de poder causar derecho 
a las prestaciones y obtener otros beneficios de la acción protectora. 
[Documentación asociada]

2. Asimismo, y a iguales efectos, se considerarán asimiladas a la de alta, 
siempre que se cumplan los requisitos que para cada caso se establecen y 
con el alcance que se determina, las situaciones siguientes:

a) Incorporación a filas para el cumplimiento del servicio militar.

b) Convenio especial con la Entidad Gestora.

c) Inactividad entre trabajos de temporada.

d) Suspensión de actividades por enfermedad o accidente. [Documentación 
asociada]

Artículo 70. Incorporación a filas para el cumplimiento del servicio militar.

1. Los trabajadores que por incorporación a filas para el cumplimiento del 
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servicio militar, bien con carácter obligatorio o voluntario para anticiparlo, 
suspendan la actividad por la que se encontrasen en alta en este Régimen 
Especial, pasarán a la situación asimilada a la del alta durante el tiempo de la 
duración de aquél y los dos meses siguientes a su licenciamiento.

2. Si en la situación que se refiere en el número anterior se causase 
prestación de invalidez, ésta no podrá ser disfrutada hasta el licenciamiento 
del interesado.

3. Si durante la situación a que se refiere el número 1 se produjese el derecho 
causante de alguna prestación a la que no se tuviere derecho exclusivamente 
por no cubrir el período mínimo de cotización exigible y pudiese completarse 
éste mediante la cotización del tiempo que medie entre la fecha de baja por 
cumplimiento del servicio militar y aquella en que se entienda causada la 
prestación, se reconocerá esta última y se deducirán de la misma las cuotas 
correspondientes a dicho tiempo. Tratándose de prestaciones periódicas se 
iniciará su percepción cuando haya sido enjugado el total importe de las 
cuotas con las mensualidades vencidas de aquéllas.

4. Cuando el hecho causante de una prestación se produjese en fecha 
posterior al licenciamiento y no se tuviese derecho a aquélla exclusivamente 
por no tener cubierto el período mínimo de cotización exigible, pero pudiese 
completarse éste mediante la cotización del tiempo durante el que el trabajador 
haya permanecido en la situación asimilada a la de alta por cumplimiento del 
servicio militar, se reconocerá la prestación y se deducirán de la misma las 
cuotas correspondientes a dicho tiempo, siendo de aplicación a este respecto 
lo dispuesto en el número anterior para el caso de prestaciones periódicas.

Para la aplicación de lo dispuesto en el presente número será condición 
indispensable que el alta por reincorporación al trabajo se produzca dentro 
de los dos meses siguientes al licenciamiento del trabajador.

5. A efectos del cálculo de las cuotas para las deducciones a que se refieren 
los dos números anteriores, se tomará como base de cotización la última del 
trabajador al producirse su incorporación a filas.

6. La situación asimilada a la de alta, a que se refiere el número 1 del 
presente artículo, se extinguirá:
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a) Por expiración del plazo que se indica en el mismo, o

b) Por reanudación de la actividad en el transcurso de dicho plazo.

1986-01-01[Redacciones]

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. primera de la Orden de 30 de octubre de 
1985.

Artículo 71. Convenio especial. Derogado [Documentación asociada]

1. Quienes deban causar baja en este Régimen Especial de la Seguridad 
Social por cese en la actividad que motivó su inclusión en el mismo y queden 
sin protección de la Seguridad Social o comprendidos en algún régimen de 
la misma al que no sea de aplicación lo dispuesto en el artículo 67, podrán 
suscribir voluntariamente con la mutualidad laboral en la que últimamente 
hubieran estado encuadrados el Convenio especial que en este artículo se 
regula,y siempre que a tal fin cumplan las condiciones siguientes:

a) Solicitarlo de dicha mutualidad laboral dentro de los 90 días naturales 
siguientes al último del mes de su baja.

b) Acompañar a la solicitud declaración jurada sobre la ocupación a que va a 
dedicarse en lo sucesivo.

c) Tener cubierto un período mínimo de cotización a este Régimen Especial 
de 36 meses, dentro de los siete años inmediatamente anteriores a su baja 
en el mismo, y hallarse al corriente en la cotización a dicho Régimen.

d) Comprometerse a abonar desde el día primero del mes siguiente al de su 
baja las cuotas correspondientes, de conformidad con lo que se determina 
en el número siguiente.

2. Durante la situación que regula el presente artículo se estará, en materia 
de cotización y recaudación, a lo dispuesto con carácter general para los 
trabajadores en situación de alta.
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3. El Convenio especial habrá de ajustarse al modelo que, a propuesta del 
Servicio de Mutualidades Laborales, apruebe la Dirección General de la 
Seguridad Social.

4. El Convenio especial quedará extinguido por cualquiera de las causas 
siguientes:

a) Falta de abono de las cuotas correspondientes a tres mensualidades 
exigibles.

b) Quedar el interesado obligatoriamente comprendido en el campo de 
aplicación de este Régimen Especial o en el de otro de la Seguridad Social al 
que sea de aplicación lo dispuesto en el artículo 67.

c) Pasar el interesado a ser pensionista de vejez o invalidez permanente en 
el grado de incapacidad absoluta para todo trabajo o en el de gran invalidez.

d) Decisión del interesado, comunicada por escrito a la mutualidad, dentro 
del mes natural en que haya de producirse la extinción.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

Artículo 72. Inactividad entre trabajos de temporada.

1. Los trabajadores incluidos en este Régimen Especial por el ejercicio de una 
actividad que, dadas sus características, se practique durante determinadas 
temporadas del año, podrán disfrutar de la situación asimilada a la de alta 
durante el período que medie entre dichas temporadas, siempre que cumplan 
los requisitos siguientes: [Documentación asociada]

a) Que lo soliciten, para cada ocasión, de la correspondiente mutualidad 
laboral dentro del mes natural siguiente a aquel en que cesaron en la 
actividad.

b) Que acrediten, a juicio del órgano de gobierno de la mutualidad competente 
para resolver la petición, su dedicación a una actividad de temporada con la 
habitualidad a que se refiere el párrafo segundo del número 2 del artículo 
1.º.
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c) Que queden sin protección de la Seguridad Social o comprendidos en 
algún régimen de la misma al que no sea de aplicación lo dispuesto en el 
artículo 67.

d) Que se hallen al corriente en la cotización a este Régimen Especial.

e) Que se comprometen a abonar desde el día primero del mes siguiente al 
de su baja las cuotas correspondientes.

2. Será de aplicación a la situación que en el presente artículo se regula lo 
dispuesto en los números 2 y 4 del artículo anterior.

3. En todo caso, la situación de asimilación a alta que este artículo regula 
no podrá tener, para cada ocasión, una duración superior a la de 12 meses, 
sin perjuicio de que el interesado pueda acogerse al Convenio especial del 
artículo anterior, si reuniera las condiciones por éste exigidas, al término de 
dicha situación por tal causa.

Artículo 73. Suspensión de actividades por enfermedad. [Documentación 
asociada]

1. Transcurrido el período de tiempo a que se refiere el párrafo primero 
del número 2 del artículo 1.º, si continuase la suspensión temporal de la 
actividad por incapacidad debida a enfermedad o accidente, el interesado 
podrá disfrutar de la situación asimilada a la de alta, siempre que cumpla los 
requisitos siguientes:

a) Que lo solicite de la correspondiente mutualidad laboral dentro del mes 
natural siguiente, acompañando certificación médica acreditativa de la 
enfermedad o lesiones que padece y su fecha de iniciación.

b) Que se comprometa a abonar desde el día primero del mes natural 
siguiente al de la finalización del período a que se refiere el párrafo primero 
del presente número las cuotas correspondientes, siendo de aplicación lo 
dispuesto en el número 2 del artículo 71.

2. El órgano de gobierno competente para resolver la petición podrá interesar 
en cualquier momento y a cargo de la mutualidad laboral reconocimientos 
médicos en orden a la comprobación de la incapacidad.
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3. La situación que se regula en el presente artículo se extinguirá por 
cualquiera de las causas siguientes:

a) Curación o reincorporación al trabajo.

b) Declaración de invalidez permanente o paso del interesado a ser 
pensionista de vejez.

c) Decisión del interesado, comunicada por escrito a la mutualidad dentro del 
mes natural en que se haya de producir la extinción.

SECCIÓN 2.ª PRESTACIONES POR INVALIDEZ

Artículo 74. Situación protegida y conceptos. [Documentación asociada]

1. Estará protegida por este Régimen Especial la situación de invalidez 
permanente, cualquiera que fuese su causa, en sus grados de incapacidad 
permanente total para la profesión habitual, incapacidad permanente 
absoluta para todo trabajo y gran invalidez.

2. Los conceptos de incapacidad permanente total para la profesión habitual, 
incapacidad permanente absoluta para todo trabajo y gran invalidez serán 
los que se determinan para el Régimen General de la Seguridad Social.

No obstante, se entenderá por profesión habitual la actividad inmediata y 
anterior desempeñada por el interesado y por la que estaba en alta en este 
Régimen al producirse la incapacidad permanente protegida por el mismo.

Artículo 75. Beneficiarios. [Documentación asociada]

Serán beneficiarios de las prestaciones por invalidez las personas incluidas en 
el campo de aplicación de este Régimen Especial, declaradas en la situación 
de invalidez protegida por dicho Régimen, que cumplan las condiciones 
generales exigidas en el artículo 57 y el período mínimo de cotización 
establecido en el artículo 58.

Tratándose de invalidez por incapacidad permanente total para la profesión 
habitual, y por lo que se refiere exclusivamente a las prestaciones económicas, 
se requerirá además que el trabajador tenga cumplidos 45 años de edad en 
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la fecha en que se entienda causada la prestación.

Artículo 76. Hecho causante. [Documentación asociada]

Se entenderá causada la prestación de invalidez el último día del mes que sea 
declarado como de iniciación de la situación de invalidez protegida.

Artículo 77. Prestaciones económicas por incapacidad permanente total. 
[Documentación asociada]

1. La situación de invalidez en el grado de incapacidad permanente total para 
la profesión habitual dará derecho a los beneficiarios determinados en el 
artículo 75 a las siguientes prestaciones económicas, determinadas sobre la 
base reguladora, calculada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 59:

a) Los trabajadores declarados inválidos con posibilidad razonable de 
recuperación podrán optar entre:

1.º Someterse a los procesos de readaptación y rehabilitación y percibir 
una cantidad a tanto alzado equivalente a 40 mensualidades de la base 
reguladora si, concluidos dichos procesos, subsistiese la incapacidad en 
el grado de permanente total para la profesión habitual. A tal efecto se 
examinará la capacidad del trabajador una vez ultimados dichos procesos, 
revisando, si procediera, el grado de incapacidad que inicialmente se le 
hubiera reconocido.

2.º Que les sea reconocido el derecho a una pensión vitalicia de cuantía 
equivalente al 55 por 100 de la base reguladora.

b) Los trabajadores declarados inválidos sin posibilidades razonables de 
recuperación podrán optar:

1.º Percibir una cantidad a tanto alzado, equivalente a 40 mensualidades 
de la base reguladora. Tal cantidad se percibirá con carácter inmediato en 
ejecución de la resolución definitiva de la Comisión Técnica Calificadora. 
[Documentación asociada]

2.º Que les sea reconocido el derecho a una pensión vitalicia de cuantía 
equivalente al 55 por 100 de la base reguladora.
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2. Las opciones a que se refieren los apartados a) y b) del número anterior 
deberán ejercitarse por los interesados dentro de los 30 días siguientes a la 
declaración de incapacidad. Transcurrido el mencionado plazo sin ejercitar 
el derecho de opción, ésta se entenderá efectuada a favor de la pensión 
vitalicia. También se entenderá ejercitado el derecho de opción en favor de 
la pensión vitalicia si el trabajador tuviese cumplidos los 60 años de edad en 
la fecha en que se entienda causada la prestación. La opción tendrá en todo 
caso carácter irrevocable. [Documentación asociada]

Artículo 78. Prestaciones económicas por incapacidad permanente absoluta.

La situación de invalidez en el grado de incapacidad permanente absoluta 
para todo trabajo dará derecho a los beneficiarios determinados en el artículo 
75 a una pensión vitalicia equivalente al 100 por 100 de la base reguladora, 
calculada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.

Artículo 79. Prestaciones económicas por gran invalidez.

La situación de invalidez en el grado de gran invalidez dará derecho a los 
beneficiarios determinados en el artículo 75 a la prestación económica que 
se señala en el artículo anterior para el de incapacidad permanente absoluta, 
incrementándose la pensión en un 50 por 100, destinado a remunerar a la 
persona que atienda al inválido.

La Entidad Gestora que tenga a su cargo la protección a la invalidez podrá 
autorizar, a petición del gran inválido o de sus representantes legales y 
siempre que lo considere conveniente en beneficio del mismo, la sustitución 
del incremento a que se refiere el párrafo anterior por el alojamiento y 
cuidado del inválido a cargo de dicha Entidad, en régimen de internado, 
en una institución asistencial. La petición podrá ser formulada en cualquier 
momento; el gran inválido o sus representantes legales podrán, igualmente, 
decidir en cualquier momento, con carácter vinculante para la Entidad Gestora 
que haya autorizado la referida sustitución, que ésta quede sin efecto.

Artículo 80. Extinción.  [Documentación asociada]

La pensión de invalidez se extinguirá al recobrar el beneficiario sus condiciones 
físicas en términos que no subsista grado de incapacidad determinante de 
invalidez protegida por este Régimen Especial. A tal efecto ha de proceder 
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previamente la revisión de la incapacidad según las normas reguladoras de 
esta materia.

Artículo 81. Denegación, anulación y suspensión del derecho a las 
prestaciones económicas. [Documentación asociada]

1. El derecho a las prestaciones económicas por invalidez permanente podrá 
ser denegado, anulado o suspendido:

a) Cuando el beneficiario haya actuado fraudulentamente para obtener o 
conservar el derecho a las mismas.

b) Cuando la invalidez permanente sea debida o se haya agravado a 
consecuencia de imprudencia temeraria del beneficiario.

c) Cuando el beneficiario, sin causa razonable, rechace o abandone los 
tratamientos o procesos de readaptación y rehabilitación procedentes.

2. La denegación, anulación y suspensión del derecho corresponderá, en 
vía administrativa, a las Comisiones Técnicas Calificadoras. [Documentación 
asociada]

Artículo 82. Compatibilidad. [Documentación asociada]

Las pensiones vitalicias otorgadas por este Régimen Especial a causa de 
la invalidez serán compatibles con el ejercicio de aquellas actividades y 
trabajos, sean o no lucrativos, compatibles con el estado del inválido, y que 
no representen un cambio en su capacidad de trabajo a efectos de revisión.

Artículo 83. Prestaciones recuperadoras.

En las situaciones de invalidez protegidas por este Régimen, los beneficiarios 
determinados en el artículo 75 tendrán derecho a las prestaciones 
recuperadoras en los mismos supuestos, términos y con el alcance 
determinado para éstas en el Régimen General de la Seguridad Social.

Artículo 84. Declaración. [Documentación asociada]

La declaración de las situaciones de invalidez en sus distintos grados, la 
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resolución sobre las peticiones de revisión de incapacidades y cuantas 
cuestiones sean de su competencia en la materia corresponderán, en vía 
administrativa, a las Comisiones Técnicas Calificadoras, conforme a las 
normas orgánicas y de procedimiento que regulan la actuación de las mismas.

Artículo 85. Supuestos, causas y solicitantes de la revisión de incapacidad. 
[Documentación asociada]

1. Las declaraciones de incapacidad serán revisables en todo tiempo, en 
tanto que el incapacitado no haya cumplido la edad establecida para la 
pensión de vejez, por alguna de las causas siguientes:

a) Agravación o mejoría.

b) Error de diagnóstico.

2. La revisión podrá ser solicitada por el beneficiario, por la Entidad Gestora 
o por la Inspección de Trabajo.

Artículo 86. Plazos para solicitar la revisión.

La primera revisión sólo se podrá solicitar después de transcurridos dos años 
desde la fecha en que se haya declarado la incapacidad y las posteriores 
revisiones, después de transcurrido un año desde la fecha del acuerdo firme 
que haya resuelto la petición de revisión anterior. Los plazos señalados en el 
presente artículo no serán de aplicación al supuesto de revisión previsto en 
el apartado a) del número 1 del artículo 77.

Artículo 87. Consecuencias de la revisión.

1. Cuando, como consecuencia de una revisión, se modifique la calificación de 
incapacidad existente con anterioridad, se aplicarán las siguientes normas:

a) Si al trabajador declarado en un grado de incapacidad que le diera derecho 
a pensión se le reconociese como resultado de la revisión otro grado que le 
dé derecho a una pensión de cuantía diferente, pasará a percibir la nueva 
pensión, a partir del día siguiente a la fecha de la resolución definitiva en que 
así se haya declarado.
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b) Si al trabajador declarado en un grado de incapacidad que le diera derecho 
a pensión se le reconociese, como resultado de la revisión, otro grado que 
le dé derecho a una cantidad a tanto alzado, dejará de percibir la pensión a 
partir del día siguiente a la fecha de la resolución definitiva en que así se haya 
declarado y percibirá la parte de la indicada cantidad que, en su caso, exceda 
del importe total percibido en concepto de pensión.

c) Si al trabajador declarado en un grado de incapacidad que le diera derecho 
a pensión se le reconociese, como resultado de la revisión, la no existencia de 
grado de incapacidad protegido por este Régimen Especial, dejará de percibir 
la pensión a partir del día siguiente a la fecha de la resolución definitiva en 
que así se haya declarado.

d) Si al trabajador declarado en un grado de incapacidad que le hubiera dado 
derecho a una cantidad a tanto alzado se le reconociese, como resultado de 
la revisión, otro grado que le dé derecho a una pensión, ésta se devengará 
a partir del día siguiente a la fecha de la resolución definitiva en que así se 
haya declarado, pero no comenzará a percibirse hasta que se haya deducido 
de la misma el importe correspondiente a las mensualidades de la cantidad 
alzada percibida que excedan de las transcurridas desde que se reconoció el 
derecho a ella.

e) Si al trabajador declarado en un grado de incapacidad que le hubiera dado 
derecho a una cantidad a tanto alzado se le reconociese, como resultado 
de la revisión, la no existencia de grado de incapacidad protegido por este 
Régimen Especial, no vendrá obligado a devolver ninguna cantidad.

2. En la aplicación de lo dispuesto en el número anterior se tomará como 
base reguladora de la nueva prestación la misma que hubiese servido para 
calcular la correspondiente al grado de incapacidad inicialmente declarado.

SECCIÓN 3.ª PRESTACIÓN POR VEJEZ

Artículo 88. Concepto.

La prestación económica por causa de vejez será única para cada pensionista, 
consistirá en una pensión vitalicia y se concederá a las personas incluidas en 
el campo de aplicación de este Régimen Especial en las condiciones, cuantía 
y forma que en la presente Orden se determinan, cuando a causa de su edad 
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cesen en el trabajo.

Artículo 89. Beneficiarios.

Serán beneficiarios de la pensión por vejez las personas incluidas en el 
campo de aplicación de este Régimen Especial que en la fecha en que se 
entienda causada la prestación tengan cumplida la edad de 65 años, reúnan 
las condiciones generales exigidas en el artículo 57 y hayan cumplido el 
período mínimo de cotización establecido en el artículo 58.

Artículo 90. Hecho causante. [Documentación asociada]

Se entenderá causada la pensión de vejez:

a) Para quienes se encuentren en alta el último día del mes en que se 
produzca el cese en el trabajo.

b) Para quienes se encuentren en alguna de las situaciones asimiladas a la de 
alta el último día del mes en que tenga lugar la presentación de la solicitud.

Artículo 91. Cuantía de la pensión. [Documentación asociada]

1. La cuantía de la pensión por vejez se determinará, para cada beneficiario, 
aplicando a la base reguladora obtenida, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 59, el porcentaje resultante de sumar al del 50 por 100 un 2 por 
100 más por cada año cotizado por el beneficiario, con el límite máximo para 
dicha suma del 100 por 100.

2. A efectos de lo dispuesto en el número anterior, la fracción de año, si 
existiera, se asimilará a un año completo de cotización.

Artículo 92. Imprescriptibilidad.

El derecho al reconocimiento de la pensión por vejez es imprescriptible, si bien 
sólo surtirá efectos a partir de su solicitud, sin perjuicio de la retroactividad 
en el devengo prevista en el artículo 61.

1976-08-30[Redacciones] 
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[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Redactado por art. único de la Orden de 31 de julio de 1976.

Artículo 93. Incompatibilidad. [Documentación asociada]

1. El disfrute de la pensión de vejez será incompatible con todo trabajo 
del pensionista, por cuenta propia o ajena, que dé lugar a su inclusión en 
el campo de aplicación de este Régimen Especial, del Régimen General o 
de alguno de los demás Regímenes Especiales a que se refiere el artículo 
10 de la Ley General de la Seguridad Social, de 30 de mayo de 1974. 
[Documentación asociada]

2. El disfrute de la pensión de vejez será compatible con el mantenimiento de 
la titularidad del negocio de que se trate y con el desempeño de las funciones 
inherentes a dicha titularidad. [Documentación asociada]

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

Artículo 94. Realización de trabajos por el pensionista de vejez. 
[Documentación asociada]

1. El pensionista de vejez que vaya a realizar los trabajos a que se refiere 
el número 1 del artículo anterior, antes de iniciarlos deberá comunicarlo a la 
mutualidad laboral en la que tuviera acreditado su derecho a la pensión. La 
realización del trabajo surtirá respecto del pensionista los siguientes efectos:

a) Quedará en suspenso el derecho a la pensión por vejez.

b) Quedará en suspenso igualmente el derecho a la asistencia sanitaria 
inherente a la condición de pensionista.

c) Si los trabajos fuesen de los que dan lugar a la inclusión en el campo de 
aplicación de este Régimen Especial procederá su alta y cotización en los 
términos y condiciones generales establecidos para el mismo. El interesado 
podrá optar porque, a efectos del límite a la elección de base, se le aplique 
la cuantía de la última por la que hubiese cotizado al causar la pensión por 
vejez, aunque hubiera transcurrido desde ese momento un período superior 
al que se señala en el artículo 25.
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2. El cese en los trabajos realizados, cuando se haya cumplido lo dispuesto 
en el número anterior, se comunicará por el interesado a la mutualidad 
laboral en que tenga reconocido el derecho a la pensión, y producirá el 
restablecimiento del disfrute de la misma y de la correspondiente asistencia 
sanitaria, siendo de aplicación en tal caso lo siguiente:

a) Los períodos cotizados en razón de dichos trabajos, cuando se hubiesen 
efectuado a este Régimen Especial o cuando así resulte de lo dispuesto en los 
números 1 y 2 del artículo 67, podrán surtir efecto para mejorar la pensión 
anteriormente reconocida si sumados los nuevos períodos de cotización con 
los que se tenían acreditados al causarse aquélla dieran lugar a un porcentaje 
más elevado, el que se aplicará sobre la misma base reguladora de la pensión 
inicial, salvo en el supuesto a que se refiere el apartado siguiente.

b) Las bases por las que se haya cotizado en razón de dichos trabajos, cuando 
hubiesen sido efectuadas a este Régimen Especial y por tiempo superior a un 
año, podrán ser tenidas en cuenta, a solicitud del interesado, para el cálculo 
de una nueva base reguladora de la pensión. En tal caso, lo dispuesto en el 
apartado a) del número 1 del artículo 59 quedará referido al último día del 
mes en que cese en aquellos trabajos el pensionista, y se computará como 
base mensual de cotización durante el tiempo en que devengó la pensión la 
base reguladora de ésta.

c) La norma contenida en el número 1 del artículo 61 será aplicable al 
devengo de la pensión que se restablece.

3. El pensionista que realice los trabajos a que se refiere el número 1 del 
artículo anterior, sin comunicarlo a la mutualidad laboral correspondiente, 
incurrirá en responsabilidad y será objeto de la oportuna propuesta de 
sanción, de conformidad con las normas de este Régimen Especial en 
materia de faltas y sanciones, viniendo obligado a reintegrar el importe de 
las pensiones indebidamente percibidas. El empresario o, en su caso, el 
responsable subsidiario conforme a lo dispuesto en el número 2 del artículo 
6.º que, por omisión del alta, haya contribuido a hacer posible la percepción 
indebida de la pensión por vejez durante el trabajo del pensionista, 
responderá subsidiariamente con éste de la obligación de reintegrar que se 
establece en el presente número, sin perjuicio de la sanción que proceda de 
acuerdo con las referidas normas sobre faltas y sanciones.
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Artículo 95. Extinción.

El derecho a la pensión de vejez extinguirá cuando se imponga como 
sanción su pérdida, de acuerdo con lo previsto en el número 3 del artículo 
anterior.

SECCIÓN 4.ª PRESTACIONES POR MUERTE Y SUPERVIVENCIA

Artículo 96. Prestaciones.

En caso de muerte, cualquiera que fuera su causa, se otorgarán, según los 
supuestos, alguna o algunas de las prestaciones siguientes:

a) Subsidio de defunción.

b) Pensión vitalicia de viudedad.

c) Pensión de orfandad.

d) Pensión vitalicia o, en su caso, subsidio temporal en favor de familiares.

Artículo 97. Sujetos causantes. [Documentación asociada]

1. Causarán derecho a las prestaciones enumeradas en el artículo anterior 
las personas incluidas en el campo de aplicación de este Régimen Especial 
que cumplan las condiciones generales exigidas en el artículo 57 y el 
período mínimo de cotización establecido en el artículo 58, así como los 
pensionistas de vejez o invalidez.

2. A efectos de poder causar las prestaciones enumeradas en el artículo 
anterior, serán considerados pensionistas de vejez quienes habiendo 
causado baja en este Régimen Especial y reuniendo en tal momento 
todas las condiciones precisas para serles otorgada la pensión por vejez, 
falleciesen dentro de los tres años siguientes a la fecha de dicha baja sin 
haber solicitado la referida pensión.

Las personas que soliciten las prestaciones en virtud de lo antes dispuesto 
deberán probar que el fallecido reunía todas las condiciones precisas para 
haber obtenido la pensión de vejez, de haberla solicitado en el momento 
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de su baja.

Artículo 98. Hecho causante. [Documentación asociada]

Se entenderán causadas las prestaciones por muerte y supervivencia el 
último día del mes en que se produzca el fallecimiento del sujeto causante, 
salvo para el subsidio de defunción, en que se estará a la fecha del 
fallecimiento, y para la pensión de orfandad, cuando el beneficiario sea hijo 
póstumo, en que lo será el último día del mes de su nacimiento.

Artículo 99. Subsidio de defunción, pensión de orfandad y pensión o 
subsidio temporal en favor de familiares.

Las prestaciones de subsidio de defunción, pensión de orfandad y pensión 
o subsidio temporal en favor de familiares se regirán por las normas 
que respectivamente las regulan en el Régimen General de la Seguridad 
Social, si bien para cuanto se refiere a sujeto y hecho causante, período de 
cotización necesario para tener derecho a la prestación de que se trate y 
base reguladora de la misma se estará a lo que se dispone en este Régimen 
Especial, y sin que sean de aplicación en el mismo las peculiaridades que 
en el Régimen General se establecen para el supuesto de muerte debida a 
accidente de trabajo o enfermedad profesional.

Artículo 100. Beneficiarios de la pensión de viudedad. [Documentación 
asociada]

Tendrán derecho a la pensión de viudedad con carácter vitalicio, salvo que 
se produzca alguna de las causas de extinción establecidas en el artículo 
103:

a) La viuda que al fallecimiento de su cónyuge causante hubiese convivido 
habitualmente con éste o, en caso de separación judicial, cuando la 
sentencia firme la reconociese como inocente u obligase al marido a 
prestarle alimentos.

b) El viudo, únicamente en el caso de que además de cumplirse el requisito 
señalado en el apartado anterior se encuentre, al tiempo de fallecer su 
esposa, incapacitado para el trabajo con carácter permanente y absoluto 
que le inhabilite por completo para toda profesión u oficio y sostenido 
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económicamente por aquélla.

Artículo 101. Cuantía de la pensión de viudedad. [Documentación 
asociada]

La cuantía de la pensión vitalicia de viudedad será equivalente al 50 por 100 
de la base reguladora del causante, determinada ésta de conformidad con 
lo establecido en el artículo 59.

Si el causante fuera pensionista de vejez o invalidez y por tanto, según 
lo dispuesto en el artículo 59, la base reguladora fuese el importe de la 
pensión correspondiente a tales situaciones, el porcentaje de la pensión 
de viudedad será el del 60 por 100, sin que la cuantía de la pensión así 
resultante pueda ser superior a la que correspondería de no ser pensionista 
el causante.

Artículo 102. Compatibilidad de la pensión por viudedad.

La pensión de viudedad será compatible con cualquier renta de trabajo de 
la viuda o con la pensión por vejez o invalidez a que la misma pueda tener 
derecho.

Artículo 103. Extinción de la pensión de viudedad.

La pensión de viudedad se extinguirá por las siguientes causas:

a) Contraer nuevas nupcias o tomar estado religioso. En ambos casos, 
siempre que el cambio de estado tenga lugar antes de cumplir la beneficiaria 
los 60 años de edad, tendrá derecho a percibir, por una sola vez, una 
cantidad igual al importe de 24 mensualidades de la pensión que tuviese 
reconocida.

b) Observar una conducta deshonesta o inmoral.

c) Cesar el viudo en la incapacidad por la cual se le otorgó la pensión; esta 
causa no surtirá efectos cuando se produzca después de que aquél haya 
cumplido la edad de 60 años.

d) Declaración, en sentencia firme, de culpabilidad en la muerte del 
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causante.

SECCIÓN 5.ª PRESTACIONES DE PROTECCIÓN A LA FAMILIA

1991-03-22[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. del Real Decreto 356/1991, de 15 de 
marzo.

Artículo 104. Prestaciones. Derogado.

Las prestaciones de protección a la familia serán las siguientes:

a) Una asignación al contraer matrimonio.

b) Una asignación al nacimiento de cada hijo.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1991-03-22[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. del Real Decreto 356/1991, de 15 de 
marzo.

Artículo 105. Beneficiarios. Derogado.

Serán beneficiarios de las prestaciones que se determinan en el artículo 
anterior las personas incluidas en el campo de aplicación de este Régimen 
Especial que cumplan las condiciones generales exigidas en el artículo 57 y 
el período mínimo de cotización establecido en el artículo 58.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1991-03-22[Redacciones] 
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[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. del Real Decreto 356/1991, de 15 de 
marzo.

Artículo 106. Hecho causante. Derogado.

Se entenderán causadas las prestaciones de protección a la familia el último 
día del mes en que se contraiga el matrimonio o tenga lugar el nacimiento 
del hijo.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1991-03-22[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. del Real Decreto 356/1991, de 15 de 
marzo.

Artículo 107. Hijos cuyo nacimiento da derecho a la asignación. Derogado.

Las personas a que se refiere el artículo 105 tendrán derecho a la asignación 
por nacimiento de hijos, cuando se trate de hijos legítimos o naturales 
reconocidos, inscritos como tales en el Registro Civil. El reconocimiento de 
los hijos naturales o su legitimación por subsiguiente matrimonio podrá dar 
derecho a esta prestación siempre que tenga lugar dentro de los 12 meses 
siguientes al nacimiento del hijo.

Las mujeres trabajadoras tendrán derecho a esta prestación, cualquiera 
que sea la condición legal del hijo nacido.

Asimismo se concederá esta asignación por el nacimiento de criaturas sin 
viabilidad legal, siempre que hubiera procedido un embarazo de al menos 
180 días.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1991-03-22[Redacciones] 
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[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. del Real Decreto 356/1991, de 15 de 
marzo.

Artículo 108. Cuantía. Derogado.

La cuantía de las asignaciones será la que a continuación se determina:

a) Asignación al contraer matrimonio: Importe equivalente al de tres 
veces la base reguladora calculada de conformidad con lo establecido en el 
artículo 59, y con el límite máximo de 25.000 pesetas.

b) Asignación al nacimiento de cada hijo: Importe equivalente al de la base 
reguladora calculada de conformidad con lo establecido en el artículo 59, y 
con el límite máximo de 5.000 pesetas.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

1991-03-22[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Derogado por disp. derog. del Real Decreto 356/1991, de 15 de 
marzo.

Artículo 109. Incompatibilidad. Derogado.

La percepción de las prestaciones de protección a la familia de este Régimen 
Especial será incompatible con la de cualesquiera otras prestaciones 
económicas de naturaleza análoga que otorguen los demás regímenes de 
la Seguridad Social, pudiendo optar el beneficiario por las de uno de ellos.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

SECCIÓN 6.ª AYUDA ECONÓMICA CON OCASIÓN DE INTERVENCIÓN 
QUIRURGICA [Documentación asociada]

Artículo 110. Concepto.
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La ayuda económica con ocasión de intervención quirúrgica consistirá en la 
entrega a sus beneficiarios de una cantidad a tanto alzado para atender los 
gastos motivados por las intervenciones de tal carácter que se determinen 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 114.

Artículo 111. Beneficiarios.

Tendrán derecho a esta ayuda las personas incluidas en el campo de 
aplicación de este Régimen Especial que cumplan las condiciones generales 
exigidas en el artículo 57 y el período mínimo de cotización establecido 
en el artículo 58, tanto por las intervenciones quirúrgicas que sufran 
ellas mismas como por aquellas que se practiquen a los familiares que a 
continuación se determinan:

a) Cónyuge e hijos menores de 18 años o incapacitados para el trabajo con 
carácter permanente y absoluto que convivan con el beneficiario y a sus 
expensas.

b) Nietos y hermanos, menores de 18 años o incapacitados para el trabajo 
con carácter permanente y absoluto, huérfanos de padre que convivieran 
con el beneficiario y a sus expensas al menos con dos años de antelación a 
la fecha en que se entienda causada la ayuda o desde la muerte del familiar 
con el convivieran antes, si ésta hubiese ocurrido dentro de dicho período.

c) Madre y abuela, viudas, casadas, cuyo marido esté incapacitado para el 
trabajo con carácter permanente y absoluto, o solteras, y padre y abuelos 
que tengan cumplidos los 60 años de edad o se hallen incapacitados 
para el trabajo con el carácter antes indicado, siempre que unas y otros 
convivieran con el beneficiario y a sus expensas con la antelación señalada 
en el apartado anterior.

Artículo 112. Hecho causante.

Se entenderá causada la ayuda económica con ocasión de intervención 
quirúrgica el último día del mes en que dicha intervención tenga lugar.

Artículo 113. Condición especial, unicidad y derecho de resarcimiento.

1. El derecho a la ayuda económica con ocasión de intervención quirúrgica 
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estará condicionado a que la rúrgica haya tenido como origen supuestos de 
hecho que impliquen responsabilidad criminal o civil de alguna persona, la 
Entidad Gestora tendrá derecho a reclamar al tercero responsable o, en su 
caso, al subrogado legal o contractualmente en sus obligaciones el importe 
de la ayuda satisfecha por tal motivo.

Para ejercitar este derecho de resarcimiento, la Entidad Gestora tendrá 
plena facultad para personarse directamente en el procedimiento penal o 
civil seguido para hacer efectiva la indemnización, así como para promoverlo 
directamente, considerándose como tercero perjudicado, al efecto del 
artículo 104 del Código Penal.

Artículo 114. Intervenciones quirúrgicas que dan derecho a la prestación 
y cuantía de ésta.

Las intervenciones quirúrgicas que dan derecho a la ayuda económica y 
la cuantía de ésta serán las determinadas en el baremo que a tal efecto 
se establezca por la Subsecretaría de la Seguridad Social, sin que dicha 
cuantía pueda ser superior a 100.000 pesetas ni inferior a 2.000, conforme 
con lo dispuesto en el artículo 60 del Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, 
según la redacción del Decreto 2398/1970, de 1 de octubre, por el que se 
perfecciona el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 
por Cuenta Propia o Autónomos.

SECCIÓN 7.ª ASISTENCIA SANITARIA A PENSIONISTAS

Artículo 115. Objeto.

La asistencia sanitaria a los pensionistas de este Régimen Especial tiene por 
objeto la prestación de los servicios médicos y farmacéuticos conducentes a 
conservar o restablecer la salud de los beneficiarios de la misma.

Artículo 116. Beneficiarios.

Serán beneficiarios de esta prestación:

a) Los pensionistas de este Régimen Especial, como titulares del derecho.

b) Sus familiares y asimilados en quienes concurran el parentesco o 
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asimilación y demás condiciones exigidas, al igual efecto, por el Régimen 
General de la Seguridad Social.

Artículo 117. Contenido de la prestación.

La asistencia sanitaria será prestada con igual amplitud que en el Régimen 
General de la Seguridad Social se otorgue a los pensionistas y a sus 
familiares o asimilados.

Artículo 118. Prestación de la asistencia sanitaria. [Documentación 
asociada]

La asistencia sanitaria que se regula en esta Sección será prestada, en todo 
caso, por los servicios sanitarios de la Seguridad Social, estableciéndose al 
efecto los oportunos conciertos entre las mutualidades laborales gestoras 
de este Régimen Especial y el Instituto Nacional de Previsión.

SECCIÓN 8.ª ASISTENCIA SOCIAL

Artículo 119. Concepto. [Documentación asociada]

Las Mutualidades Laborales de Trabajadores Autónomos podrán dispensar 
a las personas que en el artículo siguiente se determinan los auxilios 
económicos que, en atención a estados y situaciones de necesidad se 
consideren precisos, previa demostración, salvo en casos de urgencia, de 
que el interesado carece de los recursos indispensables para hacer frente a 
tales estados o situaciones.

Artículo 120. Beneficiarios.

Podrán ser beneficiarios de la asistencia social:

a) Las personas incluidas en el campo de aplicación de este Régimen 
Especial.

b) Las personas que, habiendo estado comprendidas en el campo de 
aplicación de este Régimen Especial, hayan dejado de estarlo por pasar a 
ser pensionistas del mismo o, sin tener tal condición, por haber perdido la 
de trabajadores por cuenta propia y no estar incluidas en otro régimen de 
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la Seguridad Social.

c) El cónyuge, ascendientes, descendientes y demás parientes por 
consanguinidad o afinidad que hubiesen convivido con las personas 
incluidas a su cargo.

d) Los que, sin estar incluidos en alguno de los apartados anteriores y el 
apartado anterior, se consideren asimilados, a estos efectos, a la condición 
de familiares por el hecho de haber convivido con las personas a que se 
refieren los apartados a) o b), y con cargo a ellas, con una antelación 
mínima de un año.

Artículo 121. Solicitud.

Las personas comprendidas en el artículo anterior podrán solicitar los 
beneficios de la asistencia social cuando se encuentren en los estados y 
situaciones de necesidad a que se refiere esta Sección y las solicitudes que 
formulen estén fundamentadas:

a) Para las incluidas en el apartado a), en hechos que les afecten 
directamente a ellas o a sus familiares o asimilados, comprendidos en los 
apartados c) y d), respectivamente, entendiendo referidos a los requisitos 
que tales apartados exigen a la fecha de formalización de la solicitud.

b) Para las incluidas en el apartado b), tan sólo en hechos que les afecten 
directamente, y

c) Para las comprendidas en los apartados c) y d), en hechos que les afecten 
directamente y sólo en caso de fallecimiento de las personas incluidas en 
los apartados a) o b), entendiéndose referidos los requisitos exigidos a la 
fecha del fallecimiento.

Artículo 122. Limitaciones.

Los auxilios económicos otorgados en concepto de asistencia social no 
podrán tener carácter periódico ni comprometer recursos del ejercicio 
económico siguiente a aquel en que tenga lugar la concesión. Los auxilios 
podrán revestir la forma de subsidios de cuantía fija, cuya duración se 
determinará, en cada caso, cuando se otorguen a quienes, por encontrarse 
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imposibilitados para trabajar por enfermedad o accidente, vengan obligados 
a contratar otros trabajadores que realicen las labores que ellos hubieran 
ejecutado.

Artículo 123. Fondo, distribución y disponibilidad.

1. La asistencia social se prestará por cada mutualidad laboral gestora de 
este Régimen Especial con cargo a un fondo constituido por una cantidad 
equivalente al 2 por 100 del importe de la recaudación que haya obtenido 
en el ejercicio anterior.

2. En cada mutualidad laboral, el importe de este fondo se distribuirá de la 
forma siguiente:

a) El 75 por 100, a disposición de los órganos de gobierno provinciales, en 
proporción a la cotización efectuada en la respectiva provincia.

b) El 25 por 100 restante, a disposición de la Junta Rectora de la Mutualidad 
Laboral.

Los órganos de gobierno provinciales de las mutualidades elevarán a la 
consideración de sus respectivas Juntas Rectoras aquellas solicitudes que 
consideren procedentes y que excedan de sus posibilidades económicas.

Artículo 124. Dispensación discrecional y decisiones de los órganos de 
gobierno.

1. A efectos de la dispensación de la asistencia social, el órgano de gobierno 
competente de la mutualidad apreciará discrecionalmente la concurrencia 
de las circunstancias y requisitos establecidos en la presente Sección y 
los valorará para fijar la cuantía de la ayuda asistencial. [Documentación 
asociada]

2. De conformidad con lo dispuesto en el número 2 del artículo 36 de la Ley 
de la Seguridad Social, las decisiones de los órganos de gobierno en esta 
materia no podrán ser objeto de recurso alguno en vía administrativa ni 
jurisdiccional. [Documentación asociada]

SECCIÓN 9.ª SERVICIOS SOCIALES
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Artículo 125. Acción formativa. [Documentación asociada]

1. Las mutualidades laborales gestoras de este Régimen Especial colaborarán 
en la ejecución del programa correspondiente al servicio social de acción 
formativa en la forma determinada para las mutualidades laborales del 
Régimen General de la Seguridad Social, sin perjuicio de lo dispuesto en los 
números siguientes.

2. El período mínimo de cotización requerido para el disfrute de los 
beneficios de la acción formativa será en este Régimen Especial de 24 
meses dentro de los siete años inmediatamente anteriores a la fecha en 
que concluya el plazo de presentación de solicitudes, según la convocatoria 
correspondiente. No será preciso tal requisito tratándose de pensionistas.

3. La colaboración a que se refiere el número 1 se llevará a cabo con 
cargo a un fondo que se constituirá en cada mutualidad laboral y se nutrirá 
anualmente con una cantidad equivalente al 3 por 100 de la recaudación 
obtenida en el ejercicio anterior por la entidad mutualista.

Artículo 126. Otros servicios sociales.

La prestación de los servicios sociales de asistencia a los subnormales y de 
asistencia a los ancianos y de aquellos otros que se establezcan con igual 
carácter de servicios comunes de la Seguridad Social se llevará a cabo de 
conformidad con las normas reguladoras de cada uno de dichos servicios.

CAPÍTULO VI

Régimen económico-administrativo

Artículo 127. Disposición general.

A efectos del régimen económico-administrativo de este Régimen Especial 
se estará a lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley de Seguridad Social 
de 21 de abril de 1966, a lo establecido por el Decreto 3336/1968, de 
26 de diciembre (BOE de 27 de enero de 1969), por el que se regula el 
procedimiento con arreglo al cual habrán de llevarse, intervenirse y 
rendirse las cuentas y balances de la Seguridad Social y a las disposiciones 
de aplicación y desarrollo de dichas normas.
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Artículo 128. Gastos de administración.

La cuantía de los gastos de administración de las Entidades Gestoras de 
este Régimen Especial estará limitada al 6 por 100, como máximo, de 
sus respectivos ingresos totales en cada ejercicio; en dicho porcentaje 
se entenderá incluido el del 0,25 por 100 ya establecido, que se seguirá 
destinando a atenciones generales de la Seguridad Social.

CAPÍTULO VII [Documentación asociada]

Régimen económico-financiero

Artículo 129. Sistema financiero. 

1. El sistema financiero de este Régimen Especial será de reparto y su 
cuota se revisará periódicamente para mantener la necesaria adecuación 
entre los recursos y las obligaciones del mismo. Los períodos de reparto 
coincidirán con los del Régimen General de la Seguridad Social.

2. Para garantizar la estabilidad financiera durante el período de vigencia del 
tipo de cotización se constituirán los correspondientes fondos de nivelación, 
con cargo a los resultados económicos de cada ejercicio, mediante la 
acumulación financiera de las diferencias anuales entre la cuota media y 
la natural prevista.

Asimismo, con cargo a dichos resultados y una vez atendidos los fondos de 
nivelación, se constituirán fondos de garantía para suplir posibles déficit de 
cotización o excesos anormales de siniestralidad.

Artículo 130. Asignación a las Entidades Gestoras.

Para el cumplimiento de los fines de la Seguridad Social, cuya gestión les 
está encomendada, tiene asignada cada Entidad Gestora de este Régimen 
Especial los siguientes medios económicos, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 49 de la Ley de la Seguridad Social de 21 de abril de 1966:

a) Los bienes, derechos y acciones de que dispusiera cada una de ellas al 
entrar en vigor este Régimen Especial.
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b) Los que obtenga como consecuencia de las cotizaciones o de recursos 
de cualquier género que se le atribuyan en virtud de lo dispuesto en el 
apartado b) del artículo 73 del Decreto 2530/1970, de 20 de agosto.

c) Los que en el futuro puedan asignársele a virtud de disposiciones 
especiales.

Artículo 131. Recursos para la financiación.

Los recursos económicos para la financiación de este Régimen Especial de 
la Seguridad Social y su asignación a las Entidades Gestoras del mismo 
serán los siguientes:

a) Las cotizaciones de las personas obligadas que se encuentren encuadradas 
en sus respectivos ámbitos.

b) Los frutos, rentas e intereses y cualquier otro producto de sus respectivos 
recursos patrimoniales.

c) Las donaciones, legados, subvenciones o cualesquiera otros ingresos que 
se otorguen a cada una de ellas.

Artículo 132. Inversiones.

1. En materia de inversiones se estará a lo dispuesto en el artículo 53 de la 
Ley de la Seguridad Social de 21 de abril de 1966.

2. A efectos de inversiones, y de conformidad con lo establecido en el 
número 1 del citado artículo, entre las finalidades de carácter social 
quedará incluida, en todo caso, la concesión por las mutualidades laborales 
gestoras de este Régimen Especial de créditos laborales a los trabajadores 
comprendidos en las mismas, que se regirá por lo que específicamente se 
disponga en esta materia.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

De conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional del Decreto 
2530/1970, de 20 de agosto, para el primer período de reparto, que 
comprenderá desde la fecha de efectos de este Régimen Especial hasta el 
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31 de diciembre de 1971, el tipo único de cotización para todo el ámbito de 
cobertura de dicho Régimen será del 14 por 100.

DISPOSICIÓN FINAL

Se faculta a la Dirección General de la Seguridad Social para resolver 
cuantas cuestiones se planteen en la aplicación de la presente Orden, que 
tendrá efectos a partir del día 1 de octubre de 1970.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. [Documentación asociada]

1. En tanto se establezca el Régimen Especial de los socios trabajadores 
de cooperativas de producción, previsto en el apartado g) del número 2 
del artículo 10 de la Ley de la Seguridad Social de 21 de abril de 1966, a 
efectos de la inclusión en el campo de aplicación de este Régimen Especial 
de los trabajadores por cuenta propia o autónomos, se seguirá entendiendo 
que tienen individualmente la condición de trabajadores independientes 
que les reconocía el artículo 7.º de la Orden del Ministerio de Trabajo de 
25 de marzo de 1963 (BOE de 11 de abril) los socios de las cooperativas 
industriales que practiquen su profesión y oficio en las mismas.

Las responsabilidades subsidiarias establecidas para las compañías en el 
número 2 del artículo 6.º y en el número 2 del artículo 20 de la presente 
Orden serán de aplicación a las cooperativas con respecto a sus socios.

2. A efectos de cubrir las contingencias de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales continuará siendo de aplicación lo dispuesto 
en el último párrafo del artículo 2.º del Reglamento aprobado por Decreto 
de 22 de junio de 1956, respecto a los socios de cooperativas industriales, 
en tanto se establezca el Régimen Especial previsto en el precepto de la Ley 
de la Seguridad Social que se menciona en el número anterior.

Segunda.

1. Quienes, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11 de los anteriores 
Estatutos de las Mutualidades Laborales de Trabajadores Autónomos, 
tuvieran la condición de mutualistas la conservarán y seguirán rigiéndose a 
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todos los efectos por los citados Estatutos, sin alteración de los derechos y 
obligaciones dimanantes de su respectivo contrato.

No obstante, quienes se encuentren en la situación prevista en el párrafo 
anterior podrán optar entre continuar rigiéndose por el contrato del referido 
artículo 11 de tales Estatutos, con los efectos previstos en dicho párrafo, 
o rescindir voluntariamente para suscribir, sin solución de continuidad, el 
Convenio especial que se regula en el artículo 71 de la presente Orden, 
quedando sometidos desde tal momento a los preceptos reguladores del 
citado Convenio.

La opción, que tendrá carácter irrevocable, habrá de ejercitarse mediante 
comunicación a la mutualidad laboral con la que se tuviese suscrito el 
contrato del artículo 11 de los anteriores Estatutos o antes de 1 de abril de 
1971; dicha opción surtirá efectos desde el día 1 del mes siguiente al de su 
ejercicio, y de no ejercitarse antes de dicho término se entenderá efectuada 
en favor del mantenimiento de la situación anterior.

2. Quienes en la fecha de efectos iniciales de este Régimen Especial reúnan 
las condiciones determinantes de su inclusión en el campo de aplicación 
del mismo y tuviesen vigente en tal momento contrato del artículo 21 del 
Reglamento General de Mutualismo Laboral o Convenio especial con alguna 
de las Mutualidades Laborales de Trabajadores por Cuenta Ajena, que 
hubiese sido suscrito al amparo del derecho de opción que otorgaban las 
Ordenes de 25 de marzo y 7 de octubre de 1963 (BOE de 11 de abril y 18 
de noviembre, respectivamente), podrán optar entre incorporarse a dicho 
Régimen Especial por encuadramiento en la correspondiente Mutualidad 
Laboral de Trabajadores Autónomos o mantener su situación anterior.

La opción en favor de la incorporación a este Régimen Especial deberá 
ejercitarse dentro del plazo de dos meses, contados a partir de la fecha de 
efectos iniciales del mismo, mediante comunicación a ambas Mutualidades 
afectadas; dicha opción surtirá efectos a partir del día 1 del mes siguiente al 
de su ejercicio, siempre que en tal fecha sigan concurriendo en el interesado 
las condiciones determinantes de su inclusión en el campo de aplicación de 
este Régimen Especial. De no ejercitarse la opción en el referido plazo, se 
entenderá efectuada en favor del mantenimiento de su situación anterior.
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Tercera.

1. De conformidad con lo establecido en el número 1 de la disposición 
transitoria tercera del Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, en tanto por el 
Gobierno se establezcan las bases de cotización previstas en el número 1 
del artículo 15 del mismo, tendrán vigencia las siguientes bases mensuales:

2. No obstante lo establecido en el número anterior, quienes a la entrada en 
vigor de este Régimen Especial se encuentren en la situación regulada en la 
disposición transitoria primera de los Estatutos de las Mutualidades Laborales 
de Trabajadores Autónomos, aprobados por la Orden de 30 de mayo de 1962 
(BOE del 13 de junio), y modificada por el artículo 7.º de la Orden de 11 
de octubre de 1967 (BOE del día 20), continuará, a efectos de sus bases 
de cotización, en la misma situación, sin perjuicio de las actualizaciones 
correspondientes que a dichos efectos determine el Ministerio de Trabajo al 
ser establecidas por el Gobierno nuevas bases de cotización.

Cuarta.

Quienes a la fecha de entrada en vigor de este Régimen Especial, por razón 
del período de pago de cuotas que tuviesen elegido, hubiesen efectuado el 

3.500 pesetas 8.000 pesetas 

4.000 » 8.500 » 

4.500 » 9.000 » 

5.000 » 9.500 » 

5.500 » 10.000 » 

6.000 » 10.500 » 

6.500 » 11.000 » 

7.000 » 11.500 » 

7.500 » 12.000 » 
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ingreso de las relativas a los meses de octubre a diciembre de 1970 por la 
cuantía correspondiente según el Régimen anterior, regularizarán su importe 
para adaptarlo al nuevo tipo y, en su caso, nueva base de cotización. A tal 
efecto podrán efectuarlo sin recargo por demora dentro del plazo de tres 
meses, contados a partir de dicha fecha de entrada en vigor.

1970-10-01[Redacciones] 

[ÚLTIMA REDACCIÓN]

Apartado 2 redactado por art. único de la Orden de 28 de julio de 
1971.

Quinta.

1. Las cotizaciones efectuadas al anterior Régimen de las Mutualidades 
Laborales de Trabajadores Autónomos se computarán para el disfrute de las 
prestaciones del Régimen Especial que desarrolla la presente Orden.

Igual norma se aplicará para otros beneficios cuyo disfrute dependa del 
cumplimiento de determinado período de cotización.

2. Cuando el período mínimo de cotización exigido en el nuevo Régimen para 
tener derecho a una prestación fuese superior al requerido en la legislación 
anterior se aplicará aquél de modo paulatino; para ello se partirá en la fecha 
en que tenga efectos dicho Régimen del período de cotización anteriormente 
exigido y se determinará el aplicable en cada caso concreto, añadiendo 
a tal período la mitad de los meses transcurridos entre la citada fecha y 
aquella en que se entienda causada la prestación. Dicha regla se aplicará 
hasta el momento en que el período de cotización así resultante sea igual al 
implantado por este Régimen Especial.

Cuando el período de cotización exigido en el nuevo Régimen fuese inferior al 
requerido en el anterior se aplicará aquél de modo inmediato.

La aplicación de lo dispuesto en el párrafo primero de este número a quienes 
en 1 de octubre de 1970, fecha de iniciación de los efectos de este Régimen 
Especial, tuviesen cumplida la edad de 55 años y quedasen comprendidos 
en el campo de aplicación de dicho Régimen, habiendo sido alta inicial en el 
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mismo dentro de plazo, se ajustará a las siguientes normas:

1.ª Si en la fecha en que se entienda causada la prestación de que se trate 
tuvieran cumplido, además de las restantes condiciones exigidas para la 
misma, un período de cotización equivalente a aquel del que se parte para 
la aplicación paulatina establecida en el párrafo primero de este número, se 
causará la prestación y se deducirá de su importe en el momento de hacerla 
efectiva una cantidad igual a las cuotas correspondientes al número de 
meses que falten al trabajador para cumplir el período mínimo de cotización 
aplicable según lo dispuesto en el referido párrafo.

2.ª Para el cálculo de la cantidad a deducir, de acuerdo con la norma anterior, 
se tomarán como base y tipo de cotización los últimos aplicables al causarse 
la prestación.

3.ª Tratándose de prestaciones de pago periódico, se iniciará su percepción 
cuando haya sido enjugado el total importe de la cantidad que haya de 
deducirse con las mensualidades vencidas de aquéllas, pudiendo optar el 
beneficiario, en el caso de pensión vitalicia, porque se deduzca de cada 
mensualidad de la misma una cantidad igual al importe de las cuotas de un 
mes, hasta la total amortización de la cantidad a deducir.

4.ª Para el cálculo de la base reguladora de la prestación de que se trate se 
computarán las bases que hayan de tomarse para la determinación de la 
cantidad a deducir de la prestación, así como el número de meses a que tales 
bases correspondan.

[REDACCIONES ANTERIORES] No disponibles.

Sexta.

La base reguladora de las prestaciones cuyo período mínimo de cotización 
sea el de aplicación paulatina determinado en el número 2 de tal disposición 
transitoria anterior se calculará de la siguiente forma:

Será el cociente que resulte de dividir por el número de meses exigido como 
período mínimo de cotización para la respectiva prestación la suma de las 
bases de cotización del trabajador durante un período ininterrumpido de 
igual número de meses naturales aunque dentro del mismo existan lapsos 
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en los que no haya habido obligación de cotizar. Este último período será 
elegido por el interesado dentro de los 10 años inmediatamente anteriores 
a la fecha en que se entienda causada la prestación, salvo que se trate de la 
pensión de vejez para la que será, en todo caso, el período inmediatamente 
anterior a dicha fecha.

Séptima.

1. Los trabajadores incluidos en el campo de aplicación de este Régimen 
Especial, procedentes del Régimen anterior de las Mutualidades Laborales 
de Trabajadores Autónomos, que en la fecha de entrada en vigor de aquél 
tuvieran cumplida la edad de 65 años y cubierto el período de carencia y 
demás requisitos exigidos por tal Régimen anterior para causar la pensión de 
jubilación del mismo, podrán optar entre acogerse a dicho Régimen Especial 
o continuar rigiéndose, a efectos de causar la indicada prestación, por el 
referido Régimen anterior.

Las personas a las que se reconoce tal derecho de opción podrán ejercitarlo 
en la fecha en que soliciten su jubilación, siempre que en la misma sigan 
reuniendo las condiciones exigidas.

2. Los trabajadores incluidos en el campo de aplicación de este Régimen 
Especial, procedentes del Régimen anterior de las Mutualidades Laborales 
de Trabajadores Autónomos, que en la fecha de entrada en vigor de aquél 
tuviesen cumplida la edad de 60 años y cubierto el período de carencia 
exigido por tal Régimen anterior para causar la pensión de jubilación del 
mismo, podrán optar al solicitar la pensión de vejez que causen en dicho 
Régimen Especial entre acogerse a uno u otro de tales Regímenes a efectos 
de la fijación del porcentaje aplicable para determinar la cuantía de su 
pensión de vejez.
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